A 


N9 61 — TOMO 63 


9 DE NOVIEMBRE DE 1987 


REPUBLICA ORIENTAL 


DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
ASAMBLEA GENERAL 


TERCER PERIODO ORDINARIO DE LA XLIN LEGISLATURA 


8* SESION ORDINARIA EXTRAORDINARIA 


PRESIDEN EL. DOCTOR JORGE BATLLE Y EL ESC. PEDRO W. CERSOSIMO 


> 'Presidente) 


(1er. Vicepres:dente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES SEÑOR MARIO FARACHIO, DOCTOR HECTOR S. CLAVIJO 
Y SEÑOR FELIX B. EL HELOU 


SUMARIO 


Páginas 
1) Texto de la citación ........................... 90 
2) Asistencia ............o.ooconcononococoo momo... 90 


3 y 5) Observaciones interpuestas por el Poder Eje- 
cutivo a diversas disposiciones del Proyecto de 
Rendición de Cuentas 1986 ................ 90 y 141 


(Véase 7% sesión) 


— Se resuelve votar en bloque la totalidad de los 
vetos a excepción de los correspondientes a los 
artículos 23, 104 y 208, que son desglosados. 


— En consecuencia, se procede a votar, en pri. 
mer término, si se levantan los vetos a 90 ar- 
tículos. Al no obtenerse los tres quintos que 
prevé la Constitución, no son levantadas las 
observaciones interpuestas por el Poder Ejecu- 
tivo. 
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— A continuación, se vota si se levantan los ve- 
tos interpuestos a los artículos 23, 104 y 208, 
no obteniéndose los tres quintos exigidos por 
la Constitución, por lo que tampoco son levan. 
tadas las observaciones. 


— Finalmente, ante el resultado de las votacio- 
nes efectuadas en la fecha en el seno del 
Cuerpo, la Asamblea General adopta la si. 
guiente decisión con alcance de pronuncia- 
miento: Comuníquese de inmediato al Poder 
Ejecutivo el proyecto de ley, a sus efectos. 


-—— Texto del proyecto de ley aprobado. 
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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 6 de noviembre de 1987. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extra- 
ordinaria, en régimen de cuarto intermedio, el próximo 
lunes 9, a la hora 17, a fin de continuar considerando 
las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo a 
diversas disposiciones del proyecto de ley de Rendición 
de Cuentas 1986. 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN los señores senadores: Gonzalo Aguirre Ra- 
mírez, Hugo Batalla, Jorge Batlle, Enrique Cadenas Boix, 
Eugenio Capeche, Justino Carrere Sapriza, Carlos Cassina, 
Pedro W. Cersósimo, Carlos W. Cigliuti, Juan Pablo Croce, 
Juan Carlos Fá Robaina, Manuel Flores Silva, Guillermo 
García Costa, Reinaldo Gargano, José Guntín, Raumar 
Jude, Luis Alberto Lacalle Herrera, Enrique Martínez Mo- 
reno, Carminillo Mederos da Costa, Walter Olazábal, Dar- 
do Ortiz, Carlos Julio Pereyra, Luis Bernardo Pozzolo, A. 
Francisco Rodríguez Camusso, Francisco Terra Gallinal, 
Uruguay Tourné, Alfredo Traversoni, Rodolfo Zanoniani, 
Juan J. Zorrilla, Alberto Zumarán y los señores represen- 
tantes Numa Aguirre Corte, Nelson R. Alonso, Guillermo 
Alvarez, Juan Justo Amaro, Abayubá Amen Pisani, Ernes- 
to Amorín Larrañaga, Carmen Arana, Nelson Arredondo, 
Fanny Aron, Roberto Asiaín, Javier Barrios Anza, Hono- 
rio Barrios Tassano, Juan A. Bentancur, Carlos Bertacch1, 
Federico Bouza, César Brum, Mario Cantón, Cayetano Ca- 
peche, Tabaré Caputi, Gonzalo Carámbula, Nelly R. Cas- 
sou, Washington Cataldi, José Cerchiaro San Juan, Juan 
Pedro Ciganda, Jorge Conde Montes de Oca, Víctor Cor- 
tazzo, Eber da Rosa Viñoles, Julio E. Daverede, José Díaz, 
Ruben Escajal, Yamandú Fau, Francisco A. Forteza, Ru- 
bens Francolino, Carlos M. Fresia, Ruben E. Frey Gil, Juan 
J. Fuentes, Ariel Gaione, Carlos Garat, Alem Garcia, 
Washington García Rijo, Oscar Gestido, Héctor Goñi 
Castelao, Hugo Granucci, Ramón Guadalupe, Arturo Gue- 
rrero, Luis Alberto Heber, Luis A. Hierro López, Jesús 
Ibáñez, Marino Irazoqui, Walter Isi, Luis Ituño, Eduardo 
Jaurena, Daniel Lamas, Ariel Lausarot, Oscar Lenzi, Héc- 
tor Lescano, Oscar López Balestra, Néstor López Martínez, 
Nelson Lorenzo Rovira, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, 
Julio Maimó Quintela, Miguel Manzi, Luis José Martínez, 
Orosmán Martínez, Eden Melo Santa Marina, Pablo Mi- 
lor, León Morelli, Horacio Muniz, Clemente Muñoz, An. 
tonio Nión, Juan A. Oxacelhay, Ope Pasquet Iribarne, Ra- 
món Pereira Pabén, Manuel Pérez Alvarez, Juan Pintos 
Pereir2, Carlos Pita Alvariza, Lucas Pittaluga, Elías Po- 
rras, Baltasar Prieto, Alfonso Requiterena Vogt, Edison 
Rijo, Gilberto Ríos, Ricardo Rocha Imaz, Carlos Rodríguez 
Labruna, Yamandú Rodríguez, Raúl Rosales Moyano, He- 
bert Rossi Pasina, Ruben Ruiz, Walter R. Santoro, Carlos 
Norberto Soto, Héctor Martín Sturla, Andrés Toriani, Vic- 
tor Vaillant, Tabaré Viera, Leonardo Vinci, Antonio M. 
Zeballos y Edison H. Zunini. 


FALTAN con licencia los señores senadores Juan Raúl 
Ferreira, Juan Martín Posadas, Américo Ricaldoni, Luis 
A. Senatore, Juan A. Singer, Francisco M. Ubillos y los 
señores representantes Héctor Barón, Edgard Bonilla, Al- 
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berto Brause, Ruben Díaz Burci, Carlos E. Negro, Jorge 
Silveira Zavala y Guillermo Stirling. 


Con aviso el señor representante Gustavo Varela, 


3) OBSERVACIONES INTERPUESTAS POR EL 
PODER EJECUTIVO A DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL PROYECTO DE LEY 
DE RENDICION DE CUENTAS 1986 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 45) 


—Continúa la consideración del tema en debate: “Ob- 
servaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo a diver- 
sas disposiciones del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas 1986”. 


De acuerdo al orden establecido en la lista de ora- 
dores, le corresponde hacer uso de la palabra al señor 
legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: como lo sabe 
el país entero, en la consideración de las observaciones 
interpuestas por el Poder Ejecutivo al proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas sancionado por el Parlamento hay 
un tema de fondo que una y otra vez ha sido discutido 
en el seno de esta Asamblea General y en cada una de 
las Cámaras, enfrentando al partido de Gobierno con los 
partidos de oposición. Ese tema de fondo no es otro que 
el relativo a la política desarrollada por la conducción 
económica de este Gobierno, con una pertinacia, en nues- 
tro concepto, digna de mejor causa, la cual se contrapone 
a las necesidades de la población. 


Para decirlo de otra manera: mientras mosotros —y 
toda la Oposición— sostenemos que para atender, aunque 
sea moderadamente, las necesidades de la gente es im- 
prescindible, en alguna medida, aumentar el gasto públi- 
co, el Gobierno, ante este problema sustenta, en forma 
de axioma indiscutible, que lo primero que hay que ha- 
cer es abatir el déficit fiscal o, por lo menos, impedir 
que éste aumente siquiera en mínima proporción. 


Dado que este tema de fondo evidentemente es recu- 
rrente y en torno a él no va a haber entendimiento, esti. 
mamos que en verdad es tiempo perdido volver a consi- 
derarlo. ¿A qué conduce volver a insistir en esta sesión 
de la Asamblea General en las razones por las cuales he- 
mos sostenido hasta el cansancio que la política del Go- 
bierno en esta materia es equivocada? Sólo llevaría a la 
réplica de la bancada oficialista, sosteniendo que esta polí- 
tica económica le hace bien al país. En esta discusión 
podemos mantenernos horas y horas, sin solución de con- 
tinuidad —de hecho en ello hemos estado durante dos 
años— de manera que vamos a hacer gracia a la Asam- 
blea General y al país de reiterar lo que hemos sostenido 
al respecto en anteriores instancias de discusión de los 
temas presupuestales. Pasaremos, pues, a considerar otros 
aspectos del problema. 


Es evidente que los vetos del Poder Ejecutivo tienen 
importancia en calidad y cantidad, pero sobre todo en 
cantidad. En efecto, se trata de una cifra desusada, ya 
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que se han vetado nada menos que 93 artículos. Por otra 
parte, entre los artículos observados por el Poder Ejecu- 
tivo se incluyen no sólo aquellos que sus legisladores —la 
bancada de Gobierno— votaron en contra, exponiendo 
reiteradamente las razones por las cuales así lo hacian, 
sino también disposiciones votadas afirmativamente en 
bioque y aún propuestas por la bancada del Partido Colo- 
rado. Sería de esperar, entonces, que si esa era la posi- 
ción de los legisladores del Gobierno, obrando en conse- 
cuencia con lo que sostuvieron originalmente, levantaran 
ahora sus manos para dejar sin efecto los vetos. Sin em- 
bargo, es público y notorio —así se ha anunciado por 
todos los medios de difusión y no ha sido ocultado a na- 
die— que la bancada del partido de Gobierno no está 
dispuesta a levantar esos vetos; es decir que, Contrarian- 
do lo que hicieron pocas semanas atrás, no van a obrar 
de acuerdo con su criterio, sino con el del Poder Ejecu- 
tivo, No señalamos este hecho, que constituye una reali- 
dad política, para cargar las tintas contra la bancada del 
partido de Gobierno. Resulta una circunstancia notoria, 
que toda la población la conoce y ésta será la encargada 
de juzgar la forma en que ejerció el mandato del pueblo 
en el momento —que inevitablemente llega— de compa- 
recer ante Jas urnas, oportunidad en que cada candidato 
debe rendir cuentas de sus actos. 


Pues bien, ante esta situación de hecho, que está 
planteada, tenemos una realidad por delante: en esta 
Asamblea General no hay los tres quintos de votos que 
exige el artículo 138 de la Constitución para dejar sin 
efecto las observaciones del Poder Ejecutivo y remitirle 
el proyecto de ley de modo que tenga la obligación de 
promulgarlo. Pero tampoco existe la mayoría absoluta de 
sufragios —porque no los tiene la bancada de Gobierno— 
que, según el artículo 139 de la Constitución, habilita al 
Poder Ejecutivo a promulgar el proyecto de ley con las 
observaciones que le ha formulado, es decir, suprimiendo 
del texto las disposiciones vetadas. En virtud de este he- 
cho —que no existen tres quintos de votos para levantar 
los vetos ni tampoco la mayoría absoluta para aprobar- 
los— pende sobre esta Asamblea General y sobre el país 
entero la amenaza de que no haya ley porque, en prin- 
cipio, desde el punto de vista constitucional, la situación 
es muy clara, a menos que entre a jugar el inciso segun- 
de del artículo 138 de la Constitución, es decir, que trans- 
curran sesenta días sin pronunciamiento de la Asamblea 
General. 


Ante esta situación, que evidentemente es grave y 
preocupante para la población y para todos los partidos 
políticos, no tengo ningún inconveniente en anuciar que 
mi disposición y la de mi Partido —como lo saben los 
legisladores de todas las bancadas— es la de encontrar 
soluciones y tratar de hallar un camino intermedio que, 
sin violar la Constitución, habilite al Poder Ejecutivo a 
promulgar la Rendición de Cuentas, cosa que en este mo. 
mento parece dificil. En lo personal, sostengo que lo que 
hay que hacer es arbitrar una solución intermedia via. 
ble, que se encuadre dentro de lo que permite la Consti.- 
tución de la República. 


Más adelante vamos a explicar qué es lo que quere- 
mos decir cuando expresamos que la solución —que en 
principio no está dada porque no hay tres quintos de vo- 
tos para levantar los vetos ni mayoría absoluta para apro- 
barlos— hay que encontrarla, sí, pero dentro de la Cons- 
titución de la República. 
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Para nosotros, lo más importante es el problema cons- 
titucional que está planteado al considerarse los vetos a 
la Rendición de Cuentas. Vamos a explicar por qué soste- 
nemos esto. 


No somos tan ingenuos como para no comprender 
que lo más importante para decenas de miles de funcio- 
narios públicos, que están aguardamdo que se solucione 
el problema de los vetos, es que se pueda promulgar la 
Rendición de Cuentas de manera que entre en vigencia 
cuanto antes. Sin embargo, desde un punto de vista ge- 
neral, viendo mo lo inmediato, sino el funcionamiento 
del régimen constitucional —que es de carácter perma.- 
nente y que hace a valores sustanciales y mucho más 
trascendentes que los que están en juego en la aproba- 
ción de determinadas disposiciones de la Rendición de 
Cuentas— lo importante es que la interpretación de la 
Constitución y, sobre todo, su aplicación, se hagan en tor- 
ma correcta, Ello debe ser así porque hace, por un lado, 
a las facultades que tienen el Poder Ejecutivo y el Par- 
lamento en el proceso de elaboración de las leyes —no 
en particular en éste de la Ley de Rendición de Cuentas 
sino, en general, en el de todas— y, por otro, a las rela. 
ciones entre el Poder E;ecutivo y el Parlamento. Y por- 
que hace a ellas, hace también a algo más importante, 
que es el equilibrio que dentro de muestro sistema cons- 
titucional debe existir entre los poderes políticos del Gro- 
bierno —es decir, el Ejecutivo y el Legislativo— que es 
nuestro deber preservar. 


En los noventa y tres vetos interpuestos hay una can. 
tidad de artículos observados por razones de inconstitu- 
cionalidad. Vale decir que a juicio del Poder Ejecutivo 
varias disposiciones aprobadas por el Parlamento —yo di. 
ría unas cuantas decenas— son inconstitucionales. 


Luego de hacer un estudio detenido de los vetos que 
por estas razones ha interpuesto el Poder Ejecutivo, pien- 
so que en algunos casos las objeciones interpuestas son 
fundadas —o, por lo menos, tienen apariencia de yerosi- 
militud desde el punto de vista del cuestionamiento de 
su Cconstitucionalidad— pero, no lo son en otros. Es de- 
cir, el Poder Ejecutivo expresa que se ham sancionado 
disposiciones inconstitucionales, pero no son tales. 


No vamos a entrar en el análisis de estos problemas 
de constitucionalidad caso por caso, veto por veto, por- 
que creemos que no es lo más importante y, además, abu- 
rriríamos a la Asamblea General si empezáramos a uti- 
lizar la lupa jurídica respecto a cada uno de los vetos. 
Decimos, sí, que ej Poder Ejecutivo, que esgrime razones 
de inconstitucionalidad para vetar muchas disposiciones 
de esta Rendición de Cuentas y que, por lo tanto, formu- 
la al Parlamento el cargo —sin duda grave— de haber 
obrado al margen de la Constitución en muchos Casos 
—y mismo en éste— no ha sido respetuoso de la Consti. 
tución al interponer los vetos. Es decir, ha hecho uso del 
instituto de las observaciones a los proyectos de leyes al 
margen de las disposiciones constitucionales. Creemos que 
el Poder Ejecutivo lo ha hecho en el pasado, en ocasión 
de vetar algunas otras iniciativas anteriores y lo ha rei- 
terado en este caso al interponer determinadas observa- 
ciones a disposiciones de este proyecto de ley de Rendi.- 
ción de Cuentas. 


En nuestra opinión, se ha usado inconstitucionalmen- 
te el instituto del veto en el pasado y dentro de esta Le- 
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gislatura, al proponer el Ejecutivo por vía de cbserva- 
ciones textos modificativos a los proyectos que tenia a 
su consideración. A nuestro juicio —y en la opinión de 
muchos otros legisladores y autorizados constitucionalistas 
y parlamentarios del pasado— el Poder Ejecutivo no tiene 
esa facultad. Cuando veta un proyecto de ley puede re- 
chazarlo tal como le ha sido elevado para promulgarlo; 
lo puede rechazar en todo O en parte, pero por vía de 
vetos no puede proponer a la Asamblea General que in- 
troduzca modificaciones en el texto del proyecto que ésta 
había sancionado. 

Además, el Poder Ejecutivo ha propuesto, por vía de 
observaciones, textos suprimidos por el Parlamento. Me 
explico: en ocasión de tener que promulgar la ley de 
aportes rurales, el Poder Ejecutivo le interpuso vetos par- 
ciales, y entre ellos, propuso a la Asamblea General que 
volviera a incluir en la ley un texto que estaba en su pro- 
yecto original, pero que el Senado y la Cámara de Repre- 
sentantes habían rechazado por una votación abrumado- 
ramente mayoritaria. 


Es decir que el Poder Ejecutivo, que sólo puede vetar 
lo que está en el proyecto de ley y, por consiguiente, es 
susceptible de promulgación, vetó en aquella oportunidad 
una disposición que no estaba en el proyecto y que, por 
lo tanto, no era susceptible de ser promulgada. Como no 
podía ser de Otro mode, la Asamblea General por abru- 
madora. mayoría —creo que por unanimidad— levantó ese 
veto en una actitud que es, en verdad, excepcional] den- 
tro de esta Legislatura. 


Por consiguiente, el Poder Ejecutivo en aquella opor- 
tunidad hizo un uso abusivo dej veto, al margen de la 
Constitución, lo que fue rechazado por la Asamblea Ge- 
neral. En esta ocasión, que es en verdad la que interesa 
—sin perjuicio de ilustrar con los antecedentes que estoy 
citando— en nuestra opinión vuelve a actuar al margen 
de la Constitución al proponer textos modificativos, es 
decir, al vetar distintas disposiciones del proyecto y pro- 
poner que ellas no sean rechazadas o excluidas de él, 
sino modificadas en su redacción. Lo hace respecto a los 
artículos 695, 39, 257, 388, inciso segundo y 477, aparte 
de que otros vetos suponen —aunque el Mensaje no lo 
dice expresamente— la necesidad de modificar otros tex- 
tos que habían sido remitidos y sancionados de otra ma- 
nera por la Asamblea General. 


Insistimos en que el Poder Ejecutivo carece de esta 
facultad y vamos a dedicar parte de nuestra exposición 
a fundamentar esta posición desde el punto de vista ju- 
rídico. 


Pero, además, el Poder Ejecutivo ha hecho algo en 
verdad sorprendente e insólito, que fue censurado por el 
señor legislador Sturla en la sesión anterior de la Asam- 
blea General, El Poder Ejecutivo pretendió suplir por vía 
de observación la falta de iniciativa de que adolecía el 
texto del articulo 155 sancionado por el Parlamento, que 
en función del artículo 133 de la Constitución de la Re- 
pública, le es privativa. Y el Poder Ejecutivo tiene razón; 
el artículo 155 requiere su iniciativa y no la tenía. Se re- 
fiere el mismo a una exoneración tributaria genérica, in- 
condicionada, al Instituto Nacional de Vitivinicultura 
—INAVI— persona pública no estatal creada por este 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas a iniciativa del 
Senado de la República. Naturalmente que para exonerar 
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de impuestos a este Instituto, se precisaba la iniciativa 
del Poder Ejecutivo y no la tenía. Se me dirá que, adver- 
tido de este problema, el Poder Ejecutivo viene a subsa- 
nar el defecto observado y a salvar la violación de la 
Constitución en que se había incurrido. Pero obsérvese 
el absurdo que significa que el Poder Ejecutivo en un 
Mensaje de observaciones, envíe una iniciativa cuando se 
está al final del trámite de elaboración de la ley. La ini- 
ciativa la puede enviar en el momento en que comienza 
el procedimiento de elaboración de la ley, o sea, cuando 
envía el Mensaje a la Asamblea General, pero no cuando 
tiene que promulgar el proyecto de ley. Entonces, ante 
la alternativa de vetar o de promulgar el proyecto de ley, 
el Poder Ejecutivo no hace ni una cosa ni la otra; sim. 
plemente observa y envía la iniciativa que faltaba. Pero, 
además, se contradice de una manera palmaria, porque 
este proyecto de ley ha vetado varias disposiciones, por 
observar que no tenían la iniciativa que se requiere, pre- 
cisamente en materia de exoneraciones tributarias, de 
acuerdo con el artículo 133 de la Constitución. co 


El Poder Ejecutivo vetó —y en mi concepto actuó 
bien— una disposición por la cual se establece una exo- 
neración tributaria a las emisoras de radiodifusión de 
frecuencia modulada y de frecuencia media —si la me- 
moria no me traiciona— del interior del país, y dijo —con 
razón— que faltaba la iniciativa requerida constitucional- 
mente. Por consiguiente, vetó ésta y otras disposiciones 
que adolecian del mismo defecto. 


Sin embargo, no es serio que el Poder Ejecutivo, cuan- 
do falta la iniciativa requerida de acuerdo con el articulo 
133 y la disposición no le gusta O la exoneración tribu- 
taria le parece inconveniente, vete diciendo que se ha 
violado la Constitución porque falta la iniciativa que le 
es privativa pero cuando la exoneración tributaria le gus- 
ta o le parece conveniente, aunque se haya violado la 
Constitución, diga que no importa, y si bien no es el mo- 
mento de presentar iniciativa, salve este defecto envián- 
dola en el Mensaje en el cual interpone un veto. 


Se tendrá que convenir conmigo en que éste no es 
un ejercicio adecuado del veto y que nada tiene que ver 
con la facultad constitucional respectiva. No se trata de 
una observación a un proyecto de ley; esto es, simple- 
mente, decir que se puede violar la Constitución de la 
República cuando al Poder Ejecutivo le parece conve- 
niente y en ese caso lo autoriza, pero cuando lo considera 
inconveniente, veta diciendo que falta su iniciativa, 


(Murmullos) 


—Consideramos que en esta materia es necesario ac- 
tuar con coherencia. Cuando se argumenta que se actúa 
al margen de la Constitución de la República, quien tal 
cosa aduce —en este caso es el Poder Ejecutivo— debe 
comenzar por ser coherente. Si esgrime un artículo de 
la Constitución de la República, debe hacerlo en todos 
los casos; si dieno artículo es suficiente para vetar va- 
rias disposiciones, cada vez que éste sea, violado deben ve- 
tarse todas las disposiciones que no respeten lo que dis- 
pone esa norma. 


El Poder Ejecutivo no puede, por vía de veto, preten- 
der modificar el texto del proyecto de ley que había sido 
sancionado, ni suplir la falta de iniciativa requerida cons- 


S de Noviembre de 1987 


titucionalmente. Voy a explicar estos conceptos con la 
mayor claridad posible. 


(Murmullos) 


—Cuando al Poder Ejecutivo se le remite un proyec- 
to con sanción de la Asamblea General sólo puede ha. 
cer dos cosas: promulgar el proyecto de ley, o vetarlo 
en todo o en parte. Vetar en todo o en parte no es Otra 
cosa que rechazar el proyecto. Si es un veto total, el Po- 
der Ejecutivo manifiesta su oposición a que €se proyecto 
se transforme en ley; si se trata de un veto parcial, se 
opone a que lo sea con el texto que le había sido remi- 
tido. 


(Murmullos. Campana de orden) 


—Señor Presidente: se oyen en Sala —y más que den- 
tro, fuera de ella— murmullos que hacen difíci] desarro- 
llar la exposición con el orden en que ésta se debe rea. 
lizar, sobre todo, cuando se están tratando temas jur- 
dicos que no son sencillos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
La Mesa ruega a los señores legisladores y a los asisten- 
tes 2 la Barra que guarden silencio. 


Puede continuar el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estaba diciendo que el Poder 
Ejecutivo sólo puede promulgar el proyecto o vetarlo en 
todo o en parte, esto es, manifestar su oposición a que 
adquiera fuerza de ley con el texto que le había sido re- 
mitido por la Asamblea General. Luego, el Poder Ejecu- 
tivo debe estar a la decisión de la Asamblea General, la 
cual lo obligará a promulgar el proyecto vetado, con el 
texto original, o bien le permitirá promulgarlo sin las 
disposiciones que vetó. Pero no le permitirá, ea ningún 
caso, promulgar la ley con nuevas disposiciones que no 
formaban parte del proyecto sancionado y no promul- 
gado. 


¿De dónde surge esta afirmacion que hacemos, que 
no es novedosa pues ha sido sostenida en la Asamblea 
General a lo largo de muchas décadas? Surge, en primer 
lugar, del significado gramatical que tiene la palabra ve- 
to en nuestro idioma; en segundo término, de las fuentes 
del instituto del veto en la Carta fundacional de 1830; 
en tercera instancia, de la evolución del instituto en nues. 
tro Derecho Constitucional, a través de las Cartas de 1830, 
1918, 1934 y 1967; en cuarto lugar, de la interpretación 
armónica de las disposiciones constitucionales en su con- 
texto y no de la aplicación de un artículo en forma ais. 
lada y, por último, de los principios que inspiran las dis. 
posiciones constitucionales sobre elaboración de las leyes. 


En lo que tiene que ver con el significado gramatical 
de la palabra veto, el Diccionario de la Real Academia 
Española. establece que viene “Del latin veto”... que quie- 
re decir “... yo vedo o prohibo. Derecho que tiene una 
persona o corporación para vedar o impedir una cosa. 
Usase” -——dice la Real Academia-- “principalmente para 
significar el atribuldo según las constituciones al jeíe 
del Estado O a la segunda Cámara, respecto de las leyes 
votadas por la elección popular. Si impide la promulga. 
ción y vigencia de la ley, se llama veto absoluto, y sus- 
pensivo si sólo retarda aquelia.” Es bien elaro, pues, Cl 
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significado gramatica] de la palabra. El veto es una ma- 
nifestación de voluntad del Poder Ejecutivo para impedir 
que un proyecto de ley sea promulgado, no para obtener 
que sea posteriormente sancionado y promulgado con un 
texto distinto, querido por él. 


Se podrá decir que la Constitución nunca empleó la 
palabra veto y que, desde el año 1830, nuestras Cartas 
habian, por el contrario, de objeciones u observaciones. 
Pero lo cierto es que en la práctica constitucional, en las 
obras de los autores y en los debates de la Asamblea Ge. 
neral siempre se habló de veto porque se dio a las obser- 
vaciones u objeciones ese alcance que surge del signifi. 
cado gramatical de Ja palabra. Veto, objeciones u obser- 
vacicnes siempre quisieron decir lo mismo: manifestación 
de voluntad del Poder E,ecutivo de que una ley no sea 
promulgada con el texto que le fue remitido, no para 
gue sea modificada de acuerdo con la voluntad de dicho 
Poder. 


Pero, además, decia que esto surge de la evolución 
del instituto en nuestro Derecho Constitucional. 


El actual artículo 138, era el artículo 64 de la Carta 
de 1830 que tenía prácticamente el mismo texto, sin el 
inciso segundo, que es el que permite la promulgación al 
vencimiento del plazo de los sesenta dias y que fue in- 
corporado en la Constitución actual. 


Respecto al origen de esta disposición en nuestro De- 
recho Constitucional, y a su significado, el tema fue lar- 
gamente debatido en los años 1920 y 1921. En el debate 
producido en la Asamblea General, ei la sesión del 17 
de junio de 1921, el doctor Juan Andrés ¡Ramírez estudió 
los antecedentes de la Constitución de 1830 en esta ma- 
teria, y expresó: “Sabido es que nuestros constituyentes, 
entre los principales modelos que tuvieron para su 
obra”... estudiaron la Constitución de Bolivia de 1828, 
la de Chile de 1828, los Estatutos que rigieron las Pro- 
vincias Unidas del Río de la Plata, y, especialmente, las 
constituciones argentinas de 1819 y de 1826. 


“Pues bien, en la Constitución de Bolivia y en la 
Constitución de Chile se encuentra un régimen que po- 
dría quizá responder a la tesis sostenida por la Comisión 
informante. 


La Comisión informante sostenía que se podia votar 
por la Asamblea General un tercer proyecto de ley y que 
no sólo el Ejecutivo sino también la Asamblea podían 
proponer modificaciones al texto sancionado originalmen- 
te por las Cámaras. 


“Así en la Constitución de Bolivia” —expresaba el do>- 
tor Ramirez— “se dice: 'Que las observaciones del Poder 
Ejecutivo serán dirigidas a la Cámara de origen, y si ésta 
o la otra reunidas en Congreso encuentran las observacio- 
nes fundadas y modifican el proyecto en consecuencia, (es 
decir, con arreglo a ellas) serán devueltas al Poder Eje- 
cutivo para su promulgación. 


“La Constitución de Chile establecía un régimen dis- 
tinto, porque admitía en primer término el veto absoluto. 


“Si el Poder Ejecutivo devuelve con un veto ansoli:- 
to el proyecto, éste queda en suspenso; pero también plan- 
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teaba la hipótesis de que lo devolviera con adiciones o 
con modificaciones, y lo hacía en esta forma: “si por am- 
bas Cámaras resultase aprobado según ha sido remitido 
por el Poder Ejecutivo, tendrá fuerza de ley y se devol- 
verá a éste para sus promulgación; y si las correcciones 
o modificaciones no fueran aprobadas, se tendrán como 
ño presentadas, y no se podrá proponerlas en las sesiones 
de aquel año”. 


“¿Fue éste el régimen que adoptaron nuestros cons- 
tituyentes?”, se preguntaba el doctor Ramírez. 


“Absolutamente no. 


“Es evidente que adoptaron el régimen de la Cons- 
titución Argentina de 1819 y de 1826 que no era más que 
el trasunto, en lo que a esta materia refiere, de las dis- 
posiciones de la Constitución de los Estados Unidos de la 
América del Norte. 


“Hay que acudir, entonces, a la Constitución de Es- 
tados Unidos y a la Constitución Argentina actual, que 
se inspira en aquélla y en los estatutos de los años 19 y 
26 para ver cuál es la índole del veto en nuestro país. 


“Veamos, pues; el artículo 2% de la sección séptima 
de la Constitución americana dice: “Si el Presidente de la 
República no aprueba el proyecto lo devolverá con sus 
objeciones a la Cámara de su origen, la que deberá sentar 
por extenso, en su diarío, las objeciones y procederá a 
reconsiderarlo”. 


“Si después de tal reconsideración, dos terceras par- 
tes de aquella Cámara aprobasen el proyecto, se enviará 
éste, con las objeciones a la otra Cámara, por la cual 
será también reconsiderado, y si fuera aprobado por dos 
terceras partes de ella, tendrá fuerza de ley”. 


“Agrega, enseguida, las disposiciones respecto a la 
votación por sí o por no sobre el veto, que están en nues- 
tra Constitución. 


“La Constitución Argentina, por su parte, emplea es- 
tos términos: “Desechado en todo o en parte un proyecto 
por el Poder Ejecutivo, vuelve, con las objeciones, a la 
Cámara de su origen. Esta lo discute de nuevo, y si lo 
confirma por dos tercios de votos, pasa otra. vez a la Cá- 
mara de remisión. 


“Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, 
el proyecto de ley pasa al Ejecutivo. 


“Las votaciones, en tal caso, serán nominales, por sí 
o por no, y tanto los nombres como los fundamentos de 
los sufragantes se publicarán inmediatamente por la pren- 
sa”. 


“Se ve pues” —decía el doctor Ramírez— “que entre 
los diferentes modelos que nuestra Constitución tuvo para 
legislar sobre el veto, no se ha optado por aquellos que 
admiten la consideración de las enmiendas que presenta 
el Poder Ejecutivo; no se ha optado por los modelos de 
Chile ni de Bolivia; se ha optado por los modelos ameri- 
cano y argentino, que no admiten otra cosa. que la con- 
sideración de las observaciones del Poder Ejecutivo para 
ver si las Cámaras insisten o no en el proyecto primitivo.” 
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Sostengo, pues, señor Presidente, que el actual ar- 
tículo 138 de la Constitución, que es el mismo artículo 
64 de la Constitución de 1830, se inspiró en fuentes que 
no admitían la introducción de modificaciones a los tex- 
tos sancionados, y no admitían que por vía de veto se 
pudieran proponer modificaciones o enmiendas a los tex- 
tos sometidos a la consideración del Poder Ejecutivo y 
posteriormente a la Asamblea General. 


Además, de acuerdo con la evolución del instituto en 
nuestro Derecho Constitucional, de ningún lado surge que 
este sentido originario que tenía el instituto en la Carta 
de 1830 haya sufrido una modificación a través de las 
variantes que en esta materia han introducido nuestras 
cartas constitucionales. La única modificación que se in: 
trodujo en 1918 fue la rebaja del quórum para que la 
Asamblea General levantara los vetos. En la Carta de 
1830, el quórum era de dos tercios de sutragios y en la 
de 1918 fue rebajado a tres quintos de presentes, pero no 
se varió nada más. 


En la Constitución de 1934 se introdujo el actual ar- 
tículo 139 que —como todos sabemos— dice: “Si las ob- 
servaciones del Poder Ejecutivo se refiriesen a una parte 
del proyecto, la Asamblea, por mayoría absoluta de pre- 
sentes, podrá ratificarlo ajustándose a aquéllas”. Pero 
esto no significa ninguna variante sobre el sentido del 
instituto. No se dice que en estas observaciones a una par- 
te del proyecto, el Poder Ejecutivo pueda proponer mo- 
dificaciones a los textos anteriormente sancionados. Se 
dice que en lugar de rechazar el proyecto en su integri- 
dad, puede rechazarlo en parte, y nada más. 


Esta disposición infeliz es la que ha traido intinidad 
de problemas en la práctica constitucional y ocasionado 
las dificultades a las que hoy estamos enfrentados. Este 
artículo que no cambia —reitero— la esencia del institu- 
to, se votó en la Constituyente de 1934 para regularizar 
una práctica inconstitucional, por la cual se había admi- 
tido que el Poder Ejecutivo opusiera observaciones par- 
ciales a los proyectos de ley. Y se votó para facilitar la 
promulgación de los proyectos de ley en esos casos y bus- 
car el acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. 
Sin embargo, con sabiduría, ya en sus comentarios a la 
Constitución de 1942, Justino Jiménez de Aréchaga hizo 
una crítica demoledora a esta disposición; crítica que por 
supuesto no hace al reconocimiento de que este artículo 
está vigente y es aplicable. 


Decía el doctor Justino Jiménez de Aréchaga: “La 
fórmula no puede ser más inconveniente. Ella supone re- 
solver en cada Caso el problema de saber si enmiendas 
parciales afectan o no a todo un proyecto. Es sabido que 
un proyecto de ley puede ser observado sólo respecto de 
un artículo, pero por la trascendencia de la observación, 
ella puede suponer la oposición del Poder Ejecutivo a todo 
el contenido de la ley”. 


“Subrayo que según el texto de la disposición, la 
mayoría menor exigida por este artículo sólo sirve para 
que la Asamblea General se conforme con las observacio- 
nes del Poder Ejecutivo. Si la enmienda del Poder Ejecu- 
tivo es parcial pero la Asamblea no se adhiere a la en- 
mienda, entonces no bastará con que la Asamblea exprese 
su voluntad por mayoría absoluta de presentes, sino que 
se requerirá la mayoría especial a que hemos aludido an- 
tes, es decir, a los tres quintos.” 
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Y lo más interesante, es que el doctor Justino Jimé- 
nez de Aréchaga en la página 200 del Tomo IV de “La 
Constitución Nacional” terminaba diciendo: “Yo entiendo 
que este artículo convendría eliminarlo de la Constitu- 
ción”. 


Y yo entiendo, también, que si se eliminara este ar- 
tículo de la Constitución no tendríamos los problemas a 
que nos vemos enfrentados actualmente. 


En 1967 vino una última enmienda, que es la que 
hoy permite tener esperanza de que este proyecto de ley 
pueda ser promulgado en definitiva, a pesar de que no 
hay tres quintos de votos para levantar los vetos ni ma- 
yoría absoluta para aprobarlos. 


El inciso segundo del artículo 138 incorporado en ia 
reforma del año 1967 dice que “Transcurridos sesenta 
días de la primer convocatoria sin mediar pronunciamien- 
to de la Asamblea General, se considerarán aceptadas las 
observaciones del Poder Ejecutivo”. 


Más adelante y al final de mi exposición voy a ex- 
plicar, remitiéndome a una obra conocida de comentarios 
de la Constitución de 1967, cuál es el verdadero alcance 
de esta disposición, 


Por otra parte la interpretación armónica del con- 
texto de las disposiciones de la sección de la Constitución 
de la República referida al proceso de elaboración de las 
leyes impone la misma conclusión: el Poder Ejecutivo no 
puede introducir por vía de veto modificaciones a los pro- 
yectos de ley ya sancionados por la Asamblea General. 


Muchas veces se hizo caudal —y éste no es un argu- 
mento novedoso— de lo que establece el artículo 138 de 
la Constitución —que corresponde al artículo 64 de la 
Carta de 1830 y al 62 de la de 1918-— en el sentido de 
que una vez que un proyecto de ley es devuelto con ob- 
jeciones u observaciones por parte del Poder Ejecutivo, se 
estará a lo que decidan los tres quintos de miembros pre- 
sentes; se argumentaba entonces que éstos pueden decidir 
cualquier cosa: insistir en el proyecto original, rechazarlo, 
introducirle modificaciones, presentar un nuevo proyecto 
de ley o aceptar enmiendas propuestas por el Poder Eje- 
cubivo. 


Frente a esta afirmación, tanto José Espalter como 
Juan Andrés Ramírez y, en su momento, Martín R. Eche- 
goyen dijeron que eso no se podía hacer, porque en la 
interpretación armónica de los textos constitucionales, 
otras disposiciones que no están porque sí en la Consti- 
tución, imponían otra conclusión, y fundamentalmente 
hicieron hincapié en lo que establece el artículo 141 de 
la Carta, que dice: “En todo caso de reconsideración de 
un proyecto devuelto por el Ejecutivo, las votaciones serán 
nominales por sí o por no, y tanto los nombres y funda- 
mentos de los sufragantes, como las objeciones u observa- 
ciones del Poder Ejecutivo, se publicarán inmediatamente 
por la prensa”. 


El asunto, pues, es claro, la Asamblea no puede ha- 
cer más que dos cosas. Y es lo que ha hecho durante esta 
Legislatura; nunca hemos votado de otra manera; se ha 
votado por sí, lo que significa la ratificación del proyecto 
original en su integridad, o se ha votado por no, que im- 
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Plica el rechazo del proyecto, a tenor de lo establecido 
por el artículo 140 de la Constitución, que dice: “Si las 
Cámaras reunidas desaprobaran el proyecto devuelto por 
el Poder Ejecutivo, quedará sin efecto por entonces, y no 
podrá ser presentado de nuevo hasta la siguiente Legisla- 
tura”. Quiere decir que si se vota por sí por tres quintos 
de miembros presentes, el proyecto queda ratificado en 
su totalidad y el Poder Ejecutivo está obligado a promul- 
garlo; si se vota por no, es decir, si no se logran los tres 
quintos de miembros presentes y el veto ha sido total, el 
proyecto queda totalmente rechazado y, de acuerdo con 
el artículo 140, no puede volverse a presentar hasta la 
siguiente Legislatura. 


De todas maneras, queda la hipótesis del artículo 139, 
es decir, la relativa a las observaciones parciales. En ese 
caso votar por sí significa la ratificación del proyecto 
original sin las disposiciones vetadas, o sea, aprobando las 
observaciones del Poder Ejecutivo, mientras que votar por 
no significa el rechazo de las observaciones interpuestas 
por dicho Poder, en cuyo caso éste no puede promulgar 
la ley; no hay ley. Luego veremos cómo juega en esta 
segunda hipótesis lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 138 de la Constitución, es decir, el transcurso de 
los sesenta días sin el pronunciamiento de la Asamblea 
General. 


A continuación voy a plantear la última de las razo- 
nes por las cuales sostengo que no es posible introducir 
modificaciones a los proyectos de ley en la etapa del veto, 
tanto cuando la proponga el Poder Ejecutivo como cuan- 
do asi lo pretenda la Asamblea General por propia ini: 
ciativa. 


Los principios constitucionales sobre elaboración de las 
leyes son tres y deben ser respetados en todas las circuns- 
tancias porque, de Jo contrario, se desvirtúa el sistema 
constitucional en la materia y se corre el riesgo de dese- 
quilibrar la relación armónica que debe existir entre los 
poderes políticos del gobierno. 


El primero de ellos es el principio del bicameralismo 
que, como ya dije y sostuve por vía de interrupción en 
la sesión anterior, obliga necesariamente a que toda dis- 
posición que sea sancionada por el Parlamento, promul- 
gada por el Poder Ejecutivo y que, en consecuencia, entre 
en vigencia con fuerza de ley, haya sido discutida en forma 
separada en cada Cámara y votada por mayoría en cada 
una de ellas, pues sólo podrá ser promulgada con ese 
texto. Hay una única excepción a este principio en la Cons- 
titución de la República y es la que establece el artícu- 
lo 135, según el cual, cuando hay divergencia entre las 
dos Cámaras y, por tanto, un proyecto de ley pasa a con- 
sideración de la Asámblea General, por dos tercios de 
sufragios de la Asamblea se pueden modificar los proyec- 
tos divergentes o aún aprobar otro nuevo. Pero esta regla 
excepcional, por su carácter de tal, no puede ser exten- 
dida por vía analógica. No hay ninguna otra hipótesis en 
la Constitución de la ¡República por la cual la Asamblea 
General, violando el principio del bicameralismo, pueda 
elevar al Poder Ejecutivo para su promulgación una dis- 
posición cuyo texto no haya sido aprobado por la Cámara 
de Representantes ni por la Cámara de Senadores. Hacer 
tal cosa significaría desconocer el principio bicameral, que 
es pilar de nuestro sistema constitucional. Por tanto, cuan- 
do en la Asamblea General se están considerando vetos 
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interpuestos por el Poder Ejecutivo no se puede proponer 
nuevos textos; no puede hacerlo la Asamblea General, 
así como tampoco el Poder Ejecutivo. 


El segundo principio es el de la concordancia de vo- 
luntades entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. Quiere 
ello decir que para que un proyecto de ley sea sanciona- 
do y luego promulgado por el Ejecutivo, adquiriendo fuer- 
za de ley, debe haber una expresión de voluntad afirmativa 
en ese sentido, primero por parte del Parlamento y luego 
por parte del Poder Ejecutivo. En el artículo 138 hay una 
excepción referida, precisamente, al caso del veto total. 
Cuando el Poder Ejecutivo se opone a promulgar un pro- 
yecto de ley en su totalidad, por tres quintos de presentes 
la Asamblea General puede imponerle su voluntad; pero 
sólo en esa hipótesis excepcional. En el caso contrario, la 
oposición del Poder Ejecutivo a que un proyecto se trans- 
forme en ley vale contra la voluntad del Parlamento y 
la discordancia de voluntades entre ambos Poderes deter- 
mina que no hay ley, como lo dice el artículo 140 de la 
Constitución. Y es por eso que la Asamblea General en 
la etapa del veto no puede proponer nuevos textos, por- 
que éstos no pueden elevarse al Poder Ejecutivo para su 
promulgación obligatoria. Voy a explicarme mejor. Si lue- 
go de que la Asamblea General levanta las observaciones 
por tres quintos de miembros presentes el Poder Ejecutivo 
está obligado a promulgar la ley de acuerdo con lo esta- 
blecido por el artículo 138, no es posible que la Asamblea 
General le remita un proyecto modificado respecto del 
cual el Poder Ejecutivo ya no puede ejercer su facultad 
de veto. Esto es colocarlo en una situación de inferioridad 
o darle, eventualmente, la oportunidad de volver a vetar 
porque el proyecto es distinto, en cuyo caso debería vol- 
ver a la Asamblea General, la que podría modificar nue- 
vamente el proyecto, y entonces esto sería el cuento de 
nunca acabar, tal como lo explicó —con estas mismas 
palabras— José Espalter en la Asamblea Genera] en 1920. 
Por lo tanto, necesariamente debe haber concordancia de 
voluntades entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento. 


Hay un tercer principio —que es elemental, por lo 
que parece que no habría necesidad de enunciarlo, pero 
ante ciertas tesis, novedosas por cierto, con las que se 
ha manejado la prensa, me siento en la obligación de 
afirmarlo de modo categórico—: en ningún caso puede 
haber ley contra la voluntad del Parlamento; un tex- 
to que no haya sido sancionado en forma separada por 
la mayoría de cada Cámara no puede ser promulgado 
por el Poder Ejecutivo y en ningún caso puede adquirir 
fuerza de ley. Y no es posible que por el hecho de que no 
haya mayoría para levantar los vetos y tampoco exista 
mayoría absoluta para aprobarios expresamente, el Po- 
der Ejecutivo se considere facultado a promulgar disposi- 
ciones legales que propone por vía de veto y que no han 
sido anteriormente aprobados en forma separada, por am: 
bas Cámaras, El Parlamento sanciona las leyes en forma 
expresa y levanta los vetos del Poder Ejecutivo también 
en forma expresa por tres quintos de votos, o aprueba los 
vetos por mayoría absoluta, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 139 de la Constitución o en forma ficta, 
dejando transcurrir sesenta días sin pronunciamiento, de 
acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artícu- 
lo 138. En estos casos, el Poder Ejecutivo tiene dos posi: 
bilidades: promulgar la ley en forma expresa o en forma 
ficta si, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 144 
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de la Constitución, deja transcurrir diez días sin pronun- 
ciarse. 


Si el Poder Ejecutivo ha vetado la ley, la ha recha- 
zado, total o parcialmente. Pero el veto no es un instru- 
mento para proponer una nueva ley. “Por consiguiente, 
cuando la Asamblea General rechaza los vetos, mantiene la 
ley en su integridad, y cuando los aprueba, mantiene la 
ley en la parte no observada por el Poder Ejecutivo y 
aceptada anteriormente por las dos Cámaras. Me explico: 
en esta hipótesis, los vetos aprobados por la Asamblea 
General significan que se desglosan de la ley los textos 
respecto de los cuales no hay concordancia de voluntades 
con el Poder Ejecutivo y se mantienen en la ley, para 
que sean promulgados por el Poder Ejecutivo, aquellos 
textos que ya habían aprobado las dos Cámaras; pero no 
textos distintos, porque éstos no pueden ser elevados para 
su promulgación sin desconocer el principio bicameral. 


En la anterior sesión de la Asamblea General se ha 
hecho caudal, también, de opiniones doctrinarias de enor- 
me valor, como sin duda lo son las de los doctores Justi- 
no Jiménez de Aréchaga y Horacio Cassinelli Muñoz. 


Debo confesar —no tengo inconveniente en hacerlo— 
que el otro día, al discutirse este tema, en forma inciden- 
tal y por vía de interrupción incurrí en un error —que me 
fue señalado por el señor legislador Bouza— por confiar 
demasiado en mi memoria y por haber hecho a la ligera 
un repaso de las opiniones del doctor Jiménez de Arécha- 
ga sobre este tema buscando su posición acerca de otro 
punto concreto. Es exacto que al hablar de la forma de 
los vetos, es decir, del Mensaje que el Poder Ejecutivo 
debe dirigir a la Asamblea General, el doctor Jiménez de 
Aréchaga dice que debe ser fundado y, como al pasar, 
lateralmente, dice que debe fundar su opinión sobre las 
modificaciones que propone. Y algo similar dice el doc- 
tor Cassineli Muñoz en su obra “Derecho Público”, que 
es una versión taquigráfica de sus clases en la Facultad 
de Ciencias Económicas. Pero tengo para mí que ninguno 
de estos dos grandes juristas estudiaron a fondo el tema, 
hicieron un rastreo de los antecedentes constitucionales, 
ni trataron de estudiar el problema en el contexto de la 
Constitución, sino que dijeron lo que dijeron, al pasar y 
casi como sin quererlo. 


Evidentemente, son opiniones de enorme peso, que yo 
mucho respeto. Pero frente a ellas hay otras opiniones 
doctrinarias pertenecientes a juristas que actuaron durante 
muchos años en el Parlamento —que se vieron, por ello, 
enfrentados a problemas prácticos de vetos totales, de 
vetos parciales, de proyectos con vetos modificativos del 
Poder Ejecutivo o vetos con proyectos modificativos de 
Comisiones informantes de la Asamblea— y que expre- 
saron opiniones totalmente contrarias a la de los doctores 
Jiménez de Aréchaga y Cassinelli Muñoz y coincidentes 
con la que yo estoy sosteniendo en esta oportunidad. 


El doctor José Espalter, ilustre jurisconsulto que hon- 
ró los debates de la Cámara de Representantes, del Sena- 
do y de la Asamblea General durante casi medio sigilo, se 
ocupó de este tema en varias oportunidades. En marzo de 
1920, a raíz de vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo 
a un proyecto de ley, a través de los cuales se pretendia 
excluir y sustituir artículos en él contenidos —-y este cri- 
terio había sido hecho suyo por una Comisión informante 
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de la Asamblea— sostuvo que la Constitución “No admite 
ningún otro caso. No se pone en el caso” — decía Espal- 
ter— “en que el proyecto haya de ser modificado; no se 
pone en el caso en que el proyecto haya de perder un 
artículo o dos, como es el caso presente; no se pone en 
el caso en que el proyecto haya de tener un artículo o 
dos artículos más. No se pone en ningún caso de esos: se 
pone únicamente en el caso de sancionar o no el proyec- 
to en toda su integridad y nada más”. 


Ante argumentos de oportunidad que se hicieron en 
esa ocasión, según los cuales había que aprobar de inme- 
diato el proyecto con las modificaciones del Poder Ejecu- 
tivo, el doctor Espalter decía: “...si fuera necesario san- 
cionar inmediatamente la ley, el camino está abierto: se 
presenta el proyecto en una de las Cámaras —en el caso 
en la Cámara de Representantes— y allí podría sancio- 
narse abreviando trámites, pasaría después a la otra, que 
lo sancionaría rápidamente también, y no se habría des- 
conocido la esencia del procedimiento entre nosotros que 
reposa sobre el régimen bicameral”. O sea que es el mis- 
mo argumento que nosotros hemos hecho. 


En el curso de ese debate, cuando se le hacía el ar- 
gumento de que se estaba considerando el mismo proyecto 
con modificaciones a uno o dos artículos, expresó el doc- 
tor Espalter: “Cualquier proyecto modificado es un pro- 
yecto nuevo, cualquier proyecto modificado es una nueva 
iniciativa y según la Constitución de la República, sólo 
Tas Cámaras por separado pueden iniciar proyectos de ley. 
Esa tesis” —decía Espalter— “es la destrucción, es la 
supresión del régimen bicamerista o bicameral, es la su- 
presión de todas las garantías que acuerda ese régimen”. 


(Murmullos) 


—El doctor Juan Andrés Ramírez, que en el debate 
del año 1920 apoyó las opiniones del doctor Espalter, 
también en el año 1921, en la sesión celebrada el 17 de 
junio y que hace un rato mencioné, expresó sobre este 
tema de la posibilidad de introducir modificaciones en el 
trámite de la Asamblea General, una opinión que es de 
enorme interés. Ante el mismo argumento que se hacía 
en el sentido de que la Asamblea puede modificar los pro- 
yectos de ley cuando la disidencia es entre ambas Cáma- 
ras, queriendo extender por vía analógica esta situación 
al caso de veto del Poder Ejecutivo, expresaba: “Pero se 
dice: ¿Por qué se ha de pensar que, en el caso de disi- 
dencias entre las Cámaras, los constituyentes han admiti- 
do que pueda modificarse cualquiera de los proyectos que 
están en juego, y adoptarse una nueva solución por dos 
tercios de votos, y no se ha de permitir lo mismo en el 
caso de disidencias entre la Asamblea y el Poder Ejecu- 
tivo? Fuera de que la Constitución ha establecido precep- 
tos distintos, puesto que los artículos 62 y 63 determinan 
que se vote sobre el proyecto observado y nada más que 
sobre el proyecto observado, creo que hay que admitir la 
diferencia que se ha creado entre ambas situaciones. En 
el caso del veto, habría un gran peligro en que el Poder 
Ejecutivo pudiera tener la esperanza de obtener solucio- 
nes intermedias”, Véase lo que decía el doctor Juan An- 
drés Ramírez: “...un gran peligro en que el Poder Eje- 
cutivo pudiera tener la esperanza de obtener soluciones 
intermedias. 


Es sabido” ——decía el doctor Ramírez— “que el veto 
es una institución que repugna al sentimiento democrá- 
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tico”... Opinión particular, por cierto, que no hay por qué 
compartir, : 


(Murmullos. Campana de Orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
La Mesa ruega a los señores legisladores que guarden 
silencio, pues sin duda alguna los murmullos molestan 
al orador. 


Puede continuar el señor legislador Aguirre. 
SEÑOR AGUIRRE, — Gracias, señor Presidente. 


“Mi concepto” —decía el doctor Ramírez— “es que 
no debería existir” —se refiere al veto— “obligando a las 
Cámaras a insistir en su proyecto por una mayoría excep- 
cional. Entiendo que todo lo que podría exigirse es una 
segunda deliberación por el mismo número de votos, con 
el plazo necesario para estudiar mejor el asunto, como lo 
establecía el proyecto de Constitución nacionalista que se 
presentó a la Convención Nacional Constituyente. 


- — “Pero, siendo así, es natural que dentro de las Cons- 
tituciones republicanas exista la tendencia a restringir 
esa institución. 


“Y bien” —y pido atención sobre cl argumento que 
se va a hacer ahora— “el hecho de que el Poder Ejecu- 
tivo sepa que no puede obtener soluciones transacciona- 
les; que si veta una ley, o bien esa ley se mantendrá toda 
ella o bien caerá toda ella y será mecesario esperar una 
nueva discusión en ambas Cámaras, para que sea modi- 
Ticada como el Poder Ejecutivo lo quiere, tiene que dete- 
ner al Poder Ejecutivo en el ejercicio de esa función. Me 
explicaré más claramente: se dicta una ley que es nece. 
saria, que es reclamada por la opinión pública” —como 
este proyecto de ley de Rendición de Cuentas— “pero en 
la cual hay algunos preceptos que no son del agrado del 
Poder Ejecutivo, el cual quiere agregar determinados pre- 
Cceptos que le convienen, Si el Poder Ejecutivo sabe que 
esa ley será ley tal como ha sido dictada o no lo será 
de ningún modo, se mirará mucho antes de ejercer esa 
facultad. En cambio, si no es así, si se admite que el Po- 
der Ejecutivo puede imponer una solución transaccional, 
desde el momento en que crea contar con número en la 
Asamblea, es decir, con los dos quintos, propondrá esa 
solución y tendremos los vetos continuos, no por disiden- 
cias fundamentales respecto de las leyes, sino para impo- 
ner a la Asamblea determinadas soluciones ante el peli. 
gro de que no se dicte una ley reclamada urgentemente 
por «el interés público. En este caso, el sistema que pre- 
coniza la Comisión desequilibra el régimen constitucional 
en favor del Poder Ejecutivo.” 


Y en eso estamos, señor Presidente; en ese peligro 
que ya en 1921 señalaba el doctor Juan Andrés Ramirez. 
Por el sistema de los vetos parciales; por el sistema que 
permite al Poder Ejecutivo imponer soluciones transac. 
cionales, ante la realidad de que no se obtienen los dos 
quintos de votos para levantar los vetos, tenemos lo que 
decía Juan Andrés Ramírez: los vetos continuos y el di- 
lema para la Asamblea General de que, o accede al plan- 
teamiento del Poder Ejecutivo, aunque éste no sea formu. 
lado estrictamente dentro del sistema constitucional, o no 
hay ley. 
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Este es un dilema particularmente grave cuando-s£ 
trata de un proyecto de ley que todo el país está espe- 
rando que sea sancionado. El Poder Ejecutivo veta, a lo 
cual tiene derecho, pero además propone modificaciones 
a los textos de las leyes sancionadas, a lo cual no tiene 
derecho. Pero la Asamblea General tiene que buscar el 
camino del medio, orillando los textos constitucionales, 
para que la bancada oficialista, consecuente con el plan- 
teamiento del Poder Ejecutivo, no le cierre las puertas, 
no a la Asamblea sino al país, dejándolo sin Rendición 
de Cuentas. Pero esto es, precisamente el riesgo que existe 
cuando el Parlamento se acostumbra a no exigir el cum- 
plimiento integral de la Constitución y a admitir que el 
Poder Ejecutivo por vía de veto puede introducir modi. 
ficaciones a los proyectos de ley, dándoles redacciones 
que no han sido sancionadas en cada Cámara, como lo 
exige la Constitución de la República. 


Podría también, señor Presidente, remitirme a la opi- 
nión coincidente del doctor Echegoyen en el debate del 
19 de diciembre de 1957, en el cual este destacado juris- 
consulto e ilustre parlamentario se extendió sobre el sig- 
nificado del término “objeciones” u “observaciones” en la 
Constitución de la República y sostuvo que las Objeciones 
u observaciones no son nuevos proyectos de ley ni habi.- 
litan al Poder Ejecutivo a introducir modificaciones en 
las leyes por vía del veto. 


Pero me he extendido demasiado; soy consciente de 
que estoy cansando a la Asamblea General; también lo 
soy de que el país está esperando un pronunciamiento 
sobre este tema y voy a hacer gracia de leer la opinión 
del doctor Echegoyen. Pero al mismo tiempo quiero rela. 
tivizar el valor de los precedentes. Los otros días se decía 
por parte de un miembro de la Asamblea General que, 
precisamente, en ese debate del año 1957 —en el cual el 
doctor Echegoyen y otros legisladores sostuvieron la tesis 
coincidente con la que estoy desarrollando— se resolvió, 
en definitiva, aprobar un proyecto distinto del original, 
es decir, se aprobó la tesis del Ejecutivo de la época, que 
era la misma que la del actual Poder Ejecutivo. Frente 
a eso digo que hay precedentes para todos los gustos en 
la historia constitucional del país. Precisamente, en el 
año 1957 hay uno contrario a la tesis que se está soste. 
niendo en este momento. El doctor de la Bandera, en su 
obra sobre la Constitución del año 1967, en la página 316, 
dice que la Asamblea Genera] en sesión de enero 17 de 
1957 resolvió aceptar determinadas observaciones, esto es 
por mayoría absoluta, aplicando el artículo 139, y dese- 
char otras e interpretó que cuando los sufragios emitidos 
en favor de las observaciones no alcanzan a la mayoría 
de presentes, el pronunciamiento del Cuerpo importa re- 
chazo de aquéllas y mantenimiento del texto original. ES 
decir, que se interpretó que en los casos en que no hay 
mayoría absoluta para aprobar determinados vetos del 
Poder Ejecutivo, éstos son rechazados y la ley debe pro- 
mulgarse con el texto Original, aunque ?os vetos no hayan 
sido levantados por tres quintos de votos. Naturalmente 
que esto es violatorio del artículo 138 de la Constitución 
y es una tesis que no puedo suscribir. Sin embargo esto 
se resolvió por la Asamblea General el 17 de enero del 
año 1957. 


Si traigo este antecedente, no es porque sea una in- 
terpretación correcta del texto constitucional sino para 
hacer ver que interpretaciones equivocadas de los textos 
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constitucionales a favor de una u otra tesis, se pueden 
sostener, con antecedentes diversos, en defensa de cual 
quiera de las posiciones en pugna. Por eso, el antecedente 
de diciembre de 1957, en el sentido de que la Asamblea 
podía aprobar modificaciones al proyecto sancionado ori- 
ginalmente de acuerdo a propuestas del Poder Ejecutivo 
formuladas por vía de veto, no tiene más valor que el otro 
antecedente equivocado de enero de 1957. Además, lo que 
generalmente ha ocurrido a través de la historia consti- 
tucional del país, ha sido que el Poder Ejecutivo casi siem- 
pre tenía mayoría en la Asamblea General. Y esta ma- 
yoría, fuera del partido que fuese, era por lo general so- 
lidaria con el Poder Ejecutivo, por razones políticas com- 
prensibles. Entonces, una decisión de la Asamblea Gene- 
ral aceptando una tesis de constitucionalidad discutible 
del Poder Ejecutivo, no sienta doctrina ni tampoco juris- 
prudencia; simplemente es una tesis de circunstancia; en 
un determinado problema político la mayoría era solida- 
ria con el Poder Eecutivo y entonces adoptaba esa tesis. 
Pero eso de ninguna manera quiere decir que sea la in- 
terpretación correcta del texto constitucional. Este no es 
un problema partidista; no estoy analizando este proble- 
ma con una óptica de política partidaria; no es para que 
el Partido Nacional saque ventajas en esta ocasión. Es 
para que la Asamblea General al considerar estos vetos 
y todos los que van a venir en e] futuro, adopte sus posi. 
ciones con arreglo a la Constitución de la República. 


En esta Legislatura en alguna oportunidad logramos 
hacer prevalecer estas opiniones. En efecto, advertimos so- 
bre estos riesgos y tuvimos la felicidad de haber sido 
acompañados categóricamente no sólo por legisladores de 
nuestro Partido -—como el señor legislador Sturla en una 
Ooportunidad— sino también de la bancada oficialista, sien. 
do nuestra tesis pacíficamente aceptada por la Asamblea 
General. El 9 de diciembre del año pasado se considera. 
ron los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo —como 
decía hace un rato— a la ley de aportes rurales. En esa 
Oportunidad el Poder Ejecutivo pretendió modificar el tex- 
to sancionado para introducir una disposición que ya no 
estaba en la ley. Nosotros dijimos claramente que eso 
era una violación del texto constitucional y fuimos apo- 
yados, no sólo por nuestra bancada, sino por las demás 
bancadas opositoras; fuimos apoyados en forma categó- 
rica por el señor senador Ricaldoni y por el señor dipu- 
tado Lamas. Ambos dijeron que eso no lo podía hacer el 
Poder Ejecutivo, como tampoco puede hacer lo que pre. 
tende en esta ocasión. El señor senador Ricaldoni mani- 
festó en esa oportunidad que: “...comparto todas las ob- 
servaciones que acaba de formular el señor legislador 
Aguirre, de modo que no podré acompañar con mi voto 
la tesis que plantea el Poder Ejecutivo. Creo sí que exis- 
ten todos esos vicios de inconstitucionalidad que se han 
señalado en lo que tiene que ver con un texto que ahora 
se intenta poner a consideración de 1a Asamblea General 
y que no tuvo su orígen en este Parlamento. Considero 
que si el Poder Ejecutivo desea que determinadas normas 
legales existan como tales, tiene la iniciativa para, luego 
de aprobada una ley, enviar otro proyecto —en esta ma. 
teria tiene la iniciativa que le da el artículo 86 de la 
Constitución— y, en base a ello, el Parlamento podrá lue- 
go tratar la materia que ahora se pretende incorporar 
sin haber tenido un trámite parlamentario previo... El ar- 
tículo 135 de la Constitución regula una hipótesis distin- 
ta a la que estamos considerando, ya que hace referencia 
a las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras, que 
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son ventiladas en la Asamblea General, y dice a texto 
«expreso que se puede aprobar un proyecto distinto a aquel 
que una Cámara eligió y a aquel,que la Otra aprobó. El 
constituyente quiso abrir la posibilidad de que hubiera 
una tercera hipótesis legislativa, no emanada de una Cá- 
mara ni de la otra, sino por la sola formulación de la 
Asamblea General, a efectos de resolver el conflicto in- 
tercameral; y es a ese caso al que se hace referencia en 
e) artículo 135 cuando se dice que puede aún aprobarse 
un nuevo proyecto, No se dice, sin embargo, lo mismo 
cuando se plantea ej problema que actualmente estamos 
considerando, es decir cuando el Poder Ejecutivo, en uso 
de un derecho constitucional, interpone un veto. Pero hay 
que tener en cuenta: que se veta una norma emanada del 
Parlamento y que ese veto no puede ser entendido como 
vna iniciativa legislativa, que en este caso no recorreria 
el trámite que la propia Constitución ordena a través de 
otros artículos que todos conocemos”. Esto lo decía el 
señor legislador Ricaldoni, no lo decía yo. 


El señor legislador Lamas, con encomiable objetivi- 
dad y claridad, expresaba en esa oportunidad: “...no va- 
mos a entrar a analizar cada una de las soluciones con- 
tenidas en el proyecto desde el punto de vista del dere- 
cho jubilatorio, que en su momento motivaron la sanción 
de la Asamblea General y este veto parcial del Poder 
Ejecutivo. Como muy bien lo expresaran los señores le- 
gisladores Aguirre Ramírez y Ricaldoni, aquí lo único que 
puede estar en juego es el alcance de este veto. Quiero 
señalar que no solamente comparto en su totalidad lo 
que ellos han expresado, sino que además debemos tener 
muy claro que el Parlamento o la Asamblea General, co- 
mo uno de los órganos que lo integran, no son los dueños 
del procedimiento de sanción de las leyes. Para aprobar 
una ley, el Parlamento en cada una de las instancias tie- 
ne que ajustarse a lo que establece la norma constitu- 
cional”. Más adelante decia: “Entiendo que por esta via 
estamos renunciando —aunque sea en forma inadverti- 
da— a la potestad de legislar y dejando que lo haga el 
Poder Ejecutivo a través de los vetos. Puede acontecer 
que mañana se sancione otra ley, que el Poder Ejecu- 
tivo nos envíe una norma que no estaba en el proyecto 
sancionado por las Cámaras, la Asamblea General la acep- 
te y, entonces, en definitiva sería el Poder Ejecutivo el 
que estaría incorporando disposiciones que no fueron san- 
cionadas por el Parlamento, lo cual me parece sumamente 
grave”. 


Esto lo decía el señor diputado Lamas, y ello trajo 
como consecuencia que, naturalmente, por unanimidad de 
presentes el Parlamentc —en esa oportunidad la Asam- 
biea General— rechazó ese veto interpuesto por el Poder 
Ejecutivo y no admitió la modificación que por esa vía 
se quería introducir en un proyecto de ley en la instancia 
de los vetos ante la Asamblea General. 


SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor legislador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Si, señor legislador, y con mu- 
cho gusto porque lo he aludido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Agradezco la interrupción que me 
concede el señor legislador Aguirre Ramírez en virtud 
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de que me ha aludido al igual que lo hizo el señor legis- 
lador Sturla en la sesión anterior al referirse a la posi- 
ción que sostuve en la Asamblea General del día 9 de 
diciembre de 1986. Debo recordar que en aquella oportu- 
nidad se discutieron diferentes problemas. Por un lado, 
tenemos el caso concreto que refirió el señor legislador 
Aguirre, o sea, la pretensión que tenía el Poder Ejecutivo 
de incorporar por la vía del veto una disposición que no 
habia obtenido sanción legislativa. Es decir, había un 
proyecto incluido en la iniciativa del Poder Ejecutivo pe- 
ro que no había sido aprobado en el texto que sancionara 
el Parlamento y que luego el Poder Ejecutivo pretendió 
que se incorporara. 


La, tesis que sentó en aquel momento el señor legisla- 
dor Aguirre Ramírez, que entre otros fue compartida por 
los señores legisladores Ricaldoni, Sturla y quien habla 
-—y que fue recogida, en definitiva, por la gran mayoría, 
sí no por la unanimidad de este Cuerpo— estaMleció que 
era imposible incorporar textos que no habían obtenido 
sanción legislativa. 


En aquella oportunidad también se discutió la posi- 
bilidad o la facultad que tenía la Asamblea General de 
establecer v de incorporar textos modificativos. Me re- 
fiero no ya a la posibilidad de que el Poder Ejecutivo in- 
trodujera modificaciones, sino a que ellas fueran intro- 
Gucidas por la Asamblea General. 


Como recordarán todos los señores legisladores, en 
aquel entonces la Comisión Especial de la Asamblea Ge- 
neral prácticamente elaboró un proyecto que contenía va- 
rias disposiciones modificativas. En ese sentido, la tesis que 
se sentó y que fue compartida prácticamente por todos los 
integrantes del Cuerpo o por una gran mayoría, fue que 
no era posible incorporar modificaciones por parte de la 
Asamblea General. Esto es muy sencillo. Se trata —<como 
lo ha señalado acertadamente el señor legislador Agui- 
rre Ramírez— de una disposición expresa de la Constitu- 
ción, el artículo 141, que nos obliga a votar por sí o por 
no, no pudiendo proponer ningún texto o modificación 
al proyecto del Poder Ejecutivo. En aras de que la tota- 
lidad de la información quede consignada en la versión 
taquigráfica debemos señalar que en aquella i)portunidad 
venía del Poder Ejecutivo un texto sustitutivo. Allí se 
proponía. —en este momento no lo recuerdo exactamente 
y no tengo aquí la versión taquigráfica— que uno de los 
artículos que había sido sancionado fuera sustituido por 
otro texto —que creo que era la redacción original del Po 
der Ejecutivo— que había sido aprobado por la Cámara 
de Representantes pero no por el Senado. En esa oportu. 
nidad —se trataba de un texto sustitutivo— la Asamblea 
General resolvió por una amplia mayoría —incluyendo el 
voto de quien está haciendo uso de la palabra— que se 
aceptaban las observaciones del Poder Ejecutivo. Esa de- 
cisión también fue aceptada por el señor legislador Stur- 
la que hizo una alocución muy breve por la vía del fun- 
damento de voto, y por el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez, que en ese momento se abstuvo de hacer una larga 
exposición pero en su fundamento de voto señaló escue- 
tamente —aunque en forma muy precisa— que iba a 
votar en contra de esa disposición puesto que considera.- 
ba —por los mismos argumentos que ha expuesto en la 
tarde de hoy— que era inconstitucional. Su posición fue 
acompañada por los legisladores de la bancada del Frente 
Amplio, quienes votaron también en forma negativa. Si 
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mal no recuerdo, sentó la misma opinión —aunque votó 


en forma diferente en cumplimiento de un acuerdo polí- 
tico— el señor legislador Porras Larralde. 


Quiere decir que en aquel entonces la solución que 
dio la Asamblea Genera] se refería a un problema pare- 
cido a éste que estamos discutiendo. Hoy no estamos tfren- 
te a la eircunstancia de que la Asamblea General pro- 
ponga textos modificativos ni ante la hipótesis de que el 
Poder Ejecutivo plantee la incorporación de un texto que 
no fuera sancionado por el Poder Legislativo. Nos enfren- 
tamos a la hipótesis concreta de que el Poder Ejecutivo 
propone modificaciones o ajustes de redacción a textos 
aprobados por el Poder Legislativo. En aquella oportuni- 
dad —frente a casos similares a éstos— la mayoria de la 
Asamblea General, incluyendo a quien habla, tal vez sin 
hacer un análisis jurídico demasiado profundo del tema, 
votó en el sentido de acompañar la posición del Poder 
Ejecutivo. Eso fue aprobado por la mayoría de los legis- 
ladores dej Partido Colorado y del Partido Nacional. 


Le agradezco al señor legislador Aguirre la posibili- 
dad que me dio de poder realizar estas precisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — El señor legislador Lamas no 
tiene nada que agradecerme, porque yo había hecho una 
lectura extensa de su intervención y él estaba en todo su 
derecho de querer precisar cuál había sido el alcance de 
sus opiniones vertidas en ese debate de la Asamblea Ge- 
neral. De todas maneras pienso que las precisiones hechas 
por él no resultan contradictorias con la referencia que 
estoy haciendo de dicho debate. El señor legislador re- 
cuerda éste mejor que yo y es absolutamente exacto lo 
que ha manifestado, es decir, que el Poder Ejecutivo ha- 
bía propuesto un artículo que no estaba en la ley. Esa 
era una de sus observaciones. Con respecto a ese artículo 
el señor legislador Lamas afirmó al igual que nosotros 
—y ese criterio prevaleció en la Asamblea General— que 
el Poder Ejecutivo no tenía esa facultad y que por tanto 
ese veto no debía ser considerado, sino rechazado y levan- 
tado. Y así se procedió. Sin embargo, el Poder Ejecutivo 
había objetado otras disposiciones y esas objeciones de- 
terminaban otras modificaciones del texto —«que la Co- 
misión de la Asamblea General había hecho suya— pro- 
poniendo la redacción de esas modificaciones de acuerdo 
al criterio del Poder Ejecutivo. No obstante, creo que el 
Poder Ejecutivo no había propuesto por sí textos modi- 
ficativos. Es cierto que la mayoría de la Asamblea Gene- 
ral aceptó la segunda parte de la posición del Poder Eje- 
cutivo y que yo salvé brevemente, por vía del fundamen- 
to de voto, mi posición contraria. 


De todas maneras creo que la argumentación que en- 
tonces se hizo —no sólo por mí sino por otros legislado- 
res que ya he mencionado— demuestra el fundamento y 
el acierto de la posición que estoy sustentando. Se acepta 
que el Poder Ejecutivo no puede proponer un nuevo ar- 
tículo, o sea una norma que no estaba en la ley. Pero 
toda vez que el Poder Ejecutivo dice que una disposición 
que estaba en la ley no lo va a promulgar, y que sí lo 
hará si dice otra cosa, ese artículo no es el mismo, es otro, 
es uno nuevo. Y esto es lo mismo que decía Espalter en 
el año 1920. Espalter decía: si-no es el mismo proyecto, 
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es un proyecto nuevo; si se le quiere modificar un ar- 
tículo, un inciso, una palabra o una coma, no es el mis- 
mo proyecto, y desde que no es el mismo es un proyecto 
distinto. Y aquí ocurre lo mismo: desde que la observa- 
ción hace variar a un artículo, ese artículo, que no había 
sido considerado en Cámaras separadas, no es el que se 
había remitido para ser promulgado y, por tanto, por vía 
de veto el Poder Ejecutivo no tiene esa facultad. 


Voy a poner un ejemplo concreto de los vetos modi- 
ficativos del Poder Ejecutivo sobre los que no había que- 
rido entrar para no extender mi exposición. El Poder Eje- 
cutivo vetó el artículo 695 del proyecto de Rendición de 
Cuentas que decía: 


“La provisión de vacantes en los Escalafones CC “Ad- 
ministrativo” y F “Servicios Auxiliares”? en el Po- 
der Judicial, Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados comprendidos 
en el artículo 220 de la Constitución de la República, 
se realizará con personas que ya sean funcionarios 
públicos. 


Por resolución fundada y dando cuenta a la Asam- 
blea General, se podrán designar personas que no se 
encuentren en la situación del inciso precedente.” 


Pero el Poder Ejecutivo dice ahora en su Mensaje 
que, “En consecuencia, la observación al artículo 695 es 
por razones de mérito y consiste a) en incluir en el inciso 
primero de ese artículo al Poder Ejecutivo”, que no esta- 
ba en esa disposición y el mismo Poder Ejecutivo pro- 
pone ser incluido. Por otra parte, pretende eliminar la 
expresión “comprendidos en el artículo 220 de la Cons: 
titución”. Eso significa que los Entes Autónomos indus- 
triales y comerciales van a ser alcanzados por la disposi- 
ción. 


“El inciso segundo” — prosigue el Ejecutivo— “elimi- 
narlo totalmente. De aceptarse la presente observación al 
artículo 695, la provisión de vacantes en todos los orga- 
nismos del Estado (salvo el Poder Legislativo y los Go- 
biernos Departamentales) en los Escalafones Administra- 
tivo y de Servicios Auxiliares, deberá realizarse con per- 
sonas que ya sean funcionarios públicos.” 


Pues bien, había un artículo cuyo texto había sido 
votado por la Cámara de Representantes y por el Senado. 
El Poder Ejecutivo, por vía de veto, no nos dice: “Obser- 
vo este artículo; no quiero que esté en la ley; no pro- 
mulgo la ley con este artículo”; o “hay que excluir este 
artículo”. No, dice: “Quiero promulgar la ley con este ar- 
tículo, pero distinto, con un artículo de alcance diferente” 
que no fue votado ni por la Cámara de Representantes 
ni por el Senado. 


Digo que esto no puede hacerse, por los mismos fun- 
damentos que fueron expresados en la sesión de la Asam- 
blea General del 9 de diciembre y por los cuales fue re- 
chazado el proyectado artículo del Poder Ejecutivo, por- 
que no estaba en el proyecto. Lo que el Poder Ejecutivo, 
por vía del veto, quiere hacer decir al artículo 695, im- 
plica incluir un artículo distinto, que no fue votado ni 
por el Senado ni por la Cámara de Representantes. 
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Terminado este aspecto de mi exposición, voy a tra- 
tar de abreviar, teniendo presente que hay otros orado- 
res inscriptos, que están esperando la ocasión de hacer uso 
de la palabra. 


Reitero que no se trata de un problema partidista y 
que no lo he enfocado con el criterio de obtener una ven- 
taja política para mi Partido. Simplemente, quiero que se 
cumpla con la Constitución de la República. 


Desde que no hay votos suficientes para levantar los 
vetos ni para aprobarlos, se ha buscado como solución la 
de hacer jugar el inciso segundo del artículo 138, es decir, 
la previsión según la cual “Transcurridos sesenta días 
de la primera convocatoria sin mediar pronunciamiento 
de la Asamblea General, se considerarán aceptadas las ob- 
servaciones del Poder Ejecutivo”. Ello consistiría, en este 
caso, en considerar aceptados los vetos del Poder Ejecu- 
tivo a determinados artículos y excluirlos del proyecto o 
modificarlos en el sentido querido por el Poder Ejecutivo. 


Para ver si esto es posible, lo primero que debe ha- 
cerse es esclarecer el sentido del inciso segundo del ar- 
tículo 138, el cual no existía hasta la Constitución del 
año 1967; téngase en cuenta que no fue incluido después 
del artículo 139 sino a renglón seguido del artículo 138, 
que es el referido al veto total, y no a los vetos parciales. 
El único comentario existente sobre este artículo es el 
realizado por el actual Presidente de la República y por 
el doctor Alvaro Pacheco Seré, en su obra “La Nueva 
Constitución”. 


En la página 104 de ese libro, dicen sus autores: “El 
veto del Ejecutivo a las leyes sancionadas por el Poder 
Legislativo no sufrió modificaciones sustanciales. Sola- 
mente se fijó un plazo de 60 días para que la Asamblea 
General pueda levantar las observaciones interpuestas, por 
el quórum de tres quintos que hasta ahora regía (Artícu- 
lo 138)”. Obsérvese que no se dice “para que la Asam- 

lea General pueda aprobar”, es decir, no se refiere al 

artículo 139; el doctor Sanguinetti alude aquí a la hipó- 
tesis del levantamiento de los vetos, expresada en el ar- 
tículo 138. 


Y a continuación agrega: “La modificación tiene un 
claro fundamento: es preciso dar una conclusión jurídica 
a la controversia que plantea un veto, entre el Ejecutivo 
y el Legislativo; interpuesta la observación, el proyecto 
es devuelto a la Asamblea General y ésta puede poster- 
gar indefinidamente un pronunciamiento, lo que no es de- 
seable porque mantiene una situación de inseguridad. Se 
fija entonces un lapso prudencial, dentro del cual la .Asam- 
blea General puede levantar la observación; sí no lo hace, 
se presume que no han existido mayorías parlamentarias 
suficientes para el levantamiento, lo que deja firme, en 
consecuencia, la observación interpuesta”. 


En síntesis, ¿qué sostienen los doctores Sanguinetti y 
Pacheco Seré? Que si en sesenta días no se levantan las 
observaciones, si la Asamblea Generai no se reúne, si no 
adopta resolución, o si se reúne y no vota, o si vota y no 
se logran los tres quintos, o si hay votación pero no se 
comunica al Poder Ejecutivo, al vencimiento de ese plazo 
la ley está rechazada y triunfa la tesis del Poder Ejecu- 
tivo, porque no puede seguirse por los siglos de los siglos 
en esa situación de indefinición. Hay que saber a qué 
atenerse: si hay o no hay ley. 
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Es evidente que esta disposición no fue pensada para 
la hipótesis del artículo 138. Pese a ello, admito que no 
hay una oposición entre una y otra norma. Si no hay nin- 
guna resolución de la Asamblea, si los vetos no son recha: 
zados ni levantados, si no hay una votación conforme -al 
artículo 138 —que determina el levantamiento de los ve- 
tos— ni tampoco la hay conforme al artículo 139 —-—que 
determina su aprobación— puede entrar a jugar la dis- 
posición contenida en el inciso segundo del artículo 138. 
Si en sesenta días no hay un pronunciamiento eficaz en 
ningún sentido, puede admitirse que juegue la norma del 
inciso segundo del artículo 138 y que el Poder Ejecutivo 
promulgue, eliminando las disposiciones vetadas. 


Empero, lo que no es admisible desde ningún punto 
de vista es algo que ha sido sostenido por la prensa y no 
sé si está inspirado en interpretaciones provenientes de al- 
guna tienda partidaria, y que me adelanto a sostener que 
implicaría una gruesa violación de la Constitución. Si la 
votación no reúne los tres quintos necesarios para levantar 
los vetos ——la votación será por sí o por no, de acuerdo con 
el artículo 141— hay un pronunciamiento contrario al le- 
vantamiento de los vetos, y si se vota luego por el ar- 
tículo 139 y no hay mayoría absoluta para levantar los 
vetos, también hay pronunciamiento contrario a la apro- 
bación de los vetos. En ese caso, hay votación «negativa 
en ambos supuestos y hay pronunciamiento negativo de 
la Asamblea General en cuanto a levantar los vetos y 
negativo también en cuanto a aprobar las observaciones 
del Poder Ejecutivo. En ese caso hay una resolución con- 
traria a los vetos del Poder Ejecutivo y no se puede decir 
que no haya pronunciamiento. Por consiguiente, en esta 
hipótesis, la conclusión -——muy lamentable, por cierto-— 
es que no hay ley; el Poder Ejecutivo nada puede pro- 
mulgar. 


En lo que a mi respecta, ésta no es una tesis de cir- 
cunstancias. Yo me planteé el problema en ocasión de 
tratarse la Ley de Presupuesto, en que los vetos del Po- 
der Ejecutivo creaban una encrucijada sustancialmente 
similar a la presente. En aquella oportunidad, formulé una 
consulta al Catedrático de Derecho Constitucional, doctor 
Horacio Cassinelli Muñoz, quien el 29 de enero de 1986 
me contestó lo siguiente: “Si el Mensaje del Poder Eje- 
cutivo pretendía la supresión de una disposición del pro- 
yecto, la mayoría prevista en el artículo 139 rige para 
ratificar el proyecto eliminando la disposición, ya que en 
ello consistiría ajustarse a las observaciones. El proyecto 
de ley no puede promulgarse sin las disposiciones obser- 
vadas mientras no exista una decisión de la Asamblea 
General, expresa o ficta, que acepte la eliminación de di- 
chas disposiciones ratificando el proyecto. Cabe advertir, 
por último”? —concluía el doctor Cassinelli Muñoz— “que 
si no se obtiene la mayoría de tres quintos del artículo 
138, ni la mayoría absoluta del artículo 139, pero se puso 
a votación el proyecto con aceptación de las modificacio- 
nes dando resultado negativo, este resultado configura el 
pronunciamiento de la Asamblea General que, efectuado 
en tiempo, impide la producción de la sanción ficta pre- 
vista en el inciso segundo del artículo 138”. 


Asi, pues, la opinión del prestigioso constitucionalista 
es clara y concluyente y, por otra parte, coincide sustan- 
cialmente con la que expresa el doctor de la Bandera en 
su estudio recordada edición anotada de “La Constitución 
de 1967”. En la página 316 del grueso volumen editado 
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por el Senado, decía el autor como comentario al artícu- 
lo 139 de la Constitución: “Parecería inferirse del texto, 
que si los sufragios emitidos por la aceptación de las ob- 
servaciones parciales no alcanzaren esa mayoría, quedaria 
rechazado todo el proyecto”. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción”? 
SEÑOR AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR STURLA. — Deseo formular una consulta 
acerca de la erudita exposición que está desarrollando el 
señor legislador Aguirre, porque algunas de sus conclu- 
siones pueden merecerme cierta duda. 


Concretamente, deseo formularle la siguiente consulta. 
En ocasión de debatirse lo que luego fue la Ley N? 15.809 
de Presupuesto Nacional —en que, en efecto, recuerdo que 
el señor legislador Aguirre sostenía una tesis similar a 
la que acaba de defender—— cuando las observaciones for- 
muladas por el Poder Ejecutivo a ese proyecto fueron so- 
metidas a votación, en ningún caso —si no recuerdo mal— 
existió ni mayoría absoluta para ratificar tales observa- 
ciones, ni los tres quintos de votos que permitieran su 
levantamiento. 


¡De acuerdo con la tesis del señor legislador Aguirre 
debiéramos concluir que la Ley de Presupuesto no existe, 
es decir, que se trata de una ley no sancionada por el 
Parlamento, por lo cual la Ley N? 15.809 formará parte 
del mundo de las ideas platónicas pero no de la normati- 
va vigente. Por lo tanto, todas las referencias, las men- 
ciones y las citas vinculadas a ella deberíamos concluir 
que están mal hechas en cuanto se trataría de una ley 
que —desde un punto de vista puramente formal, en sen- 
tido muy amplio— estaría rigiendo pero que padecería 
de los más gruesos y graves vicios de inconstitucionalidad. 


Quisiera saber si ésa es la tesis que, para ser cohe- 
rente con su argumentación, sostiene el señor legislador 
Aguirre con respecto a la Ley N? 15.809. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: me felicito 
de la interrupción y de la consulta que me formula el se- 
ñor legislador Sturla. 


En aquella oportunidad tuve esa preocupación, y pue- 
do manifestar al señor legislador que entonces no se pro- 
cedió como él cree recordar. Si se hubiera procedido así. e 
igual se hubiera promulgado la ley, es decir, si se hubiera 
votado el levantamiento de los vetos y no se hubieran 
obtenido los votos suficientes; si luego se hubiera puesto 
a votación la aprobación de los vetos y tampoco se hu- 
biera alcanzado la mayoría absoluta requerida por la Cons- 
titución, la promulgación posterior por el Poder Ejecutivo 
hubiera sido un acto inconstitucional y la ley desde el 
punto de vista formal estaria viciada. Pero la ley existiría 
igual y se podría haber venido aplicando, porque toda ley, 
mientras no sea declarada inconstitucional por la Suprema 
Corte de Justicia, debe aplicarse y cumplirse. Pero en 
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aquella oportunidad, inteligentemente, no se hizo lo que 
teme el señor legislador Sturla; se votó el levantamiento 
de los vetos en seis o siete mociones diferentes, ninguna 
de las cuales obtuvo los tres quintos, por muy escasa di- 
ferencia por lo que, en forma correcta, el señor Presiden- 
te de la Asamblea General proclamó negativas todas las 
mociones. De acuerdo con lo que inteligentemente propu- 
siera el señor legislador Cataldi en forma privada, con 
sentido constructivo —y yo diría patriótico, a fin de que 
el país no se quedara sin Ley de Presupuesto— la Asam- 
blea se abstuvo de votar conforme con lo que dispone el 
artículo 139 de la Constitución. Es decir, no se pusieron 
en consideración los vetos parciales del Poder Ejecutivo; 
no hubo pronunciamiento en ese sentido, y como no lo 
hubo, el Poder Ejecutivo se consideró habilitado —me 
inclino a creer que correctamente— a promulgar la ley a 
los sesenta dias de la primera convocatoria de la Asam- 
blea General. Eso fue lo que hizo el Poder Ejecutivo: 
promulgó a los sesenta días, que vencían el 8 de abril 
de 1986 y por eso la Ley N* 15.809 es de esa fecha. De 
manera que no se votó en los dos sentidos —y con dos 
pronunciamientos negativos se consideró que igual funcio- 
naba el inciso segundo del artículo 138 de la Constitu- 
ción— porque en ese caso, sí, hubiera sido una violación 
clara de la Constitución de la República, que es lo que 
vamos a tratar de evitar en esta ocasión. 


SEÑOR STURLA. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR STURLA. — El señor legislador Aguirre ha 
refrescado mi memoria sobre los alcances de lo que ocu- 
rrió en febrero o marzo de 1986, pero al mismo tiempo 
confieso que me introduce en nuevos problemas que no 
tengo más remedio que plantear. 


Dice el señor legislador que la solución a la que se 
arribó a los efectos de permitir que hubiera Ley de Pre 
supuesto fue la de no poner a votación mociones afirma- 
tivas, de aprobación de los vetos, de manera que pudiera 
interpretarse que al no haber un pronunciamiento nega- 
tivo expreso de la Asamblea a través del rechazo de esa 
moción, quedara habilitado el transcurso del plazo pre- 
visto en el artículo 139 de la Constitución, a fin de que 
pudiera quedar sancionado el proyecto. Pero me pregunto, 
¿ello es asi? Una moción que dice: “La Asamblea Gene- 
ral resuelve rechazar las observaciones interpuestas a los 
artículos tales y cuales del proyecto tal”, que no obtiene 
los tres quintos de votos ¿supone paralemente el rechazo 
de la moción afirmativa contraria? Creo que el tema es, 
por lo menos, discutible, y entramos en un terreno que nos 
puede merecer muchas dudas, por tratarse de una norma 
tan significativa como lo es la Ley de Presupuesto. Com- 
prenderá, entonces, el señor legislador Aguirre, que no 
me queda otra alternativa que plantearlas. 


Aclaro que la tesis del señor legislador me parece 
muy inteligente —como todas las suyas— pero también 
me merece algunos reparos. Digo esto al pasar, para que 
no se tome mi silencio como asentimiento. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Me parece que en esta segun- 
da interrupción, al plantear el sentido de la moción que 
se habría votado en ocasión de la Ley de Presupuesto, el 
señor legislador Sturia no ha interpretado correctamente 
el problema o, por lo menos, mi pensamiento. Lo que ocu- 
rre €s que no se votó ni se vota en primer término la 
aprobación de las observaciones interpuestas por el Po- 
der Ejecutivo y, por lo tanto, el hecho de que no haya 
mayoría no significa el rechazo de las observaciones par- 
ciales. Lo que se vota siempre —sea el veto total o par- 
cial— es la aprobación del proyecto originalmente remi- 
tido al Poder Ejecutivo. De acuerdo con el artículo 141 
de la Constitución se vota por sí o por no. Hacerlo por sí 
significa confirmar el texto original, que se remite de 
inmediato al Poder Ejecutivo para su promulgación. Si 
hay tres quintos de votos, se confirma toda la ley y que- 
dan desechadas todas las observaciónes del Poder Ejecu- 
tivo, sean éstas totales o parciales. Si no los hay, no se 
aprueban las observaciones parciales del Poder Ejecutivo, 
simplemente resulta que no han sido levantadas, y para 
ser aprobadas se requiere una nueva votación, ésa sí afir- 
mativa y por mayoría absoluta. Esa segunda votación nou 
se hizo en ocasión de tratarse la Ley de Presupuesto; in- 
teligentemente se omitió ese pronunciamiento, y como no lo 
hubo, el Poder Ejecutivo se consideró habilitado para 
promulgar el proyecto a los sesenta días. 


Admito que el punto es discutible, no es claro a nivel 
constitucional, pero no se puede decir que constituya una 
violación grosera de la Carta. Puede admitirse que se tra- 
ta de un procedimiento opinable, pero fue lo que se hizo 
en ocasión de aprobarse la Ley de Presupuesto porque nos 
encontrábamos ante un callejón sin salida. Creo que eso 
es lo que inevitablemente se va a tener que hacer otra 
vez ahora, en oportunidad de la aprobación del proyecto 
de Rendición de Cuentas, porque otra vez estamos ante 
la misma situación. 


Lo que estaba diciendo es que si se hacen las dos vo- 
taciones y no hay mayoría en ningún sentido, no es posi- 
ble que el Poder Ejecutivo promulgue la ley, ni de inme- 
diato ni a los sesenta días, porque en ese caso existiría 
un pronunciamiento negativo en los dos sentidos y no fun 
cionaría la hipótesis del inciso segundo del artículo 13: 
de la Constitución. 


Cuando la Asamblea no levanta las observaciones y 
rechaza expresamente los vetos, es decir, no los aprueba, 
no puede haber ley, en primer lugar porque no existe con- 
cordancia de voluntades entre Poder Ejecutivo y Parla- 
mento; hay expresa discordancia. Y, en segundo término, 
porque no puede promulgarse una ley contra la voluntad 
expresa del Poder Legislativo. La no aprobación de los 
vetos parciales equivale al rechazo de las supresiones pro- 
puestas por el Poder Ejecutivo, significa decir que el Par- 
lamento no quiere que haya ley con el texto propuesto 
por el Poder Ejecutivo y, por lo tanto, no puede haberla. 
De lo contrario, toda vez que el Poder Ejecutivo vete par- 
cialmente un proyecto, si no hay tres quintos para le- 
vantar las observaciones, el Ejecutivo termina legislando 
contra la voluntad de la Asamblea. En ese supuesto ha- 
bría siempre ley, ya sea porque la Asamblea aprueba los 
vetos por mayoría absoluta o porque no los aprueba y, 
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entonces, a los sesenta días, su rechazo o su no aprobación 
se interpreta como aprobación. Aclaro que esto no es un 
juego de palabras sino una tesis que se ha sustentado, y 
es grave que asi se haya hecho. Quéremos dejar en claro 
——para que no exista la mínima duda al respecto— que 
de esa manera no se puede proceder. Si se vota el levan- 
tamiento de los vetos y no se logran los tres quintos de 
votos, el proyecto original está rechazado y no podrá trans- 
formarse en ley. Pero si a renglón seguido, se procede a 
votar la aprobación de los vetos y no hay mayoría abso- 
luta, también resultan rechazadas las observaciones del 
Poder Ejecutivo, y no puede haber ley. Naturalmente que 
no es lo que vamos a hacer, porque si lo hiciéramos, nos 
estaríamos encerrando y no habría ley, y todos queremos 
que la haya. Como todos queremos que haya ley, hemos 
buscado un acuerdo para impedir llegar a ese callejón 
sin salida. Entonces ¿qué es lo que patrióticamente esta- 
mos buscando y nos encontramos dispuestos a hacer? Vo- 
tar el levantamiento de los vetos, lo que resulta inevitable. 


De acuerdo con el artículo 141, votaremos por la 
afirmativa los que queramos levantar los vetos y, por la 
negativa, quienes quieren mantenerlos. Como no hay tres 
quintos en la Asamblea General, la votación se procla- 
mará negativa por la Mesa; si quieren aprobar los vetos, 
no hay votos para hacerlo, porque nosotros no vamos a 
contradecir con las posiciones originariamente sustenta- 
das. Entonces, habrá pronunciamiento contrario en los 
dos sentidos, por lo que la ley no podrá promulgarse. 


Considero que actuar así no sería hacerlo en forma 
responsable; ello no es lo que quiere el país. Lo norma! 
sería actuar de la otra forma; ese sería el procedimiento 
regular a aplicar por la Asamblea General en caso de 
vetos parciales, pero, en lo personal, estamos dispuestos 
-—creemos que también lo está nuestro Partido— a orillar 
el procedimento normal y a arbitrar una solución que ha- 
bilite al Poder Ejecutivo a promulgar la ley de la manera 
que él quiere, que no es la que deseamos nosotros. Pero 
mucho menos queremos que el Poder Ejecutivo, que los 
funcionarios públicos y todos aquellos que están esperan- 
do la sanción de la Rendición de Cuentas, se queden sin 
ella. Pensamos que ese sería un proceder irresponsable 
de nuestra parte y nosotros queremos actuar responsable- 
mente. 


También se ha expresado —y que no se diga que no 
lo han manifestado ciertos órganos de prensa— que si se 
procede de esta manera, es decir, si no hay votos para le- 
vantar los vetos y a renglón seguido ello se comunica al 
Poder Ejecutivo éste, de inmediato, va a promulgar la ley. 
Porque lamentablemente, el Poder Ejecutivo no puede 
promulgar de inmediato la ley; sólo podría hacerlo si se 
dieran dos hipótesis: en el caso de que haya aprobación 
expresa de sus Observaciones —no va a haberlas— o cuan- 
do transcurran sesenta días, lo que todavía no ha sucedi- 
do. Entonces, vamos a ponernos patrióticamente de acuer- 
do para que haya Rendición de Cuentas y para no trans- 
gredir la Constitución de la República; vamos a defender 
las posiciones que cada uno tiene en esta matería y a sos- 
tener, una vez más, que el Poder Ejecutivo no puede, por 
vía de vetos, introducir modificaciones a los textos. Si lo 
ha hecho, es su responsabilidad, pero nosotros sostenemos 
que no puede hacerlo. Vamos a habilitar al Poder Ejecu- 
tivo para que promulgue la ley, no encerrándonos en dos 
votaciones contradictorias, ninguna de las cuales obtendrá 
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la mayoría requerida constitucionalmente, pero vamos a 
no decir que la Ley de Rendición de Cuentas se promulga 
de inmediato, porque eso está claramente prohibido por la 
Constitución de la República. Si no hay pronunciamiento 
aprobando las observaciones, el Poder Ejecutivo podrá 
promulgar el proyecto —como lo hizo con la Ley de Pre- 
supuesto— cuando expiren los sesenta días, pero no antes, 
porque de lo contrario estaría violando la Constitución de 
la República. 


Voy a terminar con una apreciación de carácter es- 
trictamente político. Pienso para mí —y creo que así lo 
piensa la mayoría de los legisladores y de la opinión pú- 
blica— que este problema debió haberse solucionado de 
otra manera, es decir, por medio de una transacción po- 
lítica. Las transacciones políticas son el pan nuestro de 
cada día, el abecé en materia política. Durante la discu- 
sión de la Rendición de Cuentas en las dos Cámaras, con- 
tinuamente nos estuvimos enfrentando. Los legisladores 
del Partido Colorado habían dicho hasta el cansancio que 
mo iban a votar ciertas disposiciones, y el Poder Ejecuti- 
vo dijo siempre que iba a vetar las referentes a la Ense- 
ñanza y a los aumentos salariales que no estaban de acuer- 
de con el articulo 215 de la Constitución, es decir, que 
significaban disponer aumentos no propuestos por el Po- 
der Ejecutivo. Todo el país sabía que el Poder Ejecutivo 
iba a vetar esos artículos y que, naturalmente, no iba a 
haber tres quintos de votos en la Asamblea General para 
levantar las observaciones. Pero al mismo tiempo hubo 
cantidad de artículos que fueron votados por el Partido 
Colorado, pues sus legisladores entendieron que eran ra- 
zonables e, inclusive, hasta ellos mismos propusieron al- 
gunos de esos artículos. 


. Hace unos días, el señor legislador Ituño me decía 
que el artículo 23 —«que da latitud al Poder Ejecutivo 
para conceder aumentos diferenciales a distintas categorías 
de funcionarios públicos— fue propuesto por la bancada 
del Partido Colorado. Sin embargo, nos encontramos con 
que el Poder Ejecutivo veta 93 artículos, entre -los que 
se encuentran, inclusive, aquellos que fueron votados por 
sus propios legisladores, lo que los coloca en la difícil y 
poco envidiable situación de tener que votar contra lo 
que votaron anteriormente. ¿Qué era lo razonable? Que 
estudiáramos veto por veto y dijéramos que algunos eran 
correctos; los legisladores de la oposición hubiésemos de- 
bido admitir, que esos vetos se aprobasen. También la 
bancada oficialista hubiera tenido que ser más flexible y 
avenirse a levantar algunos vetos. Entonces, pongámonos 
de acuerdo y aprobemos una Ley de Rendición de Cuen- 
tas que, si bien represente no todo lo que quiere el Poder 
Ejecutivo, por lo menos se aproxime a lo que aspiran los 
funcionarios públicos; vamos a dar todos un paso atrás 
o, por lo menos, un paso al costado. Pero, ¿con qué ehoca- 
mos? Con que quien no quiso dar un paso al costado fue 
el Poder Ejecutivo, que ha dispuesto el veto de 93 ar- 
tículos, ni uno menos. Aquí se hace lo que quiere el Po- 
der Ejecutivo, porque de lo contrario no hay Rendición 
de Cuentas. 


Nosotros pensamos que la del Poder Ejecutivo no es 
una conducta razonable, pues estas actitudes intransigen- 
tes provocan la reacción del país entero. Para mañana se 
ha decretado un paro general. Yo no lo comparto, pero 
creo que si se hubiera llegado a un acuerdo, la República 
se hubiera ahorrado ese paro general. Si ya se hubiera 
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aprobado la Rendición de Cuentas luego de haber llegado 
a un acuerdo, no tendríamos este problema, pues esa ban- 
dera no podría ser levantada. , 


Hoy estamos haciendo “dribblings” en la orilla del 
texto constitucional para evitar que el país se quede sin 
Rendición de Cuentas. El Partido Nacional va a hacer un 
sacrificio para que este proyecto se apruebe; no va a 
exigir una votación que impediría que el proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas se promulgara. En lo personal, 
vamos a hacer ese sacrificio porque estamos dispuestos a 
actuar siempre con sentido de responsabilidad y con pa- 
triotismo, pero al término de nuestra intervención deci- 
mos que es gracias a nuestra actitud responsable y a la 
de la oposición toda que el país va a tener una Ley de 
Rendición de Cuentas. Si fuéramos tan intransigentes co- 
mo el Poder Ejecutivo, por segunda vez en dos años hu- 


-biéramos dado el espectáculo insólito de dejar al país sin 


Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Tiene la palabra el señor legislador José Diaz. 


SEÑOR DIAZ (don José). — Señor Presidente: no- 
sotros vamos a votar contra todas las observaciones inter- 
puestas por el Poder Ejecutivo, como con toda claridad 
ya lo han expresado otros compañeros legisladores de 
nuestro Frente Amplio. , 


Quiero comenzar mi intervención recordando algu- 
nos antecedentes del estudio de este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas que, hacia el final del año, llega a 
consideración definitiva del Parlamento. El año pasado 
quedamos sin Rendición de Cuentas por responsabilidad 
del Poder Ejecutivo, lo que constituyó un hecho insólito 
en la historia política de nuestro país, y, seguramente, de 
muchas democracias en el mundo. Sin embargo, a nivel 
público se dijo —esto no fue controvertido— que para 
salvar esa grave anomalía, el Poder Ejecutivo iba a en- 
viar el proyecto de Rendición de Cuentas del año 1986 
a Comienzos del año en curso, a los efectos de poder te- 
ner una nueva Ley de Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal de 1986 en plazos mucho más cor- 
tos que los que son tradicionales. La verdad histórica es 
que el Poder Ejecutivo prácticamente repitió lo que hizo 
en otras circunstancias y elevó a consideración del Par- 
lamento —haciéndolo entrar por la Cámara de Represen- 
tantes— su proyecto de Rendición de Cuentas y los de los 
organismos del artículo 220 de la Constitución y del Po- 
der Judicial, al filo del plazo constitucional. De forma 
tal que, cubiertas las distintas etapas, estamos a comien- 
zos de noviembre discutiendo en la Asamblea General 
las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. 
Quiere decir que en lo relativo a este tema ha habido un 
inicial incumplimiento de una promesa gubernamental, 
por lo que hoy estamos en presencia de una situación har- 
to conflictiva ante la cual, como acaba de demostrar el 
señor legislador Aguirre, podemos correr el riesgo de que- 
darnos otra vez —por intransigencia del Partido Colora- 
do— sin Rendición de Cuentas. 


Lo que vino a la Cámara de Representantes en su 
oportunidad fue un proyecto de Rendición de Cuentas que 
nosotros tuvimos oportunidad de discutir primero en la 
Comisión y luego en el Plenario. Todo el mundo sabe que 
tanto en la Comisión como en la Cámara de Represen- 
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tantes, la oposición ——especialmente la bancada de nues- 
tro Frente Amplio— hizo un grande y patriótico esfuer- 
zo, y trabajó durante muchas horas a efectos de mejorar 
el proyecto de ¡Rendición de Cuentas. 


En algunos casos se hizo la opción constitucional en- 
ire el proyecto que venía del Poder Ejecutivo —un pro- 
yecto, como siempre, mezquino en lo que tiene que ver 
con sueldos, gastos de funcionamiento y política de in- 
versión— y los proyectos del Poder Judicial y de los 
organismos del artículo 220, haciendo uso de una facul- 
tad que nosotros estimamos que es estrictamente consti- 
tucional. Es el Parlamento el que debe dirimir las dife- 
rencias que puede haber en los mensajes del Poder Ejecu- 
tivo, del Poder Judicial y de los organismos del artículo 
220 de la Constitución de la República. 


De todos modos, nosotros elevamos a la Cámara de 
Senadores un proyecto de Rendición de Cuentas bastante 
corregido, con decenas y decenas de buenas iniciativas, 
quizás algunas de carácter inconstitucional —no lo nie- 
go— pero muchas de ellas claramente constitucionales, 
que mejoraban ampliamente el proyecto de Rendición de 
Cuentas, y que de alguna manera contemplaban lo que que- 
ría el país no solamente para los funcionarios públicos, 
sino para el resto de la población. Una vez en el Senado, 
se hicieron muchas correcciones al proyecto por lo que 
volvió a la Cámara de Representantes a los efectos de 
considerar las modificaciones introducidas. Finalmente 
por una razón de economía de tiempo, para asegurar que 
en un corto lapso hubiera una Rendición de Cuentas, en 
Ja Cámara de Diputados prevaleció el criterio de la opo- 
sición en el sentido de aprobar esas modificaciones a pe- 
sar de las discrepancias. Reitero que nuestro propósito era 
poder contar con una ley de Rendición de Cuentas que 
toda la gente sencilla del país estaba esperando. Pero 
¡héte aquí que el Poder Ejecutivo nos elevó nada menos 
que noventa y tres observaciones! Nadie le niega la fa- 
cultad constitucional que tiene para realizar observacio- 
nes. Aquí lo que estamos cuestionando es su cantidad y 
su calidad, lo que lleva al Frente Amplio junto a los de- 
más sectores de la oposición a votar por el levantamiento 
de los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo. 


En alguna oportunidad he dicho que en el Uruguay, 
al igual que en otros países de América Latina, hay mu- 
chos Generales buenos y muchos malos. Pero aquí, hoy en 
día, el General más malo es el “General Veto”, que arrasa 
con todas las ilusiones de la gente. Se trata de un Gene- 
ral que está en actividad y siempre dispuesto a cortar las 
esperanzas de la gente con una meticulosidad digna de 
mejor causa. Yo diría que existe en el Poder Ejecutivo 
una línea media que ne deja pasar absolutamente nada; 
a veces ni siquiera las esperanzas de sus propios legisla- 
dores. 


Nuestros compañeros de sector, especialmente los le- 
gisladores Melo Santa Marina y Ríos, hicieron una deta- 
llada y exhaustiva exposición acerca de las sinrazones de 
estos vetos. Con el propósito de economizar tiempo, vamos 
a subrayar cuatro o cinco de los vetos que nos parecen 
más importantes, dejando de lado algunas incongruencias 
de carácter constitucional como las realizadas al preten- 
der introducir iniciativas por vía de las observaciones, en 
una especie de Mensaje complementario, luego de la san- 
ción legislativa de la Rendición de Cuentas. 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—105 


En primer lugar, vamos a referirnos a la observación 
interpuesta al artículo 452 de la Rendición de Cuentas. 
Por ese artículo la mayoría parlamentaria procura derogar 
el Decreto-Ley N* 15.600 aprobado en 1984 por la dicta- 
dura militar. Por dicho decreto-ley, el Directorio del Ban- 
co de Previsión Social tiene las más amplias facultades 
discrecionales para efectuar ascensos “a dedo”, por desig- 
nación directa, para cargos de Jefe de Sección y entre el 
personal jerárquico de la institución. Por otra parte, tam- 
bién implica que en el proceso de calificación de todo el 
funcionariado del Banco de Previsión Social no interven- 
gan los delegados electos, como establecía la legislación 
vigente antes del golpe militar. La supervivencia de este 
Decreto-Ley N% 15.600 que habilita la observación del 
Poder Ejecutivo, implica generar la posibilidad del parti- 
dismo, del favoritismo en la Administración Pública; im- 
plica volver a viejas prácticas que todos decimos que hay 
que superar; significa, a nuestro entender, la conservación 
de los peores vicios en la Administración Pública, facili- 
tados a través de ese veto interpuesto por el Poder Ejecu- 
tivo, que hace gárgaras con el tema de la modernización 
del Estado. 


Por otra parte, el mantenimiento de esta facultad dis- 
crecional en manos del Directorio del Banco de Previsión 
Social, implica un retroceso respecto a lo que todos los 
sectores políticos habíamos acordado cuando aprobamos 
el artículo 452 del proyecto de ley de Rendición de Cuen- 
tas. 


En segundo término, otras observaciones que nos pa- 
recen escandalosas son las que se interponen contra diver- 
sas iniciativas del Mensaje del Poder Judicial. 


Aquí ya se ha dicho algo, pero voy a repetirlo: en- 
tiendo que esto supone una actitud abusiva del Poder Eje- 
cutivo en materia de vetos; entiendo que constitucional- 
mente el Poder Ejecutivo no puede vetar normas que no- 
sotros hemos aprobado y que formaban parte del Mensaje 
del Poder Judicial. Esto implica la muerte de la indepen- 
dencia financiera que debe tener un Poder del Estado, co- 
mo es el Poder Judicial. Esta práctica va contra el nece- 
sario principio de equilibrio de poderes que se encuentra 
en lo más profundo del régimen de Estado de Derecho con- 
sagrado en la Constitución de la República. 


Pero además de estas barbaridades formales, hay al- 
gunas cosas no menos monstruosas que las que implica 
esta derogación de normas de la Rendición de Cuentas con- 
tenidas en el Mensaje del Poder Judicial. Habrá muchos 
funcionarios técnicos del Poder Judicial que sufrirán gra- 
ve daño en sus expectativas funcionales y otros que so- 
portarán, inclusive, una disminución real en sus ingresos. 
Una aplicación arbitraria de esta verdadera manía “ve- 
tocrática'? que campea en el Poder Ejecutivo, va a sig- 
nificar para muchos dignísimos funcionarios del Poder Ju- 
dicial un grave deterioro en sus expectativas funcionales, 
en su carrera y en sus ingresos. 


Similar consideración nos merecen los vetos interpues- 
tos a ANEP y a la Universidad de la República. No sólo 
nos oponemos a esos vetos por razones de justicia, porque 
creemos que realmente hay que potenciar a la enseñanza y 
hay que recuperar lo perdido por la enseñanza pública de 
nuestro país durante largos años que no son sólo los de 
la dictadura militar, sino .porque creemos que entre las 
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iniciativas sobre estos organismos del artículo 220 y «e: 
Mensaje del Poder Ejecutivo, es el Parlamento el que tie- 
ne la potestad constitucional de elegir uno de esos proyec- 
tos. No puede ser que el Poder Ejecutivo, que es parte en 
esa diferencia en materia de Mensaje de Rendición de 
Cuentas, se convierta en un juez cuyo fallo, por la relación 
de fuerzas parlamentarias, es prácticamente inapelable. 


En lo que tiene que ver con las observaciones que 
más nos preocupan, queremos decir que este Parlamento 
había dado al Poder Ejecutivo en la Rendición de Cuen- 
tas, dos normas -—las de los artículos 23 y 104— que 
de haberse consagrado, de no haberse vetado, seguramen- 
te habrían sido un instrumento formidable para evitar e: 
hecho tan grave que ocurrió a comienzos de la semana 
pasada, en que el orden público fue desatendido por de- 
cisión de la Policía nacional. Como todos sabemos, la Po 
licía está en una situación de extrema pobreza, se siente 
humillada, y no creyó en todo lo que se le dijo, máxime 
cuando estos instrumentos que le estábamos dando a tra- 
vés de la Rendición de Cuentas eran vetados por el Poder 
Ejecutivo. Ese grave hecho tiene un solo responsable, que 
es el Poder Ejecutivo. Todos sabemos con qué cautela, 
con qué responsabilidad y serenidad actuó la oposición fren- 
te a la situación insólita de paralización de los servicios 
policiales. No podemos callar la responsabilidad del Poder 
Ejecutivo, que en vez de utilizar facultades que el Parla- 
mento le daba para resolver los graves problemas de los 
sectores sumergidos del Presupuesto Nacional —entre ellos 
la Policía— deroga las disposiciones respectivas, se au- 
tolimita y luego genera una situación que realmente no 
sólo comprometió la continuidad del orden público, sino 
que a nuestro entender puso en riesgo el propio desenvol- 
vimiento de las instituciones democráticas de nuestro pais. 


Quisiéramos decir algunas palabras acerca de por qué 
existe esta grave oposición, en materia presupuestal, entre 
el Poder Ejecutivo y los demás sectores parlamentarios y 
de la opinión pública. Ello se debe a que, en el fondo, es- 
ta política del Poder Ejecutivo es la expresión resumida 
de la política económico-financiera del Gobierno, de la 
opción que éste ha hecho en esa masteria. 


Sabemos que, como decía el señor legislador Sturia, 
hay una diferencia de sensibilidad, pero hay también, una 
diferencia de enfoque, de concepción, de proyecto de país. 
Creemos que el Poder Ejecutivo ha hecho una opción muy 
clara en materia de política económica, que no es otra 
que la de seguir apuntalando, privilegiando al sector in- 
termediario del país, especialmente al sector bancario 
—¡por qué no decirlo! — a la rosca bancaria. Para ella toda 
la generosidad del Gobierno, los millones y millones de 
dólares que se entierran para salvar un sistema financie- 
ro, el del contador Zerbino, no el que el país necesita. 


No hay una política clara en lo que tiene que ver con 
la producción. A más de tres años de administración del 
Estado, el Gobierno no demuestra tener una política de- 
fínida en todos los sectores productivos. Diríamos que el 
grueso de esos sectores no se siente representado por la 
política económica del Gobierno, tampoco los trabajado- 
res y los pasivos porque frente a los tarifazos soportados 
en los últimos dias, está la política de techos salariales 
impuesta por el Poder Ejecutivo en los Consejos de Sala- 
rios, desnaturalizando la libre negociación de los conve- 
nios colectivos entre empleadores y trabajadores, implícita 
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en las concepciones liberales del Estado. Al contrario, in- 
terviene duramente —es en lo único que interviene el Pa- 
der Ejecutivo— en materia de salarios, y esto también 
repercute, por la Ley de Revaluación, en las futuras retri- 
buciones de nuestras importantes clases pasivas. 


Terminando, vamos a reiterar lo que han dicho los 
compañeros frenteamplistas que han hecho uso de la pa: 
labra: el Frente va a votar en contra de todas y cada una 
de las observaciones del Poder Ejecutivo, consciente de 
cumplir con la representación que inviste. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Tiene la palabra el señor legislador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. — Señor Presidente: como en Opor- 
tunidad de la sesión anterior adelanté, por vía de interrup- 
ciones, cuál era mi posición sobre el tema que ha mereci- 
do más discusión en esta Asamblea —esto es, la pertinen- 
cia o no de las observaciones que el Poder Ejecutivo ha 
planteado, que incluyen modificaciones, a los textos san- 
cionados por el Parlamento— creo que estoy en condicio- 
nes de ahorrar a este Cuerpo una extensa intervención al 
respecto. Además, todos somos conscientes de la necesidad 
de que la Asamblea se pronuncie a breve término, para 
asegurar que el Poder Ejecutivo pueda poner pronto en 
vigencia las normas de la Rendición de Cuentas y, por 
tanto, dar tranquilidad a importantes sectores de funciona- 
rios públicos que están esperando ansiosos su aprobación. 


Simplemente voy a mencionar, de modo casi telegráfi- 
co, algunos conceptos. Se ha señalado por parte de algunos 
señores legisladores —y, en particular, por el señor legis- 
lador Aguirre, quien hacía referencia a comentarios de 
Jiménez de Aréchaga al respecto— la opinión expresada 
en una oportunidad por el doctor Espalter en relación a 
las facultades de la Asamblea General, pero referidas a 
una situación que es distinta y opuesta a la que hoy han 
planteado legisladores de la oposición frente a las observa- 
ciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. El doctor Es- 
palter se refería a la circunstancia en la cual, frente a 
una Observación del Poder Ejecutivo a un proyecto de ley 
sancionado por el Parlamento, éste pudiera resolver elimi- 
nar esa disposición y, por consecuencia, impedir la vigen- 
cia de la modificación propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Y sostenía que esa circunstancia llevaba a una situación 
constitucional en la cual se estaba quitando al Poder Eje- 
cutivo la oportunidad procesal de hacer sus observaciones. 
De manera que creo que este argumento no puede ser 
traído aquí porque, al utilizarlo, lo único que se está ha- 
ciendo es defender la tesis que nosotros propugnamos, es: 
to es, que el Poder Ejecutivo, como colegislador, siempre 
tiene la facultad de presentar sus enmiendas o modifica- 
ciones y, como ya señalé en la sesión pasada, finalmente 
será la Asamblea General la que decida, aceptándolas o 
rechazándolas, cuál será el destino de esas observaciones: 


También quiero manifestar que no se puede hacer el 
argumento de que el artículo 139 de la Constitución está 
mal puesto, que no tiene sentido y, en consecuencia, como 
entorpece la interpretación que se quiere hacer, no se apli- 
ca a este texto. Las normas que están en la Constitución, 
están allí, tienen ese valor y deben ser entendidas, y la in- 
terpretación armónica que se ha de hacer de los textos 
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constitucionales debe incluir a todas sus disposiciones, en- 
tre ellas, naturalmente, el artículo 139. 


Deseo decir, asimismo, que el señor legislador Aguirre 
hizo una extensa referencia al sentido del vocablo “veto”, 
pero olvidó que la Constitución en ningún momento men- 
ciona esa palabra, sino que se refiere a la facultad del 
Poder Ejecutivo de observar o de oponerse a un proyecto 
de ley sancionado por el Parlamento utilizando las expre- 
siones “observaciones” y “objeciones”, pero nunca “veto”. 
Por consecuencia, toda la argumentación que se base en 
el sentido de la expresión “veto” no tiene valor en nues- 
tro Derecho Constitucional, ya que el constituyente se 
cuidó muy bien de no utilizarla. Tampoco puede pensarse 
—lo dejo sobre la mesa— que el constituyente utilizó esas 
dos expresiones — “observaciones y objeciones”— por ca- 
sualidad o que haya sido tan torpe como para incluir dos 
términos similares con idéntico sentido. 


Bien puede pensarse que objeciones son las que se 
plantean como oposición a un texto sancionado por el Par- 
lamento y que observaciones son aquellas en las cuales 
el Poder Ejecutivo propone modificaciones a los textos 
sancionados por el Poder Legislativo. Por lo tanto, se está 
aceptando lo que yo señalaba y que el propio señor legis- 
lador Aguirre reconocía que han aceptado los doctores 
Justino Jiménez de Aréchaga y Cassinelli Muñoz —en su 
momento di lectura a esas expresiones— es decir, la fa- 
cultad constitucional del Poder Ejecutivo de proponer mo: 
dificaciones a los textos sancionados por el Parlamento. 


Quiero hacer un último argumento de orden jurídico, 
referido a las disposiciones del artículo 135. 


Todos sabemos que el artículo 135 de la Constitución 
prevé la circunstancia, frente a una oposición entre am- 
bas Cámaras, la de Representantes y €l Senado, de que 
la Asamblea General, para dilucidar ese conflicto, puede 
sancionar un proyecto distinto a los que pudieran haber 
aprobado cada una de ellas. Es decir, puede acoger el que 
ha propuesto una de las Cámaras o, en última instancia, 
puede sancionar uno abso:utamente distinto. 


Yo decia que eso quebraba el principio deí bicame- 
ralismo, y lo sostengo ahora. Se me expresó que esa era 
una excepción y la única. Y yo planteo si puede hablarse 
de una única excepción cuando estamos frente a una cir- 
cunstancia que únicamente tiene dos opciones. Una de ellas 
es que las dos Cámaras coincidan con un idéntico texto 
y ese sea, en consecuencia, el que pase al Poder Ejecutivo 
para su promulgación. La otra opción es que, en la opo- 
sición entre ambas Cámaras, en el conflicto de opiniones 
entre ellas, la Asamb:ea General pueda sancionar un ter- 
cer proyecto, distinto. Entonces, si tenemos dos opciones 
y una de ellas acepta la tesis unicameral de que la Asam- 
blea puede imponer un texto diferente al que vino de 
ambas Cámaras, ¿por qué no aceptar, en la circunstancia 
en la cual estamos ante una oposición entre el Parla- 
mento y el Poder Ejecutivo, que también la Asamblea Ge- 
neral, en el momento en que da su pronunciamiento de- 
finitivo, luego de las observaciones del Poder Ejecutivo, 
al acoger las modificaciones de texto que éste interpone, 
está sancionando un proyecto, no por el procedimiento 
bicameral sino por el unicameral, que la Constitución ha 
previsto como una de las dos opciones posibles? 


SEÑOR PASQUET. — ¿Me permite una interrupción? 
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SEÑOR BOUZA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). —- 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR PASQUET. — Señor Presidente: coadyuvando 
con lo que muy bien expone el señor legislador Bouza, 
quiero destacar que la hipótesis que se señala como excep- 
cional en el sentido de que permite a la Asamblea Gene- 
ral sancionar un proyecto distinto al que fue aprobado por 
cada Cámara, no es, en modo alguno, la única. No sólo por 
lo que dice —y dice bien— el señor legislador Bouza, sino 
porque a nuestro juicio cuando la Asamblea General se 
pronuncia sobre un proyecto que es devuelto con observa- 
ciones parciales por el Poder Ejecutivo, se está pronun- 
ciando también ese Cuerpo, y no cada una de las Cáma- 
ras, sobre un proyecto que es distinto al que fue conside- 
rado por cada una de las ramas del Poder Legislativo. 


De acuerdo con esa cita de José Espalter que se hacía 
recientemente en Sala, pero de acuerdo también con el 
buen sentido que nos dice que por la vía de observaciones 
parciales puede desnaturalizarse un proyecto de ley, dár- 
sele un sentido distinto, crear un proyecto nuevo —sobra- 
rían los ejemplos en este sentido y es muy fácil imaginarse 
demostraciones elocuentísimas de lo que venimos soste- 
niendo— cuando la Asamblea General se pronuncia so- 
bre un proyecto que €s devuelto con observaciones parcia- 
les por el Poder Ejecutivo —hago hincapié en el término 
“parciales” porque el artículo 139 desquicia totalmente lo 
que era el sistema institucional anterior a su sanción y 
obliga a pensar en términos distintos todo el instituto de 
las observaciones del Poder Ejecutivo— lo está haciendo 
sobre un proyecto nuevo. En consecuencia, la hipótesis del 
artículo 135 de la Carta Magna no es la única en que se 
sortea el trámite bicameral y se faculta a la Asamblea 
para que se pronuncie sobre un proyecto distinto. 


Esto es más notorio aún si se compara este trámite 
previsto por nuestra Constitución con el previsto por otras 
Cartas constitucionales. 


El señor legislador Aguirre recordaba en su exposi- 
ción la Constitución de Estados Unidos y decía, con acier- 
to, que en ese ordenamiento jurídico las observaciones 
del Poder Ejecutivo no son resueltas por el órgano Asam- 
blea General, que no existe, sino por cada Cámara ac- 
tuando separadamente. Es decir que cuando se quiere 
mantener con ortodoxia y rigidez el principio del bicame- 
ralismo, las observaciones del Poder Ejecutivo pasan por 
cada una de las cámaras legislativas. Aquí, en cambio, 
las observaciones vienen a la Asamblea General. Y cuan- 
do ésta se expide sobre un proyecto que viene con obser- 
vaciones parciales, se está pronunciando sobre un nuevo 
proyecto. Si hay excepciones, en todo caso son más de 
una; si hay apartamientos del principio del bicameralismo, 
no están ellos confinados a la sola hipótesis del artículo 
135, sino que también en el caso de las observaciones par- 
ciales estamos ante un tal apartamiento. 


Me pregunto si en realidad hay un apartamiento del 
principio, una excepción, porque tanto en uno como en 
otro caso las Cámaras han considerado ya el asunto que 
es materia del proyecto de ley, aunque no sus artículos 
específicos. De manera que cada Cámara ha considerado 
por separado la cuestión que luego llega a la Asamblea 
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General. Y cuando ésta se pronuncia es porque antes las 
Cámaras han estudiado el asunto materia del proyecto 
de ley. De modo que en sustancia se ha respetado el trá- 
mite bicameral. 


Agradezco al señor legislador Bouza la interrupción 
que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. — Señor Presidente: soy yo quien de- 
be agradecer al señor legislador Pasquet su intervención, 
porque creo que la exposición que ha desarrollado cierra 
el concepto respecto a cuáles son las características de 
nuestro sistema constitucional. Diría que en este tema 
del bicameralismo se puede decir lo mismo que respecto 
del sistema de control que prevé nuestra Constitución, en 
tanto tiene algunos aspectos de parlamentarismo y otros 
de división de poderes. Nuestro constituyente ha tenido 
un sentido muy pragmático y ha tomado institutos de 
determinados regímenes a fin de hacer una complemen- 
tación que permita al sistema político uruguayo funcio- 
nar, no de acuerdo con características absolutamente or- 
todoxas sino procurando soluciones prácticas que habi- 
liten un buen funcionamiento de las instituciones. 


Decía en la sesión anterior de la Asamblea General 
que, en definitiva, este sistema de vetos que ha sido tan 
criticado y observado por la oposición, ha garantizado al 
Gobierno la posibilidad de no ser preso de ésta y, a 
través de la representación parlamentaria con que cuenta 
el Partido Colorado, oponerse a que sea esa oposición ex- 
clusivamente la que marque el ritmo y el contenido de 
las soluciones legislativas dictadas en este período de go- 
bierno. Esto le ha dado al Gobierno del Partido Colora- 
do coherencia y resultado. Por lo tanto, también en este 
caso estamos caminando hacia resultados queridos por el 
Gobierno y el Partido Colorado. 


Con estas argumentaciones cierro el capítulo de la 
interpretación sobre la tesis jurídica que aquí se ha plan- 
teado y quiero hacer una referencia respecto al conteni- 
do de fondo de estas observaciones del Poder Ejecutivo. 


Es sabido que la cuantificación de las observaciones 
que el Poder Ejecutivo ha hecho al proyecto de Rendi. 
ción de Cuentas aprobado por el Parlamento, llega al va- 
lor de U$S 50:000.000. 


Si nosotros no acogiéramos las observaciones del Po- 
der Ejecutivo, el gasto del Estado se incrementaría en un 
valor sumamente importante de U$S 50:000.000, resultan- 
do una presión mayor todavía sobre el déficit fiscal, 
creándose elementos severamente perjudiciales para lo 
que sería un buen desarrollo económico y el bienestar 
de cada uno de los pobladores del país, 


Considero que todos debemos ser muy conscientes y 
cuidadosos de estos aspectos. Nadie ignora —ni en esta 
Asamblea General ni fuera de ella— las gravísimas con- 
secuencias que se han planteado en la estructura finan- 
ciera del mundo frente a los vaivenes que vienen tenien- 
do las distintas Bolsas en todas partes, así como la situa- 
ción absolutamente inestable del dólar con respecto a las 
demás monedas. Todos estamos observando con temor y 
grave preocupación esta problemática que comprende a las 
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economías de todos los países del mundo y vemos que en 
la inestabilidad e inseguridad podemos estar transitando 
un camino muy peligroso para su porvenir. 


Quienes han procurado buscar una razón a esta cri- 
sis financiera que se ha planteado, coinciden en una sola 
causa: el abultado déficit fiscal del Gobierno Federal de 
los Estados Unidos de America. Dicho Gobierno, durante 
el comienzo de la administración Reagan, inaugura una 
política que procuró la rebaja impositiva sin tener coin- 
cidencia con la rebaja en el gasto público. Por lo tanto, 
yo diría que a partir de 1981, y hasta hoy, el crecimiento 
del déficit fiscal americano ha venido provocando una 
desconfianza en el valor del dólar y, como consecuencia 
de ello, esta grave crisis que ha afectado a todas las 
Bolsas. 


No me resisto a citar al señor David A. Stockman, 
primer Director de la Oficina de Presupuesto de la Admi. 
nistración Reagan, uno de los teóricos de la economía 
de la oferta, que procura un crecimiento de la econo. 
mía norteamericana a, través de la reducción impositiva 
liberando de esa manera a la sociedad del peso excesivo 
que representaban los gastos del Estado. Sin embargo, es- 
ta administración norteamericana fracasó en su objetivo, 
no porque no disminuyeron los impuestos, sino porque no 
se redujeron los gastos en forma concomitante, abriéndo- 
se una gran brecha entre lo que el Estado Federal se 
comprometía a gastar y lo que estaba recaudando de la 
sociedad para financiar dichos gastos. Esto apareja el 
déficit fiscal, que a su vez tiene como consecuencia el 
endeudamiento externo de los Estados Unidos de América 
y como resultado final surge la crisis financiera que se 
ha desatado en todo el mundo. 


Decía el señor David A. Stockman: “A partir de no- 
viembre de 1981, la Administración cerró la puerta de la 
celda carcelaria de su propia y desastrosa politica fiscal, 
y echó la llave al olvido. El presidente no quería pres. 
cindir de su reducción de impuestos. El capitán Weinber- 
ger” -—se refiere al Ministro de Defensa— “no hubiera 
soltado por nada del mundo su billón cuatrocientos sesen- 
ta mil millones de dólares para Defensa. Jim Baker” —-Se- 
cretario del Tesoro— “iba con la bazuca al hombro para 
disparar primero y preguntar después, si alguien le men- 
taba las palabras “Seguridad Social, Deaver, Meese y los 
demás se desvelaban para evitar que llegase ninguna MA. 
la, noticia al Despacho Oval, ni a la pequeña pantalla”, se 
trata de la televisión. “El enorme desequilibrio fiscal de 
la, nación no preocupaba a nadie, ni fue corregido; sim. 
plemente fue alimentado y creció todavía más”. Fue ali. 
mentado y creció a tal punto que hoy en día estamos 
en presencia de una crisis financiera internacional, cuya 
causa es dicho déficit, 


Cuando yo escucho que la oposición reclama al Go- 
bierno un aumento del gasto público y veo que la respues- 
ta es siempre la misma, abatir el déficit fiscal, no puedo 
dejar de pensar que estamos frente a la economía del 
Uruguay que, por supuesto, es mucho más débil que la 
norteamericana. Por lo tanto, ¡cuánto más cuidadosos te- 
nemos que ser nosotros que el Gobierno norteamericano, 
para no caer, a través del déficit fiscal, en una nueva si. 
tuación que nos lleve a una hiperinflación y a un nuevo 
y mayor endeudamiento externo, con el consiguiente em. 
pobrecimiento de la sociedad uruguaya! 
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Esta es la razón por la cual el Poder Ejecutivo inició 
conversaciones con la oposición con respecto al nivel del 
gasto público, aún antes de enviar su Mensaje de Rendi- 
ción de Cuentas, procurando un entendimiento sobre este 
tema. Frente al fracaso de esta negociación, todos fui- 
mos conscientes que el desarrollo de esta Rendición de 
Cuentas —primero en la Cámara de Diputados y, luego en 
el Senado— iba a llevar a resultados que sólo podrían 
culminar en las observaciones del Poder Ejecutivo, dismi. 
nuyendo los gastos que la oposición pretendía establecer 
en el proyecto correspondiente. A lo largo de toda la dis- 
cusión que se desarrolló en ambas Cámaras comprendimos 
que se daba un distanciamiento que no se procuraba zan- 
jar: la oposición reclamaba un determinado nivel del 
gasto —que era alto— y nosotros nos Oponíamos a su cre- 
cimiento. Todos —Gobierno y oposición— sabíamos que 
este proceso iba a culminar el día que el Poder Ejecutivo 
tuviera que plantear sus observaciones a través del pro- 
cedimiento constitucional; que el nivel del gasto vúblice 
iba a estar en el límite que le fijara el Poder Ejecutivo 
a través de dichas observaciones. Esto es lo que hoy ve- 
nimos a plantear al pais. 


Ej aumento del gasto público nos lleva a dos opcio- 
nes: o se aumenta el déficit fiscal y, en consecuencia, 
nos lanzamos al desastre económico; o, por el contrario, 
se Aumenta el gasto público y la carga impositiva sobre 
la población. Esto último implicaría decirle a cada uno 
de los ciudadanos uruguayos que tendrán que hacer una 
contribución porcentualmente más alta para financiar los 
gastos que los dirigentes políticos quieren establecer en 
el Presupuesto del Estado. Planteemos la situación con 
absoluta claridad: déficit fiscal o aumento impositivo. 


Todos somos conscientes de hasta dónde llega hoy la 
presión fiscal en el país, esto es, cuánto significa la car- 
ga impositiva sobre el Producto Bruto Interno. Ya esta- 
mos afectando prácticamente el 20% de la producción del 
país con cargas impositivas. 


Y no hay sociedad que pueda progresar, no hay s0. 
ciedad que pueda crecer económicamente, no hay posibili. 
dad de crecimiento económico sostenido si hay una de- 
tracción tan alta para el gasto del Estado, si éste se con- 
vierte en una carga tan pesada que haga imposible el 
ahorro, la inversión y, a través de eso, el crecimiento. 


Eso es lo que el país tiene planteado. Esa es la op- 
ción económica que los uruguayos tienen que hacer. Y es- 


ta es la opción que ha hecho el Gobierno: no seguir por . 


el camino fácil de aumentar el gasto, sabiendo que ello 
tiene como una secuela necesaria el crecimiento impositi- 
vo, atorando cada vez más a la población con nuevas Ccar- 
gas, o el aumento del déficit fiscal, y, por consecuencia, 
el crecimiento del endeudamiento y también el empobre- 
cimiento del país, la hiperinflación, que todos nosotros 
hemos venido observando, yo diría, con pavor, en países 
tan vecinos al nuestro, como Argentina y Brasil, con mu- 
chos más recursos que nosotros, pero que sin embargo hoy 
pasan de una a otra crisis económica. 


SEÑOR GARGANO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BOUZA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 
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SEÑOR GARGANO, — Señor Presidente: he escuchado 
con mucha atención las exposiciones que sobre la necesi. 
dad de una política de ajuste en la economía han hecho 
los legisladores del Partido de Gobierno, y sobre los per- 
juicios que para el conjunto de la población del país, pero 
más específicamente para las capas más débiles, apare- 
jaría una espiral inflacionaria incontenible. El argumen- 
to centra] es que, para contener esa espiral inflacionaria, 
lo que debemos hacer es reducir el gasto público y el 
déficit fiscal. 


Quiero decir que, como política, naturalmente que es- 
tamos de acuerdo en evitar la inflación. ¡Quién puede es- 
tar en desacuerdo con que se lleve adelante una política 
que evite la inflación! Pero también quiero expresar que 
el país tiene distintos gastos públicos: el que efectúa el 
Gobierno a través del Presupuesto, y también el que hace 
a través del pago de los intereses de la deuda externa, 
lo que normalmente se llama déficit parafiscal. Debe 
quedar claro que éste, comparado con el déficit fiscal, o 
el déficit de caja —de] que nos habla normalmente el se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas— es, o va a ser 
este año, prácticamente el doble. En consecuencia, de lo 
que se trataría es de tener una política para contener 
el gasto público, pero también el déficit parafiscal que es, 
a su vez, déficit del Estado, lo paga la sociedad, porque 
el Banco Central no es una entidad abstracta, ya que 
obtiene recursos de ja sociedad toda a través de los me- 
canismos con que cuenta el Estado para recaudarlos, y 
los destina al pago de los intereses de la deuda que este 
año van a alcanzar casi los U$S 290:000.000. Ese es el 
déficit parafiscal. 


Entonces, digo que convendría tener una política ten. 
diente a ajustar ese déficit parafiscal, para tratar, en el 
contexto general de nuestro país y de América Latina, de 
obtener los respaldos políticos para renegociar la deuda. 


He escuchado, por ejemplo, que es un maravilloso 
éxito obtener una reducción de U$S 10:000.000 para este 
año o el próximo —no identifico exactamente el año— en 
el pago de los intereses de la deuda. Digo esto, porque 
aquí está la sangría fundamental; porque por aquí se va 
el grueso de los recursos del país. Y esto lo dice el señor 
Ministro de Economía y Finanzas y el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social cuando les manifiestan a 
los trabajadores que no pueden incrementar los salarios 
ni siquiera en la medida en que ha aumentado el Indice 
de Precios al Consumo, porque eso haría crecer la espira? 
inflacionaria, porque tenemos encima el problema de la 
deuda y el del incremento de las tasas de interés. 


Pero dejemos a un lado este razonamiento. Trato de 
ubicar el gasto público, porque también lo es el déficit 
parafiscal. En materia de políticas de ajustes de pronto 
nos podríamos poner de acuerdo si, por ejemplo, el Poder 
Ejecutivo tratara de modificar la política fiscal. Tengo 
aquí algunos números, algunos datos, acerca de lo que re- 
presentaron los impuestos indirectos, que gravan por igual 
al que gana millones de dólares —seguramente hay al- 
gunos, unos pocos en el país— y al que cobra dos Sala- 
rios Mínimos. Entre el IVA, ej IMESI y los impuestos que 
gravan al comercio exterior, que se trasladan automáti- 
camente a lo que consume la gente, estamos, en 1986, 
prácticamente en el entorno de un 80 %. En este año eso 
será exactamente igual, y el Poder Ejecutivo no ha cam- 
biado un ápice en esta materia de política fiscal. Si al- 
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gún cambio he observado, éste ha sido que, por ejemplo, 
que a los que tributan por el Impuesto a la Renta Agro- 
pecuaria —que son los productores agropecuarios que es- 
tán por encima de determinado nivel de producción, en 
general más allá de los medianos; es decir, los grandes— 
han obtenido algo que el Poder Ejecutivo propició: poder 
descontar de ese impuesto el IVA que han pago en Otros 
ámbitos. Esta es una medida que, naturalmente, favorece 
a los sectores propietarios muy poderosos, porque son los 
que tributan por el Impuesto a la Renta Agropecuaria. 


En cambio, el Poder Ejecutivo ha rechazado sistemá- 
ticamente cualquier intento de desgravar en forma gené- 
rica, como por ejemplo, lo que se quería hacer a través 
de esta Rendición de Cuentas con el impuesto a los com- 
bustibles, lo que, en el entendido de la oposición, era un 
mecanismo destinado a incrementar la producción agro- 
pecuaria y a beneficiar especialmente a los pequeños y 
medianos productores y a quienes trabajan la tierra en 
forma intensiva. También esto ha sido vetado y quedó 
por el camino, porque el Poder Ejecutivo, que es muy 
celoso de recaudar estos impuestos, que son de rápida 
percepción, en cambio no es muy partidario de gravar a 
la renta ni al patrimonio, que conforman una parte mi- 
nima de los recursos del Estado. Allí donde hay riqueza, 
el Poder Ejecutivo no la toca; pero sí lo hace donde 
no la hay. 


En esta materia no ha habido ninguna política de 
ajuste antinflacionario y que al mismo tiempo el Poder 
Ejecutivo dijera: “Vamos a cambiar el sistema que existe 
en el país”. Ya que se le reclama a los trabajadores un 
esfuerzo patriótico, que los grandes propietarios tengan 
ganancias patrióticas, y paralelamente que los que más 
tienen paguen más y financien el Presupuesto Nacional. 
El esquema no se ha modificado en nada. Me refiero a los 
que más tienen, porque me llamó la atención un hecho, 
y creo que la población en general no percibe en qué gra- 
do es succionada con algunos tributos. Según datos que 
poseo, por concepto de IMESI, que se paga en la tarifa 
de la energía eléctrica, el Poder Ejecutivo recauda -—a 
través del Ente respectivo— la suma de U$S 20:000.000. 
Eso es pagado por absolutamente toda la gente, cuando 
prende una Juz o una estufa o cuando utiliza un horni- 
llo eléctrico. Yo digo que esto no es justo. Naturalmente, 
es mucho más fácil apretar y no gastar, pero vamos a 
repartir las cargas fiscales; golpeemos con la dureza de 
una política tributaria justa a los que más tienen, pero 
no sigamos aplicando esta política que grava con más 
peso a los que menos poseen. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Bouza. 


SEÑOR BOUZA. — Señor Presidente: no Creo que es- 
ta sea la oportunidad de ponernos a discutir con el señor 
legislador Gargano sobre las políticas tributarias. Simple- 
mente quiero señalar que, en mi opinión, lo que él llama 
impuestos indirectos, que son impuestos al consumo, no 
gravan a todos por igual. Por ejemplo, el IVA, típico im- 
puesto indirecto, se aplica sobre el gasto y grava más a 
quien gasta más. 


De manera que no es un sistema impositivo que esté 
dirigido a gravar igual a todos; por el contrario, está 
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orientado a gravar más a quienes pueden tener, y efecti- 
vamente tienen, capacidad de gasto mayor. 


Por otra parte, creo que no fueron muy positivas las 
politicas que aplicó el país con respecto a tributos direc- 
tos, por ejemplo, con el famoso Impuesto a la Renta; nor- 
malmente supusieron un costo administrativo muy alto y 
una recaudación muy baja. Por lo tanto, no creo que la 
solución —y esto lo digo simplemente a modo de panta- 
llazo— esté en pensar que la manera de igualar por la 
vaa impositiva es la de recurrir a la imposición directa. 


Asimismo, el señor legislador Gargano hacía re- 
ferencia al gasto parafiscal. Al respecto digo que sí es 
cierto que el Estado uruguayo tiene entre sus obligaciones 
financieras una pesada carga por su deuda externa, que 
se debe ir pagando -—por lo menos sus intereses— a tra- 
vés de los recursos que nosotros votamos y que se obtie- 
nen por la vía impositiva. Yo no creo que el señor legis- 
lador Gargano, ni nadie, esté planteando hoy al país la 
moratoria o el repudio de la deuda —ningún país del mun- 
do lo hace— porque esto implicaría para el Uruguay, que 
tiene una economía tan débil, el aislamiento y el empobre- 
cimiento general de toda su población. Si tomáramos esa 
decisión, a partir del momento en que lo hiciéramos, no 
podríamos contar con ninguna asistencia externa y ten- 
driamos dificultades para ingresar a los mercados a los 
cuales llegamos para vender nuestra producción. Enton- 
ces, deberíamos plantearnos esta otra opción: crecer para 
adentro. Y ya hemos visto que las políticas económicas 
que pretendieron esto fueron un fracaso; se enfrentaron a 
la imposibilidad de crecer económicamente y no genera- 
ron un mayor bienestar para la población, sino que la em- 
pobrecieron. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BOUZA. — A mi entender, debemos asumir 
la actitud contraria: todos tenemos que aceptar que de- 
bemos ir renegociando la deuda externa, tal como lo ha 
venido haciendo el Poder Ejecutivo, para irla atenuando 
con el correr del tiempo. Pero nunca podemos adoptar la 
actitud de señalar que el Estado uruguayo no debe ecum- 
plir con sus obligaciones, aún cuando provengan de un 
pasado que ninguno de nosotros siente como suyo. El Es- 
tado uruguayo es uno solo y para el resto del mundo el 
Uruguay de hoy que está obligado a pagar la deuda es 
el mismo que ayer se comprometió a hacerlo. Y nosotros, 


- en democracia, debemos respetar nuestros compromisos, 


para convivir con el mundo internacional, ya que ésta es 
la única forma en que podremos crecer económicamente 
y dar mayor bienestar a la población. 


Entonces, si dentro de las obligaciones que tiene el 
Estado está el cumplir con el pago del endeudamiento ex- 
terno, ¿vamos a agravar aún más nuestras obligaciones 
financieras elaborando un presupuesto más alto y, en con- 
secuencia, generando compromisos mayores? 


¿Pero es que no nos damos cuenta que si vamos por la 
vía de elaborar un presupuesto estatal tan alto como el 
que pretendió la oposición, se nos hará mucho más gra- 
voso, si no imposible, cumplir con ambas obligaciones, es 
decir, con la internacional y con la interna que generan 
las normas presupuestales? Si tenemos una carga tan pe- 
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sada como la deuda externa, ésta se convierte en una 
razón más para ser muy austeros en los gastos del Estado 
y en los compromisos que se asuman. Y de acuerdo con 
esta política el Poder Ejecutivo ha formulado estas obser- 
vaciones que suponen oponerse al crecimiento del presu- 
puesto en U$S 50:000.000, para procurar cumplir adecua- 
damente con las obligaciones que nos impone el presu- 
puesto interno, así como también -—de la mejor manera 
posible— con los compromisos internacionales, evitando 
de esta forma el aislamiento del país y permitiendo que 
el crecimiento económico que se produjo el año pasado, 
que viene reiterándose en el correr de este año, sea soste- 
nido y finalmente genere una reactivación económica ge- 
neral. 


No es verdad que nosotros podamos mejorar las con- 
diciones de vida de nuestra gente si adoptamos la vía de 
cargar con mayor peso al Estado en sus obligaciones con 
la sociedad para impedirle crecer económicamente. Los 
uruguayos van a vivir mejor en la medida en que la econo- 
mía siga creciendo, y un obstáculo para ese crecimiento 
es, sin duda, un presupuesto que se infle excesivamente 
y que implique compromisos tan altos que terminen ha- 
ciendo del Estado un adversario del progreso de la socie- 
dad. Y es por tal razón, señor Presidente, que hemos ve- 
nido a esta Asamblea a decir al país que acompañamos 
al Poder Ejecutivo en su oposición a este exceso en los 
gastos y que, por tanto, vamos a votar el mantenimiento 
de los vetos. Actuando en esta forma, y como consecuen- 
cia del mapa político que este Parlamento tiene, vamos 
a impedir que haya un presupuesto que genere un déficit 
mayor que el aceptable. Con esta actitud política nuestra, 
de frente a todo el país, vamos a trasmitir a la población 
la sensación de responsabilidad que hemos venido mar- 
caudo desde el 1% de marzo de 1985 hasta la fecha. Son 
políticas distintas, naturalmente. Y nosotros no eludimos 
el juicio político; por el contrario, lo buscamos y estamos 
seguros que cuando lleguemos a noviembre de 1989 los 
uruguayos sabrán claramente cuáles son las opciones que 
tienen planteadas: una política fiscal que vaya más allá 
de la capacidad de la sociedad para financiarla o una 
política fiscal que se conjugue con una política econó- 
mica de crecimiento, que es la única que brinda bienes- 
tar a la gente. Esa será la gran opción que tendrá la ciu- 
dadanía en noviembre de 1989 y nosotros no ocultamos 
nuestras intenciones ni nuestras políticas; las hemos dicho 
y las hemos reiterado —yo diría tozudamente— para que 
el país entero las entienda y para que todo funcionario 
público sepa que cuando le prometen un sueldo mayor, 
se le estará escamoteando ese aumento por la vía de re- 
ciamarle el pago de mayores impuestos o de otra forma 
mucho más aleve, creando condiciones para que haya 
hiperinflación, y todos sabemos que ésta es la forma más 
agresiva de dirigirse a los sectores económicos más débiles. 


Esta es la opción que se plantea y creo que al optar 
sensata y racionalmente nadie puede tener derecho a equi- 
vocarse. Vamos a procurar que el Estado no sea un peso 
muerto que obstaculice el crecimiento de la sociedad uru- 
guaya; vamos a procurar que se adapte a sus posibili- 
dades económicas y la ayude a crecer, a mejorar y a te- 
ner un desarrollo sostenido. Entonces sí, cuando eso se 
produzca, estaremos en condiciones de establecer niveles 
presupuestales más altos, porque habrá atrás el respaldo 
de una economía más evolucionada que los pueda finan- 
ciar auténticamente y no por la vía de la inflación. 
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Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR LORENZO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Tiene la palabra el señor legislador. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR LORENZO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede interrumpir el señor legislador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: aclaro que 
estuve solicitando una interrupción al señor legislador Bou- 
za, pero evidentemente mi voz no es demasiado fuerte y, 
por tanto, no fui oído por él, : 


Quería referirme a algunos conceptos que han sido 
vertidos aquí, pues veo que aún no he perdido la capa- 
cidad de asombro. Realmente, a pesar de que desde hace 
mucho tiempo venimos discutiendo sobre determinados 
temas, hay afirmaciones que no esperaba oír en una dis- 
cusión de la Asamblea General. Por ejemplo, no espera- 
ba oír una fundamentación en el sentido de que los uru- 
guayos vamos a ser más felices cuanto mejor paguemos 
la deuda externa. Creo que eso excede en buena medida 
los fundamentos que hasta ahora se habían manejado 
para sustentar una política que tiende, si, claramente, a 
diseñar un nuevo Uruguay, simplemente sobre la base de 
un esquema de pago puntual de la deuda externa. 


Alguna vez se dijo —<reo que es una vieja afirmación 
del Presidente de la República— que los déficit no son 
de derecha ni de izquierda, sino que son simplemente dé- 
ficit, Pues bien: entonces me parece que es el momento 
de analizar si la forma en que los déficit se crean y la 
forma en que se solucionan no pueden ser de derecha ni 
de izquierda. 


Recién se hablaba del déficit de los Estados Unidos 
y de las nefastas consecuencias que él tiende a proyectar 
sobre el resto del mundo, muy concretamente, por cierto, 
sobre estos países latinoamericanos. 


También quedó claro el concepto —que estaba incluido 
en la misma exposición del señor legislador Bouza— de 
que el déficit norteamericano se solventa con quiebras, 
con inestabilidad económica que se expande en el mundo, 
con pobreza que se genera en ese país pero que se trasla- 
da a los demás. Y quedó claro, a la vez, que ese déficit se 
crea en base a una política armamentista, a una política 
sustentada en un espíritu de dominio universal que, por 
otra parte, es inseparable de su facultad de transferir sus 
propios déficit, sus propias ineficiencias y su propia de: 
cadencia como imperio. 


Pero no creo que tenga que preocupar de la misma 
forma un déficit de U$S 50:000.000 provocado por una 
Rendición de Cuentas en la República Oriental del Uru- 
guay. No lo creo porque difícilmente podemos pensar que 
este déficit vaya a arrojar consecuencias sobre el eon- 
junto de la economía mundial o signifique un elemento 
de inestabilidad interna para nuestro país. ¿Y por qué no 
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lo creo además? Porque si este país pudo, generosamente 
—y sin que mucha gente se asustara, aparte de nosotros— 
gastar U$S 100:000.000 para salvar bancos fundidos 
—bancos y banqueros fundidos porque no se trató sólo 
de salvar bancos— no tendría por qué asustarnos pensar 
en la mitad de esa cifra. 


No quisiera expresar esto así, simplemente, porque al- 
guien podría malinterpretar este pensamiento y decir: 
“Esta gente siempre con el mismo canto; ¿acaso nunca 
van a dar su perdón en relación con el tema de los ban- 
cos?”. 


Desconozcamos el hecho de que el esfuerzo que hizo 
el Estado por salvar bancos fundidos sea una barbaridad, 
porque ese pensamiento también nos podría llevar a creer 
que un déficit de U$S 50:000.000 también es una barba- 
ridad, aunque sea una barbaridad de la mitad del tama- 
ño de la otra. Mejor quiero mencionar, a vía de ejemplo, 
alguna otra cifra de las que se han manejado en el país. 
Se ha decidido terminar la construcción de un edificio 
destinado al trabajo de las Comisiones del Poder Legis- 
lativo. Me refiero al que está ubicado frente al Palacio 
Legislativo. Si bien no dudo en cuanto a la real nece- 
sidad de esa obra, debo decir que ella cuesta U$S 20:000.000. 
Entonces, ¿podemos afirmar que el país se desmoronaría 
si llegamos a introducir un déficit que equivalga al valor 
de dos edificios y medio? Realmente, me cuesta enten- 
derlo, como también me cuesta entender que se esté pen- 
sando que U$S 50:000.000 nos ponen en el borde de un 
tobogán cuya única salida sea la quiebra, el desmorona- 
miento de todo un sistema económico en contra de la po- 
blación. 


Creo, señor Presidente, que razonaríamos mal si pen- 
sáramos que estamos frente a un sistema económico que 
está asegurando una tendencia al crecimiento de la econo- 
mía y, por ende, a la corta o a la larga —o a la más 
larga aún— propendiendo a la felicidad de todos los uru- 
guayos. Razonaríamos mal si pensáramos que si nos dis- 
ciplinamos y —por decirlo de alguna manera— nos por- 
tamos bien y no le enmendamos la plana al Ministro de 
Economía y Finanzas, más tarde o más temprano podre- 
mos tener nosotros o, tal vez, nuestros hijos, un nivel de 
recuperación económica que pueda justificar que dentro 
de muchos años alguien diga que, felizmente, en el año 
1987 más de los dos quintos de las manos de los integran- 
tes de la Asamblea General se levantaron para impedir 
el atropello de mejorar los sueldos de los funcionarios pú- 
bicos, construir hospitales o gastar dinero del Estado con 
destino a la concreción de necesidades muy sentidas, muy 
importantes de nuestra población. 


Quizás sea cierto que en pos de un modelo económico 
que pretende dar felicidad a nuestro pueblo, debamos sacri- 
ficar la salud pública, los sueldos de los funcionarios, la 
enseñanza. Pero creo que estaríamos tremendamente equi- 
vocados si pensáramos así, y creo que ese es el error bá- 
sico que comete el Partido de Gobierno y el Poder Eje- 
cutivo cuando se aplican los vetos en aras de esa política 
económica, hoy aplicada, que ya está en quiebra, que ya 
está en crisis, guste o no guste. Al tratar de defender esta 
política se ha hablado del crecimiento de las exportacio- 
nes, del crecimiento del saldo de la balanza comercial, 
de la posibilidad cierta de pagar la deuda sin reducir ni- 
veles de vida, del aumento del salario real y de unos 
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cuantos índices más que es cierto que existieron durante 
el año 1985, aunque en menor medida en 1986. Pero hoy 
estamos en pleno punto de inflexión de toda esta política 
y en el momento en que ese punto de «inflexión muestra 
inequívocamente el final de un modelo que no podía durar 
mucho, que no va a durar mucho, sencillamente porque es 
un modelo de dependencia, de ajuste a dictados externos 
y de apoyo a lo que son los intereses de los acreedores 
en lugar de los del país. 


Y si no, veamos algunos elementos. El superávit de la 
balanza comercial prácticamente está cerca de no existir, 
porque por aplicación de esta política económica, por se- 
guirse abriendo cada vez más a] exterior, estamos impor- 
tando infinidad de cosas que podrían producirse inter- 
namente, como ser, concretamente, los productos alimen- 
ticios básicos. 


Es cierto que el dólar ha caído en todo el mundo, 
pero acá sigue su curso y ni siguiera nos damos cuenta, 
a través de las pizarras del Uruguay, si subió o cayó en 
el mercado internacional. Sin embargo, a pesar de esa 
política por la cual aunque el dólar caiga, acá sube, no 
mejoramos nuestra capacidad exportadora porque estamos 
en el tope, en el límite de lo que este modelo podía dar. 
Todos, incluido sin ninguna duda el equipo económico, 
sabían que daba muy poco y que los numeritos lindos se 
terminaban en pocos años O en pocos meses de su funcio- 
namiento. Un modelo que traiga hambre y enfermedad, 
un modelo de analfabetismo, aunque no fuera por estas 
razones, siempre cae, siempre se agota, tal como ha su- 
cedido en este caso, El proceso de recuperación del sala... 
rio real está totalmente agotado. Si esto no es así, que 
alguien lo explique. Ya ha sido justificado: parace que 
ahora tenemos que recurrir a la inflación futura para fi. 
jar los salarios y ésta, en la imaginación del equipo eco. 
nómico. es brutalmente descendente para los próximos me- 
ses. Ha sido descendente, y mucho más aún de lo que la 
realidad demuestra, cuando se aplicaba la semisuma en- 
tre la inflación pasada y la proyectada. 


Creo, además —considerando aspectos más políticos 
que también tienen que ver con la política económica— 
que estos moventa y tres inflexibles vetos del Poder Eje- 
cutivo son un síntoma claramente determinante de la 
debilidad extrema de la política económica y del fin de 
la aplicación factible del modelo llevado a cabo hasta 
ahora. De lo contrario, no se explicaría de ninguna forma 
esto que, si no fuera por sus raices económicas, seríamos 
proclives a nominar como intransigencia, insensibilidad 
o prepotencia del Poder Ejecutivo. Creemos que no se 
trata de prepotencia ni de insensibilidad, sino del reco- 
nocimiento práctico de que su esquema económico ya no 
funciona más. Cuando ocurren estas cosas, cuando un es- 
quema comienza a romperse, tanto su defensa económica 
como política, empiezan a generar lo que llamaríamos 
rupturas de la lógica elemental. 


. Cuando se defiende esta política en general y la ac- 
titud en relación a los noventa y tres vetos inflexibles, 
no se está haciendo otra cosa que quebrantar la lógica 
a través de cada discurso, de cada razonamiento y de 
cada paso erróneo que se da en el camino de justificar lo 
injustificable. Entonces nos encontramos con que las ca- 
rencias que a todo nivej existen en el país y que se pro- 
votan por estos ahorros mal hechos, pasan a ser sanas y 
a ser el sustento de una política económica sólida. Inclu- 
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sive, escuchamos en la sesión anterior —aún reconocien- 
do, yo diría, la valentía y la habilidad de quien esgri- 
mía tales argumentos— que vetar un hospital es algo asi 
como ponerle la piedra fundamental. Creo que esto no 
hay que juzgarlo como una travesura política, sino pen- 
sando que la defensa de cosas imposibles siempre lleva 
aj quebrantamiento de la lógica más estricta. 


Se traspasan también los límites de la racionalidad 
cuando se hacen defensas constitucionales como las que 
dicen que felizmente ahora podemos gobernar con dos 
quintos y que lo que pesa no es la mayoría del país sino 
la fuerza que está encerrada dentro de los límites del 
Partido Colorado y que excede esa fracción. Se festeja 
inclusive —y esto es más grave aún— que esos dos quin- 
tos de votos permitan gobernar, porque parecería que de 
esta manera no se cae en las irresponsabilidades de la 
mayoría. Digo que ese es un mal festejo y que Consiste 
simplemente en una muestra de cómo puede quebrantarse 
la lógica en la defensa de cosas imposibles. 


Agradezco al señor legislador Lorenzo Rovira la inte- 
rrupción que me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador. 


SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Señor Presidente: lue- 
go de la intervención del señor legislador Bouza, se nos 
han planteado algunas interrogantes. Asimismo, el des- 
menuzamiento de varios aspectos planteados por el señor 
legislador Olazábal, encuadraba dentro de lo que, en al. 
guna medida, todos deseábamos expresar. 


También se nos plantean dudas acerca de la preocupa- 
ción lógica expresada por el señor legislador Bouza —que 
creo es la de todos— acerca de que la búsqueda de nue- 
vos mercados podría verse perjudicada en razón de la 
intención o el deseo de muchos de que no se pagara la 
deuda externa. Sin embargo, a pesar de que existe preo- 
cupación por parte del Gobierno en la consecución de nue- 
vos mercados, no se da respuesta, por ejemplo, y se des- 
precia en estos momentos —por lo menos no hay una 
respuesta ni se han dado explicaciones al respecto— un 
mercado como el de China continental, con más de mil 
millones de habitantes. No hay una definición al respecto 
y se habla de que hoy, mañana, o el mes que viene. De 
modo que todo esto no es coherente con lo expresado no 
sólo por el señor legislador Bouza, sino por los voceros 
del Gobierno en general, en cuanto a lograr nuevos mer- 
cados. Este es uno de los aspectos sobre los que se nos 
plantearon dudas, y esperamos que en algún momento se 
nos responda. 


SEÑOR BOUZA. -— ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede interrumpir el señor legislador. 


SEÑOR BOUZA. — Señor Presidente: no quiero in- 
terferir en el discurso del señor legislador Lorenzo Rovi- 
ra, pero deseo señalar que en lo que se refiere al esta- 
blecimiento de relaciones diplomáticas y por consecuen- 
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cia, procurar el incremento de las relaciones comerciales 
con China —cuando hablo de China, me refiero a la Chi- 
na que creo que existe en el mundo— he formulado de- 
claraciones hace ya mucho tiempo. Entiendo que el esta- 
blecimiento de relaciones diplomáticas con Pekín es una 
política que el Gobierno tendrá que llevar a cabo a muy 
corto plazo. En ese aspecto coincido con el señor legisla. 
dor Lorenzo Rovira. En eso precisamente radica la polí- 
tica de este Gobierno, o sea, abrir sus relaciones comer- 
ciales y políticas con todos los regímenes del mundo. 


Son bien conocidas las diferencias políticas abismales 
que nosotros tenemos con el régimen que preside el señor 
Fide] Castro desde hace tantos años. Sin embargo, en este 
país nadie ignora que uno de los primeros actos diplomá. 
ticos que celebró el Gobierno del Presidente Sanguinetti, 
fue restablecer relaciones diplomáticas con la Cuba de 
Fidel. 


Con referencia a lo que establece el señor legislador 
Lorenzo Rovira —por lo menos en lo que a mi atañe al 
igual que a muchos importantes dirigentes de mi Parti- 
do— puedo asegurar que él debe tener tranquilidad de 
que vamos Caminando hacia el restablecimiento de las re- 
laciones diplomáticas con la República Popular de China. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Puede continuar el señor legislador Lorenzo Rovira. 


SEÑOR LORENZO ROVIRA, — Deseo aclarar que co- 
nocía lo posición del señor legislador Bouza con respecto 
al problema que estábamos discutiendo. Sin embargo, 
cuando él dice que esas declaraciones a que se hacía re- 
Terencia se van a hacer realidad a muy breve plazo, debo 
decir que ya ha transcurrido un breve período de tiem- 
po, existiendo aún una cantidad de diferencias y hay le- 
gisladores y dirigentes importantes del Partido Colorado 
que no comparten o no acompañan esa posición. 


Entrando, directamente, al tema de los vetos, debo 
manifestar que cuando el señor legislador Aguirre decía 
—£n el contexto de su intervención— que todo esto debió 
ser solucionado mediante una transacción, pienso que te- 
dos estamos de acuerdo en que debió ser así. Lógicamen- 
te, es utópico pensar que puede haber transacciones y ne- 
gociaciones más o menos felices para el país, con quienes 
se han caracterizado por ser los reyes de la tozudez po- 
lítica, como lo es indudablemente el Partido de Gobierno. 
Es por ello, señor Presidente, que hay casi un centenar 
de vetos que están marcando esa tozudez. Ella está diri- 
gida en contra de lo que tiene que ver con mejorar las 
condiciones de vida de un pueblo sacrificado como pocos, 
de un pueblo que luchó para que existiera este sistema 
rotulado de democracia. ¿Quién puede negar que quien 
hizo punta en la lucha contra la dictadura fue ese pue- 
bio, a lravés de las distintas organizaciones sociales, po- 
líticas, culturales, gremiales o estudiantiles? En primera 
línea, hubo un pueblo que luchó por esto, a efectos de 
conseguir un sistema que se rotulara de democracia, pero 
que poco a poco —con estas formas autoritarias— se ha 
ido vaciando de sus esencias sustanciales. Con esto se de- 
muestra que este pueblo está para las verdes y que las 
maduras las recogen otros. El pueblo sigue pagando; siem. 
pre queda pagando. 
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Como ya lo han dicho muchos señores legisladores 
del Frente Amplio —éste siempre coherente con sus prin- 
cipios y de acuerdo con su condición de herramienta po- 
pular— nuestra coalición exige el levantamiento de los 
vetos. Este pueblo que vive de sacrificio en sacrificio y 
que todos los días ve morir sus ilusiones de obtener una 
vida decorosa, pone hoy su mirada en este Parlamento. 
Lamentablemente, las posibilidades de levantamiento de 
los vetos —de acuerdo con todo lo dicho— son nada más 
que eso: expectativas que no van a tener ninguna culmi.- 
nación, por cierto, de tipo favorable. Evidentemente, “el 
General Veto” —como decía el señor legislador José Díaz—- 
va a seguir dominando, a pesar de que va a tener un duro 
enfrentamiento con el “General Rechazo” de todo un pue- 
blo que —¡quién lo puede dudar!— no va a aceptar todo 
esto y va a reaccionar con la misma rebeldía que tuvo 
para enfrentar gobiernos autoritarios. Quizá se trate de 
otro tipo de autoritarismo, pero en alguna medida es la 
continuidad de aquéllo. 


Entendemos que la cuestión de los vetos plantea va- 
rios niveles de consideración. El Mensaje de fecha 14 de 
octubre que dirigió el Poder Ejecutivo a la Asambiéea Ge- 
neral hace caudal tanto de razones jurídicas como de 
mérito, lo que lo obliga a ejercer las facultades gue le 
asignan los artículos 137 y 139 de la Constitución de la 
República. Con respecto a los fundamentos jurídicos, el 
Poder Ejecutivo afirma la inclusión de normas que ten- 
drían carácter inconstitucional por carecer de la inicia- 
tiva del referido Poder, requerida preceptivamente por el 
inciso segundo del artículo 86 de la Constitución en los 
casos de: “creación de empleos, de dotaciones o retiros, 
o sus aumentos ...o establecimiento o modificación de 
causales, cómputos o beneficios jubilatorios”. Esto es lo 
que se nos ha comunicado. 


Asimismo, dichas normas vetadas estarían violando el 
artículo 215 de la Carta ''que limita el ámbito del pro- 
nunciamiento del Poder Legislativo, “exclusivamente a 
montos globales por incisos, programas, objetivos de los 
mismos, escalafones y número de funcionarios y recursos' ”, 
estando prohibido “efectuar modificaciones que signifi- 


quen mayores gastos que los propuestos”. 


El Poder Ejecutivo, pues, formula observaciones de 
neto cuño formal, aclarando que esto “no implica ningún 
juicio sobre el acierto, conveniencia o equidad de cada 
una de ellas”. Con el agregado siguiente: “en algunos 
casos comparte los motivos que llevaron a los señores 
legisladores a incorporarlas al texto de la ley, estimando 
que tiene por objeto resolver problemas presupuestales”. 


Sobre las razones de mérito, de oportunidad y de con- 
veniencia el Poder Ejecutivo afirma que las modificacio- 
nes introducidas a nivel del Poder Legislativo en el pro- 
yecto de Rendición de Cuentas, por él presentado, incre- 
mentarían el déficit fiscal vigente de una manera incon- 
veniente; subirían los índices inflacionarios y crecería la 
deuda externa en términos reales. 


El Poder Ejecutivo tiene, obviamente, el derecho de 
manifestar sus puntos de vista y nosotros -—como lo es- 
tamos haciendo— el derecho y el deber de decir clara- 
mente qué es lo que pensamos sobre esto. 


En primer lugar, no vamos a poner en discusión la 
potestad constitucional que tiene el Poder Ejecutivo para 
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ejercitar la actividad de vetar normas sancionadas por el 
Poder Legislativo. Eso es lógico porque está en la Cons- 
titución de la República y forma parte de las relaciones 
entre Poderes del Estado. En ese sentido está claro que 
no vamos a plantear objeción alguna. 


En segundo término, tampoco vamos a discutir ¿a 
existencia de normas constitucionales que limitan la ini: 
ciativa del Poder Legislativo en materia de creación de 
empleos, de dotaciones o retiros o sus aumentos y el es- 
tablecimiento o modificación de causales, cómputos o be- 
neficios jubilatorios. También se habla aquí del pronun- 
ciamiento del Poder Legislativo “exclusivamente a mon- 
tos globales”, estándole prohibido “efectuar modificacio- 
nes que signifiquen mayores gastos que los propuestos”. 
Conocemos lo que establecen los artículos 86 y 215 de 
la Constitución. 


En tercer lugar, sabemos que el inciso segundo del 
artículo 216 de la Constitución establece: “No se incluirá 
ni en los presupuestos ni en las leyes de Rendición de 
Cuentas, disposiciones cuya vigencia exceda la del man- 
dato de Gobierno ni aquellas que no se refieran exclusi- 
vamente a su interpretación o ejecución”. 


Aplicando ese artículo constitucional tan vigente co- 
mo invocado por el Poder Ejecutivo para introducir su 
“vetoteca”, el proyecto de Rendición de Cuentas debió 
ser autovetado antes de ser enviado por inconstitucional, 
puesto que contenía múltiples disposiciones cuya vigencia 
excede la del mandato de este Gobierno. Por supuesto 
que me refiero a la mayoría de ellas. Y luego al haber 
sido aprobado por el Poder Legislativo, el proyecto debió 
ser observado íntegramente por haberse violado la norma 
constitucional de referencia. 


Si nos ponemos duramente formales, un principio 
elemental de coherencia nos indica que debemos ser for- 
malistas hasta el final. Pensamos que es así, 


En cuarto lugar, queremos decir que no compartimos 
las aducidas razones de conveniencia, y con nosotros tam- 
poco las comparte la inmensa mayoría de la población; 
no compartimos la elección que se hace entre las diversas 
alternativas; no compartimos la tesitura del Gobierno que 
interpone estos vetos; no compartimos la concepción de 
país que ellos suponen; no compartimos el modo de re- 
lación entre Poderes que las observaciones implican; tam: 
poco compartimos los criterios puntuales utilizados para 
vetar en cada caso las normas —globalmente conside- 
radas— que han merecido observación. 


Ante todo, se ha dicho no a cuánto significaba al- 
guna mejora en los ingresos para los trabajadores pú- 
blicos, en especial para los más deprimidos. Se ha dicho 
no a contemplar situaciones de inseguridad laboral que 
vienen arrastrándose desde hace años. Se ha dicho no a 
toda intervención tendiente a mejorar la situación de los 
derechos humanos, los más primarios y elementales, co- 
mo son los de la salud, la alimentación, la vivienda y 'a 
educación. 


Se ha dicho sí a los torniquetes recesivos, desestimu- 
ladores del mercado interno y del mejoramiento de vida 
de amplios sectores de la población. Se ha dicho sí a la 
contención del gasto público, a costa de sacrificar a los 
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funcionarios del Estado. Indirectamente, se ha dicho si 
ai pago de la deuda externa, cargando su peso sobre la 
gente que ya no puede más. 


Cada vez estamos más convencidos de que todo ello 
se inscribe en una política económica que —nos duele 
decirlo— es continuista de la que imperaba durante la 
dictadura. Más adelante vamos a extendernos sobre esto, 
porque queremos fundamentar el porque de nuestro pen- 
samiento y la absoluta convicción que tenemos de cuanto 
afirmamos. 


Empero, más allá de la injusticia de las decisiones 
particulares, está esa especie de absolutismo con que 
opera el Poder Ejecutivo; un absolutismo real, efectivo, 
operante en los hechos, que desmiente los discursos “for 
export'”? —en los que no cesan los despliegues democráti- 
cos y de participación— y los viajes “for export”, donde 
la oposición aparece fundamentando ornamentalmente vías 
consensuales que en realidad no existen, el hecho de que 
no existan se debe sustancialmente a que el propio Poder 
Ejecutivo las siega en instancias como la presente. Pa- 
recería que la oposición está —como se ha dicho por ahí 
desde otras tiendas— para asegurar gobernabilidad al ré- 
gimen, para enriquecer cortesanamente los séquitos pre- 
sidenciales en sus periplos por el mundo, para mostrar pu- 
blicitariamente consensos inexistentes. Podría decirse que 
es como una flor en el ojal del número uno de turno, pero 
desaparece en las discrepancias, en los puntos de vista 
diferentes, en los matices distintos, quedando a merced 
del dueño de esta Asamblea: su majestad el veto. 


¿Dónde quedaron las pregonadas flexibilidades? ¿Qué 
se hicieron de las posturas de composición admirable de 
acercamiento permanente, de la tenaz negociación en la 
que cada uno cede algo, nadie gana y vencemos todos” 


Resulta que el arte de la política, el arte de lo po- 
sible, se nos convierte periódicamente en la artera forma 
de embretarnos en la impotencia, de burlar las esencias 
democráticas bajo tajantes formalismos y bajo razona- 
mientos de conveniencia discutible, que no se discuten. 


Según el oficialismo, la política económica se traza 
basada en la inmensa mayoría de la población, que eli- 
gió a sus representantes en el Parlamento. Porque son 
mayoría, gobiernan; y porque son mayoría y gobiernan, 
se permiten vetar. 


Sin embargo, vetan porque tienen, raspando, un po- 
Quito más de los dos quintos de los votos computables de 
la Asamblea General. Vetan amparándose en que son una 
minoría relativa que se impone a una mayoría también 
relativa. Olvidados repentinamente de los discursos de- 
mocratizantes, se vuelven autocráticos, y un poquito más 
de los dos quintos puede más —Constitución mediante— 
que un poquito menos de los tres quintos. ¡Vetan ampa- 
rados en la alevosía, señor Presidente!, así definida por 
ampararse en su actuar sobre seguro, formalmente sobre 
seguro. De manera pública y notoria el Gobierno se negó 
a negociar, a transar, a flexibilizar sus posiciones. De bue- 
nas a primeras el Gobierno se vuelve un enclave interno 
de poder, como externo a la trama de interrelaciones po- 
líticas que lo sostiene, lo acompañan, lo encumbran en el 
exterior. Impone sus criterios y “sanseacabó”, hasta en 
cuestión de detalles. Cuando ningún sector político tiene 
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mayoría decisoria por sí mismo, la tesitura autocrática 
del Partido Colorado es francamente negativa para la 
creación de un clima político adecuado que permita al- 
canzar objetivos políticos mayores. ¿De qué moderniza- 
ción, de qué productividad, de qué estabilidad democráti- 
ca, de qué tolerancia estamos hablando si, al llegar al 
primer cruce de caminos, el Partido Colorado se planta 
en sus posiciones y se muestra incapaz de ceder en algo 
en Su negativa, que parece tan increíble en los casos, por 
e'emplo, del hospital de Las Piedras —del que tanto ha- 
blaron principalmente los legisladores de la zona, dicien- 
do cosas tan importantes— o de la vivienda de los poli- 
cias? La “vetomanía” de Gobierno ha afectado también 
esos puntos, como tantos otros. 


Aunque sintamos una tremenda impotencia, podemos 
y debemos decirlo con claridad: en el Gobierno, en el 
Partido Colorado, no hemos visto la misma tozudez -—que 
estamos denunciando— para enfrentar la especulación fi- 
nanciera con medidas de intervención y control estatal de 
esa sanguijuela insaciable que es la banca privada, toda 
ella extranjera. En el Partido Colorado, en el Gobierno, 
no hemos visto la misma firmeza para evitar que la tie- 
rra pasara a manos de especuladores no nacionales, fo- 
mentando con ello la enajenación de suelo patrio a tra.- 
vés de consulados y embajadas que andaban ofreciendo 
nuestras tierras a precio de ganga. No hemos visto en el 
gobierno del Partido Colorado un empecinamiento similar 
para vetar los precios de los medicamentos circulados por 
los consorcios transnacionales donde los márgenes de ga- 
nancia —a pesar de las facultades inspectivas que tiene 
la DINACOPRIN— rebasan los límites de la mayor tole- 
rancia posible. 


En el sector político que está en el poder no hemos 
visto porfia semejante para derivar las tierras incluidas 
en las carteras podridas vendidas al Banco Central hacia 
los colonos que a través del Instituto Nacional de Colo- 
nización tienen por delante la posibilidad de una gran 
obra y la recuperación de nuestro agro. No hemos visto 
en el oficialismo que esgrimiera su reconocida terquedad 
para observar los costos de la construcción disparados co- 
mo balas ni para congelar los pujos alcistas que conspi- 
ran contra la vivienda popular. En el gobierno del Pre- 
sidente Sanguinetti no hemos visto los pruritos formales 
de que hace alarde ahora, dejando sentadas —a través 
lel Ministerio de Relaciones Exteriores— sus observaciones 
a la política de la administración Reagan, en su afán de- 
sestabilizador de la zona centroamericana. 


No hemos visto en él la dureza monolítica con que se 
nos presenta hoy cuando tiene que enfrentar la cuestión 
de la deuda externa. Todo está unido, señor Presidente. 
En la Rendición de Cuentas se desnuda, y muy claramen- 
te, la política económica y social del Gobierno. Está en 
juego un modelo de país. Por un lado se apuesta a la im- 
versión extranjera sosteniendo que sólo a través de ella 
podrá salirse del estancamiento y de la crisis —más O 
menos como antes— y para lograr ese objetivo se van 
estableciendo paulatinamente beneficios crecientes para 
determinados sectores económicos: eliminación de contro- 
les, rebajas arancelarias, permisividades de todo tipo para 
ganar los favores de esa esquiva cortesana, dejando por 
el camino pedazos cada vez mayores de soberanía y dig- 
nidad nacionales. Hay que hacer buena letra, ganarse la 
confianza, demostrar que se está dispuesto a todo para 
cumplir con las exigencias del exterior, y así la opresiva 
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e infamante deuda externa se convierte en algo sagrado 
que debe pagarse deprimiendo al máximo el gasto públi- 
blico y los salarios de los funcionarios, ahogando al con- 
junto del pueblo con impuestos retrógrados al consumo. 
Dejamos de lado el problema de la deuda externa y cómo 
fue generada. Todos sabemos que se creó por maniobras 
especulativas de ese mismo capital extranjero que hoy es- 
tamos cuidando; es el resultado de la Operación saqueo, 
la consecuencia de la piratería lisa y llana. Por supuesto 
que contó con los delincuentes nacionales, que no duda- 
ron en llegar al extremo de comprar peso sobre peso, dó- 
lar sobre peso y peso y dólar sobre nada las deudas in- 
cobrables generadas por esas maniobras de especulación 
e irresponsabilidad que ahora cargamos todos. Se trata 
de multimillonarias deudas que las empresas contrajeron 
con la banca y de las que se hizo cargo el Estado, es de- 
cir, nos hicimos cargo nosotros, el pueblo, y las estamos 
pagando. 


Por ótro lado, la apuesta se hace a las exportaciones 
y ello, entre otras cosas, implica lograr precios competiti- 
vos, abaratar la producción por la vía de deprimir los 
salarios de los trabajadores, lo que constituye un viejo y 
conocido esquema. Todo esto, sin traer a colación los pro- 
yectos más o menos en vías de ejecución sobre capitaliza- 
ción de la deuda, o sea, señor Presidente, como todos sa- 
bemos, pagar no ya los intereses sino la propia deuda ha- 
ciendo entrega de bienes del país, pedazos de territorio 
nactiónal o empresas estatales: Pluna, Banco de Seguros, 
y ¡vaya uno a adivinar! 


Tampoco queremos hacer mención al proyecto de ley 
sobre zonas francas, del que más vale no hablar en estos 
momentos, pero que vamos a tener que mencionar —y 10 
vamos a hacer-— cuando corresponda y del que, por otra 
parte, ya nos hemos ocupado en el momento oportuno. 


Los vetos a los artículos concretos son consecuencia 
de una política global. No vamos a demorarnos en ana- 
lizar el cómo, el por qué, a quiénes afectan; sería inútil. 
Dearíamos constancia de ello en la versión taquigráfica, 
pero sabemos que no moveríamos a una reflexión que no 
se hizo antes, porque se prefirió usar meramente el po- 
der. ¡Qué notable, señor Presidente! Este Gobierno recu- 
rre a organizaciones politicas extra Partido Colorado cuan- 
do es débil y no puede, y se enquista en su determinación 
propia cuando tiene los mecanismos del poder. 


No vamos a hacer un analisis veto por veto; vamos a 
referirnos muy en general a algunas de las observacio- 
nes formuladas por el Gobierno al proyecto de Rendición 
de Cuentas. Ya se ham realizado análisis prolijos del ar- 
ticulado, y el tema está prácticamente agotado desde el 
punto de vista técnico.jurídico. Además de otras inter- 
venciones notables que se han realizado, el señor legisla- 
dor Melo Santa Marina fue exhaustivo y creemos que 
irrefutable en su exposición. 


Deseamos dejar sentadas puntuales reflexiones acer- 
ca de la filosofía política del Poder Ejecutivo que dedu- 
cimos de los vetos. Se observa totalmente el artículo 104 
del texto sancionado que comete la estructuración de un 
plan de viviendas de emergencia para los funcionarios po- 
liciales, Lo hizo por motivos de Oportunidad y convenien. 
cia, para no reiterar sistemas excepcionales a la Ley nú- 
mero 13.728, aunque dice que “participa de la preocupa- 
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ción por los problemas de viviendas por los que atraviesa 
el personal policial...” : 


Sabemos, señor Presidente, que entre el acto del veto 
y el día de hoy han pasado algunas cosas. 


El señor Ministro Marchesano dijo también estar preo- 
cupado por los justos reclamos de los funcionarios poli- 
ciales en cuanto a salarios, vivienda, uniformes, etcétera, 
etcétera. Pero suscribió el veto, lo que parece casi una 
burla, aunque sabemos que en el espiritu del señor Minis. 
tro no está ja intención de burlarse de nadie. Al vetar 
este artículo, el Poder Ejecutivo demuestra que podrá es- 
tar más o menos preocupado por las condiciones desas- 
trosas en que viven los funcionarios de la Policía, pero 
no cabe duda alguna que no está efectivamente ocupado. 
Cuando pudo y debió ocuparse, aunque más no fuera 
buscando soluciones de emergencia, el Poder Ejecutivo ap- 
tó por el papirotazo autoritario, sumiendo a sus subor- 
dinados en la desesperación. ; 


Se observan totalmente los artículos 140, 145, 152, 178 
y 180 que hacen referencia a los funcionarios del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Rechaza, por 
ejemplo, compensaciones a los técnicos que actúan per- 
manentemente en zonas rurales, incrementos a las retri- 
buciones de los funcionarios técnicos contratados por la 
Comisión Honoraria del Plan Agropecuario e incluso com: 
pensaciones al personal de campo de las dependencias del 
Ministerio en el interior del país, mediante una partida 
de alimentación con cargo a sus proventos. Esto implica 
un real desconocimiento de las condiciones en que deben 
trabajar estos funcionarios. Todo estimulo queda Cercena- 
do y toda compensación para cubrir mayores gastos en el 
desempeño de la propia función queda suprimida. Yo pre: 
gunto ¿es así como se promueven las vocaciones de tec- 
nificar el agro? Así es como se pretende fomentar in- 
quietudes, iniciativas, estudios, investigaciones, proyectos 
entre los funcionarios técnicos y personal de campo del 
Ministerio? 


El Poder Ejecutivo llegó a vetar la prevista contra- 
prestación por los usuarios de los servicios que brindara 
su Centro de Computación, originando proventos. Funda- 
mentó su tesitura en la salvaguarda de la actividad pri- 
vada. Entiende conveniente que en este caso no se realice 
actividad pública en competencia de la privada. ¿Por qué? 
¿En beneficio de qué o de quiénes? Llega a decir que asi 
—y pido a los señores legisladores que presten atención—.... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Señores legisladores: el orador reclama que se le preste 
atención. La Mesa ruega que guarden silencio y, en lo 
posible, que ocupen sus bancas. 


Puede continuar el señor legislador Lorenzo Rovira. 


SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 


Decía que se llegaba a manifestar que de esa manera 
se evitaba —y leo textualmente— “'casos extremos de 
uso de bienes públicos para atender intereses privados de 
los funcionarios”. ¿No es ésta una impertinencia mayúscu- 
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la? ¿No es un perjuicio insultante para los funcionarios 
del Ministerio y algo descalificante para la autoridad que 
lo desliza? ¿Dónde estarían los “intereses privados de 
los funcionarios”? ¿Supone el Poder Ejecutivo que los 
funcionarios del Centro de Computación del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca se aprestaban a la Comi- 
sión de delitos contra la Administración Pública? ¿Qué 
quiso decir la jerarquía vetante? Los funcionarios públi- 
cos no tienen intereses privados, señor Presidente, sino 
intereses públicos, aún cuando deduzcan pretensiones sec- 
toriales de mejoras en salarios y condiciones de trabajo, 
lo cual es lógico, comprensible y razonable. 


Como no deseamos ser reiterativos, nada añadiremos 
a todo lo que se ha dicho respecto al veto que se ha in- 
terpuesto al artículo 208, que impide erigir el Hospital 
de Las Piedras. Ya hicimos referencia, a ese tema. En 
este caso, se trataría de la fuerza que se opone a la ra- 
zón, apoyándose ——diría— en ciertas ortopedias legalistas. 


Es casi ineludible hacer alguna referencia a la trans- 
ferencia de cargos vacantes efectuadas en los Ministerios 
de Defensa Nacional y de Educación y Cultura. Al res- 
pecto, el Poder Ejecutivo dice que se trata de creación 
de cargos aunque, en realidad, no se está creando nada 
y sólo se produce una transformación. 


También podemos hacer referencia al presupuesto del 
Poder Judicial pero, ¿para qué? Sería inútil; además, ya 
se ha hablado de ese punto. Asimismo, se puede apuntar 
a los vetos relativos a la educación, a la Universidad, a 
los de planes de inversión, en los que la escasez no se 
administra, sino que ella se siembra pródigamente, es 
decir, con una generosidad tremenda. 


Para terminar este vistazo panorámico a una tesitura 
que desconoce las reales necesidades de la gente, que es 
deshumanizada, mecánica, de mueble metálico, que con- 
tinúa y multiplica viejos modelos autoritarios, vamos a 
señalar las observaciones interpuestas a los artículos 681, 
682 y 683 de la Rendición de Cuentas aprobada por el 
Parlamento. Estos artículos hacen referencia al cumpli- 
miento de la Ley N? 15.783 de 28 de noviembre de 1985 
que —como todos saben— tiene que ver con el reintegro 
a la Administración Pública de funcionarios destituidos 
por la dictadura. La creación de comisiones especiales así 
como el pase en comisión de funcionarios de otros orga- 
nismos -——cosa que ya se ha hecho— dispuesto por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, procura agilitar los 
procedimientos que, si se sigue como hasta ahora, tie- 
nen miras de no acabar nunca. Dos años después de ha- 
berse promulgado la Ley de Destituidos por la dictadura, 
la Comisión Especial que funciona dentro de la órbita 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil ha resuelto —o es- 
tá en trámite de hacerlo— a lo sumo, 1.500 solicitudes. Pero 
resulta que hay alrededor de 6.500 ó 7.000 reclamantes y 
se plantean la interrogante respecto a cuándo tendrán 
definición sobre el tema. Pensamos que el siglo próximo 
va a encontrar a estos reclamantes con esa especie de con- 
dena a cadena perpetua. ¿Qué es lo que veta el Poder Eje- 
cutivo? Pues, pura y simplemente, veta la realidad que 
motivó la sanción de la Ley de Destituidos por la dictadu- 
ra. Deniega justicia, al margen de la razón o la sinrazón 
de todos y cada uno de los reclamos, y lo hace mediante la 
demora indefinida, la postergación sin término y la fo- 
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mentada desesperanza de los interesados. Una vez más el 
Poder Ejecutivo escamotea en la práctica el cumplimien- 
to de los fines que proclama a toda voz en cuanto esce- 
nario cuadra, porque establecer fines sin proporcionar los 
medios para cumplirlos es remitirnos al reino de la utopía, 
por no incurrir en calificativos más duros. 


El Poder Ejecutivo ha dicho, dice, y estamos segu- 
ros seguirá diciendo que está preocupado por la salud, 
por la educación, por la vivienda, por los destituidos, por 
la modernización y tecnificación del agro, por la situa- 
ción de los policías y el funcionariado público en gene- 
ral, por el Poder Judicial pero, en los hechos, no se ocu: 


"pa efectivamente de esos temas, buscando los medios ade- 


cuados para arribar a los objetivos enunciados. Está de- 
masiado absorto por contener la inflación y pagar la Deu= 
da Externa y obsesionado de esta manera no vacila en 
mostrarse crudamente continuista, autoritario y descono- 
cedor de las otras fuerzas políticas a las que, sin embar- 
go, busca para engrosar el peregrinaje. 


Al pasar hacíamos alguna referencia a la política con- 
tinuista de este Gobierno, punto sobre el cual queremos 
formular algunas reflexiones. Al interponer las observa- 
ciones a la Rendición de Cuentas que estamos analizan- 
do, el Poder Ejecutivo se basa en el argumento de que 
pretende evitar el incremento del índice inflacionario, tan- 
to como impedir que la deuda externa crezca en térmi- 
nos reales. 


En fin, hace 14 años, en las reuniones realizadas en 
San Miguel y Colonia Suiza en agosto y octubre de 1973 
—pienso que esas fechas fácilmente se relacionan con 
muchos episodios desgraciados— cuando se puso en mar- 
cha el Plan Nacional de Desarrollo, se esgrimieron razo- 
nes de índole similar. 


A veces, la tarea parlamentaria es sacrificada, sobre 
todo sí tenemos que hurgar, con el mismo asco con que 
lo haríamos entre la basura, en el libro titulado “El Pro 
ceso Político”, que fuera editado por la Junta de Co- 
mandantes en Jefe donde, en su página 276, es posible 
leer: “El Plan Nacional supone que a través del creci- 
miento económico sostenido, todos los grupos mejorarán 
su posición absoluta y esencialmente se generarán meca- 
nismos distribuidores automáticos”. Creo que algo pare- 
cido he escuchado en esta Asamblea. Además, dice: “El 
mejoramiento del salario real de los trabajadores (ven- 
drá) a través del aumento de la productividad del tra- 
bajo”. ¿No es verdad que estas expresiones son muy pa- 
recidas a otras que se han dicho acá y a lo que dice el 
actual equipo económico liderado por el contador Zerbi- 
no? En concordancia con esto, en la página 280 de este 
mamotreto, se señala: “Para la consolidación del proce- 
so de recuperación y desarrollo nacional es imprescindi- 
ble el éxito de la política antinflacionaría. La estrategia 
antinflacionaria debe estar coordinada con una adecuada 
política salarial. Dicha coordinación permitirá el abati- 
miento progresivo de los incrementos de precio y al mis- 
mo tiempo el mantenimiento de adecuados niveles de sa- 
lario real”. . 


En la página 284 dice: “El bienestar del trabajador 
está referido al salario real de un periodo que mide el 
progreso en la cantidad de bienes y servicios de que dis- 
pone. Para que el progreso se mantenga en el tiempo, el 
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vlvel de los salarios deberá estar coordinado, fundamen- 
talmente, con la inversión y el balance de pagos”. Como 
decía, esta cita se encuentra en la página 284. 


Se me perdonará que reitere una pregunta pero, ¿hay 
alguna diferencia con lo que nos decían hoy? El 8 de 
febrero de 1974 la cúpula de las Fuerzas Armadas analizó 
la situación económica nacional, formulando recomendacio- 
nes en un documento incluido en el citado libro. Entre ellos 
se postula una política antinflacionaria, diciendo: “For- 
mulación e instrumentación inmediata de un programa 
antinflacionario por parte del equipo económico que per- 
mita reducir la inflación a niveles compatibles con el de- 
sarrollo y la seguridad nacional”. No podiamos estar mu- 
cho tiempo leyendo ese tipo de publicación sin econtrar- 
nos con las dos palabrejas: “seguridad nacional”. 


Con carácter de doctrina para las Fuerzas Armadas 
se fijó, en ocasión de los actos públicos del 18 de julio 
de 1974, la premisa de “...incrementación relativa de 
la autoridad del Poder Ejecutivo de manera que se en- 
cuentre en condiciones de poder conducir con firmeza una 
política social y económica coherente”. Esta cita figura 
en. la página 298. 


Hoy, aquí, ante el abanico de vetos, nos enfrentamos, 
sin duda alguna, a la “incrementación relativa de la auto- 
ridad del Poder Ejecutivo” respecto a la del Parlamento. 


En 1976, en el documento que marca la “Política Ge- 
neral de la República” establecida por los mandos milita- 
res con carácter doctrinario para las Fuerzas Armadas, se 
estampó: “Sistema de regulación de precios y salarios y 
control de la inflación, acordes con los requerimientos del 
desarrollo económico y social...” —página 302— dispo- 
niéndose “Coordinar los salarios con las tasas de inver- 
sión y el balance de pagos a los efectos de lograr el in- 
cremento del salario real.” 


Y para que la similitud sea completa entre lo de an- 
tes y lo de ahora, podemos leer en la página 306: “Debe 
asegurarse el cumplimiento estricto de las obligaciones 
de deuda externa, ya Sea por pago o refinanciación, a los 
efectos de mantener el crédito y la imagen exterior, pero 
sin afectar el proceso de desarrollo.” Creo que esta mis. 
ma noche he escuchado cosas parecidas. Está clarísimo 
gue las obligaciones de la deuda externa niegan nuestras 
posibilidades de desarrollo. 


En la reunión que se realizó en Solís entre el 20 de 
noviembre y el 7 de diciembre de 1977, el régimen cívico- 
militar -——como se autodenominó la dictadura— como 
consta en la página 340, postuló: “Reducir, en términos 
reales, el gasto público corriente para aumentar los re- 
cursos del sector privado. Adecuar racionalmente el nú- 
mero de funcionarios públicos a las necesidades del Es- 
tado, mediante la reorganización administrativa y la su- 
presión total o parcial de las vacantes generadas. Dimen- 
sionar el alcance de la seguridad social a efectos de evi.- 
tar el crecimiento real de los egresos por tal concepto. 
Reafirmar el principio de la complementación social en- 
tre capital y trabajo, de acuerdo con un planteo solida- 
rista, rechazando definitivamente la concepción disolven- 
te de la lucha de clases. Proseguir imponiendo en todo 
el territorio naciona] la seguridad que tiene en el trabajo 
y la justa retribución del empleado de acuerdo con las 
mormas que dicte el gobierno...” 
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.En esta Rendición de Cuentas ha quedado claro que 
el Gobierno del Partido Colorado impone en todo el te- 
rritoriv nacional la retribución del empleado de acuerdo 
con las normas que dictó por sí, ante si y desconociendo 
los puntos de vista que, en conjunto, son mayoritarios. 
Aquí tenemos más de lo que ya se nos había obligado 
a tragar. ¡Esto es continuismo! No cabe llamarlo de otra 
manera. Y no tengo ninguna duda de que, cuando el pue- 
blo deba emitir su juicio —como ya lo está haciendo— y 
cuando se llegue a instancias en que deban definirse situa- 
ciones y él pueda ser activo protagonista, va a ser muy 
severo —como ya lo está siendo— con quienes sin duda 
alguna están vetando la dignidad nacional. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Tiene la palabra el señor legislador Martinez. 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J.). — Señor Presiden- 
te: la semana pasada, por vía de interrupción, tuve oca- 
sión de hacer algunas referencias generales a los vetos 
interpuestos por el Poder Ejecutivo y tan solo parcial. 
mente a algunos de ellos. De no habérseme quedado en 
el tintero algún asunto que tiene particular importancia, 
no habría hecho uso de la palabra en esta ocasión porque, 
en lo que concierne a los vicios de orden jurídico que 
presenta el Mensaje que el Poder Ejecutivo envia obser- 
vando parcialmente el proyecto sancionado por ambas Cá- 
maras y en lo relacionado con la filosofía que desde el 
punto de vista de una politica economica trasunta, ha 
sido ya examinado largamente en términos que en buena 
parte comparto y en consecuencia, repito, me eximiria 
de nuevos desarrollos. 


En consecuencia, aunque parezca un tema muy me- 
nor, voy a circunscribir esta incursión en el debate —que 
no digo esté agotado pero, en todo caso, los dados pare- 
cen estar echados, y ya ha sido objeto de extensas y 
eruditas exposiciones— a alguna referencia muy concreta. 


Me ha llamado mucho la atención, por ejemplo, los 
términos en que el Poder Ejecutivo observó el artículo 
139, del Inciso correspondiente al Ministerio de Relaciones 
Exteriores. ¿Qué decía el articulo 139? Alí se expresaba: 
“Declárase que lo dispuesto por los artículos 20 y 31, li- 
teral B), del Decreto-Ley N* 14.206, de 6 de junio de 1974, 
referentes a límites de edad, no es aplicable a los fun- 
cionarios que hayan sido restituidos al amparo de las 
Leyes N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, y 15.783, de 28 
de noviembre de 1985, respectivamente”... —confieso que 
nunca entendí bien qué sentido tiene este “respectivamen- 
te”-— ...“durante un período de cinco años computables 
a partir de la fecha de su reintegro a dicho Ministerio a 
los efectos de la recomposición de su carrera funcional 
prescripta por la última ley citada.” Téngase en cuenta 
que se refiere... “a los efectos de la recomposición de 
su carrera funcional prescripta por la última ley citada”; 
es decir, que no es a cualesquiera y a todos los efectos, 
sino con la precisa limitación que surge de la última 
parte del inciso primero a que acabo de dar lectura. Y 
en el inciso siguiente añade: “Verificada dicha recompo- 
sición, permanecerán en la condición presupuestal de su 
restitución, hasta tanto se dicte la norma legal pertinen- 
te, de acuerdo con lo que dispone el artículo 12 de la 
referida Ley N* 15.783.” 
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Esta norma tiene una historia que seguramente .no 
es común en los anales parlamentarios. Ha sido sancio- 
nada ya varias veces y otras tantas el propósito legisla- 
tivo ha sido frustrado, porque lo que la mayoría ha que- 
rido consagrar, la minoría ha impedido que en efecto lo 
consagre. ¿Cuál es la razón? Existe un Decreto-Ley dicta- 
do el 6 de junio de 1974 por el que se aprueba el Es- 
tatuto del Servicio Exterior, en el que se establecen topes 
o límites de edad para el desempeño de determinados 
cargos en el Servicio Exterior. En consecuencia, este ré- 
gimen impedía que a personas que alcanzaban determi- 
nada edad se les pudiera continuar asignando e] desem. 
peño de cargos o funciones en la Administración Pública, 
más concretamente, en las dependencias del Ministerio 
de Relaciones Exteriores y, en modo especial, en el Ser- 
vicio Exterior. 


¿Por qué hace ya bastante tiempo hubo necesidad de 
dictar esta norma que fue propuesta con la firma de le- 
gisladores de tres sectores políticos, es decir, del Partido 
Nacional, del Frente Amplio y del Partido Colorado, y 
que fue sancionada con el voto de todos ellos? Porque 
se venían aplicando las leyes sobre reposición de funcio- 
narios destituidos de una manera tal que en el Ministerio 
de Relaciones Exteriores se volvía definitivamente impo- 
sible que la inmensa mayoría de personas con derecho a 
su reposición pudieran, en realidad, desempeñar los car- 
gos para los que estaban llamadas, tanto más si la des- 
titución se había producido cuando habían alcanzado 
una edad relativamente avanzada. 


Sin enibargo, la ley de noviembre de 1985 señala 
inequivocamente que ja recomposición de la carrera ad- 
ministrativa debe verificarse —y lo dice en forma expresa 
y tan inequívoca que no puede dejar lugar a dudas de 
clase alguna— por aplicación de las normas estatutarias 
vigentes en febrero de 1973, Quiere decir esto que no 
habría existido necesidad de dictar esta norma si la ad- 
ministración hubiese aplicado adecuadamente la ley, no 
de conformidad con la versión antojadiza de algún le- 
gislador o de un grupo politico aislado, no de acuerdo 
con una interpretación controvertible que algún jurista 
hubiese elaborado, no de conformidad con lo que algún 
grupo de presión de los propios ex funcionarios o de sus 
simpatizantes pretendieran, sino lisa y llanamente por la 
más estricta aplicación de la letra —que no dea lugar 
a ninguna duda— de la ley de reposición de destituidos. 
¿Por qué se la dict? Porque a determinada altura crel- 
mos advertir que por error involuntario dentro del Minis- 
terio de Relaciones Exteriores se venía incurriendo en 
una violación de la ley, no querida ni deseada, pero vio- 
lación al fin. En consecuencia, había razones prácticas, 
más alá de ja indivisibilidad del orden jurídico, para 
que el legislador declarase —como en efecto declaró— 
que los límites de edad prescriptos para el desempeño de 
los cargos según el artículo 20 de ese decreto-ley, y para 
la permanencia en los mismos, según lo establecido en el 
literal B del artículo 31 de la misma norma, no regían 
en estos casos. 


Ocurría, pues, que el Poder Ejecutivo parecía, por 
entonces, no entender de qué se trataba. Y lo más gra- 
ve no es que no lo haya entendido en aquel momento, si- 
no que continúa aún sin entenderlo. En efecto, en el tex- 
to de la observación que se nos envía reza que se funda 
en razones de conveniencia. Establece que dicho artículo, 
al disponer que no se aplican a los funcionarios destitui- 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—119 


dos loz límites de edad. para el desempeño de tareas en 
el Ministerio de Relaciones Exteriores —artículo 20 del 
decreto-ley tal— crea una discriminación injustificada en- 
tre los funcionarios de dicho Mimisterio. Si esto fuera 
efectivamente así, el Poder Ejecutivo habría debido vetar 
no esta disposición, sino la de la ley de noviembre de 
1985 por la que se hacían inaplicables para estos funcio- 
narios las mencionadas normas, decde que se ordenaba 
que la recomposición de su carrera administrativa se ve- 
rificaría por virtud de otras disposiciones anteriores y que 
éstas, en consecuencia, a tales efectos no tendrían vigor. 


Sin embargo, incurriendo en una inconsecuencia ma- 
nifiesta, habiendo tolerado —pudiendo ejercitar el dere- 
cho de veto— que la norma fuera sancionada en esos 
términos, se la vetó cuando a posteriori, advirtiendo un 
error persistente en la aplicación de la ley, el Poder Le- 
gislativo declaró cuál es la forma correcta en que debe 
ser cumplida. Y se insiste —lo que es más grave-—— con 
fundamentos que revelan que el Poder Ejecutivo —cuya 
obligación es, por encima de todo, ejecutar y hacer eje- 
cutar ¡las leyes— ni siquiera se ha tomado el trabajo 
---al menos en lo que a esto concierne— de leer debida. 
mente la norma legal. 


Añade que la no aplicación de los límites de edad alu- 
didos hace posible que los funcionarios reincorporadós 
ocupen cargos y desempeñen funciones que en ningún ca- 
so habrían ocupado y desempeñado —debió decir: ni de- 
sempeñado-— de haber permanecido en forma ininterrum- 
pida en el respectivo organismo, Hace una afirmación 
completamente antojadiza, imposible de probar. En ese 
caso, añade, por aplicación del artículo 20 del decreto- 
ley tal —repito: inaplicable en la especie— dichos fun. 
cionarios habrian cesado automáticamente al llegar al 
límite de edad. ¿Cómo se puede saber que habrían cesa- 
do? ¿Acaso no habrían tenido ascensos? ¿Acaso no les 
habría correspondido, como a cualquier funcionario públi- 
co, las promociones que sucesivamente van delineando la 
carrera normal de ese funcionario? 


En segundo lugar, agrega que en tanto los funciona- 
rios que continuaron desempeñando funciones cesaron al 
llegar al límite de edad, aquellos que fueron destituidos 
podrían continuar desempeñando tareas aún cuando hu- 
bieran excedido tales límites, lo que representa una alte- 
ración del sistema en el que Se basa la carrera diplomá- 
tica, que producirá efectos distorsionantes en el actual 
Escalafón del Servicio Exterior. No deja de ser por lo 
menos sorprendente que se plantee como un argumento 
en contra de una disposición meramente declarativa del 
derecho preexistente, la distorsión que ella habria de pro- 
vocar en el funcionamiento del servicio exterior, como si 
no hubiera existido durante la dictadura distorsión algu- 
na; como si tan luego allí, en el Servicio Exterior —al 
que se le impartían órdenes muy precisas de cuáles eran 
las directivas que debían presidir su acción, al servicio no 
ya del país, sino de una concepción predominante en el 
Gobierno de la República— no hubieran campeado todo 
género de arbitrariedades; como si las más graves distor- 
siones y los más enormes desajustes no se hubieran pro- 
ducido en el ámbito de este Ministerio, como así también 
en otros. 


Nos encontramos ante la paradoja de que para la rec- 
ta aplicación de una norma que según versiones tan solo 
afecta a unos pocos funcionarios, se aduce que esto ge- 
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neraría una distorsión y se omite señalar que, de alguna 
manera, el propósito es, precisamente impedir, a través de 
esta disposición de carácter meramente declarativo, que la 
distorsión se amplifique en lo sucesivo. 


Expreso, en consecuencia, mi sorpresa, no por el he- 
cho de que el Poder Ejecutivo haga uso de su derecho 
de observación a las leyes sancionadas por el Parlamento, 
sino porque nuevamente se revela que no se está aplicando 
la ley en forma correcta, que no se le asigna a la norma 
el sentido que tiene y, lo que es mucho peor, que existe 
ei propósito de persistir en una aplicacion de los precep- 
tos legales manifiestamente violatorios de su letra y de 
su sentico. 


Desde luego, aún a riesgo de que alguien pretenda 
que mis palabras puedan constituir una especie de prejuz- 
gamiento e induzcan a adoptar ciertas decisiones a quie- 
nes deban en el día de mañana dirimir ciertos conflictos 
-(£omo si fuéramos capaces de alcanzar en nuestra mo- 
desta expresión esa dimensión— no podemos dejar de 
afirmar categóricamente que esto puede terminar o0ca- 
sionando un grave daño al erario, porque de la no apli- 
cación ostensible, reiterada y obstinada de una norma le- 
gal, quizás vayan a derivarse muy justos reclamos y, 
probablemente, se derivarán también las erogaciones res- 
pectivas a la hora en que se deba reparar la injusticia 
por la desaplicación de las normas jurídicas vigentes. Qui- 
siéramos, empero, que hubiera en esto otro grado de ra- 
cionalidad y que, en lugar del empecinamiento de este 
tira y afloje que a nada conduce, hubiera un minimo de 
armonía para comprender que ni siquiera se trata de in- 
corporar una norma nueva -—por justa que ella sea— sino 
sólo de expresar al país entero y al Poder Ejecutivo cuál 
es el orden jurídico vigente en la materia y cuál ha sido, 
no ya la intención claramente establecida en el sistema 
general o en el espíritu de la ley, sino el propósito perse- 
guido que se exterioriza en el propio tenor literal de la 
norma jurídica. 


¿Qué podríamos esperar respecto a la suerte que iban 
a correr otras disposiciones, si ésta, tan circunscripta que 
se limita a repetir, por vía declarativa, lo que la ley ya 
dice, molesta al Poder Ejecutivo? Como también le ha 
molestado que el legislador cree tres Comisiones de Ca- 
rácter honorario para entender en la materia reservada, 
en principio, a la única Comisión Especial que —como 
claramente ha sido puesto en evidencia— no pudo Cum. 
plir debidamente sus cometidos, no por falta de' dedica- 
ción sino de tiempo. 


Se arguye, entre otras cosas, que la creación de nue- 
vas Comisiones Especiales —que, dicho sea de paso, fue 
el fruto de tratativas y negociaciones en una Subcomi. 
sión que las Comisiones de Presupuesto y Hacienda in- 
tegradas designaron, de la que me tocó formar parte, con- 
juntamente con legisladores del Partido Colorado y del 
Frente Amplio, y en la que hubo unanimidad, tal como 
tave ocasión de señalarlo, lo que motivó que muchos 
legisladores colorados votaran esta iniciativa— genera la 
posibilidad de una jurisprudencia encontrada y de deci- 
siones que, a partir de interpretaciones distintas, puedan 
no coincidir entre sí. Esto es, lo que existe, ni más ni 
menos, en el régimen jurídico de cualquier comunidad 
organizada cuando diveros tribunales están llamados a 
entender en una misma materia. Para eso están los tri- 
bunales de alzada y aún, tratándose como se trata de 
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asuntos de índole administrativa, existe la posibilidad, de 
que las diversas Comisiones periódicamente intenten au- 
nar Criterios de interpretación, cuando lo que se pretende, 
en definitiva, es simplemente volver más operativa y dili- 
gente la aplicación de una ley reparadora. 


Podría hacer muchas otras referencias, pero creo que 
todas ellas perderían en comparación con las que han 
expresado anteriormente distinguidos compañeros y quie- 
nes no lo son políticamente, en particular las de los se- 
ñores legisladores Aguirre y Sturla que se han referido en 
forma pormenorizada al aspecto jurídico, dejándonos, mu- 
chas veces, sumidos en profundas dudas; quizás ninguna 
es tan intensa como la que resulta de advertir que se 
esgrime, como pretexto para un veto, en algunos casos, 
la falta de iniciativa del Poder Ejecutivo, y enviar en el 
Mensaje de las observaciones una iniciativa —formalmen- 
te declarándolo así— cuando a dicho Poder le interesa. 
De tal modo que llegados a este grado, en cuanto a la 
falta “le coherencia respecto al tratamiento de un asunto, 
muy poco o nada queda ya por agregar. Argumentos jurídi- 
cos inconsistentes y sobre todo —lo que es más grave— 
política económica inconsistente trasuntada en términos 
tales que expresan una concepción respecto a la que no- 
sotros nos sentimos en una posición radicalmente encon- 
trada, son, a grandes rasgos, los elementos básicos por los 
que habremos de votar por el levantamiento de las obser- 
vaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Pedro W. Cersósimo). — 
Tiene la palabra el señor legislador Lescano. 


SEÑOR LESCANO. — Señor Presidente: cerrada la 
lista de oradores por resolución de la Asamblea General 
próxima pasada, nos acercamos al epílogo de una nueva 
consideración por parte de éste a las observaciones in- 
terpuestas por el Poder Ejecutivo a la decisión de la ma- 
yoría del Poder Legislativo. Dicho epílogo será seguramen.- 
te negativo para el país en lo que se refiere a su conte- 
nido, en cuanto podrá significar dejar firme un Presu- 
puesto raquítico de la oferta del Poder Ejecutivo, que en 
verdad está muy lejos de resolver los problemas, las gra- 
ves carencias y las dificultades de distinta naturaleza del 
sector público y de los funcionarios con salarios sumergi.- 
dos. También es triste y equivocado —como se ha señala. 
do hace un rato— en la forma, en el procedimiento, por 
cuanto traduce, una vez más, la intransigencia frente a 
las posibilidades de la búsqueda del diálogo y del consen- 
so político que deberían ser, en estas circunstancias de- 
mocráticas y de grandes dificultades en el plano socio- 
económico que vive el país —tal como alguien decia— el 
pan nuestro de cada día o, por lo menos, trasuntar la 
voluntad política necesaria para ello. El Poder Ejecutivo, 
el Partido Colorado, deben admitir frente al país —natu- 
Talmente con la firmeza de su responsabilidad de Go- 
bierno, pero con la humildad y el realismo de ser sólo 
una mayoría relativa, exigua— que es necesario transitar 
el camino político en la búsqueda permanente de los 
acuerdos, de las negociaciones y del consenso, y que, una 
vez más, al negarse a esto, ha reiterado una postura arro- 
gante, intransigente e inflexible. Nuevamente la política 
del super Ministro de Economía y Finanzas, la gestión de 
un Gobierno extraordinariamente concentrado en la cú- 
pula del poder administrador económico de dicho Minis- 
terio y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto —-Co-. 
mo pocas veces ha ocurrido en el pais— significa el blo- 
queo a la expresión efectiva de la mayoría del Parlamen- 
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to, que es lo mismo que decir la mayoría de la opinión 
pública del país. Bien afirmaba recientemente el señor le- 
gislador Martínez que esto si es el resultado de la tra- 
incción de una política consecuente. 


. Por lo tanto, me alegré de que en determinado mo- 
mento el señor legislador Bouza rompiera el silencio de 
ia bancada oficialista para intentar levantar algunas de 
las bien documentadas objeciones de carácter jurídico- 
constitucional que se efectuaran, y además expresar que 
éste es el resultado de una política económica de la cual 
ei Gobierno —este Gobierno colorado— se siente orgullo- 
st, 10 sólo de su teoria, sino también de su aplicación y 
resultados. 


Y ahí está, señor Presidente, el fondo de la cuestión, 
de nuestra más radical discrepancia: ni uno de estos ele- 
mientos aportados en un plan de Gobierno, nada más ni 
nada menos que en la acción del Estado, a través del 
Presupuesto o de una Ley de Rendición de Cuentas, está 
resolviendo ninguno de los grandes problemas del país, 
en la medida en que no se introduce ni un solo cambio 
en el sentido de la sensibilidad social y popular. 


Y entonces se arenga con las estadísticas, a las que 
acuden permanentemente cuando hablan el señor Minis 
tro de Economía y Finanzas y el Director de Planeamien- 
to y Presupuesto. En este país, parece que la situación, 
según las estadísticas, mejora, pero lo seguro es que la 
gente empeora. 


Ya decía West en alguno de sus libros —no recuerdo 
exactamente cuál—: “esas malditas cifras”. Y esas mal- 
ditas cifras terminan diciendo mucho menos de lo que 
ven nuestros ojos. Porque el problema no está en expo- 
ner los porcentajes de crecimiento del producto bruto, 
lo que naturalmente es real, y, por supuesto, nos alegra 
—¡¿no podría ser de otra manera!— el crecimiento im- 
portante de 1986, que, lamentablemente — y esto es ad- 
mitido por la política oficial— no va a mantenerse du- 
rante 1987. 


El problema está en preguntarse qué ha pasado con 
ia distribución de ese aumento del ingreso, porque ese 
€» el dato y el punto que determina la política económica 
y la filosofía social que le está animando. 


Cuando en la sesión anterior se discutía acerca de 
si el país sufría una situación —no recuerdo exactamen- 
te los términos— de parálisis o de tragedia colectiva, 
se decía que no, que no era así, y podemos coincidir con 
elo en algunos aspectos. Naturalmente, el país no atra- 
viesa una situación de catástrofe, como sucede en otros; 
no estamos en Biafra, sino en Uruguay, en otra realidad, 
pero también con otras responsabilidades y posibilidades 
de satisfacer las demandas de las mayorías populares. Hay 
un gran problema de responsabilidad. No se trata, como 
solicitaba alguien, de apelar a una especie de cultura 
del pesimismo, o cultura de la depresión nacional; de lo 
que se trata es de que, efectivamente, la política econó- 
mica del Gobierno, de quienes tienen la responsabilidad 
de actuar con un sentido de justicia en la distribución 
de la riqueza que entre todos se genera esté destinada 
a satisfacer las necesidades de esas mayorías. Me parece 
irrelevante la polémica de si estamos o no ante una ca- 
tástrofe nacional: en definitiva, podemos coincidir en que 
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hay que tener sentido de las proporciones y no exagerar 
las cosas. Pero, ¿quién puede dudar que el país enfrenta, 
en todo sentido, una aguda crisis? La diferencia funda- 
mental con la política económica estriba en que mien- 
tras algunos creen que ella está contribuyendo a solu- 
cionar una crisis heredada, nuestra posición es que esa 
política económica, demostradamexte fracasada, no está 
contribuyendo a resolver los problemas del país, sino todo 
lo contrario. El problema está vinculado, entonces, con 
la filosofia de la distribución que nos señalan las cifras 
de las que no suele hablar el señor Ministro de Econo- 
mía. Ellas nos indican que el ingreso está muy mal dis- 
tribuido en el Uruguay. Expresan inequívocamente que 
el 10% más pobre de la población tiene solamente el 
2,2 % del ingreso total, mientras que el 10% más rico 
—+<€n el otro extremo de la pirámide— posee el 34.50% 
Eso quiere decir, en definitiva, que la mitad de la pobla- 
ción, la que estaría por debajo de la línea media —si se 
quiere, el 50% más pobre— tiene solamente el 23.35% 
del ingreso total. 


Esto surge de estudios rigurosos, serios, que no ape- 
lan rápidamente a esa cultura del terror de las cifras; 
cilos nos dicen que “durante el bienio del gobierno de- 
mocrático la distribución familiar del ingreso permanece 
incambiada. La información disponible para el segundo se- 
mestre del año 1986 indica que el 20% de las familias 
más pobres captan el 5,9% del ingreso total de los ho- 
gares, en tanto que el más rico se apropia del 46,2% 
del ingreso. La información disponible muestra para el in- 
terior una distribución familiar del ingreso en las capi- 
tales departamentales similar a la de Montevideo, y algo 
más concentrada aún en las localidades menores”. 


Con respecto a la población en situación de pobreza, 
las estimaciones, que inclusive recogen los organismos in- 
ternacionales y las estadísticas de CEPAL, indican “pa- 
ra Montevideo que aproximadamente una cuarta parte 
de la población se encuentra en un estado de pobreza 
absoluta, en tanto que en todo el país, un 7% se encuen- 
tra en la indigencia”. No vamos a cansar al Cuerpo con 
las cifras, pero podemos decir que en el interior aumen- 
ta aún más esa especie de radiografía de una situación 
que muy pocas veces se comenta en el escenario televi- 
sivo por parte de los que gustan mostrar algunas cifras 
de resultados macroeconómicos, desconociendo que, efec- 
tivamente, el problema del ingreso y de su concentración 
está traduciendo una política económica con un sentido 
totalmente equivocado, desde nuestro punto de vista. 


Se puede constatar que el poder económico sigue con- 
centrado en el país. Cuando se habla de continuismo, hay 
que demostrarlo; en eso estamos totalmente de acuerdo, 
y es lo que intentamos hacer cuando decimos que un 10% 
de las empresas agrarias siguen teniendo el 44% de la 
producción del país; que el 6,2% de las empresas indus- 
triales tienen el 74% de la producción; y que, si habla- 
mos del gran rubro de las exportaciones nacionales, el 
43% de éstas —obsérvese, casi la mitad — están concen- 
tiadas en el 2,2% de las empresas exportadoras. 


El compañero legislador Ríos analizaba en la sesión 
anterior los índices del problema educativo. En el texto 
constitucional se dice que la enseñanza básica es gratuita 
y obligatoria; pero las cifras oficiales de este año indi- 
can que el 64% de la población trabajadora del país no 
ha terminado el Ciclo Básico. 
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En cuanto al tema de la salud pública, para medir 


ti efectivamente estamos ante una crisis y si se manejan 
los recursos para resolverla, señalamos que a esta hora, 
en el preciso momento en que está reunida la Asamblea 
General, el 20% de la población del país no puede aten- 
der su salud. Nadie puede discutir con responsabilidad 
y sentido de realismo, con los pies en la tierra, que un 
trabajador medio no está en condiciones de hacerse car- 
go de las cuotas para atención mutual de su grupo fa- 
miliar. 


Podríamos cansar a la Asamblea General dando cí- 
fras en materia de seguridad social. Esto ha sido muy 
discutido en ocasión del debate sobre la Ley de Revalua- 
ción de Pasividades; nadie ha sostenido lo contrario cuan- 
do se afirmaba que el 80% de los pasivos está ganando 
menos de un salario mínimo y que, a su vez ese salario 
es indudablemente insuficiente para atender las necesi- 
dades mínimas, no ya de rubros de alguna manera pres- 
cindibles, sino de la alimentación del grupo familiar. 


En fin: podríamos hablar de la problemática de ia 
tierra en un país de explotación vacuna, que podria pro- 
ducir alimento para treinta millones de habitantes. El 
otro día, en Comisión General de la Cámara se habló 
de la situación de las industrias frigoríficas y textil, y 
también de la láctea, donde comienzan a existir muy im- 
portantes dificultades. 


¡Ni que hablar de la industria pesquera con sus 
U$S 160:000.000 de deuda exclusivamente con la banca 
oficial! 


Creo que esto es uno de los nudos de la cuestión, por- 
que no estamos hablando solamente de un problema jurí- 
dico-constitucional, sino también de la voluntad política, 
de una filosofía. El señor legislador Aguirre decía que 
el paro general de mañana podría haberse evitado y que 
él no lo apoyaba. Yo digo que este paro nacional, convo- 
cado por la Central de Trabajadores, es por demandas 
que van más allá de los vetos; está referido al proble- 
ma del salario, a las demandas salariales absolutamente 
justas e imprescindibles cuando se está prácticamente en 
el umbral de la dilucidación del tema en los consejos de 
salarios. 


Por lo tanto, lo que estamos analizando en este con- 
texto, que es la aplicación de una política socio-econó- 
mica, no es para nada ajeno a las características de fon 
do de este problema y a la forma en que, lamentable- 
mente una vez más, la oposición se ve como encorsetada 
—como aquí se ha dicho—. con los vetos interpuestos 
por el Poder Ejecutivo, no pudiendo transitar por el ca- 
mino del diálogo, para el cual siempre estuvimos abier- 
tos pero siempre nos encontramos frente a un muro in- 
franqueable. 


Varios señores legisladores ya han analizado algunos 
de los vetos más importantes de los 93 que se han in- 
terpuesto, destacándose que no fue posible encontrar flexi- 
bilidad para el levantamiento de ninguno de ellos. De to- 
das maneras, voy a referirme a alguno en concreto. Como 
se sabe, los artículos 249 y 260 del texto aprobado trans- 
ferían 360 cargos del Ministerio de Defensa Nacional al 
de Educación y Cultura. ¿Con qué fin? Esta transferen- 
cia tenía como propósito crear cargos para el cuidado y 
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vigilancia de menores y para la promoción de la educa- 
ción física y el deporte. Obsérvese que esta medida no 
implicaba mayores erogaciones, ni por concepto de suetí- 
dos ni de gastos, sino que simplemente se trataba de su- 
primir 360 cargos del Ministerio de Defensa Nacional que, 
por otra parte, están vacantes y no son productivos, trans- 
firiéndolos al de Educación y Cultura. Naturalmente, so- 
mos muy críticos con respecto a la política militar que 
está llevando acabo del Poder Ejecutivo y mucho nos 
preocupa el tema, pero parece haber coincidencia en la 
necesidad de ir reduciendo los efectivos de este Inciso. En 
este caso teniamos la posibilidad de hacerlo, mediante la 
transferencia de 360 cargos al Ministerio de Educación y Cul- 
tura, donde realmente se necesitan, ya que los funciona- 
rios públicos que los ocupen serán muy útiles para el país, 
por ejemplo, cuidando a los menores con problemas, que 
lamentablemente hay muchos en el Uruguay, o fomentando 
el deporte, tarea tan necesaria para la salud y para el 
desarrollo de la población en su conjunto y, particular- 
mente, de la juventud. Aquí teníamos la ocasión de apli- 
car concretamente algo que se ha dicho por parte de to- 
dos, que ya parece ser un sonsonete, reducir los gastós 
militares y aumentar los de educación. 


¿Qué argumento utiliza el Gobierno para oponerse 3 
esta iniciativa? Dice que eso implica crear cargos en el 
Ministerio de Educación y Cultura, lo que es de compe- 
tencia exclusiva del Poder Ejecutivo y, atento a ello, es- 
tos traslados de cargos serían inconstitucionales. Tal co- 
mo aquí se ha demostrado por parte de varios señores 
legisladores, fundamentalmente por el señor legislador 
Aguirre, si sólo se tratara de vicios de carácter jurídico, 
de haber existido voluntad política el Poder Ejecutivo 
habría asumido la iniciativa y habría enviado la propues 
ta correspondiente, como lo ha hecho en otras oportuni- 
dades. Sin embargo, no lo hizo, o sea que optó por man- 
tener los cargos militares y la posibilidad de llenarlos 
nuevamente cuando lo estime conveniente. 


He seleccionado este veto sobre la transferencia de 
cargos del Ministerio de Defensa Nacional al de Educa- 
ción y Cultura, porque más allá de los aspectos jurídi- 
cos y de la falta de reciprocidad por parte del Poder 
Ejecutivo, que sí presenta iniciativa con relación a otros 
puntos, este hecho está evidenciando una filosofía y una 
voluntad política. 


Veamos ahora otro ejemplo. El Poder Ejecutivo veta 
el artículo 16 —+tal como lo ha señalado con énfasis el se- 
ñor legislador Melo Santa Marina— que establece la pre- 
supuestación de funcionarios contratados con funciones per- 
manentes con más de tres años de antigúedad. Con rela- 
ción a este hecho, el Poder Ejecutivo no puede argumen- 
tar que se provoca un déficit, porque están previstas en 
el Presupuesto las partidas para pagar a ese personal 
contratado. 


A los funcionarios que ocupan esos puestos —que 
son miles, como bien se ha señalado en la Comi: 
sión, en el Cuerpo y en cuanta oportunidad hubo— se 
les pagan las mismas remuneraciones y los mismos be- 
neficios sociales que a los funcionarios presupuestados. 
Por lo tanto, su incorporación a la nómina presupuestal 
no originaría ninguna erogación complementaria. Aún así, 
el Poder Ejecutivo también veta esta disposición. ¿y por 
qué lo hace? Porque, a través de otro mecanismo jur:- 
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dico, sostiene que ello implica crear cargos, lo que re- 
quiere iniciativa del Poder Ejecutivo, argumento que, 
como bien ha señalado, es absolutamente inconsistente. De 
hecho, los cargos están siendo desempeñados por perso- 
nas concretas, por personas de carne y hueso, y desde 
hace años —en algunos casos, desde hace muchísimos 
años— y para ello siempre se están votando las partidas 
presupuestales correspondientes. Entonces, la opinión pú- 
blica debe preguntarse si el Poder Ejecutivo tiene de- 
recho a hacer eso. ¿Por qué el Poder Ejecutivo se niega 
a establecer la verdad presupuestal? ¿Por qué en este 
caso se niega a establecer las garantías para ese sector 
importante de funcionarios públicos? 


Más de una vez he sostenido la tesis —como se ha 
venido haciendo desde hace muchos años— de que de- 
bíamos revisar todo el problema del clientelismo po!íti- 
co, del manejo indiscriminado que se ejerce sobre los 
funcionarios públicos en determinadas circunstancias por 
parte del poder administrador. Pero estos son los hechos 
concretos que a uno lo hacen dudar acerca de la efectiva 
voluntad del Gobierno, puesto que no encontramos una 
respuesta clara y consistente a la pregunta de por qué 
se niega a establecer la verdad presupuestal, a hacer las 
cosas bien y otorgar las necesarias garantías a esos fun- 
cionarios públicos. ¿Es éste un criterio de modernización? 
¿Es una forma de aplicar el criterio de modernización 
del que habla el Poder Ejecutivo mantener en esta situa- 
ción de inestabilidad a un sector importante del funcio- 
nariado público sobre el que pende la espada de Damo- 
cles de si le será o no renovado el contrato? Yo creo que 
no es así; entiendo que es exactamente lo contrario. 


Como ya se ha explicado aquí, algo similar ha ocu- 
rrido con un tema directamente vinculado con éste, que 
es el veto al artículo que establece la supresión de va- 
cantes. 


El propio Poder Ejecutivo argumenta sobre la necesi. 
dad de recCucir la dimensión del Estado y su burocracia. 
Nosotros mimos en el seno de la Comisión, en debate 
público, hemos expresado nuestra disposición de abordar 
el tema del papel del Estado, de la burocracia y del nú- 
nero de funcionarios públicos. Pero cuando el Parlamen- 
tu establece la prohibición de proveer vacantes o su Su- 
presión, el Poder Ejecutivo lo veta, diciendo que es una 
medida discriminatoria que no alcanza a todos los orga- 
nismoOs, porque no comprende —en nuestro caso— al Po- 
der Legislativo o al Poder Judicial. Lamentablemente, la 
conclusión que sacamos de esta situación y —la que creo 
que saca la opinión pública— es que de hecho se desea 
mantener estas vacantes. No es esto lo que deseábamos 
presuponer; no queríamos establecer juicios frente a esta 
actitud, pero los hechos tienen su lógica y el veto de 
estos artículos para nosotros es algo contundente. 


El Poder Ejecutivo ha vetado —ya lo dijimos en otra 
oportunidad— el concurso de oposición para la provisión 
de cargos administrativos; y el concurso de Oposición y 
méritos para los cargos técnicos, alegando razones técni. 
cas en ambos casos. Con toda esta enorme infraestruc- 
tura de servicios con que cuenta hoy el Estado, uno Se 
pregunta cuáles pueden ser, seriamente dadas, las razo- 
nes técnicas —el Poder Ejecutivo no lo explicita en ab- 
soluto en su Mensaje— para prohibir o recortar estos re- 
quisitos que constituyen una buena norma de garantía, 
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insustituible, indispensable y muy sana para el ingreso a 
la Administración Pública. Al quitársele el carácter de 
oposición y competencia, ¿en qué puede derivar este re- 
quisito? Podría terminar siendo sólo una mera prueba de 
suficiencia, a cargo del jerarca de turno. Entonces, ¿qué 
garantías existirían al respecto? El Poder Ejecutivo nó 
expresa cuáles son las razones tecnicas para que esto sea 
así. Y nosotros, los parlamentarios, deberíamos tener la fa- 
cultad constitucional de preguntarle a quien veta, qué 
razones invoca para hacerlo. No alcanza con que en un 
texto se estampe que hay razones técnicas para evitar 
que el ingreso a la Administración Pública sea por con- 
curso de oposición y de méritos. 


En cuanto a] rubro de la educación, el Poder Biecu- 
tivo veta el viejo, sentido y justo reclamo de los funcio- 
narios y docentes de la Educación Física —la postergada 
Educación Fisica nacional, de enorme importancia— de 
ser equiparados con los docentes de Enseñanza Primaria. 
De hecho —y esto es lo que cuenta, aunque el discurso 
oficial diga lo contrario— se mantiene una discriminación 
histórica injusta, al distinguir la educación en general, 
de la educación fisica, ignorando de esta manera todos 
los avances que se refieren al concepto moderno de una 
educación integral. 


También se veta la elevación de los grados máximos 
en los Escalafones del personal de oficio y de servicio 
“por considerarlo desproporcionado”, dice el Mensaje. Des- 
proporcionado, ¿con qué? ¿Frente a qué criterio relati. 
yo? Esto, a mi modo de ver, revela un criterio antimo- 
derno, ya que tanto se habla de modernidad. En los he- 
chos, equivale a sostener que el trabajo manual es iníe- 
rior al intelectual, aunque se diga lo contrario. En la 
actualidad, el grado máximo para el Escalafón del servi- 
cio de limpieza o de vigilancia es 14, y para el Escalafón 
de oficio carpinteros, herreros, electricistas, etcétera— 
es 16, En el proyecto aprobado por el Parlamento, dichos 
topes se establecieron en 17 y en 20, respectivamente. 


Nos parece elemental y necesario que el trabajo ma- 
nual sea estimulado en un país como el nuestro, cuyo 
sector terciario está en situación de verdadera hipertro- 
fia. No hay ninguna razón para que en tareas adminis- 
trativas el grado máximo sea 20, mientras que para ofi- 
cios se establece otro sensiblemente inferior, como es el 
tope de 16. 


En estas cosas —más allá de las palabras y los for- 
mulismos— están en juego los conceptos que expresan la 
verdadera voluntad de modernización, de tecnificación de 
la función del Estado —con la que todos estaremos de 
acuerdo— y, en definitiva, la verdadera voluntad de cam- 
bio. 


Se decía ayer —y se reitera hoy— que, sin duda, uno 
de los sectores que sufren perjuicios más graves de toda 
esta política, de todo este vendaval, es el de la educación 
pública, tanto básica como superior. 


En el caso de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública se veta más de la mitad —el 53 %-— de lo 
aprobado por el Parlamento; se veta todo lo previsto pa- 
ra inversiones y más de la mitad de lo destinado a re- 
muneraciones. 


Todos reconocemos la absoluta insuficiencia de las re- 
tribuciones que se pagan a los docentos de todos los ni. 
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veles de la enseñanza; todos reconocemos la aberrante 
despropcrción que existe entre la calidad de la función 
que cumple el docente en este país —al igual que en 
cualquier otro, pero estamos hablando del nuestro— con 
la ínfima asignación que percibe. Sin embargo, cuando 
llega: el momento de procurar una solución al problema 
un problema cuya existencia es, en teoría, por todos 
compartida— se produce la retracción y la negativa a ha- 
lHarle solución, 


Y otro tanto ocurre en relación con los vetos ínter- 
puestos e las partidas aprobadas para la Universidad de 
la República. Allí, que recuerde, se ventan los programas 
de formación de investigadores, de reestructuración y 
transformación de la Universidad, de formulación de nue- 
vas carreras y planes, de investigación en ciencias socia- 
les, de integración docente asistencial entre la Universi- 
ded y el Ministerio de Salud Pública; es decir: se veta 
lo que el país, la comunidad nacional en su conjunto ne- 
cesita vitalmente para desarrollar la imprescindible in- 
vestigación cientifica y técnica y, en definitiva, para su 
auténtica modernización. 


En resumen, señor Presidente: son vetos destinados a 
que nada cambie; son vetos destinados a oponerse a que 
se lleven a cabo siquiera los mínimos cambios posibles; 
son vetos que marcan el inmovilismo de una politica que 
pretende que todo siga como está. 


A tal extremo se llega que son muchas las situaciones 
discriminatorias entre funcionarios que, pese a desempe- 
ñar tareas similares, tienen remuneraciones muy distin- 
tas, o entre organismos públicos que están —diríamos— 
decorosamente equipados, frente a otros que se encuen- 
tran en una situación de máxima penuria. Y todos sabe- 
mos que cuando emitimos estos juicios, 10 hacemos con 
absoluta responsabilidad. 


Tal como también se ha señalado, a través del veto 
al artículo 104 el Poder Ejecutivo cierra la posibilidad de 
construir viviendas económicas para los funcionarios po- 
liciales. lo que constituye una necesidad evidente y, por 
cierto, de gran actualidad. También se veta la facultad 
que se.otorgaba al Poder Ejecutivo para realizar 2umen- 
tos diferenciales que permitieran mejorar la situación de 
los funcionarios públicos pertenecientes a los sectores más 
sumergidos, pese a ser esto expresamente admitido por el 
Gobierno. Y el argumento es que eso crearía situaciones 
discriminatorias y podría alentar los reclamos de los fun- 
cionarios. Me pregunto: ¿es que acaso se prentende que 
este Poder Legislativo elabore leyes para adormecer al 
funcionariado público, a fin de que no realicen sus legíti- 
mos reclamos? ¿Es que el Poder Ejecutivo piensa que €sos 
sectores absolutamente sumergidos van a dejar de recla- 
mar y de luchar por sus sagrados derechos, consagrados 
en la Constitución, por razones que son absolutamente 
insostenibles? 


Varias veces hemos dicho, señor Presidente, que es 
necesario cambiar la metodología y el contenido de estas 
instancias presupuestales. Hemos sido reiterativos en este 
tema, a efectos de, por lo menos, aunque sea en forma un 
tanto solitaria, llamar la atención en cuanto a que la 
elaboración y el tratamiento de la temática presupuestal 
—-que es en realidad la política del Gobierno— debe lie- 
varse a cabo, además, con la fuerte participación de los 
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trabajadores y de los sectores interesados, a fin de evitár 
las circunstancias de tensiones o de frustracciones actua- 
les. Sin embargo, es necesario fundamentalmente, más 
allá de los métodos, cambiar los contenidos de una orie. 
tación presupuestal y de sus modificaciones; que exprese 
una política del país en la búsqueda de verdaderas solu. 
ciones de Gobierno, con el fin de que la Rendición "de 
Cuentas esté evaluando efectivamente las mismas cosas; 
Por lo general, eso no se ha hecho en estos dos años'y 
medio tal como lo exige la Constitución de la República 
y las normas elementales, así como el sentido común- de 
una buena administración. 2 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Tarigo) 


—En definitiva, en el límite —como hoy decía—:0 
frente al epilogo de una nueva instancia de la Rendición 
de Cuentas y de su tratamiento por parte de la Asamblea. 
General, y cuando se anuncia nuestra firme e indeclinable 
voluntad política de levantar estas observaciones que con 
arrogancia y con intransigencia el Poder Ejecutivo .ha 
mantenido en su totalidad, a uno le llama a la reflexión 
la problemática del país, el gasto público, la necesidad 
de trasladar, también, criterios de justicia social a los 
servidores del Estado, de atender con otro nivel las ne- 
cesidades básicas que enfrenta la población en materia de 
salud, de vivienda y de educación, tanto en Montevideo 
como en el interior del país. De alguna manera debemos 
pensar en la necesidad de desbloquear —aunque al Par- 
tido Colorado le moleste tanto esta palabra— el bloquea- 
do sistema político institucional del país. Frente a cir- 
cunstancias como éstas, nos afirmamos cada vez con más 
vigor en la convicción intelectual y política acerca de la 
necesidad de una reforma constitucional —y también po- 
lítica— del país. Lo hacemos frente a situaciones como 
esta que ahora estamos viviendo, que lamentablemente 
se ha reiterado a lo largo de estos dos años y medio de 
gobierno democrático. El bloqueo que implica el siste- 
ma político está expresado en el hecho de que el Poder 
Ejecutivo pueda, una vez más, desconocer la realidad de 
nuestra política parlamentaria que se expresa en este 
recinto y que representa la voluntad mayoritaria de la 
opinión pública y del país. 


Lamentamos concluir nuestra exposición con estas pa- 
labras coincidiendo con el reingreso a la Presidencia de 
la Asamblea General del doctor Tarigo. La nuestra €s 
una opinión crítica a estas observaciones, realizando un 
alegato que, a esta altura, no tiene expectativa alguna 
de modificación por parte del Poder Ejecutivo. Pero in- 
sisto en que si eso no es para hoy, podrá serlo hacia el 
futuro, y efectivamente podamos avanzar por un cami- 
no que trasunte el cambio económico y social que el pas s 
está reclamando. 


Muchas gracias. 
(¡Muy bien!) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Forteza. 


SEÑOR FORTEZA. — Señor Presidente: en el dia 
de hoy hizo uso de la palabra, en una exposición muy 
fundamentada, nuestro compañero de sector el señor Je- 
gislador Bouza. Es por ello que trataré de ser lo más 
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breve posible refiriéndome, fundamentalmente, a lo que 
ha sucedido en el país durante estos últimos dos años 
y medio de Gobierno. 


Parecería que los sectores de la oposición olvidan que 
el país estuvo prácticamente en la ruina hasta hace ape- 
nas dos años y medio, Voy a citar brevemente alguna 
exposición efectuada el 28 de abril de 1985, en una reu- 
nión conjunta que celebraran las Comisiones de Haciét.- 
da de 'ambas Cámaras, donde, precisamente, concurrió e: 
equipo económico del nuevo Gobierno, es decir el señor 
Ministro Zerbino, el señor contador Davrieux y el señor 
Presidente del Banco Central, contador Pascale. Alli, el 
señor Director de Planeamiento señalaba lo siguiente: 
“La evolución de los últimos años marca un deterioro 
muy grande en términos productivos, pero éste es mayor 
aún en lo relativo al bienestar nacional, en la medida en 
que, a las dificultades creadas por los dos choques pe 
troleros, se agrega el hecho de que ambos fueron enfren- 
tados por medio de un endeudamiento externo que ge- 
neró una gran carga para el país. Si consideramos los tres 
últimos años” —continúa el contador Davrieux— "la pro- 
ducción en el rubro de los bienes elaborados en el país, 
cayó. un 15%” y señalaba más adelante: “Tenemos que 
enfrentar la carga de esc endeudamiento” —es el endeu- 
damiento externo a que se hacía referencia— “y la caída 
del consumo en un 25%”. Y me permito subrayar la s!- 
guiente frase: “es de destacar que hay pocos países que, 
en ausencia de una guerra, hayan tenido resultados tan 
catastróficos”. 


Podría continuar leyendo distintas citas, tanto del se- 
ñor Ministro Zerbino como del señor contador Pascale. 
Esa era la situación que heredó este Gobierno colorado. 
Objetivamente, era en la que estaba sumido el país 
hace tan solo dos años y medio: no sólo había incerti- 
dumbre, sino también una especie de curiosidad por sa- 
ber lo que iba pasar, siendo ese el signo que caracteriza- 
ba la actitud de los agentes económicos. Aclaro que no 
sólo era incertidumbre, sino desconfianza. El déficit fis- 
cal tenía tal envergadura que, si no hubiera sido contro- 
lado, la inflación habría superado —y así lo explicitó muy 
bien el señor contador Davrieux en esa reunión a que 
hacía referencia— el 200 % en el año 1985. No faltaron 
quienes dijeran que esa era una estimación muy moderada, 
que, la inflación no sólo podía estar situada en el 200 % 
—si no se buscaba la reducción del gasto público y el 
financiamiento del déficit por vía no inflacionaria— sino 
que iba a ser mucho mayor. : 


Todos recordamos —aunque a veces aquello que no 
nos interesa no lo tenemos presente con claridad— que 
se pensaba que el país difícilmente iba a poder superar 
esa terrible coyuntura. No podemos olvidar algunos índi- 
ces, a los que yo les doy una gran importancia porque €s 
imposible medir la economía “a ojito” o a puro sentimien- 
to. Es imposible medir muchas cosas “a ojito”. La técnica 
de la “arrimadita” —o sea aquella que más o menos, por 
las dudas, trata de ver cuál es la figurita que llega hasta 
la pared-—— termina en la escuela Pero, cuando hablamos 
en serio, tenemos que referirnos, concretamente, a ¿os lla- 
mados indicadores económicos y a las cifras elaboradas 
por los servicios técnicos correspondientes. Entonces, nos 
tenemos que referir, precisamente, a las informaciones, a 
los datos y a los indicadores económicos objetivos. 
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En lo que atañe al salario real la oposición ha deja- 
do de lado y olvidado, por ejemplo que en 1984 éste ha- 
bía caído un 28 % con relación al promedio de 1982; ha 
olvidado, digo, que en el año 1985 fue posible aumentar 
el salario real ea un 14,1 % con respecto al promedio del 
año 1984,y que en 1986 ese incremento se elevó en.un 
6,8 % con respecto al promedio de 1985. "Todo esto signi- 
fica una recuperación del 21,86 % en el breve lapso de 
dos años. Y las cifras están ahí, y son indiscutibles, por 
más que se intente tomar un violín —del tipo de violin 
gitano— para interpretar las melodías más plañideras que 
sea posible ejecutar. ma 


Con relación a estos meses, en julio de 1986 el sala: 
rio real se elevó en un 3,9 %. Si atendemos al acumula: 
tivo del año 1985, de 1986 y de estos siete primeros me 
ses de 1987 —«que se corresponden a los mismos meses 
del año 1986— llegamos a un total de 26,6 % de recupe- 
ración del salario real. Nadie podrá discutir estas cifras 
por la simple razón de que es lo que surge de las esta: 
disticas que han sido publicadas y están a disposición «de 
todos los habitantes del país. Se podrá decir que no es 
suficiente; se podrá decir que en estos dos años y medio 
la recuperación del salario real tendría que haber sida 
mucho mayor. ¡Sí, señores! No digo que no debiera haber 
sido así. Lo que digo es que no conozco ninguna receta 
hábil que se haya manejado y que permita, por arte de 
birlibirloque, obtener una mejora del salario real en pro- 
porciones mayores de las que hemos logrado, una mejo- 
ra del salario real que se viene manteniendo, una mejo- 
ra del salario real que no es episódica pues, afortunada: 
mente, los datos objetivos siguen demostrando que la re- 
cuperación continúa. : 


Me atrevo a señalar —y esto corre por mi cuenta. y 
riesgo— que con los últimos aumentos salariales, con el 
enlentecimiento de la tasa de inflación en el país y con 
las mejoras que en este proyecto de. ley de Rendición de 
Cuentas se consagran para alrededor de cien mil funcio- 
narios, cabe la posibilidad de que en estos tres años la 
recuperación alcance una cifra cercana al 30%. Y repi- 
to que esto, si no es suficiente, para mí, por lo menos, es 
bastante. 2 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J.). — ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR FORTEZA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J.). — Señor Presi: 
dente: naturalmente, estoy siguiendo con la debida aten- 
ción las expresiones del señor legislador Forteza y él ha 
traído al debate algunos números, algunos indicadores 
que, como tales, son muy importantes. El señala que es- 
tán ahí y que no pueden ser controvertidos, pero sí pue- 
den y deben ser comparados con otros indicadores, y de: 
ben ser ponderados en función de la realidad circundante, 


No son los únicos indicadores existentes en la econo- 
mía nacional. Asi, por ejemplo, se compara la recupera- 
ción del salario real en el año 1985 en relación con el 
índice salarial del año 1982, pero es preciso consignar que 
al término de ese período se había producido un deterioro 
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del salario real históricamente no conocido en el país. Es 
decir, la recuperación no sobreviene en una época de .au- 
ge, ni siquiera después de un extenso período de lento 
decrecimiento, sino que es una recuperación que se pro- 
duce con posterioridad a un extenso lapso en el que el 
salario real de los trabajadores había decrecido a los índi- 
ces más bajos imaginables. En consecuencia, no era dificil 
que hubiera una recuperación. 


Otro indicador fundamental para valorar el carácter 
y la importancia de esta recuperación de que habla el se- 
ñor legislador Forteza, es su correlación con el aumento 
de la productividad, la determinación del grado en que, 
en cierta medida, se corresponde con un incremento que 
generan los propios trabajadores por una mayor eficiencia 
productiva y los distintos factores de la producción. 


Otro indicador es la persistencia de esta tendencia o 
su detenimiento o su reversión, porque lo cierto es que el 
progreso que se indica como muy significativo en los pri- 
meros períodos, va adquiriendo un ritmo decreciente. 


. Otro de los elementos fundamentales a tener en con- 
sideración, en su carácter de circundante o de telón de 
fondo, es la realidad externa al país, las realidades ex- 
trínsecas. ¿Qué pasó con las tasas internacionales de in- 
terés?; ¿qué pasó con los precios de nuestros productos 
exportables?; ¿cuál fue la evolución de esas variables?; 
¿qué pasó con el precio del petróleo, insumo básico para 
la generación de riqueza en el país y para el funciona- 
miento de su aparato productivo?; ¿qué pasó con la dis: 
tribución, entre los distintos factores de la producción, 
de las mejoras que el pais percibió como consecuencia de 
una serie de hechos cuyos indicadores nos están demos- 
trando que la única variable que hubo no fue, ciertamen- 
te, la del valor real del salario? En efecto, hubo muchas 
otras, y el señor legislador Forteza debe saber mejor que 
yo —por su amplia versación en materia económica— 
que, precisamente, la economía es una disciplina en que 
todas las variables están indisolublemente unidas las unas 
con las otras. Por eso, a veces, aisladamente considera- 
das, algunas cifras pueden inducirnos a ciertas conclusio- 
nes pero, comparadas con otras contemporáneas, relacio- 
nadas con otras realidades inseparables de aquéllas, pue- 
den llevarnos a conclusiones diferentes. 


Esa es la precisión que quería señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra el señor legislador Forteza. 


SEÑOR FORTEZA. — El señor legislador Martínez 
se adelantó a la exposición que es mi intención formular, 
que recién iniciaba, y en la que tomaré no un solo indi- 
cador, sino varios. No tomaré la totalidad de los indica- 
dores, en primer lugar, porque temo cansar demasiado a 
los presentes y, en segundo término, porque reconozco 
también mis carencias técnicas. Un distinguido economis- 
ta brasileño, Roberto Campos, hombre que escribe muy 
bien, dijo un día que la economía era la profesión más 
contagiosa. Y de economía yo sólo tengo el contagio, por- 
que no soy técnico; pero no se trata de un contagio o de 
una enfermedad que me asuste, porque veo que, en ge- 
neral, es compartida por la mayoria de los legisladores. 


- Es cierto que hay otros indicadores, pero en el curso 
de mi exposición habré de referirme a lo que ha sido la 


ASAMBLEA .GENERAL 


9 de Noviembre de 1987 


inversión bruta interna, el déficit fiscal, el índice de pre- 
clos al consumo, la desocupación el producto bruto inter. 
no, el comercio exterior y la deuda externa. Y da la ca- 
sualidad de que todos son positivos. 


Todos señalan un claro e indiscutible avance en la 
situación del país a mediados de 1987, con respecto al mis- 
mo país a principios de 1985. Creo que no se pueden des- 
cartar seis, ocho o diez indicadores —todos coincidentes 
y positivos— porque ellos conforman, sin la menor duda 
lo que puede ser la radiografía de una situación econó- 
mica, situación que ha sido lograda gracias a la acción 
cohereate, sin novelerías, esiíorzada e inteligente del me- 
jor equipo económico que ha conocido el país. 


SEÑOR LESCANO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR FORTEZA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Lescano. 


SEÑOR LESCANO. — Quisiera formular una pre: 
gunta muy concreta, porque el señor legislador nos cono- 
ce y sabe que tratamos de no “jugar a la arrimadita”, mu- 
cho menos en estos temas. 


Hace un rato manejamos algunas cifras e indicadores 
que tampoco son nuestros, que no creemos que sean par- 
ciales, y que ilustran objetivamente acerca de esa reali- 
dad. Jamás se han desconocido los aumentos que en tér- 
minos relativos con respecto a los años de la dictadura, 
experimentó el salario del sector privado en particular, 
y de ciertas franjas del sector público. Pero ocurre que 
este eficiente y notable equipo económico que ha tenido 
el país —el mejor en su historia, de acuerdo con las ex- 
presiones del señor legislador Forteza— admite —porque 
se trata de cuadros publicados especialmente por ellos—- 
que la evolución del poder de compra de los salarios, 
considerados por actividad, continúa siendo desigual. Y 
si bien los salarios reales privados aumentaron en los ín- 
dices que el señor Diputado está estableciendo, el proble- 
ma es que los salarios reales para el sector público lo 
hacen en porcentajes diferenciales, naturalmente inferio- 
res a los del sector privado. Pero hay otro elemento que 
también nos parece objetivo, que no es “de arrimadita”, 
y es que dentro del sector público, mientras los salarios 
reales en las empresas públicas se mantienen, los corres- 
pondientes al Gobierno Central han decaído. 


La pregunta es si admitiendo todo lo anterior, el se- 
ñor legislador Forteza sostiene que los salarios de los 
funcionarios del Gobierno Central —que casualmente son 
los que estamos considerando en la Rendición de Cuen- 
tas— no sólo no han mantenido el poder adquisitivo du- 
rante el pasado año, sino que han tenido una tendencia 
a disminuir. 


Formulo esta pregunta muy concreta —y, naturalmen- 
te muy respetuosa— porque ya que nos estamos mane- 
jando con cifras, cuadros y datos, es conveniente ver si 
estamos utilizando las mismas fuentes, porque lo que es- 
tamos considerando en este momento es el salario del sec- 
tor público y, concretamente, de la Administración Cen- 
tral. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Forteza. ñ 


SEÑOR FORTEZA. — La fuente de los datos que es- 
toy manejando es la que corresponde en estos casos: la 
Dirección General de Estadística y Censos. Los datos que 
estoy aportando en cuanto a salario real son promedios 
de todo el sector público y privado. Naturalmente que no 
puede ser idéntico el aumento del salario por sectores de 
actividad. Lo que sí le puedo contestar al señor legisla- 
dor Lescano es que no ha habido disminución de: salario 
en el sector público. Que haya sido mayor la recupera- 
ción del salario en el sector privado, es una cosa y que 
haya disminuido el salario en el sector público, es otra. 
Si, por ejemplo, tomáramos distintos sectores de la Ad- 
ministración Pública, veríamos que el aumento mayor en 
términos reales se dio en el Poder Judicial. Otro aumento 
importante dentro del sector público se produjo en la en- 
señanza. No me cabe la menor duda —aclaro que no dis- 
pongo de las cifras, pero quizás las tenga el señor legis- 
lador Lescano o algún otro integrante del Cuerpo— de que 
en términos reales, en los distintos sectores de la ense- 
ñanza el salario ha aumentado más que en algunas re- 
particiones de la Administración Central. Tampoco me cabe 
duda que en la mayoría de los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados del país, también ha aumentado 
más. En esta Rendición de Cuentas no estamos tratando 
el caso de la Administración Central propiamente dicha, 
sino también el de los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados, como son los organismos del artículo 220 
de la Constitución. También los organismos del artículo 
220 de la Constitución son motivo de observación por par- 
te del Poder Ejecutivo en algunos casos por la desigual- 
dad que ese tratamiento salarial comporta y, en otros, 
por el aumento de! déficit en términos muy importantes, 
como e€s el caso de la Administración Nacional de Ense- 
ñanza Pública, ANEP. 


En definitiva, creo que nadie discute que, en prome- 
dio, el salario en este país creció. Y si el promedio creció, 
quiere decir que el poder adquisitivo del asalariado au- 
mentó en las cifras que he señalado que, a julio de 1987, 
son cercanas al 27 % y que estimo habrán de andar al- 
rededor del 30 % cuando culmine este año. 


SEÑOR RIOS. — ¿Me permite una interrupción, señor 
legislador? 


SEÑOR FORTEZA. — Concedo una interrupción al 
señor legislador Ríos y rogaría a los señores legisladores 
me permitieran continuar con el hilo de mi exposición, 
porque me quedé en el primer indicador y veo que trans- 
curre el tiempo sin poder desarrollar el resto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR RIOS. — Me parece natural que en este in- 
dicador, que es el primero que ha señalado el señor le- 
gislador Forteza para sustentar su posición, aparezcan dis- 
crepancias, fundamentalmente cuando muchas de las no- 
venta y tres observaciones que formula el Poder Ejecuti- 
vo se refieren a beneficios y compensaciones que una ma- 
yoría democrática del Parlamento le ha otorgado a fun- 
cionarios de la Administración Pública, en función de los 
criterios diferentes que tenemos con el Poder Ejecutivo en 
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cuanto a lo que debe ser el salario del trabajador público 
en este país. 


Hace un rato, haciendo uso de una interrupción, el 
señor legislador Olazábal decía que cuando un modelo 
económico llega a ese punto de inflexión y comienza a 
quebrarse —y cuando tanto los factores internos como los 
externos están augurando en forma notoria que si no hay 
un cambio esos índices que se han manejado propagan- 
dísticamente en 1986, a fin de este año 1987 no serán ta- 
les-— se produce un fenómeno que él definía como a rup- 
tura de la lógica elemental, haciendo alusión expresa a 
ciertas afirmaciones del señor legislador Bouza en cuan- 
to al manejo del tema de la deuda externa por parte del 
equipo económico. Pienso que el señor legislador Forteza 
agrega elementos en ese sentido al afirmar que estamos 
ante el mejor equipo económico que tuvo el pais en toda 
su historia. 


Señor Presidente: ya hemos planteado en la Comisión 
—no sólo en presencia del señor Diputado Forteza sino 
de todo el equipo económico— que no dudamos de las 
cifras que se manejan, pero que no entendemos por qué 
en empecinan en tomar como base el año 1984 y no por 
lO menos un promedio de lo que fue la pérdida del salario 
real que tuvieron los trabajadores del país como conse- 
cuencia de la política aplicada por la dictadura. 


Este tema lo estamos discutiendo desde 1985, momen- 
to en el que habia pleno acuerdo en que la pérdida del 
poder adquisitivo del salario en el sector público oscilaba, 
entre un 45% y un 46%. Es muy fácil decir que en lo que 
va de este período democrático, la evolución ha sido de 
un 21,86%, pero la base es 1984, uno de los peores años, 
según demuestran los indices que el señor legislador For- 
teza va a manejar para sustentar su posición. 


Además, queremos agregar que en aquel momento so. 
licitamos información al equipo económico; pedimos los 
datos concretos, oficiales, de la evolución del salario so- 
bre la base de un promedio para el período comprendido 
entre los años 1973 y 1984 los que, hasta ahora, no fue- 
ron suministrados al Parlamento. Con esa información a 
la vista, y analizando estrictamente la situación del sec- 
tor público, es indudable que las cifras que maneja el 
señor legislador Forteza no son iguales. Inclusive pode- 
mos afirmar —y lo hemos demostrado considerando el 
caso de algún organismo del artículo 220 de la Consti- 
tución—- que en ciertas áreas ha habido una pérdida del 
salario real en lo que va del período democrático. Esta 
afirmación —que consta en las versiones taquigráficas— 
no pudo ser rebatida por los miembros del equipo eco- 
nómico. 


Respetamos y reconocemos la validez de ciertas cifras 
que aquí se han manejado. Pero, ¿por qué no abrimos 
el juego y miramos este asunto de Otra forma? De esta 
manera, indudablemente, podremos entrar a explicar por 
qué se dan diferencias en el tratamiento del tema rela. 
tivo a los salarios y por qué el Parlamento adoptó esta 
actitud en lo referente a las compensaciones de los fun- 
cionarios, si partimos de la base de un promedio para el 
período comprendido entre los años 1973 y 1984 y no del 
punto más bajo, como lo fue 1981, momento en el cual 
todo. los índices disminuyeron notoriamente. 
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Durante la discusión del Presupuesto Nacional indi- 
camos cómo se podia medir objetivamente la participa- 
ción del salario en el gasto público, estudiando cifras que 
todavía siguen vigentes, por el hecho de que el año pa- 
sado no hubo Rendición de Cuentas. Si analizamos lo 
estipulado en la Ley N* 15.809 —Ley de Presupuesto— 
excluyendo la amortización de la deuda externa, vemos 
que los Rubros 0 y I —correspondientes a sueldos y car- 
gas sociales— participaron en el gasto público en un 38% 
en 1985 y en un 31% en 1986, mientras en 1973 esa par- 
ticipación era del 63%. 


Otro aspecto a señalar es el relativo a la recupera- 
ción del salario en la enseñanza, como mencionaba el 
señor legislador Forteza. Si el promedio de pérdida del 
salario de los trabajadores públicos —y aqui englobamos 
a- los organismos del artículo 220 de la Constitución, a 
los Entes Autónomos, a las Intendencias y a la Admi- 
nistración Central— oscilaba entre un 45% y un 46% 
—tal como lo demostramos en la discusión del proyecto 
de ley de Presupuesto— la disminución del poder adqui- 
sitivo en el sector de la enseñanza fue del orden del 70%. 
Si consideramos esa tremenda pérdida, es indudable que 
los porcentajes de recuperación fueron mayores, pero ello 
no significa que efectivamente hayan mejorado de tal 
forma como para tener salarios de un nivel decoroso, 
corde con la función social que ese sector presta. 


Por esas razones estamos dispuestos a discutir y ana- 
lizar el tema del salario, pero siempre que el Poder Eje- 
cutivo muestre todas las cartas y no esconda alguna en 
L.' manga, como lo hizo tanto en la discusión del pro- 
yecto de ley de Presupuesto de 1983, como en la de esta 
Rendición de Cuentas, cuando se negó a suministrar in- 
formación que para algunos legisladores era esencial pa- 
ra poder llegar a una conclusión final y, en definitiva, 
ponernos de acuerdo sobre este punto. Este equipo eco- 
nómico —que el señor legislador Forteza define como el 
mejor en la historia del país— al omitir esta informa- 
ción está denotando debilidad en el tratamiento de este 
tema especifico. Sabe que si se suministra oficialmente 
la información en base a los criterios que suglere el Par- 
lamento, indudablemente muchos de los índices que circu- 
lan, se desmoronarían y mostrarían con crudeza no sólo 
el otro índice, el de la calle, el del trabajador que no 
llega a fin de mes —lo que trae repercusiones sociales 
notorias, de las que sobran ejemplos, como lo que suce- 
dió el fin de semana pasado en nuestro país— sino tam- 
bién el oficial, que muestra una imagen de crecimiento 


que, en definitiva, la mayoría de los trabajadores del 


sector público saben que no es la verdadera. 


Asimismo, este equipo económico —que reconocemos 
inteligente— demuestra debilidad al no aportar informa. 
ción de acuerdo con esos criterios, porque allí está uno 
de los aspectos que denotan lo manifestado por varios 
señores legisladores en el sentido de que se ha llegado a 
un punto de inflexión de esta política económica, Y uno 
de los índices que lo demuestra es el primer punto que 
está analizando el señor legislador Forteza: la evolución 
del salario real en el sector público del país. 


Muchas gracias por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Forteza. 
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SEÑOR FORTEZA. — Señor Presidente: si me es 
permitido, voy a felicitar al señor legislador Ríos por el 
tremendo ejercicio dialéctico que ha tratado de llevar a 
cabo para desvirtuar lo indesvirtuable, ya que simplemen- 
te he señalado en forma objetiva cómo ha aumentado 
el salario real, hecho que todos reconocen. Nadie ha tra- 
lado de discutir estas cifras porque ello iría contra la 
lógica más elemental. En ningún momento he dicho que 
se trate del salario real mas alto de la década ni que 
en 1987 el poder adquisitivo de! salario sea el mejor o 
«l más alio que se haya conocido en muestra historia. 
3implemeníe he manifestado que la dictadura militar de- 
¡ó en una situación de desastre a este país y que en dos 
uilos y medio hemos obtenido una serie de logros que, 
me atreveria a decir, prácticamente nadie en esta Asam- 
biea hubiera afirmado que fuéramos a lograr. 


Esto no quiere decir, naturalmente, que esté todo bien 
ni que hayamos Jogrado un país de jauja, un país de fe- 
lícidad, ni que hayamos eliminado las injusticias irritan- 
tes que todavía existen. Para arribar a eso es que esta- 
mos llevando a cabo una política económica coherente y 
no queremos repetir los mismos errores que en más de 
una ocasión este país cometió. Estamos respaldando fir- 
memente al Gobierno y al equipo económico a fin de 
evitar que luego de tener algunas mejoras episódicas nos 
precipitemos en el vacio que ya hemos conocido a lo lar- 
go de toda nuestra historia, porque ha sucedido con dis- 
tintos regímenes politicos y esta vez —porque lo peor que 
puede pasar es la reiteración de errores— este Gobierno 
está absolutamente dispuesto a evitarlo. Por eso, no nos 
pidan milagros, porque ellos no existen en economía. Tal 
vez haya existido el milagro aleman, con su famoso Mi. 
nistro Erhard y el milagro japonés, pero en América La- 
tina esos milagros no se dan y mucho menos en el Uru- 
guay. Entonces, no es cuestión de decir: tenemos que 
hacer que todo el mundo, de un día para el otro, viva 
feliz. Ojalá lo pudiéramos hacer, señor Presidente. Si efec- 
tivamente se pudiera hacer el Partido Colorado ya lo hu- 
biera logrado, pero eso es imposible porque no podemos 
generar riqueza por decreto. Esa es Otra de las cosas que 
este país ha aprendido: no podemos generar aumentos 
de salarios por decreto porque sabido es que todo ezo aca- 
rrea la consiguiente inflación. Y cuando se desata la ca- 
rrera entre la inflación y el salario, siempre pierde el 
salario. POr eso estamos seguros que el salario real va a 
seguir mejorando. Porque ¿que es en definitiva el salario 
real? Es el salario nominal deflactado por la inflación. 
¿O es acaso otra cosa? El salario real es el poder adqui- 
sitivo del salario, es decir, lo que se puede comprar con 
él. ¿Con qué se puede comprar? Con lo que se gana. ¿Qué 
importa, por ejemplo, aumentar de un día para otro los 
salarios un 50% para que pasen de 100 a 150, si en defi- 
nitiva estamos desatando una inflación del 80%? Eviden. 
temente, ese salario nominal no va a tener el efecto jus- 
ticiero que estamos buscando. 


Todas estas son verdades elementales, muy claras e 
indiscutibles. Comprendo que la lucha política puede im- 
pedir a los legisladores reconocerlo, pero el país sabe que 
lo peor que nos podría ocurrir sería incurrir nuevamente 
en errores de otras épocas. 


SEÑOR BATLLE. — El país mira para los costados, 
señor legislador. 
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SEÑOR FORTEZA. — Continuando con mi exposición 
Voy a pasar a otro indicador que creo que es muy impor- 
tante y tiene que ver con el déficit fiscal. 


.. En 1982 el déficit fiscal llegó al 36.4% del total de 
los egresos; es decir que hace apenas cinco años alean- 
zaba ese porcentaje. En 1983, el déficit fue del 20.1%; 
en 1984, subió al 28.3%, siempre en términos de egresos. 
Cún este Gobierno ese déficit fiscal comenzó a disminuir. 
En términos de egresos, en 1985 se redujo al 16%, que 
equivalió aproximadamente, al 2.8% del Producto Bruto 
Interno, En 1986, ese déficit tuvo una reducción adicio- 
nal y se situó en el 7% de los egresos, equivalente al 1.4% 
del Producto Bruto Interno. En los nueve primeros meses 
de 1987, es decir, hasta setiembre, el déficit anda alre- 
dedor del 7.2% de los egresos y, de acuerdo con declara- 
ciones formuladas no hace mucho tiempo al semanario 
“Búsqueda” por el señor Subsecretario de Economía y Fi- 
nanzas, contador Mosca, se estima por parte del Gobierno 
que se van a poder lograr las metas fijadas, con lo cual 
el déficit podrá ser nuevamente reducido en un porcen- 
taje mayor. Pero esto será asi partiendo de la base de 
que el deficit que tengamos que enjugar en 1988 —al ha- 
blar en plural me refiero a todo el país— no supere los 
U$S 90:000.C00 o USS 95:000.000, o sea que no llegue a 
los U$S 140:000.000 o U$S 145:000.000, que sería e] déficit 
que tendría esta Rendición de Cuentas si no se hubieran 
interpuesto por parte del Poder Ejecutivo las observacio- 
nes que hoy son motivo de consideración. 


Esto debe quedar claro: sin las disposiciones que fue- 
ron observadas por el Poder Ejecutivo, el déficit de esta 
Rendición que va entrar en vigencia —espero que rápi- 
damente— será de alrededor de los U$S 90:000.000, Con 
las disposiciones observadas, que no van a ser levantadas 
por esta Asamblea General por no contar con el quórum 
requerido, ese déficit se elevaría a la cifra de U$S 140 
nillones. 


Voy a dar lectura a dos párrafos del editorial del jue- 
ves 22 de octubre de 1987 del semanario “Búsqueda”, cu- 
yo Director sabido es que no pertenece a mi sector polí- 
tico y que ni siquiera votó por él. 


El primer párrafo establece que el déficit “alcanza- 
ría la espeluznante suma de N$ 25.500 millones” —agrego 
que es lo que dice el Mensaje— “en unidades de comien- 
zos del año en curso —algo así como 140 millones de dó- 
lares— de lo que inferimos que, en conjunto, las dispo- 
siciones vetadas agravarían el déficit del sector público 
en el equivalente, grosso modo, de dos puntos porcentua- 
les del PBI. Puesto que el déficit corriente se Ubica en 
el entorno del 45% del PBI, estamos hablando de un 
incremento del desbalance en exceso del 40%”. 


Más adelante agrega: “En suma, la Rendición ha des- 
cubierto un panorama político e institucional inquietante. 
Los vetos del gobierno han salvado a la República de una 
verdadera debacle económica”. 


Destaco que el problema del déficit y sus efectos no- 
civos es de todos conocido. 


El déficit se financia solamente de dos maneras —por 
lo menos, son las únicas que yo conozco—: mediante la 
colocación de valores públicos, siempre y cuando haya 
suficiente confianza en la plaza y ésta esté dispuesta a 


ASAMBLEA .GENERAL 


A.G.—129 


adguirinlos, o a través de la emisión pura y simple, es 
decir, la famosa “maquinita” del Banco Central] de la que 
tantas veces se ha hablado y que tantos problemas ha 
ocasionado en nuestro país. Pero estas formas de finan- 
ciamiento son altamente inconvenientes; una, simplemen- 
te porque aumenta la oferta de dinero en plaza con su 
consecuente impacto sobre el nivel de precios y, Otra, por- 
que en definitiva 1etira recursos que deberían ser desti- 
nados por ese inversor a otras fuentes productivas. 


Hasta ahora, simplemente, he hecho alusión al se- 
gundo indicador, que es el correspondiente al déficit 
fiscal. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — ¿Me permite una Inte- 
rrupción? 


SEÑOR FORTEZA. — Le concedo la interrupción, pe- 
ro le ruego que sea breve porque no es mi intención ex- 
tenderme demasiado en aras de economizar tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede interrumpir e] señor 
legislador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — A mi juicio, las palabras 
del señor legislador Forteza demuestran cumplidamente 
en qué medida está totalmente consustanciado con la 
politica del equipo económico, porque coincide con su te- 
vis en una forma ya casi enajenada. 


Se pregunta cómo hacemos para financiar el even- 
tual déficit y se da las respuestas que todos lo acabamos 
de oir. Afirma que para ello hay dos maneras: una es 
emitir papel moneda —la “maquinita”, tal como él la 
llamó— y la otra es la colocación de títulos de deuda 
pública. Teniendo en cuenta el talento y el conocimiento 
del señor legislador Forteza, nos deja atónitos; que olvi- 
dó, coincidentemente con el Poder Ejecutivo, que hay 
otra fórmula. ¿Sabe cuál es? Los impuestos. El Poder Eje- 
cutivo, con respecto a esta posibilidad y por usar una 
locución habitual nos dice: “Yo, argentino; no tengo na- 
da que ver”. Hasta la fecha, no ha logrado comprender, 
O por lo menos analizar, que frente a una necesidad so- 
cial, es posible crear o aumentar una fuente impositiva. 
Esta posibilidad no existe en el Uruguay desde marzo de 
1985. Se ha hecho algún retoque de algún impuesto que 
no le gusta al Poder Ejecutivo, y que procura desaparez- 
ca, y en compensación crezca otro en compensación del 
anterior que sí le place —y muchos de quienes estamos 
aquí sabemos a cual me refiero y no quiero entrar en e! 
tema— pero de ahí en adelante nada más. 


He dicho en el Senaúo —y lo repito— que hay que 
recordar al señor Ministro de Economía y Finanzas que 
no sólo debe gastar sino también recaudar, porque ésta 
última también es una de sus tareas. El señor legislador 
Forteza —quizás inconscientemente o llevado por esa es- 
trecha simbiosis en la que se encuentra con que ha lla- 
mado el mejor equipo económico que ha conocido la his. 
toria del país incluyendo, seguramente, su propia actua- 
ción cuando fue Ministro— se Olvidó que hay Otra fór- 
mula y la más obvia y elemental, para evitar el défic:' 
Por ejemplo, un pais de gigantesca economía como lo es 
Estados Unidos de América tiene un déficit presupuestal 
importante, y aun cuando no le representa mucho pro- 
blema la emisión de papel de deuda externa, porque ésta 
es en su propia moneda, sin embargo, y lo hemos leído 


130—A.G. 


en estos dias en el Congreso norteamericano se está ana- 
lizando qué impuestos aumenta O crean para solventar 
el déficit. El propio Presidente de la República de Esta- 
dos Unidos, otro olvidadizo de que aparte de gastar tam- 
bién se recauda, ahora se ha rendido ante la evidencia 
y acepta subir los impuestos, lo que es una tremenda he- 
rej:a para la teoría política que ha sostenido ese mismo 
Presidente y su partido. Por lo menos se acordaron, ante 
la evidencia irrefutable, que es necesario ej análisis de 
la recaudación, 


Ej señor Ministro y el señor legislador Forteza sólo 
admiten como métodos válidos para solventar un déficit: 
utilizar la “maquinita” o por medio de la colocación de 
papeles. Pero si el señor legislador me lo permite, voy a 
recordarle que toda Secretaría de Estado encargada de la 
economía y las finanzas cuenta además, y sustancialmen- 
te, con lo mencionado en otras Oportunidades: las fuen- 
tes de recaudación. Vale la pena recordar esto ya que el 
señor legislador insiste, aunque sé que hará oídos sordos 
porque su teoría es que a ellos no se les llega con ese 
tema. Cuando se dice, pues, que va a haber un déficit 
fiscal, nosotros planteamos como alternativa válida que 
e recaude, a lo que se nos responde que no, que el dé- 
ficit es aparentemente, por esencia y que tal parece hay 
una disposición constitucional que prohibe la búsqueda de 
nuevas recaudaciones en este país. Si no damos más re- 
cursos A la enseñanza en nuestro país es porque, entre 
otras cosas, se quiere gravar a la actividad. Hay que en- 
frentar la responsabilidad, y decir claramente que se pre- 
Tíere dejar a la enseñanza sin recursos con tal de no crear 
impuestos. No voy a seguir interrumpiendo al señor legis- 
lador Forteza, pero le pido que se acuerde para la pró- 
xima vez que en teoría presupuestal, primero están los 
recursos, después la “maquinita” y, por último, la coloca- 
ción de deuda. ¿Acaso los recursos están en último lugar, 
o ni siquiera existen para el equipo económico? El señor 
legislador Forteza nos explicará por qué no tiene en cuen- 
ta el arbitrio del aumento de impuestos, pero, por lo me- 
nos, acuérdese que existe este mecanismo, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Forteza. 


SEÑOR FORTEZA. — Agradezco al señor legislador 
García Costa su consejo y lo que él me recuerda con res- 
pecto a los impuestos. No me cabe la menor duda que 
ese recuerdo lo va a tener el] contribuyente nacional cuan- 
do tenga que ir a liquidar sus impuestos, Además, me 
permitirá que junto con mis distinguidos compañeros re- 
corramos las distintas tribunas señalando que fue él el 
primer propiciador del. aumento de la presión impositiva 
en el país. Creo que su elocuencia —y soy el primero en 
admirarla— lo ha llevado a decir, nada menos, que hay 
que aumentar la presión impositiva, aun cuando dos por 
tres escuchamos protestar con respecto a este tema, Por 
ejemplo, el productor rural va a tener que pagar en po- 
cos días —creo que el vencimiento es en este mes— el 
IRA o el IMAGRO, según corresponda, y protesta. Tam- 
bién lo hace ei consumidor que ve, en definitiva, que los 
impuestos aumentan el costo de los artículos que nece- 
sita adquirir indispensablemente para sobrevivir. 


No es cuestión de hablar del problema de los impues- 
tos. Si no hubiera sido porque aumentó la recaudación 
y la presión impositiva, el déficit no se hubiera reducido 
de un 36% de los egresos a tan sólo un 7%. Los impues- 
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tos que se recaudaron aumentaron en términos reales, 8s 
decir que lo percibido en términos nominales se ha in- 
crementado más allá de la inflación. 


Yo dig) que no es fácil aumentar la presión impo- 
sitiva sobre un país, si queremos que éste se desarrolle; 
que no es fácil aumentar la presión impositiva en un país 
si queremos que su población en definitiva, pueda tener 
mejores niveles de consumo; que no es fácil aumentar la 
presión impositiva si queremos que vuelvan capitales uru- 
guayos necesarios para continuar la reactivación de nues- 
tra economía. Pero de cualquier manera tomaré muy en 
cuenta la observación del señor legislador García Costa. 


(Interrupciones. Murmullos) 


—Me están solicitando interrupciones, pero yo pido 
que se me deje terminar, Naturalmente, no quiero sus- 
tituir a la Mesa en el desarrollo del debate. 


SEÑOR FUENTES. — ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR FORTEZA. — Le contedo una interrupción. 
Si me disculpan los señores legisladores, les rogaría qu 
me dejen terminar. ; 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Fuentes. 


SEÑOR FUENTES. — Muchas gracias. 


Yo creo que estamos tocando un tema esencial en el 
debate a que nos ha impulsado el estudio de los vetos 
que interpuso el Poder Ejecutivo. Inclusive, más que ana. 
lizar los vetos en si mismos, en cierta forma estamos de- 
sarrollando un debate sobre la politica económica global 
del Poder Ejecutivo. 


Voy a ser muy breve y solamente haré algunas re- 
flexiones. Me parece que de este círculo vicioso en el cual 
aparentemente estamos es posible salir a través de algo 
que quizá sea más fácil de decir que de hacer: aumentan- 
do la producción, mejorando los niveles de productividad. 
Creo que para eso también hay instrumentos económicos 
que la evolución de la teoría ha puesto a disposición de 
los gobernantes, Si nosotros queremos crecer aplicando po- 
líticas recesivas, no vamos a lograrlo; tendremos alguna 
mejora relativa, pero no impulsaremos al país hacia el 
desarrollo. : 


Voy a hacer referencia a algunas cifras de las que 
nos han sido proporcionadas en los Mensajes que el Po- 
der Ejecutivo envió al Parlamento sobre los gastos de 
funcionamiento de 1986. Advierto que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tiene un 1,7% del total 
de esos gastos. Ahí está gran parte de la riqueza nacional. 
Es decir que el país no invierte en investigación, en im- 
pulsar sus actividades básicas. 


El Ministerio de Industria y Energía participa en un 
0,3% de los gastos de funcionamiento del país. 


La Administración Nacional de Educación Pública 
participa en un 9,9% del total; la Universidad de la Re- 
pública en un 3,6%. 


Con estas cifras, ¿es posible pensar en un país que 
va a crecer? ¿Estamos invirtiendo bien en los gastos pu- 
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biicos? ¿Estamos reflexionando acerca de qué es lo im- 
portante para el pais? ¿O nos estamos metiendo todos 
en la lógica de una pohtica recesiva? 


Y, si a todo esto agregamos el hecho de que la Ad- 
rainistración Nacional de Educación Pública y la Univer- 
sidad de la República sumados participan en un 13,5% 
de los gastos y el Ministerio de Defensa Nacional parti. 
cipa en 13,7%, creo que estamos gastando mal, Y si esta- 
mos gastando mal, no podemos pretender que el pals 
crezca. Y no podemos pretender abatir el déficit tiscal 
con el sacrificio de un sector de la población. 


Superar estos problemas supone una política audaz, 
de fondo, no una política meramente monetarista que 
trata de llegar a determinados indicadores económicos, 
cuando hay indicadores que no aparecen en las estadis- 
ticas oficiales pero que se ven en la calle, que se apre- 
cian realmente con los problemas sociales. No aparecen 
seguramente en los informes que se preparan pero sin 
embargo son más dolorosos, más profundos, Más verda- 
deros que las cuentas y los índices que se muestran. 


Creo que aqui hay una gran parte de responsabilidad 
en la forma como se asignan los gastos. Parto de la base 
de que este Poder Ejecutivo no puede cambiar, en el cor- 
to plazo de dos años y medio, la estructura de los gastos 
generales. Nadie le está pidiendo que cambie fundamen- 
talmente esa estructura, pero es buena hora de que em- 
piece a hacerlo, que impulse programas de desarrollo e 
investigación y que salgamos todos de esta lógica de po- 
líticas recesivas que lo único que hacen es obligar a la 
población a que ahorre para que esos ahorros que sacri.- 
ficadamente realiza sean después canalizados a pagar 
puestras obligaciones externas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Puede continuar el señor 
legislador Forteza. 


SEÑOR FORTEZA. — Señor Presidente: como res- 
puesta al pasar, para no entrar en polémicas a esta altura 
de la noche, voy a dar algunas cifras de los efectos de 
la política recesiva seguida, que tienen que ver con la 
evolución del Producto Bruto Interno. 


Entre los años 1982, 1983 y 1984, el Producto Bruto 
Interno, es decir, el total de la producción de bienes y 
servicios del país, si no estoy equivocado, disminuyó en 
un 17 %. En el año 1985 —el primero de este Gobierno 
colorado— no hubo crecimiento; puede decirse que la ci- 
fra estuvo situada en el entorno de cero. Pero en el año 
1986 sí se produjo una verdadera inflexión: el Producto 
Bruto Interno —como es conocido por todo el mundo— 
creció en un 6,3 %. Se dijo entonces que el crecimiento 
era coyuntural, que una serie de elementos externos ha- 
bían contribuido a que el país creciera: la situación del 
Brasil, la baja del precio del petróleo, la baja de las ta- 
sas de interés, etcétera. Y yo digo que sí, que es cierto 
que eso contribuyó al crecimiento, pero asimismo veo que 
nuestros vecinos, Argentina y Brasil, también tuvieron las 
mismas circunstancias de carácter externo; Argentina su- 
fre una inflación superior al 150% y Brasil de un 200% 
Y si hablamos con cualquier argentino o brasileño media- 
namente bien informado sabremos que el salario real ha 
decrecido en los dos países vecinos. 
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Volviendo al Producto Bruto Interno, las cifras publi- 
cadas en el Boletín Estadístico N% 88 del Banco Central 
del Uruguay de setiembre de 1987, indican —¡0oh, sor- 
presa! — exactamente el mismo porcentaje: 6,3 % que co- 
rresponde al crecimiento del PBI en el primer semestre del 
año en curso. 


La industria manufacturera creció nada menos que 
un 14,7 %. Esto es con respecto a 1986. La construcción 
creció un 9,4 %; el comercio un 11,8 %; el transporte y 
almacenamiento un 9,5 %. Esto es solamente por citar cua- 
tro elementos fundamentales. ¡Reitero que el crecimiento 
es del 6,3 %. 


Entonces, si crece el salario real, si el déficit fiscal 
disminuye notoriamente, si el Producto Bruto Interno si- 
gue creciendo en el primer semestre de 1987 a un ritmo 
similar al de 1986, ¿cómo podemos hablar de recesión? 
Por otra parte, esta afirmación no se conjuga con ninguno 
de los otros indicadores. Por ejemplo, hablemos de lo que 
pasó con la inversión bruta interna. Entre el año 1985 
y 1986 fue un 8 % del Producto Bruto Interno y se prevé 
que para 1987 la inversión será de alrededor del 11% o 
12 %. 


Voy a citar rápidamente otro indicador: la desocu- 
pación. Como todo el mundo sabe, en el año 1984 era del 
orden del 13%; en 1985 tuvo una pequeña disminución 
y fue de alrededor del 12 %; en 1986 bajó al 9.4 % y en 
lo que respecta al trimestre móvil junio-agosto de 1987 
estuvo en el entorno del 8.7 %. Por tanto, la realidad nos 
está diciendo que entre 1984 y 1987 se crearon, nada más 
ni nada menos, que alrededor de 50.000 nuevos puestos de 
trabajo, lo que se traduce en un descenso de la desocu- 
pación o, dicho de otra manera, en un aumento de la ocu- 
pación. Esta es una realidad también indiscutible y esa 
cifra surge pura y simplemente de tomar en cuenta la po- 
blación económica activa y el aumento de la tasa de ocu- 
pación o la disminución de la tasa de desocupación. 


Con respecto a la inflación, como todos sabemos, en 
el año 1985 fue del 83 % y —tal como lo señalara en el 
inicio de mi exposición— las estimaciones de prácticamen- 
te todo el mundo eran de que en ese año iba a superar 
ampliamente el 100 %. Eso no sucedió. En el año 1986 
la inflación bajó al 71% y en el corriente año 1987, va 
a estar en el entorno del 60 %. Se me podrá decir que no 
€s una disminución dramática de la inflación y que el 
país necesita que la inflación sea menor, y estamos de 
acuerdo en eso. Pero yo digo que ni el más pintado es 
capaz de conseguir mejores índices que los que hemos 
logrado en este país. Ni el más pintado lo hubiera logra- 
do sin incurrir en el tremendo riesgo de desatar la infla- 
ción, que es precisamente lo que les ha sucedido a los 
gobiernos de Argentina y Brasil, con todas las connota- 
ciones políticas y sociales que ello supone. 


No sé si vale la pena que insista refiriéndome a otros 
indices, pero creía que era imprescindible mencionar al- 
guno de ellos porque aquí se dice que no se comparte 
esta política económica. Me parece bien que se diga esto; 
nosotros no pedimos que todo el mundo coincida con nues- 
tros. puntos de vista y posiciones políticas, económicas y 
sociales, pero sí queremos que se nos diga por qué no se 
comparten. Y sobre todo pretendemos que no se trate de 
disminuir los logros que hemos obtenido; nosotros no los 
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magnificamos, pero no creemos que sea justo ni que esté 
de acuerdo con lo que el país se merece toda esa cam- 
paña para sembrar la incredulidad, el escepticismo y la 
tristeza. Yo digo que esto no puede hacerse. Nosotros es- 
tamos esforzándonos por mejorar la situación y hemos 
obtenido como resultado que todos los indicadores econó- 
micos sean positivos, y no se ha citado —ni podrá hacer- 
se, al menos por ahora— un sólo indicador negativo. Y 
cabe destacar que esto es una excepción en América La- 
tina. Por tal razón, cada dos por tres aparecen algunos 
cables en los que se señala que dentro de América Lati- 
na Uruguay ha sido uno de los países que ha tenido me- 
jor performance en los últimos tiempos. Uno de los últi- 
mos despachos de prensa que leí establecía que en lo que 
tiene que ver con el ingreso per cápita, Uruguay está 
ubicado en segundo lugar en América Latina, después de 
Venezuela que —como todos sabemos— es un país que 
está flotando sobre un mar de petróleo y uno de los más 
ricos, si no el más rico, de todo el continente. Y resulta 
entonces —hablando modestamente—- que el Uruguay tie- 
ne un ingreso per cápita mayor que el de Brasil, Argen- 
tina, México, en fin mayor que todo los países de Amé- 
rica Latina, a excepción de Venezuela. 


Entonces yo digo que si esto es llevar a cabo una po- 
lítica económica equivocada, no sé cuál sería la correcta. 


(Interrupciones) 


-—Si nosotros hemos logrado todo esto, ¿cómo se pue- 
de señalar que esta política económica ha fracásado, cuan- 
do todos los indicadores están señalando lo contrario? 


Por otra parte, también existe la llamada economía 
sicológica, que depende del lugar que se ocupe. Si yo 
estoy en la oposición no voy a decir que el Gobierno está 
haciendo bien las cosas; por tanto no solicito a la oposi- 
ción que nos lo diga. Pero sí reclamo que la oposición nos 
otorgue el derecho a defendernos, que nos permita exhi- 
bir los logros que hemos obtenido y señalar los indicado- 
res económicos, que no son inventados por nosotros; in- 
clusive, como no podía ser de otra manera, en Sala se 
ha reconocido expresamente la veracidad de estas cifras. 


Por lo expuesto, expreso que si hay algo que está 
justificado son los vetos del Poder Ejecutivo, porque —-tal 
como se señala en el Mensaje— de no haberse interpues- 
to, las modificaciones a la Rendición de Cuentas aproba- 
das por el Parlamento habrían aumentado el déficit fis- 
cal aproximadamente en N$ 25.500:000.000, que traduci- 
dos a dólares a la cotización de comienzos del Ejercicio, 
es decir, N$ 181, son U$S 140:000.000, suma que la eco- 
nomía del país no puede soportar. De ahí que, con toda 
razón, el editorialista de “Búsqueda” —que no es de mi 
sector y que tampoco votó a mi Partido— señalara que 
los vetos interpuestos por el Gobierno, han salvado a la 
República de una verdadera debacle económica. 


Nada más, señor Presidente. 
(Apoyados. ¡Muy bien!) 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR MELO SANTA MARINA. — ¿Me permite 
una interrupción? : 


SEÑOR ¡RODRIGUEZ CAMUSSO. — Con mucho 
gusto, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Agradezco al 
señor legislador Rodríguez Camusso que me dé la opor- 
tunidad de hacer uso de la palabra por vía de la interrup- 
ción, ya que habiendo aguardado disciplinadamente que 
los dos señores legisladores del Partido Colorado que han. 
intervenido en este debate terminaran su exposición, me 
encuentro con que el señor legislador Forteza no enten- 
dió oportuno concederme la interrupción que le solicitara, 
que tenía como fin expresar mi sorpresa por el manejo 
que se hace de los grandes números del Presupuesto Na. 
cional por parte de la bancada oficialista. 


Yo sé que con números se puede hacer cualquier can: 
ción, con guitarra o sin guitarra, con violín o sin violín, 
como decía el señor legislador Forteza. Pero habiendo fi- 
nalizado su exposición el señor legislador, no escuché en 
ningún momento algo que, por lo menos, sacara de enci.- 
ma del Presupuesto Nacional esta especie de estigma en 
el sentido de que el déficit presupuestal es la madre de 
todos los males. 


Eso es, justamente, lo que pretendía poner de mani- 
fiesto. 


Digo que tal cosa no es verdad. Digo que se omiten 
algunos datos que son importantes a la hora de hacer 
un repaso de toda la economía nacional en lo que va del 
actual período de Gobierno. 


Por otra parte, si hablamos de déficit presupuestal 
no debemos referirnos a esos N$ 13.000:000.000 que cons- 
tituyen el déficit del presupuesto de caja. El déficit pre- 
supuestal asciende a N$ 41.700:000.000, tal como consta, 
inclusive, en el artículo 19 de esta ley y que aproximada- 
mente representa entre un 45% y un 5% del Producto 
Bruto Interno. 


Admitamos como déficit del presupuesto el déficit 
del presupuesto de caja, ése cuyas variables —tal como 
señalaba en la sesión del jueves próximo pasado— no ma- 
neja el Parlamento, por cuanto en ello influyen acciones 
gubernativas y administrativas —entre ellas ni más ni 
menos que la propia eficiencia del Poder Ejecutivo, no ya 
para imaginar nuevas recaudaciones, como decía hoy el 
señor legislador García Costa, sino inclusive para recau- 
dar aquello que ya está establecido por ley—- que esca- 
pan a todo control legislativo. No nos consta para nada 
que la recaudación que figura en el presupuesto de caja 
sea la que realmente corresponda. Lo será o no; el Par- 
lamento no lo sabe. Seamos generosos y admitamos, en- 
tonces que el déficit del presupuesto asciende a algo más 
de N$ 13:000:000.000, lo que implica el 1,4% del Pro- 
ducto Bruto. Esto tiene poca relación con lo que es el 
monto del déficit fiscal global, que es del orden del 5 % 
del Producto Bruto. Esto significa que el 3,6 % del défi- 
cit es parafiscal, y el Presupuesto Nacional nada tiene 
que ver con él. 
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Por otra parte, si vamos a manejar grandes cifras, 
manejémoslas todas. 


El costo de apertura del Ejercicio 1987 —vale decir 
la Ley N* 15.809, más la N? 15.851, más la Rendición de 
Cuentas-- es del orden de los N$ 273.000:000.000. Pero si 
a esa cifra le quitamos lo correspondiente a los Incisos 
20 al 24, que son las transferencias, Jos subsidios y los 
desembolsos financieros del Estado que suman alrededor 
de N$ 100.000:000.000, tenemos que el costo de la Admi- 
nistración Pública, más los organismos incluidos en el 
artículo 220 de la Constitución, más los Poderes Legisla- 
tivo y Judicial, es del orden de los N$ 173.000:000.000, 
cifra muy similar —inclusive algo menor— al costo de 
apertura del Inciso 30, que es “Amortización de la Deu- 
da Pública”. 


En consecuencia, cuando se quiere presentar al Pre- 
supuesto Nacional y a su déficit como la madre de todos 
los malés, creo que se incurre en un exceso verbal. Eso 
no es así, y las propias cifras del Presupuesto Naciona! 
y de la Rendición de Cuentas, manejadas con justeza, 
lo están demostrando, 


En ese déficit parafiscal se contabilizan U$S 228 mi- 
llones de pérdida neta del Banco Central del Uruguay, 
de los cuales U$S 67:000.000 son costos financieros del 
famoso negocio de la compra de carteras pesadas. El res- 
to no es pago de deuda externa, tal como en algún mo- 
mento se dijo aquí, sino que son costos de la política fi- 
nanciera que lleva adelante el Poder Ejecutivo. 


Repito; cuando se manejan las grandes cifras, debe- 
mos manejarlas todas. 


Aún habría que decir que si este déficit de caja llega 
al 1,4% dei Producto Bruto Interno no es por el celo 
que el Poder Ejecutivo pone vetando normas que el Par- 
lamento aprueba y que incrementan el gasto. Este déficit 
del 1,4% es posible porque en el Ejercicio 1986 —que es 
el que estamos considerando— se produjeron “economías” 
de: orden de los N$ 46.000:000.000, que con simplismo po- 
dríamos decir que, o bien son provocadas para poder ma- 
nejar índices de déficit aceptables —inclusive a la baja— 
o se trata de ineficiencias del Poder administrador en la 
ejecución presupuestal. 


Si se siguen los mismos parámetros, es posible ob- 
servar que, para el Ejercicio 1987, esas economías pueden 
ser del orden de los N$ 70.000:000.000 o N$ 80.000:000.000. 
Claro; así es muy fácil determinar que vamos a tener 
un déficit del 1,3% o del 1%, porque bastará con cerrar 
la válvula del gasto para que se produzca el déficit real 
de caja que sea del deseo del equipo económico, que —no 
tengo inconveniente en reconocerlo— es inteligente y efi- 
ciente para la política económica que quiere llevar ade- 
lante. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede iniciar su exposición 
el señor legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te:... 


SEÑOR GARGANO. -— ¿Me permite una interrupción? 


- 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Concedo, por su 
orden, las interrupciones que me han sido solicitadas. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
legislador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: voy a ser 
muy breve. 


Cuando el señor legislador Forteza hacía su análisis 
de la evolución del salario real y, a continuación de la 
interrupción que realizó el señor legislador Ríos solicitó 
que no se le interrumpiera más, yo me limité a escuchar 
Ahora que el señor legislador Rodríguez Camusso está en 
uso de la palabra, le he solicitado esta interrupción a 
fin de hacer algunas aclaraciones, 


El señor legislador Forteza ha recurrido a un sema- 
nario que no pertenece a su partido —y cuyo editorialis- 
ta, según dijo, no votó por él sino por otra organización 
política— a los efectos de retrendar con una opinión aje- 
na las afirmaciones que hacia en defensa de la política 
del Gobierno. 


SEÑOR FORTEZA. — De los vetos. 


SEÑOR GARGANO. — Exactamente; de los vetos. 


Yo leí una parte de ese editorial —confieso que la to- 
talidad no— pero también leí en la página 25 del sema- 
nario de referencia un dato estadístico. Allí dice, por 
ejemplo, que la evolución del salario real del sector pri- 
vado disminuyó entre diciembre de 1986 y agosto de 1987. 
Disminuyó poco —un 0.1%-— pero disminuyó. Esta no es 
una opinión, sino un índice estadístico ya que, natural. 
mente, la referencia a la evolución del salario real es 
una cuestión matemática, que se maneja por encima de 
las opiniones. 


Lo que quería señalar —porque el Poder Ejecutivo 
tiene muchas políticas— es que en este caso se demues- 
tra palmariamente que la evolución del salario real tien- 
de a ir bajando, y no ya en el sector público de la Ad. 
ministración Central —como señalaba el señor legislador 
Lescano— sino también en el privado, como producto 
de esa política del Poder Ejecutivo, que mencionaba el 
señor legislador José Díaz, que consiste en otorgar total 
libertad a la evolución de los precios, pero fijar siempre 
el precio de la principal mercadería que existe en e] mer. 
cado, como lo es la fuerza de trabajo. A esa mercanciá 
no la deja nunca librada a la libre evolución, sino que 
le fija el precio —unas veces por decreto, otras estable. 
ciendo topes— pero, naturalmente, siempre por debajo de 
la inflación pasada y previendo una inflación futura 
que imperceptiblemente resulta mayor que la estimada. 
Y, entonces, es un hecho que el salario va bajando. 


Pero, además, deseo señalar otras políticas del Poder 
Ejecutivo como, por ejemplo, la de señalar la imeficien- 
Cia del sector público. Y lo menciono porque ahora 210s 
damos cuenta que cuando se quiere prácticamente liqui. 
dar las características institucionales de una empresa pú- 
blica deficitaria como PLUNA, el Poder Ejecutivo le ex- 
trae ganancias con las cuales solventar las necesidades 
del] Tesoro. 


Con relación a la situación económica y su evolución. 
en el país sería bueno que no sólo cuando se considera 
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una Rendición de Cuentas, sino puntualmente, una vez 
al año, pudiera realizarse un análisis de ella y de todos 
los problemas en esa materia, en una especie de debate, 
como los que se realizan en otros países del mundo. Co- 
mo decía el señor legislador Fuentes, prácticamente he- 
mos convertido esta sesión en un picoteo de ese análisis 
de fondo que sería necesario llevar a cabo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. — Gracias, señor Presidente y 
señor legislador. 


Creo que es cierto —y hay que reconocer— que el 
país vivió una catástrofe en los tres años que compren- 
den, en último término, a 1984, o parte de él. Efectiva. 
mente, se produjo una vez más en el país lo que ya ha- 
bía ocurrido en muchas ocasiones. También hubo catás- 
troíes alrededor de los años 1956 y 1958 y, asimismo, en 
el período que va de 1965 a 1968. Y, justamente, ha ha- 
bido diferentes catástrofes, porque la evolución de la eco- 
nomía en nuestro país no ha sido ni será una simple li- 
nea tendida al vacio, un caer constante de un modelo 
que no funciona. Aún en estos últimos tiempos, hay mo- 
mentos de alza y Otros de crisis extremas; y no cabe 
ninguna duda de que lo que sucedió en el período 1981- 
1984 fue, justamente, que el pais se enfrentó a un mo- 
mento extremo de quiebra de un modelo económico. Aho- 
ra bien: ese modelo, al cual se realizaron algunos ajus- 
tes, sin lugar a dudas tuvo una reacción positiva en 1985 
y 1986; inclusive, en algunos índices —aunque muchos 
menos son los que pueden considerarse exitosos— hubo 
una recuperación durante 1987. 


El problema de fondo radica en saber leer los nú- 
meros, aun aquellos que en ciertos momentos muestran 
determinados éxitos en la economía. ¿Qué pasa, por ejem- 
plo, si estuviéramos controlando como crece un 'niño me- 
nor de un año y viéramos que en el segundo mes aumen- 
ta y llega al peso adecuado, que en el tercer mes, ese 
aumento es bastante menor, en el cuarto, poco o nada 
y que en el quinto mes comienza a perder peso? Podria 
decirse que no hay ningún índice negativo y que el peso 
continúa aumentando, por lo menos hasta determinado 
momento. Sin embargo, esa evolucion en el peso de un 
niño, está mostrando, inequívocamente que padece una 
enfermedad lo suficientemente grave como para ser aten- 
dida seriamente, sin ponernos a recordar —en el momen- 
to en que su vida está en peligro, y su salud tiene ca- 
rencias— lo que había pasado uno o dos meses atrás, 
cuando todavía los números no evidenciaban la gravedad 
del mal. 


Hemos expresado claramente e] concepto de que este 
modelo económico llegó a un punto de inflexión y que 
lo hizo porque todas las variables positivas que pueden 
mencionarse —ya no en el año 1985 sino también a fi- 
nes de 1984— empiezan a estacionarse y a decaer, lo que 
es signo inequivoco de que el modelo llegó a su fin y 
que de aquí en adelante su futuro está acotado. Enton- 
ces, el equipo económico que hoy puede aparecer casi 
como un campeón del mundo, pasará a la historia de! 
Uruguay como tantos otros que en su momento también 
fueron calificados como los mejores pero que, sin embar- 
go, permitieron que se perpetuara en forma indefinida 
una crisis estructural que afecta al fondo de la economía, 
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que mo se mide por avances o retrocesos de coyuntura, 
sino por su absoluta incapacidad de establecer bases es- 
tables, coherentes y permanentes de desarrollo económico 
autosostenido, de capacidad independiente de decisiones 
y de búsqueda de crecimiento, desarrollo y redistribución 
de la riqueza. 


Se ha mencionado el problema de la carrera entre 
la inflación y los salarios. No quiero reeditar discusiones 
muy viejas y agrias, como lo son necesariamente aque- 
llas de las cuales depende si los trabajadores de un país 
comen o no y si los capitalistas ganan o no. Creo que 
éste es realmente un viejo tema, pero que no es del todo 
oportuno plantear en un momento en que se está inten- 
tando una rebaja general de salarios, no ya en los En- 
te: —donde la hubo— ni en el de la Administración Cen- 
tral --donde la rebaja fue mayor— sino que se están in- 
tentando una rebaja general de salarios en todos los ni- 
veles económicos, incluyendo a la actividad privada. 


Y se intentó con hechos económicos pero también 
políticos, con amenazas muy concretas a Jos empresarios 
anunciándoles, inclusive, que si son muy generosos con 
sus obreros va a venir el ogro de la importación —o sea 
la competencia— para obligar a bajar los precios a los 
que no hayan acatado fielmente los dictados económicos 
que son en este momento, repito, los de proceder a una 
rebaja de los salarios en todos los sectores de la Repú- 
blica. 


Por lo tanto, pienso que no es oportuno hablar de la 
carrera entre la inflación y los salarios, por el momento 
en que la discusión se da, pero además porque durante 
muchos años en este país —quizá demasiados— no hubo 
tal carrera. Simplemente había inflación; los salarios no 
aumentaban de acuerdo a esa inflación, e inclusive es- 
tuvieron congelados. Yo diría que en más de una Opor- 
tunidad los salarios fueron congelados pero que, sin em. 
bargo, la inflación no se detuvo, Entonces yo me pregun- 
to en ese momento, ¿contra qué estaba corriendo la ca- 
rrera la inflación?; ¿quién era el que corría provocando 
la inflación? No eran los salarios, sino el dólar, los pre- 
cios o los términos de intercambio. No sé cuantos mode- 
los diferentes han habido. De lo que sí estoy seguro es 
de que los salarios en este pais —salvo en períodos muy 
limitados de su historia— nunca fueron elementos esen- 
ciales para que aumentaran los índices de inflación, in- 
clusive en aquellos períodos en que en el Uruguay hubo 
hiperinflación. 


Evidentemente, la inflación es el ajuste de cuentas 
de un modelo que cobra, por ese medio, día a día —en 
hambre de los trabajadores, en dolor y en frustración de 
la población— la cuota de no querer cambiar relaciones 
de producción y de poder que son tan viejas como el país 
mismo. Ellas representan un modelo tan antiguo como 
los más antidiluvianos que podamos imaginar y, por lo 
tanto, los seguidores de ese modelo no están capacitados, 
ni siquiera, para hablar de que nosotros —parecería— 
estamos rompiendo la esperanza. La esperanza de los uru- 
guayos se rompe cuando pasan cosas como éstas en que 
los más mínimos esfuerzos de una mayoría del Parla. 
mento por mitigar, no ya por solucionar; por aliviar, no 
ya por establecer reglas de juego definitivas; por ayudar 
a los salarios de los trabajadores públicos, así como a 
la educación, se encuentra ante un pavoroso índice eco. 
nómico y también político y me refiero al índice de ve- 
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tos del Poder Ejecutive, que. no -fue considerado en esta 
Sala, pero que aumentó sustancialmente de lo que fue el 
Presupuesto de la Nación, a lo que es ahora esta Ren- 
dición de Cuentas. 


En apoyo de la doctrina política del Poder Ejecutivo, 
se habla de que aparentes adversarios políticos de este 
Gobierno están cantando loas, porque esos vetos salva- 
ron a la República. 


Y yo me pregunto: estos opositores al Poder Ejecu- 
tivo —y no quiero cargar las tintas sobre esto porque 
quizá lo sean— ¿qué tipo de opositores son? Quisiera sa- 
ber si alguna vez, algún opositor de “Búsqueda” —de su 
página económica-— se puso nervioso porque se compra- 
ron bancos fundidos. No; fue todo lo contrario. Se han 
puesto nerviosos cuando por algunos meses, de pronto, la 
política del Banco de la República obligaba a bajar en 
aleún punto la tasa de interés de la banca extran;era. 
Ahi sí se ponian nerviosos porque, según ellcs, era una 
competencia desleal; inclusive, llegaron a plantear al Go- 
bierno —en ese momento a través de la Asociación de 
Bancos— que las cosas tenían que cambiar porque no era 
cuestión de que el Banco de la República estuviera ha- 
ciendo una competencia de tasas de interés a la baja. 
Este es el espíritu de la banca extranjera, o sea la re- 
presentación de los intereses más negros que han suje- 
tado a nuestro país durante años. Es por eso que, de nin- 
guna manera, les reconozco —por lo menos en materia 
económica--- ese carácter de opositores, porque no sólo 
no lo son sino que desearían la profundización de un mo- 
delo que hunda cada vez más a la República en la de- 
pendencia externa, en el pago infernal de la deuda y 
en la política de recesión interna. 


Debo decir algo más: “Búsqueda” fue el único órga- 
no de toda la prensa de este país, donde una vez leí un 
disparate tan grande como que el tema de la deuda ex- 
terna no era problema. Pero no lo era porque mediante 
una política de desarrollo económico se pudieran cambiar 
los parámetros fundamentales. No; no era problema, por- 
que se podía pagar, proponiéndose como primer pago, en- 
tregar todas las reservas de oro de nuestro país. Eso salió 
en ese semanario cuya crónica económica parece ser hoy 
opositora al] Gobierno. Espero que sea opositora y que no 
coincida con el Gobierno, porque si no éste podria to- 
mar los mismos caminos que recomendaba el semanario 
“Búsqueda”, y mañana podríamos amanecer con la noti- 
cia de que se hubiera entregado hasta la última reserva 
del pais en aras de intentar lo que numérica, política y 
socialmente es imposible, o sea el pago de la deuda ex- 
terna. 


Quisiera no abusar del tiempo de quien es mi com- 
pañero de bancada, el señor legislador Rodríguez Camu- 
«sO. Sin embargo, no desearía culminar mis manifesta- 
ciones sin realizar algunas otras reflexiones. 


Nuestra economía, creo que es tan frágil como una ho- 
ja en el viento, pero también como ella puede tener mo- 
mentos en que se eleve o que caiga. Pienso que esta es 
una explicación absolutamente coherente y que nos pue- 
de ayudar a diferenciar lo que son meros indicadores de 
coyunturas y observar el fondo de los mismos, para ver 
dónde están las posibilidades de que una hoja sostenida 
en el viento por el solo azar de las ráfagas —que la le- 
vantan o la bajan— pueda mantenerse durante un pe- 
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ríodo de tiempo. Con esto no quiero anunciar catástrofes, 
sino todo lo contrario. Quisiéramos que esa hoja —que 
e nuestra economíia— tuviera durante muchos años vien. 
tos a favor, que permitieran la consolidación democrá.- 
tica de nuestro país, crear nuevas bases de sustento para 
lo que debería ser una política mucho más firme de re- 
distribución social y punto de partida para un desarrollo 
autosostenido. ] 


No cbstante, creo que eso no es así y pienso que es 
una miopía no verlo y una miopía que- tiene, además, 
consecuencias que no son buenas. Y no son buenas por. 
que no siempre es posible intentar rectificar el rumbo 
cuando el modelo se cayó. De esto hay ejemplos recien. 
tes en el Uruguay. Recordemos cuando se aguantaba con. 
tra viento y marea a la “tablita”, porque desde el exte- 
rior se nos decía: “No se preocupen, sigan pidiendo que 
aquí hay préstamos para rato”. Entonces se mantuvo la 
política de la “tablita” hasta el día mismo en que se dijo: 
“No hay más préstamos”. De esa manera, se rompió la 
*“tablita” y con ella parte de la economía del país. 


Son esos rumbos, que no se ajustaron a tiempo, los 
que hoy, consciente o inconscientemente, sigue el equipo 
económico, sin comprender que no se trata de rumbos que 
conduzcan a buen fin, sino que muchas veces apenas per- 
miten que la nave no se hunda a tiempos de tempestad. 
Pero no tenemos una nave capaz de navegar por la tem- 
pestad con solo decirle al timonel y a los maquinistas que 
jueguen como saben hacerlo, con decir a los agentes eco- 
nómicos que hagan lo que les parezca y que apliquen la 
mayor liberalidad posible toda vez que vayan a tomar sus 
decisiones. Creo que la liberalidad en tiempos de tormen- 
ta no favorece, precisamente, a sortear las tempestades. 


Se ha preguntado cuáles son los índices negativos que 
tiene nuestra economía y en qué nos estamos basando pa- 
ra hablar de futuras tragedias o para infundir pesimismo. 


Diariamente se siguen yendo de nuestro país entre cua- 
renta y ocho y cincuenta y seis personas, y éste es un ín- 
dice estadístico negativo. Disminuyen claramente los ín- 
dices sanitarios, y no sólo en lo que se refiere a la salud; 
también disminuyen dichos índices en lo que respecta a 
la producción agropecuaria y, más concretamente, a la 
agricultura. Aumentan los índices de delincuencia, y no 
creemos que ello se deba a que haya mejorado la situa- 
ción económica. Aumenta la deuda externa, aunque aquí 
se haya dicho —lo que considero un grave error— que 
ésta no sólo no va a aumentar en grado importante por 
lo que estos vetos impliquen de ahorro —un equivalente 
a U$S 50:000.000— sino que ha venido incrementándose 
sistemáticamente en 1984, 1985 y 1986, y cerraremos 1987 
con un aumento del total de deuda externa en el país. 


Sin embargo, y a pesar de lo que se diga, creo que 
no somos los únicos en detectar problemas en la conduc- 
ción económica. También los ve el equipo económico, aun- 
que no quiera rectificar su rumbo y no le convenga, por 
razones políticas, mostrar las dualidades en que el país 
está cayendo por seguir esa política económica. Porque 
hay también incoherencias en lo que es el discurso del 
Poder Ejecutivo, del equipo económico y del Partido Co- 
lorado, y voy a referirme no a elementos concretos pero 
sí a conceptos muy grandes que ponen en evidencia esa 
incoherencia. 


136—A.G. 


En esta Sala se ha dicho que todo va bien, que hay 
que festejar los índices, que podían ser mejores pero igual- 
mente son buenos, que son mejores que los de Argentina 
y Brasil, coinvirtiéndonos así en poco menos que en cam- 
peones sudamericanos en lo que respecta a índices eco- 
nómicos. Sin embargo, cuando el equipo económico sale a 
los foros internacionales, tiene que referirse a la deuda 
externa, al proteccionismo y a las reglas de juego en que 
—como todos sabemos— estamos sumidos, y se dice que 
el peso de la deuda es insostenible, que son insostenibles 
las relaciones económico internacionales y que, inclusive, 
se está arriesgando el futuro de estas democracias nacien- 
tes del Cono Sur latinoamericano. 


Estamos seguros de que no se dice la verdad cuando 
se habla del país a nivel interno. Pero, en cambio, sí se 
dice -——y podemos compartir esa verdad que todos cono- 
cemos— que los condicionamientos a que está sometido el 
país y el mantenimiento de esa política económica incam- 
biada no solamente no va a traer satisfacciones sino que 
va a acarrear en cierto momento una crisis de tal grave- 
dad que hasta puede poner en juego la estabilidad de es- 
tas nacientes democracias. 


Y después falta el otro discurso. Cuando vienen los 
acreedores externos y piden al equipo económico que fir- 
me los acuerdos, la economía no marcha bien ni mal; 
simplemente, se busca dónde está marcada la cruz, se 
pone la firma y se sigue con la misma dualidad de dis- 
curso que se tiene hasta ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Sigue en uso de la palabra 
el señor legislador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: realmente parecería que a esta altura de las circuns- 
tancias no quedaran elementos nuevos para agregar. Sin 
embargo —y venciendo una cierta dosis de timidez de 
la que nunca podemos despojarnos-— nos hemos inscripto 
para añadir algunas consideraciones que no queremos re- 
nunciar a que dejen estampada en este debate una con- 
cepción que tenemos con referencia a los elementos en él 
manejados. 


Empiezo por decir que la discusión de este proyecto 
de ley de Rendición de Cuentas tiene características sin- 
gulares en cuanto en cierta medida lo ha trascendido 
grandemente y ha abordado un conjunto de elementos 
que van infinitamente más allá que la abstrusa inclusión 
de setecientos artículos dentro de ella y de noventa y tres 
vetos padecidos. Empero, al mismo tiempo, ha quedado 
mucho más acá, y siento que algunos de los elementos 
sustanciales que estos vetos reflejan han quedado un tan- 
to preteridos por otros no directamente vinculados a los 
vetos en sí. 


Primeramente quiero hacer una incursión en un tema 
que —como se sabe— no es de mi especialidad. Me refie- 
ro a las interpretaciones constitucionales que aquí se han 
hecho. Pero siento que, habiendo ciento treinta legislado- 
res, no puede ni debe quedar reducido sólo a los especia- 
listas el examen de temas que, después de todo, a todos 
nos conciernen. 


Como se ha hablado acerca de la competencia o no 
de que disponga el Poder Ejecutivo para introducir un 
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nuevo factor de legislación incluido dentro de los vetos, 
yo, que hace ya treinta años, en un por mí olvidado de- 
bate, había sostenido una posición contraria a esta posi- 
bilidad, que hoy mantengo, quiero hacer alguna referen- 
cia en complementación de las que han hecho prestigiosos 
colegas —en cuanto legisladores— que son abogados y 
profundos conocedores del tema. En más de una oportuni- 
dad he participado en Comisiones que elaboraron refor- 
mas constitucionales, algunas exitosas y otras no, y bien 
sé que en tales proyectos se pesa cada palabra, cada con- 
cepto, cada elemento hasta de puntuación, y que algunos 
de los términos han sido objeto de quince o dieciséis sus- 
tituciones sucesivas hasta encontrar aquél que reflejara 
la resultante de los puntos de vista existentes. 


Creo entonces que hay que empezar por tomar un 
hecho, y es el de que aquí nada figura con un sentido 
distinto a aquel con que ha sido incluido, y nada lo está 
sin la voluntad expresa de que fuera incluido. 


Se ha discutido la posibilidad de que el Poder Ejecu- 
tivo pueda o no incorporar elementos nuevos. Existen va- 
riantes en los términos que se emplean en los artículos 
que dicen relación con esa posibilidad, pero se trata de 
variantes que mantienen una constante. 


En el artículo 134, cuando se habla del pasaje de una 
primera Cámara a una segunda, se plantea la posibilidad 
de que la segunda Cámara reforme, apruebe, adicione o 
deseche. Es decir que puede aprobar todo, puede recha- 
zar todo, puede introducir modificaciones en lo que está, 
o puede agregar. 


En el artículo 135 se habla de que la segunda Cáma- 
ra puede devolver el proyecto a la primera con adiciones 
o con observaciones. Es decir que puede observar y, tam- 
bién, agregar. La palabra “adición” figura en el artículo 
134, cuando se trata del pasaje entre la primera Cámara 
y la segunda, y también en el artículo 135, al referirse 
al trámite que va de la segunda Cámara a la primera, si 
corresponde. Inclusive se admite la posibilidad de que 
pueda ser aprobado un tercer proyecto a través de la 
Asamblea General. Todo esto se refiere al trámite sus- 
tanciado en el Poder Legislativo; el Poder Ejecutivo to- 
davía no participó, y se dan invariablemente todas estas 
posibilidades que, en una o en otra etapa, admiten el con- 
cepto de adición e inclusive el de proyecto nuevo. 


En el artículo 136 se habla del trámite final y del 
pasaje al Poder Ejecutivo. ¿Para qué? Para que lo haga 
publicar. Pero si el Poder Ejecutivo tiene objeciones que 
oponer u observaciones que hacer, lo devolverá. Ahora 
desapareció la palabra “adición”; se trata sólo de obje- 
ciones u observaciones, ¿Qué quiere decir objeción? Ra- 
zón que se propone o dificultad que se presenta en con- 
trario de una opinión o designio, o para impugnar una 
proposición, ¿Qué quiere decir observación? Acción y 
efecto de observar. ¿Y qué es observar? Que observa o 
cumple lo mandado; examinar atentamente; advertir, re- 
parar, mirar con atención y recato, atisbar. Suprimamos 
lo de recato y lo de atisbar. De manera que objeta u 
observa, en el sentido de examinar, advertir. ¿Por qué 
razón, en la intervención del Poder Ejecutivo, el consti- 
tuyente ha incluido el concepto de adición, que en el pa- 
saje de la primera Cámara a la segunda, en el pasaje 
de la segunda a la primera y en la decisión de la Asam- 
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blea General cuando se ha producido desinteligencia en- 
tre las dos, y no lo hace cuando refiere a observaciones 
u objeciones del Poder Ejecutivo? Porque como lo ha- 
bíamos sostenido —y en buena compañíia— treinta años 
atrás, y lo seguimos sosteniendo hoy con otra Constitu- 
ción que en lo esencial expresa a este respecto lo mismo, 
el Poder Ejecutivo no tiene facultad alguna para proponer 
nuevos textos. Como lo sabemos todos —aun los no abo- 
gados— en Derecho Público las competencias se tienen a 
texto expreso. 


Por lo tanto, desde nuestro punto de vista queda per- 
fectamente establecido que el Poder Ejecutivo ha incu- 
rrido en la utilización de un competencia que en parte 
alguna le asigna la Constitución de la República. 


Quiero también hacer una precisión de carácter ri- 
'gurosamente político que me parece oportuna y pertinen- 
te en relación con todo lo que se ha expresado sobre este 
tema. La distribución parlamentaria es la que todos co- 
nocemos; las posibilidades de que cada organización po- 
lítica dispone son las que resultan de esa distribución. El 
Partido Colorado —todo él— ha tomado una decisión uní- 
voca favorable a lo actuado en la materia por el Poder 
Ejecutivo. Quiero dejar constancia que no le echo la cul- 
pa de esto a la Constitución. Se trata de una Constitu- 
ción que no me gusta, que no voté y que deseo sea modi- 
ficada, pero que no tiene culpa alguna de esto. No quiero 
incurrir en el primitivismo político de que cada vez que 
algo no salga según mi parecer, la Constitución es la que 
tiene la culpa y hay que reformarla. ¡Demasiado caro ha 
pagado más de una vez nuestro pueblo la facilidad para 
acceder a ese fetichismo! La Constitución exige mayorías 
comunes y, en casos determinados, mayorías especiales. 
Y. como el levantamiento de observaciones del Poder Eje- 
cutivo no es una cuestión corriente, no es un hecho baladí, 
notmal, de todos los días en las relaciones entre Poderes, 
para una minoría de las disposiciones que vota el Parla- 
mento que resultan vetadas, el constituyente entendió que 
se requería una mayoría especial y la calificó. Pero el 
hecho de que claramente el Partido Colorado se maneje 
dentro de la Constitución en esta materia —no en la an- 
terior a que hice referencia— y el hecho de que nosotros 
no le echemos la culpa al orden constitucional de que esto 
sea posible, no implica de manera alguna desconocer res- 
ponsabilidades políticas en cuanto hay en ese aspecto op- 
ciones de ese carácter trascendentes e indudables. El Uru- 
guay —y seguramente por mucho tiempo— va a tener 
tres fuerzas políticas de gravitación nacional, además de 
la significación cualitativa de cada una, de importante 
e insoslayable presencia cuantitativa. Ello permite soste- 
ner que por lo menos en el corto y en el mediano plazo 
que tenemos a la vista, las mayorías absolutas se han 
terminado. Entonces, lo menos que siento la obligación de 
decir es que este tipo de actitudes padece de imprudencia 
y de imprevisión. No es una sabia y prudente medida 
política la de aprovechar un margen tan exiguo —y más 
allá del quinquenio, en modo alguno permanente— para 
imponer fórmulas que, como veremos, de ninguna manera 
justifican el recurrir a este procedimiento. 


Resulta claro que un partido político puede ganar 
con amplitud una elección, recoger muchos votos, pero 
con toda la precariedad que estas cosas invariablemente 
tienen, muchas veces hemos visto en cuatro años cambios 
inmensos en el panorama electoral. 
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Los que hemos ya transitado muchos años por estos 
caminos sabemos que, así como ocurre con el enriqueci- 
miento súbito en el campo económico, el enriquecimiento 
también rápido en el campo electoral o político pocas ve- 
ces es manejado con prudencia y con equilibrio, 


Considero que la Rendición de Cuentas no puede ser 
aislada de un entorno político real que todos hemos vivi- 
do y que, al parecer, algunos colegas han olvidado. Hace 
unos momentos oí decir que por razones políticas la opo- 
sición tal vez tenga que oponerse, levantar su voz, denun- 
ciar, pero que por lo menos debe reconocer los logros del 
Poder Ejecutivo. Se nos ha planteado el panorama de -un 
Gobierno cuidadoso, mesurado y de una oposición que, al 
parecer, nos quiere empujar hacia la hiperinflación de 
un modo prácticamente irresponsable. Entonces, yo me 
pregunto: ¿a quién se le dice esto?, ¿a la gente de qué 
pais?, ¿a los legisladores de qué partido? ¡Si desde el año 
1985, a través del Presupuesto y de las Rendiciones de 
Cuentas, la oposición ha llegado hasta a proponer impues- 
tos y ha manejado criterios con amplitud, con tolerancia 
y con espiritu de transacción! A nosotros, que integramos 
el Frente Amplio, que queremos para el país la aplicación 
de una política económica y social en muchos órdenes con- 
siderablemente distante de la que actualmente se aplica, 
no se nos ocurre —nunca lo hemos planteado ni lo ha- 
remos en este quinquenio— que nada menos que el Par- 
tido Colorado deba promover algo similar a lo que no- 
sotros pretendemos. Ganó la elección por los márgenes 
conocidos; nosotros respetamos ese resultado y hemos bus- 
cado, primero a través de la concertación y luego por 
medio de la acción legislativa, en lo que tiene que ver 
con los más diversos temas, fórmulas de transacción, de 
reconocimiento recíproco, en las que sabemos que, como 
tercera fuerza, siempre somos los que más vamos a tener 
que conceder. Puedo poner un ejemplo reciente y claro, 
como es el de la Ley de Pasividades. ¿Hay un solo uru- 
guayo o un solo legislador que pueda suponer que esa dis- 
posición legal es la que el Frente Amplio hubiera soste- 
nido desde el Gobierno? ¡Claro que no! ¡Si hasta tuvimos 
que votar un aumento, del IVA, pequeño, selectivo, pero 
aumento al fin, contra puntos de vista nuestros funda- 
mentales! Pero en la medida en que hubo una capacidad 
de transacción y en que existió un reconocimiento de la 
eficacia del diálogo, nosotros participamos de él y acep- 
tamos elementos que no nos gustaban a cambio de otros 
que entendimos representaban pasos adelante. ¿Por qué 
esta vez ni siquiera se intentó dialogar? 


Se ha hablado de U$S 50:000.000 de aumentos. Pero 
nadie, ni en el Frente Amplio, ni en el Partido Nacional, 
ni en la Unión Cívica, ha sostenido que se quiera el pro- 
yecto de Rendición de Cuentas tal como salió del Parla- 
mento, o nada. Este comentario no lo he oído a nadie. El 
único que dijo que quería la Rendición de Cuentas como 
estaba, nada más ni nada menos, fue el Partido Colora- 
do. Mediante una transacción, un diálogo o un examen, 
¿esos U$S 50:000.000 no hubieran podido ser menos? Pero 
no: ni cero ni U$S 50:000.000. ¿No hubiéramos podido con- 
templar algunas situaciones dolorosas, tremendas con mu- 
cho menos de U$S 50:000.000? ¿Por qué no? ¿Quién pue- 
de afirmar que eso hubiera sido imposible? Por otra par- 
te, en estos 93 vetos, ¿solamente hay artículos vetados al 
amparo de la política antinflacionaria? ¿Solamente se 
vetó para que los precios no se escapen y con ello los 
salarios disminuyan? ¿Qué tiene que ver con eso el vetar 
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una norma que garantiza el ascenso a los funcionarios del - 


Banco de Previsión Social, para que en vez de ascender 
a dedo, por simpatía personal o adhesión política, lo ha- 
gan de acuerdo con sus credenciales administrativas? ¿Qué 
tiene que ver eso con el hecho de que a un grupo muy 
reducido de funcionarios del Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores a los que la dictadura persiguió y echó —cereo 
que, por lo menos la mayoría no pertenecen a nuestra 
organización política— la democracia no quiera recono- 
cerles sus derechos a ser compensados por aquella perse- 
cución de que fueron objeto por tener convicciones demo- 
cráticas? ¿Qué tiene que ver con esto lo que se ha dicho 
acerca de la política económica, de la proyección antiin- 
flacionaria y de la catástrofe que representaría para el 
país otra Rendición de Cuentas con las decenas y decenas 
de artículos aquí vetados —que podríamos detallar y dis- 
cutir, pero que todos los señores legisladores conocen per- 
fectamente bien-— que no hubieran costado un.solo peso? 
Se trata de otra cosa. y 


 . Asimismo, quiero aprovechar la oportunidad. para de- 
cir —se trata de otro de los elementos manejados dentro 
y fuera del Parlamento—— que no me. asusta, ni me alar- 
ma ni me preocupa y no estoy para nada. en contra de 
ello, que las fuerzas políticas se manifiesten con orga- 
nicidad y unidad. Mucho habremos avanzado en.beneficio 
del país en la medida en que todos lo hagamos. No con- 
sidero que esté mal el hecho del que .el Partido Colora- 
do actúe con unidad, pero, ¿por qué esa unidad tiene que 
estar invariablemente proyectada hasta en los puntos y 
comas de lo que quiere el Poder Ejecutivo? ¿Por qué 
dejaron de opinar los legisladores cuando se interpuso el 
veto a la Ley de Alquileres? ¿Por qué quienes trabaja- 
ron con nosotros, quienes estuvieron de acuerdo con no- 
sotros respecto de disposiciones que ni siquiera cuestan 
dinero, ahora no pueden cambiar absolutamente nada? No 
estamos contra la nidad; todo lo contrario. De la. misma 
manera que siempre trabajamos de modo implacable en 
favor de la nuestra, reconocemos el derecho —y lo res- 
petamos— de quienes integran otras fuerzas políticas a 
afirmar esa unidad. Pero, naturalmente, no podemos me- 
nos que meditar sobre aspectos que hace ya muchos años 
nos provocaron cuidadosas reflexiones, 


Los partidos políticos hacen sus reuniones internas, 
seleccionan sus candidatos, redactan sus programas. Esos 
candidatos son cuidadosamente elegidos por su conducta, 
por sus aptitudes, por su forma de comunicarse con la gen- 
te, por sus antecedentes, por su trayectoría desde el punto 
de vista de cada fuerza política; recorren la República, 
ocupan todas las tribunas y dicen incontables discursos. 
Hoy se aludía a esas tribunas que el Partido Colorado va 
a ocupar defendiendo esta política y que nosotros vamos 
a ocupar defendiendo otra. Pero, ¿y después? A la hora 
de la. verdad, quienes dijeron discursos antes, muchas ve- 
ces seguirán haciéndolo. 


Y los que no aparecieron, los nombres que no se co- 
nocían, los que no ocuparon tribunas, los que no recorrie- 
ron-, son, en definitiva, los que ponen el sello y dictan 
el impulso central de las resoluciones más trascendentes. 
¡Cuántas veces en el Parlamento quienes directa o indi- 
rectamente tenemos la responsabilidad de haber impul- 
sado a diversos sectores del pueblo tras determinada línea 
u orientación discutimos horas y horas por elementos me- 


nores, que a veces afectan a pequeños sectores de la ciu- 
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dadanía! Pero cuando se trata de'la felicidad o la infeli: 
cidad de todo lo vinculado-a2 la enseñanza, - de la salud; 
de la justicia, ¡qué poco pesamos! ¡qué poco somos en 
el Gobierno o en la oposición aquellos que en definitiva 
lo aportamos casi todo! 5% 


Esta es la tecnocracia simple y desnuda; es la tecno- 
cracia negativa y limitada, es la tecnocracia que maneja 
números, en lo cual hace bien, pero que sólo maneja nú- 
meros, en lo cual hace muy mal. No me acuerdo —me 
imagino que es comprensible— si alguna vez jugué a la 
arrimadita. Pero me pregunto: las escuelas que se caen, 
las tragedias que se viven dentro del Consejo del Niño; 
la enseñanza descuidada, los índices sanitarios que le dan 
a un niño más posibilidades de nacer y: de vivir el primer 
año según el barrio en que vivan sus padres y la ocupa- 
ción o posición económica. de éstos ¿en qué estadística 
caben? ¿Quién lo trasunta? ¿Quién lo define? ¿O acasa 
ellos son colorados, blancos, frenteamplistas o cívicos? Y 
esto está aquí. Cuando veo que una maestra del Conseju 
del Niño trabaja más horas que una maestra de enseñan» 
za primaria y gana mucho menos —a pesar de' que los 
maestros de primaria ganan muy poco— me pregunto por 
qué. Preguntamos por qué en muchos casos los. titulares 
de los Ministerios de Educación y Cultura, de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de Salud Pública, han reconocido .ta 
razón de nuestros planteos, pero no ha habido Mensaje; 
no ha habido reconocimiento. Ese Ministro que está al 
frente de un servicio nos dice que constitucionalmente no 
se puede pronunciar pero que sería justo que sus econó- 
mías sirvieran para compensar siquiera en una pequeña 
parte al personal de Salud Pública, uno de los peor pagos 
del país y uno de los que desarrollan las actividades más 
ingratas y severas de la República. Pero esta es una opi- 
nión de él, no del Poder Ejecutivo del que forma parte. 


Y nos preguntamos: el cartero, el profesor de educa; 
ción física, el funcionario de Catastro y el de Estadística 
y Censos ¿por qué tienen que ganar un 30 % menos que 
el que está al lado y hace lo mismo? “Sí, tiene razón”. 
—se nos dice— “pero no hay Mensaje”. 


Aquí hay 93 vetos que recortan un proyecto de Ren, 
dición de Cuentas votado por el Parlamento, proyecto que 
ha sido cuidadosa, severa, implacable, cruelmente recorta. 
do por la tecnocracia al uso. ¿Acaso van a temblar los, 
índices inflacionarios porque un funcionario de Estadísti- 
ca y Censos gane lo mismo que cualquier otro funcionario 
del Inciso 2, Presidencia de la República de la misma ca- 
tegoría? ¿Quién lo puede sostener? Sin embargo, eso se 
ha sostenido en los hechos, no con argumentos, que nun-. 
ca los hubo y que nunca podrá. haberlos. 


a 


Entonces digo, señor Presidente, que la Constitución 
no tiene la culpa. Puede querérsele cambiar tales y cuales 
cosas y nosotros queremos cambiarle unas cuantas. Pero 
de que la Constitución fije un criterio especial para re 
chazar observaciones del Poder Ejecutivo no creo qué 
pueda derivarse una consideración de fondo respecto de 
ella. AS 


Por otra parte, no vemos con preocupación ni con 
dolor que las fuerzas políticas se manifiesten con unani- 
midad. A mí me tocó integrar un Gobierno que tenía cin- 
cuenta Diputados exactamente. No le deseo a nadie que 
tenga que vivir situaciones en las cuales pequeñas mino-' 
rías resuelvan. 
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Otro de los elementos manejados tiene que ver con 
una comparación cuidadosa, con índices bien elegidos, en- 
tre la situación actual y la que heredamos. Naturalmente, 
estamos de acuerdo con que lo que heredamos fue atroz, 
y no sólo en el campo económico; también heredamos ase- 
sinos y torturadores que andan por ahi y que ya están 
Berviosos porque las firmas ya están. 


-. SEÑOR MORELLI. — Todavía no están, señor legis: 
lador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Están, señor legis. 
lador; yo no me voy a ir, aquí hay versión taquigráfica y 
eso ya lo vamos a discutir en su momento. 


Heredamos cantidad de calamidades de aquella ver- 
gúenza que fue la dictadura. Una de ellas fue la econó. 
mica, por supuesto que sí. ¿Que en algunos aspectos la 


situación hoy no es tan mala como lo era al comienzo del 


Gobierno? ¡Claro que si, quién lo va a negar! Yo al me- 
nos no lo niego; es menos mala. Pero así como admito 
cancepciones diferentes en el plano económico y social, 
porque nadie es dueño de la verdad, si es que ésta existe, 
francamente no me resigno a ese sometimiento espiritual. 
Sí, estamos algo menos mal, pero ¿no podríamos estar me- 
nos mal que lo que estamos si hubiéramos hecho las cosas 
de otra manera, sin perder los estribos, sin evadir los lí- 
mites, sin incurrir en locuras? ¿Por qué no se le puede 
sacar gente a Defensa Nacional, no para de/arla sin tra- 
bajo sino para pasarla a otro lado donde sea. más ttil? 
¿O alguien cree que se necesita toda la gente que tiene 
Defensa Nacional para hacer lo que allí se hace? No lo 
sabemos. ¿Por qué no hubo la posibilidad de contemplar 
algo más ese drama terrible que vive nuestro pueblo en 
sectores tan sensibles y sensibilizadores Como son e] de 
la salud pública y el de la enseñanza? 


Porque, claro, hay otra cosa que también quiero decir 
a pesar de que es probable que en todas partes haya mu- 
chas opiniones distintas a la mía. : 


La modernización, el Uruguay del año 2000 y los pla- 
nes para esa fecha son los temas que están a la orden 
del día. De repente empezamos a hablar de proyezto de 
país y todos hablamos de eso. Conozco programas de las 
fuerzas políticas, pero no sé qué es “proyecto de país”. 
El país va a seguir siendo el pals, espero que con otros 
programas y gobernado de manera distinta. 


¿Qué es la modernización? En todo caso, ponemos en 
e] centro de la escena uno de esos cuadros de arte moder. 
no que hacen vacilar todas nuestras ideas sobre el pro- 
greso, y a su alrededor figuras de siglos atrás. ¿Qué ocu- 
rre con el año 2000? No hay censuras en la historia. El 
año 2000 va a ser igual a todos los demás: será el fin de 
un siglo, de un milenio. El comienzo fue arbitrariamente 
elegido. Nadie ha podido documentar por qué año 1 —si. 
glos después se le llamó de esa manera— ya que si se tiene 
en cuenta el nacimiento del reformador religioso que fun- 
dó el cristianismo, se supone que fue 4 años antes. 


¿Esto del año 2000 no se estará utilizando como Ccor- 
tina de humo para explicar por qué no se trata la fecha 
de noviembre de 1989? Esto es lo que quisiéramos saber. 
¿Qué le damos a la escuela, a las nuevas generaciones, a 
la gente que produce y que trabaja? 
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Recuerdo las cifras que mencionaba mi compañero, 
el señor legislador Lescano. Entre el 5% y el 6% de los 
propietarios de la tierra poseen más de la mitad de ésta 
y del ganado. El 2% de los exportadores controlan casi 
la mitad de la exportación. Todo esto, sin tener en cuenta' 
que hay núcleos familiares perfectamente entramados que 
tienen que ver con la tierra, la industria y la exportación. 


Entonces, ¿cuál es la capacidad de desarrollo obtenida 
con este esquema? La inflación y el aumento de las tasas 
de interés de Ja moneda nacional, ¿no representan facto- 
res inflacionarios? ¿Ej Banco de la República ha podido 
hacer todo lo que está habilitado para contribuir al desa- 
rrollo económico, o no? l 


Creo que debemos estudiar los indicadores que' son 
importantes. Promedialmente, el trabajador uruguayo ga- 
na hoy —no digo algo más— un poquito más de lo que 
ganaba hace dos años. ¡Claro que sí! Pero, ¿cuál es el 
pancrama que tenemos a nuestro alrededor? Que yo re- 
cuerde, nunca hubo en el Uruguay, por lo menos en Mon- 
tevideo, tantos restaurantes de lujo como vemos ahora. 
No pasa un mes sin que aparezca uno nuevo, y con qué 
precios, según nos enteramos por las crónicas de los dia- 
riOs. 


(Murmullos) 


—No tengo otra forma de enterarme, señor Presiden- 
te. Vivo a media cuadra del restaurante “Doña Flor” y 
jamás pude entrar. 


(Murmullos. Hilaridad) 


—Nunta hubo tantos automóviles de lujo. Pero ¿cómo 
caininamos hacia el año 2000? Lo hacemos con 20.000 em- 
presas rurales menos, con 200.000 habitantes menos en 
las zona: rurales, y con aspirantes a colonos que no con- 
siguen tierras. Todo esto tiene que ver ton el conjunto de 
temas a que nos estamos refiriendo. 


Se aplicó una política. Hubiéramos querido lograr fór- 
mulas tradicionales que aportaran algo, siquiera un poco, 
de todo lo que necesitan los sectores sociales fundamen- 
tales del país. ¡Claro!: a la Salud Pública va la gente más 
humilde, que no tiene espacio en los diarios ni posibilida- 
des de captar medios de comunicación. A las escuelas de 
los barrios alejados, esas que con frecuencia tienen que 
ser evacuadas porque se llueven o amenazan derrumbar- 
ge, no van los niños de las clases socialmente pudientes. 
Y parece que eso puede esperar. Hacemos promedios, pero 
éstos son heterogéneos, porque incluyen, por ejemplo, un 
funcionario de confianza designado con un sueldo de 
N$ 200.000 mensuales, que no había logrado un acuerdo 
con su banca en el Departamento al que pertenece. Evi. 
dentemente, ese tipo de asignaciones levantan los prome- 
dios, pero ¡cuántas Otras los derrumban! 


Me pregunto cuál es el cuidado y la intención para 
el desarrollo económico, cuando de un plumazo se van 
N$ 2.000:000.000 del Banco de la República, aprovechando 
una disposición de la dictadura que, espero, derogaremos 
rápidamente a la luz de la experiencia padecida. También 
quisiera saber qué tiene que ver la inflación con la de- 
fensa no disimulada de criterios de clientelismo político, 
que deriva de los vetos impuestos a las formas de ingreso 
a la Administración Pública. ¿Qué relación tiene con el 
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desarrollo económico la disminución de los aranceles y en 
qué proporción? Me pregunto si es “a ojito” que se fijan 
esos aranceles, y creo que no; si es “a ojito” que se llevan 
N$ 2.000:000.000 del Banco República, y tampoco creo lo 
sea. Es una cifra redonda estimada cuidadosamente. ¿Será 
“a ojito” que se impuso al Banco República trasladar más 
de U$S 100:000.000 para atender bancos fundidos, de ban- 
queros que no están fundidos, mi lo estarán, ciertamente? 


Hace pocos días se registró un hecho no del todo sor- 
presivo ni tampoco del todo previsto: el que tiene que ver 
con la protesta de los funcionarios policiales. Esta oposi- 
ción a la que tanto se acusa, que se aviene a transaccio- 
nes en las que, naturalmente, el partido que está en el 
Poder Ejecutivo llevaría la menor cuota, y que es cons- 
ciente de la seriedad del planteo, se manejó con delica- 
deza y cuidados extremos. En esas Circunstancias no fui. 
mos nosotros quienes asumimos de inmediato el primer 
plano de la notoriedad: nos mantuvimos en un discreto 
segundo o tercer plano y dejamos que, como correspondía, 
el Poder Ejecutivo, tomando cartas en el asunto, buscara 
una solución que reparase y salvaguardara la instituciona- 
lidad a la que estamos irrenunciablemente integrados. Pe- 
ro hay un hecho real: esos funcionarios que hicieron cam- 
pamento en el Prado con sus familias, pasan hambre y 
las asignaciones que tienen son miserables. ¿Por qué pa- 
ra ellos se encuentra una solución en pocas horas —nos 
alegramos de que así sea— y no la hay para el trabajador 
de Salud Pública, el maestro, el cartero o el profesor de 
Educación Física? ¿Por qué no buscamos un término me- 
dio que, dentro de idénticas cifras globales, distribuya me- 
jor y con un sentido de ecuanimidad más completo? Esto 
no se ha querido. El Uruguay está fuertemente comprome- 
tido con los Shylock de nuestro tiempo. ¡Qué ganas tengo 
de ir al teatro y poder ver “El Mercader de Venecia”, esa 
obra maravillosa e inmortal, para dedicarla a todos aque- 
llos que nos subsumen, con los intereses que fijan a su 
antojo y paladar, en la deuda que artíficiosamente nos 
impusieron! 


Señor Presidente; en el dia de hoy habrá un paro ge- 
neral, al que se ha hecho muy limitada referencia en el 
transcurso de este debate. Debo significar a su respecto al- 
go más, porque hay un argumento: desde la bancada del 
Partido Colorado se aludió a la opinión de un editoria- 
lista que, tengo entendido, votó al] Partido Nacional, lo 
cual no hace sino demostrar cuántos puntos en contacto 
hay entre algunos componentes de un Partido y algunos 
componentes de otro; ya que se hizo esa referencia, voy 
a mencionar otra expresada por un gobernante del Par- 
tido Colorado: reiteradamente ha sido reconocido por el 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social que los sec- 
tores del trabajo se han manejado con cuidado, que han 
estado proclives al diálogo, y han negociado repetidamente. 


Hoy hay un paro general, porque no ha habido más 
remedio que hacerlo, y quienes más sufren con ello son 
sus protagonistas. Este tipo de política del “todo o nada”, 
del “a ustedes les faltan tres votos para los tres quintos, 
y se terminó; no cambiamos una coma en nada; los no- 
venta y tres están perfectos, el Poder Ejecutivo no se 
equivocó en uno sólo; los cincuenta y cinco legisladores 
compartimos los noventa y tres vetos”, no resuelve, no 
conduce, no ayuda. Mucho menos en una circunstancia 
tan difícil como la que vive el país, porque fue calamitoso 
lo que heredó y porque es muy difícil el entorno interna. 
cional. No ayuda, señor Presidente; no es el camino que 
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debe ser recorrido, Quede el. Partido. Colorado con su ideo- 
logía y con su concepción; no pretendemos cambiarlas; 
queremos democráticamente convocar al pueblo en la fe- 


- cha en que la Constitución lo indica, tener más votos que 


ellos para entonces cambiar, y si no es así, no vamos a 
poder hacerlo. Y eso lo siente, lo vive y lo afirma todo el 
Frente Amplio, porque en él no hay nadie que no sienta 
intimamente esta convicción democrática. Sólo con defi- 
niciones bisoñas puede desconocerse esto. Pero transac- 
ciones, sí; diálogos, también; y concesiones, aún limita- 
das, por lo menos en aquellos planos que no duelan de- 
masiado. 


Señor Presidente: creo que este paro tiene el carácter 
de una advertencia. ¡No la ignoremos! No creamos que 
porque mañana ningún problema de hoy va a estar re- 
suelto —pues en el lapso de veinticuatro horas segura- 
mente nada va a cambiar— todo termino. No incurramos 
en la ingenuidad de decirle a cientos de miles de trabaja- 
dores, a muchos pequeños comerciantes que padecen tam- 
bién esta política, y a muchos industriales modestos —he- 
chos de abajo y con esfuerzo—— que pararon, perdieron un 
jornal, O perdieron de vender durante un día, que que- 
damos igual que antes; porque la historia no termina ma- 
ñana, ni pasado mañana. Hay un partido que tiene el Go- 
bierno; hay otros tres partidos con representación par- 
lamentaria y no el Gobierno: esta es la realidad política 
nacional, en la medida que valida la elemental aritmé- 
tica momentánea, porque en definitiva, un quinquenio es 
un momento y un Gobierno es un pasaje. No creamos que 
sacando ventajas inmediatas de esos hechos, sin conceder 
nada a nadie, se está abonando el camino hacia las solu- 
ciones efectivas. : 


Hoy se va a pronunciar un pueblo al que le cerraron 
las puertas, para el que no hay diálogo, concesiones ni 
caminos. Sólo así el pueblo va al paro. 


Yo, señor Presidente, simplemente he querido decir 
que respeto las concepciones del Partido Colorado, que res- 
peto el punto de vista que expresa el señor diputado For- 
teza, con toda legitimidad, cuando dice que estima que 
este es el mejor equipo económico que ha tenido el país. 
En definitiva, está coincidiendo en lo fundamental con 
Végh Villegas. No le envidio la coincidencia. ¡Por cierto 
que no! Pero inclusive desde ese punto de vista es un equi- 
po económico que, aun en la coincidencia con los elemen. 
tos que ha aplicado, debe reconocerse —si desde el Go- 
bierno se nos pide que lo hagamos— sí, que algo aumentó 
el salario; sí, que algo aumentó la ocupación. Bien: ¿qué 
ocupación? ¿La de los que venden baratijas en 18 de Julio 
y en las ferias, a pesar de estar preparados para otras 
cosas? ¿La de los que andan en los carritos recogiendo ba- 
sura, porque esas también son ocupaciones? Llámenle ha- 
che si quieren, pero para este Gobierno son ocupaciones: 
están ocupados. : 


Para aquellos que están de acuerdo con eso, aun para 
quienes están contentos, con todo eso para los que creen 
que el desarrollo del país debe transitar por esos sende- 
ros tan favorables a los banqueros e inversionistas, déjen- 
nos decirles, respetuosamente y sim agravios, que gobernar 
Gobierno no es sólo pagar las cuentas; gobernar no €s 
sólo disminuir el déficit fiscal. ¡Claro que es eso!; pero 
es además programar, crear, imaginar; también es tener 
visión constructiva y renovadora. Y esto es lo que no se 
ve: ni planes ni programas, ni renovación, ni entereza 
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para enfrentarlo. Pagamos las cuentas, vamos al Fondo 
Monetario, siempre con buenas noticias, nunca pasa nad2 
malo, nadie niega nada, todo se consigue; pero una gran 
proporción de la gente sigue ganando N$ 23.000, N$ 25.000, 
N$ 30.000. Estos son los hechos reales, mientras las escue- 
¿as se caen, los hospitales carecen hasta de lo más indis- 
pensable, los niños de las familias pobres se mueren sin 
la asistencia adecuada, los medicamentos se encarecen, 
muchos ni están al alcance de gran parte de nuestro pue- 
blo. 


Frente a eso, los indicadores económicos solos, los nú- 
meros solos y parcializados, las estadísticas solas y a gus- 
to. Esta Rendición de Cuentas, señor Presidente, es la €x- 
presión de una política económica y social con la que dis- 
crepamos, en el marco del respeto que nos impone la con- 
vivencia democrática, pero es también la expresión deplo- 
rable de la falta de horizontes, de la carencia de imagi- 
nación, de la falta de posibilidades, del encierro en la res- 
tricción, ella sí, en la tristeza, en la limitación, y para 
gran parte del pueblo, en la miseria, 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay más oradores ins- 
criptos. Correspondería que se formularan las mociones pa- 
ra tomar la votación. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: están 
sometidos a consideración de la Asamblea General 93 ve- 
tos cuya votación debería ser nominal, de acuerdo con lo 
establecido por la Constitución de la República. La Ban- 
cada del Partido Nacional solicita que se vote en bloque 
la totalidad de los vetos, a excepción de los correspondien- 
tes a los artículos 23, 104 y 208, por lo que proponemos que 
sean desglosados. No vamos a abundar ahora acerca de los 
90 vetos, pero confiamos en que por parte de la Bancada 
del Partido Colorado haya alguna modificación de su po- 
sición, en cuanto a los tres que desglosamos, ya no sólo por 
razones argumentales, sino porque las circunstancias han 
cambiado. 


El artículo 23 de la Rendición de Cuentas votada por 
el Parlamento, y vetada por el Poder Ejecutivo, determina 
la posibilidad de otorgar aumentos a funcionarios públi. 
cos en circunstancias distintas hasta las ahora vigentes 
en materia legal. Creo que los hechos han demostrado la 
bondad del artículo, y teniendo en cuenta que esos he- 
chos han sido supervenientes al envío de los vetos por 
parte del Poder Ejecutivo, confiamos en la posibilidad de 
que haya habido un cambio de posición al respecto. 


Con relación al artículo 104, creemos que con poste- 
rioridad al envío del Mensaje también han ocurrido he- 
chos que justifican ampliamente un cambio de postura. 
A través de esta disposición el Parlamento procuraba, ali. 
viar la situación de los funcionarios policiales de este pais 
en materia habitacional. Confiamos en que ahora sí Sea 
desechado el veto —y no es preciso señalar por qué— te- 
niendo en cuenta, además, que el Poder Ejecutivo, que en 
su oportunidad vetó esta disposición ahora, por las cir- 
cunstancias actuantes nos ha hecho saber que está dis- 
puesto a apoyarla porque la considera justa y necesaria, 
y conjuntamente con las autoridades del Banco Hipotecario 
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del Uruguay está preparando una iniciativa muy similar 
a la establecida en el artículo 104 de esta Rendición de 
Cuentas. Bien se justifica, entonces que haya un cam- 
bio en la posición de la Bancada del Partido Colorado, y 
confiamos que así ocurra. 


En lo que tiene que ver con el artículo 208, sobre el 
que hemos abundado largamente en este debate, imsisti.- 
mos puesto que hasta este preciso instante no hemos lo- 
grado entender por qué la Bancada del Partido Colorado 
no hace un acto de reflexión y acompaña la iniciativa ten- 
diente a la erección del absolutamente necesario Hospital 
de Las Piedras. 


Estas son las razones que en cada caso justifican que, 
sin reabrir el debate, se destaquen Circunstancias actuan- 
tes diferentes, en cuyo mérito solicitaríamos que se des- 
glosen los tres artículos mencionados y se voten en blo- 
ques los 90 vetos restantes. 


La Mesa indicará la fórmula concreta de la votación; 
dejamos esto librado a su criterio. Damos por descontado 
que se pueden votar en su conjunto los 90 vetos, aunque 
no sabemos si los tres restantes deben votarse en bloque 
o por separado. 


Esta es nuestra propuesta; la trasmitimos verbalmente, 
ya que creemos que no es necesario hacerlo por escrito. 


4) INTERMEDIO 
SEÑOR FAU. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor le- 
gislador. 


SEÑOR FAU. — Señor Presidente: en nombre de la 
Bancada del Frente Amplio, solicitamos un intermedio de 
quince minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar. 
(Se vota:) 
—122 en 123. Afirmativa. 


La Asamblea General pasa a intermedio por quince 
minutos. 


(Es la hora 1 y 25 del día 10 de noviembre) 


5) OBSERVACIONES INTERPUESTAS POR EL 
PODER EJECUTIVO A DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL PROYECTO DE 
LEY DE RENDICION DE CUENTAS 1986 


—Continúa la sesión. 
(Es la hora 2 y 7 minutos) 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 
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SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: el Poder Ejecuti- 
vo ha observado veinticuatro artículos por razones de in- 
constitucionalidad. 


Si bien no comparto enteramente la opinión del Po- 
der Ejecutivo, a mi juicio algunos de esos artículos son 
evidentemente inconstitucionales. De manera que no estoy 
en disposición de votar el rechazo de esos vetos. 


De todos modos, no voy a proponer el desglose de los 
mencionados “artículos porque eso significaría otras tan- 
tas “votaciones, lo que nos llevaria más tiempo del que 
disponemos. Simplemente deseo dejar constancia de que, 
a mi juicio, los artículos 47, 152, 178, 180, 463, 494, 685 y 
686 son claramente inconstitucionales. Digo esto, por su- 


puesto sin perjuicio de un examen más detenido que po-. 


dría hacerse al respecto. 


Asimismo quiero recordar que en oportunidad de tra- 
tarse este tema en el Senado logramos que se aprobara 
una resolución por la cual estas situaciones dudosas pasa- 
ban a estudio de su Comisión de Constitución y Legisla, 


ción. Considero acertada esa decisión por cuanto en ma- 


teria de inconstitucionalidades, si bien hay casos claros, 


como pueden ser los relativos a aumentos de sueldos, crea- 


ción de cargos o modificaciones de cómputos jubilatorios, 
existen otros que presentan dudas, como, por ejemplo, las 
transformaciones de cargos o la presupuestación de con- 
tratados, que tradicionalmente dan origen a discusiones en 
oportunidad de ser considerados todos los Presupuestos Na- 
cionales y todas las Rendiciones de Cuentas. Pienso que en 
la Comisión de Constitución y Legislación todos los sec- 
tores podrían ponerse de acuerdo para aclarar estas si- 
tuaciones por medio de una ley interpretativa; sería con- 
veniente que eso se hiciera en frío, antes de tener que en- 
frentar el estudio de una nueva Rendición de Cuentas o 
de un nuevo Presupuesto. A mi entender, por no haber 
procedido así anteriormente es que estamos sometidos a 
estas situaciones, en las cuales, si hay cincuenta votos a 
favor y cuarenta y nueve en contra, el artículo es decla- 


rado inconstitucional, en tanto que si la votación resulta 


a la inversa, será considerado constitucional. Naturalmen.- 
te, la constitucionalidad no puede depender de una ma- 
yoría circunstancial. Tenemos que tener un Criterio más 
o menos estable, sobre todo a la luz de la experiencia de 
decenas de años en que venimos tratamdo los mismos te- 
mas. 


Por consiguiente, dejo constancia de que cumplo con 
un deber de mi conciencia al no votar artículos que, a mi 
juicio, son inconstitucionales, 


SEÑOR CADENAS BOIX. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. — Señor Presidente: quie- 
ro decir que comparto enteramente todos y cada uno de 
los términos expresados por el señor legislador Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo con la moción 
formulada por el señor legislador García Costa, se va a 
votar, en primer término, el levantamiento de los vetos 
interpuestos a noventa de los noventa y tres artículos. 
Se exceptúan de esta votación los artículos 23, 104 y 208. 
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El voto por la afirmativa significará la decisión de 
levantar el veto; el voto por la negativa, por el contrario, 
señalará la voluntad de no levantarlo. 


Tómese la votación nominal, 

(Se toma en el siguiente orden:) 
SEÑOR AGUIRRE. — Por la afirmativa, 
SEÑOR BATALLA. — Por la afirmativa, 


SEÑOR BATLLE. — Voto por la negativa y voy a 
fundar el voto. 


La moción que estamos votando, que fuera sugerida 
por el señor legislador García Costa, supone la división 
de la votación de los vetos, votándose noventa en bloque 
y por separado los vetos correspondientes a los artículos 
23, 104 y 208. 


Vamos a votar por la negativa en ambas situaciones 
y queremos dar las razones —particularmente a los se- 
ñores legisladores mocionantes— de por qué vamos a vo- 
tar en contra la solicitud especial de levantamiento de 
los vetos correspondientes a los artículos 23, 104 y 208. 


Con respecto al artículo 23, el Poder Ejecutivo en- 
tiende que por él se está autolimitando, pero que es con- 
veniente que así lo haga porque la potestad de dar suel- 
dos diferenciales, sobre todo a posteriori de la sanción 
de una ley de carácter general en esa materia, como es 
la de Rendición de Cuentas, sin ninguna duda va a gene: 
rar entre los funcionarios todo tipo de tensiones y de es- 
fuerzos, que determinarán conflictos y diferendos a pro- 
pósito de procurar esa diferenciación en los sueldos. A 
juicio del Poder Ejecutivo —que esta Bancada compar- 
te— se trata de un procedimiento que genera un clima 
totalmente inconveniente para la mejor administración. 


Con respecto al artículo 104, que tiene que ver can 
las viviendas policiales, compartimos el criterio del Poder 
Ejecutivo, que entiende que no se deben hacer legisla- 
ciones por vía excepcional, en beneficio de un sector que 
reconocemos puede tener más necesidades que otro, pero 
no menos que algunos que no estarían incluidos en esa 
excepción. Además, ese tema, al igual que otros referen- 
tes a ciertas áreas, está siendo considerado de acuerdo con 
los recursos que tiene a su alcance el Banco Hipotecario, 
que es la vía más adecuada y procedente para resolver 
estos problemas. 


En cuanto al artículo 208, que ha suscitado tan se- 
rias polémicas, se refiere al hospital de Las Piedras y se 
conjuga con el artículo 305. A nuestro juicio, el levanta- 
miento de este veto, que dejaría establecida expresamen- 
te una cantidad de N$ 200:000.000 para esos fines, sería 
un factor limitante que conspiraría contra el mejor pro- 
pósito apuntado en el artículo 305, que incorpora ese hos- 
pital como objetivo a realizar dentro del Plan de Inver- 
siones. 


En efecto —como decía— en la parte del artículo 208 
cuyo veto se solicita levantar, se establece una cantidad 
de N$ 200:000.000 —ni más ni menos-— para los Ejerci- 
cios 1987, 1988 y 1989. Ahora bien: la cuota correspon- 
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diente a 1987 no se podrá aplicar, y no se sabe cuáles 
serán las alícuotas que corresponderán a los años 1988 y 
1989. No sé conoce si se dividirá en partes iguales, tam- 
poco si será suficiente o bien no alcanzará para cubrir 
los propósitos a los que está destinada esa suma. Por otra 
parte, por esa vía también se obliga al Poder Ejecutivo, 
a través del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, ni 
más ni menos que a detraer de otras obras exactamente 
la suma fijada. 


En consecuencia, entendemos que el mantener este 
veto contribuye a ampliar mucho más las potestades le- 
gales que derivan de la sanción del artículo 305 —que no 
fue vetado— y a posibilitar que en los Ejercicios 1988 y 
1989 se utilice, de los fondos globales, no N$ 200:000.000 
—-ni menos ni más— sino lo que sea necesario. Por tan- 
to, creemos que el propósito común de todo el Cuerpo 
— manifestado con claridad por todos los señores legisla- 
dores vinculados al tema y al departamento— de que el 
Gobierno preste a la brevedad el esfuerzo financiero para 
construir ese hospital, está mejor contemplado por la vía 
de los vetos que, en este caso, ha interpuesto el Poder 
Ejecutivo. 


Por todo lo expuesto, señor Presidente, vamos a votar 
negativamente tanto los noventa vetos iniciales, como los 
correspondientes a los tres artículos que se van a consi- 
derar en forma, separada. 


SEÑOR CADENAS BOIX. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CAPECHE (don Eugenio). — Por la nega- 
tiva. 


SEÑOR CARRERE SAPRIZA. — Por la negativa. 


' SEÑOR CASSINA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR CERSOSIMO. — Por la negativa. 
SEÑOR CIGLIUTI. — Por la negativa. 
SEÑOR CROCE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Por la negativa. 
SEÑOR FLORES SILVA. — Por la negativa. 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GARGANO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GUNTIN. — Por la negativa. 
SEÑOR JUDE. — Por la negativa. 
SEÑOR LACALLE HERRERA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MEDEROS. — Por la afirmativa. 
SEÑOR OLAZABAL. — Por la afirmativa. 


SEÑOR ORTIZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PEREYRA. — Por la afirmativa. 
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SEÑOR -POZZOLO. -— Por la negativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR TERRA. — Por la negativa. 

SEÑOR TOURNE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR TRAVERSONI. — Por la negativa. e 
SEÑOR ZANONIANI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ZORRILLA. — Por la negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. — Por la negativa. 
SEÑOR AGUIRRE CORTE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ALONSO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR AMARO. — Por la negativa. 

SEÑOR AMEN PISANI. — Por la negativa. 


SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR ARREDONDO. — Por la negativa. 
SEÑOR ASIAIN. — Por la negativa. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Por la negativa. 
SEÑOR BERTACCHI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BOUZA. — Por la negativa. 

SEÑOR BRUM. — Por la negativa. 

SEÑOR CANTON. — Por la negativa. 


SEÑOR CAPECHE (don Cayetano). — Por la nega.- 
tiva. 


SEÑOR CAPUTI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CARAMBULA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR CATALDI. — Por la negativa. 

SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. —- Por la negativa. 


SEÑOR CIGANDA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. — Por la nega- 
tiva. 


SEÑOR CORTAZZO. — Por la negativa. 


SEÑOR DA ROSA VIÑOLES. — Por la negativa. 
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SEÑOR DAVEREDE. — Por la afirmativa y voy a 
fundar el voto. 


Votamos en forma afirmativa el levantamiento de los 
vetos -—o más ortodoxamente dicho— contra las observa- 
ciones interpuestas por el Poder Ejecutivo, por las ra- 
zones que expuso nuestro compañero de bancada, el Se- 
for legislador Rossi Pasina. Nuestro voto, además, tiene 
un sentido: la desaprobación de la política económica del 
Gobierno, que es un resabio de la que impuso el régimen 
de facto, de corte neoliberal y que en alguna otra ocasión 
en esta Sala. calificamos como insensible, materialista y 
desbumanizada, atentatoria, sin lugar a dudas, contra el 
bien común, que no lleva a la pacificación de los espíri- 
tus porque no resolverá los graves y grandes problemas 
que tiene el país. 

(¡Muy bien!) 

SEÑOR DIAZ (don José). — Por la afirmativa. 

SEÑOR ESCAJAL. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FAU. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FORTEZA. — Por la negativa. 

SEÑOR FRANCOLINO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FRESIA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FREY GIL. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FUENTES. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARAT. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA RIJO. — Por la negativa. 

SEÑOR GESTIDO. — Por la negativa. 

SEÑOR GOÑI CASTELAO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GRANUCCI. — Por la negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GUERRERO. — Por la negátiva. 

SEÑOR HEBER. — Por la afirmativa. 

SEÑOR HIERRO LOPEZ. — Por la negativa. 

SEÑOR IRAZOQUI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ISI. — Por la negativa. 

SEÑOR ITUÑO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR JAURENA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LAMAS. — Por la negativa. 


SEÑOR LAUSAROT. — Por la negativa. 
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SEÑOR LENZI. — Por la negativa. 
SEÑOR LESCANO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MACHIÑENA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MAGURNO. — Por la negativa. 

SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J.). — Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR MARTINEZ (don Orosmán). — Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR MILLOR. — Por la negativa. 


SEÑOR MORELLI. — Por la afirmativa y voy a fun- 
dar el voto. 


No me voy a referir al tema concreto de los vetos, si.- 
no al procedimiento que está siguiendo la Mesa, similar 
al que ha llevado a cabo cada vez que se ha reunido este 
Cuerpo. 


No entiendo por qué en la Asamblea General que está 
integrada por 130 legisladores representantes del pueblo, en 
las votaciones nominales se toma en primer lugar el voto 
de los senadores y luego el de los diputados. He revisado 
cuidadosamente el Reglamento... 


(Murmullos. Campana de orden) 
—... y en ningún artículo se establece que se tome la 
votación en ese orden. Pediría a la Mesa que estudiara 


este tema y que en futuras votaciones se haga por el or- 
den alfabético. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa advierte que nunca 
se había planteado una cuestión semejante. Reconoce que 
esa es una vieja costumbre del Parlamento, que si es del 
caso puede ser cambiada en el futuro. 

SEÑOR OXACELHAY. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PASQUET IRIBARNE. — Por la negativa. 

SEÑOR PEREIRA PABEN. — Por la negativa. 

SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Por la negativa, 

SEÑOR PITA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PITTALUGA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Por la afirmativa. 
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¡SEÑOR PRIETO. -—— Por la afirmativa. SEÑOR PRESIDENTE. — No habiéndose obtenido los 
bres quintos que prevé la Constitución, el resultado de la 


"... SEÑOR RIJO. — Por la negativa. 


"SEÑOR RIOS. — Por la afirmativa. 
'' SENOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Por la afirmativa, 
“SEÑOR RODRIGUEZ. — Por la negativa. 
SEÑOR ROCHA IMAZ. — Por la afirmativa, 
.. [SENOR ROSALES MOYANO. -— Por la afirmativa. 
SEÑOR ROSSI PASINA. — Por la afirmativa. 
- SEÑOR SANTORO. — Por la afirmativa. 
- SEÑOR SOTO. -— Por la negativa. 
SEÑOR STURLA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR TORIANI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR VAILLANT. — Por la negativa. 
SEÑOR VIERA. — Por la negativa. : 
SEÑOR ZUNINI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BENTANCUR. — Por la negativa. 
SEÑOR GAIONE. — Por la negativa. 
SEÑOR MANZI. — Por la negativa. 
SEÑORA ARANA. — Por la afirmativa. 
SEÑORA ARON. — Por la negativa. 
SEÑORA CASSOU. — Por la afirmativa. 
SEÑOR IBAÑEZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LOPEZ MARTINEZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MUNIZ DURAND. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MUÑOZ. -— Por la afirmativa. 
SEÑOR NION. —- Por la negativa. 
SEÑOR RUIZ MORENA. — Por la negativa. 


SEÑOR VINCI. — Por la negativa. 


SEÑOR ZEBALLOS. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resultado de 


la votación. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio). — Han 


sulragado 129 señores legisladores: 74 lo han hecho por 
la afirmativa y 55 por la negativa. 


1: SEÑOR REQUITERENA VOGT. Por la afirmativa. votación es negativo. 


Se va a tomar la votación nominal para el levanta. 
miento de los vetos interpuestos a los artículos 23, 104 y 
208 en forma conjunta, si no existe inconveniente. 

SEÑOR AGUIRRE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BATLLE. — Por la negativa. 

SEÑOR CADENAS BOIX. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CAPECHE (don Eugenio). — Por la negativa. 

SEÑOR CARRERE SAPRIZA. — Por la negativa. 

SEÑOR CASSINA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CERSOSIMO. — Por la negativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. -— Por la negativa. 

SEÑOR CROCE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FA ROBAINA. — Por la negativa. 

SEÑOR FLORES SILVA. — Por la negativa. : 

SEÑOR GARCIA COSTA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARGANO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GUNTIN. — Por la negativa. 

SEÑOR JUDE. — Por la negativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. -- Por la afirmativa. 

SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR MEDEROS. — Por la afirmativa, 

SEÑOR OLAZABAL. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ORTIZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR POZZOLO. — Por la negativa. 

SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO., — Por la afirmativa. 

SEÑOR TERRA. — Por la negativa. 

SEÑOR TOURNE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR TRAVERSONI. — Por la negativa. 

SEÑOR ZANONIANI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ZORRILLA. — Por la negativa. 


SEÑOR ZUMARAN. — Por la afirmativa. 
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AA ENFADA -— Por la HERIAYA:: 


SEÑOR AGUIRRE CORTE. — Por :la. afirmativa. 


, -SEÑOR ALONSO. — Por la afirmativa. ; . ; 
di SEÑOR: ALVAREZ. — Por la afirmativa. 0 
SEÑOR AMARO. -—— Por. la negativa. 
SEÑOR AMEN. PISANI, — Por la negativa. 
SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Por la afirmativa. 
s: SEÑOR: ASIAIN. — Por la negativa. 
SEÑOR BARRIOS ANZA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Por la- negativa. 
SEÑOR BERTACHI, — Por la afirmativa, 
SEÑOR BOUZA, —- Por la negativa: 
SEÑOR BRUM, +- Por la negativa.. - 
SEÑOR GANTON. — Por la «negativa. 
SEÑOR:'CAPECHE (don Cayetano). Por la negativa. 
SEÑOR .CAPUTI. — Por la afirmativa, * 
SEÑOR GARAMBULA. — Por la afirmativa. : 


SEÑOR CATALDI. --.Por la negativa.. 


SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Por la negativa.. 


SEÑOR:CIGANDA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR:CONDE MONTES DE'OCA. — Por la negativa. 
SEÑOR CORTAZZO. — Por la negativa. 
SEÑOR DA“RÓSA VIÑOLES. — Por la negativa. 
SEÑOR DAVEREDE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ: (don José). — Por la afirmativa. 
SEÑOR ESCÁJAL. —-Por la afirmativa. 

** "SENOR FAU: — Por la afirmativa. 
SEÑOR FORTEZA. — Pór la negativa.” 


SEÑOR FRANCOLIÑNO. — Por la afirmativa, señor Pre- 
sidente, y voy a. fundar el voto. 


Veo con dolor que esta votación no es sino una lamen- 
table repetición de la anterior. Con esto se frustra el in- 
tento postrero en.pos de levantar vetos, en virtud del cual 
apelábamos a la comprensión, al entendimiento y, en fin 
al espíritu de «concordia de los distintos sectofes :partida- 


ABAMBLEA!* GENERAL 


9 de Noviembre de 1987 


rios. Se cierra —ditíáe-— un capítulo de esperanza. Abri. 
mos, sin embargo, un compás de espera a fin de que el 
Poder” Ejetiitivoretapatite y haga: que aquellos artículos 
en los que argumentó vicios de inconstitucionalidad —muy 
discutibles— por falta de'iniclativa, vuelvan al Parlamento 
en un plazo más que prudencial bajo la forma de pro- 
yecto de ley, a fin- de Gue'los legisladores de diferéntes 
partidos que nos comprometimos a votar determinadas 
disposicióhes mtichas veces caras a nuestras aspiraciones 
de gente del interior, > PORAMOS verlas pORereiadas: en la 
realidad. en 


Deseo dejár esta constancia. -En' sul momento reproché 
la voluntad de ciertos legisladores amigos del interior, en 
cuañto ¿"acompañar disposiciones con las que éstamos 
comprometidos en nuestra calidad de tales. Si la excusa 
-—que no toñipárto— es meramiente“la de falta de iñicia- 
tiva —que en ocasión de otros proyectos de ley de Ren- 
dición de Cuéñtas fue subsañada por melo de la buena 
voluntad— que vuelvan al Parlamento en breve, dado que 
el país espera que sé tontrete én realidad lo que- todos 
aguardamos. 


SEÑOR FRESIA. — - Por la. afirmativa. 
SEÑOR qn GIL. -— Por la atirmativa. 
SEÑOR FUENTES. —= Por la pd 


a . pe 


SEÑOR GARAT — Por la afirmativa. 


y 


SEÑOR GARCIA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR GARCIA RIJO. — - Por da negativa 


Es 


SEÑOR GESTIDO. — - Por la “negativa 


SEÑOR GOÑI CASTELAO. — Por la afirmativa. 


SEÑOR GRANUCCL. — ad la MBuativa. 


SEÑOR GUADALUPE, — Por la afirmativa. 


SEÑOR GUERRERO. — Dor la negativa, 
SEÑOR. HEBER, . — Por. la afirmativa, 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. — “Por la negativa 


SEÑOR TRAZOQUI. — Por la afirmativa, 


SEÑOR ISI. — - Por la negativa, señor Presidente, y 
voy a fundar el voto. z 


Quiero hacer referencia al artículo 208, cuyo inciso se- 
gundo —por el que se determina una cifra fija para la 
construcción del hospital de Las Piedras— es vetado por 
el Poder Ejecutivo, Considero que en caso de mantenerse 
el artículo tal como venía propuesto, se estaría creando al- 
guna dificultad y sería un factor muy limitante para un 
proyecto de tanta importancia. 7) 


Por otra parte, importa aclarar que :en el artículo 305 
se incorpora el hospital de Las Piedras. Así, pues, son in- 
fúíndadas las manifestaciones que se han formulado en 
cuanto á que el Partido Colorado veta este hospital;'por- 
que ello no está acorde eon lo que está determinádo en 
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el artículo 305; que establece la posibilidad. de” construir 
ese centro de salud en e] año 1988. Esto es una realidad 
cierta. Por consiguiente, quiero dejar bien clara la posi- 
ción del Partido Colorado, en respaldo de la construcción 
del hospital de Las Piedras, a traves de] artículo 305 que 
asi la establece. 
SEÑOR ITUÑO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR JAURENA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LAMAS. — Por la negativa. 
SEÑOR LAUSAROT. na E0t la negativa, 
SEÑOR LENZI. — Por la negativa. 
SEÑOR LESCANO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Por la eliemativa 
SEÑOR LORENZO ROVIRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MACHISENA. — Por la afirmativa. 
“SEÑOR MAGURNO. — Por la negativa. 
SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Por la ifrmatiea. 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J. » — Por E afirma. 
tiva, ps oa a 


SEÑOR MARTINEZ (don Orosmán). — Por la afir- 
mativa. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA. — Por la afirma- 
tiva. . 


SEÑOR MILLOR. — Por la negativa. 

SESOR MORELLI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR "OXACELHAY: — Por la afirmativa. . 
SEÑOR "PASQUET. — Por la negativa. 

* SEÑOR PEREIRA PABEN. — Por la ñegativa. 
SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Por la negátiva. | 

p SEÑOR PITA. —Ñ Por la afirmativa. dies 

SEÑOR PITTALUGA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PORRAS LARRALDE. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PRIETO. — Por la afirmativa. 


AS 


SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Por la afirmativa. 
SEÑOR RIJO. — Por la iia cd E 0 


SEÑOR RIOS. — Por la AN - Ca 
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SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Por la afir- 
mativa. me ES Ea 


SEÑOR RODRIGUEZ. — Por la negativa. 
SEÑOR ¡ROCHA IMAZ. — Por la afirmativa. 
" SEÑOR ROSALES MOYANO, — Por la ini 
SESOR ROSSI PASINA. — Por la afirmativa... 
SEÑOR SANTORO..— Por la afirmativa. ,,: 
SEÑOR SOTO. — Por la negativa: 
SEÑOR STURLA, —-Por la “afirmativa. 
SEÑOR TORIANI. por la afirmativa. 


SEÑOR VAILLANT. — Por la negativa. 


SENOR VIERA. — Pór la negativa. ni 
SEÑOR ZUNINI. — Por la afirmativa. ls 
SESÓR BENTANCUR. — Por la negativa. 

| SEÑOR GAÍÓNE. -— Por la negativa, 0, 
SEÑOR MANZI —- Por la negativa. ús 
SEÑORA ARANA. — Por la afirmativa. 

- SEÑORA AÑON. — Por la"negativa. 
SEÑORA CASSÓU. — Por la afirmativa. 
SEÑOR IBÁÑEZ. — Por la afirmativa. 

SESÓR LOPEZ MARTINEZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR MUNIZ DURAND. — Por la afirmativa. . 


SEÑOR MUÑOZ. — Por la afirmativa. o 


SEÑOR NION. — Por la _hegativa. 

SEÑOR RUIZ MORENA, — Por la negativa. ' * 
SEÑOR VINCI. — Por la negativa, , 

SEÑOR ZEBALLOS. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resúltado 
de la votación. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (don Mario Farachio). —. Han 
votado 129 señores legisladores: 74 lo han hecho por la 
afirmativa y 55 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Al no haberse obtenido los 
tres quintos de votos que establece la Constitución, el 
resultado:es negativo y no han sido levantadas las opbser- 
vaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo. ; 
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- * SEÑOR CAPECHE (don Eugenio). — Pido la pala- 
bra para fundar el voto. ] 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra €el señor 
legislador. 


SEÑOR CAPECHE (don Eugenio). — Señor Presi- 
dente: consideramos que sigue vigente el artículo 305 
que es el que realmente otorga al Poder Ejecutivo los 
recursos necesarios para la construcción del Hospital de 
Las Piedras. Si así no fuera, no hubiéramos votado de 
este modo, porque de ninguna manera queremos impedir la 
construcción de este hospital, por el esfuerzo que ha ve 
nido haciendo toda la población de esa magnífica ciudad 
y por lo que significa para su desarrollo y progreso. Ade- 
más, en la Comisión de Asuntos Laborales de la Cámara 
de Senadores, a la que concurrieron también muchos se- 
ñores diputados que están aquí presentes, recibimos a una 
delegación, y allí hubo consenso en el sentido de que en 
la Rendición de Cuentas se votaría una partida con la 
finalidad de construir el Hospital de Las Piedras. Esto 
contó con la anuencia de los señores Ministros de Salud 
Pública y de Transporte y Obras Públicas. Es por esa 
razón que hemos votado el artículo 208 en forma negativa. 
En caso contrario, lo hubiéramos hecho de otra forma. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Léase otra moción llegada 
a la Mesa, presentada por los señores legisttdores García 
Costa, Fuentes, Pereyra y Rodríguez Labruna. 


(Se lee:) 


“Atento al resultado de las votaciones efectuadas 
en la fecha en el seno de este Cuerpo, la Asamblea 
General adopta la siguiente decisión con alcance de 
pronunciamiento: Comuníquese de inmediato 'al Po- 
der Ejecutivo el proyecto de ley, a sus efectos”. 


-—Tómese la votación nominal de la referida moción. 
SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: consulto a 
la Mesa si para este tipo de moción se requiere tomar la 


votación en forma nominal o si puede realizarse en forma 
sumaria. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa está a lo que de- 
cida la Asamblea General, pero como se trata de una mo- 
ción referida a los vetos y el artículo 141 de la Constitu- 
ción exige votación nominal, parecería más prudente pro- 
ceder de esa manera. 


SEÑOR PEREYRA. — En este caso, retiro todo cues- 
tionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tómese la votación nominal. 
(Se toma en el siguiente orden: ) 

SEÑOR BATALLA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BATLLE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CADENAS BOIX. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CAPECHE (don Eugenio). — Por la afir- 
mativa. 
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SEÑOR CARRERE SAPRIZA. — Por la afirmativa. 
SESOR CASSINA. — Por la afirmativa. 
SENOR CERSOSIMO. — Por la afirmativa. | 
SEÑOR CIGLIUTI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CROCE. — Por la afimativa. 

SEÑOR FA ROBAINA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FLORES SILVA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GARCIA COSTA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GARGANO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GUNTIN. — Por la afirmativa. 
| SEÑOR JUDE. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LACALLE HERRERA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MEDEROS. — Por la afirmativa. 

SEÑOR OLAZABAL. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ORTIZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR POZZOLO. — Por la afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR TERRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR TOURNE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR TRAVERSONI. — Por la afirmativa, 


SEÑOR ZANONIANI. — Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


Señor Presidente: quiero dejar constancia de que vo- 
té afirmativamente para. posibilitar que la población del - 


país no sea víctima de la inflexibilidad del Partido Co 


lorado. Además, deseo alertar sobre el procedimiento que 


“se ha llevado a cabo por quienes representan al partido 
" de Gobierno, que han actuado con esa soberbia y ese ca- 


pricho que en tantas oportunidades.... 
íNo apoyados. Interrupciones. Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE, —- Advierto al señor legisla- 
dor que en los fundamentos de voto no pueden hacerse 
alusiones personales ni de carácter político. 


SEÑOR ZANONIANI. — Señor Presidente: enton- 
ces, alertamos en este sentido, y creo que este procedi- 
miento es correcto. 
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Considero que no se ha tomado debida cuenta del fun- 
cionamiento de los Poderes del Estado. Entiendo que no 
debe existir una separación tajante entre diehos Poderes, 
pretendiendo dar preeminencia a uno de ellos sobre el otro, 
que es víctima —en este caso, el Parlamento nacional-—— 
sino que debe darse una armonización en todas las vías 
y procedimientos que se utilicen. Además, pienso que se 
están menospreciando y retaceando los medios para que 
funcione adecuadamente otro Poder del Estado, como €» 
el Poder Judicial, pues de esa manera estamos conspi- 
rando contra el afianzamiento de la democracia que to 
dos tenemos obligación de defender y que, precisamente, 
se asienta en la armonización de dichos Poderes y no en 
argumentos que defiendan la tesis que pretende crear 
una supremacía absoluta e indebida del Poder Ejecutivo, 
desde el punto de vista constitucional. 


(No apoyados) 

SEÑOR ZORRILLA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR. ZUMARAN. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR. AGUIRRE CORTE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ALONSO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ALVAREZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR AMARO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR AMEN PISANI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ARREDONDO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ASIAIN. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS TASSANO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTACCHI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BOUZA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR BRUM. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CANTON. — Por la afirmativa. 


SEÑOR CAPECHE (don Cayetano). — Por la alir- 
mastiva. 


SEÑOR CAPUTI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CARAMBULA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CATALDI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR CERCHIARO SAN JUAN. — Por la afirmativa. 
SEÑOR CIGHANDA. — Por la afirmativa, 


SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. — Por la afirma.- 
tiva. 
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SEÑOR CORTAZZO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR DA ROSA VIÑOLES. — Por la afirmativa. 
SEÑOR DAVEREDE. — Por la afirmativa, 
SEÑOR DIAZ (don José). — Por la afirmativa. 
SEÑOR FAU. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FORTEZA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FRANCOLINO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FRESIA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR FREY GIL. — Por la afirmativa. 
SEÑOR FUENTES. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GARAT. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA RIJO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GESTIDO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GOÑI CASTELAO. — Por la afirmativa. 
SPÑOR GRANUCCI. — Por lá afirmativa. 
SEÑOR GUADALUPE. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GUERRERO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR HEBER. — Por la afirmativa. 

SEÑOR HIERRO LOPEZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR IRAZOQUI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR 181. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ITUÑO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR JAURÉNA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LAMAS. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LAUSAROT. — Por la afirmativa. 
SEÑOR. LENZI. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LESCANO. — Por la afirmativa. 
SEÑOR LOPEZ BALESTRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MACHIÑENA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MAGURNO. — Por la afirmativa, 
SEÑOR MAIMO QUINTELA. — Por la afirmativa. 


SEÑOR MARTINEZ (don Luis J.). — Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR MARTINEZ (don Orosmán). — Por la alir- 
mativa. 


SEÑOR MELO SANTA MARINA. -— Por la afirmativa. 
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SEÑOR MILLOR. — Por la afirmativa. 

SEÑOR MORELLI. — Por la negativa. 

SEÑOR OXACELHAY. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PASQUET. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREIRA PABEN. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ ALVAREZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PINTOS PEREIRA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PITA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR PITTALUGA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR PRIETO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR REQUITERENA VOGT. — Por la afirmativa. 


SEÑOR RIJO. — Por la afirmativa y voy a fundar 
el voto. 


Señor Presidente: frente a lo manifestado por al- 
gún señor senador suplente un tanto intempestivo que no 
entendió realmente el criterio y el espíritu con que se es- 
tá haciendo esta votación, quiero expresar, en nombre del 
Partido Colorado, mi reconocimiento a todos los sgctores 
porque hoy este Parlamento, como en otras ocasiones ha 
dado una muestra de madurez política. 


En efecto, todos los sectores han fundamentado su 
posición, a favor o en contra, pero, en definitiva, han 
permitido acudir a una solución inteligente que permite 
abreviar el tiempo, impedir el transcurso de los sesenta 
días y lograr así el objetivo perseguido de tal modo que 
como lo dijo hoy el señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas los funcionarios públicos podrán percibir el au- 
mento -—que cada uno juzgará a su modo— otorgado 
“ por esta Rendición de Cuentas y ya a partir de este mes 
de noviembre. 5 


SEÑOR RIOS. — Por la afirmativa. 

SEÑOR RODRIGUEZ LABRUNA. — Por. la afirmativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR ROCHA IMAZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR ROSSI PASINA. — Por la afirmativa. 
SEÑOR SANTORO. — Por la afirmativa. 

SEÑOR SOTO. — Por la afirmativa. 


SEÑOR STURLA. — Por la afirmativa y voy a fun- 
dar el voto. 


Señor Presidente: voto por la afirmativa por los fun- 
damentos que con tanta exactitud expuso el señor sena- 
dor Zanoniani. 


SEÑOR TORIANI. — Por la afirmativa. 
SEÑOR VAILLANT. — Por la afirmativa. 


. SEÑOR VIERA. — Por la afirmativa. , 
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SEÑOR ZUNINI.. — Por la afirmativa. 
SEÑOR BENTANCUR. — Por la afirmativa. 
SEÑOR GAIONE. — Por la afirmativa. 


SEÑOR MANZI. — Por la afirmativa y voy a fundar 
el voto. 


He votado afirmativamente por los fundamentos ex- 
puestos por el señor legislador Rijo. : 


SEÑORA ARANA. — Por la. afirmativa. 

SEÑORA ARON. — Por la afirmativa. 
SEÑORA CASSOU. — Por la afirmativa. 

SEÑOR IBAÑEZ. — Por la afirmativa. 

SEÑOR LOPEZ MARTINEZ. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MUNIZ DURAND. — Por la afirmativa. 
SEÑOR MUÑOZ. — Por la afirmativa. 


SEÑOR NION. — Por la afirmativa y voy a fundar 
el voto. 


Señor Presidente: he votado por la afirmativa porque 
el Partido Colorado y el batllismo siempre marcaron rum- 
bos para buscar soluciones al país y para que ya a partir 
de esta noche los funcionarios públicos tengan derecho a 
decir: tenemos tanto para cobrar en la Rendición de 
Cuentas. - 


El Partido Colorado siempre fue así, a pesar de todos 
los problemas, de todos los avatares políticos y de nues- 
tros adversarios. A pesar de las discrepancias que hemos 
mantenido con algún legislador, debo decir que nuestro 
Partido siempre ha marcado rumbos en una forma co- 
rrecta, terminante, con coraje, con amor y con afecto ha- 
cia todo lo que estamos haciendo. 


En esta noche el Partido Colorado ha votado la Ren- 
dición de Cuentas y, en consecuencia, los funcionarios pú- 
blicos ya pueden contar con esa retroactividad que a 
partir de mañana tienen derecho a reclamar. 

SEÑOR RUIZ MORENA. — Por la afirmativa. 

SEÑOR VINCI, — Por la afirmativa. 

SEÑOR ZEBALLOS. — Por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta del resultade 
de la votación. 


(Se da del siguiente:) 
SEÑOR SECRETARIO (don Mario Farachio). — Han 
sufragado 124 señores legisladores; 123 lo han hecho por 


¡a afirmativa y uno por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consecuencia, el resul. 
tado de la votación es: afirmativa. 


(Texto del proyecto de ley aprobado: ) 
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“CAPITULO 1 
Disposiciones Generales 


Artículo 1% — Apruébase la Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al 
Ejercicio 1986, con un resultado deficitario de Ejecución 
presupuestal de N$ 38.612:293.200 (nuevos pesos treinta y 
ocho mil seiscientos doce millones doscientos noventa y 
tres mil doscientos) y un resultado deficitario total de 
N$ 41.701:216.200 (nuevos pesos cuarenta y un mil sete- 
cientos un millones doscientos dieciséis mil doscientos), 
según los anexos que acompañan a la presente ley y que 
forman parte integrante de la misma. 


Art. 2% — La presente ley regirá a partir del 19% de 
enero de 1988, excepto en aquellas disposiciones en que, 
en forma expresa, se establezca otra fecha de vigencía. 


Art. 32 — El Poder Ejecutivo, previo informe de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Contadu- 
ría General de la Nación, podrá efectuar las correcciones 
de los errores u omisiones numéricos o formales que se 
comprueben en la presente ley, dando cuenta a la Asam. 
blea General. 


Art. 4% — Los créditos establecidos en la presente ley 
para sueldos, gastos e inversiones, subsidios y subvencio- 
nes, son a valores del 1% de enero de 1987. Dichos crédi- 
tos se ajustarán en la forma dispuesta por los artículos 
6%, 68, 69, 70 y 82 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. j 


Art. 5 — El ajuste de los créditos presupuestales por 
suministros dispuesto por el artículo 20 del Decreto-Ley 
N9 14.985, de 28 de diciembre de 1979, para el caso de la 
Dirección Nacional de Subsistencias, se efectuará en la 
forma prevista por el artículo 69 de la Ley N? 15.809, de 
8 de abril de 1986, aplicando la variación del Indice Ge- 
neral de los Precios del Consumo elaborado por la Di- 
rección General de Estadística y Censos. 


Art. 6% — Sustitúyese a partir de la promulgación de 
la presente ley, el artículo 76 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 76. — En los Incisos 02 al 26, los déficit 
que se originen por modificación de la paridad mo- 
netaria o por variación de los precios, en gastos de 
funcionamiento e inversión que se financien con Ren- 
tas Generales, serán de cargo del Tesoro Nacional, 
siempre que el ajuste de precios o el pago en moneda 
extranjera, esté previsto en el respectivo contrato. 


Esto será de aplicación en los siguientes casos: 


a) Cuando se trate de compromisos por los cuales se 
ha constituido la respectiva reserva de residuos 
pasivos, por el excedente no Cubierto por dicha 
reserva. 


b) Cuando se trate de reliquidaciones de gastos pre- 
sentadas por el acreedor con posterioridad al cie- 
rre del Ejercicio, 
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e) Por las diferencias producidas entre el momento 
del compromiso del gasto y su pago para gastos 
de funcionamiento, o entre el momento de la emi. 
sión de la orden y su pago para gastos de inver- 
siones, cuando los créditos resultaren insuficientes, 


La erogación correspondiente será dispuesta por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, previo informe 
de la Contaduría General de la Nación, y se atende- 
rá con cargo a una partida estimativa en el Progra- 
ma 001 del Inciso 24 “Diversos Créditos”. 


Derógase el artículo 113 del Decreto-Ley N% 15.167, 
de 6 de agosto de 1981”. 


Art. 72 — Sustitúyese a partir de la promulgación de 
la presente ley el artículo 77 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 77. — El pago de intereses de mora, por 
deudas que afecten a un organismo público compren- 
dido en los Incisos 02 al 26, deberá ser autorizado por 
el Ministerio de Economía y Finanzas, previo informe 
de la Contaduría General de la Nación, y se atenderá 
con cargo a una partida estimativa en el Programa 
001 del Inciso 24 “Diversos Créditos ”. 


Art. 82 — A partir de la promulgación de la presente 
ley, el Poder Ejecutivo incluirá en el proyecto de ley de 
aprobación del Balance de Ejecución Presupuestal, los cré. 
ditos no financiados de los acreedores contra el Estado, 
las partidas pendientes de regularización y las modifica- 
ciones indispensables a las normas generales sobre ejecu- 
ción presupuestal, funcionarios y Ordenamiento financiero. 


Simultáneamente se remitirá, para su conocimiento, 
el informe sobre el estado de la situación económico..fi.- 
nanciera de la República, con enunciación de los resulta. 
dos obtenidos por la política aplicada por el Poder Ejecu- 
tivo y su correspondiente evaluación anual. 


Derógase el Decreto-Ley N% 14.695, de 26 de agosto 
de 1977. 


Art. 92 — El ordenador primario de los gastos por 
viáticos y pasajes que demanden las misiones oficiales al 
exterior, será el Ministerio de Economía y Finanzas o quien 
éste delegue. El citado Ministerio, podrá afectar los crédi- 
tos presupuestales de los diversos Programas de los Inci- 
sos 02 al 26, los que serán reforzados automáticamente 
con cargo al artículo 29 del Decreto-Ley N? 14.754, de 5 de 
enero de 1978. 


CAPITULO II 
Normas sobre funcionarios y retribuciones 


Artículo 10. — Los ascensos se realizarán dentro de 
cada Unidad Ejecutora por Escalafón o grupo ocupacio- 
nal y serie de clases de cargos, de grado en grado, salvo 
normas presupuestales expresas. 


Art. 11. — A los efectos de lo dispuesto por el artícu- 
lo 2% del Decreto-Ley N* 15.728, de 8 de febrero de 1985, 
en la redacción dada por el artículo 2% de la Ley múme- 
ro 15.748, de 14 de junio de 1985, no se considerará la 
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prima establecida por el artículo 12 de la Ley N? 15.809, de 
8 de abril de 1986. 


Art. 12. — Declárase que las incompatibilidades par- 
ciales que se regulan por las normas generales aplicables 
a los funcionarios públicos, no generan la compensación 
por dedicación total. 


Art. 13. — Presupuéstase a los funcionarios contrata- 
dos sin término, por aplicación de lo dispuesto por .los 
artículos 25 de la Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, 
44 y 45 de la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985, y 
99, 10 y 12 de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 
1985, en aquellos casos en que dichos funcionarios, a la 
fecha de su cese, hubieren ocupado cargos presupuesta- 
dos o cuando siendo contratados al momento de su des- 
titución, los funcionarios de similar categoría en su re- 
partición hubieran sido presupuestados globalmente. 


Los demás funcionarios restituidos quedarán en situa- 
ción de contratación para tareas permanentes sin término. 


Lo establecido precedentemente operará luego de re- 
compuesta su situación funcional. 


La contaduría correspondiente habilitará los cargos y 
créditos en un renglón específico, eliminando las actuales 
partidas de contrataciones. 


Dichos cargos y créditos se eliminarán al vacar. 


En los casos de postergaciones de funcionarios presu- 
puestados o contratados, el órgano competente determina- 
rá los cargos a que tengan derecho y la contaduría habi- 
litará el crédito para pagar la diferencia entre los cargos 
anteriores y éstos, en un renglón específico que se elimi. 
nará al vacar. 


Los funcionarios postergados se considerarán, a todos 
los efectos, como titulares de los cargos a los que quedan 
asimilados. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes comprende al 
personal de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuen- 
tas, de la Corte Electoral, de los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados y de los Gobiernos Departamen- 
tales y, asimismo, al personal de las instituciones indi- 
cadas en el literal d) del artículo 35 de la Ley N* 15.783, 
de 28 de noviembre de 1985, que resulte reincorporado a 
la banca oficial. 


La presente disposición será aplicable, en lo pertinen- 
te, a los funcionarios que se incorporen al amparo de las 


disposiciones citadas en el inciso primero, con posteriori- 


dad a su promulgación. 


Art. 14. — Los funcionarios públicos que perciban 
hasta cuatro Salarios Mínimos Nacionales, afiliados o que 
se afilien a instituciones médicas de asistencia colectiva, 
de los Incisos 02 “Presidencia de la República”, 03 “Minis- 
terio de Defensa Nacional”, personal civil que no sea be- 
neficiario del Servicio de Sanidad de las Fuerzas Arma- 
das, 05 “Ministerio de Economía y Finanzas”, 06 “Minis- 
terio de Relaciones Exteriores”, 07 “Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca”, 08 “Ministerio de Industria 
y Energía”, 09 “Ministerio de Turismo”, 10 “Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas”, 11 “Ministerio de Educa- 
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ción y Cultura”, 13 “Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social”, 16 “Poder Judicial”, 17 “Tribunal de Cuentas”, 18 
“Corte Electoral”, 19 “Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo”, 25 “Administración Nacional de Educación Pú- 
blica” y 28 “Banco de Previsión Social”, percibirán una 
contribución, a partir de la promulgación de la presente 
ley, para el pago de las cuotas mensuales de salud. Dicha 
contribución será de los montos siguientes: 


A) Para los que perciban una asignación mensual de has- 
ta dos Salarios Mínimos Nacionales: N$ 1.650 (nuevos 
pesos mil seiscientos cincuenta) mensuales. 


B) Para los que superen dos y hasta cuatro Salarios Mi- 
nímos Nacionales: N$ 1.100 (nuevos pesos mil cien) 
mensuales. 


A los efectos de la presente disposición, se considera- 
rán como retribuciones mensuales todos los ingresos per- 
cibidos con carácter permanente, sujetos a montepío, con 
excepción de la prima por antigijedad, horas extras y be- 
neficios sociales. 


Los montos establecidos precedentemente serán rea- 
justados en las mismas oportunidades y porcentajes en 
que se varíen las retribuciones mensuales de los funcio- 
narios beneficiados, de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 6% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, y 
el Salario Mínimo Nacional, 


Art. 15. — Ningún funcionario podrá percibir el be- 
neficio establecido en el artículo precedente en más de 
un cargo o función, debiendo optar en su caso por per- 
cibirlo en uno solo de ellos. 


Dicho beneficio no estará sujeto a descuento alguno 
y no tendrán derecho a percibirlo aquellos funcionarios 
que directa o indirectamente, tengan cubierta total o par- 
cialmente, por otro organismo público o paraestatal la 
asistencia médica, ya sea mediante el reintegro de la cuo- 
ta mutual o por asistencia directa. Cada funcionario 0p- 
tará individualmente. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de instru- 
mentación y contralor del referido beneficio. 


Art. 16. — Sustitúyese el artículo 2% del Decreto-Ley 
N? 15.675, de 16 de noviembre de 1984, por el siguiente: 


“ARTICULO 22 — El aporte a que se refiere el ar- 
tículo anterior será preceptivo en todos los Casos, sal- 
vo en el del literal E), el que será optativo”. 


Art. 17. — Sustitúyese el literal b), del artículo 53 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“b) No se incluirán en la racionalización los cargos 
militares, policiales y de particular confianza”. 


Art. 18. — Deróganse los artículos 31 y 32 del Decre- 
to-Ley N? 14.416, de 28 de agosto de 1975. 


Art. 19. — A partir del 1? de mayo de 1987, el 50 % 
(cincuenta por ciento) del monto de N$ 1.200 (nuevos pe- 
sos mil doscientos), referido en el inciso segundo del ar- 
tículo 50 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, se 
incorporará a todos los grados de la escala establecida 
en dicha norma. 
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Art. 20. — Sustitúyese el artículo 32 de la Ley nú- 
mero 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 32. — Autorízase el traslado de funciona. 
rios de organismos públicos estatales para desempe- 
ñar, en comisión, tareas de asistencia directa al Pre- 
sidente de la República, Ministros de Estado y Legis- 
ladores Nacionales, a solicitud expresa de éstos. 


Los Legisladores Nacionales en ningún caso podrán 
tener más de tres funcionarios en comisión simultá- 
neamente. 


El plazo del traslado en comisión se extenderá por 
todo el período de ejercicio del cargo por parte de 
quien formula la solicitud, salvo que éste resolviera 
dejar sin efecto dicho traslado. 


Los indicados traslados en comisión no tendrán otro 
efecto que la prestación de la actividad al servicio y 
a la orden de quien formula la solicitud, mantenien- 
do el funcionario todos los derechos en la oficina de 
origen y en particular los referidos a la remunera- 
ción cualquiera sea su naturaleza y al ascenso”. 


Art. 21. — Las instituciones y organismos públicos que 
acuerden con empresas privadas la realización de proyec- 
tos de investigación científica o desarroilo tecnológico, 
podrán asignar remuneraciones extraordinarias a] perso- 
nal científico y técnico de su dependencia, que participe 
en la ejecución de dichos proyectos, con cargo a los fon- 
dos que al efecto provean las empresas aludidas. 


Art, 22. — Incorpórase al artículo 29 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, en la redacción dada 
por el artículo 3% de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre 
de 1986, a los profesionales que posean título universita- 
rio de “Ingeniero en Computación”. 


Art. 23. — Los funcionarios presupuestados o contra- 
tados de los órganos y organismos del Poder Ejecutivo y 
de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, que 
se encontraren prestando funciones en comisión en los 
organismos incluidos en el artículo 220 de la Constitución 
de la República y el personal de éstos, que estuviere cum- 
pliendo tareas en la misma calidad en otro organismo in- 
cluido en el artículo 220 de la Constitución de la Repú- 
blica Oo en un Ente Autónomo o Servicio Descentralizado 
o en los órganos y organismos del Poder Ejecutivo al 31 
de diciembre de 1986, podrán optar por su incorporacion 
a ellos, de acuerdo a las siguientes condiciones: 


A) La opción deberá formularse dentro de los sesenta 
días siguientes a la promulgación de la presente ley. 


B) Sólo podrán optar aquellos funcionarios que cuenten 
con más de seis meses de antigúedad en la oficina de 
destino, al 30 de junio de 1987. 


CY) Cuando se trate de funcionarios presupuestados, la in- 
corporación se realizará mediamte la habilitación de 
un cargo en el último grado ocupado del Escalafón 
respectivo, suprimiéndose en la repartición de origen 
el cargo correspondiente. 


D) Cuando se trate de contratados, se suprimirá el mon- 
to necesario en el crédito de la oficina de origen, in- 
corporándose a la de destino. 
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E) La incorporación no podrá significar disminución de 
la. retribución del funcionario y, en su caso, la Qife- 
rencia se considerará compensación inmodificada. 


La incorporación será dispuesta por el Poder Ejecuti- 
vo O por el organismo de destino, cuando corresponda, 
previa conformidad expresa del jerarca de la oficina de 
origen, con informe favorable de la Contaduría General 
de la Nación o de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, en su caso. 


Art. 24. — A partir del primer día del mes siguiente 
a la publicación de la presente ley, sustitúyense los ar- 
tículos 2% y 3% del Decreto-Ley N* 15.728, de 8 de febrero 
de 1985, en la redacción dada por el artículo 2% de la 
Ley N* 15.748, de 14 de junio de 1985, por el siguiente: 


“ARTICULO 2% — Los funcionarios comprendidos en 
el artículo anterior, tendrán derecho a percibir el be- 
neficio especial referido, en función del total de sus 
retribuciones mensuales permanentes, sin excepción al- 
guna, de acuerdo a la siguiente escala 


a) Si no supera un Salario Mínimo Nacional, el bene- 
ficio será del 40 % (cuarenta por ciento) de 
éste. ' 


b) Si supera un Salario Mínimo Nacional y no supe- 
ra 1,3 Salarios Mínimos Nacionales, será del 38% 
(treinta y ocho por ciento). 


c) Si supera 1,3 Salarios Mínimos Nacionales y no 
supera 1,6 Salarios Mínimos Nacionales, será del 
36% (treinta y seis por ciento). 


d4) Si supera 1,6 Salarios Mínimos Nacionales y no 
supera 1,8 Salarios Mínimos Nacionales, será del 
32% (treinta y dos por ciento). 


e) Si supera 1,8 Salarios Mínimos Nacionales y no 
supera 2 Salarios Mínimos Nacionales, será del 
28% (veintiocho por ciento). 


f) Si supera 2 Salarios Minimos Nacionales y no su- 
pera 2,1 Salarios Mínimos Nacionales, será del 
24% (veinticuatro por ciento). 


g) Si supera 2,1 Salarios Mínimos Nacionales, será 
del 20% (veinte por ciento). 


En los casos de funcionarios cuyas retribuciones sean 
sólo por concepto de horas de clase y en número com- 
prendido entre once y treinta horas, se liquidará la 
prima por hogar constituido, que hubiere correspondi- 
do al dictado de treinta horas de clase. 


Para aquellos cuyas retribuciones sean sólo por con- 
cepto de horas de clase y su número sea inferior a 
once, se liquidará la prima por hogar constituido del 
20% (veinte por ciento). 


Las cuidadoras del Consejo del Niño percibirán la pri- 
ma por hogar constituido del 20% (veinte por cien- 
to) del Salario Mínimo Nacional. 


El funcionario que perciba la prima por hogar cons- 
tituido dejará de percibir el adelanto establecido por 
los Decretos N9 327/983, de 16 de diciembre de 1983 y 
N9 18/9384, de 12 de enero de 1984. 
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En ningún caso de ascenso o de incremento de horas 
de clase, podrá implicar disminución de la remune- 
ración por todo concepto”. 


Art. 25. — Los topes y beneficios a que refiere el 
artículo anterior, se incrementarán en la ocasión y en el 
mismo porcentaje que lo haga el Salario Mínimo Nacional 
de la actividad privada. 


Los incrementos resultantes en ambos casos se redon- 
dearán a nuevos pesos. 


Art. 26. — Los egresados de los cursos de formación 
de altos ejecutivos de la administración pública, que de- 
sarrolla la Oficina Nacional del Servicio Civil, percibirán 
una compensación especial del 15% (quince por ciento) 
sobre sus remuneraciones por todo concepto, excluyendo 
los beneficios sociales y la prima por antigúedad. 


Esta compensación no podrá ser inferior a medio Sa- 
lario Mínimo Nacional, ni superior a un Salario Mínimo 
Nacional, sin perjuicio de los topes legales vigentes en la 
materia. 


Art. 27. — Los cargos y funciones que se Crean, Su- 
primen o transforman por la presente ley, serán adecua- 
dos por el Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y de la Contaduria General 
de la Nación, una vez aprobadas las racionalizaciones ad- 
ministrativas autorizadas por el artículo 53 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Para la adecuación de los mismos, se atenderá a la 
situación emergente de las mencionadas racionalizaciones 
de aquellos cargos o funciones de igual Escalafón, Gra: 
do y denominación, al 30 de junio de 1986. Si la varia: 
ción de éstos no fuera uniforme, se considerará aquella 
que signifique el menor incremento en Grado. 


Si al 30 de junio de 1986 no existieran cargos o fun- 
ciones de igual Escalafón, Grado y denominación, se es- 
tará a los dos primeros conceptos y en su defecto a la 
variación del Escalafón respectivo. 


La Contaduría General de la Nación habilitará o su- 
primirá los créditos necesarios. 


Art. 28. -— Los empleado3 del Frigorífico Melilla que 
al 10 de mayo de 1987, hayan estado prestando servicios 
en dicha empresa, podrán optar por ser contratados por 
el Poder Ejecutivo, con igual remuneración a la que estén 
percibiendo en el momento en que se realice la opción. 


Dicha opción deberá efectuarse en un plazo de sesen- 
ta días a partir de la publicación de la presente ley en el 
Diario Oficial. 


Los empleados serán distribuidos por el Poder Eje- 
cutivo, previo informe de la Oficina Nacional del Servi- 
cio Civil, y de la Contaduría General de la Nación. 


La Contaduría General de la Nación habilitará el res- 
pectivo crédito. 


La incorporación a la administración implicará re- 
nuncia al empleo en el Frigorífico Melilla. 
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Art. 29. — Los funcionarios comprendidos en el régi- 
men del artículo 58 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril 
de 1986, cuando no existan las vacantes requeridas en su 
propio organismo, podrán solicitar su inclusión en el ré- 
gimen establecido en los artículos 8% y siguientes de la 
Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


Derógase el inciso tercero del artículo 58 de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 30. — Sin perjuicio de las disposiciones sobre 
supresión y provisión de vacantes así como plazos para 
las mismas, la designación de funcionarios en los Esca- 
lafones A (Profesionales Universitarios), B (Técnico), C 
(Administrativo) y D (Especializado) o similares, cual- 
quiera sea su denominación, de los órganos y organismos 
referidos en el artículo 637 de la presente ley, sólo podrá 
realizarse mediante concurso. 


Art. 31. — La designación de nuevos funcionarios pre- 
supuestados o contratados para servicios auxiliares de los 
organismos mencionados en el artículo anterior, sólo po- 
drá realizarse mediante sorteo. 


A los efectos de este artículo se entiende por servicios 
auxiliares los correspondientes a tareas de limpieza, por- 
tería, conducción, transporte de personas, materiales o 
expedientes, vigilancia, conserjería, manejo de ascensores, 
conservación y similares así como otras tareas en las que 
teniendo predominio el esfuerzo físico, no requieran una 
especial habilidad manual o destreza en el manejo de má- 
quinas o herramientas como es el caso de obreros no €s- 
pecializados. 


Art. 32. — El sistema de concursos y sorteos estable- 
cido precedentemente no regirá para la designación de 
funcionarios militares, policiales y diplomáticos; los car- 
gos de la judicatura o de particular confianza; y funcio- 
narios designados por el Poder Legislativo o con su in- 
tervención. 


Art. 33. — Tratándose de funcionarios contratados po- 
drá. prescindirse del concurso o sorteo, Según los casos, en 
circunstancias de real urgencia de las que se dará cuenta 
a la Asamblea Genera] dentro de los diez días de efec- 
tuadas las designaciones. 


Art, 34. — La Oficina Naciona] del Servicio Civil 
procurará asimismo ofrecer cursillos de capacitación a 
los aspirantes que deban concursar. 


Art. 35, — Dentro de los noventa días de la entrada 
en vigencia de la presente ley la Oficina Nacional del Ser- 
vicio Civil elevará al Poder Ejecutivo un proyecto de re- 
glamentación del sistema de concursos y sorteos, estable- 
ciendo las normas y procedimientos a que se ajustarán 
entre los cuales deberá tener en cuenta las siguientes: 


A) Los llamados a concursos y sorteos tendrán amplia 
publicidad la que, salvo casos de urgencia justificada 
deberá hacerse con anticipación no menor de sesenta 
días. 


B) Los tribunales de concurso deberán estar integrados 
por un mínimo de tres personas de reconocida ido- 
neidad. 
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C) Se establecerán las medidas necesarias para que salvo 
casos excepcionales, la identidad de los concursantes 
sólo se conozca después de realizada la adjudicación 
de puntajes. 


Art. 36. — Las designaciones de nuevos funcionarios 
que se efectúen luego de la entrada en vigencia de las 
precedentes disposiciones y de su reglamentación, en con- 
travención a las mismas, serán nulas. 


Art. 37. — Deróganse los artículos 333 a 336 de la 
Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964. 


CAPITULO II 
INVERSIONES 


Artículo 38. — Los organismos públicos comprendidos 
en el artículo 220 de la Constitución de la República, 
distribuirán los créditos presupuestales entre sus progra- 
mas y proyectos de inversión, comunicando la apertura 
anual al Tribunal de Cuentas, Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y Ministerio de Economía y Finanzas, den- 
tro de los primeros noventa días de cada Ejercicio, dando 
cuenta a la Asamblea General. 


Art. 39. — Las modificaciones entre componente na- 
cional e importado de las asignaciones presupuestales, ges- 
tionadas por los organismos comprendidos en el Presu- 
puesto Nacional, serán autorizadas por el Poder Ejecutivo, 
previo informe de la Contaduría General de la Nación. 


Art. 40. — Las obligaciones emergentes de las auto- 
rizaciones concedidas al Inciso 25 “Administración Na- 
cional de Educación Pública (ANEP)”, y al Inciso 26 
“Universidad de la República”, por los artículos 607 y 


612 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986, son de ” 


cargo de Rentas Generales. 


Art. 41. — Apruébanse para los Incisos 02 al 13 las 
modificaciones al Plan de Inversiones Públicas para el 
período 1987 - 1989 contenidas en el anexo a la presente 
ley, que incluye los créditos concedidos por las Leyes 
Nros. 15.809, de 8 de abril de 1986 y 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986. 


El Poder Ejecutivo remitirá a la Asamblea General, 
antes del 31 de marzo de 1988, un informe sobre las con- 
secuencias ecológicas, factibilidad física y técnica del pro- 
yecto 724 - Cebollatí: obras de protección y desagúe, co- 
rrespondiente al Programa 002 del Inciso 02 Presidencia 
de la República. La ejecución del proyecto aprobado sólo 
podrá iniciarse luego de transcurridos cuarenta y cinco 
días de presentado tal informe. 


Transfiérese el importe correspondiente al proyecto 
7175 al proyecto 702, del Inciso 11 Ministerio de Educación 
y Cultura. 


Art. 42. — Sustitúyese el artículo 85 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 85. — Las asignaciones presupuestales 
que se comprometan y no se ejecuten en un Ejercicio, 
correspondientes a proyectos que no tienen previsto 
crédito para el Ejercicio siguiente, deberán ser repro- 
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gramadas respetando el monto total de créditos au- 
torizados por Programa para ese Ejercicio y sin per- 
juicio de las facultades del artículo 89. A tales efec- 
tos el jerarca del Inciso, dentro de los primeros trein- 
ta días de cada Ejercicio, deberá comunicar a la Ofl- 
cina de Planeamiento y Presupuesto y a la Contadu- 
ría General de la Nación dicha reprogramación”. 


Art. 43. — Sustitúyese el artículo 88 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 88. — Las trasposiciones de asignacio- 
nes entre proyectos de un mismo Programa así como 
los cambios en la descripción de los proyectos, gestio- 
nados por los organismos comprendidos en el Presu- 
puesto Nacional, serán autorizados por los jerarcas de 
cada Inciso previo informe favorable de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, o por el jerarca que co- 
rresponda en el caso de los Incisos no comprendidos 
en la Administración Central. En todos los casos se 
dará cuenta a la Contaduría General de la Nación, al 
Tribunal de Cuentas y a la Asamblea General. El in- 
forme de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
deberá ser emitido dentro de los quince días siguien- 
tes a la solicitud. Transcurrido dicho plazo, se entern- 
derá opinión favorable. 


Las trasposiciones entre proyectos de distintos Progra- 
mas de un mismo Inciso deberán ser aprobadas por 
ley, salvo en el caso de los Entes de Enseñanza, los 
que serán autorizados por el jerarca respectivo”. 


Art. 44. — Las modificaciones de las fuentes de fi- 
nanciación, entre proyectos de un mismo Programa, re- 
querirá la autorización del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas y comunicación a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y a la Contaduría General de la Nación. 


Art. 45. — Sustitúyese el artículo 45 del Decreto- 
Ley N? 14.416, de 28 de agosto de 1975, por el siguiente: 


“ARTICULO 45. — El Poder Ejecutivo autorizará la 
aplicación de los fondos referidos en el artículo 43, 
mediante la aprobación de un preventivo anual de 
ingresos y egresos ajustado a las normas específicas 
que les rigen. 


A tal efecto, las Unidades Ejecutoras, por intermedio 
de sus contadurías centrales o quienes hagan sus ve- 
ces, deberán presentar, ante la Contaduría Genera! 
de la Nación, antes del 31 de octubre de cada año, 
el preventivo anual de ingresos y egresos que proyecte 
para el año siguiente. 


El Poder Ejecutivo deberá expedirse antes del 1% de 
enero subsiguiente y comunicar al Tribunal de Cuen- 
tas de la República los preventivos aprobados”. 


Art. 46. — Sustitúyese el artículo 48 del Decreto-Ley 
N9? 14.416, de 28 de agosto de 1975, por el siguiente: 


“ARTICULO 48. — Los gastos comprendidos en el 
preventivo de egresos a que refiere el artículo 43 de 
esta ley sólo podrán comprometerse si existe crédito 
y disponibilidad financiera suficiente para solven- 
tarlos. 
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Las Unidades Ejecutoras podrán modificar, por razo- 
nes fundadas, sus preventivos anuales de ingresos y 
egresos de fondos públicos extrapresupuestales que ha- 
yan sido aprobados por el Poder Ejecutivo hasta dos 
veces por año. 


Las referidas modificaciones se gestionarán ante la 
Contaduría General de la Nación antes del 31 de oc- 
tubre del año de vigencia del preventivo que se modi- 
fica, debiendo recabarse nuevo pronunciamiento del 
Podor Ejecutivo”. 


Art. 47. — Sustitúyese el artículo 89 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 89. — Las ampliaciones o incorporacio- 
nes de proyectos a financiar con fondos extrapresu- 
puestales serán autorizadas por el Poder Ejecutivo en 
oportunidad de la aprobación del preventivo de ingre- 
sos y egresos a que refiere el artículo 45 del Decre. 
to-Ley N9 14.416, de 28 de agosto de 1975 y previo 
informe de la Contaduría General de la Nación y de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 


En el caso de los organismos comprendidos en el ar- 
tículo 220 de la Constitución de la República, serán 
autorizados por el Jerarca correspondiente. 


De dichas actuaciones se dará cuenta a la Asamblea 
General”. 


Art. 48. — Sustitúyese el artículo 91 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 91. — Los proyectos de inversión que 
se prevean aplicar o incorporar en oportunidad de la 
aprobación de la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal anual, deberán ser presenta- 
dos ante la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
antes del 30 de abril de cada año”. 


CAPITULO IV 


INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 


INCISO 02 
Presidencia de la República 


Artículo 49. — Increméntase, a partir del 1% de ene- 
ro de 1987. el Renglón 050 “Honorarios” en N$ 8:349.014 
(nuevos pesos ocho millones trescientos cuarenta y nueve 
mil catorce), en el Programa 004 “Política, Administra. 
ción y Conirol del Servicio Civil”, para financiar las re- 
tribuciones de los docentes nacionales y extranjeros, que 
impartan clases en los cursos de capacitación para fun- 
cionarios públicos. 


Art. 50. — El crédito del Rubro 9, Asignaciones Glo- 
bales, del Programa 004 “Política, Administración y Con- 
trol del Servicio Civil”, de N$ 19:540.374 (muevos pesos 
diecinueve millones quinientos cuarenta mil trescientos se- 
tenta y cuatro) autorizado por el artículo 134 de la Ley 
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N?9 15.809, de 8 de abril de 1986 se transfiere a los rubros 
que se detallan: 


Rubro Denominación Importe 

2 Materiales y Suministros N$ 6:839.000 
3 Servicios no personales N$ 8:793,300 
4.70 Motores y partes para reemplazo N$ 977.000 
9 Asignaciones Globales N$ 2:931.074 


Art. 51. — La partida establecida por el artículo 25 
del Decreto-Ley N? 14.985, de 28 de dicembre de 1979, in- 
crementada por el artículo 110 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986, se actualizará a partir del 1% de enero 
de 1987 por el régimen establecido por el artículo 6% de 
la Ley N? 15.809. 


Art. 52. — Prorrógase hasta el 22 de abril de 1988, 
el plazo fijado por el literal e) del artículo 7% de la Ley 
N9 15.757, de 15 de julio de 1985. 


Art. 53. — La Oficina Nacional del Servicio Civil, po- 
drá utilizar en el Ejercicio 1987 el crédito previsto en el 
planillado anexo a la presente ley para los Ejercicios 1988 
y 1989, en los proyectos de inversión de dicha Unidad 
Ejecutora denominados “Reparación de Edificios” y “Ad- 
quisición de Vehículos”, para la ejecución de las obras del 
Centro de Capacitación de Funcionarios Públicos. 


Art. 54. — Autorízase, a la Oficina Nacional del Ser- 
vicio Civil, a efectuar la venta de las publicaciones que 
realice a través del Instituto Nacional del Libro, depen- 
diente del Ministerio de Educación y Cultura, y a fijar 
el precio de las mismas. El producido total de dichas ven- 
tas se destinará a solventar las erogaciones que las cita- 
das publicaciones generen. 


Art. 55. — Créase una partida por una sola vez de 
N$ 165:000.000 (nuevos pesos ciento sesenta y cinco mi- 
llones), para atender los gastos que demande el proyecto 
de funcionamiento “III Censo Económico Nacional”, el 
que deberá finalizar antes del 31 de diciembre de 1989. 
De dicha partida se destinarán N$ 93:000.000 (nuevos pe- 
sos noventa y tres millones), para retribuciones persona- 
les y N$ 72:000.000 (nuevos pesos setenta y dos millones), 
para gastos. 


La parte correspondiente a remuneraciones se ajusta- 
rá conforme con los aumentos salariales del sector públi. 
co, y de acuerdo con la variación del Indice General de 
los Precios del Consumo en la parte correspondiente a 
gastos. 


E] personal requerido para las tareas del referido cen- 
so será designado de acuerdo al régimen establecido por 
el artículo 127 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


A los funcionarios contratados a tales efectos no les 
serán aplicables las normas vigentes sobre acumulación 
de cargos o contratos de función pública. 


La Dirección General de Estadística y Censos presen- 
tará al Ministerio de Economía y Finamzas el cronogra- 
ma de egresos previsto y éste le entregará mensualmente 
los recursos necesarios. 
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Art. 56. — Sustitúyese la denominación de la Unidad 
E¡ecutora 005 “Vértice Noroeste”, del Programa 002 “Pla- 
nificación del Desarrollo y del Asesoramiento Presupues- 
tal para el Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de 
la República”, por el de “Dirección de Proyectos de Desa- 
rrollo”, que funcionará en la O:icina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


La “Dirección de Proyectos de Desarrollo” será la Uni- 
dad Ejecutura responsable de los proyactos de inversión 
que se aprueban por la presente ley (artículo 41), referi.- 
dos a actividades de electrificación y de caminería rural de 
las Cuencas Lecheras y Arroceras; así como los denomira- 
dos “Vértice Noroeste” y el identificado en el artículo 61 
de la presente ¡ey (Grupo de Trabajo Permanente Tacua- 
rembó-Rivera). En tal sentido coordinará la ejecución de 
los mismos con los organismos dependientes de la Admi- 
nistración Central, Entes Autónomos, Servicios Descentra. 
lizados y Gobiernos Departamentales. La ejecución de las 
actividades podrá realizarse, asimismo, con la participa- 
ción dei sector privado. Lo dispuesto será sin perjuicio de 
las atribuciones que por esta misma ley se atribuyen a las 
Comisiones Honorarias para el Desarrollo que respectiva- 
mente actuarán en cada uno de los proyectos. 


Art. 57. — La ejecución de los proyectos de inversión 
referidos en el artícu.o anterior, asignados a la Direccion 
de Proyectos de Desarrollo, podrá ser convenida entre la 
Oíicina de Planeamiento y Presupuesto, y los organismos 
de la Administración Central, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados y Gobiernos Departamentales. Dichos 
Convenios deberán prever las condiciones de la inversión 
y de los aportes que correspondan a cada una de las 
partes. 


En lo relativo a los proyectos de inversión de electriti- 
cación y caminería rural (artículo 41) los Convenios con 
las Intendencias podrán establecer las obras de caminería 
rural, y su mantenimiento en las condiciones pactadas en 
los Convenios internacionales que los financian, y la api- 
cación a dicho mantenimiento de los recursos correspon- 
dientes. 


Art. 58. — La Dirección de Proyectos de Desarrollo 
definirá las condiciones de la ejecución de los proyectos 
de desarrollo cometidos a su cargo, con el asesoramiento 
de una Comisión Honoraria para el Desarrollo que se 
creará al efecto para cada uno de los proyectos aprobados. 


Sin perjuicio del asesoramiento referido dichas Co- 
misiones se expedirán: A) Previamente a su suscripción 
sobre los Convenios que, en aplicación de lo establecido 
en el artículo anterior, celebre a partir de la vigencia de 
la ley la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; y B) 
Respecto del plam anual preventivo de aplicación de los 
recursos afectados a cada proyecto. 


Trimestralmente evaluarán Jos informes que en tales 
períodos realice el Director referidos al cumplimiento de 
los objetivos de los proyectos de su cargo. 


La reglamentación establecerá los pi4zos de que dis- 
pondrá para expedirse cada Comisión Honoraria actuante. 
El Director de Proyectos de Desarrollo podrá apartarse 
por resolución fundada, del dictamen de la Comisión Ho- 
noraria. 
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Las Comisiones Honorarias para el Desarollo estarán 
compuestas por nueve miembros titulares y sus respectivos 
alternos, que desempeñarán honorariamente sus funcio- 
nes. Estará integrado por un miembro designado por la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dos por las Inten- 
dencias Municipales de las zonas a que refiere cada pro- 
yecto, dos designados por los integrantes del Directorio 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo que repre- 
sentan al Estado en decisión adoptada con un mínimo de 
cuatro votos conformes, tres designados por las Institu- 
ciones Gremiales o Cooperarias representativas que actúen 
en los respectivos sectores productivos a los que destinan 
los proyectos de inversión a realizar y, el noveno miem- 
bro, que presidirá, será designado por el Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto a propuesta de los 
restantes miembros, propuesta que deberá contar con por lo 
menos cinco votos conformes. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los procedimientos y 
plazos para las designaciones previstas para cada Comi.- 
sión. Determinará igualmente las condiciones para la de- 
signación sustitutiva, cuando no se realice en tiempo por 
las respectivas instituciones. En cada caso, las designacio- 
nes deberán recaer en persona de reconocida vinculación 
a los ámbitos de actuación de las instituciones en Cues- 
tión. La Comisión establecerá, en un plazo de noventa días 
de instalada, su reglamento de funcionamiento. 


Art. 59. — La Dirección de Proyectos de Desarrollo 
será dirigida por un Director, designado por el Presidente 
de la República, a propuesta de la Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto. A tales efectos se crea el cargo de Di.- 
rector de Proyectos de Desarrollo Regional (Escalafén R) 
en el “Programa Planificación del Desarrollo y del Aseso- 
ramiento Presupuestal del Sector Público” del Inciso 02 
“Presidencia de la República”, Unidad Ejecutora 025, “Di- 
rección de Proyectos de Desarrollo”. Tendrá una retribu- 
ción equivalente a la establecida en el literal d) del ar. 
tículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


A fin de atender la administración y supervisión pre- 
vistas en los programas y proyectos de inversión a que 
refiere el inciso segundo del artículo 56 de la presente 
ley, el Poder Ejecutivo podrá contratar hasta 23 funcio- 
marios con cargo a los créditos asignados a los proyectos 
de inversión autorizados. 


La Dirección de Proyectos de Desarrollo determinará 
las condiciones y formas de designación, de los funciona- 
rios a contratar, los que cesarán automáticamente una 
vez finalizada la ejecución de las obras o servicios para 
los cuales se les contrató. 


Art. 60. — El Director de la Dirección de Proyectos de 
Desarrollo será ordenador primario de los fondos prove- 
nientes de préstamos así como de aportes o contrapartidas 
nacionales —públicos o privados— destinados al desarro- 
llo de los proyectos asignados a la Unidad Ejecutora. 


Art. 61. — Transfiérese al Programa 002 “Planifica- 
ción del Desarrollo y Asesoramiento Presupuestal para el 
Sector Público”, Unidad Ejecutora 005, los recursos afec- 
tados al grupo de trabajo permanente Tacuarembó-Rive- 
ra, por el artículo 11 de la Ley N* 15.767, de 13 de se- 
tiembre de 1985 y la ampliación establecida por el artícu- 
lo 153 de la Ley N” 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 
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Los recursos que se asignen al Programa Nacional de 
Interconexión Vial, se aplicarán para financiar el aporte 
de las cuotas partes de las Intendencias Municipales in- 
volucradas en la ejecución de los convenios que se esta- 
blezcan con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Asimismo, los que se asignen para programas de de- 
sarrollo del sector primario se distribuirán en los proyec- 
tos que se determinen en acuerdo de las Intendencias Mu- 
nicipales con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
en la forma establecida por el inciso siguiente. 


La aplicación de los recursos a que refiere este ar- 
tículo por la Dirección de Proyectos de Desarrollo, se rea- 
lizará mediante convenios con las Intendencias Munici.- 
pales de Tacuarembó y Rivera, a cuyos efectos se au- 
toriza a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a Otor- 
gar la documentación correspondiente. 


Art. 62. — La Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, en nombre del Estado, transferirá a la Administración 
Nacional de Trasmisiones Eléctricas (UTE) las obras de 
electrificación rural efectuadas por la Dirección de Pro- 
yectos de Desarrollo, conviniendo en esa oportunidad las 
condiciones para el reembolso de la inversión realizada asi 
como para su amortización. Asimismo, procederá a entre- 
gar a las Intendencias Municipales correspondientes, las 
obras de caminería rural convenidas con las mismas, una 
vez cumplido el plazo del financiamiento externo de di. 
chas inversiones. 


Art. 63. — La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
podrá convenir con los particulares el financiamiento de 
los costos de mantenimiento de los caminos ejecutados con 
cargo a los proyectos autorizados por esta ley de Cuenca 
Lechera y Cuenca Arrocera. 


El FIMTOP proveerá el saldo de los recursos necesa- 
ríos para atender en tiempo la ejecución anual de dicho 
mantenimiento durante el período de diez años siguientes 
a que dichos caminos fueran librados al uso público, 


Art. 64. — LOs artículos 58 a 63 de la presente ley 
entrarán en vigencia a partir de su promulgación. 


INCISO 03 
Ministerio de Defensa Nacional 


Artículo 65. — Declárase comprendido en las disposi- 
ciones del artículo 42 de la Ley N* 12.801, de 30 de no- 
viembre de 1960, al personal subalterno del Escalafón Bf 
“Personal Militar”, perteneciente a los distintos progra- 
mas del Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”. 


A los efectos de la aplicación de esta disposición, se 
considerará que el Grado inmediato superior al Suboficial 
Mayor y Suboficial de Cargo, es Teniente 1lro. y Alférez 
de Navío, respectivamente, correspondiéndole la percep- 
ción de la asignación por permanencia en el Grado, cuan. 
do cumpla cuatro años de antigúedad en el mismo. 


_ Deróganse los artículos 117 de la Ley N* 14.106, de 14 
de marzo de 1973, y 5% del Decreto-Ley N* 15.547, de 17 
de mayo de 1984. 
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Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 66. — Transfórmanse en el Programa 009 “Pre- 
fectura Nacional Naval”, Unidad Ejecutora 086 “Prefectu- 
ra Nacional Naval”, veintidós targos de Marinero de lra. 
(PNN) y once cargos de Marinero de 2da. (PNN), en veln- 
titrés cargos de Cabo de 2da. (PNN), suprimiéndose los 
restantes. 


Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 67. — Créase en el Programa 002 “Ejército”, 
Unidad Ejecutora 002 “Comando General del Ejército”, 
un cargo de Coronel en el Escalafón del Cuerpo del Ser- 
vicio de Intendencia del Ejército establecido en el artícu- 
lo 142 del Decreto-Ley N? 15.688, de 30 de noviembre de 
1984. La referida vacante será provista por Tenientes Co- 
roneles del citado cuerpo, que se hallaren en actividad a 
la fecha de promulgación de la presente ley y que a la fe- 
cha de vigencia del mencionado decreto.ley, hubieren reu- 
nido las condiciones requeridas para ascender al Grado 
de Coronel. Dicho cargo se suprimirá al vacar. 


La presente creación regirá a partir del 1% de febre- 
ro de 1987. 


Art. 68. — Transfórmanse en el Programa 008 “Segu- 
ridad Social de las Fuerzas Armadas”, Unidad Ejecutora 
085 “Servicio de Retiros y Pensiones Militares”, dos car- 
gos de Soldado de lra. y un cargo de Cabo de 1ra. del 
Escalafón Bf “Personal Militar”, en tres cargos del Esca- 
lafón AcC, Grado E3, Operador de Sistemas. 


Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 69. — Los cargos del personal superior de los 
Cuerpos Técnicos y Profesionales, Administrativos y Es- 
pecializados del Ejército, Programa 002 “E'ército” Unidad 
Ejecutora 002 “Comando General del Ejército”, estructu- 
rados por el artículo 53 de la Ley N* 13.640, de 26 de 
diciembre de 1967, se incorporarán progresivamente al 
Cuerpo de Servicios de Intendencia del Ejército, a medida 
que queden vacantes y siempre que no exista personal su- 
perior en los Grados inmediatos inferiores de esos cuer- 
pos en condiciones de llegar a ocupar dichas vacantes. 


El persona] superior que actualmente integra dichos 
cuerpos, mantendrá su actual situación jurídica hasta su 
pase a situación de retiro, pudiendo ascender en los mis- 
mos cuando reúna las condiciones requeridas, 


A partir de la vigencia de la presente ley, sólo po- 
drán ocupar vacantes en el grado de Alférez de los refe- 
ridos cuerpos, los Suboficiales Mayores que a la fecha de 
la misma reúnan las condiciones requeridas para ascen. 
der a dicho Grado. 


Art. 70, — Créase en el Programa 001 “Administra. 
ción Central”, Unidad Ejecutora 001 “Ministerio de De- 
fensa Nacional”, una partida anual de N$ 800.000 (nue- 
vos pesos ochocientos mil), para atender el pago de dietas 
de los profesores del curso de capacitación y perfecciona.- 
miento del persona] administrativo subalterno de dicho 
Ministerio. 
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Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 71. — Modifícanse los siguientes coeficientes de 
la tabla de sueldos del Escalafón Bf “Personal Militar”, 
establecidos en el artículo 47 de la Ley N? 15.809, de 8 
de abril de 1986: 


“Denominación del Grado Coeficiente 
Sargento, Suboficial de 2da. 3,1 
Cabo de lra. 3 
Cabo de 2da. 2,5 
Soldado de lra. - Marinero de lra. 2,1 
Soldado de 2da. - Marinero de 2da. 1,4 
Aprendiz 0,8 
Cadete 0,7” 


Sustitúyese el inciso final del articulo 47 referido, por 
el siguiente: 


“A estas retribuciones se adicionan N$ 1.783 (nuevos 
pesos un mil setecientos ochenta y tres) —50 % (cin- 
cuenta por ciento) del aumento dispuesto a partir del 
19 de abril de 1985, a valores de 1% de enero de 
1987— y las compensaciones de permanencia en el 
grado, progresivo por antigiedad y todas las demás 
otorgadas por la legislación vigente”. 


Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 72. — Suprímense doscientos noventa Cargos va- 
cantes de Soldado de 2da. o Marinero de 2da. 


Esta disposición regirá desde la fecha de promulga- 
ción de la presente ley. 


Las supresiones se dispondrán en forma proporcional 
al número de cargos vacantes en los Programas 002 
“Ejército”, 003 “Marina . Armada Nacional” y 004 “Fuer- 
za Aérea”, (artículo 182 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986). 


Art. 73, — Declárase que el cargo de Abogado del 
Programa 002 “Ejército”, Unidad Ejecutora 002 “Coman- 
do General del Ejército”, referido en el artículo 104 de la 
Ley N? 14.106, de 14 de marzo de 1973, en la redacción 
dada por el artículo 116 del Decreto-Ley N* 14.189, de 
30 de abril de 1974, pertenece al Escalafón Bf “Personal 
Militar”. j 


Este cargo podrá ser ocupado por un Abogado Mili. 
tar, que tendrá como mínimo el Grado de Teniente Coro- 
nel, o por un Abogado sin estado militar, quien en tal 
caso será equiparado al Grado de Teniente Coronel e in- 
tegrará el Escalafón Bf. 
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Al vacar se transformará en un cargo de Abogado 
(AaA Es). 


Art. 74. — Increméntase en el Programa 003 “Mari. 
na - Armada Nacional”, Unidad Ejecutora 072 “Comando 
General de la Armada”, el Rubro 2 en la suma de nuevos 
pesos 50:000.000 (nuevos pesos cincuenta millones); 
N$ 40:000.000 (nuevos pesos cuarenta millones), prove- 
nientes del Renglón correspondiente a suministros de car- 
ne y N$ 10:000.000 (nuevos pe.us diez millones), prove- 
nientes del Renglón corresponciente a suministros de In- 
dustria Lobera y Pesquera del Estado (ILPE). 


Art. 75. — Créase el Programa “Información de De- 
fensa”, cuya Unidad Ejecutora será la “Dirección Gene- 
ral de Información de Defensa”, con los cometidos fijados 
por el artículo 10 de la Ley N“ 15.848, de 22 de diciem- 
bre de 1986. 


El Ministerio de Defensa Nacional transferirá a este 
Programa los recursos que a la fecha hubiere asignado 
en el Programa 007 “Organismos Conjuntos de las Fuer- 
zas Armadas”, al Subprograma 002 “Inteligencia de las 
Fuerzas Armadas”, suprimiéndose este último. 


Art. 76. — Exímese a la Unidad Ejecutora 080 “Di- 
rección General de Infraestructura Aeronáutica”, de lo 
dispuesto por el literal b), del artículo 10 de la Ley 
N9 11.925, de 27 de marzo de 1953 y de lo establecido 
por el artículo 5% del Decreto-Ley N% 14.755, de 5 de 
enero de 1978. 


A esos efectos se autoriza el empleo de los saldos exis- 
tentes a la fecha de la promulgación de la presente ley, 
en las cuentas que administran los recursos extrapresu- 
puestales del mencionado Programa. 


Art. 77. — El personal civil no equiparado, pertene- 
ciente al Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”, esta- 
rá amparado por las normas laborales y disciplinarias vi- 
gentes para la Administracion Central. 


Los funcionarios civiles equiparados continuarán ri- 
giéndose por el Estatuto del Funcionario Público y las 
normas especiales, legales y reglamentarias en aplicación. 


En materia de calificación y ascenso se aplicará para 
todo el personal civil las normas que regulan el tema pa- 
ra la Administración Central contemplando la naturaleza 
del Inciso, lo que será materia de reglamentación. 


Art. 78. — El Programa 003, “Marina - Armada Na- 
cional”, podrá anualmente trasponer el crédito necesario 
del Rubro 200 Derivado 802, al Rubro 200, para atender 
el gasto que demande el aprovisionamiento de combusti- 
ble de los buques o aeronaves de la Armada, fuera del 
territorio nacional. 


Los ajustes que por aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 20 del Decreto-Ley N? 14.985, de 28 de diciembre 
de 1979, se efectúen en el Rubro 200 Derivado 802, se 
realizarán sobre el crédito del mencionado Renglón, sin el 
abatimiento operado por las transposiciones que se auto- 
rizan por el inciso precedente. 
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INCISO 04 
Ministerio del Interior 


Artículo 79. — A partir del 1? de mayo de 1987, la 
compensación al cargo para los Oficiales del Escalaf¿n 
del personal policial, se regirá por la siguiente escala: 


15% Grado 14 

10% Grado 13 

8% Grados 12 y 11 

5% Grados 10, 9, 8, 7 y 6. 


Art. 80. — Créanse en los mismos subescalafones, es- 
pecialidades y Unidades Ejecutoras, los cargos cuyos ti- 
tulares reintegrados en los mismos cargos vacantes, sean 
redistribuidos por aplicación de lo dispuesto por el ar- 
tículo 38 de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 
1985. 


Art. 81. — Créanse en el Programa 013 “Servicio de 
Sanidad Policial”, veinte cargos de Oficial Ayudante (PT) 
Odontólogos, destinados a atender el servicio en las Je- 
faturas de Policía del interior. 


- Esta disposición regirá a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 82. — Modificanse a partir del 1% de mayo de 
1987, los siguientes coeficientes de la tabla de sueldos 
del Escalafón del personal policial, establecidos en el ar- 
tículo 48 de la Ley N9 15.809, de 8 de abril de 1986: 


“Denominación Coeficiente 
Suboficial Mayor 41 
Sargento lro. 3,7 
Sargento 3,3 
Cabo 2,9 
Agente de lra., Coracero de 1ra., Guardia 

de 1ra., Bombero de 1ra. 2,5 
Agente de 2da., Coracero de 2da., Guardia 

de 2da., Bombero de 2da. 2,1 
Cadete de la Escuela Nacional de Policía 0,7” 


Sustitúyese el inciso final del artículo 48 referido, por 
el siguiente: 


“A estas retribuciones se adicionan N$ 1.783 (nue- 
vos pesos un mil setecientos ochenta y tres) —-50% 
(cincuenta por ciento) del aumento dispuesto a par- 
tir del 19 de abril de 1985, a valores de 1% de enero 
de 1987— y todos los demás complementos otorgados 
por la legislación vigente, a los funcionarios que ocu- 
pen los cargos indicados por concepto de compensa- 
ción al cargo, permanencia en el grado y progresivo 
por antigiúedad”. 
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Art. 83. — Créanse los siguientes Cargos: 


Programa 005 “Mantenimiento del Orden Interno-Inte- 
rior” 


Jefatura de Policía de Artigas 
20 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de Canelones 
120 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de Maldonado 
20 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de Rocha 
10 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de San José 
10 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de Soriano 
10 Agente de 2da. 


Jefatura de Policía de Treinta y Tres 
10 Agente de 2da. 


Programa 007 “Prevención y Lucha Contra el Fuego” 
30 Bombero de 2da. 


Programa 008 “Asistencia y Bienestar Social Policial” 
15 Agente de 2da. (PA). 


Programa 012 “Capacitación Profesional” 
5 Agente de 2da. 


Programa 014 “Identificación Civil” 
10 Sargento 1ro. (PE) (Papilóscopo). 


Esta disposición regirá a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 84. — Modificase a partir de la promulgación 
de la presente ley, la denominación del Programa 009 
“Administración Carcelaria”, por la de “Administración 
del Sistema Penitenciario Nacional”. La Unidad Ejecuto- 
ra será la “Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarias 
y Centros de Recuperación”. 


Art. 85, — Sustitúyese el inciso primero, del articulo 
207 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, por el 
siguiente: 


“Transfiérense del Programa 002 “Ejército”, del In- 
ciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”, al Progra- 
ma 005 “Mantenimiento del Orden Interno-Interior”, 
de: Inciso 04 '“Ministerio del Interior”, ciento ochen- 
ta cargos vacantes de Soldado de 2da. o Marinero de 
2da. con sus respectivos créditos presupuestales, que 
se transforman en igual número de Agente de 2da.”. 


Las supresiones se dispondrán en forma proporcional 
al número de cargos vacantes en los Programas 002 “Ejér- 
cito”, 003 “Marina-Armada Nacional” y 004 “Fuerza 
Aérea”, (artículo 182 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril 
de 1986). 


Art. 86. — Transfórmanse en el Programa 004 “Man- 
tenimiento del Orden Interno-Montevideo”, un cargo de 
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Teniente 2do. (GG) y un cargo de Alférez (GG), en un 
cargo de Teniente 1ro. (GG) y un cargo de Teniente 2do. 
(GG). Al solo efecto de la antigiiedad, estas transforma- 
ciones regirán desde el 8 de abri! de 1986. 


Art. 87. — Créase en el Programa 004 “Manteni- 
miento del Orden Interno-Montevideo”, un cargo de Co- 
mandante (RGR) Escalafón del personal policial, Subes- 
calafón de policía ejecutiva, Grado 12, debiéndose supri- 
mir en el Programa 001 “Administración”, Unidad Eje- 
cutora 001 “Secretaría del Ministerio del Interior”, la 
primera vacante que se produzca en la jerarquía de Ins. 
pector Mayor, Grado 12, de igual Escalafón y Subescala- 
fón. 


Art. 88. — Modificase la denominación presupuestal 
del cargo Oficial Principal (PT) Procurador, pertenecien- 
te al Programa 002 “Política y Control de Migración”, por 
ei de Oficial Principal (PT) Abogado. Al solo efecto de 
la antigúedad esta modificación regirá desde el 8 de abril 
de 1986. 


Art. 89. — Créase en el Programa 005 “Mantenimien- 
to del Orden Interno-Interior”, Unidad Ejecutora 012 “Je. 
fatura de Policia de Lavalleja”, un cargo de Inspector Ma- 
yor, Escalafón del personal policial, Subescalafón de po- 
licía ejecutiva Grado 12, suprimiéndose en el Programa 
001 “Administración”, Unidad Ejecutora 001 “Secretaría 
del Ministerio del Interior”, la primera vacante que se 
produzca en la jerarquía de Inspector Mayor, Grado 12, 
de igual Escalafón y Subescalafón. Al solo efecto de la 
antiguedad, los ascensos que se produzcan como conse- 
cuencia de esta creación, serán conferidos con fecha 1% de 
febrero de 1987. 


Art. 90. — Créanse en el Programa 001 “Adminis- 
tración”, Unidad Ejecutora 001 “Secretaría del Ministe- 
rio del Interior”, un cargo de Inspector Mayor (PT) In- 
geniero de Sistemas y uno de Comisario Inspector (PT) 
Ingeniero de Sistemas, destinados a atender la Dirección 
y Subdirección del Centro de Procesamiento de Datos. 


Art. 91. — Transfiérense del Inciso 03 “Ministerio 
de Defensa Nacional”, al Programa 005 “Mantenimiento 
del Orden Interno-Interior”, doscientos cargos vacantes de 
Soldado de 2da. o Marinero de 2da. con sus respectivos 
créditos presupuestales que se transforman en igual nú- 
mero de cargos de Agente de 2da. 


Las supresiones se dispondrán en forma proporcional 
al número de cargos vacantes en los Programas 002 “Ejér- 
cito”, 003 “Marina - Armada Nacional” y 004 “Fuerza 
Aérea”, (artículo 182 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986). 


Art. 92. — Transfiérense en el Inciso 04 “Ministe- 
rio de: Interior”, en el Programa 013, las asignaciones 
existentes en el Renglón 021.321 “Sueldos Básicos asimi- 
lados al Escalafón Civil”, al Renglón 022.321 “Sueldos 
Básicos de Cargos, Escalafón Policial” incluidos en el Es- 
calalíón L “Personal Policial”. 


El personal mencionado efectuará las aportaciones que 
correspondan y tendrá como retribución el sueldo básico; 
la partida otorgada por el Decreto 180/985, de 15 de 
mayo de 1985; prima por antiguedad y beneficios socia- 
les a que tenga derecho el personal po!icia! presupuestado. 
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Art. 93. — Créase en el Rubro 0 “Retribuciones de 
Servicios Personales”, del Inciso 04 “Ministerio del Inte- 
rior”, una partida de N$ 2:000.000 (nuevos pesos dos mi- 
llones), con destino a atender las reparaciones por lesión 
de derechos funcionales, como consecuencia de la aplica- 
ción del Decreto de 28 de noviembre de 1986, de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 204 de la Ley N% 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


Dicha partida será distribuida en los Programas que 
correspondan a los funcionarios cuyos cargos presupues- 
tales deban regularizarse. 


Art. 94. — Créase con el carácter de particular con- 
tanza, el cargo de Director Nacional de Cárceles, Peniten- 
ciarías y Centros de Recuperación, y estará comprendido 
en el literal e) del artículo 99 de la Ley N% 15.809, de 
8 de abri! de 1986. 


El titular de dícho cargo será el jerarca inmediato de 
los directores de todos los establecimientos de reclusión 
y recuperación del país, 


Esta disposición regirá a partir de la promu'gación de 
la presente ley. 


Art. 95. — Créanse en el Programa 013 “Servicio 
de Sanidad Policial” los cargos de Director de Sanidad 
Policial y Director de! Hospital Policial, los que tendrán 
la calidad de particular confianza y estarán comprendidos 
en los literales g) y h), del articulo 9% de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, respectivamente. 


Los cargos que se crean precedentemente, deberán 
ser desempeñados por técnicos con especial versación en 
materia hospitalaria. 


Esta disposición regirá a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


INCISO 05 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Artículo 96. — Créase a partir de la promulgación 
de la presente ley, en la Unidad Ejecutora 001 “Dirección 
General de Secretaría del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas”, del Programa 001 “Administración de Recursos 
de Apoyo a la Conducción Económico-Financiera”, el car- 
go de Director de Administración, (Ab E7). Será aplica- 
ble a este cargo lo dispuesto en el artículo 227 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase a partir de la promulgación de la presente 
ley, el artículo 34 del Decreto-Ley N* 15,167, de 6 de 
agosto de 1981, en la redacción dada por el artículo 222 
de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 97. — Fíjase en N$ 65:160.000 (nuevos pesos 
sesenta y cinco miliones ciento sesenta mil), la partida 
establecida por el artículo 65 del Decreto-Ley N? 14.985, 
de 28 de diciembre de 1979, en el Programa 012 “Coor- 
dinación de! Comercio Exterior y Asistencia al Exportador” 
para atender la contratación de auxiliares administrativos 
destinados a prestar servicios en las Oficinas Económico- 
Comerciales, de la Unidad Ejecutora 012 “Dirección Ge- 
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neral de Comercio Exterior”. Dicho personal se contrata- 
rá en el lugar donde estén acreditados los Asesores Eco- 
nómico-Comerciales. 


El Director de Comercio Exterior podrá autorizar di- 
chas contrataciones, ante propuesta fundada de los Di. 
rectores de cada oficina en el exterior. 


Esta partida se ajustará de acuerdo a la variación de 
la cotización del dólar de los Estados Unidos de América. 


Art. 98. — Sustitúyese el artículo 41 del Decreto- 
Ley N?9 15.167, de 6 de agosto de 1981, por el siguiente: 


“ARTICULO 41. — Fíjase en N$ 72:400.000 (nue- 
vos pesos setenta y dos millones cuatrocientos mil), 
la partida correspondiente al Programa 012 “Coor- 
dinación del Comercio Exterior y Asistencia al Ex- 
portador”, para atender los gastos de oficina de las 
Asesorías y Departamentos Económico-Comerciales 
radicados en el exterior. 


El Ministerio de Economía y Finanzas fijará la par- 
tida correspondiente a cada una de las Asesorías y Depar- 
tamentos. 


La moneda de cuenta a utilizar será de U$S 1 (un 
dólar de los Estados Unidos de América), a N$ 181 (nue- 
vos pesos ciento ochenta y uno). 


La Contaduría General de la Nación suprimirá en el 
Inciso 06 “Ministerio de Relaciones Exteriores”, los cré- 
ditos utilizados en el Ejercicio 1987 para atender la refe- 
rida erogación”. 


Art. 99. — Sustitúyese el artículo 58 de la Ley 
N? 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 58. — Autorízase, en el Programa 012 
“Coordinación del Comercio Exterior y Asistencia al 
Exportador”, una partida de N$ 36:200.000 (nuevos 
pesos treinta y seis millones doscientos mil), equiva- 
lente a U$S 200.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América doscientos mil), que será destinada a la 
realización de estudio de mercado y de productos, Asi- 
mismo podrán financiarse las adquisiciones y gastos 
que demande la participación de la República en fe- 
rias y exposiciones internacionales, así como la pro- 
moción de productos exportables”. 


Art. 100. — Asígnase a partir del Ejercicio 1987, pa- 
ra los Programas 001 “Administración de Recursos de 
Apoyo a la Conducción Económico-Financiera” y 002 “Au- 
ditoría Interna y Contabilidad General de la Gestión Es- 
tatal”, una partida anual de N$ 2:400.000 (nuevos pesos 
dos millones cuatrocientos mil) y N$ 8:000.000 (nuevos 
pesos ocho millones), respectivamente, para atender las 
erogaciones que demande la elaboración del Presupuesto 
Nacional y las respectivas Rendiciones de Cuentas y Ba- 
lance de Ejecución Presupuestal. 


La apertura de dichas partidas por Rubros, será efec- 
tuada por los jerarcas de los mencionados Programas y 
se ajustarán, según corresponda, por los procedimientos 
dispuestos en los artículos 6% y 69 de la Ley N?* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 
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Art. 101. — La Unidad Ejecutora 010 “Dirección Na- 
cional de Subsistencias”, del Programa 010 “Regulación 
de Precios y Subsidios de los Artículos de Primera Ne- 
cesidad”, pasará a denominarse “Dirección Nacional de 
Comercio y Abastecimiento”. 


Art. 102. -—- La Dirección Nacional de Comercio y 
Abastecimiento ejercerá los cometidos asignados al Con- 
sejo Nacional de Subsistencias y Contralor de Precios por 
la Ley N* 10.940, de 19 de setiembre de 1947 concordan- 
tes y modificativas. 


Las atribuciones asignadas al Consejo Nacional de 
Subsistencias y Contralor de Precios por los artículos 79 
y 9% de la Ley N* 12.079, de 11 de diciembre de 1953, y 
por los articulos 37, 40, 41 y 42 de la Ley N* 12.802, de 
30 de noviembre de 1960, serán ejercidas por la Dirección 
Nacional de Comercio y Abastecimiento, por intermedio 
de su Dirección Comercializadora “Subsistencias”. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente artículo. 


Art. 103. — Los funcionarios que a partir del 1% de 
mayo de 1987, designe el Poder Ejecutivo como Repre- 
sentante Alterno y Secretario Técnico en la Representa- 
ción Uruguaya ante la Asociación Latinoamericana de 
Integración, percibirán una remuneración complementa- 
ria que agregada a sus retribuciones totales alcance, mien- 
tras desempeñen aquella misión, un 65% (sesenta y cinco 
por ciento) y un 55% (cincuenta y cinco por ciento), res- 
pectivamente, de la asignación que le corresponde al car- 
go de Embajador, de acuerdo al inciso primero del artículo 
80 de la Ley N? 13.892, de 19 de octubre de 1970. 


Deróganse los artículos 277 y 278 de la Ley núme- 
ro 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 104. — Las sociedades anónimas que se consti- 
tuyan definitivamente a partir de la publicación de la 
presente ley deberán inscribirse ante la Inspección Gene- 
ral de Hacienda, dentro del plazo de ciento cincuenta días 
de la notificación de la autorización para funcionar, sumi- 
nistrando los datos y documentos que esta Oficina requiera. 


Las sociedades anónimas constituidas definitivamente 
con anterioridad a dicha publicación, deberán inscribirse 
en igual forma en el plazo que establezca la reglamenta. 
ción de este artículo. 


Toda modificación de los datos de inscripción deberá 
registrarse dentro de los treinta días de producida. 


Las sociedades anónimas que no dieren cumplimiento 
a las obligaciones previstas en los incisos primero y se- 
gundo serán sancionadas con una multa de 100 UR (cien 
unidades reajustables), que se incrementará en 10 UR 
(diez unidades reajustables) por cada mes de atraso en 
efectuar la inscripción. 


En un plazo de sesenta días a partir de la vigencia 
de la presente ley, el Poder Ejecutivo reglamentará la 
aplicación de lo dispuesto por este artículo y el plazo esta: 
blecido en el inciso primero se computará desde la publi- 
cación del reglamento en el Diario Oficial. 
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Art. 105. — Los funcionarios que a partir de la vi- 
gencia de la presente ley, pasen a prestar servicios en la 
Dirección General Impositiva por redistribución, pase en 
comisión o cualquier otro modo, sólo podrán percibir por 
concepto de sueldo y demás retribuciones sujetas a mon- 
tepío, excepto los Renglones 077 “Quebrantos de Caja”, 
061.301 “Por Trabajo en Horas Extras”, 061.302 “Por ta- 
reas que impliquen cambio de su residencia habitual” y 
061.304 “Por funciones distintas a la del cargo”, hasta 
una suma equivalente a la percibida por los funcionarios 
del mismo Escalafón y Grado de la planilla presupuestal 
de la Dirección General Impositiva, con igual calificación. 


Cuando las retribuciones percibidas por los funciona- 
rios indicados en el inciso anterior, determinadas en las 
condiciones previstas en el mismo, sean superiores a las 
de los funcionarios de la Dirección General Impositiva, el 
excedente se deducirá de los importes que les correspon- 
dería percibir por concepto del beneficio establecido por 
el artículo 234 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


La suma que se deduzca a dichos funcionarios, será 
vertida a Rentas Generales. 


En aquellos casos en que no exista equivalencia de 
Escalafones y Grados, con las planillas presupuestales de 
la Dirección General Impositiva, la equiparación se efec- 
tuará con los cargos de los funcionarios del organismo 
que cumplan análogas funciones. 


Art. 106. — La Contaduría Genera] de la Nación ha- 
bilitará en el Rubro 2 “Materiales y Artículos de Consu- 
mo”, Subrubro 2.4 “Productos de Papel, Libros e Impre- 
sos” del Programa 005 “Recaudación de Impuestos”, los 
importes necesarios hasta un máximo de N$ 80:000.000 
(nuevos pesos ochenta millones), para financiar el costo 
de las publicaciones y formularios que se utilicen para 
información, liquidación y pago de los impuestos que re- 
caude. 


E] máximo establecido en el inciso anterior se ac- 
tualizará de acuerdo a lo establecido por el artículo 69 
de la Ley de Presupuesto N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 107. — La Dirección Genera] Impositiva podra 
contratar hasta treinta funcionarios para desempeñar las 
funciones de Ingeniero de Sistemas, Analista Programa. 
dor, Operador de Sistemas o Digitador, con una retribu- 
ción total equivalente a la fijada por todo concepto para 
idéntica función, a los funcionarios del Centro de Com. 
putación de la Contaduría General de la Nación. 


Estos funcionarios no estarán comprendidos en el be- 
neficio establecido por el artículo 234 de la Ley N% 15.809, 
de 8 de abril de 1986 y no tendrán derecho a la opción 
a que se hace referencia en el inciso siguiente. 


Los funcionarios presupuestados o contratados de la 
Dirección General Impositiva actualmente afectados al 
cumplimiento de las funciones de referencia, podrán op- 
tar, de acuerdo con la reglamentación que a tal efecto 
dicte el Poder Ejecutivo, por su incorporación al régimen 
de retribución establecido en el inciso primero de este 
artículo. 


En tal caso tampoco les alcanzará el beneficio esta- 
blecido en el artículo 234 de la Ley N% 15.809, de g de 
abril de 1986. 
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Los funcionarios que pasen a desempeñar dichas fun- 
ciones en las vacantes que se produzcan en las mismas, 
estarán amparados por el régimen establecido en este ar- 
tículo. 


La reglamentación establecerá asimismo los titulos 
habilitantes y demás requisitos que deberán acreditar los 
funcionarios para su incorporación al régimen de refe- 
rencia. 


Art. 108. — El actual régimen de encargado de uni. 
dad y de sector de la Dirección General Impositiva se 
mantendrá hasta el 31 de diciembre de 1988. 


A partir de esa fecha los encargados de unidades solo 
podrán ser funcionarios del Grado superior del Escalafón 
y serie correspondiente y los encargados de sector sólo 
podrán ser funcionarios de los dos Grados superiores del 
Escalafón y serie correspondiente. 


Art. 109. — Sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo anterior, podrán ser encargados de unidades los 
funcionarios que revistan en los tres Grados superiores de 
cada Escalaión y serie correspondiente. 


Dichos encargados de unidad no podrán Superar el 
total de veinticinco, debiendo establecer el Poder Ejecuti- 
vo, en la reglamentación correspondiente, cuáles serán 
los mismos. 


Habrá además diez funcionarios cumpliendo tareas 
de asesoramiento directo a los jerarcas, percibiendo cua- 
tro de ellos el nivel de remuneración de encargado de 
unidad y seis de ellos el de encargado de sector. 


Art. 110. — El Ministerio de Economía y Finanzas, a 
propuesta de la Dirección General Impositiva, atribuirá 
la titularidad de las funciones referidas precedentemente. 


Art. 111. — Fijase una partida por una sola vez de 
N$ 72:581.000 (nuevos pesos setenta y dos millones qui- 
nientos ochenta y un mil), equivalente a U$S 401.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América cuatrocientos un 
mil), como contrapartida nacional al Convenio sobre Coo- 
peración Técnica No Reembolsable con el Banco Intera- 
mericano de Desarrollo (ATN/SF 2827-UR), para rea- 
lizar un sistema de registro único de contribuyentes y 
cuenta tributaria en la Dirección General Impositiva. 


Este crédito regirá a partir de la promulgación de la 
presente ley. 


Art. 112. — Increméntase en N$ 3:000.000 (nuevos pe- 
sos tres millones), el Rubro 0 “Retribuciones de Servi- 
cios Personales”, Renglón 061.301 “Por Trabajo en Horas 
Extras”, del Programa 009 “Administración del Catastro 
Naciona] y de Inmuebles del Estado”. 


Art. 113. — Declárase que el inciso 1? de] artículo 
260 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, es apli- 
cable a los dos titulares de los cargos de Subdirector Ge- 
neral existentes en la Umidad Ejecutora 009, “Direccion 
General del Catastro Nacional y Administración de In- 
muebles del Estado” del Programa 009, “Administración 
del Catastro Nacional y de Inmuebles del Estado”. 


Art. 114. — Autorízase a la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
tado a acordar con las Intendencias Municipales la pues- 
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ta al día del catastro urbano, suburbano y rural de los 
distintos departamentos. Pcdrá la mencionada ofisina so- 
licitar de aquéllas la colaboración material y las sumas 
de dinero mecesarias, para retribuir a los funcionarios 
por trabajos extraordinarios y por horas extras que rea- 
licen en el cumplimiento de dicha tarea, así como pa- 
rá contratar obras con profesionales universitarios y 
efectuar adquisiciones de materiales imprescindibles a los 
fines establecidos. Estas sumas se depositarán en una 
cuenta especial que se habilitará en el Banco de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, contra la cual girará la 
Dirección General del Catastro Nacional y Administra. 
ción de Inmuebles del Estado, previa intervención de la 
Contaduría Central del Ministerio de Economía y Finan- 
zas y del Tribunal de Cuentas. 


La mencionada labor se cumplirá, en cada caso, a so- 
licitud de las respectivas Intendencias Municipales, dan- 
do cuenta, la Dirección citada, al Ministerio de Economía 
y Finanzas, de los convenios celebrados en cumplimiento 
de lo dispuesto en esta norma. 


Art. 115, — Sustitúyese el artículo 577 del Decreto- 
Ley N? 14.189, de 30 de abril de 1974, y modificativos, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 577. — Establécense las siguientes tasas 
anuales para las respectivas autorizaciones de juegos 
a cargo de la Dirección de Loterías y Quinielas: 


Montevideo Interior 
UR UR 
A) Quinielas y Tómbolas 
Agentes 60 30 
Subagentes 2 1 
Corredores 1 0,50 
B) Loterías 
Agentes x 10 10”. 
INCISO 06 


Ministerio de Relaciones Exteriores 


Artículo 116. — Agrégase al] artículo 288 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, el siguiente inciso: 


“Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores que se encuentren en la situación a que refiere 
el inciso final del artículo 37 del Decreto-Ley núme- 
ro 14.206, de 6 de junio de 1974, en la redacción dada 
por el artículo 296 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril 
de 1986, percibirán la remuneración correspondiente 
a su cargo y grado en el inciso, abonándoseles ade- 
más la diferencia de sueldo resultante entre el cargo 
y la remuneración que le correspondiere a un aspi- 
rante seleccionado que no revista tal calidad”. 


Art. 117. — Inclúyese a partir de la promulgación 
de la presente ley, a los funcionarios de los Escalafones 
AaB, ACA y AcC comprendidos en lo dispuesto por el ar- 
tículo 280 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, en 
el beneficio establecido por el artículo 44 de la Ley nú- 
mero 15.767, de 13 de setiembre de 1985. 
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Art. 118. — Los funcionarios dei Servicio Exterior me- 
nores de setenta años, cuando alcance los límites máxi.- 
mos de edad fijados para cada Grado del Escalafón, deja- 
rán vacante el cargo que ocupan en el Escalafón “Servi. 
cio Exterior” y serán incorporados a cargos del Escalafón 
R, creado por el artículo 28 de la Ley N? 15.809, de 8 de 
abril de 1986, con la denominación que le otorgue el Mi. 
nisterio de Relaciones Exteriores y con una retribución 
equivalente a un Grado superior al que ocupaban y en 
régimen de dedicación total. 


Estos cargos se crearán automáticamente, en cada 
caso, para lo cual la Contaduría General de la Nación 
habilitará los créditos correspondientes y se suprimirán al 
vacar. 


Los funcionarios incorporados al Escalafón R, no po- 
drán ser destinados a cumplir fumciones en el exterior y 
podrán optar por la redistribución en otro Inciso. 


Las disposiciones previstas en el presente artículo, se 
harán extensivas a aquellos funcionarios que, habiendo 
alcanzado los límites de edad referidos, no hayan sido 
redistribuidos en otras reparticiones del Estado al 1% de 
enero de 1987. 


Art. 119. — El Ministerio de Economía y Finanzas 
otorgará un fondo permanente en moneda extranjera, 
adicional al establecido por el artículo 16 del Decreto-Ley 
N9 14.867, de 24 de enero de 1979, equivalente a un duo. 
décimo de las distintas partidas de gastos de funciona- 
miento giradas al exterior en el Ejercicio anterior. 


Los montos que se anticipen del citado fondo se rein- 
tegrarán al mismo, con cargo a los recursos presupuesta. 
les correspondientes. 


Art. 120. — Agrégase al artículo 17 del Decreto-Ley 
N? 14.206, de 6 de junio de 1974, el siguiente inciso: 


“Los Ministros y Ministros Consejeros que sean acre- 
ditados en calidad de kmbajador, percibirán los ha- 
beres y demás compensaciones correspondientes a es- 
ta última categoría presupuestal, durante el término 
de su misión en el exterior”. 


Art. 121. — Increméntase el Rubro 3 “Servicios no 
Personales”, en los Programas 001 “Administración” y 002 
“Ejecución de la Política Internacional”, en N$ 2:000.000 
(nuevos pesos dos millones) y en N$ 9:000.000 (nuevos 
pesos nueve millones), respectivamente. 


Art. 122. — Apruébase el presupuesto para el Ejerci- 
cio 1986 de la Delegación Uruguaya en la Comisión Téc- 
nica Mixta de Salto Grande, con cargo al Fondo Ener- 
gético, por un monto global de N$ 82:091.000 (nuevos pe- 
sos ochenta y dos millones noventa y un mil). Dicho mox- 
to se desglosa de la siguiente manera: N$ 21:790,090 (nue. 
vos pesos veintiún millones setecientos noventa mil), para 
expropiaciones; N$ 17:500.000 (nuevos pesos diecisiete mi- 
llones quinientos mil), para prestaciones; N$ 42:800.000 
(nuevos pesos cuarenta y dos millones ochecientos mil), 
para Centro de Frontera y Zona del Lago y N$ 1.000 
(nuevos pesos un mil), para gastos de administración. 


Art. 123. — Agrégase al artículo 44 del Decreto-Ley 
N9 14.206, de 6 de junio de 1974, el siguiente inciso: 
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“La presente disposicion será de aplicación exclusiva- 
mente a los funcionarios que al 31 de diciembre de 
1985 integran dicho Escalafón”. 


Art. 124, — Facúltase al Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores a microfilmar aquella documentación probatoria 
de actuaciones financiera y contable. El microfilm y sus 
copias tendrán validez legal a esos efectos. 


Art. 125. — Agrégase al artículo 39 del Decreto-Ley 
N?* 14.206, de 6 de junio de 1974, el siguiente literal: 


“f) las vacantes que se produzcan en los cargos men- 
cionados en el literal precedente, podrán ser provis- 
tas inmediatamente que se generen, sin atencer a los 
plazos previstos en el párrafo primero del presente 
artículo”. 


Art. 126. -—— Para la racionalización administrativa del 
Escalafón del Servicio Exterior, se aplicarán las normas 
contenidas en el artículo 53 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986. 


La racionalización tendrá vigencia a partir del 1% de 
enero de 1987, no significará costo presupuestal y podrá 
utilizar los créditos por vacantes existentes al 30 de junio 
de 1986. El plazo para su presentación vencerá a los se- 
senta días de la promulgación de la presente ley. 


Art. 127. — Sustitúyese a partir del 19% de abril de 
1987, el artículo 48 del Decreto-Ley N? 15.167, de 6 de 
agosto de 1981, por el siguiente: 


“ARTICULO 48. — El coeficiente a que hace referen- 
cia el artículo 63 de la Ley N% 12.801, de 30 de no- 
viembre de 1960, modificativas y concordantes, varia- 
rá de 0,65 a 2,50 en fracciones de 0,01, ajustándose a 
las escalas de los organismos internacionales”. 


INCISO 07 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Artículo 128. — Autorízase al Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca a disponer de la partida a que 
refiere el artículo 307 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, en la parte que corresponda al primer semestre 
de 1986, en la forma que establezca la reglamentación. 


Art. 129, — Increméntase a partir del 19 de enero de 
1987, el Renglón 061.301 “Por Trabajo en Horas Extras”, 
de las Unidades Ejecutoras 001 “Dirección General”, y 003 
“Dirección de Administración Financiera”, del Programa 
001 “Administración Superior”, en las sumas de nuevos 
pesos 3:850.000 (nuevos pesos tres millones ochocientos 
cincuenta mil) y de N$ 500.000 (nuevos pesos quinientos 
mil), respectivamente. 


Art. 139. — Asígnase a partir del 1% de enero de 
1987, una partida anual de N$ 28:200.000 (nuevos pesos 
veintiocho millones doscientos mil), que se distribuirá de 
la siguiente forma: 
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ma Rubro N$ 
004 “Recursos Naturales Renovables” 3 4:200.000 
005 “Servicios Agronómicos” 2 9:600.00U 
005 “Servicios Agronómicos” 13 2: 400.000. 
005 “Servicios Agronómicos” 4.7 2:400.000 
006 “Servicios Veterinarios” 3 9:600.000 


Art. 131. — Increméntase a partir del 19 de enero de 
1987, en N$ 29:000.000 (nuevos pesos veintinueve millo. 
nes), la partida establecida en el artículo 311 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986 


Art. 132. — Increméntase a partir del 1? de enero de 
1987, cl Renglón 064.304 “Retribución Adicional por Su- 
piementos a Personal Técnico”, en N$ 120:000.000 (nue- 
vos pesos ciento veinte millones). 


En el presente Ejercicio no podrá utilizarse más que 
los dos tercios del referido aumento. 


Art. 133. — Declárase que la retribución adicional por 
suplementos a personal técnico, a que refiere el artículo 
306 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986, que perci. 
ben los Directores de División del Ministerio de Gana. 
dería, Agricultura y Pesca, no está comprendida dentro 
de los porcentajes máximos de compensación al grado, 
fijados por el artículo 50 de dicha ley. 


Art. 134, — Las dependencias del Inciso 07 “Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca”, radicadas en el 
interior del país, sin perjuicio del cumplimiento de los 
cometidos privativos asignados a las Unidades Ejecutoras 
a las que se encuentran jerarquizadas, coordinarán su 
actuación con otras subordinadas a Unidades Ejecutoras 
distintas, en toda acción del Ministerio, en el medio en 
que sea requerido su concurso. Asimismo éstas deberán 
prestar la colaboración necesaria a las Unidades Ejecuto- 
ras, que no tengan dependencias en dicho medio y deban 
cumplir en el mismo la actividad que le fuere requerida. 


La reglamentación establecerá la forma de coordina- 
ción de los servicios aludidos y utilización racional de los 
recursos humanos y materiales con los que se cuente, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 688 de la 
Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 135. — Extiéndese a todas las sanciones pecu- 
niarias, gastos de saneamiento, tratamientos, análisis ofi. 
ciales y demás prestaciones que la ley pone a cargo de 
las dependencias del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley N* 12.293, 
de 3 de julio de 1956, con la redacción dada por el ar- 
tículo 1% del Decreto-Ley N% 15.553, de 21 de mayn de 
1984. 


A tal efecto, una vez que la resolución respectiva haya 
quedado firme, las actuaciones serán remitidas a la Di- 
rección General de los Servicios de Contralor Agropecua- 
rio para que proceda al cobro por la vía judicial en la 
forma dispuesta por la referida norma. 
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Art. 136. — Las erogaciones por concepto de viáticos, 
horas extras, combustibles, alimentación o similares, cuan- 
do éstas tengan carácter excepcional, que deban efectuar 
las distintas dependencias del Inciso 07 “Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca”, en ocasión de la pres- 


tación de servicios requeridos por terceros, sean particu-- 


lares u organismos públicos, serán de cargo de éstos, de 
acuerdo con las normas que regulan dichos servicios y la 
reglamentación que al efecto dicte el Poder Ejecutivo. 


Art. 137. — Autorízase a la Unidad Ejecutora 005 
“Dirección de Investigación”, del Programa 002 “Gene- 
ración y Transferencia de Tecnología”, a identificarse en 
su gestión administrativa como “Centro de Investigacio- 
pes Agrícolas Alberto Boerger” (CIAAB), sin perjuicio 
de la denominación que actualmente ostenta dentro del 
programa mencionado. 


Art. 138. — El Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, a propuesta de la Unidad Ejecutora competente, 
fijará el arancel anual de mantenimiento en el Registro 
de Propiedad de Cultivares, establecido por el Decreto- 
Ley N? 15.173, de 13 de agosto de 1981. 


Art. 139. — Una vez aprobada, la racionalización ad- 
ministrativa a que refiere el artículo 53 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, se abatirán las par- 
tidas de subvenciones referidas en el artículo 618 de la 
mencionada ley, correspondientes a la Comisión Honora- 
ria del Plan Agropecuario, Comisión Honoraria Nacional 
del Plan Citrícola, Comisión Honoraria del Plan de Pro- 
moción Granjera y Comisión Honoraria del Plan de De- 
sarrollo Agropecuario, y se incrementarán en iguales mon- 
tos los créditos presupuestales del Rubro 0 “Retribuciones 
de Servicios Personales”, y Rubro 1 “Cargas Legales so- 
bre Servicios Personales,” correspondientes a dichas Uni- 
dades Ejecutoras o a las que sucedan. 


La Contaduría General de la Nación ajustará los cré- 
ditos presupuestales necesarios para la aplicación de la 
presente disposición. 


Art. 140. — Suprímese la Comisión Honoraria del 
Plan de Desarrollo Agropecuario, creada por el artículo 49 
de la Ley N% 12.787, de 15 de noviembre de 1960. 


Los cometidos, bienes, derechos y obligaciones asig- 
nados a dicha Comisión, pasarán a la Dirección de Con- 
tralor de Insumos Agropecuarios. 


Los funcionarios respectivos pasarán a ocupar cargos 
presupuestados en el Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca”, en la Unidad Ejecutora 032 “Di- 
rección de Contralor de Insumos Agropecuarios”, del Pro- 
grama 008 “Servicios de Contralor Agropecuario”, man- 
teniendo sus remuneraciones y categorías funcionales, 


Art. 141. — Créase el Instituto Naciona] de Vitivini- 
cultura (INAVI), como persona jurídica de derecho pú- 
blico no estatal, con domicilio en la ciudad de Las Piedras, 
para la ejecución de la política vitivinícola nacional. 


El mismo estará exonerado del pago de tributos, apor- 
tes y contribuciones, y en lo no expresamente previsto en 
la presente ley, su régimen de funcionamiento, será el de 
la actividad privada, especialmente en cuanto al régimen 
de contabilidad y estatuto laboral La Inspección Gene- 
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ral de Hacienda del Ministerio de Economía y Finanzas, 
ejercerá la fiscalización de la gestión financiera del Ins- 
tituto con las más amplias facultades, debiendo elevarse 
a la misma, la Rendición de Cuentas del Ejercicio anual 
del Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI) dentro 
de los noventa dias del cierre del mismo. 


La reglamentación de la ley determinará la forma y 
fecha de los balances, cierre de los mismos y su publici- 
dad. 


Art, 142. — Sus bienes son inembargables y sus Cré- 
ditos cualesquiera fuere su origen, gozan del privilegio es- 
tablecido por el numeral 6% del artículo 1732 del Código 
de Comercio. 


Art. 143. — Sus atribuciones y cometidos serán los 
siguientes: 


a) Promover el desarrollo de la vitivinicultura en todas 
sus etapas mediante actividades de investigación, ex- 
tensión y divulgación. 


b) Proponer al Poder Ejecutivo, en un plazo de ciento 
veinte días de la constitución de sus autoridades, un 
proyecto de ley de vitivinicultura. 


c) Estudiar y planificar el desarrollo de la economía vi- 
tivinícola, analizando en particular sus costos de pro- 
ducción, precios y mercados. 


d) Incrementar, mejorar y promover la producción y dis- 
tribución del material de multiplicación de la vid. 


e) Asesorar con carácter general a los viveristas, viti- 
cultores e instituciones públicas, en el manejo del cul. 
tivo de la vid y su explotación racional. 


f) Organizar la protección de los viñedos contra en- 
fermedades, plagas, virus, granizo, heladas y otras cau- 
sas que afecten notoriamente su proceso productivo. 


8) Desarrollar por sí a través de convenios con otras 
instituciones, tareas de experimentación en el campo 
de la ecología vitícola y de la explotación de las in- 
dustrias derivadas de la vid. 


h) Promover el desarrollo de las cooperativas agrarias, 
de producción, agroindustriales o de comercialización 
vinculadas a la vitivinicultura. 


1) Promover y divulgar las cualidades de la uva y de sus 
derivados, propendiendo a incentivar el consumo. 


j) Aplicar las normas, leyes y decretos vigentes relativos 
a las atribuciones y cometidos precedentes, para lo 
cual tendrá la función de fiscalización en toda la ac- 
tividad del sector. A estos efectos, podrá contratar los 
servicios técnicos de instituciones públicas o privadas 
y encomendarles la realización de análisis y otras ta- 
reas específicas, siempre que ofrezcan garantías sufi. 
cientes de idoneidad en la materia. 


Art. 144. — El Instituto Nacional de Vitivinicultura 
(INAVI) asesorará preceptivamente al Poder Ejecutivo 
en lo siguiente: 


a) Fijaciones de precios mínimos para la comercializa- 
ción de la uva y sus subproductos. 
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b) Formas y condiciones de producción, elaboración, en- 
vasado, circulación, destilación, comercialización, im- 
portación y exportación de los productos regulados 
por esta ley. 


En cada caso se determinarán los métodos o prácticas 
de elaboración, o tratamiento, que serán de libre apli. 
cación, y aquellas para las cuales se requerirá comu- 
nicación previa O posterior a la administración del 
Instituto Nacional de Vitivinicultura, o en su caso la 
autorización de éste. 


ec) normas sobre tipificación, composición, calidad, pota- 
bilidad, y aptitud para el consumo, de los productos 
a que se refiere esta ley. 


d) Reglamentación de la utilización y comercialización 
de los productos, ingredientes y aditivos que se em- 
pleen para la obtención y procesamiento de los pro- 
ductos regulados por esta ley; pudiendo establecerse 
normas acerca de la composición, calidad, e inocuidad 
de los mismos o reglamentar lo inherente a la fisca- 
lización e inspección de los viñedos, viveros y lugares 
donde se opere, industrialice, deposite, destile y comer- 
cialice cualesquiera de los productos regulados por 
esta ley. 


e) Fijación de normas relativas a la extracción de 
muestras, su conservación y plazo de vigencia de éstas. 


Art. 145, — El Instituto Nacional de Vitivinicultura 
(INAVI), se coordinará con el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Estarán a cargo del Instituto Nacional de Vitivinicultu- 
ra (INAVI) las tareas de inspección y contralor relativas 
al cumplimiento de las normas que dicte el Poder Ejecu- 
tivo en materia vitivinícola. 


Art. 146. — El Instituto Nacional de Vitivinicultura 
(INAVI) será dirigido y administrado por un Consejo de 
Administración de nueve miembros, integrado por tres 
delegados del Poder Ejecutivo; designados respectivamen. 
te por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
que lo presidirá, Ministerio de Industria y Energía y Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas; dos designados por los 
viticultores, dos por los bodegueros, uno por los Grupos 
Crea de Viticultores, y uno por las Cooperativas Vitivi- 
nícolas. Los miembros permanecerán en sus cargos por el 
plazo de cuatro años y podrán ser reelectos, hasta la de- 
signación de sus sustitutos. 


Art. 147. — Cada miembro de la actividad privada 
será designado con representante alterno, los que ejerce- 
rán automáticamente el cargo en ausencia del titular. El 
Poder Ejecutivo establecerá en la reglamentación lo rela- 
tivo a sustituciones temporarias de los delegados del sec- 
tor público. 


Art. 148, — El Poder Ejecutivo al reglamentar la pre- 
sente ley, determinará los criterios para las designaciones 
por los sectores privados y designará directamente a és- 
tos, cuando las entidades privadas no hubieren formali- 
zado Su propuesta dentro del plazo de treinta días de ser- 
le sugerida; en tal caso, las designaciones de titular y al- 
terno, recaerán necesariamente en personas vinculadas al 
sector en cuestión. 
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Art. 149, — Créase la tasa de promoción y control vi- 
tivinícola, que gravará la expedición de las boletas de cir- 
culación y calidad de vinos nacionales e importados por 
parte del Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVD, 
la que será recaudada por éste, en oportunidad de la ex- 
pedición de aquéllas, las que servirán además, como justi- 
ficativo del pago del tributo. El monto de la tasa será de 
N$ 1,50 (nuevos pesos uno con cincuenta centésimos), por 
litro de vino y su producto será actualizado anualmente 
en función de las variaciones que se produzcan en el va- 
lor medio de los vinos nacionales. 


Art. 150. —— El producto de la tasa de promoción y 
control vyitivinicola, será vertido en una cuenta especial 
en el Banco de la República Oriental del Uruguay, a 
nombre del Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI). 


Asimismo, serán depositados en dicha cuenta, y for- 
marán parte del patrimonio del Instituto Nacional de Vi- 
tivinicultura (INAVI) lo proveniente de: 


1) Los recursos procedentes de préstamos que las leyes 
autoricen a contratar con organismos internacionales 
de crédito. 


2) Con el producto de las multas e intereses de mora 
por sanciones e infracciones a disposiciones del régi- 
men legal vigente. 


3) Con el valor sustitutivo del producto incautado y con 
el producto de la enajenación del mismo y de las 
maquinarias incautadas. 


4) Con las donaciones y legados que pueda recibir de 
particulares O instituciones públicas o privadas ya 
sean nacionales, extranjeras o internacionales. 


La tasa de promoción y control vitivinícola, entrará 
en vigencia a los treinta días de constituido el Consejo 
del Instituto Nacional de Vitivinicultura, de cuya cir- 
cunstancia se dará amplia publicidad a sus efectos. 


El Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI) no 
entregará a los contribuyentes los elementos de control 
que expida en el ejercicio de sus funciones, sin que se 
acrediten por su parte, el cumplimiento de sus obligacio- 
nes pecuniarias con el fondo o la obtención de plazo para 
su pago, concedido por el mismo. 


Art. 151. — Contra las resoluciones del Instituto Na- 
cional de Vitivinicultura (INAVI), procederá recurso de 
reposición, que deberá interponerse dentro de los veinte 
días hábiles, a partir del siguiente de la notificación del 
acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el Presidente dispon- 
drá de treinta días hábiles para instruir y resolver y se 
configurará denegatoria ficta por la sola circunstancia 
de no dictarse resolución dentro de dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente podrá 
interponer únicamente, por razones de legalidad, demanda, 
de anulación del acto impugnado ante el Tribunal de Ape- 
laciones en lo Civil de Turno, a la fecha en que dicho acto 
fue dictado. La interposición de esta demanda, deberá ha- 
cerse dentro del término de veinte días hábiles de notifi- 
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cada la denegatoria ficta. La demanda de anulación sólo 
podrá ser interpuesta por el titular de un derecho subje- 
tivo o de un interés directo, personal y legítimo, violado 
o lesionado por el acto impugnado. 


El Tribunal fallará en única instancia. 


Art. 152. — El Consejo de Administración, dentro de 
los noventa días de su instalación, dictará su reglamento 
interno, que fijará el funcionamiento del Instituto Na.- 
cional de Vitivinicultura (INAVD. Su presupuesto será 
determinado por el Consejo de Administración. 


Art. 153. — En un plazo que no podrá exceder de 
ciento ochenta días, contados de la constitución del Con- 
sejo, el Poder Ejecutivo, reglamentará las relaciones del 
organismo con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, y la transferencia de la infraestructura funcional 
y formal del organismo estatal que, al momento de san- 
cionarse esta ley, posee el Ministerio de Ganadería, Agrl- 
cultura y Pesca, en esta materia, a la jurisdicción del Ins- 
tituto Nacional de Vitivinicultura (INAVI). 


Art. 154. — A efectos de poder proceder a su insta- 
lación y gastos, en el primer Ejercicio, asígnase al Institu- 
to Nacional de Vitivinicultura ( INAVI), una partida, que 
reintegrará con la recaudación de la tasa que se le atri- 
buye, de N$ 1:000.000 (un millón de nuevos Pesos). 


Art. 155. — El valor de las Guías de Propiedad y 
Tránsito a que refiere el Decreto 700/973, de 23 de agos- 
to de 1973, declarado ley por el Decreto-Ley N? 14.165, 
de 7 de marzo de 1974, será equivalente a un décimo del 
fijado para la unidad reajustable en el mes de enero de 
1987 y se ajustará automáticamente al 12 de julio de ca- 
da año en función de la variación de dicho índice. 


Art. 156. — Derógase el artículo 313 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Los ingresos provenientes de la expedición de Guías de 
Propiedad y Tránsito a que refiere el Decreto 700/973, 
de 23 de agosto de 1973, declarado ley por el Decreto-Ley 
N9 14.165, de 7 de marzo de 1974, corresponderán a la 
Dirección de Contralor de Semovientes, Frutos del País, 
Marcas y Señales (DICOSE), que los destinará al cum- 
plimiento de sus fines especificos. 


Esta disposición regirá a partir del 1% de enero de 
1987. 


Art. 157. — Transfiérese del dominio del Estado (Mi.- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca) al Banco Hi- 
potecario del Uruguay, la propiedad de la fracción de te- 
rreno y construcciones que conforma en la actualidad el 
“Barrio Anglo”, situado en la Primera Sección Judicial 
de Río Negro, que constituye el padrón suburbano nú- 
mero 2367 y que es parte de la fracción empadronada en 
su conjunto con los Nos. 2367, 2368 y 3716 en el plano le- 
vantado por el ingeniero agrimensor Luis A. Carballo, 
de abril de 1972 inscripto en la Dirección General del Ca- 
tastro Nacional y Administración de Inmuebles del Esta- 
do con el N? 1148, el 25 de abril de 1972. 


La mensura y deslinde del área final del padrón sub- 
urbano N9 2367 cuya transferencia de dominio se auto- 
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riza por este artículo, comprenderá exclusivamente la zo- 
na de viviendas con total exclusión de toda otra área. 


Cométese a la Dirección General del Catastro Nacio- 
nal y Administración de Inmuebles del Estado el levanta- 
miento del plano correspondiente. 


La transferencia de la propiedad se hará efectiva me- 
diante el otorgamiento de la respectiva escritura que se 
inscribirá en el Registro de Traslaciones de Dominio. 


Art. 158. — Autorízase al Estado (Ministerio de Gra- 
nadería, Agricultura y Pesca), a transferir al Banco Hi. 
potecario del Uruguay la suma de U$S 77.933,62 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América setenta y siete mil 
novecientos treinta y tres con sesenta y dos centavos), 
depositada en la cuenta N% 2222-31305/1 del Banco de la 
República Oriental del Uruguay. 


Dicha cifra se destinará a financiar los costos resul- 
tantes de la incorporación del núcleo habitacional a que 
refiere el artículo anterior, a las redes de agua corriente 
de Obras Sanitarias del Estado (OSE), y de energía eléc- 
trica de Usinas y Trasmisiones Eléctricas del Estado 
(UTE). De existir saldos positivos, se destinarán a la 
construcción de viviendas de carácter social. 


Art. 159. — Autorízase al Banco de la República 
Oriental del Uruguay a concertar con el Estado un prés- 
tamo de hasta la suma de N$ 10:000.000 (nuevos pesos 
diez millones), con destino a la explotación agrícola-ga- 
nadera a desarrollar en el Establecimiento Anchorena, 
dentro de las normas previstas para las líneas de crédito 
“Banco de la República Oriental del Uruguay - Plan Agro- 
pecuario”, bajo la supervisión técnica del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y en cumplimiento del 
legado aceptado por Resolución del Poder Ejecutivo de 
22 de junio de 1965. 


Dicho préstamo será cancelado con el producto de la 
explotación del establecimiento. 


Art. 160. — Autorízase al Banco de la República 
Oriental del Uruguay y a la Comisión Técnica Ejecutora 
del Plan Nacional de Silos, a concertar en nombre del 
Estado, préstamos destinados a la construcción, adecua- 
ción y adquisición de silos y toda otra infraestructura de 
almacenaje de granos que se incluya en su programa de 
inversiones. a 


Dichos préstamos se cancelarán con el producto del 
impuesto previsto en el artículo 321 de la Ley N? 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


Art. 161. -— Facúltase al ordenador primario a dele- 
gar en el Director General del Instituto Nacional de Pes- 
ca, la competencia de designación para efectuar las con- 
trataciones de personal destinado a atender las tareas de! 
buque de investigación. 


Para estos casos no será de aplicación lo dispuesto por 
el artículo 440 de la Ley N* 13.640, de 26 de diciembre 
de 1967. 


Tales contrataciones estarán sujetas al plazo y con- 
diciones que establezca el Poder Ejecutivo a propuesta 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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Art. 162. — Créase en el Programa 001 “Adminis- 
tración Superior”, una partida de N$ 18:100.000 (nuevos 
pesos dieciocho millones cien mil), en carácter de proyec- 
to de funcionamiento. La misma será destinada a atender 
exclusivamente los gastos que demande el relevamiento 
topográfico, así como la confección de las cartas y estu- 
dios necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en 
la Ley N* 15,845, de 15 de diciembre de 1986. 


7 


INCISO 08 
Ministerio de Industria y Energía 


Artículo 163. — Declárase que la disposición conte- 
nida en el numeral 10), del artículo 85 de la Constitu- 
ción de la República, no comprende lo relativo a las de- 
finiciones técnicas de las unidades incluidas en el Decre- 
to-Ley N% 15.298, de 7 de julio de 1982, quedando facul. 
tado el Poder Ejecutivo para adoptar las definiciones que 
para dichas unidades de medida apruebe la Conferencia 
General de Pesas y Medidas, dando cuenta a la Asamblea 
General. 


. Art. 164. — La ejecución del Programa 002 “Formu- 
lación, Implementación y Contralor de la Política Nacio- 
nal e Industrial”, se cumplirá por el Director Nacional de 
Industrias. 


A estos efectos, deberá coordinar y controlar el cum- 
plimiento de los subprogramas a cargo de las Unidades 
Ejecutoras subordinadas a su jerarquía, ejerciendo ade- 
más la Dirección de la Unidad Ejecutora 002 “Centro Na. 
cional de la Política y Desarrollo Industrial”. 


Esta disposición regirá a partir de la promulgación de 
la presente ley. 


Art. 165. — Autorízase a la Dirección Nacional de 
Tecnología Nuclear del Ministerio de Industria y Energía 
la prestación de los siguientes servicios analíticos: 


1) Análisis espectrométricos de la actividad de mues- 
tras de leche y derivados lácteos. 


2) Análisis espectrométricos de muestras de suelos. 
3) Análisis espectrométricos de origen vegetal. 


4) Análisis espectrométricos de muestras cárnicas de 
cualquier especie, subproductos y derivados. 


5) Análisis espectrométricos de muestras de agua. 


6) Análisis espectrométricos de muestras de aerosoles 
' atmosféricos. 


7) Análisis de elementos traza en alimentos y demás 
sustancias de origen biológico. 


8) Análisis elemental de minerales y muestras geoló- 
gicas. 


9) Análisis de elementos en agua, aceites minerales, sol- 
ventes y demás muestras en estado líquido. 


10) Análisis elementales de aerosoles atmosféricos y de- 
más partículas ambientales. 


11) Otros análisis acordes con la técnica analítica reque- 
rída. 
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Esta disposición entrará a regir a partir de la pro- 
mulgación de la presente ley. 


Art. 166. — El Poder Ejecutivo fijará los precios de 
los servicios que la Dirección Nacional de Tecnología Nu- 
clear del Ministerio de Industria y Energía, preste a or- 
ganismos públicos y a particulares, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo anterior. 


La misma se hará en base a su costo real de realiza- 
ción, incluyendo los costos directos y los de amortización 
de equipos que se utilizaren en la prestación del servicio. 


Esta disposición entrará a regir a partir de la pro- 
mulgación de la presente ley. 


Arí. 167. — Modificanse los importes de las tasas Crea- 
das por el artículo 343 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, los que quedarán fijados, para el Ejercicio 1988, 
en los siguientes valores: 


— Por Cada servicio de contralor de instalaciones y equi. 
pos Nucleares, radiactivos, generadores de radiación 
ionizante, N$ 8.000 (nuevos pesos ocho mil), 


— Por servicio anual de dosimetría personal externa, 
N$ 7.200 (nuevos pesos siete mil doscientos). 


Ambos servicios serán abonados en el momento de su 
contratación. 


El Poder Ejecutivo actualizará los valores fijados, de 
acuerdo al procedimiento establecido por el artículo 69 
de la Ley N? 15,809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 168. — Fijanse los siguientes tributos por trámi- 
tes de patentes de invención, patentes de modelos de uti- 
lidad y patentes de diseños industriales, que regirán a par- 
tir de los diez días siguientes a la publicación de la pre- 
sente ley en el Diario Oficial. 


El importe de estos derechos se ajustará automática- 
mente el 31 de mayo y 30 de noviembre de cada año, de 
acuerdo con el porcentaje de variación operado en el va- 
lor de la unidad reajustable, en el semestre inmediato 
anterior. 


Se procederá al redondeo en la centena inmediata su- 
perior de las cantidades que resulten fraccionadas. 


Marcas 
UR N$ 
1.104,62 

Por solicitud de registro marca 

denominativa una clase 2,67 2.950 
Por clase adicional 1,67 1.850 
Por solicitud de registro marca 

emblemática o mixta 3,73 4.120 
Por clase adicional 2,73 3.020 
Por modificación a la solicitud 

original de registro 1,67 1.850 
Por oposición a una clase 6,74 7.450 


Por oposición a cada clase 
adicional 4,88 5.395 
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UR 
Por solicitud de primera 
renovación a una clase 5,59 
Por cada clase adicional 4,34 
Por segunda y ulteriores 
renovaciones a una clase 7,69 
Por cada clase adicional 5,88 
Por transferencias a una clase 5,05 
Por cada clase adicional 4,34 
Por búsqueda de antecedentes 
marcas denominativas cada - 
dos clases 1,58 
Por búsqueda de antecedentes 
marcas emblemáticas cada 
dos clases 1,13 
Por búsqueda de antecedentes 
marcas mixtas cada dos clases 2,26 
Por solicitud de registro 
de licencias 6,20 


PATENTES DE INVENSION 


UR 
Por solicitud 9,51 
Por solicitud con reivindicación 
de prioridad o reválida 14,12 
Por oposición 6,74 
Por solicitud de inscripción y 
de transferencia 5,05 
Por solicitud de búsqueda 
en archivo de patentes 
nacionales 1,58 
Por solicitud de búsqueda 
en archivo de patentes 
extranjeras 2,13 
Por solicitud de licencia 
obligatoria 5,16 
Por declaración de explotación 5,16 
Por solicitud de registro 
de licencia convencional 6,20 
Por la primera a quinta 
anualidad cada una 4,44 
Por la sexta a décimoquinta 
anualidad cada una 8,87 


Por constancia de titularidad 1,81 
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Marcas 
N$ 


1.750 


2.500 


6.850 


Marcas 
N$ 


10.500 


15.600 


7.450 


5.580 


1.750 


2.350 


5.700 


5.700 


6.850 


4.900 


9.800 


2.000 
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PATENTES DE MODELOS DE UTILIDAD 
Y DISEÑOS INDUSTRIALES 


Por solicitud 


Por solicitud con reivindicación 
de prioridad o reválida 


Oposiciones 


Por solicitud de inscripción 
de transferencia 


Por solicitud de prórroga 


Por solicitud de búsqueda 
en archivo de patentes 
nacionales 


Por sólicitud de búsqueda 
en archivos de patentes 
extranjeras 


Por solicitud de licencia 
obligatoria 


Por declaración de explotación 


Por la primera a la quinta 
anualidad 


Por la sexta a décima 
anualidad cada una 


Por solicitud de registros 
de licencia convencional 
UF 


Por constancia de titularidad 


1,58 


2,13 


2,58 


2,58 


1,27 


2,53 


4,48 


1,81 


OTROS DERECHOS 


Por solicitud de anotación 
de cambio de nombre 
o domicilio 


Por solicitud de expedición de 
testimonios urgentes por foja 


Por solicitud de expedición de 
testimonios comunes por foja 


Por solicitud de expedición de 
certificados urgentes por foja 


Por solicitud de expedición de 
certificados comunes por foja 


Por presentación de recursos, 


0,91 


1,16 


0,76 


peticiones y acciones de anulación 1,36 


Por renuncias totales o parciales 1,67 


Marcas 


5.580 


2.850 


1.750 


2.350 


2.850 


2.850 


1.400 


2.800 


y 6.850 


2.000 


"Marcas 


1.280 


840 


1.500 


1.850 


Y de Noviembre de: 1987 


Marcas 
UR N$ 
Por solicitud de inscripción 
en la matrícula de agentes 25,35 28.000 
Por derecho a examen 3,39 3.750 
Por servicio de microfilmación 
por cada foja 0,18 200 


Art. 169. — Derógase el artículo 20 de la Ley núme- 
ro 9.956, de 4 de octubre de 1940. Esta disposición entra- 
rá en vigencia a partir de los diez días de la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 170. — Sustitúyese el artículo 14 de la Ley 
NY 10.089, de 12 de diciembre de 1941, por el siguiente: 


“ARTICULO 14, — Iniciada la explotación industrial 
de la patente, el titular de la misma, el cesionario o 
el licenciado en su caso, dará de ello aviso al Centro 
Nacional de la Propiedad Industrial, a fin de que cons- 
tate en qué condiciones se realiza a efectos de lo dis- 
puesto en los artículos 10 y 13”. 


Art. 171. — Facúltase al Centro Nacional de la Pro- 
piedad Industrial a editar y vender publicaciones relati- 
vas a la propiedad industrial, pudiendo éste afectar el 
producido de las mismas, deducidos los costos respectivos, 
a la promoción, difusión e investigación de actividades 
propias a sus cometidos. 


Art. 172. — Sustitúyese el artículo 347 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 347. — Las tasas a que refiere el ar- 
tículo anterior se calcularán de acuerdo con la siguien- 
te escala, expresada en unidades reajustables. 


1) Hasta 5 m2 de superficie de calefacción 8,0934 UR 
más 0,3854 UR por cada metro cuadrado o Írac- 
ción. . 


2) Por más de 5 m* y hasta 10 m? 10,0204 UR más 
0,2898 UR por cada metro cuadrado o fracción 
que exceda los 5 m2. 


3) Por más de 10 m2? y hasta 50 m2, 11,4663 UR 
más 0,1928 UR por cada metro cuadrado o Írac- 
ción que exceda los 10 m2. 


4) Por más de 50 m2, 19,1744 UR más 0,972 UR por 
cada metro cuadrado o fracción que exceda los 
50 m2, 


Las cantidades resultantes en nuevos pesos se re- 
dondearán a la decena superior.” 


Art. 173. — Sustitúyese el artículo 5% del Decreto- 
Ley N? 15.298, de 7 de julio de 1982, por el siguiente: 


“ARTICULO 5% — Créase en el Ministerio de Indus- 
tria y Energía, la Dirección Nacional de Metrología 
Legal a la cual se le transfieren todos los recursos 
humanos y materiales del actual Departamento de 
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Pesas y Medidas, órgano de la Dirección Nacional de 
Subsistencias, dependiente del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas.” 


Art. 174. — Fíjanse los siguientes valores para las 
tasas creadas por el artículo 331 de la Ley N9 15.809, de 
8 de abril de 1986: 


1) Tasa de aprobación de modelo 
Por cada modelo sometido a aprobación se exigirá la 
tasa de acuerdo a la siguiente tabla: 


Precio de venta al 
público (N$) Tasa (N$) 
Hasta 5.000 500 


de 5.001 a 10.000 
500 + 100 % del exceso sobre 5.000 


de 10.001 a 20.000 
1.000 + 50 % del exceso sobre 10.000 


de 20.001 a 50.000 
1.500 + 25% del exceso sobre 20.000 


de 50.001 a 100.000 
2.000 + 10% del exceso sobre 50.000 


de 100.001 a 500.000 


2.500 + 5% del exceso sobre 100.000 


de 500.001 en adelante 
3.000 + 1% del exceso sobre 500.000 


2) Tasa por verificación primitiva. 
Por cada unidad verificada se exigirá la tasa de 


acuerdo con la siguiente tabla: 


Precio de venta al 
público (N$) 


Hasta 5.000 


Tasa (N$) 
5 % sobre precio de venta al público 


de 5.001 a 10.000 
250 + 10 % del exceso sobre 5.000 


de 10.001 a 20.000 
500 + 7.5 % del exceso sobre 10.000 


de 20.001 a 50.000 

1000 + 5 % del exceso sobre 20.000 
de 50.001 a 100.000 

2.000 + 2.5 % del exceso sobre 50.000 


de 100.001 a 500.000 - 
3.000 + 1 % del exceso sobre 100.000 


de 500.001 en adelante 
5.000 + 0.5 % del exceso sobre 500.000 


3) Tasa por verificación periódica. 
Su valor será el 50% (cincuenta por ciento) de la 


que correspondería satisfacer por verificación primi- 
tiva. 
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4) Serán sujetos pasivos de las tasas las personas natura- 
les o jurídicas que presenten modelos para su apro- 
bación o verificación o que sean titulares de los ins- 
trumentos de medición que sean objeto de verifica- 
ción. 


5) A los efectos de lo dispuesto por este artículo, entién. 
dese por “Precio de Venta al Público” el vigente al 
31 de enero de cada año por el industrial, comercian- 
te O importador, que comercializa el instrumento de 
medición en función del cual se aporta el Impuesto 
al Valor Agregado del mismo. 


Art. 175. — Autorízase al Centro Naciona] de Poli. 
tica y Desarrollo Industrial la venta de formularios refe- 
ridos a los trámites, solicitudes y certificados que se cur- 
sen ante dicho centro, en la suma de N$ 40 (nuevos pesos 
cuarenta), por juego. Dicho precio será actualizado se- 
mestralmente de acuerdo a la variación de la unidad rea- 
justable. 


El presente artículo entrará en vigencia a partir de la 
promulgación de la presente ley. 


Art. 176. — Autorízase al Programa 002 “Formula- 
ción e Implementación y Contralor de la Política Nacio- 
nal de Industrias”, a percibir y pagar al exterior, por 
cuenta y orden de los usuarios, los costos derivados de las 
solicitudes de documentación e información realizadas a 
través del Servicio de Información Industrial y Tecnoló- 
gica, que realiza el Centro Nacional de Tecnología y Pro- 
ductividad Industrial. 


A estos ingresos no les será aplicable lo dispuesto por 
el artículo 594 de la presente ley. 


Art. 177. — Exceptúase de lo establecido en el lite- 
ral c), del artículo 26 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril 
de 1986, para la incorporación definitiva de los funciona- 
rios del Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio de 
Industria y Energía, siempre que los mismos reúnan los 
demás requisitos establecidos en el mencionado artículo. 


La Contaduría General de la Nación será la encarga- 
da de efectuar las adecuaciones escalafonarias pertinentes. 


Art. 178. — Agrégase al artículo 3% de la Ley núme- 
ro 8.764, de 15 de octubre de 1931, el siguiente literal: 

“m) Participar en el exterior en las diversas fases 
de la operación petrolera —prospección, explo- 
ración, producción y comercialización— sea di- 
rectamente O mediante asociación con otras em- 
presas públicas o privadas, nacionales o extran- 
jeras. 


Estarán comprendidas en esa competencia las 
actividades, negocios y contrataciones, en todas 
sus formas, que se estime necesario realizar en 
el exterior para el cumplimiento de esos come- 
tidos. 


Los contratos que se proyecten, requerirán 
la autorización del Poder Ejecutivo.” 
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INCISO 09 


Ministerio de Turismo 


Artículo 179. — Incorpórase al Presupuesto Nacional, 
el Inciso 09 “Ministerio de Turismo”. El Ministerio ten. 
drá a su cargo la ejecución de los programas presupues- 
tales siguientes: 


001 “Administración Superior” 


— Unidad Ejecutora 001 “Ministerio de Turismo 
(Secretaría )”. 


002 “Investigación, Desarrollo y Promoción 
del Turismo” 


— Unidad Ejecutora 002 “Centro de Investigación y 
Promoción del Turismo”. 


Art. 180. — Créanse a partir del 2 de abril de 1986, 
en la Unidad Ejecutora 001 “Ministerio de Turismo (Se- 
cretaría)”, del Programa 001 “Administración Superior”, 
un cargo de Director General de Secretaría y un cargo de 
Subdirector General, que tendrán el carácter de particu 
lar confianza. 


Art. 181. — Transfórmase la denominación del cargo 
de Director Nacional de Turismo por la de Director del 
Centro de Investigación y Promoción del Turismo. 


Art. 182. — Créanse los siguientes cargos en el Inciso 
09 “Ministerio de Turismo”, Programa 001 “Administra- 
ción Superior”, Unidad Ejecutora 001 “Ministerio de Tu- 
rismo (Secretaría)”. 


Denominación Escalafón Grado 


2 Director de División (Contador) 


(uno al vacar, Asesor 1 A 21) A 22 
1 Director de División (Abogado) A 22 
1 Director de División (Arquitecto) A 22 
2 Asesor 1 (Abogado) 

(uno se suprime al vacar) A 21 
1 Asesor I (Escribano) A 21 
3 Asesor 11 (Contador) 

(uno se suprime al vacar) A 20 
1 Asesor II (Arquitecto) A 20 
2 Asesor 111 (Abogado) A 19 
2 Asesor IV (Abogado) A 18 
1 Asesor V (Ingeniero) A 17 
1 Asesor V (Escribano) A 17 
1 Asesor V (Médico) A 17 
1] Asesor V (Abogado) A :17 
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Denominación 


1 


1 


15 


16 


Asesor V (Licenciado en Historia) 
Técnico TI (Procurador) 


Técnico II (Administración 
Pública) 


Técnico V (Arquitectura) 


Director de División 
(Administrativo) 


Subdirector de División 
(Administrativo) 


Jefe de Departamento 
(Administrativo) (uno se 
suprime al vacar) 


Subjefe de Departamento 
(Administrativo) 


Jefe de Sección (Administrativo) 
Administrativo 'I 

Administrativo II 

Administrativo II 


Administrativo IV 


Director de División 
(Relaciones Públicas) 


Director de División 
(Servicios Turísticos) 


Jefe de Departamento (Publicidad) 
Jefe de Departamento (Información) 
Jefe de Departamento (Inspección) 
Jete de Departamento (Estadística) 


Jefe de Departamento 
(Servicios Turísticos) 


Especialista I 

Especialista 11 

Especialista HI 

Especialista IV 

Jefe de Sección (Mantenimiento) 
Oficial 1 (Mantenimiento) 
Intendente 


Subintendente 


A 


B 


VUVUDO0 y 


0 y Ú 


E 
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17 


16 


16 


14 


20 


19 


17 


15 


19 


17 


17 


16 


14 


12 


10 


14 


13 


14 


13 
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Denominación Escalafón Grado 
1 Encargado 1 (Chofer) F 12 
7 Auxiliar 1 (Chofer) F 10 
1 Encargado li (Portero) F 10 
6 Auxiliar 11 (Portero) F 9 
3 Auxiliar 11 (Telefonista) F 9 
3 Auxiliar IV (Portero) F 7 


El Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministerio de Tu- 
rismo y previo informe de Ja Contaduría General de la 
Nación y de la Oficina Nacional del Servicio Civil, ade- 
cuará los cargos que se transfieren por el artículo 85 de 
la Ley N?* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, que se 
suprimirán al vacar, a la estructura de cargos que se 
crea precedentemente, los que se financiarán con los cré- 
ditos transferidos y con una partida de N$ 38:000.000 
(nuevos pesos treinta y ocho millones). 


Asígnase una partida de N$ 22:000.000 (nuevos pe- 
sos veintidós millones), al Rubro 0 “Retribuciones de Ser- 
vicios Personales”, del Programa 001 '“Administración 
Superior”, destinada a la contratación de personal adm:- 
nistrativo y técnico. 


Asígnase una partida de N$ 25:000.000 (nuevos pe- 
sos veinticinco millones), al Rubro 0 “Retribuciones de Ser- 
vicios Personales”, Programa 002 “Investigación, De- 
sarrollo y Promoción del Turismo”, destinada a la con. 
tratación de asesores y técnicos en investigación y desa- 
rrollo turístico. 


Establécese el régimen de cuarenta horas semanales 
para los funcionarios del Ministerio de Turismo. 


Las disposiciones contenidas en este artículo regirán 
a partir del 1% de enero de 1987. 


Art. 183. — Increméntanse en el Programa 001 “Ad. 
ministración Superior”, y en los montos que a continua- 
ción se detallan, los créditos presupuestales siguientes: 


Rubro N$ 
2 12:015.000 
3 11:775.000 


Asignanse en el Programa 002 “Investigación, Desa- 
rrollo y Promoción del Turismo”, los siguientes créditos 
presupuestales: 


Rubro N$ 
2 12:015.000 
3 6:175.000 
7 5:175.000 


Habilítase el Subrubro 4.70 en el Programa 001 “Ad- 
ministración Superior”, con una dotación presupuestal de 
nuevos pesos 1:600.000 (nuevos pesos un millón seiscien- 
tos mil), y en el Programa 002 “Investigación, Desarrollo 
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y Promoción del Turismo”, con una dotación presupues- 
tal de N$ 320.000 (nuevos pesos trescientos veinte mil). 


Para el Ejercicio 1987, las referidas partidas regirán 
a partir de la promulgación de la presente ley. 


Art. 184, — Habilítanse en el Programa 001 “Admi- 
nistración Superior”, el Rubro 7 “Subsidios y otras Trans- 
ferencias”, por un monto de N$ 3:204.000 (nuevos pe- 
sos tres millones doscientos cuatro mil), el Rubro 3 “Ser- 
vicios no Personales”, por un monto de N$ 9:612.000 
(nuevos pesos nueve millones seiscientos doce mil) y el 
Rubro 9 “Asignaciones Globales”, por un monto de nue- 
vos pesos 1:602.000 (nuevos pesos un millón seiscientos 
dos mil), a los efectos de la instalación del Centro de In- 
iormes en el Exterior. 


Para el Ejercicio 1987, la partida creada precedente- 
mente regirá a partir de la promulgación de la presente 
ley. 


Art. 185. — Créase en el Programa 002 “Investigación, 
Desarrollo y Promoción del Turismo”, una partida de nue- 
vos pesos 4:000.000 (nuevos pesos cuatro millones), para 
contratar mediante llamado público o contratación directa 
el personal eventual no administrativo, necesario pa- 
ra la ejecución de obras incluidas en los planes de mante- 
nimiento de hoteles y paradores que administra. Dicho 
personal cesará automáticamente una vez finalizada la 
ejecución de obras o servicios para los cuales se les con- 
trató. 


Para el Ejercicio 1987, la partida creada precedente- 
mente, regirá a partir de la promulgación de la presente 
ley. 


INCISO 10 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


, Artículo 186. — Los proyectos de mantenimiento in- 
cluidos en los planes de inversiones, se regirán por l0 
dispuesto en los incisos segundo y cuarto, del artículo 54 
del Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 1981. Ñ 


Será de aplicación para dichos créditos, lo dispuesto 
por el artículo 16 del Decreto-Ley N% 14.867, de 24 de ene- 
ro de 1979, y los artículos 107 y 108 de la llamada Ley 
Especial N? 7, de 23 de diciembre de 1983. 


Art. 187. — Autorízase al Programa 002 “Servicios 
para la Registración, Calificación y Contralor de Cumpli- 
miento de las Empresas Nacionales de Obras Públicas, 
Consultoras y Empresas de Trabajo y Servicios Comple- 
mentarios”, a disponer del remanente de los fondos pro- 
venientes del convenio aprobado por Resolución del Poder 
Ejecutivo, de 25 de mayo de 1972, para solventar los gas- 
tos de inversión del referido registro, de conformidad con 
las normas vigentes en materia de contabilidad y admi. 
nistración financiera. 


Art. 188, — Declárase que los cargos de Director de 
División y Jefe de Departamento del Escalafón Ab, y 
los cargos de Asistente de Profesional 11 de Contabilidad, 
y Ayudante Técnico 1 de Contabilidad, del Escalafón AcC, 
de la Unidad Ejecutora 001 “Despacho de la Secretaría 
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de Estado y Oficinas Dependientes”, y los cargos de Jefe 
de Sección y Subjefe de Sección, del Escalafón Ab, de la 
Unidad Ejecutora 006 “Dirección Nacional de Topografía”, 
serán de dedicación total. 


Los actuales titulares de los cargos a los que se les 
atribuye por esta ley el carácter de dedicación total, po- 
drán renunciar al régimen a que refiere este artículo, 
dentro de los noventa días de promulgada la presente 
ley, en cuyo caso no se percibirá la compensación com- 
plementaria. 


Art. 189. — El Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas podrá ktrasponer los proyectos con sus respectivos 
créditos incluidos en el Plan de Inversiones, al Ejercicio 
siguiente, cuando se difiera la licitación, adjudicación O 
contratación de la obra de que se trate, manteniendo in. 
cambiado el monto máximo de ejecución correspondiente 
al Ejercicio a que se traspone el proyecto. 


Art. 190. — Los proyectos de inversión contenidos en 
el planillado anexo a la presente ley se podrán ejecutar 
hasta los montos y por los Ejercicios que se determinan 
seguidamente: 


N$ - Ejercicio 
18.773:2'76.000 1987 
19.297:738.000 1988 
20.841:838.920 1989 


Dentro de los treinta dias de promulgada la presente 
ley, se deberá aprobar por decreto la distribución por 
Programa y fuente de financiamiento. 


Art. 191. — Agréganse al artículo 95 de la Ley núme- 
ro 15.851, de 24 de diciembre de 1986, los siguientes im- 
cisos: 


“La referida reglamentación preverá descuentos de 
hasta el 50% (cincuenta por ciento), en caso de pago 
al contado de dichos adeudos. 


Los recargos por mora e intereses de financiación 
se regularán de la siguiente manera: 


A) Para los deudores del impuesto creado por el ar- 
tículo 16 de la Ley N* 12.950, de 23 de noviembre 
de 1961, modificativas y concordantes, se sustitu- 
yen los recargos por mora previstos en el Código 
Tributario por un ajuste anual que dependerá de 
la variación de la cotización del dólar o la varia. 
ción tarifaria de los servicios interdepartamenta.- 
les, optárdose en cada caso por el menor de am- 
bos. 


B) Los intereses de financiación a aplicarse al mon- 
to resultante de la deuda original más los recar- 
gos por mora, será un ajuste anual que depende- 
rá de la variación de la cotización del dólar o la 
variación tarifaria de los servicios interdeparta- 
mentales, optándose en cada caso por el menor 
de ambos. 
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C) Para los deudores del impuesto creado por el ar- 
tículo 15 de la referida Ley N% 12.950, modifica. 
tivas y concordantes, y de las multas por intrac- 
ciones a los diferentes reglamentos que regulan 
el transporte, se sustituyen los recargos por mora 
vigentes, por un recargo de 3% (tres por ciento), 
capitalizable mensualmente, desde el 19% de enero 
de 1986 hasta la fecha de pago o de firma del 
convenio respectivo. 


La vigencia de este artículo es la que corresponde 
a la Ley N* 15.851, debiéndose formular nuevamente 
los convenios en vigencia o volver a calcular los pa- 
gos realizados que se hayan efectuado hasta la fecha, 
al amparo de lo dispuesto por el presente artículo”. 


Art. 192. — Sustitúyese el artículo 154 del Decreto- 


Ley N9 14.859, de 15 de diciembre de 1978, por el siguiente: 


“ARTICULO 154. — La contravención a lo dispuesto 
por el artículo anterior, una vez comprobada debida- 
mente, en expediente que se instruirá con audiencia 
de los interesados, será sancionada por el Ministerio 
competente, según los casos, con la Obligación de eli- 
minar los efectos de las acciones promovidas, restitu- 
yendo a la faja su conformación Original, o con la 
prohibición de extraer materiales. En caso de demora 
o resistencia, o demora en el cumplimiento de la obli- 
gación de eliminar los efectos de las acciones y de 
restituir a la faja su conformación original, el Minis- 
terio competente podrá hacerlo por sí mismo, siendo 
de cargo del infractor los gastos que ello ocasione. 


Conjuntamente con la sanción anterior, se impon- 
drá una multa entre los límites de 100 UR (cien uni- 
dades reajustables) y 5.000 UR (cinco mil unidades 
reajustables), según la gravedad de la infracción”. 


Art, 193. — Sustitúyese el artículo 153 del Decreto- 


Ley N? 14.859, de 15 de diciembre de 1978, por el siguiente: 


“ARTICULO 153. — Establécese una faja de defensa 
en la ribera del Océano Atlántico, el Río de la Plata, 
río Uruguay y de la Laguna Merim, para evitar mo- 
dificaciones perjudiciales a su configuración y estruc- 
tura. 


El ancho de esta faja será de doscientos cincuenta 
metros, medidos hacia el interior del territorio a par- 
tir del límite superior de la ribera, estableciáo en los 
artículos 36 y 37 de este Código. 


Hacia el exterior, en las costas del Río de la Plata 
y el Océano Atlántico, la faja se extenderá hasta la 
línea determinada por el Plano de Referencia Hidro- 
métrico Provisorio (cero Wharton). 


En el río Uruguay, el límite exterior de dicha faja 
será determinado por el Ministerio competente, en 
función de las costas correspondientes a los ceros de 
las escalas hidrométricas, adoptadas como referencia 
para las diferentes zonas del río. 


Cuando existiesen rutas nacionales o ramblas costa- 
neras abiertas y pavimentadas, a una distancia me- 
nor de doscientos cincuenta metros del límite supe- 
rior de la ribera, el ancho de la faja de defensa se 
extenderá solamente hasta dichas rutas o ramblas. 
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Cualquier acción a promoverse en la faja de de- 
fensa de costas que modifique su configuración natu. 
ral, requerirá la autorización previa del Mimisterio 
competente, quien la denegará cuando dicha acción 
pueda causar efectos perjudiciales a la configuración 
o estructura de la costa. 


En los predios de propiedad fiscal o particular, las 
extracciones de arena, canios rcdedos y rocas de ya- 
cimientos ubicados dentro de la faja de defensa, sólo 
podrán efectuarse hasta una cota mo inferior al ni.- 
vel situado cincuenta centímetros por encima del lí. 
mite superior de la ribera”. 


Art. 194. — Sustitúyese el artículo 147 del Decreto- 
Ley N* 14.859, de 15 de diciembre de 1978, por el siguiente: 


“ARTICULO 147. — Las infracciones a lo dispuesto 
por el artículo 144 serán sancionadas por el Ministe- 
rio competente del modo siguiente: 


1) Con una multa graduada entre 100 UR (cien uni.- 
dades reajustables) y 5.000 UR (cinco mil unida- 
des reajustables), según la gravedad de la infrac- 
ción, de conformidad con la reglamentación que 
dictará el Poder Ejecutivo. 


2) Con la caducidad del permiso o concesión de uso 
de aguas que hubiera otorgado al infractor. 


Las sanciones mencionadas podrán imponerse con- 
juntamente y se entenderán sin perjuicio de la san- 
ción penal que correspondiere, cuando el hecho cons. 
tituyere delito. 


No se podrán iniciar las obras o construcción de 
plantas industriales cuyo funcionamiento implique 
vertimiento de efluentes industriales, sin haber obte- 
nido la aprobación del proyecto de planta de trata. 
miento de los referidos efluentes, por parte del Minis. 
terio de Transporte y Obras Públicas. 


El incumplimiento de lo dispuesto precedentemente 
será sancionado por dicho Ministerio de la siguiente 
manera: 


1) Con la multa prevista en el numeral 1) de este ar- 
tículo. 


2) Con la suspensión de las obras y clausura del 
establecimiento hasta tanto se obtenga la aproba. 
ción mencionada”. 


Art. 195. — Cuando el trazado de un camino nacional 
ocupe, afecte o sustituya total o parcialmente caminos de 
otra categoría, éstos serán calificados como nacionales en 
la parte ocupada, afectada o sustituida. 


El Poder Ejecutivo, previo dictamen de las reparticio- 
nes técnicas competentes, podrá autorizar la permuta 0 
enajenación a los propietarios frentistas de la nueva ru- 
ta, de los tramos en desuso del antiguo trazado. 


Art. 196. — Sustitúyese el artículo 15 de la Ley nú- 
mero 12.950, de 23 de noviembre de 1961, modificado por 
el artículo 1% del Decreto-Ley N? 15.315, de 23 de agosto 
de 1282, por el siguiente: 
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“ARTICULO 15. — Créase a partir del año 1987, un 
impuesto anual por eje cuyo importe básico será de 
N$ 30.000,00 (nuevos pesos treinta mil), que gravará 
a los camiones, tractores con semi.remolque y remol- 
ques con una capacidad de carga superior a los 5.000 
kg. 


El importe básico gravará a los camiones, tractores 
con semi.remolque y remolques, que en atención a 
sus características, potencia de motor y número de 
ejes, presenten mayor potencialidad de desgaste de la 
infraestructura vial. Los vehículos que en función a 
las mismas consideraciones presenten una potenciali- 
dad media de desgaste, según la clasificación que €s- 
tablezca la reglamentación, estarán gravados por los 
5/6 del importe básico, y los que la misma reglamen- 
tación identifique como los de menor desgaste po- 
tencial estarán gravados por los 2/3 del importe bási- 
co. Facúltase al Poder Ejecutivo, a partir del 19 de 
enero de 1988, para actualizar anualmente el valor es- 
blecido por el inciso anterior, aplicando los índices 
de aumento que determine la Dirección General de 
Estadística y Censos, operado en los precios del con- 
sumo para el Ejercicio inmediato anterior”. 


Art. 197. — Las canteras ubicadas en todo el terri- 
torio del país, cuyos materiales fueran necesarios para la 
ejecución de obras públicas establecidas en el Presupues- 
to Nacional, no estarán comprendidas en lo dispuesto por 
el Decreto-Ley N% 15.242, de 8 de enero de 1982, rigiendo 
a estos efectos lo dispuesto por los artículos 55 y siguien- 
tes de la Ley N? 10.024, de 14 de jumio de 1941. 


Art. 198, — A los efectos de lo dispuesto por el ar- 
tículo 24 del Decreto-Ley N* 10.382, de 13 de febrero de 
1943, el Poder Ejecutivo, previa conformidad de la Inten- 
dencia Municipal respectiva, fijará las zonas urbanas y 
suburbanas de los caminos nacionales que atraviesan ciu- 
dades, villas o pueblos. 


Art. 199. — La partida anual autorizada por el artícu- 
lo 361 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, desti- 
nada a atender las erogaciones emergentes del Convenio 
Básico de Cooperación Científica y Técnica, entre la Uni- 
versidad de la República y el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, se ajustará en la misma oportunidad y 
en igual porcentaje que el que fije el Poder Ejecutivo 
para los sueldos de los funcionarios públicos. 


A estos efectos se tomarán en cuenta todos los au- 
mentos fijados con posterioridad al 1% de enero de 1986. 


INCISO 11 


Ministerio de Educación y Cultura 


Artículo 200. — Derógase el artículo 326 de la Ley 
N? 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 


Art. 201. — Increméntase por el Ejercicio 1987, el 
Renglón 061,301 “Por Trabajo en Horas Extras”, del Pro- 
grama 002 “Publicaciones e Impresiones Oficiales”, Uni- 
dad Ejecutora 002 “Diario Oficial”, en N$ 1:280.180 (nue- 
vos pesos un millón doscientos ochenta mil ciento ochen- 
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ta) y en la Unidad Ejecutora 003 “Dirección General de 
la Imprenta Nacional”, en N$ 12:100.484 (nuevos pesos 
doce millones cien mil cuatrocientos ochenta y cuatro). 


Art. 202. — A partir del 1? de mayo de 1987, las do- 
taciones presupuestales de los cargos técnicos y especia- 
lizados de la Unidad Ejecutora 011 “Instituto de Investi- 
gaciones Biológicas Clemente Estable”, del Programa 004 
“Fomento de la Investigación Técnico-Científica”, serán 
equivalentes a las de la Universidad de la República, en 
la forma que a continuación se expresa: 


A) Las de Investigador Jefe Profesional, Escalafón A Gra- 
do 22 e Investigador Jefe Profesional, Escalafón B 
Grado 21, a las de Profesor Titular, Grado 5. 


B) Las de Investigador Asistente, Escalafón D Grado 19, 
a .as de Profesor Agregado, Grado 4. 


C) Las de Investigador Ayudante, Escalafón D Grado 17, 
a las de Profesor Adjunto, Grado 3. 


D) La de Asesor V Veterinario, Escalafón A Grado 17; 
Técnico I Bibliotecólogo, Escalafón B Grado 16; Tkéc- 
nico 111 Preparador, Escalaión B Grado 13; Jefe de 
Departamento Electrónica, Escalafón D Grado 17; Es- 
pecialista Traductorado, Escalafón D Grado 15; Jefe 
de Sección Bioterio, Escalatón D Grado 14; Jefe de 
Sección Electrónica, Escalafón D Grado 14; Jefe de 
Sección Fotografía, Escalafón D Grado 14; Jefe de 
Sección Mecánica, Escalafón D Grado 14; Jefe de Sec- 
ción Secretaría Científica, Escalafón D Grado 14; Es- 
pecialista 1 Biblioteca, Escalafón D Grado 14; Espe- 
cialista 11 Preparador, Escalafón D Grado 13; Ayudan- 
te de Bioterio, Escalafón D Grado 10; Especialista TI 
Sección Secretaría Científica, Escalafón D Grado 8; 
Oficial I Albañil, Escalafón E Grado 10; Oficial I Car- 
pintero, Escalafón E Grado 10; Oficial 1 Electricista, 
Escalafón E Grado 10; a las de igual Escalafón y Gra- 
do de la Universidad de la República. 


Equiparado al padrón de Racionalización Presupuestal 
artículo 53 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 


Art. 203. — Transfiérese a partir del Ejercicio 1987 
la dotación vigente de N$ 542.788,20 (nuevos pesos qui.- 
nientos cuarenta y dos mil setecientos ochenta y ocho con 
veinte centésimos) anuales, del Renglón 941 “Refuerzo de 
Rubros de Gastos”, al Rubro 9 “Asignaciones Globales”, 
que se habilita, y la suma de N$ 371.100,50 (nuevos pesos 
trescientos setenta y un mil cien con cincuenta centési- 
mos), acordada al Renglón de suministros de carne 200.854 
“Carnes y Menudencias”, al Renglón 200.812 (ANCAP - 
Varios), correspondientes al Programa 004 “Fomento de 
la Investigación Técnico-Científica”, Unidad Ejecutora 011 
“Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Esta- 
ble”. 


Art. 204. — Facúltase al Consejo Directivo del Serví- 
cio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos 
(SODRE), a actuar como ordenador primario, en la ad- 
ministración de los fondos destinados a la construcción 
de las obras del complejo de espectáculos del organismo. 


Art. 205. — Créase en el Rubro 0 “Retribuciones de 
Servicios Personales”, del Programa 007 “Organización de 
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Espectáculos Artísticos y Administración de Radio y Tele- 
visión Oficiales”, una partida de N$ 6:000.000 (nuevos pe- 
sOs seis millones), para designar hasta diez animadores y 
profesores de danza, que podrán ser destinados, confor- 
me a la reglamentación que se dictará, a prestar funcio- 
nes de su especialidad, con fines de difusión y docencia. 
en escuelas, liceos, dependencias del Consejo del Niño, clu- 
bes sociales y deportivos, centros locales o de barrio e 
instituciones similares que no tengan fines de lucro. 


Los respectivos cargos serán ocupados con la misma 
remuneración que les correspondería si continuaran la 
práctica activa de su profesión, por los integrantes efec- 
tivos del Cuerpo de Baile del Servicio Oficial de Difusión, 
Radiotelevisión y Espectáculos (SODRE), que tengan un 
mínimo de veinte años de servicios en el mismo y que, 
en virtud de su edad, no estén en condiciones de prose- 
guir su carrera artística y no se hallen habilitados o no 
deseen jubilarse. 


Art. 206. — Inclúyense desde el 19 de mayo de' 1987, 
en el literal e), del artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986, los cargos de Director de TV Nacional 
y Director de Radiodifusión Nacional; en el literal t), el 
de Subdirector de TV Nacional, y en el literal h), el de 
Director de Canal 8 de Melo, del Programa 007 “Orga- 
nización de Espectáculos Artísticos y Administración de 
Radio y Televisión Oficiales”. 


Art. 207. -—— Sustitúyese el artículo 412 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 412. — Los funcionarios del Ministerio 
de Educación y Cultura cuyos cargos estén equipara- 
dos en sus retribuciones a cargos del Poder Judicial 
en régimen de dedicación total, percibirán el 62,5 % 
(sesenta y dos con cinco por Ciento), el 83,125 % 
(ochenta y tres con ciento veinticinco por ciento) O 
el 100% (cien por ciento) de tales retribuciones, se- 
gún revisten en régimen de seis horas, de ocho horas 
o de dedicación total, respectivamente. 


La aplicación de la equiparación no podrá signifi- 
car, en ningún caso, que a un cargo de grado supe- 
rior le corresponda una remuneración menor que la 
de un cargo de igual o inferior grado del mismo ES- 
calafón, que sea originario de la misma Unidad Eje- 
cutora y que tenga el mismo régimen horario o de 
dedicación total. 


En este caso la remuneración del cargo superior se 
fijará tomando como base la remuneración correspon. 
diente al cargo y régimen con el que procede la com- 
paración, incrementada en un 5% (cinco por ciento), 
respetando la ercala “erárquica. 


No obstante lo dispuesto en el inciso primero, a los 
funcionarios que a la fecha de vigencia de la presente 
ley estuvieren percibiendo sus dotaciones sobre la ba- 
se del 68,96 % (sesenta y ocho con noventa y seis por 
ciento) de las correspondientes a la escala de equipa- 
ración de sus respectivos Cargos, por aplicación del 
Decreto 465/985, de 22 de setiembre de 1985, se les 
continuará aplicando este último porcentaje, mientras 
mantengan el mismo régimen horario”. 


En caso de modificarse el porcentaje de dedicación 
total establecido en el artículo 8% de la Ley N* 15.809, de 
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8 de abril de 1986, o de crearse otro régimen de compen- 
sación similar dentro de los cargos de equiparación, los 
porcentajes referidos precedentemente variarán proporcio- 
nalmente en cada régimen, de modo de mantener la 
equivalencia entre los distintos regímenes horarios o de 
dedicación. 


Art. 203. — Declárase que lo dispuesto por el artículo 
297 de la presente ley, para los funcionarios del Poder 
Judicial, es aplicable a todos los funcionarios del Inciso 
11 “Ministerio de Educación y Cultura”, que tengan equi.- 
paración de remuneraciones con cargos de dicho Poder. 


Aru 209. -— Extabiécese a partir del 1% de mayo de 
1987, que la equiparación dispuesta por el artículo 401 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, para los cargos 
de Secretario Abogado de las Fiscalias de Gobierno de 1er. 
y 2do. Turnos, corresponde se realice con equivalencia a 
los cargos de Juez de Paz de Ciudad. 


La redistribución de funcionarios dentro del Ministe- 
rio de Educación y Cultura, a Unidades Ejecutoras cuyos 
cargos estén equiparados a otras unidades del Presupues- 
to Nacional, se efectuará por un grado no superior al úl- 
timo grado ocupado del Escalafón correspondiente de la 
unidad de destino. 


Art. 210. — Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 
c18 “Dirección General de Registros”, los cargos de Di- 
rector de Departamento Escribano (AaA E3) y Actuario 
Adjunto Juzgado Letrado (AaA E2), provenientes del Re- 
gistro Público y General de Comercio, en Director de Di- 
visión Escribano (AaA E5) y Subdirector de División Es- 
cribano (AaA E4), respectivamente. Transfórmase asimis- 
mo el cargo de Actuario Adjunto (AaA E2) contratado, en 
un cargo presupuestal de Director de Departamento Es- 
cribano (AaA E3). 


Art. 211. — Interprétase que los cuarenta cargos de 
Técnico I Escribano (AaA 5) creados por el numeral 2), 
del artículo 432 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 
en el Programa 009 “Inscripción y Certificación de Actos 
y Contratos”, deberán ser provistos con el personal que 
poseyendo título de escribano público, se encontrare de- 
sempeñando a la fecha de promulgación de la citada ley, 
tareas propias del título que poseen y suscribiendo docu- 
mentación como registradores. Dicha provisión se efectua- 
rá en base a la fecha de ingreso a la función. 


Para la aplicación de lo previsto por el presente ar- 
tículo, no regirá lo dispuesto por el inciso segundo, de! 
artículo 22 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 212. — Modifícase con retroactividad al 1% de 
mayo de 1987, el artículo 420 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986, donde dice “Director de Departamento 
Contador” (AaA E2) y “Director de División Escribano” 
(AaA E4), debe decir: “Director de Departamento Con- 
tador o Abogado” (AaA E2), y “Director de División Es- 
cribano, Abogado o Contador” (AaA E4) respectivamente. 


Art. 213. — A los efectos de lo dispuesto por el lite- 
ral e), del artículo 53 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, autorízase al Ministerio de Educación y Cultura 
a computar las partidas pertenecientes a otros rubros de 
la Unidad Ejecutora 016 “Servicio Oficial de Difusión Ra- 
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diotelevisión y Espectáculos” (SODRE), utilizados para pa- 
gar retribuciones personales por el sistema de “cachet”, 


Art. 214. — Créase una partida anual de N$ 144 mi- 
llones (nuevos pesos ciento cuarenta y cuatro millones), 
destinada a incrementar las compensaciones máximas al 
grado establecidas en el artículo 50 de la Ley N* 15809, 
de 8 de abril de 1986. Dicha partida incluye la financia- 
ción del sueldo anual complementario. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil y de la Contaduría General de 
la Nación, distribuirá dicha partida entre los distintos 
Programas, dando cuenta a la Asamblea General, y re- 
glamentará la asignación de compensaciones a efectos de 
nivelarlas obteniendo una adecuada pirámide salarial. 


La presente disposición regirá a partir del 1% de ma- 
yo de 1987. 


Art. 215. — Créase en el Programa 001 “Administra- 
ción General”, el “Centro del Diseño”, destinándose una 
partida anual de N$ 4:800.000 (nuevos pesos cuatro milio- 
nes ochocientos mil), con cargo a Rentas Generales, para 
atender los gastos de funcionamiento en lo atinente al 
pago de horas docentes, gastos de equipamiento y acon- 
dicionamiento del local. 


Esta disposición regirá a partir de la íecha de pro- 
mulgación de la presente ley. 


Art. 216. — Sustitúyense las penas establecidas en 
los artículos del Código Penal que a continuación se enu- 
meran por las siguientes: en el artículo 149, 20 UR (vein- 
te unidades reajustables) a 500 UR (quinientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 161, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 500 UR (quinientas unidades re- 
ajustables) de multa; en el artículo 167, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 168, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 178, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 191, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 194, 100 UR (cien 
unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 196, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 500 UR (quinientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 198, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 800 UR (ochocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 205, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 100 UR (cien unidades re- 
ajustables) de multa; en el artículo 230, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 234, 100 UR (cien 
unidades reajustables) a 800 TIR (ochocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 235, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 200 UR “Jdoscientas unidades 
reajustables) de multa; en el articulo 251, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 256, 100 UR (cien 
unidades reajustables) a 900 UR (novecientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 296, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 297, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas unidades 
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reajustables) de multa; en el artículo 298, 20 UR (veinte 
unidades reajustables) a 200 UR (doscientas unidades 
reajustables) de multa; en el artículo 300, 20 UR (vein- 
te unidades reajustables) a 400 UR (cuatrocientas uni- 
dades reajustables) de multa; en el artículo 302, 100 UR 
(cien unidades reajustables) a 600 UR (seiscientas uni. 
dades reajustables) de multa; en el artículo 319, 20 UR 
(veinte unidades reajustables) a 600 UR (seiscientas uni- 
dades reajustables) de multa; en el artículo 323, 20 UR 
(veinte unidades reajustables) a 600 UR (seiscientas uni. 
dades reaiustables) de multa; en el artículo 333, 809 UR 
(ochenta unidades reajustables) a 800 UR (ochocientas 
unidades reajustables) de multa; en el artículo 334, 60 
UR (sesenta unidades reajustables) a 400 UR (cuatro. 
cientas unidades reajustables) de multa; en el artículo 
353, 20 UR (veinte unidades reajustables) a 400 UR (cua- 
trocientas unidades reajustables) de multa; en el artículo 
356, 10 UR (diez unidades reajustables) a 100 UR (cien 
unidades reajustables) de multa; en el artículo 358, 20 
UR (veinte unidades reatustables) a 900 UR (novecientas 
unidades reajustables) de mnlta; en los artículos 360, 361, 
364, 365 y 366, 10 UR (diez unidades reajustables) a 100 
UR (cien unidades reajustahles) de multa. 


Art, 217. — Modifícanse los artículos 68 y 84 del Có- 
digo Penal, los que quedarán redactados de la siguiente 
manera: 


“ARTICULO 68. — Ya pena de penitenciaría durará 
de dos a treinta años. 


La pena de prisión durará de tres meses a dos años. 


La pena de inhabilitación absoluta especial durará 
de dos a diez años. 


La pena de inhabilitación especial de determinada 
profesión académica, comercial o industrial, durará 
de dos a diez años. 


La pena de suspensión durará de seis meses a dos 
años. 


La pena de multa será de 10 UR (diez unidades 
reajustables) a 900 UR (novecientas unidades reajus- 
tables)”. 


“ARTICULO 84. — (Sustitución de la multa). Si el 
sentenciado no tuviese bienes para satisfacer la mul.- 
ta, sufrirá por vía de sustitución y apremio, la pena 
de prisión regulándose un día por cada 10 UR (diez 
unidades reajustables). 


El condenado podrá en cualquier tiempo pagar la 
multa descontándose de ella, la parte proporciona! a 
la prisión cumplida”. 


Art. 218. — Todas las modificaciones que anteceden, 
serán incorporadas al Código Penal en la primera edición 
oficial que se publique. 


Art. 219. — Dispónese que la Comisión de Patrimo- 
nio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación, lleve un 
registro de todas las obras de arte que adquiera a cual. 
quier título el Estado, por intermedio de sus dependen- 
cias nacionales o municipales. 


A esos efectos será obligación de las mencionadas re- 
particiones, comunicar a la mencionada Comisión las 
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obras que integran su patrimonio y las adquisiciones que 
realicen en el futuro. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi- 
ción. 


Art. 220. — El Instituto de Investigaciones Biológicas 
Clemente Estable podrá obtener recursos extrapresupues- 
tales a través de la prestación de servicios técnicos, ase- 
sorías, realización de diagnósticos especializados, desarro- 
llos instrumentales o metodológicos u otras tareas cienti- 
ficas de su competencia, requeridos por imstituciones o 
personas privadas u oficiales, nacionales o extranjeras, 


Estos recursos se destinarán principalmente al finan- 
ciamiento de los gastos originados durante esa actividad 
y al funcionamiento y desarrollo de las unidades técnicas 
que presten dichos servicios, como así para solventar otras 
necesidades generales de la institución. 


Dicho instituto reglamentará, dentro de los marcos 
legales, la prestación de tales servicios. 


Art. 221. -— Facúltase al Ministerio de Educación y 
Cultura a efectuar contrataciones a término, de artistas, 
profesores y técnicos, radicados en el exterior, con Cargo 
al “Fondo Nacional de Educación Física y de Servicios 
Culturales”, creado por el artículo 244 del Decreto-Ley 
N* 14.189, de 30 de abril de 1974. 


Para este tipo de contrataciones no regirá el requi- 
sito de suscripción del contrato respectivo, dispuesto por 
el artículo 40 de la llamada Ley Especial N? 7, de 23 de 
diciembre de 1983. 


Art. 222. — La Unidad Ejecutora del Programa 011 
“Inscripciones y Certificaciones relativas al Estado Civil 
de las Personas”, expedirá en forma gratuita recaudos y 
actuaciones de estado civil, cuando mediaren fundadas ra. 
zones para proceder de acuerdo a ello, previa autorización 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


Art. 223. — Sustilúyese el artículo 417 de la Ley 
N9 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 417. — La tasa del Registro de Estado 
Civil creada por el artículo 143 de la Ley N? 14.100, 
de 29 de diciembre de 1972, tendrá los siguientes va- 
lores: 


A) Los certificados de estado civil, N$ 80 (nuevos 
pesos ochenta). 


B) Los testimonios de actas de estado civil, de expe- 
dientes matrimoniales, de transcripciones de par- 
tidas parroquiales, de transcripciones de partidas 
consulares, de inscripciones de documentos rela- 
tivos a actos y hechos del estado civil ocurridos 
en el extranjero, de inscripción de escrituras de 
adopción, las legalizaciones de firmas y los certi- 
ficados negativos de inscripciones, N$ 120 (nuevos 
pesos ciento veinte). 


C) El expediente matrimonial, N$ 500 (nuevos pesos 
quinientos), cuando el número de testigos no su- 
pere el mínimo legal, y a partir de dicho mínimo, 
N$ 900 (nuevos pesos novecientos) por cada tes- 
tigo. 
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D) El expediente matrimonial de matrimonios cele. 
brados a domicilio, N$ 15.000 (nuevos pesos quin- 
ce mil), quedando exonerados los expedientes de 
matrimonios “in extremis” o de personas impe- 
didas de concurrir por razones de salud o por 
otras razones ai¡enas a su Voluntad. 


E) Las libretas de matrimonio, N$ 300 (nuevos pesos 
trescientos). 


F) La inscripción de primeras copias de escrituras de 
adopción, N$ 300 (nuevos pesos trescientos). 


G) La inscripción de documentos relativos a actos y 
hechos del estado civil ocurridos en el extranjero 
y la transcripción de partidas parroquiales, nue. 
vos pesos 1.000 (nuevos pesos mil). 


H) Los certificados de declaración testimonial relati. 
vos al estado civil de solteros, N$ 2.000 (nuevos 
pesos dos mil). 


D Las inscripciones supletorias de extranjeros radi- 
cados en la República, N$ 900 (nuevos pesos no- 
vecientos). 


Estos valores podrán ser ajustados por el Ministe- 
rio de Educación y Cultura, en un monto no mayor 
a la variación operada en el Indice General de Pre. 
cios del Consumo, en el período transcurrido desde la 
última fijación o ajuste en su Caso, 


Este artículo entrará a regi: 2 partir de la promul- 
gación de la presente ley”. 


Art. 224. — Derógase el inciso segundo, del artículo 
49 del Decreto-Ley N* 15.027, de 17 de junio de 1980. 


Art. 225. — Los cargos de dirección del Consejo del 
Niño serán provistos por concurso, de acuerdo con lo que 
establezca la reglamentación, entre los funcionarios del 
organismo. De declararse desierto el concurso, se podrá 
realizar nuevamente con libre presentación. 


Esta disposición regirá a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 226. — En las leyes que a continuación se expre- 
san, los extremos de la pena de multa allí previstos se 
sustituirán por los siguientes: en los artículos 204 y 205 
del Decreto-Ley N? 14.305, de 29 de noviembre de 1974, 
50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 900 UR (nove- 
cientas unidades reajustables) de multa; en el artículo 
37 del Código Rural, 10 UR (diez unidades reajustables) 
a 200 UR (doscientas unidades reajustables) de multa; en 
el artículo 33 de la Ley N? 9.956, de 4 de octubre de 
1940, 100 UR (cien unidades reajustables) a 300 UR (tres. 
cientas unidades reajustables) de multa; en el artículo 24 
de la Ley N? 10.079, de 14 de noviembre de 1941, 200 UR 
(doscientas unidades reajustables) de multa y en el ar- 
tículo 54 de la Ley N? 10.089, de 12 de diciembre de 1941, 
200 UR (doscientas unidades reajustables) de multa. 


Art. 227. — Sustitúyese el artículo 112 de la Ley nú- 
mero 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 112. — Los establecimientos privados, de 
tienipo parcial, que atienden durante el día menores 
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del Consejo del Niño, percibirán del organismo una 
retribución de hasta el equivalente al 75% (setenta 
y cinco por ciento), de los importes correspondientes 
a los establecimientos privados que atienden menores 
a tiempo completo”. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos necesarios al efecto. 


El Poder Ejecutivo, a propuesta del Consejo del Niño, 
reglamentará dicho régimen. 


Art. 228. — Las cuidadoras del Consejo del Niño con 
más de tres años de antigúiedad en la función, en caso 
que decidan adoptar los menores a su cargo, podrán mamn- 
tener hasta la mayoría de edad, el derecho al cobro de la 
retribución correspondiente, previa resolución favorable 
del Consejo del Niño. 


Art. 229. — Las cuidadoras del Consejo del] Niño per- 
cibirán mensualmente, por cada menor a su cargo, la can- 
tidad de N$ 5.400 (nuevos pesos cinco mil cuatrocientos), 
en concepto de alimentos. 


Esta suma será actualizada al comienzo de cada tri- 
mestre, de acuerdo con la variación del Indice General 
de Precios del Consumo de la Dirección General de Es- 
tadística y Censos. 


A esos efectos, transfiérense del Rubro 2 “Materiales 
y Suministros”. del Programa 013 “Consejo del Niño”, los 
importes que actualmente se destinan a comprar y dis- 
tribuir víveres para las referidas cuidadoras. 


La presente disposición regirá a partir del 1% de ma- 
yo de 1987. 


Art. 230. — Los establecimientos privados de tiempo 
completo que alberguen menores del Consejo del Niño per- 
cibirán, por el cuidado y mantenimiento integral de los 
mismos, un reintegro de gastos de hasta el equivalente al 
380% (ochenta por ciento) de un Salario Mínimo Nacio- 
nal. Este importe se incrementará hasta 88 % (ochenta y 
ocho por ciento), hasta 96 % (noventa y seis por Ciento), 
o hasta 160 % (ciento sesenta por ciento), según sean es- 
colares, liceales o discapacitados. 


Art. 231. — Créanse en la Unidad Ejecutora 006 “Mu- 
seo Nacional de Antropología”, del Programa 003 “Preser- 
vación del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de 
la Nación”, los cargos que le fueron suprimidos por apli- 
cación del inciso primero, del artículo 54 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art, 232. — Autorízase a la Unidad Ejecutora 022 “Di- 
rección Nacional de Correos”, del Programa 012 “Servi- 
cios Postales”, a disponer de hasta un 25% (veinticinco 
por ciento), de los ingresos que por todo concepto perci- 
ba, para utilizar como complemento de las retribuciones 
personales de sus funcionarios. 


En ningún caso la compensación a otorgar al funcio- 
nario podrá superar el 50% (cincuenta por ciento) de su 
sueldo básico. 


Autorízase a la Contaduría General de la Nación a 
efectuar las registraciones contables necesarias para can- 
celar los adelantos concedidos. 
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El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi. 
ción. 


La misma regirá a partir del Ejercicio 1987. 


Ari. 233. — Destínase una partida de N$ 40:000.000 
(nuevos pesO0s cuarenta millones), con la finalidad de 
atender los gastos que demande la expropiación del in- 
mueble padrón N? 4599, ubicado en la 3ra. Sección Judi. 
cial del departamento de Montevideo, con frente a la ca- 
Me Juan Carlos Gómez Nos. 1380, 1382 y 1384, declarado 
Monumento Histórico Nacional por Resolución del Poder 
Ejecutivo, de 14 de octubre de 1986 y designado para Ser 
expropiado por Resolución del Poder Ejecutivo de 11 de 
noviembre de 1986. 


Art. 234. — Increméntase a partir del 1? de enero de 
1987, el Renglón 061.301 “Por trabajo en horas extras”, 
del Programa 009 “Inscripción y Certificación de Actos y 
Contratos”, en N$ 3:000.000 (nuevos pesos tres millones). 


Art. 235. — Créase a partir del 19 de mayo de 1987, 
una partida anual de N$ 40:000.000 (nuevos pesos Cua- 
renta millones), en él Programa 005 “Promoción de la 
Educación Física y los Deportes”, destinada a incrementar 
las compensaciones máximas al grado, establecidas en el 
artículo 50 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Dicha partida incluye la financiación del sueldo anual 
complementario. El Poder Ejecutivo, previo informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría Ge- 
neral de la Nación, reglamentará la asignación de com- 
pensaciones a efectos de nivelarlas, procurando una ade- 
cuada pirámide salarial. 


Art. 236. — Destínase una partida de N$ 6:000.000 
(nuevos pesos seis millones) anuales, a partir del Ejerci. 
cio 1987, para financiar las contrataciones temporales, que 
deba efectuar la Comisión Nacional de Educación Física, 
con destino a los servicios de verano. Dichas contratacio- 
nes se efectuarán por un plazo máximo de noventa días, 
sin renovación, y para efectuar contrataciones de suplen- 
cia e interinato en funciones docentes. 


Art. 237. — Sólo podrán ingresar a los cuadros do- 
centes de la Comisión Naciona] de Educación Física los 
profesores egresados del Instituto Superior de Educación 
Física. 


Art. 238. — Declárase que la asignación horaria, de 
los funcionarios docentes de la Comisión Nacional de Edu- 
cación Física, se verificará por horas.docentes de cuaren- 
ta y cinco minutos cada una. 


Art. 239. — Exceptúase al persona] docente de la Co- 
misión Nacional de Educación Física, de lo dispuesto por 
el artículo 54 de la Ley N? 15,809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 240. — Créanse las Fiscalías Letradas en lo Civil 
de 5% a 8% Turno, las que actuarán con los cometidos ya 
asignados a sus similares existentes de 1% a 4% Turno. 


Créanse cuatro cargos de Fiscal Letrado en lo Civil, 
cuatro cargos de Fiscal Adjunto, cuatro cargos de Secre- 
tario Letrado y ocho cargos Ab 06 Administrativo V, des- 
tinados a las Fiscalías Letradas en lo Civil referidas en 
el inciso primero. 
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Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación determine provisoriamente y de in- 
mediato, los nuevos turnos de las Fiscalías de lo Civil y 
el criterio de redistribución de expedientes, todo lo cual 
será sin perjuicio de la homologación por el Poder Eje- 
cutivo. 


Art. 241. — Créanse las Fiscalías Letradas en lo Pe- 
nal de 6% a 8% Turno, las que actuarán con los tometidos 
ya asignados a las existentes. 


Créanse tres cargos de Fiscal Letrado en lo Penal, 
tres cargos de Fiscal Adjunto, tres cargos de Secretario 
Letrado y seis cargos Ab 06 Administrativo V, destinados 
a las Fiscalías Letradas en lo Penal a que se hace refe- 
rencia. 


Dispónese que la Fiscalia de Corte y Procuraduria 
General de la Nación determine provisoriamente y de in- 
mediato, los nuevos turnos de las Fiscalias de lo Penal y 
el criterio de redistribución de expedientes, todo lo Cual 
será sin perjuicio de la homologación por el Poder Eje- 
cutivo. 


Art. 242, — Créase la Fiscalía Letrada Departamental 
de Salto de 2do. Turno, la que actuará con los cometidos 
que le son asignados a los Fiscales Letrados Departamen- 
tales, dentro de la jurisdicción de los Juzgados Letrados 
de 1ra. Instancia de Salto. 


Créase un cargo de Fiscal Letrado Departamental y 
un cargo Ab 06 Administrativo V, destinados a la Fisca- 
lía Letrada Departamental que se crea por la presente ley. 


Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduria 
General de la Nación, determine los turnos de las Fisca- 
lías Letradas Departamentales y el criterio de redistri- 
bución de expedientes, todo lo cual será sin perjuicio de 
la homologación posterior por el Poder Ejecutivo. 


Art. 243. — Créase la Fiscalía Departamental de Pay- 
sandú de 2d0. Turno, la que actuará con los cometidos 
que le son asignados a los Fiscales Letrados Departamen- 
tales, dentro de la jurisdicción de los Juzgados Letrados 
de lira. Instancia de Paysandú. 


Créanse un cargo de Fiscal Letrado Departamenta: y 
un cargo Ab 06 Administrativo V, destinados a la Fis- 
calía Letrada Departamental que se Crea por la presente 
ley. 


Dispónese que la Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación, determine los turnos de las Fisca.- 
lías Letradas Departamentales y el Criterio de redistribu- 
ción de expedientes, todo lo cual será sin perjuicio de la 
homologación posterior por el Poder Ejecutivo. 


Art. 244, — Sustitúyese el artículo 165 de la Ley nú- 
mero 13.892, de 19 de octubre de 1970, por el siguiente: 


“ARTICULO 165. — Todas las instituciones de la Ad- 
ministración Central y de los Servicios Descentraliza- 
dos, que editen publicaciones, remitirán al Instituto 
Nacional del Libro, el 10 % (diez por ciento) de la edi. 
ción respectiva, con un máximo de sesenta ejemplares 
de cada una de ellas, para que éste los destine al fo- 
mento bibliotecario, al canje internacional y al cum. 
plimiento de convenios internacionales o a su venta”. 
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INCISO 12 
Ministerio de Salud Pública 
Artículo 245. — Créase una partida en el Programa 


002 “Prestación Integral de los Servicios de Salud”, de 
nuevos pesos 29:408.600 (nuevos pesos veintinueve millo- 
nes cuatrocientos ocho mil seiscientos) anuales, con la 
que se atenderán los gastos de creación de doscientos car: 
gos de Auxiliar de Enfermería Suplente, con el fin de 
cubrir los servicios de atención directa de pacientes inter- 
nados en salas, servicios de emergencia y centros qui- 
rúrgicos de los establecimientos asistenciales. 


Esta disposición regirá a partir de. la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 24%. — Sustitúyese el articulo 453 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 453. — El cargo de mayor jerarquía cu- 
rrespondiente a los Escalafones administrativo y de 
oficio, de cada Unidad Ejecutora, quedará comprendi- 
do dentro del régimen de dedicación total. En caso de 
existir más de un cargo en dicha situación por Esca- 
lafón y Unidad Ejecutora, sólo quedará en dicho ré- 
gimen uno de ellos. 


La percepción del beneficio de dicho régimen, estará 
supeditada al desempeño efectivo de las tareas de Ad- 
ministrador y Encargado de Mantenimiento, respec- 
tivamente.” 


Art. 247. — Créase una partida anual de nuevos pe- 
sos 83:488.700 (nuevos pesos Ochenta y tres millones cua. 
trocientos ochenta y ocho mil setecientos), para el pago 
adicional del 15% (quince por ciento) del sueldo básico, 
a todos aquellos funcionarios de los Escalafones AaB (En- 
fermera Universitaria), AcB (Auxiliar de Enfermería) y 
Ad (Auxiliar de Servicio), que actúen en la atención di- 
recta de los pacientes internados en salas, servicios de 
emergencia y centros quirúrgicos, por el tiempo que de- 
sempeñen efectivamente tales tareas y durante la licen- 
cia anual reglamentaria. 


Esta disposición regirá a partir del 1% de mayo de 
1987. 


Art. 248. — A partir de la vigencia de la presente 
ley, el personal de los Escalafones AaB, AcB y Ad, que 
se destine al desempeño efectivo de tareas nocturnas, en- 
tre las veintiuna y las seis horas, percibirá una retribu- 
ción extraordinaria del 30% (treinta por ciento), sobre 
las asignaciones de los respectivos cargos. La liquidación 
de este beneficio se efectuará proporcionalmente al tiempo 
trabajado dentro de dicho horario. Quedan comprendidas 
en dicho régimen las ausencias por un día de descanso 
semanal y la licencia anual reglamentaria. 


Derógase el artículo 22 del Decreto-Ley N9 14.550, 
de 10 de agosto de 1976, manteniendo la partida vigente, 
la que se incrementará en N$ 25:848.400 (nuevos pesos 
veinticinco millones ochocientos cuarenta y ocho mil cua- 
trocientos) anuales. 


El Ministerio de Salud Pública distribuirá el referido 
crédito entre los Programas 001 “Administración Supe- 
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rior” y 002 “Prestación Integral de los Servicios de Sa- 
lud”. 


Art. 249. — Sustitúyese a partir de la promulgación 
de la presente ley, el artículo 444 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 444. — Fíjase una compensación men- 
sual equivalente al 100% (cien por ciento) del suel. 
do, a los cargos de Director Profesional (Médico) de 
Hospitales, Institutos, Centros Departamentales y Au- 
xiliares de Salud Pública y a los funcionarios que 
ejerzan la dirección de los Centros de Salud. Los re- 
feridos funcionarios deberán cumplir un horario que 
no sea inferior al de cuarenta horas semanales, deter- 
minando el Ministerio de Salud Pública, en cada ca- 
so, el horario diario a cumplir. 


La percepción del referido beneficio, estará supedita- 
da al desempeño efectivo de las tareas de Director de 
Unidad Ejecutora o de Director de Centro de Salud, 
según corresponda”. 


Art. 250. — Increméntanse las partidas asignadas a 
los siguientes Rubros del Programa 002 “Prestación In- 
tegral de los Servicios de Salud”, en las sumas que en ca- 
da caso se indican: 


Rubro 2 “Materiales y Suministros”, N$ 522:000.000 
(nuevos pesos quinientos veintidós millones). 


Rubro 3 “Servicios no Personales”, N$ 35:300.000 
(nuevos pesos treinta y cinco millones trescientos mil). 


Rubro 4.7 “Motores y Partes para Reemplazo”, nue- 
vos pesos 3:200.000 (nuevos pesos tres millones doscientos 
mil). 


Art. 251. — El crédito no utilizado al 1% de enero 
de 1987, en el Renglón 061.303 “Prima a la Eficiencia”, 
se transfiere, en sus respectivos Programas, al Renglón 
061.304 “Por funciones distintas a las del cargo”. 


El Ministerio de Salud Pública reglamentará las fun- 
ciones retribuidas en este Renglón, previo informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Ofi- 
cina Nacional del Servicio Civil, deberá incluir en el pro- 
yecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Eje- 
cución Presupuestal, correspondiente al Ejercicio 1987, 
la sustitución del régimen transitorio previsto anterior- 
mente por uno definitivo, de acuerdo von los principios 
de la carrera administrativa. 


Art. 252. — Créase una partida anual de nuevos pe- 
sos 131:478.000 (nuevos pesos ciento treinta y un millo- 
nes cuatrocientos setenta y ocho mil), destinada a incre- 
mentar las compensaciones máximas al grado, estableci- 
das en el artículo 50 de la Ley N*% 15.809, de 8 de abril 
de 1986. Dicha partida incluye la financiación del sueldo 
anual complementario. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil y de la Contaduría General de 
la Nación, distribuirá dicha partida entre los distintos 
Programas del Inciso 12, dando cuenta a la Asamblea Ge- 
neral, y reglamentará las asignaciones de compensaciones 
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a efectos de nivelarlas, obteniendo una adecuada pirámi- 
de salarial. 


La presente disposición regirá desde el 1% de mayo 
de 1987. 


Art. 253. — Increméntase a partir del 1% de enero 
de 1987, el Renglón 061.304 “Por funciones distintas a 
las del cargo”, del Programa 002 “Prestación Integral de 
Servicios de Salud”, en la suma de N$ 9:830.000 (nuevos 
pesos nueve millones ochocientos treinta mil). 


Art. 254. — Increméntase a partir del 1% de enero 
de 1987, el Renglón 073 “Retribución a Médicos Suplen- 
tes de Asistencia Externa”, del Programa 002 “Presta- 
ción Integral de Servicios de Salud”, en la suma de nue- 
vos pesos 5:000.000 (nuevos pesos cinco millones). 


Aru. 255. — Créase una partida anual de nuevos pe- 
sos 1:270.000 (nuevos pesos un millón doscientos setenta 
mil), en el Programa 002 “Prestación Integral de Servi- 
cios de Salud”, para el pago adicional del 15% (quince 
por ciento) del sueldo básico a todos aquellos funciona- 
rios de los Escalafones AaB (Enfermera Universitaria), 
AcB (Auxiliar de Enfermería) y Ad (Auxiliar de Servi- 
cio), que se desempeñan en forma efectiva en las Salas 
de Seguridad del Hospital Vilardebó y de la Colonia de 
Asistencia Psiquiátrica “Dres. Bernardo Etchepare y San- 
tín Carlos Rossi”. 


Igual beneficio percibirán los funcionarios de los re- 
feridos Escalafones, que desarrollan sus tareas en forma 
efectiva en las Salas del Servicio de Enfermedades In- 
fecto-Contagiosas. 


La presente disposición regirá a partir del 12 de mayo 
de 1987. 


Art. 256. — A partir de la promulgación de la pre- 
sente ley, los técnicos profesionales titulares de cargos 
por concurso o interinos, que accedan a los cargos de Di- 
rección de Unidades Ejecutoras, interinamente, podrán 
mantener en suspenso hasta cinco años el cargo anterior. 


Art. 257. — Transfiérense a partir del 1? de enero de 
1987 al Rengión 921 “Gastos Extraordinarios”, del Pro- 
grama 002 “Prestación Integral de los Servicios de Sa. 
lud”, los créditos existentes en los Renglones 921 del Pro- 
grama 001 “Administración Superior”, la suma de nue- 
vos pesos 8:450.843,30 (nuevos pesos ocho millones cua- 
trocientos cincuenta mil ochocientos cuarenta y tres con 
treinta centésimos), y 921 del Programa 003 “Servicios 
Especiales”, por la suma de N$ 789.364,50 (nuevos pesos 
setecientos ochenta y nueve mil trescientos sesenta y cua- 
tro con cincuenta centésimos). 


Art. 258. -— Elévase al 100% (cien por ciento) del 
valor venal para el Inciso 12, la base establecida por el 
numeral 3%, del artículo 343 de la Ley N% 13.835, de 7 
de enero de 1970, con la modificación dispuesta por el ar- 
tículo 1% del Decreto-Ley N% 15.545, de 3 de mayo de 
1984. 


Art. 259. — Sustitúyese el artículo 15 de la Ley nú- 
mero 9.892, de 1% de diciembre de 1939, por el siguiente: 


“ARTICULO 15. — Los interinatos de los funciona- 
rios técnicos se calificarán, a los efectos de la adjudi- 
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cación de méritos, con un puntaje de hasta 50% (cin- 
cuenta por ciento) del que le hubiera correspondido, 
de ocupar el cargo en carácter de titular”. 


El régimen previsto en el presente artículo caducará 
al cumplirs2 dos años de entrada en vigencia de la presente 
ley, restableciendo su vigor el artículo 15 de la Ley nú- 
mero 9.892 mencicnada, en su redacción original. 


Art. 260. — Transfiérese a partir del 1% de enero de 
1987, al Renglón 200.812 “Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Portland - Alcoholes”, del Pro- 
grama 002 “Prestación Integral de Servicios de Salud”, 
el crédito actualmente existente en el mismo Renglón del 
Programa 001 “Administración Superior”, por un monto 
de N$ 95.904,10 (nuevos pesos noventa y cinco mil nove- 
cientos cuatro con diez centésimos). 


Art. 261. — Los funcionarios públicos designados pa- 
ra ingresar al régimen de Residencias Médicas Hospitala- 
rias (Decreto-Ley N* 15.372, de 4 de abril de 1983, Ley 
N9 15.792, de 17 de diciembre de 1985 y Decreto 136/986, 
de 4 de marzo de 1986), quedarán suspendidos en el ejer- 
cicio de los cargos presupuestados o contratados respecti- 
vos, con excepción de los docentes. 


" Art. 262. — Los funcionarios determinados en el ar- 
tículo anterior percibirán únicamente la remuneración co- 
rrespondiente a los cargos que pasaren a desempeñar, sin 
perjuicio de la eventual acumulación de sueldos pur el 
ejercicio de cargos docentes, la que se regulará por las 
normas vigentes, 


Esta situación no podrá prolongarse por más de tres 
años, a cuyo vencimiento dichos funcionarios cesarán de 
pleno derecho en los cargos en cuyo ejercicio estuvieron 
suspendidos. 


Esta disposición regirá a partir del 19 de enero de 
1987. 


Art. 263. — Declárase de utilidad pública la expro- 
piación del inmueble padrón N? 15.406, ubicado en la 6% 
Sección Judicial del departamento de Montevideo, el que 
se destinará a la Unidad Ejecutora 008 “Instituto de On- 
cología”, del Programa 002 “Prestación Integral de los 
Servicios de Salud”. 


Art. 264. — Facúltase al Poder Ejecutivo, a propues. 
ta fundada del Ministerio de Salud Pública, a dejar sin 
efecto la incorporación de la Comisión Honoraria de Lu- 
cha contra la Hidatidosis, como Unidad Ejecutora, bajo 
la dependencia jerárquica de dicho Ministerio. 


La Comisión Honoraria de Lucha contra la Hidatido- 
sis se regirá, en su organización y funcionamiento, por 
lo dispuesto en su Ley de creación N% 13.459, de fecha 
9 de diciembre de 1965. 


Art. 265. — El Ministerio de Salud Pública será el 
único administrador de los bienes fiscales que haya ad. 
quirido o adquiera por cualquier título o modo, de los que 
tenga afectados o se afecten mediante ley especial o re- 
solución del Poder Ejecutivo al efecto, o sean poseídos 
por dicho Ministerio. 


La presente disposición entrará a regir a partir de la 
fecha de la reglamentación que dicie el Poder Ejecutivo. 
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Art. 266. — Sustitúyese el artículo 9% de la Ley Or- 
gánica de Salud Pública N?% 9.202, de 9 de enero de 1934, 
por el siguiente: 


“ARTICULO 8% — El Ministerio de Salud Pública 
podrá disponer la clausura de cualquier establecimien- 
to, en caso de infracción grave de las normas vigen- 
tes en materia de salud o que por sus condiciones de 
insalubridad pueda constituir un riesgo para la co- 
munidad”. 


Art. 267. — Créase la Administración de los Servi- 
cios de Salud del Estado (ASSE), como organismo des- 
concentrado dependiente del Ministerio de Salud Pública, 
con los cometidos que le atribuye la presente ley. 


Art. 268. — La Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), será dirigida por: 


4) Un Director General, cargo de particular confianza, 
cuya retribución será la establecida en el literal b), 
del artículo 9% de la Ley N?% 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


B) Dos Subdirectores, Administrativo y Técnico, también 
de particular confianza, cuya remuneración será la 
estab:ecida en el literal c), del mismo artículo. 


Art. 269. — Compete a la Administración de los Ser. 
vicios de Salud del Estado (ASSE), la administración de 
los establecimientos de atención médica del Ministerio 
de Salud Pública. 


Las dependencias y organismos públicos que posean 
establecimientos y servicios de atención médica, deberán 
coordinar su funcionamiento con la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (ASSE), a fin de evitar 
la actual superposición de servicios y la sub-utilización 
de recursos, de conformidad con las políticas que imparta 
el Ministerio de Salud Pública, sin perjuicio de la auto- 
nomía administrativa y financiera de los organismos res- 
pectivos. 


Art. 270. -—— La Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), organizará la atención de pri- 
mer nivel de sus beneficiarios en base a médicos de fa- 
milia supervisados en la forma que determine la regla- 
mentación, que al efecto dicte el Ministerio de Salud 
Pública. 


La retribución se realizará por concepto de honora- 
rios en base al régimen de capacitación, por lo que su 
titular no adquirirá el carácter de funcionario público 
presupuestado o contratado. 


A tal fin se habilita una partida de N$ 160:000.000 
(nuevos pesos ciento sesenta millones), en el presupuesto 
de la Administración de los Servicios de Salud del Estado 
(ASSE). 


Queda facultada la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), para establecer a los médicos 
de familia un pago diferencial en función de la localiza- 
ción o cobertura poblacional que les sea asignada. 


Art. 271. — La Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), deberá elaborar el proyecto de 
su reglamento orgánico, que elevará al Ministerio de Sa- 
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lud Pública para su aprobación, dentro de los ciento ochen- 
ta días de su constitución. 


Art. 272. — Créase en el Inciso 12 “Ministerio de 
Salud Pública”, el Programa “Administración de Servi- 
cios de Salud del Estado”, dentro del cual se constituye 
la Administración de Servicios de Salud del Estado como 
su Unidad Ejecutora. 


La Unidad Ejecutora referida será asimismo, respon- 
sable del cumplimiento de los objetivos y del manejo de 
los recursos del Programa 002 “Prestación Integral de 
Atención Médica”. 


El Director General de la Administración de los Ser- 
vicios de Salud del Estado revistirá el carácter de orde- 
nador primario de gastos en las condiciones previstas en 
el artículo 475 de la presente ley, 


Art. 273. — Facúltase al Poder Ejecutivo, a propues- 
ta del Ministerio de Salud Pública, para adecuar sus 
programas y redistribuir los créditos presupuestales a 
los efectos de adaptarlos a su nuevo ordenamiento. 


Art. 274. — Las prestaciones de nivel superior de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado 
(ASSE), podrán realizarse mediante servicios propios o 
a través de su encargo a instituciones privadas a su cos- 
to siempre que ello resulte en una satisfactoria calidad 
de los servicios, sea más económico que prestarlos direc- 
tamente y estén insertos en las normas y modalidades es- 
tablecidas por el Ministerio de Salud Pública. 


Art. 275. — La Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (ASSE), queda facultada para transte- 
rir a los gobiernos departamentales, mediante convenio, 
la administración o el uso de los establecimientos asisten- 
ciales propios, en la forma y oportunidad que determine 
el Poder Ejecutivo; asimismo podrá convenirse con las 
Instituciones de Asistencia Médica Colectiva (IAMC), el 
uso parcial de sus establecimientos asistenciales; ambas 
facultades estarán sujetas al cometido de asegurar una 
correcta atención de los usuarios. 


Art. 276. — Ej Poder Ejecutivo dictará, a través del 
Ministerio de Salud Pública, las normas a que deben ajus- 
tarse las instituciones prestadoras de atención médica en 
cuanto a dotación mínima y máxima de recursos huma- 
nos, físicos y equipamiento con relación al número de 
beneficiarios, así como sus normas de procedimiento y 
funcionamiento técnico. 


Art. 277. — Las instituciones de asistencia médica 
colectiva, dentro del plazo que establezca la reglamenta- 
ción, deberán adoptar las modificaciones estatutarias de 
carácter general que disponga el Poder Ejecutivo, que- 
dando sujetas a supervisión y auditoría en el campo de 
la atención médica y administración por parte del mismo, 


Art. 278. — Las disposiciones estatutarias a que re- 
fiere el artículo anterior, contemplarán la posibilidad de 
que los Consejos Directivos de las Cooperativas de Pro. 
fesionales se integren, en proporción no mayor a un ter- 
cio del total de sus componentes, con representantes de 
los afiliados, electos por éstos, sobre la base del voto se- 
creto y la representación proporcional, quienes actuarán 
con voz y voto. 
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Las disposiciones estatutarias referidas contemplarán 
asimismo, la posibilidad de que las Cooperativas de Pro- 
fesionales tengan órganos representativos de los afiliados, 
al solo efecto de ejercer cometidos de asesoramiento y fis- 
calización. 


Art. 279. — Los directivos de las instituciones de 
asistencia médica colectiva, cuyos cargos podrán ser ren- 
tados, tendrán responsabilidad civil por las consecuencias 
derivadas de su gestión, de acuerdo con lo que determine 
la reglamentación. 


Cuando los actos respectivos hayan sido puestos en 
conocimiento del Ministerio de Salud Pública y no mere- 
cieren observación o cuando uno o más directivos hubie- 
ren dejado constancia de su voto negativo, cesará la res. 
ponsabilidad de los mismos. 


Lo dispuesto en los incisos anteriores será sin perjuí.- 
cio de la responsabilidad que correspondiere a la insti- 
tución a la que pertenecen. 


Art. 280. — Cuando a juicio del Ministerio de Salud 
Pública, las instituciones de asistencia médica colectiva 
no brinden los niveles de atención determinados por las 
normas vigentes o presenten desequilibrios de importan- 
cia en su normal funcionamiento, el Poder Ejecutivo, sin 
perjuicio de la aplicación de las medidas establecidas en el 
artículo siguiente, y previa intimación a efectos de sub- 
sanar las situaciones referidas, podrá proceder a su inter- 
vención por un período no mayor de un año o decretar 
la liquidación de las mismas. 


La intervención será a los solos efectos de diagnosti- 
car la situación existente y convocar de oficio a los ór- 
ganos deliberantes competentes, con el objeto de tratar 
dicha situación y resolver al respecto. 


Art. 281. — En caso de que el Ministerio de Salud 
Pública comprobare que el comportamiento de las insti. 
tuciones que integran el sector de salud no se ajustare 
a las normas dictadas en la materia, podrá hacer efec- 
tivas las responsabilidades consiguientes, mediante la apli- 
cación de sanciones pecuniarias graduables entre 100 UR 
(cien unidades reajustables) y 1.000 UR (mil unidades 
reajustables) y la retención de las transferencias por con- 
cepto de cuotas de afiliación a la Dirección de los Se- 
guros Sociales por Enfermedad (DISSE), la que deberá 
hacerse efectiva por parte del Banco de Previsión Socia! 
ante la expresa solicitud del Ministerio de Salud Pública. 


Art, 282. — Facúltase al Ministerio de Salud Pública 
para autorizar regimenes de afiliación parcial pre-pago 
en instituciones de asistencia médica privada. 


Dicho régimen asegurará atención completa de los 
niveles superiores y podrá ser complementario de las pres- 
taciones de la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado (ASSE), de acuerdo con los mecanismos de 
referencia y reglamentaciones que se establezcan. 


A este régimen deberán ajustarse los seguros parcia.- 
les que estén prestando servicios a la fecha, de acuerdo 
a lo que determine la reglamentación. 


Art. 283. — Las disposiciones previstas en los ar- 
tículos 267 a 282 inclusive, de esta ley, regirán a partir 
de su promulgación. 
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Art. 284. — Autorízase al Poder Ejecutivo a incluir 
en el Plan de Inversiones del Inciso 12 “Ministerio de 
Salud Pública”, en el Ejercicio 1988, la adquisición de 
un terreno y la ejecución de la implantación de obras con 
destino a la construcción del Hospital de Las Piedras. 


Los fondos a aplicarse resultarán de lo establecido en 
el artículo 190 de la presente ley. 


INCISO 13 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Articulo 285. — Increméntase a partir del 1? de ene- 
ro de 1987, el Renglón 061.301 del Programa 001 “Ad- 
ministración General”, en la suma de N$ 8:000.000 (nue- 
vos pesos ocho millones), que será distribuido por el Po- 
der Ejecutivo entre los Programas del Inciso. 


Art, 286. — Declárase, por vía interpretativa, que 
la remuneración del Director Nacional! del Trabajo esta- 
blecida en el literal d), del artículo 99% de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, regirá a partir del cese de su ac- 
tual titular, manteniéndose para el mismo la asimilación 
al literal c), de dicho artículo, de acuerdo con el nivel 
de remuneración establecido al proveerse dicho cargo. 


Art. 287. — Créanse en el Programa 005 “Formula- 
ción, Coordinación y Contralor de la Promoción y Poli. 
tica Social” los siguientes cargos: un Director Nacional 
de Promoción y Política Social (Ab E7), un Técnico IV 
Economista (AaA El) y cuatro Especialista 11 Promotor 
Social (AcC 12). 


Esta disposición regirá a partir de la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 288. — Increméntase para el Ejercicio 1987, el 
Subrubro 02 “Retribuciones Básicas de Personal Contra- 
tado para Funciones Permanentes”, del Programa 007 
“Contralor de la Legislación Laboral y de la Seguridad 
Social”, en la suma de N$ 3:000.000 (nuevos pesos tres 
millones), con destino a la contratación de los siguientes 
cargos: 


Can. Esca- 


tidad lafón Grado Denominación 


1 AaA E4 Técnico 1 - Químico Farmacéutico 


1 AaA E4 Técnico 1 - Médico Laboralista 


o Toxicólogo 


1 Aa A E4 Técnico 1 - Ingeniero Químico 


1 AaB El Técnico IV . Practicante de 


Medicina 


Lo dispuesto precedentemente es sin perjuicio de lo 
establecido por los artículos 8%, 92 y 10 del Decreto-Ley 
N?% 14.985, de 28 de diciembre de 1979. 


Art. 289. — Las infracciones a los convenios interna- 
cionales de trabajo, leyes, decretos, resoluciones, laudos 
y convenios colectivos, cuyo contralor corresponde a la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social, 
se sancionarán con amonestación, multa o clausura del 
establecimiento. 
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La amonestación implica que la empresa pasa a in- 
tegrar el Registro de Infractores a las Normas Laborales. 


Las multas se graduarán según la gravedad de la in- 
fracción, en una cantidad fijada entre los importes de uno 
a cincuenta jornales o días de sueldo de cada trabajador 
comprendido en la misma, o que pueda ser afectado por 
ella. El monto de la multa así determinado, se convertirá 
a unidades reajustables. En caso de reincidencia, se du- 
plicaiá la escala anterior. A 


La clausura del establecimiento no podrá ser mayor 
a los seis días, quedando las empresas obligadas a abonar 
la totalidad de los sueldos, salarios y demás obligaciones 
emergentes de la relación de trabajo, por el término que 
dure el cierre de los mismos. 


La clausura será dispuesta por resolución fundada 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a solicitud 
del Inspector General del Trabajo y de la Seguridad So- 
cial, sin perjuicio de las facultades atribuidas a la Inspec- 
ción General del Trabajo y de la Seguridad Social, por 
el literal i), del artículo 6% del Decreto 680/977, de 
6 de diciembre de 1977. 


Ari. 290. — Facúltase a la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social a solicitar, en los jui- 
cios ejecutivos que inicie para hacer efectivo el cobro de 
las multas impuestas, el embargo de las cuentas banca- 
rias de jas empresas, sin necesidad de otra identificación 
que el nombre completo o la razón social del demandado. 
Dicho embargo se notificará al Banco Central del Uru- 
guay, quien lo hará saber a la red bancaria nacional. Es- 
ta, en caso de tener cuentas abiertas a nombre del eje- 
cutado, deberá informarlo a la sede judicial en un plazo 
de tres días hábiles a efectos de proceder al embargo es- 
pecífico. 


Art. 291. — Los establecimientos que deben munirse 
de la Planilla de Control del Trabajo deberán tener, a 
la vista del personal, fotocopias de los recibos de aportes 
al Banco de Previsión Social y de la póliza de seguros de 
accidentes de trabajo del Banco de Seguros del Estado, 
debidamente actualizadas, 


Art. 292. — Ej cobro judicial de las multas aplica- 
das por la Inspección General del Trabajo y de la Segu- 
ridad Social, en los departamentos del interior de la Re- 
pública, podrá efectuarse por: 


A) Fiscales Letrados Departamentales. 


B) Procuradores funcionarios del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, debidamente apoderados y con 
asistencia letrada de abogados también funcionarios 
de dicho Ministerio. 


C) Procuradores abogados que no siendo funcionarios del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social realicen con 
éste, contrato de arrendamiento de obra, cuenten con 
poder suficiente y cuya retribución serán los honora- 
rios fijados de acuerdo a arancel, que abonará el eje- 
cutado. 


Art. 293. — Los Inspectores de Trabajo podrán re- 
querir a los empleadores o sus representantes, la exhibi- 
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ción y presentación de la documentación laboral, así co- 
mo los recibos de pago de haberes laborales, en su versión 
original, copia, fotocopia simple o autenticada de la mis- 
ma. 


El Inspector General del Trabajo y de la Seguridad 
Social, por resolución fundada, podrá requerir a los em- 
pleadores o sus representantes la presentación de los de- 
más documentos originales o sus fotocopias debidamente 
autenticadas, que puedan servir para verificar el cumpli- 
miento de las normas cuyo contralor compete a dicho ser- 
vicio. 


El incumplimiento de lo así intimado, será penado de 
acuerdo a lo establecido en los artículos precedentes. 


Art. 294. — Increméntase a partir del 1% de enero 
de 1987, el Renglón 061.301 del Programa 006 “Institu- 
to Nacional de Alimentación”, en la suma de N$ 15:000.000 
(nuevos pesos quince millones). 


Art. 295. — Amplíase en hasta N$ 43:000.000 (nue- 
vos pesos cuarenta y tres millones), la partida autoriza- 
da a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de 
Economía y Finanzas, por el artículo 206 de la Ley nú- 
mero 15.851, de 24 de diciembre de 1986, a fin de gestio- 
nar la adquisición de créditos laborales del personal de 
la Azucarera Río Negro S.A. (ARINSA), que tuvieran sen- 
tencia judicial pasada en autoridad de cosa juzgada a la 
fecha de vigencia de la presente ley. 


CAPITULO V 


ORGANISMOS DEL ARTICULO 220 DE LA 
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA 


INCISO 16 
Poder Judicial 


Artículo 296. — La retribución del Director General 
de los Servicios Administrativos, se regirá por lo dispues- 
to por el literal c), del artículo 9% de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, y la retribución del Subdirector 
General de los Servicios Administrativos se regulará por 
lo dispuesto por el literal d), del mismo artículo, 


Si este último no realiza la opción a que se refiere 
el numeral 1), de] artículo 510 de la ley citada, su retri- 
bución será el 62,50 % (sesenta y dos con cincuenta por 
ciento) o el 83,125 % (ochenta y tres con ciento veinti- 
cinco por ciento) del sueldo a que refiere esta disposi. 
ción, según se encuentre en régimen de seis u ocho ho- 
ras diarias de labor, estando en todos los casos en régi- 
men de permanencia a la orden. 


Art. 297. — Establécese el régimen de ocho horas dia- 
rias de labor, con carácter optativo, para los funcionarios 
no magistrados del Inciso 16 “Poder Judicial”, con ex- 
cepción de los que se encuentren en régimen de dedica- 
ción total. 


La opción tendrá carácter definitivo, quedando facul- 
tada la Suprema Corte de Justicia, por motivos justifica- 
dos a aceptar la renuncia al régimen por el que se hu- 
biere optado. 
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La Contaduría General de la Nación habilitará en el 
Rubro 0 “Retribuciones de Servicios Personales”, los cré.- 
ditos que correspondan para mantener la relación por- 
centual de la suma de las retribuciones por treinta y cua- 
renta horas semanales (treinta y tres por ciento). A éstos 
fines realizará los incrementos necesarios de los Subru- 
bros con los que se atienden las remuneraciones ordina- 
rías de los funcionarios judiciales (sueldo básico, com- 
pensación máxima al grado y el aumento a que se re- 
fiere el inciso 29, del artículo 50 de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986), con la sola excepción de las partidas 
que a la fecha estuvieran congeladas. 


El presente artículo regirá a partir de la vigencia 
de la presente ley. 


Art. 298. — Increméntase la partida fijada por el li- 
teral a) de] artículo 534 de la Ley N? 15.809, de 8 de 
abril de 1986, en los siguientes montos: 


A) N$ 44:806.300 (nuevos pesos cuarenta y cuatro millo- 
nes ochocientos seis mil trescientos), para incremen- 
tar las remuneraciones de los funcionarios del Esca- 
lafón A (artículos 28 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, y 3% de la Ley N9 15.851, de 24 de di. 
ciembre de 1986). 


B) N$ 83:211.700 (nuevos pesos ochenta y tres millones 
doscientos once mil setecientos), para incrementar las 
remuneraciones de los funcionarios de los Escalafones 
B, C,D, E y F (artículos 28, 31, 32, 33 y 34 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y 4% de la Ley 
N? 15.851, de 24 de diciembre de 1986). 


Art. 299. -— Increméntase en N$ 16:000.000 (nuevos 
pesos dieciséis millones) el Renglón 061.321 “Retribuciones 
Básicas de Personal Contratado para Funciones Perma- 
nentes” 


Para el Ejercicio 1987 se podrá utilizar hasta dos ter- 
cios de esta partida. 


Art. 300. — Agrégase a la partida de inversiones 
creada por el artículo 516 de la Ley N% 15.809, de 8 de 
abril de 1986, la suma de N$ 50:000.000 (nuevos pesos 
cincuenta millones), para el proyecto de computarización. 


Art. 301. — Créase el Tribunal de Apelaciones en 
io Civi' de 62 Turno, que funcionará con la Oficina del 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2% Turno. La je- 
fatura de la oficina de ambos tribunales será ejercida, 
durante los años impares, por la secretaría del Tribunal 
de Apelaciones de 22 Turno y, durante los pares, por la 
de 6% Turno, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 
122 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


Art. 302. — Créanse los Juzgados Letrados de Pri- 
mera Instancia en lo Penal de 132 y 14% Turnos, que ac- 
tuarán con una sola oficina. 


Art. 303. — Créase el Juzgado Letrado de Menores 
de 3er. Turno. 


Art. 304, — Créanse los Juzgados Letrados de Fami- 
lia de 82 a 14% Turnos, que actuarán respectivamente 


9 de Noviembre de 1987 


von las oficinas de los actuales Juzgados Letrados de Fa- 
milia de 19 a 7% Turnos. 


Art. 305. — Créanse los Juzgados Letrados de Pri. 
mera Instancia en lo Penal y de Menores de 4% Turno 
en los departamentos de Maldonado, Paysandú y Salto, 
los que actuarán con las oficinas de los Juzgados Letra- 
dos de Primera Instancia de 2% Turno, que se transfor- 
man en Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal y de Menores de 2% Turno. 


Art. 306. — Los Juzgados Letrados de Primera Ins- 
tancia en lo Penal y de Menores de los departamentos 
de Maldonado, Paysandú y Salto, tendrán la siguiente 
competencia exclusiva en sus respectivas jurisdicciones: 


A) En el sumario y el plenario de todos los delitos, sin 
excepción alguna. 


B) En materia de menores, la que el artículo 67 de la 
Ley N? 15.750, de 24 de junio de 1985, asigna a los 
Juzgados Letrados de Menores de la Capital. 


Art. 307. — Los Jueces Letrados de Primera Instan- 
cia en lo Penal y de Menores, a que refiere el artículo 305 
de la presente ley, estarán obligados a decretar la reali- 
zación del proceso penal en audiencia, en las circunstan- 
cias previstas en el artículo 302 del Código del Proceso 
Penal, de acuerdo al procedimiento establecido en los ar- 
tículos 303 y siguientes del mismo Código. 


Art. 308. — El régimen procesal penal establecido en 
los artículos precedentes podrá extenderse en el futuro a 
otros departamentos, por resolución fundada de la Supre- 
ma Corte de Justicia. 


Art. 309, — Créase el Tribunal de Faltas a que alu- 
den los artículos 37 y literal E) del artículo 357 del Có- 
digo del Proceso Penal. 


La Suprema Corte de Justicia determinará su fecha 
de constitución y los aspectos reglamentarios de su fun- 
cionamiento. 


Art. 310. — Créase el Juzgado de Paz de la 19a. Sec- 
ción Judicial del departamento de Canelones, de 1? cate- 
goría, cuyos límites jurisdiccionales determinará la Su- 
prema Corte de Justicia, así como la fecha de entrada en 
funcionamiento y la distribución de los asuntos de su com- 
petencia en trámite ante los juzgados existentes. 


Art. 311. — Créase el servicio de “Información Ju- 
dicial en materia penal y de menores”, cuyo funciona- 
miento regulará la Suprema Corte de Justicia. El mismo 
estará a cargo de dos abogados y actuará ante procedi. 
mientos policiales o judiciales, con fines informativos a 
los interesados, sin hacerlo en los procedimientos respec- 
tivos. 


Art. 312. — La Suprema Corte de Justicia determi- 
nará la fecha de constitución de los nuevos Tribunales, 
Juzgados y oficinas, el régimen de turnos en que actua- 
rán en sus respectivas competencias, y el sistema de dis- 
tribución de asuntos en trámite, a la fecha de efectiva 
constitución de las nuevas sedes judiciales. 
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Art. 313. — Créanse los siguientes cargos destinados 
a los órganos y servicios que se crean por la presente ley, 
sin perjuicio de las facultades de la Suprema Corte de 
Justicia (numeral 292 del artículo 239 de la Constitución 
de la República): 


3 Ministro de Tribunal de Apelaciones 

10 Juez Letrado de Primera Instancia de la Capital 
2 Juez Letrado Suplente 

3 Juez Letrado de Primera Instancia del Interior 


3 Juez del Tribunal de Faltas, cuya dotación será 
equivalente a la de Juez de Paz Departamental 
del Interior 


1 Juez de Paz de ira. categoría 

1 Secretario I Abogado 

12 Secretario III Abogado 

3 Secretario IV Abogado 

6 Actuario de Juzgado Letrado 

8 Actuario Adjunto de Juzgado Letrado 

8 Médico Forense 

1 Médico Autopsista 

2 Inspector de Actuaría de Juzgado Letrado 
10 Defensor de Oficio 


Art, 314, — Créanse hasta ochenta cargos de Adminis- 
trativo VI. Estas creaciones se irán haciendo efectivas por 
resolución fundada de la Suprema Corte de Justicia, cuan. 
do así lo requieran las necesidades del servicio, en cuyo 
caso la Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos respectivos. 


Art. 315. — Los Jueces Letrados Suplentes, así como 
el Juez de Paz Departamental Suplente, además de las 
facultades a que refieren los artículos 76 de la Ley nú- 
mero 15.750, de 24 de junio de 1985 y 522 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, tendrán las que les 
asigne la Suprema Corte de Justicia como adscriptos a 
sus Secretarías o a la Dirección Genera] de los Servicios 
Administrativos. 


La misma situación funcional tendrán los que desem- 
peñen cargos destinados a cubrir vacancias temporales de 
titulares de Actuario, Actuario Adjunto, Secretario y de- 
más funcionarios técnicos a que refieran la ley o la re- 
glamentación. 


Art. 316. — Los cargos de Médico Forense y Médico 
Autopsista que se crean, se adjudicarán a los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Penal y a los Juz- 
gados Letrados de Primera Instancia del Interior, en la 
forma que determine la Suprema Corte de Justicia, que 
podrá adscribirlos a más de uno de ellos. 
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Art. 317. — Transfórmanse seis cargos de Actuario 
de Juzgado de Paz Departamental de la Capital, en seis 
cargos de Actuario Adjunto de Juzgado Letrado, y seis 
cargos de Actuario Adjunto de Juzgado Letrado, en seis 
cargos de Actuario de Juzgado de Paz Departamental de 
la Capital, sin que ello signifique aumento del crédito 
presupuestal. 


Art. 318. — Créase una partida por única vez de 
N$ 25:000.000 (nuevos pesos veinticinco millones), para 
ser destinada a gastos de instalación de los tribunales y 
juzgados que se crean por la presente ley, en la forma 
que determine la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 319. — Ampliase la facultad otorgada a la Su- 
prema Corte de Justicia por el artículo 123 de la Ley 
N9 15.851, de 24 de diciembre de 19836, que comprenderá 
también la jurisdicción territorial de todos los Juzgados 
de Paz Departamentales y Juzgados de Paz del Interior. 


Art. 320. — Sustitúyese el inciso segundo, del artícu- 
lo 106 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio de 1985, por el 
siguiente: 


“Los Jueces de Paz Departamentales y los Jueces de 
Paz del Interior, serán subrogados por el magistrado 
que indique quien les otorgue licencia.” 


Derógase el artículo 107 de la Ley N% 15.750, de 24 
de junio de 1985. 


Art. 321. — La Suprema Corte de Justicia, antes del 
30 de noviembre de cada año, determinará los valores a 
que refieren los artículos 74 y 50 de la Ley N* 15.750, de 
24 de junio de 1985, atendiendo al Indice General de Pre- 
cios del Consumo y también a la mejor prestación del ser- 
vicio judicial, pudiendo modificar los montos resultantes 
de la indexación prevista en las normas referidas 


Los valores que determine la Suprema Corte de Jus- 
ticia por aplicación de esta disposición, regirán desde el 
19 de febrero del año siguiente y deberán tomar estado 
público antes del 31 de diciembre del año de dictada la 
resolución. 


Art. 322. — Créase por única vez una partida de nue- 
vos pesos 10:000.000 (nuevos pesos diez millones), para 
gastos de conmemoración de los 80 años de creación de 
la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 323. — Los créditos establecidos en la presente 
ley para sueldos, gastos e inversiones, son a valores del 
19 de enero de 1987. Dichos créditos se ajustarán en la 
forma prevista en los artículos 6%, 69, 70 y 82 de la Ley 
NY 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 324. — Los asuntos judiciales de la materia de 
familia (artículo 69 de la Ley N* 15.750, de 24 de junio 
de 1985) que, a la fecha de la entrada en vigencia de 
esta ley, se hallen en trámite ante los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia en lo Civil, serán remitidos a los 
Juzgados Letrados de Familia que correspondan de acuer- 
do con las normas vigentes de distribución de competen- 
cia por razón de turno entre estos últimos Juzgados. 


Los asuntos de aquella materia que, hallándose archi- 
vados en los Juzgados Letrados de Primera Instancia en 
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lo Civil, fueran extraídos del archivo para proseguir su 
trámite, también serán remitidos en la forma establecida 
en el inciso precedente. 


Art. 325. — Las precedentes disposiciones de este inci.- 
so regirán a partir del 1% de mayo de 1987, excepto en 
aquellas que, en forma expresa, se establezca otra fecha 
de vigencia. 


Art. 326. -—— Las remuneraciones de los funcionarios 
del Poder Judicial que se indican, y de los titulares de 
cargos similares de! Tribunal de lo Contencioso AdMminis- 
irativo, tendrán como base el 100 % (cien por ciento) de 
la dotación que perciban los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y del referido Tribunal, quedando fija- 
das a partir del 1% de enero de 1988, de acuerdo a la si. 
Suiente escala: 


A? Director General de Defensoría de Oficio, 70% 
(setenta por ciento). 


B) Director de Defensoría de Oficio, 60 % (sesenta por 
ciento). 


C) Defensor de Oficio en la Capital, Secretario de De- 
fensoría (Secretario 11) 55% (cincuenta y cinco por 
ciento). 


D> Defensor de Oficio del Interior, 50% (cincuenta por 
ciento). 


Los funcionarios del Escalafón Técnico-Profesiona: 
que no tengan prohibido el ejercicio de sus profesio- 
nes y cuyos cargos tengan una remuneración porcen- 
tual de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior 
percibirán solamente el 68,96 % (sesenta y ocho con 
noventa y seis por ciento) de las remuneraciones que 
resultan de la aplicación de dichos porcentajes. 


INCISO 17 


Tribunal de Cuentas 


Artículo 327. — Las partidas de los Rubros que se 
elevan por la presente ley corresponden a valores de 10 
de enero de 1987. 


Art. 328. — Sustitúyese el artículo 568 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


S 


“ARTICULO 568. -— Establécense los cargos cuyo 
Escalafón, Grado y denominación se determinan a con- 
tinuación: 


ESCALAFON A 


Grado Denominación 
22 Director de División Contador 
22 Director de División Abogado 
21 Sub-Director de División Contador 
21 Sub-Director de División Abogado 
20 Director de Departamento Contador 


20 Director de Departamento Abogado 


9 de Noviembre de 1987 


Grado 
20 
19 
19 
18 
18 
17 
17 
17 
17 


Grado 
16 
14 
14 
13 
12 


Grado 
20 
19 
18 
17 
16 
15 
14 
13 
12 
11 
10 


Grado 


11 


Grado 


Denominación 


Director de Departamento Escribano 


Sub-Director de Departamento Contador 


Sub-Director de Departamento Escribano 


Contador Auditor 
Asesor Letrado 
Técnico 1 Contador 
Técnico 1 Abogado 
Técnico I Escribano 


Técnico 1 Médico 
ESCALAFON B 


Denominación 
Analista Programador 
Jefe Sección Biblioteca 
Analista Programador 
Ayudante Técnico 


Técnico 1 Procurador 
ESCALAFON C 


Denominación 
Director de División 
Sub-Director de División 
Director de Departamento 
Sub-Director de Departamento 
Jefe de Sección 
Oficial 
Administrativo 1 
Administrativo II 
Administrativo III 
Administrativo IV 


Administrativo V 


ESCALAFON D 
Denominación 


Ayudante Técnico 


ESCALAFON F 
Denominación 
Intendente 


Sub-Intendente 
Encargado I 


Encargado II 
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Grado Dencminación 
10 Auxiliar Servicio I 
10 Chofer 
9 Auxiliar Servicio 
8 Auxiliar Servicio 
7 Auxiliar Servicio 


Las retribuciones de los Cargos precedentes serán 
fijadas de acuerdo al artículo 50 de la Ley N? 15.809, 
de 8 de abril de 1986.” 


Esta disposición entrará en vigencia el 1% de mayo 
de 1987. 


Art. 329. — Créanse los siguientes cargos en los Es- 
calafones que se detallan. 


ESCALAFON A 


N? de 

Grado Denominación cargos 
21 Sub-Director División Abogado 1 
20 Director Departamento Abogado 1 
19 Sub-Director Departamento Contador 1 
19 Sub-Director Departamento Abogado 2 
19 Sub-Director Departamento Escribano 1 
17 Técnico 1 Contador 24 
17 Técnico I Abogado 10 
17 Técnico 1 Médico 1 

ESCALAFON B 

N? de 

Grado Denominación cargos 
14 Analista Programador 3 
14 Especialista en Organización y Métodos 1 
13 Ayudante Técnico 12 

ESCALAFON F 

N? de 

Grado Denominación cargos 
10 Chofer 4 


Art. 330. — A efectos del ordenamiento escalafonario 
establecido por el artículo 328 de la presente ley, se Aprue- 
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ban las transformaciones de cargos establecidas a conti- 


nuación: 


ESCALAFON A 


Cargo de origen 


21 Director División 
Contador 


21 Director División 
Abogado 


20 Sub-Director 
División Contador 


20 Sub-Director 
División Abogado 


18 Director 
Departamento 
Contador 


18 Director 
Departamento 
Abogado 


13 Director 
Departamento 
Escribano 


17 Sub-Director 
Departamento 
Contador 


17 Sub-Director 
Departamento 
Abogado 


16 Técnico 1 Contador 
16 Técnico 1 Abogado 
16 Técnico 1 Abogado 
16 Técnico 1 Contador 
16 Técnico 1 Escribano 


16 Técnico 1 Médico 


Nuevo cargo 


22 Director División 
Contador 


22 Director División 
Abogado 


21 Sub-Director 
División Contador 


21 Sub-Director 
División Abogado 


20 Director 
Departamemto 
Contador 


20 Director 
Departamento 
Abogado 


20 Director 
Departamento 
Escribano 


19 Sub-Director 
Departamento 
Contador 


19 Sub-Director 
Departamento 
Abogado 


18 Contador Auditor 
18 Asesor Letrado 

17 Técnico 1 Abogado 
17 Técnico 1 Contador 
17 Técnico 1 Escribano 


17 Técnico 1 Médico 


ESCALAFON B 


Cargo de origen 


12 Analista 
Programador 


Nuevo Cargo 


16 Analista 
Programador 


ESCALAFON C 


Cargo de origen 
15 Jefe de Sección 
14 Oficial 
13 Administrativo 1 
12 Administrativo 11 
10 Administrativo IV 
09 Administrativo V 


Nuevo cargo 
16 Jefe de Sección 
15 Oficial 
14 Administrativo 1 
13 Administrativo 11 
11 Administrativo IV 
10 Administrativo V 
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ESCALAFON D 


N? de 
Cargo de origen Nuevo cargo cargos 
10 Ayudante 11 Ayudante 
Técnico Técnico II 23 
ESCALAFON F 

N* de 

Cargo de origen Nuevo cargo cargos 
_ 13 Intendente 14 Intendente 1 
12 Sub-Intendente 13 Sub-Intendente 2 
11 Encargado I 12 Encargado I 1 
10 Encargado 11 11 Encargado II 6 
09 Auxiliar Servicio I 10 Auxiliar Servicio 1 4 
08 Auxiliar Servicio 09 Auxiliar Servicio 4 
07 Auxiliar Servicio 08 Auxiliar Servicio 4 
06 Auxiliar Servicio 07 Auxiliar Servicio 4 


Art. 331. — Facúltase al Tribunal de Cuentas a esta- 
blecer el régimen de ocho horas diarias de labor para sus 
funcionarios. 


La Contaduría General de la Nación habilitará en 
el Rubro 0 los créditos que correspondan para mantener 
la relación porcentual de la suma de las retribuciones por 
treinta y cuarenta horas semanales (treinta y tres por 
ciento). A estos fines realizará los incrementos necesarios 
en los subrubros con los que se atienden las remuneracio- 
nes Ordinarias de los funcionarios (sueldo básico, com- 
pensación máxima al grado, y el aumento a que se re- 
fiere el inciso 2%, del artículo 50 de la Ley N*? 15.809, de 
8 de abril de 1986), con la sola excepción de las partidas 
que a la fecha de esta ley estuviesen congeladas. 


Esta disposición entrará en vigencia el 1% de mayo de 
1987. 


Art. 332. — Créase por una sola vez una partida 
de N$ 5:000.000 (nuevos pesos cinco millones), para el 
Ejercicio 1988, para reforzar el Rubro 2 “Materiales y 
Suministros”, con destino a la atención del costo de los 
materiales de microfilmación de la documentación de ar- 
chivo del Tribunal de Cuentas. 


INCISO 18 


Corte Electoral 


Artículo 333. — Increméntase el Rubro 0 “Retribu- 
ciones de Servicios Personales”, en la suma de nuevos 
pesos 33:756.930 (nuevos pesos treinta y tres millones 
setecientos cincuenta y seis mil novecientos treinta), a 
valores del 1% de enero de 1987, a los efectos de contra- 
tar a los funcionarios que actualmente son retribuidos 
con cargo a partidas extrapresupuestales. 


La contratación de estos funcionarios se regirá por 
lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986. 
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.-. Esta disposición entrará en vigencia el 1% de mayo 
de, 1987. 


Art. 334. — Facúltase a la Corte Electoral para €s- 
tablecer las cuarenta horas semanales efectivas de labor 
para los funcionarios que opten por este régimen. 


No podrán gozar del mismo: 


A) Los funcionarios que cumplan sus tareas en ho- 
rarios especiales. 


B) Aquellos que estén en comisión en otros orga- 
nismos, con excepción de lo dispuesto en el ar- 
tículo 20 de la presente ley. 


C) Los funcionarios que realicen permanentemente 
tareas de carácter externo. 


D) Quienes no obtengan un puntaje de calificación 
superior al 50% (cincuenta por ciento) del má.- 
ximo. 


La Contaduría General de la Nación habilitará en el 
Rubro O los créditos que correspondan para mantener la 
relación porcentual de la suma de las retribuciones por 
treinta y por cuarenta horas semanales, 33% (treinta y 
tres por ciento). A estos fines realizará los incrementos 
necesarios en los subrubros con los que se atienden las 
remuneraciones ordinarias de los funcionarios electorales 
(sueldo básico, compensación máxima al grado y el au- 
mento a que se refiere el inciso segundo, del artículo 50 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986), con la sola 
excepción de las partidas que, a la fecha de la presente 
ley, estuvieren congeladas. 


Se harán efectivas a los funcionarios que voluntaria- 
mente hubieren cumplido cuarenta horas semanales a 
partir del 19 de mayo de 1987, las retribuciones comple- 
mentarias que correspondieren. 


Esta disposición entrará en vigencia el 1% de mayo 
de 1987. 


Art. 335. — Fíjase la remuneración mensual de los 
cargos de Secretario Letrado, Director de la Oficina Na- 
cional Electoral y Sub-Director de la Oficina Nacional 
Electoral, en los siguientes porcentajes, aplicados sobre 
la base del 100 % (cien por ciento), de la dotación de los 
Ministros de la Corte Electoral: 


A) Secretario Letrado, 72 % (setenta y dos por cien- 
to). 


B) Director de la Oficina Nacional Electoral, 65 % 
(sesenta y cinco por ciento). 


C) Sub-Director de la Oficina Nacional Electoral, 
60 % (sesenta por ciento). 


A dichas remuneraciones sólo podrán acumularse el 
sueldo anual complementario, los beneficios sociales y la 
prima por antigúedad. 


Esta disposición entrará en vigencia el 1% de mayo 
de 1987. 
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Art. 336. — LOs funcionarios que ocupen cargos de 
Especialista 1 Dactilóscopo (D 15), percibirán la misma 
retribución, por todo concepto, que los de Jefe de Sector 
(C 15). La Contaduría General de la Nación habilitará 
el crédito correspondiente. 


Se efectuarán los siguientes pasajes de Grado en la 
escala del artículo 50 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, Director de Departamerto Coniador (A 20 a 22); 
Sub-Director de Departamento Contador (A 19 a 21); 
Jefe de Imprenta (E 16 a 17); los cargos del Escalafón CO 
(5 a 6). 


Estas modificaciones entrarán en vigencia el 1% de 
mayo de 1987. 


Art. 337. — Los Íuncionarios presupuestados y con- 
tratados de los Escalafones D a F que en forma continua 
y durante un lapso no menor de cinco años hayan desem- 
peñado tareas propias del Escalafón C, podrán solicitar 
su regularización presupuestal mediante la incorporación 
en el Grado equivalente de dicho Escalafón. 


Exceptúase de lo previsto en el inciso anterior, a aque- 
llos cargos cuya provisión deba realizarse por concurso, 
de acuerdo a normas vigentes, salvo cuando el interesa- 
do acepte su incorporación a un cargo de Grado inmedia- 
to inferior al que deba proveerse. 


El cargo se suprimirá en el Escalafón de origen y se 
incorporará al de destino. 


La solicitud de regularización deberá presentarse den- 
tro de los sesenta días de la vigencia de la presente ley 
y Caducarán todos los derechos al respecto para quienes 
no comparezcan en tiempo. 


Esta disposición regirá desde la promulgación de la 
presente ley. 


Art, 338. — Increméntase el Rubro 0 “Retribuciones 
de Servicios Personales”, en N$ 59:419.555 (nuevos pesos 
cincuenta y nueve millones cuatrocientos diecinueve mil 
quinientos cincuenta y cinco), a valores del 1% de enero 
de 1987. 


El organismo distribuirá dicha partida entre los dis- 
tintos Programas, Rubros, Subrubros y Renglones, 


Esta disposición entrará en vigencia el 1? de mayo de 
1937. 


Art. 339. — La Corte Electoral únicamente podrá con- 
ceder el traslado en comisión de sus funcionarios para 
desempeñar tareas de asistencia personal y directa de 
legisladores o de quienes ocupen cargos en el Escalafón 
político y a su solicitud expresa. 


En estos casos se aplicará lo dispuesto en el artículo 
20 de la presente ley. 


Declárase, con carácter interpretativo, que los funcio- 
narios de la Corte Electoral están comprendidos en el ré- 
gimen establecido por el artículo 7% de la Ley N* 15.851, 
de 24 de diciembre de 1986. 
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Esta disposición regirá desde la promulgación de !a 
presente ley. 


Art. 340. -— La Corte Electoral podrá disponer del 
100 % (cien por ciento), de los ingresos que obtenga por 
renovaciones de credenciales, multas por no emisión de: 
voto y venta de materiales en desuso. 


La disponibilidad comprenderá igualmente a los in- 
gresos como retribución de servicios que obtenga por la 
expedición de certificados no relacionados con el sufragio 
y por proporcionar las informaciones de archivo requeri- 
das con fines privados. 


La utilización de estos recursos no está limitada al 
Ejercicio en que se opere su ingreso y se efectuará de 
conformidad con las ordenanzas que dicte el Tribunal de 
Cuentas. 


Estos fondos podrán destinarse al pago de gastos co- 
rrientes o inversiones pero no a retribución de servicios 
personales. 


Esta disposición regirá desde la promulgación de la 
presente ley. 


Art. 341. — Facúltase a la Corte Electoral para dis- 
poner las transformaciones de cargos y partidas de gastos 
que requiera el servicio, sin que ello signifique aumento 
del crédito presupuestal. Esta facultad podrá ser ejercida 
hasta el 30 de junio de 1988, cumpliéndose los requisitos 
establecidos por el artículo 525 de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986. 


Extiéndese hasta el 30 de junio de 1988, el plazo pre- 
visto por el artículo 576 de la ley citada. 


Esta disposición regirá desde la promulgación de la 
presente ley. 


Art. 342. — Créase en el Programa 001 “Justicia 
Electoral Nacional y Administración General”, un cargo 
de Jefe de Sección (C 17) y un cargo de Sub-Jefe de 
Sección (C 16). 


Dichos cargos serán provistos en forma que se ase- 
gure el contralor partidario, mediante concurso de oposi- 
ción y méritos en el que podrán participar los funciona.- 
rios que sean titulares de cargos ubicados en los dos gra- 
dos inmediatamente inferiores a los que se crean por la 
presente ley. La Corte Electoral reglamentará las bases 
del llamado a concurso. 


Suprímense seis cargos de Administrativo VII (C 5) 
en el Programa 002 “Justicia Electoral Departamental, 
Inscripción Cívica Regular, Registros Cívicos (Nacional y 
Departamentales) y Organización del Acto Eleccionario”. 


Esta disposición regirá desde la promulgación de la 
presente ley. 


Art. 343. — Increméntase el crédito anual para aten- 
der suministros del Programa 001 “Justicia Electoral Na- 
cional y Administración General”, para el Ejercicio 1987 
y siguientes, Rubro 3 Renglón 3.1 derivado 809 (OSE), 
en N$ 400.000 (nuevos pesos cuatrocientos mil) y del 
Programa 002 “Justicia Electoral Departamental, Inscrip- 
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ción Cívica Regular, Registros Cívicos (Nacional y Depar- 
tamentales) y Organización del Acto Eleccionario” para 
el Ejercicio 1987 y siguientes, Rubro 3 Renglón 3.1 deri- 
vado 809 (OSE), en N$ 750.000 (nuevos pesos setecien- 
tos cincuenta mil). 


Los créditos son a precios del 19 de enero de 1987 
y se ajustarán de acuerdo al artículo 587 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Esta disposición entrará en vigencia a partir de la 
promulgación de la presente ley. 


Art. 344, — Fiíjase el crédito para gastos con Cargo 
al Rubro 3 “Servicios no Personales”, Renglón 3.09 del 
Programa 002 “Justicia Electoral Departamental, Inscrip- 
ción Cívica Regular, Registros Cívicos (Nacional y De- 
partamentales) y Organización del Acto Eleccionario”, 
en N$ 1:810.000 (Nuevos pesos un millón ochocientos diez 
mil), equivalentes a U$S 10.000 (diez mil dólares de los 
Estados Unidos de América), para el Ejercicio 1988, a 
fin de efectuar los contratos de arrendamiento de obra 
necesarios para programar y poner en marcha el equipo 
de computación. Los mismos se ajustarán de acuerdo al 
tipo de cambio vendedor vigente al momento de la emi- 
sión del documento de pago correspondiente. 


Esta disposición tendrá vigencia a partir del 19 de 
enero de 1988. 


Art. 345. — Increméntase, a partir de la promulga. 
ción de la presente ley, el crédito para inversiones en la 
siguiente forma: 


A) Para el Ejercicio 1988, en N$ 27:980.000 (nuevos pe- 
sos veintisiete millones novecientos ochenta mil), con 
la finalidad de atender los siguientes proyectos: 002 
“Adquisición Equipos de Oficina”, N$ 3:000.000 (nue- 
vos pesos tres millones); 003 “Adquisición Mobiliario 
de Oficina”, N$ 5:000.000 (nuevos pesos cinco millo- 
nes); 005 “Adquisición Sub-Estación de UTE”, nue- 
vos pesos 14:480,000 (nuevos pesos catorce millones 
cuatrocientos Ochenta mil), equivalentes a U$S 80.000 
(ochenta mil dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica), los que se ajustarán de acuerdo al tipo de cam- 
bio vendedor al momento de la emisión del documen- 
to de pago correspondiente; 009 “Adquisición de Ve- 
hículos”, N$ 500.000 (nuevos pesos quinientos mil); 
011 “Reacondicionamiento del Inmueble Sede Cen- 
tral de la Corte Electoral”, N$ 5:000.000 (nuevos pe- 
sos cinco millones). 


B) Para el Ejercicio 1989, en N$ 5:000.000 (nuevos pe- 
sos cinco millones), con la finalidad de atender el Pro- 
yecto 011 “Reacondicionamiento del Inmueble Sede 
Central de la Corte Electoral”. 


Estos créditos son a precios del 1% de enero de 1983 
y se ajustarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 
82 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 346. — Increméntase el crédito anual para gas- 
tos de funcionamiento con la finalidad de atender los 
siguientes Programas: 001 “Justicia Electoral Nacional y 
Administración General”, Rubro 3 “Servicios no Persona- 
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les”, excepto suministros, para el Ejercicio 1987, nue- 
vos pesos 6:160.000 (nuevos pesos seis millones ciento 
sesenta mil). A partir del Ejercicio 1988 inclusive, dicho 
erédito se incrementará en N$ 13:000.000 (nuevos pesos 
trece millones); Rubro 4 Renglón 4.7 “Motores y Partes de 
Reemplazo”, a partir del Ejercicio 1988 inclusive, en 
N$ 1:000.000 (nuevos pesos un millón); 002 “Justicia E!ec- 
toral Departamental, Inscripción Cívica Regular, Registros 
Civicos (Nacional y Departamentales) y Organización del 
Acto Eleccionario”, Rubro 3 “Servicios no Personales” ex- 
cepto suministros, a partir del Ejercicio 1988 inclusive, en 
N$ 1:944.048 (nuevos pesos un millón novecientos cua- 
renta y cuatro mil cuarenta y ocho). Este aumenta in- 
cluye un monto de N$ 141.180 (nuevos pesos ciento cua.- 
renta y un mil ciento ochenta) equivalente a U$S 780 
(setecientos ochenta dólares de los Estados Unidos de 
América), que se destinará al mantenimiento de licencias 
y servicios (programas y sistemas operativos), del com- 
putador y que se ajustará de acuerdo al tipo de cambio 
vendedor, vigente al momento de la emisión del docu- 
mento de pago correspondiente. 


Los créditos son a precios del 1% de enero de 1987 y 
se ajustarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 
69 de la Ley N9 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Estas disposiciones entrarán en vigencia a partir de 
la promulgación de la presente ley. 


INCISO 19 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo 


Artículo 347. — Los Actuarios tendrán la dotación que 
corresponda al cargo de Actuario d:2 Juzgado Letrado de 
la Capital. 


La Contaduria General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


El presente artículo regirá a partir del 19 de mayo 
de 1987, 


Art. 348. — Créanse los siguientes cargos: 


4 Director de Departamento 


1 Intendente 11 
2 Auxiliar V 


La Contaduria General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 349. — Transfórmanse los cargos de Jefe de Sec- 
ción, Subjefe de Sección y Jefe de Sector, en Jefe, con 
la dotación de Jete de Sección. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 350. — Facúltase al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo a establecer el régimen de ocho horas de 
labor diarias, con carácter optativo para los funcionarios 
no Magistrados, con excepción de los que se encuentren 
en régimen de dedicación exclusiva. 
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La opción tendrá carácter definitivo, quedando facul- 
tado el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por. 
motivos ¿ustificados, a aceptar la renuncia al régimen por 
cel que se hubiese optado. 


La Contaduría Genera] de la Nación habilitará en el 
Rubro 0 los créditos que correspondan para mantener la 
relación porcentual de la suma de las retribuciones por 
treinta y cuarenta horas semanales (treinta y tres por 
ciento). A estos efectos realizará los incrementos necesa- 
rios en los Subrubros eon los que se atienden las remune- 
raciones ordinarias de los funcionarios judiciales (sueldo 
básico, compensación máxima al grado y el aumento a 
que se refiere el inciso 2%, del artículo 50 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986) con la sola excepción 
de las partidas que a la fecha estuvieran congeladas. 


Art. 351. -— Inclúyense en el régimen de dedicación 
total, los cargos de Secretario de Ministro. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 352. — Autorízase a contratar un abogado, con 
cargo a la partida dispuesta por el artículo 597 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986, en caso de licencia o 
vacancia temporal del Defensor de Oficio titular, cuya do- 
tación no podrá superar la de éste. 


Art. 353. — Los actuales titulares, así como quienes 
fueren ascendidos a los mismos en el futuro, de :os cargos 
declarados de dedicación total, que no hubieren hecho 
opción, podrán Optar por este régimen en un plazo de 
noventa días a contar desde la entrada en vigencia de 
la presente ley, o de la futura ocupación del cargo en 
su 2a5s0. 


Efectuada la opción, o vencido el plazo establecido en 
el inciso anterior, sin que ésta se hubiera efectuado, la 
situación en que se halle el funcionario tendrá carácter 
caefinitivo. 


Para los que ingresen en el futuro como nuevos fun- 
cionarios del Organismo, la dedicación total será obliga- 
toria cuando ocupen los cargos declarados como tales. 


Art. 354. — Increméntase el Rubro 0 “Retribuciones 
de Servicios Personales”, en N$ 6:071.253 (nuevos pesos 
seis millones setenta y un mil doscientos cincuenta y 
tres), para el período comprendido entre el 1? de mayo y 
el 31 de diciembre de 1987. 


Para el Ejercicio 1987 se podrá utilizar hasta dos ter- 
cios de dicha partida. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo distri- 
buirá dicha partida entre los distintos Programas, Ru- 
bros, Subrubros y Renglones. 


Art. 355. — Declárase aplicable al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo lo dispuesto por el artículo 
484 de la Ley N? 14.106, de 14 de marzo de 1973. 
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Art. 356. — Establécense las equiparaciones de las do- 
taciones de los cargos del Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo que se mencionan: 


A) El de Defensor de Oficio con el de Defensor de Ofl- 
cio en lo Civil de la Capital. 


B) El de Director de Departamento, abogado, con el de 
Secretario Letrado de los Tribunales de Apelaciones. 


C) El de Director de Departamento, contador, con el de 
Actuario del Organismo. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los 
créditos presupuestales correspondientes. 


Art. 357. — Establécese una partida de N$ 1:000.000 
(nuevos pesos un millón), en el Rubro 9 “Asignaciones 
Globales”, Subrubro “Extraordinarios”. 


Art. 358. — Increméntase en N$ 1:000.000 (nuevos pe- 
sos un millón), el Rubro 3 “Servicios no Personales”. 


Art. 359. — Establécese una partida de N$ 15:350.000 
(nuevos pesos quince millones trescientos cincuenta mil), 
para la adquisición de seis vehiculos, con el siguiente fi- 
nanciamiento: 


A) Rentas Generales, N$ 8:147.217 (nuevos pesos ocho 
millonez ciento cuarenta y siete mil doscientos dieci- 
siete). 


B) Venta de los vehículos del Organismo, en N$ 7:200.000 
(nuevos pesos siete millones doscientos mil). 


Art. 360. — Establécese una partida de N$ 4:000.000 
(nuevos pesos cuatro millones), por una sola vez, para 
terminar las obras de la sede del Organismo. 


Art. 361. — Créanse las siguientes partidas en el Pro- 
grama 001 “Jurisdicción en materia Administrativa”, con 
la finalidad de atender sus servicios de contabilidad com- 
putarizada e informática jurídica: 


A) Inversiones, para unidad de control, líneas telefóni. 
cas, un “modulador” y conexiones, un aparato telefóni. 
co, video-teclado, impresora con la computadora y sus 
conexiones, N$ 4:525.000 (nuevos pesos cuatro millones 
quinientos veinticinco mil). 


B) Facturación anual por la Contaduría General de la 
Nación N$ 3:000.000 (nuevos pesos tres millones) y 
mantenimiento anual —estimativo— N$ 543.000 (nue- 
vOs pesos quinientos cuarenta y tres mil). 


C) Recopilación y ordenación de la jurisprudencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en régi- 
men de arrendamiento de obra, sonforme a lo dis. 
puesto por el inciso primero, del artículo 25 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, partida por una 
sola vez, de N$ 3:6020.000 (nuevos pesos tres millones 
seiscientos mil). 


Dichas partidas serán reajustadas de acuerdo a lo es- 
tablecido en el artículo 6% de la Ley N? 15.809, de 8 de 
abril de 1986, 
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Art. 362. — Los créditos establecidos en la presente 
ley para sueldos, gastos e inversiones, son a valores del 
19 de enero de 1987. Los mismos se ajustarán en la forma 
prevista en los artículos 6%, 69, 70 y 82 de la Ley núme- 
ro 15.809, de 8 de abril de 1986. 


INCISO 25 


Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) 


Artículo 363. — Increméntase el Rubro 0 “Retribucio- 
nes de Servicios Personales”, en N$ 3.816:000.000 (nuevos 
pesos tres mil ochocientos dieciséis millones). 


De dicha cantidad sólo se podrá utilizar para el Ejer- 
cicio 1987 N$ 1.001:614.000 (nuevos pesos mil un millones 
seiscientos Catorce mil) y para el Ejercicio 1988 hasta núe- 
vOs pesos 3.177:000.000 (tres mil ciento setenta y siete 
millones). 


El Consejo Directivo Central comunicará a la Conta. 
duría General de la Nación la apertura de los créditos 
por Programa y por Rubro dentro de los noventa días 
siguientes a la publicación de la presente ley. 


Art. 364. — Asígnase a la Administración Nacional 
de Educación Pública, una partida especial por única vez, 
de N$ 769:000.000 (nuevos pesos setecientos sesenta y nue- 
ve millones), en el Rubro 0 “Retribuciones de Servicios 
Personales”, para el pago de la retroactividad correspon- 
diente al incremento salarial del 5% (cinco por ciento), 
desde el 19? de enero de 1986 al 30 de abril de 1987. 


Art. 365. — Asígnase una partida anual a partir del 
19 de enero de 1987, de N$ 250:000.000 (nuevos pesos dos- 
cientos cincuenta millones), destinados especificamente a 
alimentación escolar. 


Art. 366. — Extiéndese a la Administración Nacional 
de Educación Pública lo dispuesto por el artículo 611 de 
la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986, en lo que refiere 
a la inaplicabilidad de los artículos 107 y 108 de la lla. 
mada Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre de 1983. 


Art. 367. — Sustitúyese el artículo 638 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 638. — La base del cálculo del impuesto 
serán los valores de los inmuebles establecidos para 
el pago de la contribución inmobiliaria. 


Estarán exonerados de su pago los inmuebles cuyos 
valores sean inferiores a N$ 300.000 (nuevos pesos 
trescientos mil)”. 


Art. 368. — Sustitúyese el artículo 639 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 639. — Las alícuotas del impuesto serán 
las siguientes: 


Valor de N$ 300.000 a N$ 500.000 1,5 por mil 
Valor de N$ 500.001 a N$ 2:000.000 2 por mil 
Valor de N$ 2:000.001 a N$ 5:000.000 2,5 por mil 


Valor mayor de N$ 5:000.001 3 por mil 
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El yalor que se menciona es el que sirve de base 
para el pago del impuesto a la contribución inmobi- 
liaria, y se actualizará en cada oportunidad que la 
respectiva administración municipal así lo disponga”. 


Art, 369, — Sustitúyese el artículo 643 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 643. — La recaudación del impuesto de 
Enseñanza Primaria será realizada por las Intenden- 
cias Municipales, que percibirán una comisión del 8% 
(ocho por ciento), por el servicio prestado”. 


Derógase el artículo 204 de la Ley N* 15.851, de 24 
de diciembre de 1986. 


Art. 370. — Sustitúyese el artículo 644 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 644. — El impuesto de Enseñanza Pri- 
maria regirá desde el 1% de julio de 1987 y su pro- 
ducido se depositará en una cuenta especial de la 
Administración Nacional de Educación Pública, en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay y se 
denominará “Tesoro de Enseñanza Primaria”. 


Art. 371. — A los efectos del artículo 58 de la Ley 
N9 15.809, de 8 de abril de 1986, declárase que los fun- 
cionarios con título profesional universitario o técnico pro- 
fesional tendrán derecho a ser incluidos en la nómina de 
personal a redistribuir por la Oficina Nacional del Servi. 
cio Civil, cuando no puedan ser regularizados en cargos 
de los Escalafones A y B del Inciso 25, “Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP)”. 


Art. 372. — El Consejo Directivo Central, de acuerdo 
a las reglamentaciones que dicte, podrá autorizar al Con- 
sejo de Educación Primaria a disponer parcialmente de 
las partidas de los rubros de gastos de funcionamiento e 
inversiones, haciendo entrega de ellas a las Comisiones de 
Fomento de las escuelas públicas a fin de que éstas las 
empleen en el mantenimiento y refacción de las instala. 
ciones de las mismas. 


Art. 373. — Sustitúyese el numeral 7), de] artículo 19 
de la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985, por el si- 
guiente: 


“7) El concurso será obligatorio para el ingreso y 
ascenso del personal administrativo. Dicho requi. 
sito no regirá para el ingreso y ascenso del per- 
sonal de servicio”. 


Art. 374. — Para la designación y traslado del perso. 
nal docente dependiente del Consejo de Educación Pri- 
maria, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley N? 15.739, de 
28 de marzo de 1985, se tomará en cuenta en forma pre- 
ceptiva su condición de residente en la zona. 


INCISO 26 
Universidad de la República 


Artículo 375. — Increméntase a partir del 19 de ene- 
ro de 1987 en N$ 78:456,105 (nuevos pesos setenta y ocho 
millones cuatrocientos cincuenta y seis mil ciento cinco). 


Y 
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la partida prevista en el artículo 608 de la Ley N? 15.809, 
de 8 de abril de 1986, destinándose a la Escuela Univer- 
sitaria de Enfermería N$ 49:635.495 (nuevos pesos cua- 
renta y nueve millones seiscientos treinta y cinco mil cua. 
trocientos noventa y cinco) y a la Escuela Nacional de 
Bellas Artes N$ 28:820.610 (nuevos pesos veintiocho mi- 
llones ochocientos veinte mil seiscientos diez). 


El crédito que se autoriza por la presente disposición, 
cancelará los refuerzos de rubros que fueran concedidos, 
por igual importe, con cargo al articulo 29 del Decreto- 
Ley N% 14.754, de 5 de enero de 1978. 


Art. 376. — A partir de la vigencia de la presente ley, 
las dotaciones de Rector y Decano de las Facultades de 
la Universidad de la República, serán equivalentes a las 
de Ministro de Estado y Subsecretario de Estado respec- 
tivamente, excluidos los gastos de representación. 


A dichas dotaciones se adicionará, por concepto de 
gastos de representación, el 50% (cincuenta por ciento), 
de la de los cargos de Ministro de Estado y Subsecretario 
de Estado, respectivamente. 


A las dotaciones establecidas precedentemente, sólo 
podrán acumularse el sueldo anual complementario, los 
beneficios sociales y demás retribuciones legalmente ac- 
tualizadas 


Art. 377. — Fíjase el presupuesto de la Universidad 
de la República, para el Ejercicio 1987, en la cantidad de 
N$ 9.000:435.000 (nuevos pesos nueve mil millones cuatro. 
cientos treinta y cinco mil). 


Este crédito se distribuirá de la siguiente manera: 


N5$ 


A) Programa 1 - Funcionamiento 


Retribuciones y Cargas Legales 5.575:308.000 


Gastos 2.036:100.000 
B) Programa 2 . Inversiones 746:567.000 
C) Programa 3 - Bienestar 642:460.000 


Este crédito incluye: 


A) N$ 520:395.000 (nuevos pesos quinientos veinte millo. 
nes trescientos noventa y cinco mil) para atender las 
retribuciones y cargas legales correspondientes a los 
funcionarios restituidos (artículo 25 de la Ley núme- 
ro 15.737, de 8 de marzo de 1985, y artículos 9%, 10 
y 12 de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre dle 
1985). De superar las obligaciones para el pago de los 
funcionarios restituidos, el crédito que se autoriza se 
incrementará en las cantidades necesarias para cubrir 
dicha erogación. 


B) Las partidas que se mencionan en el artículo 375 de 
la presente ley. 


C) La partida para inversiones establecida en el artículo 
133 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


Art. 378. — La Universidad de la República distribui. 
rá anualmente, dentro de los primeros noventa días de 
cada Ejercicio, las partidas otorgadas por el artículo pre- 
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cedente entre sus programas y determinará los gastos a 
nivel de rubro, retribuciones personales y suministros a 
nivel de renglón y derivado e inversiones a nivel de pro- 
yecto, comunicándolo al Tribunal de Cuentas y al Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


En el caso de las leyes de rendiciones de cuentas, el 
plazo de noventa días se contará a partir de la fecha de 
sus respectivas promulgaciones. De estas distribuciones se 
dará cuenta a la Asamblea General. No será de aplica- 
ción a la Universidad de la República lo dispuesto en los 
incisos tercero y cuarto del artículo 63 del Decreto.Ley 
N? 14.416, de 28 de agosto de 1975. 


Derógase el artículo 609 de la Ley N? 15.809, de 8 de 
abril de 1986. 


Art. 379. — Increméntanse los créditos del Inciso 26 
“Universidad de la República”, en los montos que a con- 
tinuación se indican y exclusivamente para los destinos 
siguientes: 


A' Para el Hospital de Clínicas “Doctor Manuel Quin- 
tela” y la Facultad de Medicina, N$ 160:115.000 (nue. 
vos pesos ciento sesenta millones ciento quince mil), 
para la adquisición de productos químicos, reactivos y 
aditivos, medicamentos, útiles médicos, hospitalarios y 
de laboratorio, material radiactivo, alimentos, telas, 
hilados y vestimenta. 


B)> Para el Rubro 0 “Retribuciones de Servicios Persona- 
les” y Rubro 1 “Cargas Legales sobre Servicios Perso- 
nales”, N$ 240:034.000 (nuevos pesos doscientos cua- 
renta millones treinta y cuatro mil) para la creación 
y extensión de horarios docentes e inclusión de do- 
centes en régimen de dedicación total. 


C) Para la Facultad de Odontología, N$ 48:035.000 (nue- 
vos pesos cuarenta y ocho millones treinta y cinco 
mil) y para la Facultad de Química, N$ 24:018.000 
(nuevos pesos veinticuatro millones dieciocho mil), 
para incrementar sus rubros de funcionamiento. 


D) Para la Escuela Universitaria de Enfermería nuevos 
pesos 16:012.000 (nuevos pesos dieciséis millones doce 
mil). 


Estos aumentos podrán ser utilizados durante el Ejer- 
cicio 1987 hasta dos tercios. 


Art. 380. — Asígnase, a la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales, una partida por una sola vez de nue- 
vos pesos 27:220.000 (nuevos pesos veintisiete millones dos- 
cientos veinte mil), con destino a las adquisiciones nece- 
sarias para la computarización de sus servicios de bedelía, 
biblioteca, consultorio jurídico e Instituto de Ciencias So- 
ciales, así como la contratación del personal requerido a 
esos efectos. Dicha partida se distribuirá en partes igua- 
les en los Ejercicios 1987 y 1988. Los montos de esta par- 
tida que se asignen para atender retribuciones personales 
y cargas legales, se considerarán créditos permanentes a 
partir del 19 de enero de 1989, incorporándolos a los ru- 
bros pertinentes. 


Art. 381. — Asígnase una partida anual de nuevos pe- 
sos 426:921.000 (nuevos pesos cuatrocientos veintiséis mi- 
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llones novecientos veintiún mil), para la ejecución de los 
siguientes “Proyectos Especiales”. 


A) Explotación de Recursos Naturales. N$ 


1) Proyecto SURIMI (Aprovechamiento 
recursos pesqueros del mar territorial y 


de la zona común de pesca) 3:006.000 
2) Aplicación de la radiación Gamma Co. 
balto 60 en fasciola hepática 913.000 
3) Uso efectivo de fertilizantes en caña 
de azúcar 961.000 
4) Desarrollo de técnicas de Elisa y Ria 
para enfermedades de los animales de 
producción 641.000 
5) Investigaciones sobre Agroindustrias 52:838.000 
B? Fuentes Alternativas de Energía 
1) Biotransformación de los excedentes 
de suero lácteo para obtención de bio- 
masa proteica o materias primas al 
coholígenas 12:009.000 
2) Hidrólisis biológica de residuos ligmo. 
celulósicos para obtención de alcohol 5:124,000 
3) Pirólisis de la madera o residuos só- 
lidos 10:088.000 
C) Ciencias de la Salud 
1) Detección de sustancias mutagénicas y 
cancerígenas en productos de consumo 
humano 1:057.000 
2) Producción de juegos de reactivos pa. 
ra uso en medicina nuclear 641.000 
D) Otros proyectos 
1) Desarrollo de actividades universita. 
rias en el interior de la República 80:058.000 
2) Red experimental agrícola en el inte- 
rior de la República 48:035.000 
3) Estudio de la problemática del cáncer 
en el Uruguay 76:855.000 
4) Apoyo del desarrollo de los centros de 
atención primaria de la salud 28:821.000 
5) Producción de semillas forestales me- 
jorada 11:209.000 
6) Actualización bibliográfica de publica- 
ciones 64:046.000 


7) Producción y experimentación de va- 
tunas 25:619.000 
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Durante el Ejercicio 1987 podrán utilizarse hasta el 
50 % (cincuenta por ciento), de las partidas asignadas por 
este artículo. 


La Universidad de la República, dentro de los sesenta 
dias de vigencia de la presente ley, determinará las Uni.- 
dades Ejecutoras encargadas de dichos proyectos y distri- 
buirá por rubros las partidas asignadas, comunicándolo a 
los solos efectos informativos, a la Asamblea General y al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Art. 382. — El Consejo Directivo Central podrá dis- 
poner las trasposiciones de rubros requeridas para el me- 
jor funcionamiento de sus servicios, de la manera si- 
guiente: 


A) Dentro del Rubro 0 “Retribuciones de Servicios Per- 
sonales”. 


B) Dentro de los créditos asignados a inversiones. 


C) Dentro de las dotaciones fijadas para los rubros de 
gastos corrientes. 


D) Reforzar las asignaciones de inversiones con créditos 
destinados a gastos corrientes. 


E) Para reforzar los créditos de los Rubros 2 “Materiales 
y Suministros” y 3 “Servicios no Personales” y los 
Subrubros 4.7 “Motores y partes para reemplazos” y 
5.4 “Semovientes”, se podrá utilizar hasta un 10% 
(diez por ciento) de los créditos asignados a inver- 
siones. 


F) No podrán ser reforzados los créditos de los Rubros 
del Programa 3 “Bienestar Universitario”. 


No podrán servir como partidas de refuerzo las de 
carácter estimativo de los Rubros 8 “Servicios de Deuda 
y Anticipos” y 7 “Subsidios y Transferencias”. 


Las trasposiciones realizadas regirán hasta el 31 de 
diciembre del Ejercicio en el cual se autoriza, dando cuen- 
ta a la Asamblea General e informando a la Contaduría 
General de la Nación. 


Art. 383. — Asignase una partida anual de nuevos pe- 
sos 314:391.000 (nuevos pesos trescientos catorce millones 
trescientos noventa y un mil), para la ejecución del pro- 
yecto “Reestructuración y Transformación de la Univer- 
sidad de la República” de acuerdo al siguiente detalle: 


A) Para la implantación de nuevas carreras y planes de 
estudio N$ 75:000.000 (nuevos pesos setenta y cinco 
millones). 


B) Para el desarrollo de los sistemas de formación de 
post.grado de la Universidad de la República nuevos 
pesos 90:000.000 (nuevos pesos noventa millones). 


C) Para la formación de investigadores jóvenes en cen- 
tros del extranjero y en laboratorios del país nuevos 
pesos 44:000.000 (nuevos pesos cuarenta y cuatro mi. 
liones). 


D) Para el programa de investigación en biotecnología 
enmarcado en el Plan de Emergencia de Biotecnolo- 
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gía del Comité Nacional de Bistecnología N$ 44:650.000 
(nuevos pesos cuarenta y cuatro millones seiscientos 
cincuenta mil). 


E) Para el programa de investigación en ciencias sociales 
N$ 20:741.000 (nuevos pesos veinte millones setecien- 
tos cuarenta y un mil). 


F) Para el desarrollo de la integración docente-asisten- 
cla] entre la Universidad de la República y el Minis- 
terio de Salud Pública en hospitales y dependencias 
asistenciales pertenecientes al Ministerio de Salud Pú- 
blica N$ 40:000.000 (nuevos pesos cuarenta millones). 


Lu Universidad de la República, dentro de los noven- 
ta días de vigencia de la presente ley, determinará con 
total autonomía las modalidades de ejecución del pro- 
yecto referido, distribuyendo por rubro la partida asigna- 
da y comunicándolo, a los solos efectos informativos, a ]Q 
Asamblea General y al Ministerio de Economía y Finan- 
zas. 


Art. 384. — Asígmase una partida anual de nuevos 
pesos 1680:000.000 (nuevos pesos ciento sesenta millones), 
para inversiones en obras a partir del Ejercicio 1988. 


INCISO 28 
Banco de Previsión Social 


Artículo 385. —- Prorrógase la vigencia del actual pre- 
supuesto que fuera aprobado para la Dirección General 
de la Seguridad Social por el artículo 504 de la Ley nu- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, el cual regirá para el 
Inciso 28 “Banco de Previsión Social” con las modifica- 
viones que se establecen en los artículos siguientes. 


Art. 386. — La escala general de remuneraciones con 
valores del mes de enero de 1987, es la siguiente: 


Grado N$ 
1 — 15.089 
2 — 17.319 

* 3 — 20.097 
4 — 20.811 
5 — 22.240 
6 — 23.668 
7 — 25.096 
8 — 27.237 
9 — 30.094 
10 — 32.949 
11 — 35.805 
12 — 39.308 
13 — 41.906 
14 — 43.406 
15 — 46.753 
16 — 50.858 
17 — 56.070 
18 — 60.175 
19 — 64.271 

20 — 70.235 
21 — 81.035 
22 — 89.237 
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Esta escala comprende los importes de remuneración 
al cargo, por todo concepto, de régimen de seis horas dia- 
rias de labor (treinta horas semanales). A los montos es- 
tablecidos en dicha escala, se adiciona la suma de nue- 
vos pesos 1.337 (nuevos pesos mil trescientos treinta y 
siete), o sea el 50% (cincuenta por ciento), del aumento 
dispuesto a partir del 1% de abril de 1985, a valores de 
19 de enero de 1987. 


_ Art. 387. — Todos los funcionarios del organismo per- 
tenecientes a cualquiera de sus Escalafoncs, quedarán cla- 
sificados de acuerdo con la escala general de remunera- 
ciones de los Grados 1 al 22, establecida en el artículo 
anterior. 


Art. 388. — A los sueldos establecidos en la escala 
del artículo 386 de la presente ley, se les aplicarán los 
aumentos que se otorguen a los funcionarios de la Admi- 
nistración Central con posterioridad al mes de enero de 
1937. 


Art. 389. — El Banco de Previsión Social concederá 
una compensación adicional del 15% (quince por ciento), 
del sueldo básico al personal de enfermería que actúe en 
la atención directa del paciente internado, por el tiempo 
que desempeñe efectivamente tales tareas, y durante la 
licencia anual reglamentaria. 


Art. 390. — El cargo de Especialista 1 Microfilm 
(E 14), se suprimirá al vacar. 


Art. 391. — Los funcionarios gozarán de Jos benefi- 
cios sociales y prima por antigiiedad que correspondan a 
los funcionarios de la Administración Central. 


Art. 392. — Serán aplicables a los funcionarios del 
organismo las normas establecidas para los funcionarios 
de la Administración Central en materia de horas extras, 
viáticos, aguinaldo, subrogación, quebranto de caja y cam- 
bio de Escalafón. 


Art. 393. — Del total de cargos de Gerente de Depar- 
tamento (C17), se asignarán tres en cada capital depar- 
tamental del interior, tres en la ciudad de Pando y tres 
en la ciudad de Rosario. 


Los cargos de Gerente de Departamento de Cada ciu- 
dad del interior dependerán respectivamente del Consejo 
de Prestaciones de Pasividad y Ancianidad, del Consejo 
de Prestaciones de Actividad y del Consejo de Asesoría 
Tributaria y Recaudación. 


Para acceder a dichos cargos se requerirá la acepta- 
ción previa del destino conferido y la obligación de radi- 
carse en la respectiva ciudad por un período no inferior 
a cinco años. 


Art. 394, — En los casos de ascensos a cargos de 
jefe o superiores, que supongan el traslado del funciona- 
río y su radicación permanente en el lugar de desempeño 
de sus nuevas funciones, el Organismo le proporcionará vi- 
vienda adecuada o, en su defecto, le abonará mensual- 
mente el importe del alquiler de la misma, por un máxi- 
mo de 26 UR (veintiséis unidades reajustables). 


Art. 395 .— Para proveer los cargos de Gerente Ge- 
neral de Computación, Gerente de Unidad de Computa- 
ción y Gerente de Departamento de Computación, los as- 
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censos se harán entre los funcionarios de los Escalafones 
D y B que ocupen cargos del Grado inmediato inferior. 


Art. 396. — Las retribuciones mensuales de los miem. 
bros de los Consejos Desconcentrados y del Secretario Ge- 
neral del Banco de Previsión Social, serán el 85% (ochen- 
ta y cinco por ciento), de la correspondiente a los Sub- 
secretarios de Estado. 


Las de los Secretarios de los Consejos Desconcentra- 
dos el 70% (setenia por ciento), de la co.respondiente a 
los Subsecretarios de Estado. 


Art. 397. — Los funcionarios del organismo que per- 
manezcan cinco años en un mismo cargo presupuestal, o 
en un mismo grado presupuestal, en caso de cambio de 
Escalafón o cambio de denominación, percibirán una com- 
pensación mensual equivalente al importe de la diferen- 
cia de remuneración entre su cargo y el inmediato su- 
perior del respectivo Escalafón. Dicha compensación será 
acrecentada por cada período sucesivo de cinco años de 
permanencia en el cargo, en cuyo caso se tomará en cuen- 
ta la remuneración correspondiente a los cargos superio- 
res subsiguientes de su Escalafón, no pudiendo exceder 
el equivalente de dos Grados. 


En caso de ascensos, los funcionarios que percibieran 
diferencias de más de un Grado tendrán derecho a la com- 
pensación en la medida necesaria para mantener el an- 
terior nivel de remuneración al momento del ascenso. 


Cuando el funcionario ocupe el Grado más alto de su 
Escalafón, la compensación se fijará en el monto de la 
diferencia con el Grado inmediato inferior. 


La compensación será incompatible con la percepción 
de diferencias de sueldo por concepto de subrogación, asi 
como la generada por aplicación de lo dispuesto por el 
artículo 402 de la presente ley. 


El tiempo de permanencia exigido en el inciso pri- 
mero, se computará a partir del 19 de setiembre de 1980. 
Tratándose de funcionarios que no hayan sido ascendidos 
con posterioridad al 31 de enero de 1983, tendrán dere- 
cho al beneficio a partir del 19 de marzo de 1987. 


Art. 398. — Autorízase al Banco de Previsión Social, 
hasta tanto no se efectúen las promociones, a pagar el to- 
tal de cargos resultante de los corrimientos de Grado es- 
tablecidos en las planillas escalafonarias, aunque el mis- 
mo exceda de los autorizados. 


Art. 399. — Autorizase al Banco de Previsión So- 
cial a disponer de hasta N$ 344:250.000 (muevos pesos 
trescientos cuarenta y cuatro millones doscientos cincuen- 
ta mil), para el desarrollo de los cometidos establecidos 
en los numerales 10), 11) y 12) del artículo 4% de la Ley 
N? 15.800, de 17 de enero de 1986. 


Art. 400. — Deróganse los articulos 6%, 79, 9%, 15, 16, 
17, 19, 20, 21, 22, 24, 25, 30 y 33, contenidos en el ar- 
tículo 504 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986, 
y el artículo 505 de la misma ley, sin perjuicio de su vi- 
gencia, prevista en el artículo 402 de la presente ley. 


Art. 401. — Son de dedicación especial los cargos del 
Grado 17 y superiores del Escalafón “C”, los cargos del 
Grado 20 y superiores de los Escalafones “A”, “B” y “D” 
y el cargo del Grado 17 del Escalafón “F”. 
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Art. 402. — Los funcionarios que actualmente desem- 
peñan tareas de Secretario o Tesorero, percibirán la com- 
pensación prevista en el artículo 19, contenido en el ar- 
tículo 504 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986 en 
tanto se mantengan cumpliendo esas funciones. 


Art. 403. — Derógase el Decreto-Ley N? 15.233, de 
11 de diciembre de 1981. 


_ Art, 404. — Autorízase al Banco de Previsión Social 
a contratar técnicos profesionales suplentes en el área de 
la salud, con cargo al Renglón 073 del Programa 5 “Pres- 
taciones del Area de la Salud”. 


Art. 405. — Los funcionarios del Banco de Previsión 
Social que eran titulares de más de un cargo como con- 
secuencia de la fusión de organismos dispuesta por el lla- 
mado Acto Institucional N* Y, de 23 de octubre de 1979, 
quedarán a partir de la fecha de vigencia de la presente 
ley como titulares del cargo de mayor Grado presupuestal 
que ejerzan, quedando vacante el de menor jerarquía. La 
retribución se compondrá de la correspondiente al cargo 
en ejercicio, con sus compensaciones respectivas, más una 
partida equivalente al sueldo básico del cargo en el que 
cesa. 


Art. 406. — Fíjase en la suma de N$ 8.015:133.318 
(nuevos pesos ocho mil quince millones ciento treinta y 
tres mil trescientos dieciocho), tomados a valores del 19 
de enero de 1987, el presupuesto del Inciso 28 “Banco de 
Previsión Social” a regir desde el 19 de enero de 1987, el 
que se integra con las partidas siguientes, que se distri- 
buirán de acuerdo a las planillas y Programas siguientes 
al proyecto de Presupuesto enviado por el Banco de Previ- 
sión Social y que se consideran parte integrante de esta 
ley. 

Rubro Denominación N$ N$ 
0 Retribuciones de Servi. 


cios Personales 4.920:768.820 


0.1.1.311 Sueldos Básicos de car- 


gos Escalafón civil 2.869:484.940 


0.1.1.312 Incremento por mayor 

horario permanente 870:463.000 
0.1.1.315 Diferencia por subro. 

gación civil 1:948.100 
0.1.9.311 Sueldo anual comple- 

mentario civil 367:106.945 
0.2.1.321 Sueldos Básicos asimi- 

lados al Escalafón civil  37:000.000 
6,2.1.322 Incremento por mayor 

horario permanente 12:210.000 
0.2.9.321 Sueldo amual comple- 

mentario civil 6:371.179 
0.5.0 Honorarios 10:000.000 
0.6.1.301 Por trabajo en horas 

extras 111:320.000 
0.6.1.303 Por prima a la efi. 

ciencia 52:064.382 


Rubro 


0.6.1.304 


0.6.1.309 


0.6.2.301 


0.6.2.318 


0.7.3 


0.7.7 


0.8.1 


0.8.2 


0.8.3.311 


1.2.3 


o 


] 


74 
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Denominación 


Por funciones distintas 
2 las del cargo 


Por compensaciones 
congeladas 


Por gastos de represen- 
tación dentro del pais 


Prima por antigúedad 


Retribuciones a médi.- 
cos suplentes de asis. 
tencia externa 


Quebranto de caja 


Adelanto a cuenta de 
cargos Escalafón civil 


Adelanto a cuenta de 
cargos asimilados al 
Escalafón civil 


Aumento abril 1985 - 
Presupuestados 


Cargas legales sobre 
servicios personales 


Aporte patronal al sis- 
tema de Seguridad So. 
cial sobre retribuciones 
por funcionarios civi- 
les no docentes 


Otros aportes sobre re- 
tribuciones Fondo Na- 
cional de Vivienda 


Materiales y suministros 


Servicios no personales 


Subsidios y otras 
transferencias 


Transferencias a insti. 
tuciones sin fines de 
lucro 

Primas por matrimonio 
Hogar constituido 
Primas por nacimiento 
Prestaciones por hijo 
Compensación vivienda 
Otras transferencias a 
unidades familiares por 
personal en actividad 
Transferencias a] ex- 


terior: Organismos In- 
ternacionales 


N$ 
104:734.865 
278.300 
1:001.897 
231:154.560 
22:790.000 


55:553.205 


13:201.920 


144.000 


149:631.379 


728: 282,342 


48:552.158 


40:000.000 
1:800.000 
168:000.000 
3:288.000 
55:600.000 


30:804.000 
5:700.000 


270.000 
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N$ 


776:834,498 


692: 164.000 


7141:137.000 


305:792.000 


200—A.G. 
Rubro- Denominación N$ N$ 
7.9.2 Tributos municipales 330.000 
8 Servicios de deudas y 
amticipos : 
9 Asignaciones globales 4:056.000 


TOTAL PROGRAMA OPERATIVO — 7.440:752.318 


o 


'PROGRAMA DE INVERSION 


Rubro Denominación N$ NS 


4 Máquinas, equipos y 
moblliarios nuevos 421:637.000 
6 Construcciones, mejo. 
ras y reparaciones ex- 
traordinarias 152:744.000 
TOTAL PROGRAMA 
DE INVERSIONES 574: 381.000 


PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 1- 


PROGRAMA DE PRESTACIONES 
DE PASIVIDAD Y ANCIANIDAD 


UNIDAD EJECUTORA: -Consejo de Prestaciones de 
Pasividad y Ancianidad. 


OBJETIVOS: Proyectar, administrar y cumplir el ser- 
vicio de las prestaciones a su cargo sobre normas racio- 
nales que aseguren la puntualidad y la integridad de las 
mismas propendiendo a su desarrollo mediante la obser- 
vancia de los principios básicos de la seguridad social y 
cubriendo las contingencias sociales, vejez, incapacidad y 
muerte. 


PROGRAMA 1 — PRESTACIONES 
DE PASIVIDAD Y ANCIANIDAD 


Partidas 
Anuales 
Rubro Denominación N$ 


761/101 Jubilaciones Industria y Comercio 30.458:637.000 
761/102 Jubilaciones Civiles y Escolares 26.032:050.000 
761/103 Jubilaciones Rurales y Domésticas 13.167:342,.000 
7162/201 Pensiones Industria y Comercio 9.179:424.000 


762/202 Pensiones Civiles y Escolares 6.571:719.000 
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Partidas 
Anuales: : 
Rubro Denominación N$ 
762/203 Pensiones Rurales y Domésticas 2.488:614.000 
764 Pensiones a la Vejez 3.217:335.000 


761/104 Cancelación de Adeudos - Prim 


Hab. Pens. 840:000.000 
762/104 Cancelación de Adeudos . Prim. ds 
Hab. Pens. 840:000.000 


769/101 “Subsidios para Expensas Funerarias 314:400.000 


769/102 Rentas Permanentes 60: 000.006 


Lp 
TOTAL 94.289:521.000 


PRESUPUESTO 1987 o 
PROGRAMA 2 
PROGRAMA DE PRESTACIONES DE ACTIVIDAD" 


UNIDAD EJECUTORA: Consejo de Prestaciones de 
Actividad. 

OBJETIVOS: Proyectar y administrar las prestacionés 
que cubren las contigencias relativas a la familia, mater- 
nidad, infancia, desocupación forzosa y pérdida de la in. 
tegridad sicosomática del trabajador. 


PROGRAMA 3 — PRESTACIONES 
DEL AREA DE LA SALUD 


Partidas . 
] Anuales 
Rubro Denominación N$ 
7179/105 Prestaciones Médicas 498:000.000 


TOTAL  498:000.000 
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PROGRAMA DE PROMOCION Y DESARROLLO 
SOCIAL E INDIVIDUAL DE LOS BENEFICIARIOS 


dt 


UNIDAD EJECUTORA: Directorio del Banco de o 
visión Social. ! 


OBJETIVOS: Desarrollar acciones debidamente coors 
dinadas en todo el ámbito nacional que tiendan a abar- 
car los aspectos relacionados con la promoción y desa- 
rrollo individual y social de los beneficiarios. 


El programa se propone complementar las prestacio: 
nes servidas por el Banco de Previsión Social con la en- 
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trega de prestaciones en especies tales como alimentos, 
medicamentos y otros bienes considerados básicos, así co- 
mo el fomento y desarrollo de actividades tendientes al 
establecimiento de una política geronto-cultural. 


NT 


: + PROGRAMA 4 — PROMOCION Y DESARROLLO 
SOCIAL E INDIVIDUAL DE LOS BENEFICIARIOS 


Partidas 
al A Anuales 
: Rubro Denominación N$ 
739/106 Prestaciones artículo 4” incisos 10, 
11, 12 Ley N* 15.800 344:250.000 
TOTAL 344: 250.000 


o 


PROGRAMA 2 — PRESTACIONES DE ACTIVIDAD 


Partidas 
Anuales 
Rubro Denominación N$ 
771 Prestaciones del Seguro de 
Desempleo 1.386: 288.000 
e 5 
779/101 Prestaciones Familiares 8.023:899.000 
7179/102 Asistencia Mutua] Contratada 9.600:000.000 
779/103 Otras Prestaciones de Asistencia 
te Médica 31:680.000 
779/104 Subsidios por Enfermedad 2.059:680.000 


— 


TOTAL 21.101:547,000 


e o 


PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 3 
PROGRAMA PRESTACIONES DEL AREA DE LA SALUD 


UNIDAD EJECUTORA: Directorio del Banco de Pre- 
visión Social. 


OBJETIVOS: Desarrollar acciones debidamente coor- 
dinadas en toda el área nacional que tiendan a abarcar 
todos los aspectos de una atención completa del indivi. 
duo' desde la gestación hasta la muerte. 


El programa se propone cumplir la promoción, protec- 
ción, reparación y rehabilitación de la salud de los bene- 
ficiarios y Su familia mediante la acción directa y una 
adecuada coordinación con los restantes organismos na- 
cionales hasta lograr una cobertura total de la población. 
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PRESUPUESTO .1987 
PROGRAMA 5 
FUNCIONAMIENTO GENERAL 
Asignaciones Presupuestarias 
Partidas 
Anuales 
Rubro 0 Denominación ; . N$ 
0.1.1311 Sueldos básicos de cargos Escala- 
fón civil 2.869: 484.940 
0.1.1.312 Incremento por mayor horario 
permanente 870:463.000 
0.111.315 Diferencia por subrogación 1:948.100 
0.1.9.311 Sueldo anual complementario civil 367:106.945 
0.2.1.321 Sueldos básicos asimilados al Es- 
calafón civil 37:000.000 
0.2.1.322 Incremento por mayur horario -. . 
permanente 12:210.000 
0.2.9,321 Sueldo anual complementario civil  ' 6:371.179 
0.5.0 Honorarios 10:000.000 
0.6.1301 Por trabajo en horas extras 111:320.000 
0.6.1.303 Por prima a la eficiencia 52:064.382 
0.6.1.304 Por funciones distintas a las del - ] 
cargo 104:734.865 
0.6.1.309 Por compensaciones congeladas 278.300 
0.6.2.301 Por gastos de representación den- 
tro del país 1:001.897 
0.6.2.318 Prima por antigitedad 231:154.560 
0.7.3 Retribución a médicos suplentes de 
asistencia externa 22:790.000 
0.7.7 Quebrantos de caja 55: 553.205 
0.8.1 Adelanto a cuenta de cargos Es- 
calafón civil 13:201.920 
0.8.2 Adelanto a cuenta de 
de cargos asimilados al 
Escalafón civil 144.000 
0.8.3.311 Aumento abril 1985 - Presupuestados 149:631.379 
0.8.3.312 Aumento abril 1985 - Contratados 4:310.148 


TOTAL DEL RUBRO 0 4.920:768.820 
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PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 5 
FUNCIONAMIENTO GEM£RAL 


Asignaciones Presupuestarias 


Rubro 1 Denominación 


1.1.1 Aporte patronal al sistema de se- 
guridad social sobre retribuciones 


por funcionarios civiles no docentes 


1.2.3 Otros aportes sobre retribuciones 

Fondo Nacional de Vivienda 
TOTAL DEL RUBRO 1 
Materiales y Suministros 

Rubro 2 Denominación 

2.1 Alimentos y productos agropecua. 
rios, forestales y marítimos 

2.2 Minerales 

2.3 Productos textiles de vestir y cuero 

2.4 Productos de papel, libros e im.- 
presos 

2.5 Productos energéticos 

2.6 Productos químicos y conexos 

2.7 Productos minerales no metálicos 
y de madera 

2.8 Productos metálicos 

2.9 Otros materiales y suministros 


TOTAL DEL RUBRO 2 
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PROGRAMA 5 
FUNCIONAMIENTO GENERAL 


Asignaciones Presupuestarias 


Servicios no personales 


Rubro 3 Denominación 
3.1 Servicios básicos 
3.2 Publicidad, impresiones y encua- 


dernaciones 
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3.3 Pasajes, viáticos y otros gastos de Pa 
traslado 85:777.000 
3.4 Transporte y almacenaje 723.900 
3.5 Arrendamientos 73.074.000 
3.6 Seguros y comisiones 77:923.000 
Partidas 
Anuales 3.7 Servicios contratados para mante. 
N$ nimiento y reparaciones menores 159:747.000 
3.8 Servicios profesionales contratados 966.000 
3.9 Otros servicios contratados 167:'708.000 
728:282,342 EEES 
TOTAL DEL RUBRO 3 741:137.000 
48:552.156 
MM, PRESUPUESTO 1987 
776:834 498 
AAA PROGRAMA 5 
FUNCIONAMIENTO GENERAL 
Partidas Asignaciones Presupuestarias 
Anuales 
N$ Partidas 
Anuales 
Rubro 7 Denominación N$ 
42:7160.000 7.4 Transferencias a instituciones sin 
167.000 fines de lucro 40:000.000 
24: 485.000 7.5.1 Primas por matrimonio 1:800.000 
7.5,2 Hogar constituido 168:000.000 
260:080.000 
134:896.000 7.5.3 Prímas por nacimiento 3:288.000 
99:096.000 7.5.4 Prestaciones por hijos 55:600.000 
7.5.8 Compensación vivienda 30:804.000 
5:310.000 
7.5.9 Otras transferencias a unidades 
11:623.006 familiares por personal en actividad 5:700.000 
113:747,000 7.8.1 Transferencias al exterior: orga- 
nismos internacionales 270.000 
692: 164.000 7.9.2 Tributos municipales 330.000 
TOTAL DEL RUBRO 7 — 305:792.000 
PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 5 
FUNCIONAMIENTO GENERAL 
Asignaciones Presupuestarias 
Partidas Partidas 
Anuales Anuales 
N$ Rubro $8 Denominación N$ 
135:935,000 8.3 Intereses de deuda interna — 
TOTAL DEL RUBRO 8 — 
39:284.000 A 
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PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 5 
PROGRAMA DE FUNCIONAMIENTO GENERAL 


UNIDAD EJECUTORA: Directorio del Banco de Pre- 
visión Social, Consejo de Prestaciones de Pasividad y An- 
cianidad, Consejo de Prestaciones de Actividad, Consejo 
de Asesoría Tributaria y Recaudación y Consejo de AC- 
ministración y Servicios Generales. 


OBJETIVOS: Este programa de apoyo consiste en 
proporcionar y coordinar los medios para la aplicación de 
la política sustentada para la eficaz atención de las obli- 
gaciones del sistema, así como promover y desarrollar 
técnicas y procedimientos que permitan cumplir los ser- 
vicios con eficiencia. 


PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 5 


TOTALES POR RUBROS 


Partidas 
, Anuales 
Rubro Denominación N$ 
0 Retribuciones de servicios personales 4.920:768.820 
1 Cargas legales sobre servicios per. 
sonales 776:334,498 
2 Materiales y suministros 692:164.000 
3 Servicios no personales 741:137.000 
7 Subsidios y otras transferencias 305:792.000 
8 Servicios de deuda y anticipos -—— 
9 Asignaciones globales 4:056.000 
TOTAL 7.440:752.3183 
ASIGNACIONES GLOBALES 
Partidas 
. Anuales 
Rubro 9 Denominación N$ 
9,2 Otros gastos extraordinarios 4:056.000 
TOTAL DEL RUBRO 9 4:056.000 


PRESUPUESTO 1987 
PROGRAMA 6 


INVERSIONES 


UNIDAD EJECUTORA: Consejo de Administración y 
Servicios Generales. 


OBJETIVOS: Mejorar las condiciones locativas del 
Banco de Previsión Social en todo el territorio nacional 
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mediante la reforma, reparación y mejora de sus edifl. 
cios sede y reactivar su capacidad instalada efectuando la 
adquisición de maquinaria, equipo y mobiliario para com. 
plementar el material existente y reponer el obsoleto. 


PROGRAMA 6 — INVERSIONES 


TOTALES POR RUBROS 


Partidas - 
5 Anuales 
Rubro Denominación NY ' 
4 Máquinas, equipos y mobiliario nuevos 421:637.000 
5 Tierras, edificios y otros activos pre- 
existentes A 
6 Construcciones, mejoras y reparacio. 
nes extraordinarias 152:744.000 
TOTAL 574:381.000 


Art. 407. — Facúltase a] Banco de Previsión Social 
para efectuar las correcciones gramaticales o numéricas 
que correspondan en la aplicación de la presente ley, im- 
cluso en relación a errores u omisiones que pudieren com- 
probarse en los cargos de los Escalafones. 


De ello se dará cuenta a la Asamblea General. 


Art. 408. — Estas disposiciones tendrán vigencia a 
partir del 1% de marzo de 1987. : 


CAPITULO VI 
INCISO 21 


Subsidios y Subvenciones 


Artículo 409. — Inclúyese en la nómina establecida 
en el artículo 618 de la Ley N* 15.809, de 6 de abril de 
1986, con vigencia a partir del 1% de enero ae 1987, al 
Instituto Psico-Pedagógico Uruguayo, con una partida de 
N$ 4:000.000 (nuevos pesos cuatro millones). 


Las subvenciones establecidas en dicho artículo, para 
las instituciones que a continuación se detallan, quedarán 
fijadas a partir del 19 de enero de 1987 en los siguientes 
montos: 


N$ 

Cruz Roja Internacional 4:000.000 
Asociación Honoraria de Salvamentos 

Marítimos y Fluviales (ADES) 10:000.000 
Asociación Uruguaya de la Lucha 

contra el Cáncer 2:000.000 
Patronato del Sicópata 8:000.000 
Fundación Pro-Cardias 5:000.000 
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'Facúltase al Poder Ejecutivo, atendiendo a las dis- 
ponibilidades de tesorería, a otorgar las siguientes sub- 
venciones a partir del 1% de enero de 1987: 


hasta N$ 


Asociación Nacional para el Niño 

Lisiado 6:000.000 
Movimiento Nacional Gustavo Volpe'* 1:000.000 
Escuela para adultos Federico Ozanam 2:000.000 
Plenario Nacional del Impedido 500.000 
Organización Nacional Pro Lahoral para Li , 

siados (ONPLI) 1:000.000 
Instituto Histórico y Geográfico * 1:000.000 


CAPITULO VII : 


INCISO 24 
Diversos Créditos 


Artículo 410, — Habilíitase una partida por única vez 
de:-N$ 8:688.000 (nuevos pesos ocho millones seiscientos 
ochenta y ocho mil), equivalente a U$S 48.000 - (dólares 
de:los Estados Unidos de América -cuarenta y ocho mil), 
a 'fin de atender el pago al Centro Panamericano de Fie- 
bre Aftosa, del aporte nacional para la puesta en marcha 
del Convenio para la emaplcación de la a Aftosa en 
la Cuenca del Plata. - - 


: "Art. 411. — Autorízase al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca a disponer de una partida añual de 
N$ 10:860.000 (nuevos pesos diez millones ochocientos 
sesenta mil), equivalente a U$S 60.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América sesenta mil), para los Ejer- 
cicios 1987 y 1988, como contribución al Convenio de 
Fortalecimiento Institucional en Materia de Sanidad Ve- 
getal, celebrado entre dicho Ministerio y el Instituto In- 
teramericano para la Cooperación para la Agricultura 
Neniddo 


Art. 412. — Establécese una partida, por una sola 
vez, de N$ 244:350:000 (nuevos pesos doscientos cuaren- 
ta y cuatro: millones trescientos cincuenta mil), equiva- 
lente a U$S 1:350.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América un millón trescientos cincuenta mil), como con- 
tribución nacional al 1V Ciclo del Programa de las Na- 
ciones Unidas para el Desarrollo (1987-1990) en el País. 


Art. 413. — Fíjase una partida de N$ 181:000.000 
(nuevos pesos ciento ochenta y un millones) equivalente 
a U$S 1:000.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón), para el proyecto de asistencia técnica en 
materia fiscal, mercados de capital y de función pública, 
a ser financiada con un préstamo externo. .. 


Art. 414. — Asígnase al “Plan Nacional de Desarro- 
llo para Obras Públicas Municipales” que atiende el Es- 
tado, las partidas y destinos siguientes: 


A) “Obras Municipales (Rentas Generales)”, las tanti- 
dades de N$ 319:400.000 (nuevos pesos trescientos 
diecinueve millones cuatrocientos mil), para el año 
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1987; N$ 1.006:100,.000 (nuevos pesos mil seis mi- 
llones cien mil), para el año 1988, y N$ 638:000.000 
(nuevos pesos seiscientos treinta y ocho millones), pa- 
ra el año 1989, para la ejecución de obras de arqui- 
tectura, pavimentación urbana y desgúes pluviales en 
las Intendencias Municipales del Interior; nuevos pe- 
sos 101:642.000 (nuevos pesos ciento un millones 

+ - seiscientos cuarenta y dos mil), -para el año 1987; 
N$ 247:730.000 (nuevos pesos doscientos cuarenta y 
siete millones setecientos treinta mil), para. el año 
1988 y N$ 203:321.000 (nuevos pesos doscientos tres 
millones trescientos veintiún mil), para el año 1989, 
para la ejecución de obras de agua potable y sanea- 
miento por Obras Sanitarias del Estado (OSE), en 
las Intendencias Municipales del Interior. 


B) “Obras Municipales (Endeudamiento Externo)”, las 
cantidades de N$ 998:759.000 (nuevos pesos novecien- 
tos noventa y ocho millones setecientos cincuenta y 
nueve mil), para el año 1987; N$ 1.799:800.000 (nue- 
vos pesos mil setecientos noventa y nueve millones 
ochocientos mil), para el año 1988 y N$ 1.161:620.000 
(nuevos pesos mil ciento sesenta y un millones seis- 
cientos veinte mil), para el año 1989, para la ejecu- 
ción de obras de arquitectura, pavimentación urbana 
y desgiúes pluviales en las Intendencias Municipales 
del interior; N$ 436:469.000 (nuevos pesos cuatro- 
cientos treinta y seis millones cuatrocientos sesenta 
y nueve mil), para el año 1987; N$ 1.063:253.000 
(nuevos pesós mil sesenta y tres millones doscientos 
cincuenta y tres mil), para el año 1988 y nuevos pe- 
sos 799:772.000 (nuevos pesos setecientos noventa y 
nueve millones setecientos setenta y dos mil), para 
el año 1989, para la ejecución de obras de. agua po- 
table y saneamiento por Obras Sanitarias del Esta- 
do (OSE), en las Intendencias Municipales del Inte- 
rior. 


Las cantidades asignadas para la ejecución de obras 
de arquitectura, pavimentación urbana y desagiúes pluvia- 
les, podrán ejecutarse hasta la cantidad de: en 1987, nue- 
vos pesos 1.248:448.119 (nuevos pesos mil doscientos cua: 
renta y ocho millones cuatrocientos cuarenta y ocho mil 
ciento diecinueve); en 1988, N$ 1.248:448.119 (nuevos 
pesos mil doscientos cuarenta y ocho millones cuatrocien- 
tos cuarenta y ocho mil ciento diecinueve); en 1989, 
N$ 1.718:323.969 (nuevos pesos mil setecientos dieciocho 
millones trescientos veintitrés mil novecientos sesenta y 
nueve). 


Las cantidades asignadas para la ejecución de obras 
de agua potable y saneamiento por Obras Sanitarias del 
Estado (OSE), podrán ser ejecutadas: en 1988, nuevos 
pesos 1,100:000.000 (nuevos pesos mil cien millones). 


Las partidas con cargo a Rentas Generales y Endeu- 
damiento Externo, serán administradas por el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, en acuerdo con las In- 
tendencias Municipales. 


Estas partidas se ajustarán en el mismo porcentaje 
y oportunidad en que se aplique, por parte del Poder Eje- 
cutivo, la facultad prevista por el artículo 82 de 'la' Ley 
N?9 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el artículo 151 de lá Ley N* 15.851, de 24 
de diciembre de 1986. 
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Art. 415. — Asígnanse, con cargo al “Plan Nacional 
de Interconexión :Vial”, las partidas que se indican para 
los siguientes destinos: 


A) “Caminos Rurales” (Fondo de Inversiones del MTOP 
- FIMTOP), N$ 787:350.000 (nuevos pesos setecien- 
tos ochenta y siete millones trescientos cincuenta mil), 
para el año 1988, y N$ 552:500.000 (nuevos pesos 
quinientos cincuenta y dos millones quinientos mil), 
para el año 1989, las que serán destinadas a la cons- 
trucción de caminos rurales. 


B) “Caminos Rurales” (Endeudamiento Externo), nuevos 

pesos 787:350.000 (nuevos pesos setecientos ochenta 

y siete millones trescientos cincuenta mil), para el 

año 1988, y N$ 552:500.000 (nuevos pesos quinientos 

cincuenta y dos millones quinientos mil), para el año 

e 1989, las que serán destinadas a la construcción ae 
caminos rurales. : 


Las partidas con cargo al FIMTOP y Endeudamiento 
Externo, serán administradas por el Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas. 


Estas partidas se ajustarán en el mismo porcentaje 
y oportunidad en que se aplique, por parte del Poder 
Ejecutivo, la facultad prevista por el artículo 82 de la 
Ley N*? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


CAPITULO VII 


NORMAS TRIBUTARIAS 


Artículo 416. — Sustitúyense los artículos 13 y 14 
del Título 1 del Texto Ordenado 1987, por los siguientes: 


“ARTICULO 13. — Podrá constituirse a favor del 
Estado y demás personas públicas estatales y no es- 
tatales, prendas sin desplazamientos sobre los bienes 
comprendidos en los artículos 32 de la Ley N9 5.649 
de 21 de marzo de 1918, y 2% de la Ley N? 8.292, de 
24 de setiembre de 1928, y en general sobre cualesquie- 
ra bienes muebles o créditos individualizados propios 
del contribuyente, responsable o tercero, en garantía 
de obligaciones tributarias, prestaciones de seguridad 
social y sanciones pecunarias. ! 


ARTICULO 14. — Serán aplicables a las prendas a 
las que refiere el artículo anterior, en lo pertinente, 
las disposiciones de los artículos 1%, 2%, 5% a 9% y 10 
de la Ley N9% 5.649, de 21 de marzo de 1918, en la 
redacción dada por el artículo 42 de la Ley N9 13.608, 
de 8 de setiembre de 1967; 11 a-18 y 20 a 23 de la 
Ley N* 5,649, de 21 de marzo de 1918, y los artículos 
392 y 5% de la Ley N? 8.292, de 24 de setiembre de 
1928”. 


Art. 417. — Para la ejecución de las prendas que re- 
caigan sobre bienes corporales se aplicará el procedimien- 
to establecido en el inciso segundo, del artículo 26 de la 
Ley NY? 12.367, de 8 de enero de 1957. : 


” Art. 418. — Agrégase al artículo 21 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1987, el siguiente literal: 


_ “F) Las rentas obtenidas por la Corporación Nacio- 
. nal para el Desarrollo, provenientes de la com- 
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pra a instituciones de intermediación financiera 
comprendidas en los artículos 19 y 22 del Decre- 
to-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, 
de créditos: de. empresas deudoras de aquéllas. 
Asimismo estarán exoneradas las rentas obtebi- 
das por la Corporación Nacional para el Desa- 
rrollo, por los créditos que le sean transferidos 
a su favor, de conformidad con el artículo 24 
de la Ley N? 15.785, de 4 de diciembre de 1985”. 


Art. 419. — Sustitúyese el artículo 27 del Título 4 


del Texto' Ordenado 1987, por el siguiente: | 


pue 


“ARTICULO 27. — Autorízase al Poder Ejecutivo, 
de acuerdo con el Decreto-Ley N9 14.178, de 28 de 
marzo de 1974, a exonerar del pago del Impuesto a 
las Rentas de la Industria y Comercio a las empresas 
comprendidas en dicho decreto-ley, que tengan la for- 
ma jurídica de sociedad por acciones, deduciendo de 
la renta neta fiscalmente ajustada, del Ejercicio én 
que se realiza la inversión o de los Ejercicios compren- 
didos en la resolución respectiva, el monto del aumen- 
to de capital integrado, derivado de la capitalización 
de reservas o de la distribución de dividendos en ac- 
ciones, equivalente a la inversión referida. 


La autoridad social competente deberá resolver la 
capitalización de reservas o la distribución de divi- 
dendos en acciones, en un plazo máximo que no pú- 
drá exceder el de presentación de la respectiva de- 
claración jurada. ¡ 


No podrán capitalizarse reservas legales por reinver- 
siones y por mantenimiento de capital circulante. 


Para el caso de que no se cumpla- con la efectiva 
emisión de acciones, se adeudará el impuesto sobre 
las rentas exoneradas desde la fecha en que el mis- 
mo se hubiera devengado, con las sanciones corres- 
pondientes”. . - 


Art. 420, — Sustitúyese el artículo 28 del Titulo 4 
del Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 28. — En la resolución respectiva se 
establecerá: 


1) El monto máximo generador de la exoneración 
tributaria. 


2) Los ejercicios fiscales en los cuales será aplicable. 


3) El plazo máximo para realizar las modificaciones 
estatutarias y trámites judiciales que correspon- 
dan, para ampliar el capital autorizado y emitir 
las acciones correspondientes al capital integrado, 
de acuerdo al artículo anterior. 


La exoneración no podrá ser superior al aporte de 
capital propio previsto en el proyecto para financiar 
la inversión o aquel que resulte de la efectiva implan- 
tación del proyecto, si fuese menor, 
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El Poder Ejecutivo podrá modificar la Resolución a 


. que hace referencia este artículo”. 


Art. 421. — Sustitúyese a partir del 19 de julio de 
1987 el literal A), del artículo 2% del Titulo 8 del Texto 
Ordenado 1987, por el siguiente: 


“A) Las derivadas de actividades agropecuarias des- 


tinadas a obtener productos primarios, vegetales 
o animales, tales como cría o engorde de gana- 
do, producción de lanas, cueros, leche, avicultu- 
ra, apicultura, cunicultura, producción agrícola, 
frutícola, hortícola y floricultura. Se incluirán a 
los efectos de esta ley, las derivadas de activi- 
dades agropecuarias realizadas bajo formas ju- 
rídicas de aparcería, pastoreo y similares, ya sea 
en forma permanente, accidental o transitoria”. 


Art. 422. — Agrégase al artículo 13 del Título 8 del 


Texto Ordenado 1987, el siguiente inciso: 


A), 
por 


“Los contribuyentes titulares de las actividades de 
avicultura, apicultura y cunicultura, liquidarán obli- 
gatoriamente el Impuesto a las Rentas Agropecuarias 
a partir del 19 de julio de 1987”. 


Art. 423. — Sustitúyese el inciso segundo, del literal 
del artículo 8% del Título 10 del Texto Ordenado 1987, 
el siguiente: 


“Cuando se trate de bienes cuya distribución en la 
etapa minorista presente características que no per- 
mitan el adecuado control del impuesto, la reglamen- 
tación podrá disponer que éste se liquide en alguna 
de las etapas precedentes sobre el precio de venta al 
público, estableciendo un régimen especial de deduc- 


“ciones que asegure la imposición del valor. agregado 


: «en cada etapa. Si este precio no estuviese fijado ofi- 


cialmente, -el Poder Ejecutivo establecerá el porcen- 
taje a agregar al precio de venta al minorista, a cuyo 
efecto tendrá en cuenta las características de la co- 
mercialización de los distintos bienes y los anteceden- 


_ tes que proporcionen los interesados”. 


del 


Art. 424. — Sustitúyese el literal B) del artículo 9% 
Título 10 del Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“'B) El impuesto pagado al importar bienes por el 
importador o el comitente en su caso. 


En los casos previstos en los apartados prece- 
dentes se requerirá que dichos impuestos proven- 
gan de bienes o servicios que integran directa- 
mente o indirectamente el costo de bienes y ser- 
vicios destinados a las operaciones gravadas. 


Cuando se realicen a la vez Operaciones grava. 
das y exentas, la deducción del impuesto a los 
bienes y servicios no destinados exclusivamente a 
unas o a otras se efectuará en la proporción co- 
rrespondiente al monto de las operaciones gra- 
vadas. 


En los casos de exportaciones podrá deducirse 
el impuesto correspondiente a los bienes y servi. 
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cios que integren directa o indirectamente el cos- 
to del producto exportado; si por este concepto 
resultare un crédito a favor del exportador, éste 
será devuelto o imputado al pago de otros im- 
puestos en la forma que determine el Poder Eje- 
cutivo, el que queda facultado para adoptar otros 
procedimientos para el cómputo de dicho cré- 
dito. 


Las empresas de transporte terrestre de cargas, 
no tendrán en cuenta la prestación de servicios 
realizada fuera del país a los efectos de propor- 
cionar el impuesto incluido en sus compras de 
bienes y servicios. a 


En las enajenaciones de vehículos automotores 
usados, cuya última adquisición no estuviera gra- 
vada, el impuesto se liquidará sobre el valor 
agregado en esta etapa. Cuando a juicio de la 
oficina recaudadora, el precio de adquisición no 
resulte fehacientemente probado por la documen- 
tación respectiva o cuando la compra haya sido 
efectuada a un no contribuyente, el Poder Eje- 
cutivo podrá fijar porcentajes estimativos del va- 
lor agregado en la etapa gravada. 


La Dirección General Impositiva, a solicitud 
de los contribuyentes, podrá conceder procedi- 
mientos especiales de liquidación del impuesto, 
los que deberán ser publicados y a los cuales 
podrán acogerse, previa aceptación de la oficina, 
los contribuyentes que estén en la misma situa- 
ción”, 


Art. 425. — Sustitúyense los incisos tercero y cuar- 


to del artículo 9% del Título 10 del Texto Ordenado 1987, 
por el siguiente: 


“Los sujetos pasivos a que refiere el literal b) del 
artículo 6% de este Titulo, podrán deducir el impues- 
to incluido en sus adquisiciones de bienes de activo 
fijo, con excepción del incluido en sus compras de 
vehículos automotores. Estará gravada la enajenación 
de bienes de activo fijo, excepto automotores, cuando 
el sujeto pasivo haya deducido el impuesto corres- 
pondiente en oportunidad de su adquisición”. 


Art. 426. — Sustitúyense los literales A) y B), del 


inciso segundo de] artículo 11 del Título 10 del Texto 'Or- 
denado 1987, por los siguientes: 


“'A) El Impuesto al Valor Agregado correspondiente 
a las adquisiciones referidas en el inciso tercero 
del artículo anterior, en la forma prevista en los 
incisos segundo y tercero del literal B), del ar- 
tículo 99. 


B) El impuesto pagado al importar los bienes re- 
feridos en el literal anterior, en la forma allí 
prevista”. 


Art. 427. — Agrégase al artículo 11 del Titulo 10 del 


Texto Ordenado 1987, el siguiente inciso: 


“Lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable 
a los sujetos pasivos que a la vez desarrollen activi- 
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: dades agropecuarias e industriales, cuando el produc- 
to total o parcial de la actividad agropecuaria cons- 
tituya insumo de la industrial”. 


- Art. 428. — Sustitúyese e] literal B), del artículo 15 
del' Título 10 del Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“*B) Medicamentos y especialidades farmacéuticas, 
materias primas denominadas sustancias activas 
para la elaboración de los mismos e implemen- 
tos a ser incorporados al organismo humano de 
acuerdo con las técnicas médicas”. 


Agréganse los siguientes literales al artículo 15 de! 
Título 10 del Texto Ordenado 1987: 


“C) Los intereses de los préstamos que se concedan 
a partir de la vigencia de esta ley, a personas 
físicas que no sean contribuyentes del Impuesto 
a las Rentas de la Industria y Comercio o del 
Impuesto a las Actividades Agropecuarias o del 
Impuesto a las Rentas Agropecuarias. 


D) Los servicios prestados por hoteles, relacionados 
con hospedaje. El Poder Ejecutivo determinará 
cuáles son los servicios comprendidos”. 


Art. 429. — Agréganse al numeral 2), del artículo 16 
de! Título 10 del Texto Ordenado 1987 y modificativas, 
los siguientes literales: 


 “H) Los intereses de préstamos concedidos a empre- 
sas declaradas de interés nacional de acuerdo al 
Decreto-Ley N? 14.178, de 28 de marzo de 1974, 
para financiar proyectos de promoción industrial, 
mientras no se reciba la financiación comprome- 
tida de instituciones financieras, ya sean nacio- 
nales o extranjeras. 


1) Las de arrendamiento de cámaras de frío pres- 
tadas por cooperativas agrarias a sus asociados. 


J) Las retribuciones personales obtenidas fuera de 
la relación de dependencia, cuando las mismas 
se originen en actividades culturales desarrolla- 
das por artistas residentes en el país”. 


Art. 430. — Sustitúyese el literal H), de] numeral 1) 
del artículo 16 del Título 10 de: Texto Ordenado 1987, 
por el siguiente: 


““H) Combustibles derivados del petróleo excepto 
fuel-oil.” ; 


Art. 431. — Modifícase lo dispuesto en el numeral 14), 
del artículo 1% del Título 11 del Texto Ordenado 1987, 
en lo referente a tasas y afectaciones de fuel-oil por los 
valores que se expresan a continuación: 


Rentas 
Producto MTOP Generales Total 
% % o % 
Fuel-oil 5 5 10 


Art. 432. — Lo dispuesto en los dos artículos ante- 
riores se aplicará en oportunidad de fijarse nuevos pre- 
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cios de combustibles con posterioridad a la promulgación 
de la presente ley. 


Art. 433. — Las rentas derivadas de actividades agro- 
pecuarias e industriales obtenidas por el mismo sujeto 
pasivo, cuando el producto total o parcial de la actividad 
agropecuaria constituya insumo de la industrial, estarán 
comprendidas en el literal A), del artículo 22 del Título 
4 del Texto Ordenado 1987. Serán de aplicación a la 
actividad agropecuaria las disposiciones contenidas en el 
inciso segundo, del artículo 2% y artículos 5%, 79, 89, 90 y 
11 del Título 8 del Texto Ordenado 1987. Estos contribu- 
yentes no deberán liquidar el Impuesto a las Rentas Agro- 
pecuarias ni el Impuesto a las Actividades Agropecuarias. 


Art. 434. — Los sujetos pasivos mencionados en el 
artículo anterior, computarán las rentas devengadas en 
concepto de arrendamientos de inmuebles rurales. 


No estarán comprendidos los arrendamientos a que 
hace referencia el inciso tercero, del artículo 2% del Tí- 
tulo 8 del Texto Ordenado 1987. 


Art. 435. — Los sujetos pasivos mencionados en los 
artículos anteriores deberán computar las rentas deven- 
gadas en concepto de pastoreos, aparcerías y similares. 


Art. 436. — Las retenciones y los pagos realizados 
por los sujetos pasivos responsables y contribuyentes del 
Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, se- 
rán imputadas por los sujetos pasivos a que refieren los 
artículos anteriores, como pagos a cuenta del Impuesto a 
las Rentas de la Industria y Comercio. 


Art. 437. — Los sujetos pasivos del Impuesto a las 
Rentas Agropecuarias que se encuadren en la hipótesis 
prevista en el artículo 433 de la presente ley, podrán de- 
ducir en la liquidación del Impuesto a las Rentas de la 
Industria y Comercio, a partir del Ejercicio en que dejen 
de ser sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas Agrope- 
cuarias, las pérdidas fiscales de Ejercicios anteriores por 
concepto de este último impuesto, siempre que no hayan 
transcurrido más de tres años a partir del cierre del 
Ejercicio en que se produjo la pérdida, actualizadas en la 
forma establecida por el literal N), del artículo 10 del 
Título 4 del Texto Ordenado 1987. 


Cuando los sujetos pasivos mencionados en el inciso 
anterior, dejaren de realizar actividad industrial, podrán 
liquidar el Impuesto a las Actividades Agropecuarias si 
sus ingresos netos no superaran el monto que determina 
su inclusión en el Impuesto a las Rentas Agropecuarias, 
de acuerdo a las normas vigentes. 


Si en los Ejercicios siguientes se liquida el Impuesto 
a las Rentas Agropecuarias, se podrán deducir las pérdi- 
didas fiscales de Ejercicios anteriores, por concepto del 
Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, siem- 
pre que no hayan transcurrido más de tres años a partir 
del cierre del Ejercicio en que se produjo la pérdida, ac- 
tualizadas en la forma establecida por el literal N), del 
artículo 10 del Titulo 4 del Texto Ordenado 1987. 


Art. 438. — Sustitúyese el artículo 1% del Título 12 
del Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 
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“ARTICULO 1? — Grávase la venta de moneda *x- 
tranjera cuando la contraprestación fuera contratada 
en moneda nacional, y de metales preciosos, que rea- 
licen el Banco Central del Uruguay, el Banco Hipote- 
cario del Uruguay, el Banco de la República Oriental 
del Uruguay, los bancos privados, las casas financie- 


: ras, las casas de cambios y las cooperativas de aho. 


rro y crédito, quienes serán los contribuyentes del 
impuesto. 


Asimismo serán contribuyentes quienes se encuen 


tren comprendidos en el literal A), del articulo 29 del 


Titulo 4 del Texto Ordenado 1987, por aquellás ventas 


ael 


que sean realizadas a quienes no se encuentran men- 
cionados “en el inciso anterior. 


También serán contribuyentes los mencionados en 
el inciso anterior por las compras de moneda extran- 
jera, cuando la contraprestación fuera contratada en 
moneda nacional, a quienes no sean sujetos pasivos 
de este'impuesto. 

En las Operaciones de cambio futuro, el tributo se 
liquidará cuando venzan los plazos pactados, con in- 
Arena del cumplimiento del contrato. 


No estarán gravadas las operaciones de rise 


y la venta de metales preciosos cuando la contrapres- 
tación se efectúe en dichos metales”. 


Art. 439. — Sustitúyese el artículo 12 del Título 14 
Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 12. — El patrimonio de las personas ju- 
rídicas, de las personas jurídicas del exterior y los 


., activos destinados a la explotación comercial e in- 


dustrial, se avaluarán en lo pertinente por las nor- 


. mas que rijan para el Impuesto a las Rentas de la 


Industria y Comercio. 


Cuando existan activos en el exterior, se computa- 
rá como pasivo el importe de las deudas que exceda 
el valor de dichos activos. 


En caso de tener otros bienes exentos de este im- 
puesto o de los mencionados en el artículo 8% el pa- 
sivo resultante se computará por la parte proporcio- 
nal al activo gravado. A los efectos de esta propor- 
ción no se incluirán los activos en el exterior. 


Los activos en el exterior, por exportaciones al co- 
bro, se computarán como activo gravado a los efectos 
de lo dispuesto precedentemente. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las in- 
dustrias manufactureras y extractivas una deducción 
complementaria de hasta el 25% (veinticinco por cien- 
to), del patrimonio ajustado fiscalmente, en función 
de la distancia de su ubicación geográfica con res: 
pecto a Montevideo. 


Los bienes de las sociedades personales y en coman-. 


dita por acciones, titulares de explotaciones agrope- 
cuarias, se determinarán de acuerdo a lo dispuesto por 
el artículo 10 de este Título. 


Los bienes muebles del equipo industrial directamen- 
te afectados al ciclo productivo, y que se adquieran 
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con posterioridad a la vigencia de-la presente ley, se 
- Computarán por el 50 %e (cincuenta por. ciento), de su 
valor fiscal”. : 


- Art, 440. -— Acuérdase un crédito a los organismos es- 
tatales que. no sean contribuyentes del Impuesto al Valor 
Agregado por el monto del referido impuesto incluido en 
las adquisiciones de bienes y «servicios necesarios pará la 
ejecución de proyectos financiados. por organismos inter- 
nacionales y por el monto financiado por. éstos. 


Art. 441. — Acuérdase un crédito a la Asociación Uru- 
guaya de Aldeas Infantiles SOS, por el Impuesto al Valor 
Agregado incluido.en las adquisiciones de bienes y servi- 
cios utilizados en la construcción que habrá de realizar en 
el inmueble empadronado con el N* 8421, de la 5ta. Sec- 
ción Judicial de Florida. 


-* Art. 442, — Acuérdase a los titulares de actividades 
de prospección y exploración de sustancias minerales, un 
crédito por el Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
adquisiciones de bienes y servicios necesarios para la rea- 
lización de las actividades mencionadas. 


- Art, 443. — Los cesionarios de créditos nominativos 
contra la Dirección General Impositiva, en concepto de 
devoluciones del Impuesto al Valor Agregado, serán res- 
ponsables del exceso de crédito incluido en dicha cesión 
en cuanto supere el monto del Impuesto al Valor Agrega, 
do facturado al cedente. 


El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente 
disposición estableciendo condiciones y formas de hacerla 
efectiva, pudiendo incluso exigir garantías suficientes al 
cesionario cuando éste, a su vez, cede el crédito recibido. 


Art. 444. — Los gastos en que se incurra para finan. 
ciar proyectos de investigación y desarrollo científico y 
tecnológico, en particu'ar en biotecnología, podrán com. 
putarse por una vez y media su monto real a los efectos 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio y 
del Impuesto a las Rentas Agropecuarias, siempre que di- 
chos proyectos sean aprobados por la Unidad Asesora de 
Promoción Industrial del Ministerio de Industria y Ener- 
gía o por la Dirección Nacional de Ciencias y Tecnología, 
dentro de las áreas declaradas prioritarias por-la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


A los efectos indicados en el inciso anterior los gastos . 
a computar comprenderán los realizados directamente por 
las empresas y los aportes que las mismas realicen a ins- 
tituciones públicas o privadas para finamciar dichos Bros 
yectos. 


Art. 445. — A efectos de la liquidación del Impuesto 
a las Rentas de la Industria y Comercio y del Impuesto a 
las Rentas Agropecuarias, la renta bruta constituida por 
los aumentos de patrimonio producidos como consecuén- 
cia de quitas concedidas por las empresas comprendidas 
en el Decreto-Ley NY 15.322, de 14 de setiembre de 1982, 
podrán computarse a opción del contribuyente: 


A) En el Ejercicio que opere la quita, 


B) En quintos, en el Ejercicio que se Opera la quita y 
en los siguientes, luego de absorbida la pérdida fiscal 
del Ejercicio. Ú 
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“tLas- utilidades que resulten diferidas se actualizarán 
por: aplicación del porcentaje de variación del Indice de 
Precios al por mayor, entre los meses de cierre dél Ejer- 
cicio anterior y del que se liquida. 


« Esta disposición regirá exclusivamente para los Ejer- 
cicios cerrados entre el 19 de enero de 1987:y el 31 de 
miclembres de 1988. 


Art. 446, — PT al artículo 8% del Decreto-Ley 
No, 14.178, de 28 de marzo de 1974, el siguiente literal: 
-..:“F) Otorgamiento de un crédito por el Impuesto al 
Valor Agregado incluido en la adquisición, O 
arriendo con opción a compra, de determinados 
bienes del activo fijo”. 


“Art, 447, — Exonéranse del Impuésto a las Rentas de 
la Industria y Comercio o del Impuesto a las Rentas 
Agropecuarias. en su Caso, hasta un máximo del 40% 
(cuarenta por ciento), de la inversión realizada en el Ejer- 
cicio, las rentas que se destinen a la adquisición de: 


A) Máquinas e JRSilacióneS industriales. 


ora 


BJ) Maquinarias agrícolas. 


C):: Mejoras fijas en el sector agropecuario. El Poder Eje- 
cutivo establecerá la nómina al respecto. 


D) Vehículos utilitarios. El Poder Ejecutivo determinara 
.., Qué se entenderá por tales. 


EY Bienes muebles destinados al equipamiento y reequi- 
. pamiento de hoteles, moteles y paradores. : 


r) Bienes de capital destinados a mejorar la prestación 
“de servicios al turista en entretenimiento, esparci- 
- miento, información y traslados. El Poder Ejecutivo 
determinará la nómina. 


G) Equipos necesarios para el procesamiento electrónico 
. de datos y para las comunicaciones. 


.. Exonéranse del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, hasta un máximo del 20 % (veimte por cien- 
to), de la inversión realizada en el Ejercicio, las rentas 
que se destinen a: - 


A) Construcción y ampliación de hoteles, moteles y pa- 
radores. 


B) Construcción de edificios o sus ampliaciones destina- 
'* dos a la actividad Industrial. 


:» “Las rentas que se exoneren por aplicación de los in- 
cisos anteriores no podrán superar el 40% (cuarenta ' por 
ciento), de las rentas netas del Ejercicio, una vez dedu- 
cidas las exoneradas por otras disposiciones. 


Las rentas exoneradas por este artículo no podrán ser 
distribuidas y deberán ser llevadas a una reserva cuyo 
único destino ulterior será la capitalización. 


Cuando el Ejercicio en que se hayan efectuado in- 
versiones o en los tres siguientes, se enajenen los bienes 
comprendidos en las exoneraciones de este artículo, deberá 
computarse como renta del año fiscal en que tal hecho se 
produzca, el monto de la exoneración efectuada por in- 
versión, sin perjuicio del resultado de la enajenación. 
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No serán computables como inversiones la adquisicion 
de empresas o cuotas de participación en las mismas. 


Estas normas regirán para Ejercicios iniciados a par- 
tir de la vigencia de la presente ley. 


Art. 448. — Cométese al Poder Ejecutivo la fijación 
definitiva del tributo creado por el Decreto-Ley N? 14.912, 
de 3 de agosto de 1979, sobre la base del mayor valor que 
hayan tenido total o parcialmente los predios beneficiados 
por las obras de riego y drena/e ejecutadas en el depar- 
tamento de Rocha. 


Art. 449. — Fijado el tributo de acuerdo con el ar- 
tículo anterior se procederá a ajustar las obligaciones de 
los. contribuyentes y a efectuar las devoluciones o libera. 
ciones de adeudos por las demasías que resultaren. 


Asimismo, si por dichos ajustes, se produjere desfi- 
nanciación de las obras el Estado tomará de su cargo la 
parte desfinanciada subrogando por este monto como deu. 
dor a los contribuyentes y a la Intendencia Municipal de 
Rocha ante el Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, por los préstamos relacionados con lás obras de 
riego y drenaje indicadas en el artículo anterior. 


CAPITULO IX 
NORMAS SOBRE ORDENAMIENTO FINANCIERO 


Artículo 450. — La Contabilidad y Administracion 
Financiera del Estado (artículo 213 de la 'Constitu- 
ción de la República) se regirá por las siguientes dis. 
posiciones. 


“TITULO PRELIMINAR DE LOS ORGANISMOS DE 
* ADMINISTRACION FINANCIERA O PATRIMONIAL 


Artículo 451. — Constituyen materia de la presente 
Ley de Contabilidad y Administración Financiera los 
_ hechos, actos u operaciones de los que se deriven 
transformaciones o variaciones en la Hacienda: Públi- 
ca. Quedan comprendidos en la misma, en carácter de 
organismos de Administración Financiero-Patrimonial, 
sin perjuicio de las atribuciones, facultades, derechos 
y obligaciones que les asignen la Constitución de la 
República y las leyes: 


— Los Poderes del Estado; 

— El Tribunal de Cuentas; 

— La Corte Electoral; 

— El Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 
— Los Gobiernos Departamentales; 

— Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados; 
— Los Entes de Enseñanza Pública; 


— En general todos los OTRADISmIos, Servicios o Ent1- 
dades Estatales. 


Para los Entes imdustriales o comerciales del Esta.- 
do, esta ley será de aplicación en tanto sus leyes or- 
gánicas no prevean expresamente regímenes dida 
les. 
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TITULO 1 


DE LOS RECURSOS, FUENTES DE 
FINANCIAMIENTO Y GASTOS DEL ESTADO 


CAPITULO 1 


DE LOS RECURSOS Y LAS FUENTES 
DE FINANCIAMIENTO 


Su determinación, fijación, recaudación 
y registración contable 


Artículo 452. — Constituyen recursos y fuentes de 
financiamiento del Estado: 


1) Los impuestos, contribuciones o tasas que se esta- 
blezcan de conformidad con la Constitución de la 
República. 


2) La renta de los bienes del patrimonio del Estado 
y el producto de su venta. 


3) El producto neto de las empresas del dominio <o- 
mercial e industrial del Estado, en cuanto no es- 
té afectado por sus leyes orgánicas o especiales. 


4) El producto de otros servicios que se prestan con 
cobro de retribución. 


5) El producto de empréstitos y Otras operaciones de 
crédito. 


6) Toda otra entrada que se prevea legalmente o 
que provenga de hechos, actos u operaciones que 
generen créditos o beneficios para el Estado. 


Art. 453, -— Los recursos y las fuentes de finan. 
ciamiento del Estado se determinan por las leyes na- 
cionales o por los decretos de los Gobiernos Departa- 
mentales que les dan orígen. Se fijan y recaudan por 
las oficinas y agentes, en el tiempo y forma que di- 
chas leyes o actos y su reglamentación establezcan. 


Su producto deberá depositarse en bancos del Esta- 
do. En casos de excepción debidamente fundados, el 
Poder Ejecutivo podrá autorizar su depósito en insti. 
tuciones financieras no estatales. 


La reglamentación establecerá los plazos y condí- 
ciones en que los depósitos deberán efectuarse. 


Art. 454. — A los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 453 y sin perjuicio de las excepciones allí es- 
tablecidas, se abrirá una cuenta en el Banco de la 
República Oriental del Uruguay, a la orden del. Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, para depositar los 
fondos provenientes de ingresos cuya administración 
esté a cargo del Gobierno Nacional, aún cuando los 
mismos tuvieran afectación especial salvo las excep- 
ciones legalmente establecidas, de conformidad al ar- 
tículo 532 de esta ley. 
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Art. 455. — Las instituciones financieras depo- 
sitarias. deberán informar a la Contaduría General 
de la Nación del movimiento habido en las cuentas a 
que se refieren los artículos anteriores, en la oportu- 
nidad y forma que determine la reglamentación, sin 
perjuicio de la información que brinden a los titu- 
lares de las mismas. . 


Art. 456. — Las oficinas, dependencias o perso. 
nas que recauden fondos de cualquier naturaleza, in- 
formarán a la Contaduría General de la Nación, Con. 
taduría General de la Intendencia Municipal o Con- 
tadurías que correspondan, en el tiempo y forma que 
éstas determinen, directamente o por intermedio de 
las Contadurías Centrales, acerca del monto y con- 
cepto de sus recaudaciones y acompañará a la infor- 
mación el duplicado de las boletas de depósitos efec- 
tuados. 


Art. 457. — E] destino de los recursos del Estado 
sólo podrá ser dispuesto por la ley O, en su caso, por 
resolución de la Junta Departamental, 


Art. 458. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 22 y concordantes del Código Tributario, la 
concesión de exoneraciones, rebajas, moratorias o fa- 
cilidades para el pago de tributos, sólo podrá ser dis. 
puesta en las condiciones que determine la ley o, en 
su caso, los decretos de las Juntas Departamentales. 


Art. 459. — Los créditos a favor del Estado, que 
una vez agotadas las gestiones de recaudación se con- 
sideren incobrables a los efectos contables, podrán asi 
ser declarados por el Poder Ejecutivo o Intendencias 
Municipales o autoridad competente de otros Entes 
con administración financiera, propia. Tal declaración 
no importará renunciar al derecho del Estado, ni in- 
valida su exigibilidad conforme a las leyes que rigen 
en la materia. 


El acto administrativo por el que se declare la in- 
cobrabilidad deberá ser fundado y constar, en los an- 
tecedentes del mismo, las gestiones realizadas para el 
cobro. En el caso de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados y las Intendencias Municipales, de- 
berán enviar copia autenticada del respectivo acto al 
Poder Ejecutivo o Junta Departamental, respectiva. 
mente. 


Art. 460. — Ninguna oficina, dependencia o per- 
sona recaudadora podrá utilizar por sí los fondos que 
recaude. Su importe total deberá depositarse de con- 
formidad con lo previsto en los artículos 453 y 454 y su 
empleo se ajustará a lo dispuesto en el artículo 462, 
salvo los casos de devolución de ingresos percibidos 
por pagos improcedentes o por error, o de multas o re- 
cargos que legalmente quedaren sin efecto o anulados. 


Art. 461. — Se computarán como recursos del 
Ejercicio, los efectivamente depositados en cuentas del 
Tesoro Nacional o ingresados en los organismos u ofi- 
cinas a que se refieren los artículos 451 y 453 hasta el 
día 31 de diciembre. 


Los ingresos correspondientes a situaciones en las 
que el Estado sea depositario o tenedor temporario no 
constituyen recursos. 
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CAPITULO II 
DE LOS GASTOS 
SECCION 1 
De los compromisos 


Artículo 462. — Las asignaciones presupuestales 
constituirán créditos abiertos a los organismos públi- 
cos para realizar los gastos de funcionamiento y de 
inversión necesarios para la atención de los servicios 
a su cargo. Los créditos destinados a solventar gastos 
de funcionamiento serán afectados por los compromi. 
s0s que se contraigan en cada Ejercicio, y los desti. 
nados a gastos de inversión, por los compromisos con- 
traídos que respondan a gastos ejecutados en cada 
Ejercicio. 


El Ejercicio financiero se inicia el 1? de enero y ter- 
mina el 31 de diciembre de cada año. 


Los créditos anuales no afectados al cierre del Ejer- 
cicio, quedarán sin valor ni efecto alguno. 


Art. 463. — Constituyen compromisos los actos 
administrativos dictados por la autoridad competente, 
que disponen destinar definitivamente la asignación 
presupuestal o parte de ella, a la finalidad enunciada 
en la misma. 


Los compromisos deberán ser referidos, por su con- 
cepto e importe, a la asignación presupuestal que de- 
be afectarse para su cumplimiento. 


Para los gastos cuyo monto recién pueda conocerse 
en el momento de la liquidación el compromiso esta- 
rá dado por la suma que resulte de ésta. 


Art. 464. — No podrán comprometerse gastos de 
funcionamiento o de inversiones “sin que exista cré. 
dito disponible, salvo en los siguientes casos: 


1) Cumplimiento de sentencias judiciales, laudos ar- 
bitrales o situaciones derivadas de lo establecido 
en los artículos 24 y 35 de la Constitución de la 
República. 


2) Epidemias, inundaciones, incendios y todo tipo o 
forma de catástrofe cuya gravedad reclame la in- 
mediata acción de los organismos públicos. 


3) Cuando acontecimientos graves o imprevistos re- 
quieran la inmediata atención del Poder Ejecutivo 
o de las Intendencias Municipales en sus respecti- 
vas jurisdicciones. El monto de los créditos que, 
anualmente se podrá autorizar en uso de esta fa- 
cultad, no podrá exceder al 1% (uno por ciento) 
del Presupuesto Nacional o Departamental (ar- 
tículos 214 y 222 de la Constitución de la Repú- 
blica), respectivamente. 


En estos casos se dará cuenta inmediata a la Asam- 
blea General, Comisión Permanente o Junta Departa- 
mental que corresponda, lo que se ordenará en el mis- 
mo acto administrativo. En los casos previstos en los 
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numerales 2) y 3) las resoluciones deberán dictarse 
privativamente por el Poder Ejecutivo o Intendencia 
Municipal según su jurisdicción. 


Art. 465. — Los créditos no podrán destinarse 
a finalidad u objeto que no sean los enunciados en 
la asignación respectiva. 


Art, 466. — No podrán comprometerse gastos 
de funcionamiento o de inversiones, cuyo monto exce- 
da el límite de la asignación anual, salvo los siguien- 
tes casos: 


1) Para el cumplimiento de leyes cuya vigencia ex- 
ceda de un ejercicio financiero. 


2) Para la locación de inmuebles, obras o servicios 
sobre cuya base sea la única forma de asegurar 
la regularidad y continuidad de los servicios pú- 
blicos o la irremplazable colaboración técnica o 
científica especial. 


3) Para operaciones de crédito, por el monto de los 
correspondientes servicios financieros, comisiones 
y otros gastos vinculados. 


No obstante lo dispuesto precedentemente, el monto 
de la afectación anual no podrá exceder el límite del 
crédito respectivo. 


Art. 467. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
articulo anterior los gastos de inversión podrán com- 
prometerse en un Ejercicio anterior a aquel en que se 
ha previsto su ejecución haciendo la reserva de los 
créditos presupuestales del proyecto respectivo o, en 
su caso, del programa en que esté incorporado que 
tenga asignación para el o los Ejercicios siguientes. 


Art. 468. — No podrán comprometerse gastos 
cuya realización se haya condicionado a la existencia 
previa de recursos especiales, si no se hubiera reali- 
zado la recaudación de los mismos. 


No obstante, el ordenador del gasto podrá disponerlo 
si por las características del recurso puede tenerse la 
certeza de su efectiva financiación dentro del Ejerci- 
cio. Las resoluciones que autoricen créditos para gas- 
tar con cargo a dichos recursos establecerán expresa- 
mente el régimen de financiación aplicable. 


Art. 469. — Los gastos afectados y no liquida. 
dos al cierre del Ejercicio, o los liquidados y no inclui- 
dos en orden de pago a la misma fecha, constituirán 
residuos pasivos y se determinarán en forma que per- 
mita individualizar al acreedor. 


Los que correspondan a sueldos o asignaciones co- 
rrelativas a los mismos, pensiones o retribuciones, se 
individualizarán por la oficina o dependencia en la 
que tales gastos hubieren quedado sin liquidar o sin 
incluir en orden de pago. 


La liquidación de los residuos pasivos o su inclusión 
en orden de pago, se hará con cargo a los mismos. Los 
que no hubieren sido liquidados o incluidos en orden 
de pago en el término de dos años a partir de la fina- 
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, ¿lización del Ejercicio en que se hubieren afectado, se 
,£liminarán de las cuentas respectivas, . 


La eliminación del registro no extingue el derecho 
« «del acreedor a reclamar .el cobro. 


Producido el pago, se incluirá en el balance de eje- 
] cución presupuestal en que éste se produce, con reha- 
: »"bilitación del crédito por el -jerarca respectivo. 


SECCION 2 
to . + + De-lx liquidación y pago 


Artículo 470. — Cumplido el servicio o la presta- 
+ ción, y previa verificación del cumplimiento del pro- 
¿»ceso pertinente, se procederá a la liquidación a efec- 
.., tos de determinar la suma cierta que deba pagarse. 
El gasto estará en condiciones de liquidarse cuan- 
do por su concepto y monto corresponda al compro- 
. miso: contraído, tomando: como base la documentación 
que demuestre el ceso del cemprenido: y en 
particular: 


.:1) Para los sueldos y demás: emolumentos, - retribu- 

: + elones: y cargas directamente vinculadas, la real 
prestación de servicios por parte de los' funcio- 
narios. 

2) Para otro tipo “de.estipendios o subvenciones y 
para las pensiones, el cumplimiento de las condi. 
ciones establecidas al acordarlas. 


- 3) Para los gastos e inversiones, la recepción con- 
: forme del objeto adquírido o la prestación del 
servicio contratado. Ello sin perjuicio de la asig- 
nación anticipada de recursos que se otorgue a 

" proveedores con destino a una inversión. 


4) Para las obras y trabajos, la recepción conforme 

! del todo o parte de los mismos, en las condiciones 

. previstas en los contratos o actos de administra- 
ción que los hubieren encomendado. 


No podrá liquidarse suma alguna que no correspon- 
da a cormpromisos contraídos en la forma que determi- 
nan los artículos 462 a 467, salvo los casos previstos en 

» + Jos incisos finales de los: artículos 460 y 461 que se li- 
. Qquidarán como consecuencia del acto administrativo 
. que disponga la devolución. 


Las liquidaciones estarán a cargo de las contadurías 
centrales. 


Art. 471. — El pago de las liquidaciones se etec- 
tuará por las tesorerías, oficinas o agentes pagado- 
res, previa orden emitida por el ordenador compe- 
tente. 


Constituye orden de pago el documento mediante 

. el cual los ordenadores respectivos disponen entregas 

. de dinero, Las mismas se instrumentarán en la si- 
guiente forma: 
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1) Orden de pago directa “para los acreedores que ex 
virtud de las liquidaciones resulten con derecho al 
cobro. 


2) Orden de entrega para las tesorerías, oficinas 0 
agentes pagadores que tengan a su cargo la rea- 
lización de pagos a acreedores o al personal de 
sus dependencias. 


Las órdenes de pago caducan a los dos años de su 
entrada para el pago en las respectivas tesorerías. Di- 
cha caducidad no extingue el crédito. La extinción de 
“éste se regulará por 188 areponiciónes generales en la 
¿materia, 


Art. 472. — Las órdenes de pagu deberán con. 
tener: 


1) Número de orden, 


2) Característica: directa o de entrega. 


'3) Determinación del titular: 


. A) Nombre, apellido o, razón social y - domicilio 
para las directas. 


B) Determinación de la oficina pagadora para 
las de entrega. to 


4) Origen de la obligación: 
A) Concepto del gasto y liquidación donde está 
incluido para las directas. 


B) Destino de los fondos para las de entrega. 


5) Monto expresado en letras y números. 


.6) Crédito imputado.. 


7) Financiación. 


8) Constancia de la, intervención preventiva del gas- 
to por los-órganos de control. , 


9) Firma del ordenador. 


Art. 473. — Las sumas no pagadas al cierre del 
Ejercicio constituirán deudas de Tesorería y deberán 
determinarse en forma que permita la individualiza- 
ción del acreedor y la financiación. 


Art. 474. — Los organismos previstos en el artícu- 
lo 451 de esta ley podrán establecer sistemas de 
compensación entre deudas y créditos, aplicables so- 
lamente a los acreedores que así lo soliciten. 


Dichos sistemas podrán aplicarse únicamente en la 
etapa de pagos, previa verificación del cumplimiento 
de las etapas anteriores, y en ningún caso podrá com- 
pensarse suma alguna que deba abonarse, si la misma 
no proviene de gastos o inversiones realizados de con- 
formidad con las asignaciones presupuestales, y con- 
tando con crédito disponible, 
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CAPITULO Mi 

DE LA COMPETENCIA PARA GASTAR Y PAGAR 

DE LAS FORMAS DE CONTRATAR 
SECCION 1 

De los ordenadores de gastos y pagos 


Artículo 475. — Son ordenadores primarios de gas- 
.tos e inversiones, dentro de los límites de las asigna- 
ciones presupuestales respectivas: 


Presidente de la República, en acuerdo con el respec- 
tivo Ministro o Ministros, o por sí, en el Caso de de- 
pendencias de la propia Presidencia; ! 


Presidentes de la Asamblea General y de cada Cáma- 
ra; 


Presidente de la Suprema Corte de Justicia; 
Presidente de la Corte Electoral; 


Presidente del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo; 


Presidente del Tribunal de Cuentas; 
Intendentes Municipales; 
Presidente de las Juntas Departamentales; 


Directorios, Consejos Directivos o Directores Genera- 

les de Entes Autónomos y Servicios Descentralizados; 

Autoridad superior de todo otro organismo o ente pú- 

blico al que la Constitución de la República o la ley 
. le confiera esa facultad; 


Ministros en su Ministerio, Secretario de la Presiden- 
cía de la República y Director de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, hasta el doble del límite 
_ máximo de las licitaciones restringidas, 


Art. 476. — Son ordenadores secundarios de gas- 
tos e inversiones: 


1) Hasta el límite máximo establecido para las li- 
citaciones restringidas, los directores o jerarcas de 
las dependencias directas de los órganos adminis- 
trados por los ordenadores primarios. 


2) Hasta el límite máximo establecido para el con- 
curso de precios, los funcionarios a cargo de las 
dependencias que deberá establecer la reglamenta- 
ción, ponderando la naturaleza y características 
de las mismas y la jerarquía de dichos funciona- 
rios. 


Los ordenadores secundarios actuarán por delega- 
- ción y bajo la supervisión y responsabilidad de los 
ordenadores primarios. 


Art, 477. — Los ordenadores secundarios no Ppo- 
drán delegar por sí su competencia, pero podrán ha- 
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bilitar bajo su responsabilidad, a titulares de provee- 
durías u otros servicios dependientes, a autorizar gas- 
tos menores o eventuales, cuyo monto no exceda del 
límite máximo establecido para las contrataciones di. 
rectas excluidas las de excepción. 


Art. 478. — El funcionario que comprometa Cual. 
quier erogación sin estar autorizado para ello será 
responsable de su pago, sin perjuicio de las demás 
sanciones que pudieran corresponderle. 


La comprobación de que se fraccionare el gasto ar- 
tificialmente para que la operación encuadre en de- 
terminados límites será considerada falta grave a efec- 
tos de las sanciones que correspondan. 


Art. 479. — La conformidad de los ordenadores 
de gastos e inversiones en las solicitudes para reali- 
zar actos o celebrar contratos que originen compro- 
misos, se entenderá autorización suficiente para que 
las dependencias o servicios administrativos cumplan 
su tramitación integra, dentro de los límites de com- 
petencia que establezca la reglamentación, sin nece- 
sidad de dar nueva intervención en cada etapa a di- 
chos ordenadores. 


Art. 480. — Son ordenadores de pagos, Además 
de los ordenadores de gastos, los directores de ser- 
vicios administrativos o funcionarios que hagan sus 
veces, pudiendo librar las órdenes que determina el 
artículo 471 sin limitación de monto. 


Los ordenadores de pagos podrán delegar, bajo su 
responsabilidad, en titulares de sus servicios depen- 
dientes, la facultad para ordenar los pagos derivados 
de las autorizaciones a que refiere el artículo 477. 


Art. 481. — La delegación de competencia no 
significa transferir la responsabilidad inherente al or- 
denador primario en lo que hace a la vigilancia y 
control del servicio. Los actos administrativos median. 
te los que se disponga la delegación deberám fijar, 
además de los límites, las condiciones para su ejer- 
cicio. 


Dichos límites y condiciones deberán ser los mismos 
para funcionarios cuya jerarquía sea igual o equiva- 
lente, y guardar uniformidad para la jurisdicción que 
los disponga. 


Los ordenadores secundarios quedan obligados a in- 
formar permanentemente a los primarios y, a su vez, 
deberán mantener el control y la vigilancia con res- 
pecto a la gestión de los autorizados a gastar o pagar. 


No podrá delegarse la competencia para designar O 
promover personal, salvo los de carácter transitorio 
con remuneración a jornal o forma equivalente, cuyo 
período de trabajo no exceda los ciento veinte días 
hábiles. 

SECCION 2 
De los contratos del Estado 


Artículo 482. — Todo contrato se celebrar¿ me- 


diante el procedimiento de la licitación pública, cuan- 
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do del mismo se deriven gastos de funcionamiento y 
de inversión o salidas para el Estado, y por remate o 
licitación pública cuando se deriven entradas o re- 
Cursos. 


No obstante podrá contratarse: 


1) Por licitación restringida, cuando el monto de la 
operación no exceda de N$ 6:800.000 (nuevos pe- 
sos seis millones ochocientos mil); 


2) Por concurso de precios, cuando el monto de la 
operación no exceda de N$ 2:500.000 (nuevos pe- 
sos dos millones quinientos mil); 


3) Directamente cuando el monto de la operación no 
exceda de N$ 400.000 (nuevos pesos cuatrocientos 
mil); 


y "por cualquier monto, en los siguiemtes casos de ex- 
cepción: 


A) Entre organismos o dependencias del Estado, o con 
personas públicas no estatales. 


B) Cuando la licitación pública, restringida, remate 
o concurso de precios resultaren desiertos, o no se 
presentaren ofertas válidas o admisibles, o que las 
mismas sean manifiestamente inconvenientes. 


La contratación deberá hacerse con bases y es- 
pecificaciones idénticas a las del procedimiento 
fracasado y, en su Caso, con invitación a los ofe- 
rentes originales. 


C) Para adquirir objetos cuya fabricación sea exclu- 
siva de quienes tengan privilegios para ello, o que 
sólo sean poseídos por personas o entidades que 
tenga exclusividad para la venta, siempre que no 
puedan ser sustituidos por elementos similares. La 
marca de fábrica no constituye por sí causal de 
exclusividad, salvo que técnicamente se demues- 
tre que no hay sustitutos convenientes. De todas 
estas circunstancias se dejará expresa constancia 
en el expediente respectivo. 


D) Para adquirir, ejecutar o restaurar obras de arte, 
científicas o históricas, cuando no sea posible el 
concurso de méritos o antecedentes o deban con- 
fiarse a empresas o personas especializadas o de 
probada competencia. 


E) Las adquisiciones de elementos que no se produz- 
can en el país y que convenga efectuar por in- 
termedio de organismos internacionales a los que 
esté adherida la Nación. 


F) Las reparaciones de maquinarias, equipos o moto- 
res cuyo desarme, traslado o examen previo resul- 
te oneroso en caso de llamarse a licitación. Esta 
excepción no podrá aplicarse a las reparaciones 
comunes de mantenimiento periódicas, mormales O 
previsibles. 

G) Los contratos que deban celebrarse necesariamen- 
te en países extranjeros, siempre que na sea po- 
sible realizar en ellos la licitación. 
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H) Cuando las circunstancias exijan que la operación 
deba mantenerse en secreto. 


I) Cuando medien probadas razones de urgencia no 
previsibles o no sea posible la licitación o remate 
público, o su realización resienta seriamente el 
servicio. 


J) Cuando exista notoria escasez de los elementos 
a adquirir. 


K) Los contratos con profesionales o técnicos, nacio- 
nales o extranjeros, siempre que su notoria com- 
petencia o experiencia haga innecesario el concur- 
so de méritos y antecedentes. 


L) La compra de semovientes por selección, cuando 
se trate de ejemplares de caracteristicas especia- 
les. 


M» La venta de productos destinados al fomento eco- 
nómico o a la satisfacción de necesidades sanita. 
rias, siempre que la misma se efectúe directamen. 
te a los usuarios o consumidores. 


Son competentes para contratar, los ordenadores de 
gasíos a que refieren jos artículos 475 y 478. 


Las contrataciones directas indicadas en las excep- 
ciones precedentes deberán ser autorizadas por los or- 
denadores primarios en los casos referidos en los li 
terales G+) a M); requiriéndose además comunicación 
al Tribunal de Cuentas dentro de las cuarenta y Ocho 
horas de la adjudicación cuando se trate de Jos casos 
referidos en los literales 1), J) y K) y sean realiza- 
das, por Entes y Servicios del dominio industrial y 
comercial del Estado. 


Art. 483. — Para los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados del dominio industrial y comer- 
cial del Estado comprendidos en el artículo 221 de la 
Constitución de la República, el Poder Ejecutivo, con 
la conformidad del Tribunal de Cuentas, podrá incre. 
mentar los montos a que alude el artículo 482 en has- 
ta cuatro veces. 


La autorización se otorgará a solicitud del Ente o 
Servicio de que se trate. El Poder Ejecutivo de oticio 
o a solicitud del Tribunal de Cuentas podrá dejar sin 
efecto dicha autorización. El Ente Autónomo o Servi- 


-Cio Descentralizado correspondiente deberá acompa- 


ñar a la solicitud, un reglamento especial referido al 
procedimiento de adquisición, fundado en las necesi. 
dades de asegurar su normal funcionamiento. 


Art. 484. — Los reglamentos especiales a que re- 
fiere el artículo anterior deberán basarse en los prin- 
cipios de publicidad, igualdad de los oferentes e imal- 
terabilidad de las ofertas. 


Art. 485. — En Oportunidad de la solicitud a 
que alude el artículo 483, el Ente o Servicio Descentra. 
lizado gestionante deberá acreditar que cuenta con 
una estructura organizativa y con normas de control 
interno que aseguren el eficiente manejo de la gestión 
de compra y contrataciones. 
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El Tribunal de Cuentas controlará periódicamente el 
cumplimiento de tales requisitos. 


Art. 486. — Los contratos de obras, adquisicio- 
nes de bienes o prestación de servicios que otorguen 
_Jlos órgamos del Estado, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, en aplicación de contratos de prés- 
tamos con organismos internacionales de crédito de 
los que la República forma parte, o de donaciones 
" modales, quedarán sujetos a las normas de contrata. 
ción establecidas en cada contrato. 


Dentro de lo dispuesto en el inciso anterior, y 2 
- mero título enunciativo, se incluye la fijación de otros 
montos que los vigentes para los procedimientos de 
adquisiciones, la determinación de requisitos y condl- 
ciones generales para procedimientos de compras, así 
como la de montos y forma de calcular los compara- 
tivos de adquisiciones de bienes o servicios nacionales 
«con relación a sus similares extranjeros ofertados, de 
solución arbitral de las controversias contractuales y, 
asimismo, la exoneración al transporte marítimo de 
mercaderías importadas de lo requerido por el articu- 
lo 32 del Decreto-Ley N* 14.650, de 2 de marzo de 1977. 


Art. 487. -- Esián capacitados para contratar 
con el Estado las personas naturales o jurídicas, na- 
cionales o extramjeras, que teniendo el ejercitio de 

_la capacidad juridica que señala el derecho común, 16 
estén comprendidas en alguna disposición que expre- 
samente se lo impida o en los siguientes casos: 


1) Ser funcionario púbico dependiente de los orga- 
nismos de la Administración contratante, no sien- 
do de recibo las ofertas presentadas a titulo per- 
sonal, o por firmas, empresas o entidades con las 
cuales el funcionario esté vinculado por razones 
de dirección o dependencia. No obstante, en ese 
último caso, tratándose de funcionarios que no 
tengan intervención en la dependencia estatal en 
que actúan, en el proceso de la adquisición, po- 
drá darse curso a las ofertas presentadas en las 
que se deje constancia de esa circunstancia. 


2) Haber sido declarado en quiebra o liquidación, o 
estar en concurso de acreedores, en tanto no se 
obtenga la correspondiente rehabilitación. 


3) Por incumplimiento de contratos anteriores, que 
hayan generado responsabilidad civil, o cualquier 
otra circunstancia que haya motivado su exclu- 
sión del registro de proveedores, particular o 8g€- 
neral del Estado. 


4) Carecer de habitualidad en el comercio o indus- 
tría del ramo a que corresponde el contrato, sal- 
vo que por tratarse de firmas o empresas nuevas 
demuestren solvencia y responsabilidad. 


Art, 488. — El Poder Ejecutivo con la conformi- 
dad del Tribunal de Cuentas formulará reglamentos 
o pliegos úmicos de bases y condiciones generales pa- 
ra los contratos de: 


A) Suministros y servicios no personales. 
B) Obras y trabajos públicos. 


C) Servicios personales. 
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Dichos reglamentos o pliegos deberán contener co- 
mo mínimo: 


1) Las condiciones que se establecen en la presente 
ley, determinando con precisión los requisitos de 
admisibilidad de las propuestas, los efectos de la 
falta de cumplimiento del contrato y, en parti. 
cular, las penalidades por mora, causales de resci.- 
sión y la acción a ejercer con respecto a las ga- 
rantías, y los perjuicios del incumplimiento. 


2) Las condiciones especiales y económico-administra - 
tivas del contrato y su ejecución. 


3) Los derechos y garantias que asisten a los oferen- 
tes. 


4) Toda otra condición o especificación que se es- 
time necesaria o conveniente para asegurar en pie 
de igualdad a los oferentes y la mayor concu- 
rrencia de los mismos a las licitaciones. 


Dichos reglamentos o pliegos serán de uso obliga- 
torio para todos los organismos públicos en los casos 
de licitaciones públicas y restringidas, salvo en lo que 
no fuere conciliable con sus fines específicos estable- 
cidos por la Constitución de la República o la ley. 


Art. 489. — El pliego de bases y condiciones ge- 
neraies será complementado con un pliego de bases y 
condiciones particulares, para cada licitación, que se- 
rá formulado por el organismo licitante y deberá con- 
tener la descripción exacta del objeto de la licitación, 
las condiciones especiales o técnicas, el tipo de mo- 
neda en que deberá cotizarse, la ciase y monto de la 
garantía de cumplimiento de contrato, la forma de la 
provisión, el lugar, dia y hora para la presentación y 
apertura de ofertas, y toda otra especificación que 
contribuya a asegurar la claridad necesaria para los 
posibles oferentes. 


Art. 490. — La comprobación de que en un lla- 
mado a licitación o concurso de precios se hubieren 
formulado especificaciones o incluido cláusulas cuyo 
cumplimiento sólo sea factible para determinada per- 
sona o entidad, de manera que el llamado esté dirigí- 
do a favorecer situaciones particulares, dará lugar a 
su anulación inmediata en el estado de trámite que 
se encuentre a la iniciación, también inmediata, del 
sumario pertinente para determinar los responsables. 

Art. 491. — Los llamados a licitación pública o 
remate deberán publicarse en el Diario Oficial, sin 
perjuicio de otros medios que se consideren conve- 
nientes para asegurar la publicidad del acto. 


4 
El llamado a licitación pública, si fuere necesario 
estimular la presentación de oferentes radicados en 
el exterior, se difundirá, además, por intermedio de 
las representaciones diplomáticas del país, o por avi- 
sos cursados a representaciones diplomáticas extran- 
jeras acreditadas en la República, 


Las publicaciones deberán hacerse con no menos de 
quince días de anticipación a la fecha de apertura 
de la licitación, a contar desde la primera publicación 
o con no menos de treinta días cuando se estime ne- 
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cesaria o conveniente la concurrencia de proponentes 
radicados en el exterior. Este término podrá ser re- 
ducido por excepción por la autoridad superior del or- 
ganismo de administración, cuando la urgencia o in- 
terés del servicio así lo requiera, pero en ningún caso 
podrá ser inferior a cinco o diez días respectivamen- 
te. Los motivos de la excepción deberán constar en 
el acto admimistrativo que disponga el llamado. Ade- 
más de las publicaciones se deberá invitar, por lo me- 
nos a diez firmas, si las hubiere, del ramo a que co- 
rresponda el llamado. 


Art. 492. — Para las licitaciones restringidas se 
invitará a presentar ofertas por lo menos, a cinco 
firmas del ramo a que corresponde el llamado, ase- 
gurándose que la recepción de la invitación se efec- 
túe por lo menos con cinco días de amtelación a la 
apertura de las propuestas. 


Este plazo podrá ser reducido por las mismas cir- 
cuntancias de las establecidas en el artículo anterior 
hasta cuarenta y ocho horas anteriores a la apertura. 


Art. 493. — Las publicaciones deberán contener 
como mínimo: 


1) Organismo o dependencia y autoridad que formu- 
la el llamado. 


2) Objeto del llamado y especificación sintética que 
permita su fácil interpretación por los posibles 
oferentes. 


3) Presupuesto o precio básico estimado en los casos 
en que las propuestas deban ser sobre esa base. 


4) Oficina, lugar, días y horas hábiles para retirar 
los pliegos de condiciones y demás especificacio- 
nes relativas al llamado, como así también donde 
los oferentes puedan formular consultas. 


5) Oficina, lugar, día y hora en que se procederá 
a la apertura de las ofertas. 


Art. 494. — Todos los llamados a licitación pú- 
blica o remate deberán ser comunicados al Tribu- 
nal de Cuentas antes o en la misma fecha que se dis- 
ponga su publicación. El Tribunal de Cuentas deberá 
pronunciarse hasta cinco días antes de la fecha de 
apertura de las propuestas o del acto del remate, y 
si el pliego de bases o condiciones particulares u 
otra circunstancia del llamado mereciere su observa- 
ción, se suspenderá su apertura o el acto del remate 
hasta tanto se regularice, o se anulará el llamado o 
remate, si en virtud de la observación deben alte- 
rarse las condiciones o bases del pliego que los rige. 


Art. 495. — Para el concurso de precios deberá 
solicitarse, por lo menos, tres cotizaciones a distintas 
firmas del ramo correspondiente. 


Art. 496. — En los casos de adquisición o arren- 
damiento de inmuebles por parte del Estado, se sus- 
tituirán las invitaciones a que refieren los articulos 
491, 492 y 495 de esta ley, por tres publicaciones como 
mínimo, a efectuarse en el Diario Oficial, en un diario 
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de Montevideo y en un periódico de lalocalidad. En 
este último caso, si no lo hubiera, las publicaciones 
se efectuarán en un periódico de la capital del depar- 
tamento correspondiente. 


Art. 497. — En el concurso de méritos y an- 
tecedentes para contratar profesionales o técnicos se 
hará un llamado que se publicará en el Diario Ofi- 
cial por un lapso de tres días, debiendo la última 
publicación anteceder por lo menos cinco días a la 
fecha señalada para el examen de los antecedentes 
que presenten los postulantes. Se precisará la espe- 
cialización a "que deben pertenecer los profesionales 
o técnicos y el objeto de la contratación. El ordena- 
dor resolverá, previos los asesoramientos que estime 
necesarios, en un plazo máximo de quince días a con- 
tar de la fecha prevista para el examen referido. 


Art. 498. — Para los Casos en que esté dispues- 
to solicitar determinado número de ofertas o pre- 
cios y no resulte posible por no existir en el lugar 
número suficiente de firmas en el ramo, o no lograr 
que las existentes coticen, se operará con el número 
que sea posible dejando constancia de las medidas 
adoptadas, las invitaciones formuladas y las causas 
que impidieron el cumplimiento de la norma, 


Art. 499. — En todas las contrataciones de los 
organismos mencionados en el artículo 451 y de los 
organismos paraestatales, deberá darse preferencia a 
los productos nacionales en paridad de calidad o ap- 
titud con los extranjeros. Dichas preferencias a la 
producción nacional se regirán por lo que determinan 
las leyes de fomento dictadas o que se dicten, de- 
biendo hacerse constar -sus límites y naturaleza en 
el pliego de bases y condiciones particulares que 
rija en cada caso. 


En la adjudicación de los contratos de obras públi- 
cas, existiendo similitud en los diversos elementos que 
compongan las ofertas, se otorgará preferencia a 
aquellas que impliquen una mayor utilización de ma- 
no de obra y materiales nacionales. A los efectos de 
la debida apreciación de tal preferencia, los corres- 
pondientes pliegos de condiciones particulares reque- 
rirán que el oferente estime y exprese los porcenta- 
jes de mano de obra y materiales nacionales que com- 
ponen el precio de la oferta. 


Si la compra debe formalizarse en el exterior, se 
respetarán los convenios con los países incorporados 
a organismos de comercio, comunidades o convenios 
aduaneros o de integración o producción a los que 
esté adherido el país y en especial a la Asociación 
Latinoamericana de Integración (ALADI). 


Cuando las ofertas provenientes del extranjero co- 
tizaren en valores FOB, CIF o CYF deberán agregar- 
se a los mismos todos los factores integrantes del cos- 
to, a los efectos de su comparación con las mercade- 
rías o productos de origen nacional. 


Art. 500. — En aquellas contrataciones públi. 
cas que tengan por objeto la adquisición de mercade- 
rías o productos procedentes del extranjero, la Admi- 
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nistración Central, las Administraciones Municipales, 
los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados, 
deberán considerar preferentemente las propuestas que 
ofrezcan soluciones favorables para la colocación de 
productos nacionales exportables. 


Art. 501. — En los casos de adquisiciones que 
estén sujetas a permisos, contralor de importación u 
otorgamiento de las divisas necesarias, no podrá ce- 
lebrarse el contrato sin la previa autorización. visado 
: u otorgamiento que corresponda. 


Los organismos públicos deberán formular un pre- 
ventivo anual detallado de sus necesidades de divi- 
sas para negociaciones en el exterior y dar conoci- 
miento del mismo al Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas antes de iniciarse cada ejercicio. Si dicha au- 
toridad no formulase objeciones dentro de los prime- 
ros veinte días del ejercicio no podrán negarse los 
permisos, visados o coberturas de que se trate, salvo 
que se presenten variaciones en las medidas de con- 
trol, en cuyo caso sólo será de aplicación lo dispues- 
to precedentemente para las contrataciones cuyo trá- 
, mite ya se hubiese iniciado. 


Art. 502. — Los oferentes deberán presentar sus 
ofertas en las condiciones y forma que se establezca 
en los pliegos respectivos, pudiendo agregar cualquier 
otra información complementaria, pero sin omitir 
ninguna de las requeridas, o bien proponer modifi. 
caciones o alternativas, que sin apartarse de lo es- 
tablecido en los pliegos, puedan hacerlas más conve- 
nientes para la realización del objeto de! contrato. 


Las ofertas, que deberán estar en sobre cerrado y 
lacrado, podrán entregarse personalmente, contra re- 
cibo en el lugar habilitado al efecto, o enviarse por 
correo recomendado, no siendo de recibo si no llega- 
fen una hora antes de la apertura del acto. 


Art. 503. — Los oferentes deberán garantizar 
el mantenimiento de su oferta y el cumplimiento del 
contrato mediante depósito en Títulos de Deuda Pú- 

lica Nacional o Municipal, Obligaciones Hipotecarias 

Reajustables, pagaré a la orden del organismo lici- 
tante, fianza o aval bancario, o póliza de seguro de 
fianza a cargo del Banco de Seguros del Estado por 
un valor equivalente al 1% (uno por ciento) o 5% 
(cinco por ciento) del valor de la oferta o adjudica- 
ción, respectivamente. El organismo licitante, con la 
conformidad del Tribunal de Cuentas, podrá aumentar 
dichos porcentajes. 


Si el plazo de cumplimiento fuera mayor de un año 
el depósito deberá hacerse en Obligaciones Hipoteca- 
"rias Reajustables. Excepcionalmente y por razones fun- 
dadas, el Tribunal de Cuentas podrá autorizar otra 
modalidad de garantía. 


Podrá eximirse de estas garantías a los proveedores 
habituales del Estado que durante cinco años conse- 
cutivos hubieren cumplido satisfactoriamente sus com- 
promisos y posean un capital que respalde suficien- 
temente la operación a contratar. Esta exención se- 
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rá especial para cada proveedor, su validez no podrá 
exceder de un año y se acordará previo estudio de 
la solvencia moral y material de la firma que así lo 
solicite. 


Exceptúanse del requisito de garantía a los con- 
cursos de precios y a las contrataciones directas por 
gastos menores. 


Art. 504. — La apertura de las ofertas se ha- 
rá en el lugar, dia y hora fijados en el pliego respec- 
tivo en presencia de los funcionarios que designe al 
efecto la Comisión Asesora de Adjudicaciones a que 
refiere el artículo siguiente y de los oferentes o sus 
representantes que deseen asistir. 


Abierto el acto no podrá introducirse modificación 
alguna en las propuestas, pudiendo no obstante los 
presentes, formular las manifestaciones, aclaraciones 
o salvedades que deseen. 


Las ofertas que no se ajusten a los requisitos o 
condiciones de admisibilidad establecidas en los plie- 
gos de bases y condiciones generales o particulares, 
serán invalidadas en el mismo acto. Sólo podrán con- 
sentirse defectos de forma o errores evidentes cuya 
corrección no altere el tratamiento igualitario de los 
proponentes. 


Finalizado el acto, se labrará acta circunstanciada 
del mismo, que será firmada por los funcionarios de- 
signados por la Comisión Asesora de Adjudicaciones 
y los oferentes que lo deseen hacer. 


Art. 505. — En cada organismo con Compe- 
tencia para gastar, funcionará una o varias Comisio- 
nes Asesoras de Adjudicaciones designadas por la au- 
toridad superior del organismo, con el cometido de 
dictaminar o informar sobre la oferta más convenien- 
te a los intereses del Estado y las necesidades del ser- 
vicio. Sin perjuicio de la integración que se dé por la 
autoridad competente a dichas comisiones, deberán 
formar parte de las mismas representantes de la Ase- 
soría Jurídica, Contaduría y Proveeduría y de la de- 
pendencia especificamente interesada, cuando se tra- 
te de elementos para uso exclusivo de la misma. 


La Comisión Asesora de Adjudicaciones actuante 
propondrá la adjudicación de la licitación a la oferta 
que estime más conveniente, aún cuando haya una 
sola válida, mediante pronunciamiento fundado. Dicho 
pronunciamiento tendrá únicamente carácter de dic- 
tamen o informe para el ordenador del gasto y no 
creará derecho alguno a favor del oferente seleccio- 
nado. 


Si se presentaren dos o más ofertas iguales se invi. 
tará a los oferentes respectivos a mejorar sus ofertas 
otorgando un plazo no menor de veinticuatro horas. 
Si subsistiere la igualdad y el objeto del contrato 
permitiere dividir la adjudicación y esa facultad se 
hubiese establecido en el pliego de condiciones, se 
efectuará la adjudicación a todos los oferentes que 
estuviesen en igualdad de condiciones, por las partes 
proporcionales que correspondan. De no haberse pre- 
visto en el pliego de condiciones la facultad de ad- 
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judicar parcialmente se invitará a los oferentes a 
aceptar la adjudicación por partes iguales. De no ser 
posible el fraccionamiento por la naturaleza del ob- 
jeto licitado, o no aceptarse el último procedimiento 
indicado, la adjudicación se efectuará por sorteo con- 
vocándose a dichos oferentes para que concurran al 
acto si así lo desean. 


Art. 506. — En todo procedimiento competiti- 
vo de contratación, cuyo valor cuadruplique el monto 
para las licitaciones restringidas, una vez obtenido el 
pronunciamiento de la Comisión Asesora y antes de 
la adjudicación o rechazo de las ofertas por aparta- 
miento de las normas o condiciones preestablecidas, 
la Administración deberá dar vista del expediente a 
los oferentes. 


A tales efectos se pondrá el expediente de manifiesto 
por el término de cinco días, notificándose a los inte- 
resados en forma personal o por telegrama colacio- 
nado dentro de las veinticuatro horas de decretado el 
trámite aludido. 


¡Dentro de los cinco días siguientes al vencimiento 
de: término anterior, los oferentes podrán formular 
por escrito las consideraciones que les merezca el pro- 
ceso cumplido hasta el momento y el dictamen o in- 
forme de la Comisión Asesora de Adjudicaciones. No 
será necesario esperar el transcurso de este último 
plazo si los interesados maníifestaren que no tienen 
consideraciones que formular. 


Los escritos o impugnaciones que se formulen en 
esta etapa por los interesados serán considerados por 
la Administración como una petición de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 30 de la Constitución de la 
República a tener en consideración al momento de 
dictar la resolución de adjudicación y respecto de la 
que debe existir informe fundado, 


Art. 507. — Los ordenadores de gastos serán 
competentes para disponer la adjudicación definitiva 
de cada contratación o declararla desierta en su caso, 
o de rechazar la totalidad de las ofertas presentadas. 
La adjudicación se hará a la oferta que se considere 
más conveniente, apreciando el dictamen de la Comi- 
sión Asesora de Adjudicaciones sin que sea preciso 
hacer la adjudicación a favor de la de menor precio, 
salvo en identidad de circunstancias y calidad. Si la 
adjudicación no recayese en el oferente u oferentes 
aconsejados por esa Comisión, deberá dejarse expre- 
sa constancia de los fundamentos por los cuales se 
adopta resolución divergente. 


Art. 508. — Los ordenadores secundarios de gas- 
tos deberán excusarse de intervenir cuando la par- 
te contratante esté ligada por razones de parentesco 
hasta el cuarto grado de consanguinidad o tercero de 
afinidad. 


Art. 509. — En cada llamado, la adjudicación 
deberá resolverse en un único acto, no pudiendo rea- 
lizarse la adjudicación sucesivamente, en forma par- 
cial. Una vez efectuada la adjudicación, podrán cum- 
plirse las prestaciones, suministros o servicios, hasta 


el total adjudicado. en distintas etapas, si así se hu- 
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biera estipulado en el pliego particular y se convinie- 
re a los intereses de la Administración. 


Art. 510. — Los actos administrativos dictados 
en los procedimientos de contratación podrán ser 
impugnados mediante la interposición de los recursos 
correspondientes en las condiciones y términos precep- 
tuados por las normas constitucionales y legales que 
regulan la materia. 


El plazo para recurrir se computará a partir del día 
siguiente a la notificación o publicación. 


Los recursos tendrán efecto suspensivo, salvo que 
la Administración actuante, por resolución fundada, 
declare que dicha suspensión afecta inaplazables ne- 
cesidades del servicio o le causa graves perjuicios. 


Resuelto el recurso, se apreciará las responsabi:i- 
dades de los órganos o funcionarios responsables y 
del propio recurrente. Si éste hubiere actuado con 
mala fe o con manifiesta falta de fundamento, se le 
aplicarán sanciones de suspensión o eliminación del 
Registro de Proveedores y Contratistas del Estado: 
ello sin perjuicio de las acciones judiciales que pu- 
dieran corresponder por reparación del daño causado 
a la Administración. 


Art. 511. — La adquisición de inmuebles por 
el Estado se hará por expropiación de acuerdo con 
las leyes que regulan la materia, 


No obstante, si así conviniere a los intereses del 
Estado, se podrá efectuar la adquisición por los pro- 
cedimientos de contratación que establece esta ley, 
previa tasación e informe de la Dirección General del 
Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado 


Art. 512, — Cuando se disponga el remate de 
bienes de cualquier naturaleza deberá fijarse prevía- 
mente un valor base, que se estimará con interven- 
ción de las dependencias técnicas que sean compe- 
tentes. 


No se podrá adjudicar la venta si las ofertas no al- 
canzan a por lo menos los dos tercios del valor esta- 
blecido. Podrá ordenarse el remate sin base para aque- 
los bienes cuyo valor sea imposible estimar previa- 
mente, o los que, por los usos y costumbres, deban 
ser vendidos en esa forma para obtener mejores ofer- 
tas, pero en todos los casos, si no se lograren ofertas 
que a juicio de la Administración alcancen un valor 
conveniente a los intereses del Estado, no se adjudi- 
cará la misma. 


En todos los casos, el resultado del remate estará 
sujeto a la aprobación del ordenador competente. 


Art. 513. — En los casos de locación o arren- 
damiento de inmuebles deberá solicitarse informe pre- 
vio o constancia del organismo a cargo de la Admi- 
nistración general de inmuebles de cada jurisdicción: 


1) Con respecto al valor de la locación a pagar o 
cobrar por el Estado. 
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2) Que no existen locales disponibles aptos para la 
necesidad del servicio si el Estado debe contra- 
tar como locatario. 


3) Que se trata de bienes no aptos para necesidades 
del servicio, o que su venta nd es conveniente o 
posible, si el Estado debe contratar como locador. 


La determinación del monto del contrato a los etec- 
tos de esta ley, se hará teniendo en cuenta el importe 
anual de la locación. 


Art. 514. — El arrendamiento de inmuebles po: 
el Estado se efectuará por los procedimientos de 
contratación preceptuados por esta ley, tomando en 
cuenta el importe anual de la locación a efectos de 
establecer el monto del contrato, previo informe a la 
Dirección General del Catastro Nacional y Admini»- 
tración de Inmuebles del Estado. 


Cuando se trate de renovación de contrato, éste se 
podrá efectuar directamente siempre que sea reque- 
_rido previo informe a la Dirección General del Ca- 
“tastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado. 


Art. 515. — Podrán permutarse bienes muebles 
cuando el valor de los mismos sea equivalente. La 
valuación deberá establecerse por oficina técnica 
competente que asimismo deberá pronunciarse con res- 
pecto a la calidad y características de los bienes a 
permutar. Para la permuta se aplicarán, en lo perti- 
nente, las disposiciones para la compra o venta, 


Art. 516. — Las donaciones sólo podrán ser acep- 
tadas por la autoridad superior de los organismos 
públicos que, además de su apreciación con respecto 
a los intereses del Estado, deberán verificar la po- 
sibilidad y legalidad de las condiciones o modos que 
eventualmente se impongan en la donación. 


Exceptúanse las pequeñas donaciones de objetos o 
elementos cuyo justiprecio no exceda el límite min:- 
. mo de los concursos de precios, que podrán ser acep- 
tadas por la autoridad de la oficina o servicio respec- 
tivo. 


Art. 517. — Las prestaciones objeto de los con- 
tratos podrán aumentarse o disminuirse, respetando sus 
condiciones y moda:idades y con adecuación de los 
plazos respectivos, hasta un máximo del 20% (vein- 
te por ciento) o del 10% (diez por ciento) de su va- 
lor original en uno y otro caso y siempre que el mon- 
to definitivo no sobrepase el límite máximo de apro- 
bación para el cual está faculiada la respectiva “uto- 
ridad. Cuando exceda ese límite deberá recabarse la 
aprobación previa de la autoridad competente. 


También podrán aumentarse o disminuirse en las 
proporciones que sea de interés para la Administra- 
ción y que excedan de las antes indicadas, con acuer- 
do del adjudicatario y en las mismas condiciones pre- 
establecidas en materia de su aprobación, de confor- 
midad con el Tribunal de Cuentas. 


En ningún caso los aumentos podrán exceder el 
100% (cien por ciento) del objeto del contrato. 
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Art. 518. — Celebrado el contrato o encontrán. 
dose en ejecución, sólo podrá aceptarse su cesión a 
otra firma a solicitud fundada del adjudicatario y 
siempre que el organismo contratante lo consienta, 
previa demostración de que el nuevo adjudicatario 
reúne o da las mismas seguridades de cump:imiento. 


Si se diere cl caso de adjudicatarios que, por ha- 
ber cedido su contrato en más de una oportunidad, 
hicieran presumir habitualidad en el procedimiento, 
se tomará en cuenta esa circunstancia para excluir- 
los de futuras contrataciones. 


En todos los casos el cesionario deberá probar. que 
tiene capacidad para contratar con el Estado y que 
reúne los requisitos exigidos por esta u otras leyes 
para contratar con el mismo. 


Art. 519. — El incumplimiento total o parcial 
del contrato será causal de rescisión, sin perjuicio de 
la acción del organismo contratante para, además de 
la pérdida del depósito de garantía, exigir por la vía 
correspondiente los daños y perjuicios emergentes del 
incumplimiento e incluso para encomendar la reali- 
zación del objeto del contrato por cuenta del adjudi- 
catario omiso. Para ejercer esta última acción deberu 
haberse previsto esa eventualidad en las respectivas 
bases o pliegos particulares que fueren de aplicación 
en ese contrato. , 


Art. 520. — Las obras y servicios públicos po- 
drán ser directamente ejecutados o cumplidos por ad- 
ministración, siempre que la dependencia que los to- 
me A su cargo cuente con elementos técnicos y ma- 
teriales suficientemente aptos para la ejecución total 
de los mismos, o elementos auxiliares que permitan, 
mediante su empleo, lograr economía o mayor celeri- 
dad en su ejecución. 


También podrán ejecutarse por administración las 
obras o servicios en casos de urgencia. 


La adquisición de los materiales para las obras o 
servicios que se hagan por administración, se realiza - 
rá en la forma establecida para las contrataciones. 


Art. 521. — El Poder Ejecutivo implantará, en 
la medida de sus posibilidades técnicas, normas rela- 
tivas a la tipificación de artículos o elementos que 
sean de uso o consumo común o especiales. 


Tipificado un artículo o elemento, su utilización se- 
rá obligatoria para todos los organismos públicos y 
no podrán adquirirse similares, salvo excepción ex- 
presamente acordada por el Poder Ejecutivo para ca- 
sos en que se demuestre su necesidad. Se exceptúa 
asimismo de esa obligación los casos urgentes, demos- 
tración de inexistencia o grave dificultad para ad- 
quirir el objeto tipificado. 


Art. 522. — El Poder Ejecutivo podrá organizar, 
cuando las condiciones así lo aconsejen y permitan, 
un servicio central de compras y suministros. Mien- 
tras tanto, cada Organismo de administración que se 
encuentre en condiciones podrá organizarlo en su ám. 
biío, 
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La organización de ese servicio tendrá por objeto, 
además de la agilitación de las compras, el mejor apro- 
vechamiento de la producción nacional en lo que ha- 
ce a las provisiones para el sector público. 


Si para organizar dicho servicio fuese necesario do- 
tar de medios financieros a la dependencia que lo 
tenga a su cargo, el Poder Ejecutivo podrá anticipar- 
le los fondos necesarios con cargo de reintegro de los 
mismos con imputación a las asignaciones presupuesta- 
les pertinentes. 


Hasta tanto se organice dicho servicio central, los 
ordenadores de gastos adoptarán las medidas necesa- 
rias para licitar los suministros o servicios por gru- 
pos de artículos o servicios del mismo ramo o comer- 
cio, en forma que se facilite la presentación del ma- 
yor número posible de oferentes. 


En lo posible, las previsiones de necesidades de su- 
ministros y respectivas contrataciones, deberán ha- 
cerse por el término del Ejercicio y se admitirá el 
cumplimiento por entregas parciales en la medida en 
. que se convenga al contratar. 


Art. 523. — El Poder Ejecutivo llevará el Re-. 
gistro General de Proveedores del Estado, en el que 
deberán inscribirse obligatoriamente los interesados en 
contratar con el Estado en cualquiera de sus formas. 


Dicho Registro estará centralizado en una sola de- 
pendencia, será actualizado en la forma que establez- 
ca la reglamentación, que establecerá las formalida- 
des y requisitos que deberán cumplir los interesados 
- para ser inscriptos. 


Todas las informaciones que exija o se suministren 
al Registro relativas a la solvencia. moral o material 
de los inscriptos, serán de carácter reservado y de uso 
exclusivo de la Administración. , 


No será necesaria la inscripción en el Registro cuan- 
do se trate de artistas, técnicos o profesionales que 
contraten sus servicios profesionales. 


Los Entes Autónomos industriales y comerciales y 
los Gobiernos Departamentales podrán llevar su pro- 
' pio registro. 


Art. 524. — En toda licitación pública o res- 
tringida y contratación directa de obra pública, cuyo 
monto exceda el tope máximo establecido para los 
concursos de precios, todas las reparticiones del Es- 
tado deberán exigir a los oferentes la presentación 
del Certificado de Inscripción y en su caso de aptitud 
“ económico-financiera y técnica, necesaria respecto de 
las obligaciones que emanan de la contratación consi- 
derada, extendido por el Registro Nacional] de Em- 
presas de Obras Públicas, llevado por el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, quien queda facul- 
tado a tales efectos. 


El Registro deberá entregar, cuando se le solicite, 
los certificados que expide a los Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamen- 
tales. 
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Art. 525. — Los contratos que mediante escri- 
tura pública suscriban los organismos del Estado, cual- 
quiera sea su naturaleza, serán autorizados por los 
escribanos públicos que en los mismos se desempeñen 
como tales. 


Serán otorgadas ante la Escribanía de Gobierno y 
Hacienda las escrituras públicas a favor del Estado 
cuando así lo disponga el Poder Ejecutivo en virtud 
de la importancia de las mismas, y cualquier otra 
escritura pública, siempre que en el organismo con- 
tratante no exista escribano. 


TITULO 1 

DEL PATRIMONIO DEL ESTADO 
CAPITULO 1 

DE LOS BIENES DEL ESTADO 


Articulo 526. — Integran el patrimonio del Estado 
el derecho de dominio y los demás derechos reales so- 
bre los bienes inmuebles, muebles y semovientes así 
como jos derechos personales que, por institución ex- 
presa de la ley o por haber sido adquiridos por sus 
organismos y Entes, son de propiedad nacional en los 
términos de los artículos 477 y 478 del Código Civil. 


Su administración estará a cargo: 


1) Del organismo que los tenga asignados o los haya 
adquirido para su uso, o de cada Ministerio en el 
Poder Ejecutivo. 


2) Del Ministerio de Economía y Finanzas los que 
no estén asignados a un servicio determinado. 


Respecto de los bienes nacionales de uso público, la 
acción del Estado será sólo de conservación y vigilan- 
cia. 


Art. 527. — Los bienes inmuebles del Estado y 
los del tesoro cultural de la Nación, no podrán ena- 
jenarse ni gravarse en forma alguna, sin la expresa 
disposición de una ley, o con la autorización de la 
Junta Departamental. La autorización deberá indicar 
el destino de su producido. 


Art. 528. — La autoridad superior de cada orga- 
nismo público dispondrá del uso de los bienes inmue- 
bles de su jurisdicción para el funcionamiento de los 
servicios a Su Cargo. 


Si por cualquier circunstancia resultare que algún 
inmueble quedare sin uso o sin destino específico, se 
dará inmediato conocimiento al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas que lo tomará bajo su administración. 


Si la falta de uso fuere permanente o el bien que- 
dare sin producir renta, se dará inmediato conocimien- 
to a la Asamblea General o Junta Departamental 
que corresponda a efectos de que disponga lo que 
estime más conveniente a los intereses del Estado, ya 
sea manteniéndolo en el patrimonio, disponiendo su 
venta o fijándole destino específico. 
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Art. 529. — Los bienes muebles deberán desti- 
narse al uso o consumo para el que fueron adqui- 
ridos. Toda transferencia posterior deberá formalizar- 
se mediante el acto administrativo que corresponda, 
siendo requisito indispensable que la dependencia a 
la cual se transfiera cuente con crédito presupuestal 
disponible para ser afectado por el valor de los bienes 
que reciba. 


Podrán transferirse sin cargo entre dependencias u 
organismos del Estado o donarse a entidades de bien 
público, los bienes muebles que por acción del tiem- 
po u otros eventos quedaren y fueren declarados fue- 
ra de uso, siempre que su valor de rezago, individu11- 
mente considerado, no exceda del 20 % (veinte por 
ciento) del límite establecido para las contrataciones 
directas, excluidas las de excepción. En todos los de- 
más casos deberá procederse a su transferencia con 
cargo según lo dispuesto en el inciso primero, o a su 
venta. 


La declaración de fuera de uso y el valor estimado 
deberán ser objeto de pronunciamiento por parte de 
organismos u oficinas técnicas competentes. 


Art. 530. — Todos los bienes del Estado forma. 
rán parte del “Inventario General de Bienes del Es- 
tado”, que deberá mantenerse actualizado en cada 
orgamismo público y sus dependencias y centralizarse 
debidamente valuados, en la Contaduría General de 
la Nación. 


Los bienes nacionales de uso público (artículo 478 
del Código Civil), que por no haber sido adquiridos 
O construidos por el Estado, o por su carácter natu- 
ral, no resultasen susceptibles de valuación cuantitati. 
va, no formarán parte del inventario. La caracteriza- 
ción de bienes para su exclusión del inventario será 
determinada por el Poder Ejecutivo. 

Los títulos de los bienes inmuebles y de aquellos 
bienes muebles que deban tener título por disposición 
legal, serán depositados en custodia en las oficimas 
centrales de los respectivos órganos u Organismos de 
administración financiero-patrimonial. 


CAPITULO 11 
DEL TESORO 


Artículo 531. — El Tesoro Nacional se integra con 
todos los fondos y valores que recauden los Organis- 
mos o Entes del Estado o que ingresen a sus cajas 
por otras operaciones, y su superintendencia corres. 
ponde al Ministerio de Economía y Finanzas. 


La administración del Tesoro Nacional compete al 
Ministerio de Economía y Finanzas, salvo que la Cons- 
titución de la República o ley especial disponga ex- 
presamente otra asignación de competencia. 


El citado Ministerio, por intermedio de la Contadu- 
ría General de la Nación, centralizará toda la infor- 
mación necesaria para establecer la situación econó- 
mico-financiera de la Nación, a cuyo efecto los Or- 
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ganismos o Entes, sea cual fuere su naturaleza y ca- 
rácter, y los Gobiernos Departamentales, están obli- 
gados a remitirle los estados o informes que al res- 
pecto les fueran requeridos. 


Art. 532. — Se podrá autorizar la utilización 
transitoria de fondos para efectuar pagos, cuando por 
razones circunstanciales o de tiempo, deba hacerse 
frente a apremios financieros que pueden solucionar- 
se en esa forma. 


Dicha utilización transitoria no significa cambio de 
financiación ni de destino de los recursos y sólo con- 
siste en el uso circunstancial de dinero efectivo exis- 
tente sin utilización. ] 


La utilización transitoria de fondos que se autoriza 
sólo puede efectuarse con acuerdo del organismo 0 
dependencia que administre los recursos y no deberá 
provocar perjuicio o entorpecimiento al servicio espe- 
cial que deba prestarse con los fondos especificamente 
afectados, bajo la responsabilidad de la autoridad que 
la disponga. 


De mo obtenerse ese acuerdo, la autorización deberá 
ser acordada por el Poder Ejecutivo cuando se trate 
de la Administración Central. 


Art. 533. — La Tesorería General de la Nación 
es la caja central del Gobierno Naciona! para el mo- 
vimiento de fondos y el cumplimiento de las órdenes 
de pago que reciba. 


La tesorería general de cada Gobierno Departamen- 
tal y la de cada Organismo o Ente que la instituya, 
como consecuencia de la administración autónoma que 
le acuerda la Constitución de la República o la ley, 
cumplen la misma función en la jurisdicción corres- 
pondiente. 


Les corresponde además, sin perjuicio de otras fun- 
ciones que se les adjudiguen por vía reglamentaria, 
custodiar los fondos, títulos o valores que tengan 2 
su cargo. 


En particular, les queda prohibido recibir ingresos, 
realizar pagos u Operar egresos cuya documentación 
no haya sido previamente intervenida por los órga- 
nos de control imterno y externo en los casos en que 
la Constitución de la República o la ley hayan ins- 
tituido ese último control. 


Art. 534. — Las tesorerías de las direcciones de 
servicios administrativos o servicios que hagan las ve- 
ces de aquéllas en las dependencias del Estado, no 
constituyen descentralización del servicio del tesoro, 
sino cajas pagadoras con los fondos que reciban de 
la tesorería general respectiva. 


Esas tesorerías y las que funcionen fuera de la ca- 
Pital mantendrán en su poder los fondos que reciban 
para pagos y los fondos de “caja chica” o “fondos 
permanentes”, debiendo abrir una cuenta bancaria a 
la orden de la dependencia a que pertenecen, en la 
que depositarán las sumas que no deban abonarse en 
el día, con excepción de los de “caja chica”. Esas 
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cuentas, únicas por dependencias, se abrirán en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, o sus 
agencias, o en bancos privados si no existieran aqué- 
llas. 


Los sobrantes de sumas recibidas para el pago debe- 
rán devolverse a la tesorería genera: de donde lo re- 
ciban, dentro de los diez días de recibidos. Las sumas 
con beneficiario € acreedor, podrán mantenerse has- 
ta el término de la rendición de cuentas trimestra: 
posterior a la recepción, debiendo en el ínterin, ago- 
tar las gestiones para su pago. 


Las sumas que recauden por cualquier concepto de- 
berán ser giradas o depositadas conforme lo dispone 
el artículo 453. 


El Ministerio de Economía y Finanzas o repartición 
que haga sus veces en los Gobiernos Departamentales, 
+ podrán autorizar la compensación de las sumas que 
las tesorerías deben depositar o devolver, con las que 
deban recibir por parte de la tesorería general res- 
pectiva, siempre que se asegure el cumplimiento exac- 
to de las normas que regulan el movimiento de fon- 
dos y la operación puede efectuarse dentro de los pia- 
zos estipulados precedentemente. 


Art. 535. — El Ministerio de Economia y Fi- 
“nanzas O repartición que haga sus veces en las Inten- 
dencias Municipales podrá acordar la institución de 
“fondos permanentes” o “cajas chicas” en las teso- 
rerías de las direcciones de servicios administrativos 
o servicios que hagan las veces de éstas, y de “caja 
chica” en las proveedurías o dependencias cuyo de- 
senvolvimiento así lo requiera. 


El “fondo permanente” no podrá exceder el impor- 
te de dos duodécimos de la suma total asignada en 
los respectivos presupuestos para gastos de funcio- 
namiento con excepción de os correspondientes a re- 
tribución de servicios personales, cargas legales y pres- 
taciones de carácter social y suministros de bienes vn 
servicios efectuados por organismos estatales y pa- 
raestatales. Sólo podrá destinarse a atender el pago 
de sumas liquidadas que, por su carácter o urgencia, 
no puedan esperar la provisión normal de fondos o 
anticipar viáticos o gastos de movilidad en los casos 
de comisiones que no hayan podido preverse con 
tiempo suficiente. 


La “caja chica” podrá utilizarse para efectuar gas- 
tos de menor cuantía que deban abonarse al contado 
para solucionar necesidades momentáneas del servicio 
o para adquirir elementos de escaso valor, cuya ne- 
cesidad se presente imprevistamente. 


Será considerada falta grave a efectos de las sancio- 
nes que pudieren corresponder, la comprobación de 
que el “fondo peimanente” o la “caja chica” se hu- 
biere aplicado a gastos: 


A) Cuya espera de la provisión normal de fondos no 
hubiera afectado al servicio. 


B) Que no obedezcan, en su caso, a reales razones 
de urgencia. 
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C) Que se hubieren fraccionado con el objeto de re- 
ducir el monto de cada gasto. 


D) Que no configuran la modalidad indicada para la 
“caja Chica”. 


En ningún caso podrá utilizarse el “fondo perma- 
nente'”” para el pago de sueldos o remuneraciones u 
otros estipendios de asignación fija. 


Las sumas que se entreguen para “fondo perma- 
nente” o “caja chica” constituirán un mero anticipo 
de fondos, sin imputación previa, y se irán reponiendo 
a medida que se provean los fondos para las eroga- 
ciones respectivas con imputación a las cuentas de 
presupuesto que correspondan. 


Art. 536. — Todo funcionario o persona que ma- 
reje o custodie loncios o valores o tenga a su car. 
go proveedurías o la custodia de depósitos de bienes 
muebles del Estado, está obligado a prestar fianza 
por los montos y en la forma que establezca la re- 
glamentación. 


El seguro o caución de fidelidad podrá ser aceptado 
como garantía si está otorgado por el Banco de Se- 
guros del Estado. 


CAPITULO III 
DE LA DEUDA PUBLICA 


Artículo 537. — El Poder Ejecutivo podrá hacer 
uso de crédito a corto plazo, mediante la emisión de 
Letras de Tesorería, para cubrir deficiencias estacio- 
nales de caja hasta el monto que se fije en la ley 
de presupuesto o sus modificaciones. 


El monto de estas emisiones y las demás obligacio- 
nes que al cierre de: ejercicio queden sin cancelar 
constituyen Deuda Pública flotante. 


Art. 538. — La emisión de empréstitos o títu- 
los de crédito o la concertación de operaciones de 
crédito de mediano o largo plazo y cualquier otra 
operación de crédito, salvo las contempladas en e: 
artículo anterior, se regirán por lo dispuesto por los 
artículos 85, numeral 6%, 185, 301 y concordantes de 
la Constitución de la República, así como por las 
normas legales respectivas. 


TITULO IHM 


DEL REGISTRO Y CONTRALOR 
DE LAS OPERACIONES 


CAPITULO 1 
DEL REGISTRO 


Artículo 539. — Todos los actos u operaciones 
comprendidos en la presente ley deben realizarse por 
medio de documentos, registrarse en libros certifica- 
dos por la inspección General de Hacienda, fichas de 
contabilidad o mediante la utilización de un sistema 
de procesamiento electrónico de datos, con los re- 
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quisitos que establezca la reglamentación y reflejar- 
se en cuentas, estados demostrativos y balances que 
permitan su medición y juzgamiento. 


A los efectos de la presentación de la documentación 
podrá utilizarse el sistema de microfilmación. 


Art. 540. — El registro de las Operaciones se lie- 
vará por el método de partida doble y se integrara 
con los siguientes sistemas: 

. 1) Financiero, que comprenderá: 

a) Presupuesto. 

b) Movimiento de fondos y valores. 
2) Patrimonial, que comprenderá: 

a) Bienes del Estado. 


b) Deuda Pública. 


Además se registrarán: 


1) Los cargos y descargos con respecto a las perso- 
nas obligadas a rendir cuenta de fondos, valores. 
bienes o especies de propiedad del Estado. 


2) Los costos de los programas presupuestales, 


Art. 541. — La contabilidad de Presupuesto re- 
gistrará: 


1) Con relación al cálculo de recursos, los importes 
calculados y los recaudados por cada ramo o es- 
pecificación de las entradas, de manera que que- 
de individualizado su origen. 


2) Con relación a cada uno de los créditos: 
A) El monto autorizado y sus modificaciones. 


B) Los compromisos contraídos en materia de 
gastos de funcionamiento y de inversión. 


C) Los compromisos ejecutados en materia de 
gastos de inversión. 


D) Los incluidos es órdenes de pago. 


Se llevará analiticamente en las contadurías cen- 
trales y sintéticamente en la contaduría general que 
corresponda. 


A su vez, la Contaduría General de la Nación cen- 
tralizará la información contable de todos los Orga- 
nismos del Presupuesto Nacional. 


Las contadurías centrales registrarán asimismo los 
compromisos en curso de formación. 


Art. 542. — La contabilidad del movimiento de 
fondos y valores registrará las entradas y salidas, cla- 
sificadas por financiación y destino, provengan o no 
de la ejecución del presupuesto. 
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Cada contaduría llevará analíticamente el registro 
de las que se operen en la tesorería del Organismo 
a que pertenezcan. La Contaduría General de la Na- 
ción, además, registrará sintéticamente las correspon- 
dientes a Organismos bajo su control y centralizará 
la de todos los Organismos del Presupuesto Nacional. 


Art. 543. — La contabilidad de los bienes del 
Estado registrará las existencias y movimientos de 
los bienes, con especial determinación de los que in- 
gresan al patrimonio por ejecución del presupuesto o 
por otros conceptos, cuidando de hacer factible el 
mantenimiento de inventarios permanentes. 


Art. 544, — La contabilidad de la Deuda Públi- 
ca registrará las autorizaciones de emisión de ex - 
préstito y otras formas del uso del crédito, su nego- 
ciación y circulación, separando la Deuda consolidada 
de la flotante. 


Art. 545. — Los registros de cargos y Cescargos se 
Jevarán como consecuencia de las contabilidades res- 
pectivas y demostrarán: 


1) Para el movimiento de fondos y valores, las su- 
mas por las cuales deban rendir cuenta los que 
han percibido fondos o valores del Estado. 


2) Para los bienes del Estado, los bienes o especies 
en servicio, guarda o custodia, manteniendo ac- 
tualizados los datos de los funcionarios a cuyo 
cargo se encuentren. 


Los registros de costos se llevarán como comp!e- 
mento de la contabilidad de presupuesto. 


Art. 546. — La Contaduria General de la Na- 
ción ajustará el plan de cuentas y las formas de re- 
gistro que, previa conformidad del Tribunal de Cuen: 
tas, regirá con carácter obligatorio para todos los 
organismos públicos. 


Dicho plan proveerá lo necesario para asegurar 
principalmente: 


1) La correlación entre los registros de las contadu- 
rias centrales y contaduría general respectiva. 


2) La verificación de la exactitud de los asientos 
y su posible confrontación con la documentación 
que les dio origen, a efectos del control interno 
y del que compete al Tribunal de Cuentas, para 
el ejercicio eficaz del control sobre los funciona- 
rios o empleados que autoricen gastos o manejen 
fondos, valores, títulos, bienes o especies de pro: 
piedad del Estado. 


3) La confección de estados y balances, analíticos 
o sintéticos, que permitan proporcionar la infor- 
mación necesaria para las autoridades o la opi- 
nión pública, cuando así se disponga. 


4) El conocimiento continuo y exacto de la situación 
del Tesoro y la formulación de. rendiciones de 
cuentas. 
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5) La realización periódica de arqueos generales o 
parciales. 


6) El control de inventarios y de las existencias en 
depósito y en servicio. 


7) La agrupación de datos con criterio estadístico o 
la formulación de cuentas de fuentes y usos de 
fondos. 


Las contadurías centrales podrán llevar los regis- 
tros auxiliares que sean convenientes por la naturale- 
za o características de cada dependencia, pero no po- 
drán alterar el plan sin consentimiento de la Conta- 
duría General de la Nación y conformidad del Tribu- 
nal de Cuentas. , 


CAPITULO H 
DEL CONTROL 


Artículo 547. — El control interno de la gestión 
económico-financiera estará a cargo de las contadu- 
rías centrales, bajo la superintendencia de la Conta- 
duría General de la Nación o contaduría general que 
corresponda, y sin perjuicio de las funciones de con- 
trol que competen al Tribunal de Cuentas y las que 
pudieren encomendarse legalmente a la Inspección Ge- 
neral de Hacienda. 


Art. 548. — A efectos del control interno es re- 
quisito indispensable para la tramitación de los ac- 
tos u Operaciones a que refiere el artículo 451, la in- 
tervención de las contadurías que deberá constar en 
la documentación respectiva, bajo la firma de funcio- 
nario autorizado. 


Las contadurías centrales actuarán bajo la superin- 
tendencia de la contaduría general que corresponda 
y, sin perjuicio de la técnica usual del control y de 
los cometidos que se le pudieran asignar por otras dis- 
posiciones, deberán: 


1) Verificar el movimiento de fondos y valores de 
la tesorería respectiva, certificar el correcto de- 
pósito de los ingresos y el cumplimiento de las 
órdenes de pago y arquear periódicamente las 
existencias. : 


2) Conciliar los saldos de las cuentas bancarias con 
los estados remitidos por los bancos. : 


3) Informar previamente en los actos que generen 
compromisos con respecto a la disponibilidad 
del crédito para el objeto del gasto y su monto, 
sin cuya constancia carecerán de validez. 


4) Verificar el cumplimiento de las normas vigen- 
tes para los compromisos, liquidaciones y pagos. 


5) Liquidar los gastos e inversiones, 
6) Registrar las Operaciones. 
7) Verificar las cuentas que presenten los obligados 


a rendirlas y formular los estados de descargos 
ante la contaduría general. 
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8) Controlar las existencias en depósito y en servi- 
cio y verificar, rotativa y periódicamente, los 
inventarios. me 


9) Formular estados demostrativos y balances se- 
gún se reglamente o se les requiera. En todo es- 
tado o balance que contenga cifras relativas a 
saldos de fondos o valores disponibles, las mis- 
mas deberán certificarse mediante el arqueo res- 
pectivo. 


10) Documentar en todos los casos su oposición a 
los actos de los ordenadores de los gastos o pa- 
gos que consideren irregulares o en los que no 
se hubieren cumplido los requisitos legales. 


En particular, les queda prohibido dar curso a do- 
cumentación que debe ser intervenida por el Tribunal 
de Cuentas si este requisito no se hubiere cumplido. 


Las contadurías centrales podrán descentralizar su 
labor en contadurías o servicios administrativos loca- 
les, pero mantendrán su función de control mediante 
la revisión total de las operaciones realizadas por 
aquéllas. 


Art. 549. — La Contaduría General de la Na- 
ción ejercerá el control interno de los Organismos de 
la Administración Central y el control de la ejecu- 
ción presupuestal y su contabilización en los Orga- 
nismos comprendidos en el artículo 220 de la Consti- 
tución de la República. 


Asimismo, ejercerá la superintendencia contable de 
las contadurías centrales de los mismos y sus depen- 
dencias. 


Sin perjuicio de la técnica usual de control y de- 
más funciones que se le pudiera asignar por disposi- 
ciones especiales, deberá: 


1) Verificar el movimiento de fondos y valores de 
la Tesorería General de la Nación y arquear sus 
existencias. 


2) Verificar el cumplimiento de las funciones de 
las contadurías centrales, inspeccionar sus regis- 
tros y verificar, mediante los métodos usuales 
de auditoría la correspondencia de los mismos 
con la documentación y de ésta con la gestión 
financiero-patrimonial. 


3) Registrar las operaciones de la Tesorería Gene- 
ral de la Nación, centralizar sintéticamente los 
registros de las contadurías centrales y formu- 
lar los balances respectivos. 


4) Verificar los balances de rendiciones de cuentas. 


5) Verificar la impresión y distribución de los va- 
lores fiscales. 


6) Llevar registro actualizado de los deudores in- 
cobrables en la forma y a los efectos que deter- 
mine la reglamentación. 
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.: 7) Registrar los cargos y descargos emergentes de 
lo dispuesto en el numeral 7) del artículo 548. 


8) Centralizar el registro de las operaciones de la 
Hacienda Pública. 


“ 9) Formular las rendiciones de cuentas del Poder 
Ejecutivo. 


10) Formular los balances de situación o generales 
que demuestren la gestión de la Hacienda Pú- 
blica y las fuentes y usos de fondos del sector 
Público. 


En particular, le queda prohibido dar curso a la 
“documentación no intervenida por el Tribunal de 
Cuentas en los casos en que se requiera su interven- 
' ción. 


Art. 550. — Los contadores que se encuentren 
al frente de las contadurías centrales ministeria 
les y de las que hagan sus veces en los Organismos 
mencionados en el artículo anterior, actuarán bajo 
la superintendencia de la Contaduría General de la 
Nación en el ejercicio de las funciones que son com- 
petencia de ésta, técnicamente aplicarán las normas 
correspondientes que dicha oficina señale para el me- 
. jor desempeño de las referidas funciones y pondrán 
en su conocimiento las observaciones que formulen. 


En caso de incumplimiento de estos deberes, la Con- 
taduría General de la Nación informará al jerarca de 
quien depende el funcionario, a los efectos de hacer 
efectivas las responsabilidades consiguientes. 


Art. 551. — Las contadurías generales de los 
Gobiernos Departamentales y de los Entes no com- 
prendidos en el Presupuesto Nacional ejercerán en 
sus respectivas jurisdicciones las mismas funciones 
asignadas a la Contaduría General de la Nación, con 
excepción de las señaladas en los numerales 8), 9) 
y 10) del artículo 549. 


No obstante, esos cometidos se ejercerán con refe- 
rencia a la hacienda específica en que actúen y ren- 
diciones de cuentas y balances que deba formular esa 
Administración particular, debiendo suministrar la 
información que consolida la Contaduría General de 
la Nación. 


Igualmente les queda prohibido dar curso a la do- 
cumentación no intervenida por el Tribunal de Cuen- 
tas en los casos en que se requiera por mandato cons- 
titucional o legal su intervención. 


Art. 552. — Corresponde al Tribunal de Cuen- 
tas el control externo de la gestión financiero-patri- 
monial de los Poderes, Organismos y Entidades men- 
cionados en el artículo 451, conforme a los cometidos 
asignados por la Constitución de la República y las 
leyes, debiendo en especial: 


1) Dictaminar e informar en materia de presupues- 
tos, a solicitud expresa de la Asamblea General 
o de cualquiera de sus Cámaras, cuando se trate 
el Presupuesto Nacional y preceptivamente so- 
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bre los presupuestos de los Entes industriales y 
comerciales del Estado y Gobiernos Departamen- 
tales (artículos 211, literal a), 221 y 225 de la 
Constitución de la República). 


2) Intervenir preventivamente en los gastos y en 
los pagos a realizar por Entidades Estatales al 
solo efecto de certificar su legalidad (articulo 
211, literal b) de la Constitución de la República). 


3) Dictaminar e informar sobre los balances de eje- 
cución presupuestal y rendiciones de cuentas que 
deben formular el Poder Ejecutivo y los Gobier- 
nos Departamentales, así como los estados de si- 
tuación, de resultados y de ejecución presupuestal, 
que formulen los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados (artículo 211, literal c) de la 
Constitución de la República). 


4) Dictaminar e informar sobre los estados y balan- 
ces que formulen los Organismos, Servicios o En- 
tidades no estatales que perciban fondos públicos 
o administren bienes del Estado, en las condicio- 
nes que establezcan las normas respectivas, 


5) Visar previamente a su publicación los estados 
periódicos que por lo menos una vez al año de- 
ben formular y dar a conocer los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados, de conformidad 
con el artículo 191 de la Constitución de la Re- 
pública. 


Y, en general, controlar toda gestión relativa a la 
Hacienda Pública observando y denunciando ante 
quien corresponda, las irregularidades en el manejo 
de fondos públicos e infracciones a las leyes de pre- 
supuesto y contabilidad, informando en cuanto fuere 
pertinente, respecto a las acciones en casos de res- 
ponsabilidad. 


El Tribunal de Cuentas elevará a la Asamblea Ge- 
neral, copia autenticada de las resoluciones que recai- 
gan en todas las auditorías que practique, y de su 
intervención que refiere el Título VI “De las Respon- 
sabilidades”, estableciendo en este último caso, cuan- 
do el organismo competente no hubiere atendido sus 
observaciones, el grado de responsabilidad que la in- 
fracción le merece. 


Art. 553. — Las funciones de control que le com- 
peten al Tribunal de Cuentas podrán ser ejercidas 
por intermedio de sus propios auditores designados 
para actuar en las contadurías generales, contadurías 
centrales o servicios de contabilidad que hagan sus 
veces en toda la Administración Pública, centraliza- 
da o descentralizada. 


Sin perjuicio de ello, en los Gobiernos Departamen- 
tales, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
las funciones especificas de intervención preventiva de 
gastos y pagos podrán ser ejercidas por sus respectivos 
contadores siempre que el Tribunal, atendiendo a ra- 
zones de necesidad, oportunidad o conveniencia, les 
designe en calidad de contadores delegados, en cuyo 
caso actuarán en tales cometidos bajo la superinten- 
dencia del Cuerpo (artículo 211, literal b) “in fine”, 
de la Constitución de la República). 
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Los auditores y los contadores delegados designa- 
dos por el Tribunal de Cuentas ejercerán sus funcio- 
nes conforme a las normas que al respecto establezcan 
su Ley Orgánica o las ordenanzas que el Cuerpo dicte 
dentro de su competencia, determinándose con preci- 
sión la materia, delimitación de los cometidos y for- 
malidades a que ajustarán su actuación los designa- 
dos. 


En los casos en que el Tribunal hubiere cometido a 
- sus auditores o a los contadores delegados la función 
de intervención preventiva de gastos y pagos a que 
refiere el artículo 211, literal b) de la Constitución 
de la República, las observaciones que formulen és- 
tos dentro del límite atribuido a su competencia, se 
entenderán como realizadas por el Tribunal de Cuen- 
tas. 


Toda vez que lo considere conveniente, el Tribunal 
de Cuentas podrá avocar dicho control. 


En todo caso de reiteración de gastos o pagos por 
parte de los Organismos controlados, el mantenimien- 
to de las observaciones deberá ser resuelto por el pro- 
pio Tribunal. 


Art. 554. — Cuando el Tribunal de Cuentas, por 
sí o por intermedio de su auditor o contador de- 
legado designado en su caso, observara un gasto o 
pago, deberá documentar su oposición y si el ordena- 
dor respectivo insistiera en el mismo, se comunicará 
tal resolución al Tribunal sin perjuicio de dar cumpli- 
miento al acto dispuesto bajo la exclusiva responsa- 
bilidad de dicho ordenador. 


Si el Tribunal mantuviera la observación, dará no- 
ticia circunstanciada a la Asamblea General o a quien 
haga sus veces, o a la Junta Departamental respec- 
tiva. En los casos de la administración autónoma o 
descentralizada se comunicará además al Poder Eje- 
cutivo cuando corresponda. 


Art. 555. — Sin perjuicio del cumplimiento de 
las funciones que le asignan la Sección XIII de 
la Constitución de la República y las disposiciones de 
leyes especiales y de la presente ley, el Tribunal de 
Cuentas deberá informar a la Asamb:ea General y 
a las Juntas Departamentales en su caso, emitiendo 
su opinión con respecto al costo de los servicios y 
eventualmente su comparación con los rendimientos 
obtenidos en vurden al cumplimiento de los programas 
presupuestales y la eficiencia de los Organismos que 
los tuvieron a su cargo. 


Art. 556. — Es obligatorio para todas las depen- 
dencias de los Organismos públicos remitir las ins- 
pecciones o verificaciones que decidan realizar las 
contadurías centrales, la contaduria general de cada 
jurisdicción o el Tribunal de Cuentas, para lo que 
deberán tener permanentemente a disposición los re- 
gistros y la documentación, facilitar la gestión de los 
funcionarios o empleados y proporcionar la informa- 
ción que le fuere requerida. Para el cumplimiento de 
su cometido específico, la contaduría general de cada 
jurisdicción queda facultada para actuar directamen- 
te en cualquier dependencia. 
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Art. 557. — En los Organismos donde no hu- 


- biere, en forma transitoria o permanente, contaduría 


central o servicio administrativo contable, hará sus 
veces la contaduría general que corresponda. 


Art. 558. — No se podrá recibir ingreso alguno 


' si no es contra la entrega del recibo correspondien- 


te, ni efectuar pago alguno sin recibo firmado por 
persona debidamente identificada, previa comproba- 
ción de que está autorizada para el cobro si no es 
el titular del documento de pago. 


Art. 559. — El Tribunal de Cuentas y la con- 
taduría general que corresponda, deberán efectuar 
revisiones, controles y arqueos periódicos, de acuerdo 
con las técnicas usuales de control y auditoría, antes 
o después de las rendiciones de cuentas, adoptando 
las medidas necesarias para la rotación de los ins- 
pectores y auditores. 


Art. 560. -— Todo funcionario o agente del Es- 
tado, que tenga conocimiento de irregularidades ad- 
ministrativas o actos que puedan causar perjuicios al 
erario, está obligado a comunicarlo por escrito a su 
superior jerárquico y al Tribunal de Cuentas. 


Art. 561. — El análisis administrativo de cos- 
tos y rendimientos y la información sobre la eficien- 
cia de los Organismos y cumplimiento de programas 
estará a cargo de las Oficinas de Planeamiento y Pre- 
supuesto nacional, municipal o sectorial, sin perjuicio 
de las medidas que en tal sentido adopten los Orga- 
nismos respectivos. 


A tal efecto, las contadurías, o servicios administra- 
tivos que hagan sus veces, les remitirán las informa- 
ciones relativas al costo, y las unidades ejecutoras las 
estadísticas de rendimientos. 


Art. 562. — El control externo de eficiencia e€s- 
tará a cargo del Tribunal de Cuentas, a Cuyo efec- 
to y sin perjuicio de las medidas que el mismo adop- 
te, las contadurías y unidades ejecutoras deberán re- 
mitirle copia de la información a que refiere el ar- 
tículo anterior. 


TITULO IV 


DE LA RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE 
DE EJECUCION PRESUPUESTAL 


Artículo 563. — La Rendición de Cuentas y el 
Balance de Ejecución Presupuestal que prescribe el 
artículo 214 de la Constitución de la República, de- 
berán contener los siguientes estados demostrativos: 


1) Del grado de cumplimiento de los objetivos y 
metas programados, indicando las previstas y al- 
canzadas, y su costo resultante. 


2) Del resultado del ejercicio, por comparación en- 
tre los compromisos contraídos y las sumas efec- 
tivamente recaudadas para su financiación. 
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3) De la ejecución del presupuesto con relación a 
los créditos indicando: 


A) Monto del crédito original. 


B) Modificaciones introducidas en el transcurso 
del Ejercicio. 


C) Monto definitivo al cierre del Ejercicio. 


D) Compromisos contraídos, incluidos residuos 
pasivos y, en su caso, ejecución de las in- 
versiones. 


E) Saldo no utilizado. 


4) De la ejecución del presupuesto con relación «l 
cálculo de recursos por cada clase de ingresos, 
indicando: 


A) Monto calculado. 
B) Monto efectivamente recaudado. 
C) Diferencia entre lo calculado y lo recaudado. 


5) ¡De la aplicación de los recursos al destino para 
el que fueron instituidos, indicando el monto de 
las afectaciones especiales con respecio a cada 
clase de ingresos. 


6) Del movimiento de fondos y valores, indicando: 
A) Existencias al iniciarse el Ejercicio. 
B) Ingresos. 
C) Egresos. 
D) Existencias al cierre del Ejercicio. 


7) De la evolución de los residuos pasivos, clasifi- 
cados por financiación. 


8) De la situación del tesoro, indicando los valores 
activos, los pasivos y el saldo. 


9) De la Deuda Pública, clasificada en consolidada 
y flotante, indicando las emisiones de emprésti- 
tos y otras operaciones a largo plazo y la Deuda 
Pública en circulación al principio y al cierre 
del Ejercicio. 


10) De las fuentes de financiamiento que se han uti- 
lizado en el Ejercicio. 


Art. 564. — Las contadurías centrales confec- 
cionarán los estados indicados en los numerales 3) 
a 8) del artículo 563 y los remitirán a la contaduría 
general que corresponda, certificados por el auditor 
del Tribunal de Cuentas, o por éste si no lo hubiere, 
antes del 1% de marzo del año siguiente al cierre del 
Ejercicio. 


Las contadurías generales verificarán dichos esta- 
dos y, previo contralor de la correspondencia con sus 
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respectivos registros, confeccionarán los resúmenes 
respectivos y el estado que se indica en el numeral 
2) del artículo 563. 


La Contaduría General de la Nación confeccionará, 
además, el estado que se indica en el numeral 9) del 
artículo 563. 


La oficina nacional, municipal o sectorial de Pia- 
neamiento y Presupuesto, según cos1esponda, confec- 
cionará el estado indicado en el numeral 1) del ar- 
tículo 563 en base a las informacicnes a que refiere 
el artículo 561 y las que, a este efecto, deberán su- 
ministrarle las Oficinas de Planeamiento y Presupuesto 
de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


Art. 565. — Sin perjuicio de las autonomías que 
establece la Constitución de la República o deter- 
mine expresamente la ley, a fin de que las cuen- 
tas del Estado resulten demostrativas del resultado 
total de la gestión de sus Organismos, la Contaduría 
General de la Nación consolidará todas las cuentas y 
formulará un balance general integral que contendrá 
sintéticamente resumida la misma información indi- 
cada en el artículo 563, debidamente clasificada y to- 
talizada, para lo cual las contadurías generales le 
remitirán un duplicado de las rendiciones de cuen- 
tas que formulen, antes del 30 de abril del año si- 
guiente al del cierre del Ejercicio. 


A efectos de la uniformidad, claridad y ordenamiento 
de las rendiciones de cuentas, la Contaduría General 
de la Nación, con la conformidad del Tribunal de 
Cuentas y de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, implantará los formularios pertinentes que se- 
rán de uso obligatorio y no podrán alterarse sin sus 
consentimientos. 


El envío de la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal, a la Asamblea General 0 
Junta Departamental, sé hará por los Organismos que 
deban presentarlas dentro de los seis meses de cerra- 
do el Ejercicio y simultáneamente se remitirá un du- 
plicado al Tribunal de Cuentas. 


Art. 566. — Exceptúase de lo dispuesto en es- 
te Titulo, salvo lo indicado en los numerales 1), 3) 
y 4) del artículo 563, a los Entes de carácter co- 
mercial e industrial, que deberán formular sus balan- 
ces y estados financieros de acuerdo con la naturaleza 
de la explotación a su cargo y con sujeción a las res- 
pectivas leyes orgánicas, publicarlos conforme al ar- 
tículo 191 de la Constitución de la República y remi- 
tirlos al Poder Ejecutivo, por intermedio del Minis- 
terio respectivo, antes del 31 de mayo del año siguien- 
te al del cierre del Ejercicio, para su presentación a 
la Asamblea General. 


TITULO V 
DE LOS OBLIGADOS A RENDIR CUENTAS 
Artículo 567. — Todo funcionario o empleado, co- 
mo así también toda persona física o jurídica que per- 


ciba fondos en carácter de recaudador, depositario o 
pagador, o que administre, utilice o custodie otros 
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. bienes o pertenencias del Estado, con o sin autoriza- 
ción legal, está obligado a rendir cuenta documentada 
o comprobable de su versión, utilización o gestión. 


_ Art. 568, — Los descargos en cuentas de fondos 
y valores se Operarán: 


1) En la contaduría central: 


A) Provisoriamente, contra la presentación de la 
documentación probatoria. 


B) Definitivamente, cuando la documentación 
probatoria haya sido verificada y conforma- 
da, y a su vez, revisada y aprobada por el 
auditor del Tribunal de Cuentas o por éste 
si no lo hubiere. 


2) En la contaduría general: contra recepción del 
estado de descargo firmado por funcionario compe- 
tente de la contaduría central y certificado por 
el auditor del Tribunal de Cuentas o por éste si 
no lo hubiere, La referida firma y su certificación 
implican la conformidad de los firmantes y que 
la documentación no ofrece reparos ni motivos de 
rechazo. 


La documentación permanecerá archivada en la 
contaduría central por un período no menor de 
diez años y deberá mantenerse ordenada en for- 
ma que permita su revisión o consulta en cual- 
quier momento. 


No podrá descargarse definitivamente cuenta al- 
guna sin la certificación del auditor del Tribunal 
de Cuentas o de éste si no lo hubiera. 

Ninguna suma podrá permanecer sin rendir 
cuenta durante más de dos meses posteriores al 
mes en que fue recibida. 


La rendición a la contaduría general se formu- 
lará cada tres meses. 


Art. 569. — Los cargos y descargos de bienes 
y pertenencias que no sean de consumo o uso preca- 
rio se formularán por las contadurías centrales en 
cada oportunidad que se operen variaciones en la exis- 
tencia o destino de los mismos, al funcionario que 
ocupe la jefatura de la dependencia o servicio que los 
tenga en uso, 


Los bienes de consumo O uso precario se cargarán 
al funcionario encargado de su guarda o distribución 
en oportunidad de su recepción por el mismo y se 
descargarán por la documentación probatoria del su- 
ministro. 


Las variaciones serán comunicadas anualmente a la 
contaduría general que corresponda, previa revisión 
y certificación del auditor del Tribunal de Cuentas, o 
por éste si no lo hubiere. 


Art. 570. — Los funcionarios que ocupen jefa- 
turas de dependencias o servicios se harán cargo de 
la misma bajo inventario de los bienes y pertenen- 


ASAMBLEA GENERAL 


9 de Noviembre de 1987 


cias y arqueo de fondos y valores, que se documen- 
tará en acta labrada al efecto con intervención de la 
contaduría central o contaduría general, según corres- 
ponda. La misma formalidad deberá cumplirse en ca- 
da cambio o traslado de jefatura. Las contadurías cen- 


«trales informarán a la contaduría general acerca de 


dichos cambios. 


Art. 571. — A los efectos de lo dispuesto en el 
artículo anterior, las contadurias generales formula- 
rán las respectivas cuentas de cargo en relación con 
el movimiento de fondos y valores de las tesorerías 
generales y movimientos de bienes del Estado y las 
contadurías centrales, en relación con los servicios 
similares de las dependencias a que pertenecen. 


TITULO VI 
DE LAS RESPONSABILIDADES 


Artículo 572. — La responsabilidad administrati. 
va en materia financiero-contable alcanza a todos los 
funcionarios públicos con tareas o funciones vincula- 
das a la gestión del patrimonio del Estado, toda vez 
que incurran en infracción en el manejo de dineros 
o valores públicos, o en la custodia o administración 
de bienes estatales. 


Alcanza además a los funcionarios de control que 
hubiesen intervenido el acto ilegal o irregular, o no 
se hubieran opuesto al mismo, así como a las entida- 
des o personas no estatales y:sus directores o emplea- 
dos que utilicen indebidamente fondos públicos, o ad- 
ministren incorrectamente bienes del Estado, en lo 
pertinente. 


Las transgresiones a las disposiciones de esta ley 
constituyen faltas administrativas, aún cuando no oca- 
sionen perjuicios económicos al Fisco. Las responsabi- 
lidades se graduarán conforme a la jerarquía del in- 
fractor y a su nivel de responsabilidad en la materia. 


En todos los casos los infractores quedarán sujetos 
a las sanciones administrativas O disciplinarias apli- 
cables; y cuando corresponda, a las responsabilidades 
civiles, penales o políticas emergentes, de conformidad 
con las disposiciones constitucionales, legales y  re- 
glamentarias vigentes y las que se establecen en los 
artículos siguientes. 


Art. 573. — Las responsabilidades por inobservan- 
cia O infracciones a la presente ley, comprenden: 


1) A los obligados a rendir cuentas por las que hu- 
bieren dejado de rendir o por aquellas cuya do- 
cumentación no fuere aprobada. 


2) A los funcionarios de cualquier orden que dic- 
taren resoluciones contrarias a las disposiciones 
de esta ley o su reglamentación. 


3) A los funcionarios O agentes del Estado que por 
su culpa o negligencia, ocasionaren daños o per- 
juicios al Fisco, por entregas indebidas de bienes 
a su cargo o custodia, o por pérdida, sustracción 
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o indebido uso, cuidado o mantenimiento de los 
mismos. 


4) A los agentes recaudadores por las sumas que 
por su culpa o negligencia dejaren de percibir. 


5) A los agentes recaudadores oO pagadores que no 
depositen los fondos respectivos en la forma dis- 
puesta en la presente ley o su reglamentación. 


6) A los ordenadores de gastos y pagos por las obli- 
gaciones que asuman u ordenen liquidar y pagar 
sin crédito previo suficiente, excepto en las cir- 
cunstancias previstas en los artículos 464, 466 y 
468 de esta ley. 


Art. 574. — La responsabilidad alcanza manco- 
munada y solidariamente a todos los que resuelvan, 
dispongan, ejecuten o intervengan en la formación de 
los actos o hechos irregulares. 


Quedan exceptuados los integrantes de directorios 
u organismos colegiados, que se hubieran opuesto al 
acto y dejado constancia escrita de su oposición, asi 
como los funcionarios sujetos a jerarquía que en opor- 
tunidad de su intervención hubieran expuesto tam- 
bién por escrito sus observaciones y los fundamentos 
de las mismas. 


Art. 575. — Cuando exista conocimiento o pre- 
sunción de irregularidades en la administración y 
manejo de fondos públicos, la autoridad competente 
mandará practicar investigación administrativa o su- 
mario con las garantías del debido proceso, a fin de 
determinar o comprobar la responsabilidad de los 
funcionarios intervinientes, la individualización de los 
infractores, la entidad de la falta, el esclarecimiento 
total de los hechos y la determinación de la cuantía 
de los daños y perjuicios eventualmente ocasionados 
al erario. 


El instructor del sumario solicitará asimismo los 
peritajes contables y auditorías conducentes a la de- 
terminación de los perjuicios ocasionados cuando co- 
rrespondiere. 


El Tribunal de Cuentas podrá controlar el desarro- 
llo y conclusiones del sumario y la efectiva adopción 
de las medidas administrativas, disciplinarias y judi- 
ciales que se adopten. Al efecto podrá solicitar la re- 
misión de los expedientes administrativos y tendrá 
acceso a toda la documentación e información. 


Art. 576. — Cuando el Tribunal de Cuentas, en 
ocasión u oportunidad de dictaminar e informar 
respecto de las rendiciones de cuentas o del control 
que ejerce sobre la gestión de todos los Organismos 
del Estado, compruebe u obtenga presunciones fun- 
dadas sobre irregularidades en el manejo de fondos 
públicos o infracciones a las leyes de presupuesto y 
contabilidad, lo comunicará al jerarca u ordenador 
respectivo, mediante informe circunstanciado expo- 
niendo las consideraciones y observaciones pertinen- 
tes, así como las acciones correspondientes para ha- 
cer efectivas las responsabilidades del caso (literales 
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c) y e) del artículo 211 de la Constitución de la Re- 
pública). 


Art. 577. — Cuando como consecuencia de la res. 
ponsabilidad financiera contable emergente de la re- 
solución Administrativa (artículo 582) sugiere un 
perjuicio para el patrimonio estatal, podrá caber la 
presunción de la responsabilidad civil del infractor. 


Cuando se presuma la existencia de delito, el je- 
rarca respectivo, sin perjuicio de disponer de inmedia- 
to la investigación o sumario correspondiente, formu- 
lará sin demora las denuncias judiciales pertinentes 
con remisión de todos los antecedentes de que dis- 
ponga. 


En tales casos la Administración podrá solicitar la 
adopción de medidas cautelares que correspondan para 
asegurar el resarcimiento o la indemnización al pa- 
trimonio estatal. 


En estas situaciones no correrá el plazo del ar- 
tículo 841 del Código de Procedimiento Civil, hasta 
los noventa días posteriores a la resolución definitiva 
que recaiga en el sumario. 


Art. 578. — Si la investigación, sumario o Aac- 
ciones por causa de responsabilidad debiera recaer 
sobre ordenadores primarios o jerarcas que por la 
Constitución de la República o las leyes deben ser 
sometidos a previo juicio político, la autoridad com- 
petente, o en su defecto el Tribunal de Cuentas, lo 
comunicará a la Asamblea General con informe cir- 
cunstanciado, y se mandarán reservar las actuaciones 
hasta que cesen en sus cargos, a efecto de las accio- 
nes que pudieran corresponder. 


Art. 579. — El cese de funciones no exime de 
responsabilidad civil al ex-funcionario, salvo en los 
casos siguientes: 


1) Por su gestión financiero-patrimonial incluida en 
rendiciones de cuentas aprobadas por los órganos 
de control. 


2) Por los bienes a su cargo o custodia descargados 
en la forma dispuesta por los artículos 568 y 569. 


3) Por los descargos de inventarios que hubieren 
sido aprobados por los órganos de control. 


La renuncia, o la separación del cargo, del funcio- 
nario responsable, no impide ni paraliza el examen 
de sus cuentas y gestión en el manejo de bienes y 
fondos públicos, ni las acciones civiles de resarcimien- 
to que pudieran corresponder. 


Art. 580. — Las responsabilidades específicas en 
materia financiero-contable y las civiles emergen- 
tes a que refiere este Título prescriben a los diez años, 
a contar de la fecha del acto o hecho que diera ori- 
gen a las mismas. En el caso de los responsables que 
deben ser sometidos al previo juicio político, el tér- 
mino de la prescripción comenzará a contarse a partir 
del cese en el cargo. 
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Art. 581. — Completado el sumario y produci- 
do el informe y conclusiones del sumariante, la au- 
toridad administrativa competente requerirá el dicta- 
men del Tribunal de Cuentas, remitiéndo!e todos los 
antecedentes, a efectos de una más precisa determina- 
ción de las responsabilidades emergentes. 


Dicho dictamen establecerá si el o los gestores de 
la Hacienda Pública involucrados han incurrido o no 
en falta que determine su responsabilidad, la natura- 
leza y entidad de ésta, y en su caso la cuantía de 
los daños o perjuicios eventualmente ocasionados al 
erario. 


Cuando las responsabilidades deban ser determina- 
das o hacerse efectivas en juicio tramitado ante la 
justicia ordinaria, los jueces competentes en materia 
. Civil o penal podrán so:icitar el dictamen del Tribunai 
- de Cuentas a los mismos efectos. 


Igual asesoramiento podrá requerir la Asamblea 
General o cualquiera de sus Cámaras en los casos a 
que refiere el artículo 578. 


En todos los casos previstos en este artículo, el Tri- 
bunal de Cuentas deberá emitir su dictamen en un 
plazo de treinta días, del que podrá excederse en si- 
tuaciones debidamente fundadas. 


Art. 582. — La autoridad administrativa, en opor- 
tunidad de resolver la investigacion o sumario, podra 
Hegar a una de las siguientes conclusiones: 


1) Que no se configura responsabilidad financiero- 
contable, en cuyo caso dispondrá sin más trámite 
el archivo de las actuaciones y gestionará el le- 
vantamiento de las medidas precautorias que se 
hubieren adoptado. 


2) Que se configura responsabilidad, pero no existe 
perjucio para el erario, en cuyo caso se estable- 
cerán las medidas disciplinarias que de confor- 
midad con la entidad de la falta administrativa 
correspondan. j 


3) Que se configura responsabilidad y perjuicio para 
la Administración, pero no está determinado €l 
monto de éste, en cuyo caso se impondrán las 
sanciones disciplinarias y podrá disponerse forma- 
lización de la acción civil ante la justicia com- 
petente para el resarcimiento o indemnización 
correspondientes. 


4) Que se configura responsabilidad y perjuicio pa- 
ra la Administracion y que se encuentre determi. 
nado el monto de éste, en cuyo caso se procederá 
en la forma preceptuada en el numeral anterior. 
A los efectos de la acción civil, el testimonio de 
la resolución administrativa y en coincidencia con 
el dictamen del Tribunal de Cuentas, constituirá 
presunción simple de la entidad del perjuicio a 
reclamar. 


Art. 583. — Cuando se inicie el sumario a con. 
tadores que por aplicación del artículo 553 de esta ley 
tengan calidad de Contadores Delegados del Tribunal 
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de Cuentas, el hecho deberá ser comunicado a dicho 
Tribunal, y no podrá separarse del cargo al inculpado 
sin la previa opinión del mencionado órgano. 


TITULO VII 
Disposiciones especiales y complementarias 


Artículo 584, — Los cargos de contadores de las 
Contadurías serán desempeñados por profesionales 
universitarios egresados de la Facultad de Ciencias 
Económicas y de Administración, o con título reva- 
lidado ante la misma. 


Art. 585. — Los términos fijados en esta ley se 
computaran en días hábiles y no se computará el día 
de la notificación, citación o emplazamiento. 


Art. 586. — Los montos límites para las con- 
irataciones o gastos que Compete autorizar a los Or- 
denadores podrán ser actualizados hasta dos veces 
por año por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
previo informe de la Contaduría General de la Na- 
ción, en miles de nuevos pesos, en función del Indice 
General de Precios del Consumo que elabóra la Di. 
rección General de Estadística y Censos. 


Los montos establecidos en el artículo 482 corres- 
ponden a valores al 31 de julio de 1987. 


Art. 587. — Cuando se invoquen razones de ur- 
gencia o imprevistos de carácter excepcional debe- 
rán fundarse fehacientemente, y en todos los caso», 
demostrar la imposibilidad de la previsión en tiempo. 


Art. 588. — Las Contadurías de la Presidencia 
ae la República, Cámara de Representantes y Sena- 
dores, Poder Judicial, Corte Electoral, Tribunal de 
Cuentas, Tribuna! de lo Contencioso Administrativo 
y de todo Ente o Servicio para el cual actualmente 
la Contaduría General de la Nación practique la in- 
tervención previa y liquidación del gasto, asumirán 
as mismas atribuciones de las contadurías centrales 
ministeriales. 


Art. 589. — Los Organismos, Servicios o Enti- 
úades no estatales que perciban fondos públicos oO 
administren bienes del Estado, llevarán su contabi!i- 
dad aplicando las mormas de los artículos 539 y si. 
guientes, discriminando claramente los fondos públi- 
cos y los gastos atendidos con ellos. 


Dichas personas o entidades, sin perjuicio de lo dis- 
puesto por los artículos 567 y siguientes, deberán ren- 
dir cuenta ante el Tribunal de Cuentas, en la forma 
siguiente: 


A) Cuando los fondos públicos percibidos durante el 
Ejercicio o los bienes del Estado que administran, 
no excedan del monto máximo de la licitación res- 
tringida, deberán presentar rendición de cuentas 
dentro de los sesenta días de vencido aquél. 


B) Cuando excedan dicho monto, deberán presentar 
estado de situación, estado de resultados y estado 
de origen y aplicación de fondos, dentro de los 
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noventa días de finalizado el Ejercicio, sin perjui- 
cio de lo que establece el literal siguiente. 


C) Cuando el monto a percibir o administrar durante 
el Ejercicio —o en caso de no conocerse el mis- 
mo, el del Ejercicio anterior— exceda a tres ve- 
ces el límite máximo de la licitación restringida, 
se deberá formular un presupuesto, el que será 
remitido con fines informativos al referido órga- 
no de control, antes de iniciarse el Ejercicio, y 
cuyo estado de ejecución se presentará conjunta- 
mente con los estados citados en el literal B). 


Si el Tribunal de Cuentas formulare observaciones 

su resolución se comunicará al Poder Ejecutivo, a 

- los efectos establecidos por los artículos 572 y si- 
« guientes. 


Art. 590. — Los Organismos estatales informa- 
rán al Poder Ejecutivo, a través de la Contaduría 
General de la Nación y al Tribunal de Cuentas, so- 
bre los inconvenientes que surjan en la aplicación de 

. esta ley y propondrán las modificaciones que aconse- 
je su aplicación. Ambos organismos de control, de 
común acuerdo con las Oficinas de Planeamiento y 
Presupuesto y del Servicio Civil propondrán al Po- 
der Ejecutivo las modificaciones al referido texto le- 
gal, para su sometimiento a la Asamblea General. 


Art. 591. — Las disposiciones de la Ley de Conta- 
bilidad y Administración Financiera comenzarán a 
regir a partir de la publicación de esta ley. 


_ Art. 592. — Con la entrada en vigencia de la 
Ley de Contabilidad y Administración Financiera 
quedarán derogadas las siguientes disposiciones: ar- 
tículo 2% (inciso 12), 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 60 del 
decreto de 14 de marzo de 1907 (reglamentación de 
la Ley N9 3.147, de 12 de marzo de 1907), incorpora- 
dos a la Ley N? 9.463, de 19 de marzo de 1955; ar- 
tículo 44 de la Ley N* 8.743, de 6 de agosto de 1931 
y su modificación por el artículo 87 de la Ley nú- 
mero 8.935, de 5 de enero de 1933; Ley N? 9.542, de 
31 de diciembre de 1935; artículo 13 de la Ley nú- 
mero 10.589, de 20 de diciembre de 1944; Ley N? 11.185, 
de 20 de diciembre de 1948; artículos 7% y 8? de la 
Ley N* 11.232, de 8 de enero de 1949; artículos 1%, 49, 
89 al 22, 24, 26 al 29, 33 al 38 y 41 al 44 de la Ley 
NY 11.925, de 27 de marzo de 1953; artículo 190 de 
la Ley N9 12.376, de 31 de enero de 1957; artículo 3% 
de la Ley N* 12.801, de 30 de noviembre de 1960; ar- 
tículos 52, 53, 104 y 138 de la Ley N? 12.802, de 30 de 
noviembre de 1960; artículos 27, 75, 77, 78 y 123 de 
la Ley N% 12.803, de 30 de noviembre de 1960; artícu- 
los 26, 39 y 40 de la Ley N* 12.950, de 23 de noviem- 
bre de 1961; artículo 358, de la Ley N9 13.032, de 7 
de diciembre de 1961; artículos 183, 186, 187, 202, 204, 
205 y 325, incisos i) y j) de la Ley N? 13.318, de 28 
de diciembre de 1964; artículo 512 de la Ley N* 13.640, 
de 26 de diciembre de 1967; Decreto 104/9683, de 6 
de febrero de 1968; artículos 14 y 15 de la Ley nú- 
mero 14.057, de 3 de febrero de 1972, última parte 
del inciso final del artículo 47 y artículo 362 del De- 
creto-Ley N* 14,189, de 30 de abril de 1974; artículo 32 
del Decreto-Ley N*% 14.754, de 5 de enero de 1978: 
artículos 16 y 17 del Decreto-Ley N% 14.867, de 24 
de enero de 1979; Decreto-Ley N*% 15.357, de 24 de 
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diciembre de 1982, e inciso 3% del artículo 80 y ar 
tículo 359 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986; 
como así también todas las disposiciones que se opon- 
gan a la presente ley. 


Art. 593. — Al remitir a la Asamblea General el Pro- 
yecto de Ley de Presupuesto o el de Rendición de Cuen- 
tas, según corresponda, el Poder Ejecutivo incluirá un 
anexo en el que, con fines exclusivamente informativos, 
se dará cuenta detallada de todos los gastos e inversiones 
realizados o a realizar por organismos estatales y para- 
estatales en investigación y desarrollo científico y tecno- 
lógicos en el período fiscal de que se trate. En el referido 
anexo se incluirá asimismo una estimación de lo que di- 
chos gastos e inversiones representen como porcentaje 
del Producto Bruto Interno y de los totales de gastos e 
inversiones, respectivamente, del Presupuesto Nacional. 


Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el inciso 
anterior, las personas públicas no estatales quedan obli- 
gadas a suministrar oportunamente al Poder Ejecutivo la 
información pertinente. 


Art. 594. — Toda atribución de titularidad y disponi- 
bilidad de fondos públicos extrapresupuestales se enten- 
derá hecha al 50% (cincuenta por ciento) de los mismos, 
salvo las excepciones dispuestas por ley. 


Art. 595. — Las Unidades Ejecutoras que se estable. 
cen a continuación dispondrán del 100% (cien por ciento), 
de los fondos establecidos en el artículo anterior: 


A) Del Inciso 02 “Presidencia de la República”, Unidad 
Ejecutora respectiva, encargada de la explotación del 
Establecimiento Anchorena. 


B) Del Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”: Uni- 
dad Ejecutora 001 “Ministerio de Defensa Nacional”, 
Unidad Ejecutora 006 “Servicio Geográfico Militar”, 
Unidad Ejecutora 067 “Servicio de Intendencia del 
Ejército”, Unidad Ejecutora 068 “Servicio de Material 
y Armamento”, Unidad Ejecutora 069 “Servicio ae 
Parques del Ejército”, Unidad Ejecutora 071 “Servicio 
Veterinario y de Remonta”, Unidad Ejecutora 072 “Co. 
mando General de la Armada”, Unidad Ejecutora 073 
“Comando General de la Fuerza Aérea”, Unidad Eje- 
cutora 086 “Prefectura Nacional Nayal”, Unidad BEje- 
cutora 085 “Servicio de Retiros y Pensiones Militares”, 
Unidad Ejecutora 081 “Servicio de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas”, Unidad Ejecutora 088 “Dirección 
General de Aviación Civil” y Unidad Ejecutora 092 
“Servicio de Tutela Social de las Fuerzas Armadas”. ' 


C) Del Inciso 04 “Ministerio del Interior”, todas sus Uni- 
dades Ejecutoras. 


D) Del Inciso 05 “Ministerio de Economía y Finanzas”: 
Unidad Ejecutora 003 “Inspección General de Hacien- 
da”, Unidad Ejecutora 005 “Dirección de Zonas Fran- 
cas”, Unidad Ejecutora 008 “Dirección Nacional de 
Loterías y Quinielas”, en cuanto a los fondos referi- 
dos en el Decreto-Ley N% 15.716, de 6 de febrero de 
1985, Unidad Ejecutora 009 “Dirección General del Ca- 
tastro Nacional y Administración de Inmuebles del 
Estado” y Unidad Ejecutora 015 “Dirección Nacional 
de Subsistencias”., 
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E) Del Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca”: Programa 002 “Generación y Transferencia de 
Tecnología”, Unidad Ejecutora 003 “División Adminis- 
tración Financiera”, Unidad Ejecutora 018 “Dirección 
Granos”, Unidad Ejecutora 020 “Centro de Investiga- 
ciones Veterinarias Miguel Rubino” y Unidad E;ecu- 
tora 030 “Dirección de Contralor Legal”. 


F) Del Inciso 09 “Ministerio de Turismo”, todas sus Uni- 
dades Ejecutoras. 


G) Del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultura”: 
Unidad Ejecutora 011 “Instituto de Investigaciones 
Biológicas Clemente Estable”, Unidad Ejecutora 014 
“Instituto Nacional del Libro”, Unidad Ejecutora 016 
“Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espec- 
táculos” y Unidad Ejecutora 023 “Consejo del Niño”, 
de los recursos indicados en el artículo 113 de la Ley 
N? 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


H) Del Inciso 12 “Ministerio de Salud Pública”, todas 
sus Unidades Ejecutoras. : 


ID) Del Inciso 13 “Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial”, todas sus Unidades Ejecutoras. y 


J) Del Inciso 25 “Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP)”, todas sus Unidades Ejecutoras. 


K) Del Inciso 26 “Universidad de la República”, todas 
sus Unidades E,ecutoras. 


Art. 596. — La Unidad Ejecutora 080 “Dirección Ge- 
neral de Infraestructura Aeronáutica” del Inciso 03 “Mi. 
nisterio de Defensa Nacional”, dispondrá del 90% (no- 
venta por ciento), de los fondos establecidos en el ar- 
tículo 594. 


La Unidad Ejecutora 089 “Dirección Nacional de Me- 
teorología” dispondrá del 75% (setenta y cinco por cien- 
to), de los fondos referidos. 


Art. 597. — Deróganse los artículos 6% y “9% del De- 
creto-Ley N* 14.867, de 24 de enero de 1979; artículo 37 
de la Ley N* 15.767, de 13 de setiembre de 1985; artículo 
75 de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986 y artículo 
205 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


Art. 598. — A partir de la promulgación de la presen- 
te ley, las partidas por una sola vez establecidas en leyes 
de presupuesto y rendiciones de cuentas caducarán cuan. 
do sus saldos sean inferiores a N$ 10.000 (nuevos pesos 
diez mil). 


Art. 599. — Sustitúyese el literal A), del artículo 7% 
del Decreto-Ley N% 15.716, de 6 de febrero de 1985, por el 
siguiente: 


“A) 50% (cincuenta por ciento) para atender: 


1) Los aportes patronales correspondientes al per- 
sonal referido en el literal B) de este artículo. 


2) Para equipamiento, necesidades locativas, mue- 
bles y útiles necesarios, para el mejor cumpli- 
miento de las funciones asignadas a la Dirección 
Nacional de Loterías y Quinielas.” 
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CAPITULO X 
DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 600. — Agréganse al artículo 16 de la Ley 
N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, los siguientes incisos: 


“Cuando la integración por aportes privados de ca- 
pital sea equivalente a un quinto de la integración de 
capital realizada por el Estado u otras entidades es- 
tatales, los accionistas privados tendrán derecho a 
elegir un Director; si aquella proporción se elevare a 
dos quintos, tendrán derecho a elegir dos Directores. 


Producida la incorporación de un Director, si la: pro- 
porción indicada en el primer caso descendiere: con 
relación al cierre del Ejercicio inmediato anterior a 
menos de un décimo, el Director quedará desinvestido 
de pleno derecho; en el segundo caso, si la última pro- 
porción indicada en el inciso anterior, descendiera a 
menos de un quinto manteniéndose superior a un dé- 
cimo, quedará desinvestido de pleno derecho el Direc- 
tor ingresado en último término, o en caso de igual 
fecha de incorporación, el que hubiere obtenido el 
menor número de votos en la elección correspondien- 
te, en cualquier caso la desinvestidura de cualquier 
Director se producirá de pleno derecho, en el supues- 
to de que la proporción entre el capital integrado por 
aportes privados y el capital integrado por el Estado 
u otras entidades estatales, sea inferior de un déci- 
mo”. 


Art. 601. — Las mayorías especiales exigidas por las 
disposiciones del artículo 7% y de los literales C) y N), del 
artículo 12 de la Ley N? 15.785, de 4 de diciembre de 1985, 
se entenderán siempre en relación a siete miembros, cual- 
quiera sea el número de integrantes del Directorio. 


Art. 602. — Decláranse formalmente válidos todos 1os 
actos dictados y todos los contratos celebrados por el Di- 
rectorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo 
constituido por los miembros que representan al Estado 
y los que dictare y celebrare, respectivamente, hasta la 
vigencia de la presente ley. 


Art. 603. — Agrégase al artículo 17 de la Ley N? 15.785, 
de 4 de diciembre de 1985, el siguiente inciso: 


“Los montos establecidos en los literales A) y D), 
se ajustarán conforme a la variación que experimen.- 
te el Indice General de los Precios del Consumo entre 
el 1% de diciembre de 1985 y el último día del mes 
anterior a la fecha en que se haga efectivo.” 


Art. 604. — Autorízase al] Ministerio de Economía y 
Finanzas a subrogar, por cambio de deudor, al Banco Hi- 
potecario del Uruguay frente al Banco Central del Uru- 
guay por hasta el importe de U$S 208:000.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América doscientos ocho millones), 
en concepto de la asistencia financiera que este último 
le otorgara a aquel Banco, en cuyo caso, simultáneamen- 
te quedará cancelado todo adeudo del Estado con el Fon- 
do Nacional de Vivienda en concepto de los recursos equi- 
valentes al 1% (uno por ciento) del impuesto a las retri- 
buciones privadas y al 1% (uno por ciento) con cargo al 
Banco de Previsión Social, generados desde el 16 de enero 
de 1980 hasta el 31 de diciembre de 1984. 
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A los efectos del cálculo del límite del crédito en cuen- 
ta corriente otorgado por el Banco Central del Uruguay 


al Poder Ejecutivo, conforme al artículo 255 de la Ley: 


N9 13,320, de 28 de diciembre de 1964, con la modificación 
dispuesta por el articulo 483 de la Ley N* 13.892, de 19 
de octubre de 1970, no se computará el importe referido 
en el.inciso anterior. 


Art. 605. — El Poder Ejecutivo, los Gobiernos Depar- 
tamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentra!i- 
zados, podrán vender los inmuebles de su propiedad, di- 
rectamente, al Banco Hipotecario del Uruguay, para ser 
destinados por éste a planes y programas de vivienda. 


El precio de la compraventa correspondiente debera 
ser superior, en todo caso, al valor determinado mediante 
la tasación practicada por la Dirección General del Ca- 
tastro Nacional, el que se convertirá a unidades reajusta- 


bles a efectos de mantenerlo actualizado a la fecha de la. 


respectiva operacion. 


En el caso de Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados cuyos Directorios estuvieren integrados con cin- 
co miembros, la resolución correspondiente deberá ser 
adoptada por cuatro votos conformes. 


Art. 606. — Sustitúyese el artículo 211 de la Ley nú.. 


mero 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


" “ARTICULO 211. — El producido del impuesto Crea- 
do por la Ley N* 12.700, de 4 de febrero de 1960 y 
modificativas corresponderá en los casos de bienes se- 
movientes a] Gobierno Departamental en cuyo depar- 
tamento, de acuerdo al registro en la Dirección de 

Contralor de Semovientes, Frutos del País, Marcas y 
Señales (DICOSE), del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, se encuentre inscripto el productor, 
persona física o jurídica, que emite la guía que acre- 
dita la transferencia de la propiedad, o el envío a 
consignación o a remate. 


Cuando la inscripción del contribuyente correspon- 
'da al departamento de Montevideo, deberá pagar el 
impuesto al Gobierno Departamental de cuya jurisdic- 
ción territorial hayan salido físicamente los bienes 
semovientes. 


A los efectos de este impuesto estará gravada toda 
operación a título oneroso o gratuito en cuanto se 
“produzca la entrega de bienes con transferencia del 
derecho de propiedad. Exceptúamse del pago de este 


impuesto a las donaciones a entes públicos, y de pa-* 


. dres a hijos u otros descendientes en línea recta asi 
como las particiones y cesaciones de Condominio de 
' semovientes. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a designar agentes de 
retención y de percepción y a fijar el plazo para el 


pago del tributo creado por la Ley N* 12.700, de 4 de 


febrero de 1960 y modificativas.” 
Esta sustitución regirá desde el 1? de enero de 1987. 


,¿Art. 607. — Declárase que la facultad conferida a los 


Gobiernos Departamentales por el artículo 215 de la Ley. 


N? 15.851, de 24 de diciembre de 1986, es también apli: 
cable a los rematadores, en su calidad ce agentes de per- 
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cepción atribuida por el artículo 4% de la Ley N*? 12.700, 
de 4 de febrero de 1960. 


Art. 608. — Las declaraciones juradas, los pagos de 
tributos, las devoluciones y las correspondientes registra- 
ciones de la Administración, se efectuarán suprimiéndose 
las fracciones menores de N$ 0,50 (nuevos pesos cincuen- 
ta centésimos), de acuerdo al procedimiento que se esta. 
blece en el artículo 610. 


Art. 609. — Los organismos públicos estatales y no 
estatales, así como los bancos privados, casas bancarias, 
casas de cambios, cooperativas de ahorro y crédito y com- 
pañías de seguros, suprimirán en la contabilidad y en los 
resultados de las operaciones que realicen, las fracciones 
menores de N$ 0,50 (nuevos pesos cincuenta centésimos), 
de acuerdo con lo que se establece en los artículos si- 
guientes. 


Art. 610. — En la contabilidad y en los resultados de 
las operaciones que realicen las entidades comprendidas 
en el artículo anterior, las fracciones de hasta N$ 0,50 
(nuevos pesos cincuenta centésimos), se desecharán y las 
fracciones superiores a dicho importe se tomarán por la 
unidad. 


Art. 611. — Los saldos existentes a la fecha en que 
entre en vigencia la presente ley, se ajustarán teniendo 
en cuenta lo dispuesto en el artículo anterior, liquidán- 
dose por los respectivos balances de pérdidas y ganancias. 


Art. 612. — De igual manera las empresas privadas 
podrán aplicar en su actividad comercial, en los precios, 
facturas, liquidaciones de impuestos, así como operaciones 
de cualquier género, el mecanismo establecido en el ar- 
tículo 610 de la presente ley. 


Art. 613. — Las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos 609 a 612 de la presente ley, entrarán a regir a 
partir del día siguiente a su publicación en el Diario Ofi- 
cial. 


Art. 614. — Derógase el Decreto-Ley N* 15.327, de 19 
de octubre de 1982. 


Art. 615. — Lo dispuesto por el artículo 362 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, se aplicará al Banco 
Hipotecario del Uruguay para la ejecución de las obras 
comprendidas en los planes quinquenales de vivienda, 


Las erogaciones resultantes se imputarán al costo de 
las obras respectivas en el caso de programas de acción 
directa y a la liberación del préstamo correspondiente 
en los programas de acción coordinada o por convenio. 


Art. 616. — El remanente a fin de ejercicio del sub- 
sidio establecido para la Administración de los Ferroca- 
rriles del Estado (AFE), por el artículo 615 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, e incrementado por el 
artículo 138 de la Ley N9 15.851, de 24 de diciembre de 
1986, podrá ser destinado en el Ejercicio siguiente a gas- 
tos de inversión. 


Art. 617. — Agrégase al artículo 4% del Decreto-Ley - 
N9 14.178, de 28 de marzo de 1974, el siguiente literal: 


“E) Desarrollar las actividades de servicios, salva los fl 
nancieros y de seguros, siempre que a juicio del Po- 
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der Ejecutivo elo resulte un apoyo al crecimiento 
industrial o turístico, o a la pesca.” 


Art. 618. — Declárase que el inciso primero del ar- 
tículo 19 de la Ley N* 11.954, de 29 de junio de 1953, que 
aumenta el capital de la Administración Nacional de Com- 
bustibles, Alcohol y Portland con el objeto, entre otros 
fines específicos, de completar la instalación del ingenio 
“El Espinillar”, amplió el giro del Ente, facultándolo a 
producir, industrializar y comercializar los productos de 
dicho establecimiento. 


Art. 619, — Sustitúyese el artículo 132 del Código de. 


Minería por el siguiente: 


“ARTICULO 132. — La actualización de los valores 
monetarios establecidos en el presente Código será rea- 
lizada por la Dirección Nacional de Minería y Geo- 
logía de acuerdo a la variación del Indice General de 
los Precios del Consumo elaborado por la Dirección 
General de Estadística y Censos.” 


Art. 620. — Sustitúyese el artículo 116 del Código de 
Minería, por el siguiente: 


“ARTICULO 116. — El propietario del predio super- 
ficial de ubicación del yacimiento, en virtud de la 
reserva establecida por el artículo 5%, puede realizar 
actividad minera bajo estas condiciones: 


A) Si la actividad minera no tiene carácter indus- 
trial o se desarrolla sin fines lucrativos, o es re- 
querida por organismos públicos, o es accesoria a 
una obra a realizar en el mismo predio. 


El propietario está facultado para realizarla sin 
necesidad del título minero, sin perjuicio de la 
vigilancia de las autoridades mineras y del some- 
timiento a los reglamentos de seguridad y salu- 
bridad y a las reglas que aseguren la racionali.- 
dad de los trabajos. 


La autorización será otorgada por la Dirección 
Nacional de Minería y Geología (DINAMIGE), 
previa verificación de los extremos expuestos por 
un plazo máximo de tres meses. 


B) En los demás casos la actividad minera sólo po- 
drá ejecutarse en virtud del título minero corres- 
pondiente.” 


Art. 621. -— Autorízase la permuta del inmueble Pa- 
drón N? 158297 propiedad del Estado, por el inmueble Pa- 
drón N? 32224 sito en la calle Tabaré 2430, de la ciudad 
de Montevideo, propiedad de la sucesión de don José Luis 
Zorrilla de San Martín. 


El Padrón N9 32224 será destinado a taller con fines 
culturales, denominándosele “Escultor José Luis Zorrilla de 
San Martin”. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente dispo- 
sición. 


Art. 622. — En el caso que el Banco Central del Uru- 
guay venda toda o parte de su cartera al Banco de la 
Repúbilca Oriental del Uruguay o, cuando en uso de la fa- 


ASAMBLEA GENERAL 


9 de Noviembre de 1987 


cultad conferida por el inciso segundo, del artículo 23 de 
la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre de 1967, coordine con 
dicha institución que actúen en la administración y recu: 
peración de créditos de dicho Banco, las quitas previstas 
en el artículo 33 de la Ley N* 15.786, de 4 de diciembre 
de 1985, que se concedan a los créditos comprendidos en 
la presente disposición, deberán otorgarse por un mínimo 
de cuatro votos conformes de integrantes del Directorio. 


Art. 623. — Agrégase al artículo 16 de la Ley N9 10.709, 
de 17 de enero de 1946, el siguiente inciso: 


“La Comisión Honoraria para la Lucha Antituber- 
culosa es persona pública no estatal.” 


Art. 624. — Autorízase al Banco Central del Uruguay 
para efectuar la acuñación de hasta 200.000 (doscientas 
mil) monedas de plata de un valor sellado de N$ 5.000 
(cinco mil nuevos pesos) cada una, en conmemoración 
del vigésimo aniversario de la creación del Banco Central 
del Uruguay, de acuerdo con las características y especi- 
ficaciones que se establecen en los literales siguientes, fa- 
cultándose al mismo para proceder a la contratación di. 
recta de esta acuñación, con casas oficiales acuñadoras de 
monedas, sin llamar a licitación pública. 


A) Las monedas serán circulares. 


B) Tendrán veinticinco gramos de peso y treinta y slete 
milímetros de diámetro. 


C) Las tolerancias en el peso serán en más o en menos 
de una moneda cada trescientas unidades. 


D) La pasta para su acuñación estará formada por una 
aleación de plata y cobre puros con un título de 900 
de fino y 100 milésimos de cobre, con una tolerancia 
en más O en menos de tres milésimos. 


E) El Banco Central del Uruguay determinará los ele- 
mentos ornamentales de los cuños, los que llevarán 
el valor de la moneda y la palabra Uruguay y aludi- 
rán al vigésimo aniversario del Banco Central del 
Uruguay. 


F) El Banco Central del Uruguay queda facultado para 
realizar la exportación de las monedas que se acuñen. 


Art. 625. — Interprétase que la última cláusula del 
inciso final del artículo 33 de la Ley N? 13.608, de 8 de 
setiembre de 1967, contiene una norma vigente de carác. 
ter permanente, en virtud de la cual los accionistas de 
instituciones bancarias privadas que se fusionen, no tie- 
nen el derecho de receso otorgado por la Ley N% 3.545, 
de 19 de julio de 1909, y por el Decreto-Ley N% 14,548, de 
29 de julio de 1976. 


Art. 626. — Decláranse de particular confianza los 
cargos de Secretario y Prosecretario de la Cámara de Se- 
nadores y de la Cámara de Representantes. Esta decla- 
ratoria tendrá vigencia desde el 15 de febrero de 1985. 


Art. 627. — El redondeo de cifras a que refiere el ar- 
tículo 22 del Decreto-Ley N? 14.552, de 11 de agosto dé' 
1976, se efectuará a la unidad de muevos pesos inmediata ' 
superior. 
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Art. 628. — El precio de los formularios de declara- 
ciones y certificados guías exigidos por la Dirección de 
Contralor de Semovientes, Frutos del País, Marcas y Se- 
ñales (DICOSE), será incrementado por el valor que Co- 
rresponda al timbre previsto en el literal H), del artículo 
23 de la Ley N* 12.997, de 28 de noviembre de 1961, mo- 
dificativas y concordantes. DICOSE verterá directamente 
en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Umiversitarios el producido del referido valor incorporado, 
con la información que corresponda. 


Art, 629. — Derógase la prohibición a que refiere el 
inciso segundo del artículo 1? de la Ley N? 9.980, de 13 de 
diciembre de 1940. 


Art. 630. — Agrégase al artículo 9% de la Ley N* 10.709, 
de 17 de enero de 1946, el siguiente inciso: 


“En los casos en que el impuesto Sea recaudado 
por las Intendencias Municipales, éstas tendrán com- 
petencia para la imposición de multas y para enten- 
der en los recursos administrativos a que hubiere 
lugar.” 


Art. 631. — En casos de pérdida, sustracción o des- 
trucción de títulos de Deuda Pública, administrada por €l 
Banco Central del Uruguay como agente financiero del 
Estado, serán aplicables los artículos 109 a 115 del De- 
creto-Ley N% 14.701, de 12 de setiembre de 1977. 


Art. 632. — A los solos efectos procesales de la apli- 
cación del artículo anterior, el Banco Central del Uru- 
guay será considerado emisor de tales títulos. 


Art. 633. — Declárase por vía de interpretación de la 
Ley N% 15.783, de 28 de noviembre de 1985, que en los ca- 
sos de funcionarios del ex-Instituto Nacional de Vivien- 
das Económicas (INVE) y de la ex-Dirección Nacional de 
Vivienda (DINAVI), la reforma de la cédula jubilatoria o 
pensionaria debe ser efectuada por el organismo de pre- 
visión social que sirve la pasividad. 


Art. 634. — Asíignase por una sola vez la partida ne- 
cesaria con destino a la adquisición, a la Facultad de De- 
recho y Ciencias Sociales de la Universidad de la Repú- 
blica, por parte del Instituto Nacional de Colonización, del 
inmueble que integran los padrones 681 y 701, ubicado en 
la 9% Sección Judicial] del departamento de Cerro Largo, 
con una superficie de seis mil doscientas seis hectáreas 
cuatro mil quinientos treinta y seis metros cuadrados. 
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La partida será abonada en tres cuotas amuales y con- 
secutivas, su fijación será en UR (unidades reajustables) 
y su destino exclusivo para inversiones de la Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales, 


Art. 635. — Declárase que los funcionarios públicos 
cuyas destituciones, cesantías o privaciones de trabajo 
ocurridas entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero 
de 1985 por motivos políticos, ideológicos o gremiales, ha- 
yan sido declaradas nulas, sólo tienen derecho a recibir 
sus remuneraciones y beneficios sociales a partir del 1? 
de marzo de 1985 y su única y exclusiva reparación por 
los daños y perjuicios sufridos serán los establecidos en 
los articulos 9% y siguientes de la Ley N% 15.783, de 28 de 
noviembre de 1985. 


Art. 636. — Modifícase el artículo 3% de la Ley nú- 
mero 15.890, de 27 de agosto de 1987, estableciéndose que 
el plazo de tres días previsto en e! mismo, es de días há- 
biles y no corridos y derógase el artículo 49, de la cita- 
da ley. 


Art. 637. — La provisión de vacantes en los Escalafo- 
nes C “Administrativo” y F “Servicios Auxiliares” en el 
Poder Ejecutivo, Poder Judicial, Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas, 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, se realiza- 
rá con personas que ya sean funcionarios públicos. 


Art. 638. — Comuníquese, etc.” 


6) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — Agotado el objeto de la con- 
vocatoria, queda levantada la sesión. 


(Es la hora 3 del día 10 de noviembre) 


Dr. ENRIQUE E. TARIGO 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dr. Héctor S. Clavijo 
Secretarios 


Dn. Hugo D. Queijo 
Subdirector del Cuerpo de Taquígrafos 
de la Cámara de Representantes 


